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PRESENTACIÓN

La formación jurídica, hoy más que nunca, supone un 
enorme desafío. La globalización, el desarrollo de los dere-
chos humanos y la jurisprudencia internacional, los cam- 
bios sociales, la gran cantidad de información disponi-
ble en los medios digitales, sumada a la gran velocidad 
a la que ocurren los cambios en las leyes y en la propia 
Constitución, por mencionar sólo algunos, colocan a la 
persona docente ante el reto de generar aprendizajes que 
permitan al alumnado ejercer la profesión jurídica en un 
entorno complejo que, ante todo, exige una constante 
capacidad de adaptación y comprensión. La colección 
Aprehender el derecho pretende ser una herramienta útil 
que permita al alumnado navegar con los elementos bá-
sicos para comprender la función del derecho, así como 
la lógica de cualquier sistema normativo, especialmente 
el ordenamiento jurídico.

Los manuales que integran la colección abordan 
las principales áreas y materias del derecho, tanto las 
que cuentan con una amplia trayectoria jurídica como 
aquellas de reciente génesis que han surgido como re-
sultado de las demandas sociales. Se trata básicamente 
de textos de dogmática jurídica con un sólido aparato 
teórico y un enfoque novedoso que recoge los debates 
contemporáneos y las nuevas fuentes del derecho. In-
cluye materiales sobre nuevas disciplinas y ramas tra-
dicionales del derecho con una visión contemporánea.

Libro completo en https://tinyurl.com/mufrneth
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv



PRESENTACIÓNXII

Uno de los rasgos de los manuales es la visión in-
terdisciplinaria. Esto supone la superación del dere-
cho como ciencia “pura” para incorporar los debates 
y aportes vinculados con otras disciplinas. Para ello se 
incluye en varios de los tomos a especialistas de diver-
sas disciplinas. De igual manera, resulta relevante la 
perspectiva de género; ello implica lenguaje incluyente 
y un enfoque crítico sobre la forma en que las distintas 
ramas del derecho han afectado o ignorado a las muje-
res. El objetivo también consiste en trabajar la igualdad 
y cuestionar cómo el derecho y sus estructuras contri- 
buyen a perpetuar las diferencias entre hombres y mu-
jeres.

Por otra parte, la reforma constitucional en mate-
ria de derechos humanos de 2011 implicó una transfor-
mación estructural en la forma de comprender el de-
recho, que enriquece y complejiza el sistema jurídico 
mexicano. Por ello debe integrarse el marco jurídico in-
ternacional a la legislación de las diferentes ramas del 
derecho, así como incorporar los criterios de interpre-
tación de los tratados emitidos por los órganos inter-
nacionales. 

Los textos también pretenden construir un puente 
entre la práctica jurídica y la enseñanza del derecho. En 
este sentido, se caracterizan por tener un enfoque teóri-
co-práctico que permite al alumnado desarrollar habili-
dades para la solución de casos concretos, especialmen-
te a través de la argumentación jurídica. 

La colección que se presenta constituye una aporta-
ción del Instituto de Investigaciones Jurídicas a la me-
jora de las profesiones jurídicas a través del proceso de 
enseñanza-aprendizaje. Pretende, con ello, contribuir al 
fortalecimiento del Estado de derecho y al respeto a los 
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derechos humanos de todas, todos y todes. Aprehender 
el derecho supone, así, aprender en el sentido de adqui-
rir conocimientos, pero también aprehender, significan-
do el asimilar, integrar, “apoderarse” de los fundamen-
tos del derecho.

Mónica González Contró 
Directora del IIJ-UNAM
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INTRODUCCIÓN

Más de tres décadas han pasado desde que escribí el pri-
mer libro Derecho de familia, que fuera publicado por 
el Fondo de Cultura Económica; décadas en las que la 
familia como grupo social primario se ha transformado 
en nuestro país y en el mundo, de manera vertiginosa. Es 
difícil identificar cuál de los cambio es más significativo; 
lo cierto es que la diversidad y la pluralidad han germi-
nado en este concepto hasta obligar a pensar en él en 
plural: “familias”. Sigue habiendo consenso en el sentido 
de que se trata de grupos y relaciones sociales primarias, 
de las más antiguas en la historia de la humanidad, pero 
el singular familia, dio paso a un plural que ha modifi-
cado el pensamiento social, económico y político sobre 
esta institución.

Hace más de tres décadas me apoyé en Rousseau 
para acompañar la idea de que la familia es la más anti-
gua de las sociedades y la única que surge espontánea-
mente por razones naturales, para sostener que estos 
grupos surgen por una necesidad elemental: la crianza y 
al sostenimiento de los hijos e hijas que es la base de la 
sobrevivencia de la propia humanidad. También hice re-
ferencia a Engels para enlazar los orígenes de la familia 
con sus consecuencias sobre la propiedad y las relacio-
nes matrimoniales.

Una agrupación “natural” que las sociedades hu-
manas convirtieron en institución, primero en singu-
lar, después en plural en la medida en que se trata de 
instituciones creadas y estructurada por las culturas 

Libro completo en https://tinyurl.com/mufrneth
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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con la finalidad de regular —y controlar— a hombres 
y mujeres, sus relaciones, sus conductas y todo aquello 
relacionado con el intercambio generacional en socie-
dades que han evolucionado y, por tanto, repensado en 
las familias como un componente básico de la propia 
naturaleza, pero con una diversidad que se estructura 
desde un supuesto matriarcado original, transformado, 
según Russell, 1 por un deseo de legitimar a las descen-
dencias y asegurar la paternidad a través de institucio-
nes reconocidas por el Estado, como el matrimonio con 
las que se instaló un patriarcado fortalecido por usos y 
costumbres; luego por normas de aplicación general en 
comunidades más o menos amplias, hasta llegar al reco-
nocimiento de la homoparentalidad en condiciones de 
igualdad con la heteroparentalidad.

En este contexto evolutivo, para los efectos de este 
nuevo ejercicio de reflexión académica sobre las fami-
lias, haré énfasis en la legislación vigente en el ámbito fe-
deral y en las 32 entidades federativas. Aunque, en oca-
siones haré referencia a los antecedentes históricos de 
nuestro país a partir de la independencia y de los códi-
gos decimonónicos mexicanos, el componente histórico 
más importante lo tomo desde la Revolución y su legis-
lación, como lo es, por ejemplo, la Ley de Relaciones Fa-
miliares, de Venustiano Carranza, y el Código Civil para 
el Distrito y Territorios Federales en materia común, y 
para toda la República en materia federal de 1928.

Hace más de 30 años tenía la certeza de la existencia 
de usos y costumbres al interior de las familias que les 
daban cohesión interna y capacidad de resistencia fren-
te a los avatares de la historia y de su propia evolución; 
frente a las transiciones sociales y culturales que todavía 
no terminan de asentarse pero que, legalmente ya han 

1		  Russell, Bertrand, Amor y Moral, Buenos Aires, Siglo XX, p. 17.
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impuesto cambios que todavía no tienen arraigo en to-
das las sociedades, como es la aparición de los llamados 
matrimonio igualitarios y el reconocimiento de la homo-
parentalidad, que terminó por imponerse en todo el país 
por dos vías: las reformas legislativas y la jurisprudencia. 
Todavía es cierto que la familia, esa en la que nacimos y 
crecimos, es nuestro grupo social primario, ese en el que 
mujeres y hombres encontramos los satisfactores bási-
cos a nuestras necesidades, pero, los cambios normati-
vos no han tenido un terso camino de consenso.

Nuestras familias, las propias, siguen siendo grupos 
dinámicos delimitados por características culturales de 
la comunidad en la que se desarrollan; siguen siendo 
espacios en los que mujeres y hombres aprendemos la 
convivencia e integramos valores y dinámicas que hoy 
en día se mueven y transforman de manera vertigino-
sa. De tal manera que, si hace más de tres décadas fue 
válido afirmar que la familia está hecha por la cultura 
imperante en la sociedad y que, al mismo tiempo, este 
grupo social hizo y rehízo usos y costumbres, hoy es di-
fícil afirmar lo mismo. Los intercambios culturales, co-
munitarios y sociales que se dan en medio de un siste-
ma de comunicaciones vertiginosas, el desarrollo de la 
inteligencia artificial, la capacidad de manipular game-
tos y recrear en laboratorios tanto el genoma humano 
como la reproducción, son elementos que no estaban en 
el horizonte del derecho familiar. Hoy, estos componen-
tes de la realidad, sumados a los esfuerzos nacionales e 
internacionales en materia de derechos humanos como 
la igualdad, no discriminación, salud —tanto general 
como las particularidades de la sexual y reproductiva—; 
el surgimiento y desarrollo de los derechos de niñas, ni-
ños y adolescentes, han modificado profundamente las 
fronteras del derecho de las familias, de ser una insti-
tución indiscutible de derecho privado, a ser el motor 
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a través del cual se impulsan derechos humanos, como, 
por ejemplo, el derecho a una vida libre de violencia.

Por otro lado, en estas tres décadas, también hubo 
transformaciones en la nomenclatura de la división po-
lítica del país, una muy importante, que se refiere a la 
nomenclatura y situación política del Distrito Federal, 
hoy Ciudad de México. El cambio de nombre se dio por 
decreto publicado el 26 de enero de 2016 en el Diario 
Oficial de la Federación; un año después, el 5 de febre-
ro de 2017, en la Gaceta de la hoy Ciudad de México, 
se publicó su Constitución Política, en la que se esta-
blece que a partir de su entrada en vigor, este espacio 
territorial en una entidad integrante de la Federación, 
sede de los Poderes de la Unión y capital de los Estados 
Unidos Mexicanos, cuya soberanía reside en el pueblo 
y se ejerce a través de sus poderes públicos y las figuras 
de democracia directa y participativa, con una forma de 
gobierno “republicana, democrática, representativa, lai-
ca y popular, bajo un sistema de división de poderes, plu-
ralismo político y participación social”.

Sin embargo, no todas las normas de la Ciudad de 
México cambiaron su nombre, como es el ordenamiento 
civil que conserva el nombre de Código Civil para el Dis-
trito Federal. En esta obra, al analizar o hacer referen-
cia a este ordenamiento, a fin de evitar confusiones, me 
refiero a él como Código Civil para la Ciudad de México.

Ciudad Universitaria, noviembre de 2024
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Federación 
y entidades 
federativas

Legislación2

Código Civil Federal

Código Civil Federal: publicado los días 26 
de mayo, 14 de julio, 3 y 31 de agosto de 
1928, como Código Civil para el Distrito Fe-
deral en materia común y para toda la Repú-
blica en materia federal; cambio de nombre 
para quedar como Código Civil Federal del 
29-05-2000; última reforma publicada el 17 
de enero de 2024.

Aguascalientes

Código Civil del Estado de Aguascalientes: 
publicado el 7 de diciembre de 1947; última 
reforma publicada el 1o. de abril de 2024 
(CC).

Baja California

Código Civil para el Estado de Baja Califor-
nia: publicado el 31 de enero de 1974, últi-
ma reforma publicada el 21 de abril de 2023 
(CC).
Ley de la Familia para el Estado de Baja 
California: publicada el 30 de diciembre de 
2011; última reforma publicada el 6 de no-
viembre de 2023 (LF).

Baja California Sur

Código Civil para el Estado Libre y Sobera-
no de Baja California Sur: publicado el 19 
de julio de 1996; última reforma publicada 
el 17 de enero de2024 (CC).

2		  Normatividad vigente a octubre de 2024; consultada en el Sis-
tema de Consultas de Ordenamientos de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación (disponible en: https://legislacion.scjn.gob.mx) y 
cotejada en el Sistema de la Secretaría de Gobernación (disponible 
en: http://www.ordenjuridico.gob.mx/).
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Campeche

Código Civil del Estado de Campeche: publi-
cado el 17 de octubre de 1942; última refor-
ma publicada el 28 de febrero de 2023 (CC).
Ley Regulatoria de Sociedades Civiles de 
Convivencia del Estado de Campeche: publi-
cada en el Periódico Oficial de Campeche el 
28 de febrero de 2024.

Ciudad de México

Código Civil para el Distrito Federal: publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación los 
días 26 de mayo, 14 de julio, 3 de agosto y 31 
de agosto, todos de 1928; cambió su deno-
minación el 25 de mayo de 2000; última re-
forma publicada el 4 de agosto de 2024 (CC 
CDMX).
Ley de Sociedad de Convivencia para la Ciu-
dad de México: publicada en la Gaceta Ofi-
cial de la Ciudad de México el 24 de octubre 
de 2017.

Chiapas 

Código Civil para el Estado de Chiapas: pu-
blicado el 2 de febrero de 1938; última refor-
ma del 6 de marzo de 2024, fe de erratas del 
7 de marzo del mismo año (CC).

Chihuahua
Código Civil del Estado de Chihuahua: pu-
blicado el 23 de marzo de 1974; última refor-
ma del 17 de febrero de 2024 (CC).

Coahuila

Código Civil para el Estado de Coahuila de 
Zaragoza: publicado el 25 de junio de 1999; 
última reforma del 27 de junio de 2023 (CC).
Ley para la Familia de Coahuila de Zarago-
za: publicada el 15 de diciembre de 2015; úl-
tima reforma del 30 de enero de 2024 (CF). 

Colima
Código Civil para el Estado de Colima: pu-
blicado el 25 de septiembre de 1954; última 
reforma del 9 de diciembre de 2023 (CC).

Durango

Código Civil del Estado de Durango: publi-
cado los días 22, 25, 29 de enero; 1, 5, 8, 12, 
15, 19, 22, 26, 29 de febrero; 4, 7, 11, 14, 18, 
28 de marzo; 1, 4, 15, 18, 22, 25, 29 de abril; 
2, 6, 9, 13, 16 de mayo; 6, 10, 13, 24 de junio; 
1, 8, 15, 18, 22, 25, 29 de julio, 1, 5, 8, 12, 15 
y 19 de agosto de 1948; última reforma del: 
10 de marzo de 2024 (CC).



LEGISLACIÓN ANALIZADA Y CITADA XXI

Estado de México
Código Civil del Estado de México: publica-
do el 7 de junio de 2002; última reforma del 
12 de diciembre de 2023 (CC).

Guanajuato 
Código Civil para el Estado de Guanajuato: 
publicado el 14 de mayo de 1967; última re-
forma publicada 8 de diciembre de 2022 (CC).

Guerrero

Código Civil del Estado Libre y Soberano de 
Guerrero: publicado el 2 de marzo de 1993; 
última reforma del 15 de diciembre de 2023 
(CC).

Hidalgo
Ley para la Familia del Estado de Hidalgo: 
publicada el 9 de abril de 2007; última refor-
ma del 4 de abril de 2024(CF).

Jalisco
Código Civil del Estado de Jalisco: publicado 
el 25 de febrero de 1995; última reforma del 
9 de marzo de 2024 (CC). 

Michoacán

Código Familiar para el Estado de Michoa-
cán de Ocampo: publicado el 30 de septiem-
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Capítulo primero

DERECHOS HUMANOS 
Y RELACIONES FAMILIARES

I. Reflexiones iniciales 
sobre los derechos humanos en las familias

Hace unas décadas, en un pequeño ensayo titulado “¿Qué 
necesita saber una mujer?”, Adrienne Rich hizo esta pre-
gunta orientada a lo que ella identificó como “la conver-
sión de las mujeres en seres humanos conscientes de sí 
mismas y con capacidad para definirse”. Entre sus re-
flexiones, afirmó que “ninguna mujer es verdaderamente 
privilegiada en las instituciones apadrinadas por la con-
ciencia masculina”, porque la enseñanza que se recibe, 
aún en las grandes universidades, reproduce los manda-
tos patriarcales. Entre varios aspectos, pone a debate una 
pregunta crucial:

¿No necesita conocer su propia historia, su cuerpo de mujer 
usado tantas veces con fines políticos, conocer el genio 
creativo de mujeres del pasado, la habilidad, las destrezas, 
las técnicas y las visiones que poseían las mujeres en otros 
tiempos y culturas, y cómo se las ha sumido en el anonimato 
y se las ha censurado, interrumpido, devaluado? 3

3		  Rich, Adrienne, “¿Qué necesita saber una Mujer”, 1979, dispo-
nible en: https://www.legisver.gob.mx/equidadNotas/publicacionLXIII/
Que%CC%81-necesita-saber-una-mujer%20(1979)%20-%20Adrienne 
%20Rich.pdf.

Libro completo en https://tinyurl.com/mufrneth
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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Es una interrogante que visualiza un problema de 
origen y subraya la necesidad de revisar los procesos 
educativos en todas las ciencias para alcanzar una igual-
dad real entre mujeres y hombres; esa que debe empezar 
en los cimientos de la vida humana y su educación —la 
primera infancia— en los espacios propios de las rela-
ciones familiares. Para que esto sea posible, el principio 
de igualdad debe ser considerado como toral en las re-
glas que rigen en estas relaciones, al igual que el prin-
cipio de no discriminación; es decir, en los dos pilares 
que sostienen el andamiaje de los derechos humanos en 
el ámbito internacional y, también, en nuestro sistema 
político y jurídico.

La familia, como el grupo social básico por excelen-
cia, no es ajena a estos principios, porque es también 
una institución jurídica y política que tiene o puede te-
ner el “estatuto de un rasgo compartido de identidad 
nacional”,4 enunciado como la familia mexicana, cuya 
cohesión parece indestructible y se activa siempre en 
situaciones de emergencia, tanto al interior del grupo 
—divorcios, separaciones, enfermedades o abandono— 
como en aquellas derivadas de la propia naturaleza (te-
rremotos, ciclones, inundaciones, etcétera). Este grupo 
social puede estar circunscrito a las personas que viven 
en un mismo hogar o abarcar varias generaciones que 
se reconocen entre sí con esa misma fuerza, aunque no 
vivan en el mismo hogar; es decir, la familia extendida 
o la red de parentesco que implica un reconocimiento 
e intercambios entre generaciones de recursos, afectos, 

4		  Véase Rabell Romero, Cecilia y D’Aubeterre, María Eugenia, 
“¿Aislados o Solidarios? Ayudas y redes familiares en el México con-
temporáneo”, en Rabell Romero, Cecilia (coord.), Tramas familiares 
en el México contemporáneo. Una perspectiva sociodemográfica, Méxi-
co, UNAM, Instituto de Investigaciones Sociales-El Colegio de México, 
2009, pp. 41-97.
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relaciones y sentido de pertenencia a un determinado 
grupo, unido por relaciones permanentes y reconocibles 
con un capital social, en el sentido de Bourdieu,5 que les 
es común.

Con estos prolegómenos, recordemos que la transi-
ción entre el siglo XX y el XXI trajo consigo una acelera-
da transformación de estas relaciones familiares, como 
efecto de la industrialización, migraciones, urbaniza-
ción, delegación en edades más tempranas de procesos 
de cuidados y educativos de las infancias, la incorpora-
ción de las mujeres/madres a los mercados laborales o al 
paulatino impacto de las demandas feministas sobre la 
libertad y emancipación de las mujeres en las relaciones 
sexo/afectivas; lo que conllevan una fuerte corriente re-
formadora de la legislación en materia familiar.

En algunas obras se identifica a este proceso como 
una “constitucionalización del derecho familiar”,6 para 
hacer referencia, entre otras cosas, a una profunda revi-
sión en materia de igualdad entre mujeres y hombres, en 
el marco de las familias y las instituciones jurídicas que 
le dan estructura normativa, como, por ejemplo, matri-
monio, concubinato, divorcio, filiación o alimentos. Es 
una revisión que está basada en los derechos humanos y 
que abarca aquellos que emanan de estas instituciones, 
como los reproductivos y a la educación, la salud, la vi-
vienda, los cuidados, etcétera, todos enmarcados por la 
igualdad de las relaciones interpersonales en el núcleo 
familiar.

5		  Bourdieu, Pierre, “Le capital social”, Actes de la recherche en 
sciences sociales, vol. 31, enero de 1980, pp. 2 y 3, disponible en: 
https://www.persee.fr/doc/arss_0335-5322_1980_num_31_1_2069.

6		  Esta corriente se recoge en la obra La constitucionalización 
del derecho de familia, Perspectivas comparadas, editada por Nicolás 
Espejo Yaksic y Ana María Ibarra Olguín (Centro de Estudios Cons-
titucionales, México, SCJN, 2019).
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En efecto, el proceso de constitucionalización del 
derechos familiar no puede separarse de la incorpora-
ción de la teoría de los derechos humanos en el núcleo 
familiar ni de los instrumentos normativos internacio-
nales que los avalan en el estudio, la interpretación y la 
toma de decisiones en materia de justicia familiar, que 
tienen un fuerte impacto en los derechos de la infancia 
y adolescencia; asimismo, en el cambio de estatuto nor-
mativo de las mujeres y la desarticulación entre la re-
producción biológica, filiación y parentescos, derivados 
de la irrupción de los avances en la reproducción asisti-
da y la exploración de una verdadera comercialización 
de la maternidad, a través de la llamada subrogación, la 
cual es necesario revisarla de manera crítica, a la luz, 
precisamente, de los derechos humanos de las mujeres 
y las infancias.

Se habla de tránsitos significativos que pretendie-
ron una distribución igualitaria del poder entre hom-
bres y mujeres en este núcleo social básico, así como 
de las cargas de crianza, cuidado y tareas domésticas 
entre madre y padre, el reparto de las derivadas de los 
cuidados hacia las generaciones de abuelas y abuelos, 
la revisión de las instituciones de familia desde la óp-
tica de los derechos humanos y del feminismo, la re-
lación de esta rama del derecho con figuras antes no 
estudiadas y hoy vistas como derechos, a partir de una 
visualización de, por ejemplo, los llamados derechos 
sexuales y reproductivos que modifican sustancialmen-
te instituciones como el matrimonio y la filiación. Todo 
ello desde los principios constitucionales y de derechos 
humanos como la igualdad, la no discriminación y la 
libertad, que, a su vez, se abren —como en abanico— 
en el conjunto de derechos humanos reconocidos en los 
ámbitos internacional y nacional.
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Así, al hablar de igualdad real y jurídica en las rela-
ciones familiares, se enfocan por lo menos tres vértices: 
la igualdad entre las mujeres y los hombres, sin impor-
tar su edad y su lugar en el núcleo familiar; la igualdad 
entre las personas, sin importar sus creencias religio-
sas, raza, pertenencia a grupos indígenas o preferencias 
en la sexualidad; la igualdad entre los hijos e hijas, con 
independencia de las circunstancias de su nacimiento 
o edad; todo ello con un eje aglutinador: la libertad. En 
este el momento me concentraré en el primero de estos 
vértices; el segundo lo abordaré en el estudio del matri-
monio, y el tercero en el estudio de la filiación. Sin em-
bargo, es importante subrayar que enfoco el tema de la 
igualdad desde la perspectiva de los derechos humanos, 
tal como indica Alda Facio; es decir, me refiero a un de-
recho humano autónomo. Ella afirma que

…la igualdad no se refiere a la semejanza de capacida-
des y méritos o a cualidades físicas de los seres huma-
nos, sino que es un derecho humano autónomo. Este 
derecho, tal como ha quedado plasmado en la casi to-
talidad de instrumentos legales de derechos humanos, 
no es descriptivo de la realidad, es decir, no se presenta 
en términos de ser, sino de deber ser. Es más, la gran 
innovación introducida por la doctrina de los derechos 
humanos es haber hecho del principio de igualdad una 
norma jurídica. Esto quiere decir que la igualdad no es 
un hecho, sino un valor establecido precisamente ante 
el reconocimiento de la diversidad humana.7

7		  Facio, Alda, “El derecho a la igualdad entre mujeres y hom-
bres”, en Instituto Interamericano de Derechos Humanos (ed.), In-
terpretación de los principios de igualdad y no discriminación para los 
derechos humanos de las mujeres en los instrumentos del Sistema In-
teramericano, San José, IIDH, 2008, pp. 65-78, disponible en: http://
biblioteca.corteidh.or.cr/tablas/a22083.pdf.
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Esta igualdad no sería posible sin los acuerdos y 
reconocimientos derivados de la Conferencia Mundial 
de Derechos Humanos,8 estipulados en la Declaración 
y Programa de Acción de Viena; en especial el aparta-
do en materia de igualdad, dignidad y tolerancia en el 
que se hacen diversos llamados. Uno de ellos, para que, 
como prioridad de gobiernos y del sistema de Naciones 
Unidas, se “conceda a la mujer el pleno disfrute en con-
diciones de igualdad de todos los derechos humanos”, al 
tiempo que se pone especial atención a la erradicación 
de la violencia y la discriminación contra las mujeres, y 
se garantice para ellas, en igualdad de condiciones que 
a los hombres, acceso a los programas y políticas para el 
desarrollo, a la educación, a la salud y a la participación 
en la toma de decisiones.9

Con estas reflexiones como punto de partida, es lógico 
tener como referencia inicial la guía de los derechos hu-
manos involucrados en las relaciones familiares, enten-
diendo por tales lo señalado por la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU), a partir de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos (DUDH). Se trata de una 
base normativa a través de la cual se reconoce “la digni-
dad intrínseca y los derechos iguales e inalienables de to-
dos los miembros de la familia humana”, en la medida en 
que son “derechos inherentes a todos los seres humanos, 
sin distinción alguna de raza, sexo, nacionalidad, origen 
étnico, lengua, religión o cualquier otra condición”,10 que 
inician con el reconocimiento de la libertad e igualdad en 
dignidad entre todos los seres humanos.

8		  Celebrada en Viena del 14 al 25 de junio de 1993, bajo los aus-
picios de la Organización de las Naciones Unidas.

9		  Véase párrafos 36 al 44 del apartado B.3 “La igualdad de con-
dición y los derechos humanos de la mujer”.

10		  Véase párrafo primero del preámbulo de la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos.
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Es importante no olvidar, como lo subraya la Oficina 
del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los De-
rechos Humanos (ACNUDH), que estos derechos los te-
nemos todas las personas —hombres y mujeres, sin im-
portar nuestras características individuales— por el sólo 
hecho de existir. Son inherentes a todas y todos, con in-
dependencia del sexo, edad, nacionalidad, origen étnico 
o nacional, color, religión, idioma o cualquier otra con-
dición; se incluye un abanico en el que se reconocen los 
derechos que son fundamentales, como a la vida, hasta 
los que sostienen esta vida: a la alimentación, a la educa-
ción, al trabajo, a la salud y a la libertad.

Tienen como principios característicos ser universa-
les, inalienables, imprescriptibles, irrenunciables, irre-
vocables e intransferibles;11 es decir, son válidos para 
todos los seres humanos en todo el mundo. Además, se 
trata de derechos indivisibles e interdependientes, pues-
to que el disfrute de uno de ellos depende del disfrute 
de todos los demás. Así, por ejemplo, la igualdad como 
principio básico de la propia dignidad humana implica, 
necesariamente, el derecho a la no discriminación y a la 
libertad, una triada siempre presente en todas las rela-
ciones humanas; la familia, una de ellas.

En este esquema, podemos visualizar los derechos 
humanos involucrados en las familias:

11		  Tal como se reconoció en la Conferencia de Viena de Derechos 
Humanos, en cuya Declaración se lee: “Todos los derechos humanos 
son universales, indivisibles e interdependientes y están relaciona-
dos entre sí. La comunidad internacional debe tratar los derechos 
humanos en forma global y de manera justa y equitativa, en pie de 
igualdad y dándoles a todos el mismo peso” (Documento de Nacio-
nes Unidas A/CONF. 157/23, 12 de julio de 1993).
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II. Dignidad y derechos humanos 
de las mujeres en la familia 

como mandato constitucional

En México existe un mandato derivado de la carta magna 
de garantizar la igualdad entre mujeres y hombres ante 
la ley, según el artículo 4o., que contempla la obligación 
de interpretar todas las normas relativas a los derechos 
humanos, desde la perspectiva de la propia Constitución 
y de los tratados internacionales en la materia, de con-
formidad con lo establecido en el artículo 1o. constitu-
cional que, a partir de la reforma de 2011,12 impone la 

12		  Véase —y no olvidar— las reformas a la carta magna, publicadas 
en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, con las que 
se incorpora, de manera clara, el marco jurídico internacional de los 
derechos humanos al marco jurídico interno.

Dignidad

Igualdad:
Mujeres

Hombres

Identidad:
Nombre

Nacionalidad

DESC:
Educación
Vivienda

Salud
Alimentos

No discriminación:
Nacionalidad

Raza
Religión

Preferencias sexuales...

Libertad:
Contraer nupcias

Formar una familia
Formar un patrimonio
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premisa de que el Estado debe proporcionar a las perso-
nas —siempre— la protección más amplia, aplicando el 
derecho que más les favorezca, esto en concordancia con 
el principio pro persona, derivado de la protección efecti-
va de la persona, que es parte integral de la teoría de los 
derechos humanos.13

Dicha reforma señala de manera expresa la obliga-
ción que tienen todas las autoridades de promover, res-
petar, proteger y garantizar los derechos humanos, de 
conformidad con los principios que los rigen, es decir: 
la universalidad, imprescriptibilidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad; al tiempo que comple-
mentan la prohibición —que ya existía— de todo tipo de 
discriminación, cualquiera que sea la causa: origen ét-
nico o nacional, el sexo, la expresión de género, la edad, 

13		  No es el espacio para analizar estos principios, pues no es un 
tratado de derecho constitucional. Para ampliar la información so-
bre el tema, véase, entre otras obras: Castilla, Karlos, “El principio 
pro-persona en la administración de justicia”, Revista Mexicana de De-
recho Constitucional. Cuestiones Constitucionales, México, núm. 20, 
2009, disponible en: http://www.juridicas.unam.mx/publica/rev/cconst/
cont/20/ard/ard2.htm#N1; Orozco Henríquez, José de Jesús, “Los de-
rechos humanos y el nuevo artículo 1o. constitucional”, IUS Revista 
del Instituto de Ciencias Jurídicas de Puebla, México, año V, núm. 28, 
julio-diciembre de 2011, pp. 85-95; Medellín Urquiaga, Ximena, Prin-
cipio pro persona, México, SCJN-Oficina en México del Alto Comisio-
nado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Comisión de 
Derechos Humanos del Distrito Federal, 2013; Caballero Ochoa, José 
Luis, “La cláusula de interpretación conforme y el principio pro per-
sona (artículo 1o., segundo párrafo, de la Constitución)”, en Carbo-
nell Sánchez, Miguel y Salazar Ugarte, Pedro (coords.), La reforma 
constitucional de derechos humanos, México, UNAM, Instituto de In-
vestigaciones Jurídicas, 2011, pp. 103-133, disponible en: http://biblio.
juridicas.unam.mx/libros/7/3033/6.pdf; Astudillo, César, El bloque y el 
parámetro de Constitucionalidad en México, México, UNAM-Tirant Lo 
Blanch, 2014; Salazar Ugarte, Pedro (coord.), La reforma constitucio-
nal sobre derechos humanos. Una guía conceptual, México, Instituto 
Belisario Domínguez del Senado de la República, 2014.
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las discapacidades, la condición social, las condiciones 
de salud, la religión, las opiniones, las preferencias se-
xuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra 
la dignidad humana.14

Es importante destacar que, desde mi punto de vis-
ta, en la reforma al artículo 1o. constitucional de ju-
nio de 2011, se cometió un error —de consecuencias 
significativas para las mujeres— al omitir la categoría 
sexo como parte fundamental de las discriminaciones 
que sufrimos las mujeres a lo largo de la historia de 
la humanidad, e incorporar la categoría género como 
su equivalente.15 Es decir, se sustituyó la utilización de 
la distinción biológica entre mujeres y hombres para 
incorporar los estereotipos —masculinos, que pesan 
sobre los hombres, y femeninos, que pesan sobre las 
mujeres— construidos sobre esa distinción biológica, 
mismos que son las razones de la opresión y discrimi-
nación de todo tipo hacia ellas a lo largo de la histo-
ria de la humanidad, sólo por haber nacido mujeres. 
Con este cambio, se desconoce y desaparece la causa de 

14		  Esta prohibición se introdujo con las reformas publicadas en el 
Diario Oficial de la Federación el 14 de agosto de 2001.

15		  Sé que existe un debate entre quienes articulan el derecho a la 
igualdad con los argumentos que se expresan a través de la llamada 
ideología de género y las personas —en especial las mujeres— que 
sostenemos que las causas de todas las discriminaciones hacia las 
mujeres se han basado, desde los albores de la humanidad, en nuestro 
sexo, nuestro ser mujer, y que una de las formas más perniciosas de 
hacerlo es, precisamente, construyendo los estereotipos de género: 
lo femenino y lo masculino, siendo este último el que asume los 
poderes y privilegios. Sobre este punto en particular, véase, entre 
muchas otras obras de escritoras feministas: Millet, Kate, Política 
sexual, trad. de Ana María Bravo García, Madrid, Cátedra, 2021; 
Pateman, Carole, El contrato sexual, trad. de María Luisa Femenías, 
Cambridge, Ménades, 2019; Lagarde, Marcela, Los cautiverios de las 
mujeres: madresposas, monjas, putas, presas y locas, 2a., ed, México, 
UNAM, 2003.
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la opresión, discriminación, explotación y violencia: el 
sexo, y se elevó a norma fundante el mandato de géne-
ro que es, per se, una discriminación hacia las mujeres, 
al tiempo que, ontológicamente, se borró la diferencia 
biológica indispensable, hasta ahora, para la reproduc-
ción de nuestra especie.16

Es cierto que la interpretación integral de este ar- 
tículo 1o. con lo dispuesto por el artículo 4o. de la mis-
ma carta magna permite afirmar que la categoría “sexo” 
sigue siendo parte toral de la valoración del principio 
de igualdad ante la ley entre mujeres y hombres, en la 
medida que el sexo es elemento fundamental de la con-
dición humana, misma que está revestida de dignidad 
reconocida como el principio rector supremo y susten-
to de los derechos humanos en la Declaración Univer-
sal de los Derechos Humanos. En cambio, el género, 
responde a estereotipos mandatados desde las diferen-
tes culturas patriarcales, a través de la educación y las 
creencias; por tanto, no es una condición científica-
mente comprobable, sino una derivación cultural que 

16		  Regina Tamés sostiene que con la reforma de 2011, la ca-
tegoría “género” sustituyó a la categoría “sexo” en el catálogo de 
las razones por las cuales las mujeres sufrimos discriminación en 
nuestro país. Afirma: “Cabe señalar que anteriormente, el artícu-
lo contemplaba como una de las categorías de discriminación el 
sexo, sustituyéndose ahora por «género». Para que el artículo con-
templara de manera integral las categorías de discriminación de 
las que pueden ser objeto las mujeres, hubiese sido deseable que 
no se sustituyera el concepto «sexo» por «género» sino que que-
daran ambos. La inclusión de estas dos categorías sería lo más 
adecuado ya que las violaciones a derechos por las diferencias 
sexuales y los roles de género derivadas de ambas categorías no 
son necesariamente las mismas”. Taméz Noriega, Regina y Beltrán 
Puga, Alma Luz, “La igualdad y la no discriminación entre mujeres 
y hombres”, en Ferrer Macgregor Poisoit, Eduardo et al., Derechos 
Humanos en la Constitución. Comentarios de Jurisprudencia Cons-
titucional e Interamericana, México, SCJN-UNAM-Konrad Aden-
auer Stiftung, 2013, t. I, p. 340.
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ha justificado la discriminación de las mujeres a lo lar-
go de la historia.

Es de reconocer que al avanzar los procesos nor-
mativos que apuntalan la individualización de una de-
terminada norma legal y resaltan la importancia ante 
los procesos democráticos y normativos de las decisio-
nes individuales libremente asumidas, parece ser que 
esa clara diferencia entre la construcción de género 
—lo femenino, estereotipo vinculado con el ser mujer, 
y lo masculino, estereotipo vinculado con el ser hom-
bre—, los deberes y roles para unas y otros en las fa-
milias, dejan de ser un mandato normativo tradicional 
para transformarse en el resultado de negociaciones 
libres entre las parejas.17

Habrá que precisar que la libertad es otro de los pila-
res en la construcción de los derechos humanos; sin em-
bargo, en mi opinión, esta línea discursiva no es exacta 
y ha llevado a equívocos de alto riesgo para las mujeres; 
en especial, para la ponderación de la igualdad con los 
hombres y para los mecanismos puestos en marcha para 
hacer efectiva esa igualdad y eliminar la discriminación 
hacia las mujeres, como las cuotas o la valoración de 
pruebas en tribunales, tomando en consideración la 
perspectiva de género (entendida como el análisis que 
los Estados deben hacer de normas, decisiones de go-
bierno y políticas públicas para conocer los efectos que 
tienen en las mujeres y los hombres y, con ello, garanti-
zar la igualdad entre unas y otros y la no discriminación 
hacia las primeras).18 Este enfoque integra el concepto 

17		  Sobre el particular, véase Espejo Yaksic, Nicolás e Ibarra Ol-
guín, Ana María (eds.), La constitucionalización de la familia, México, 
Tirant lo Blanch-SCJN, Centro de estudios Constitucionales, 2024, pp. 
10 y ss.

18		  Este es el sentido que se aprobó para el uso de la expresión 
“perspectiva de género” en la IV Conferencia Mundial de la Mujer 
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de “estereotipos de género”, actualmente definidos por 
el ACNUDH como

...una visión generalizada o una idea preconcebida sobre 
los atributos o las características, o los papeles que po-
seen o deberían poseer o desempeñar las mujeres y los 
hombres. Un estereotipo de género es perjudicial cuando 
limita la capacidad de las mujeres y los hombres para de-
sarrollar sus capacidades personales, seguir sus carreras 
profesionales y/o tomar decisiones sobre sus vidas.19

Esta misma oficina de Naciones Unidas, especifica que

Los estereotipos de género se refieren a la práctica de 
atribuir a un individuo, mujer u hombre, atributos, ca-
racterísticas o roles específicos por la sola razón de su 
pertenencia al grupo social de mujeres u hombres. Los 
estereotipos de género son ilícitos cuando dan lugar a 
una o varias violaciones de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales.20

Es decir, lo exacto, lo cierto, es que la igualdad entre 
mujeres y hombres es un principio y un derecho deriva-
do de la dignidad humana, tal como se sostiene en la ya 
citada Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
al señalar en el primer párrafo de su preámbulo que: “la 
libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base 
el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los de-
rechos iguales e inalienables de todos los miembros de 

(Beijing, 1995), tal como quedó plasmada a lo largo de la Declara-
ción y el Programa de Acción derivados de esta reunión mundial.

19		  ACNUDH, “Estereotipos de género. El ACNUDH y los derechos 
humanos de las mujeres y la igualdad de género”, s/f, disponible en: 
https://www.ohchr.org/es/women/gender-stereotyping.

20		  Idem.
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la familia humana”. Esta consideración se reafirma en el 
artículo primero de este instrumento internacional: “to-
dos los seres humanos nacen libres e iguales en digni-
dad y derechos”. El concepto sobre la dignidad humana 
se retomó en dos pactos internacionales: el de Derechos 
Civiles y Políticos, y el de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales, de tal manera que es parte indiscutible 
del andamiaje de derechos humanos tanto en el ámbito 
nacional como en el internacional. Asimismo, en el ar-
tículo 3o. de la Constitución de la Ciudad de México, se 
reconoce que la “dignidad humana es principio rector 
supremo y sustento de los derechos humanos”, al tiem-
po que se declara que toda persona goza de libertad e 
igualdad en derechos.

Se trata de un principio de derechos humanos que 
debe estar presente en las relaciones familiares y de pa-
rentesco, en la medida en que es en estas relaciones pri-
marias del ser humano donde, de manera cotidiana, se 
aprenden, experimentan y ejercitan la dignidad, la igual-
dad, la libertad, la no discriminación; por lo menos, de-
berían de hacerlo en situaciones de conflicto o crisis tan 
comunes en las familias, lo que, según Espejo Yaksic,21 
ha llevado a una resignificación de las formas en que ve-
mos y sentimos a nuestras familias y sus relaciones, en 
especial, en situación de conflicto.

Para México, la dignidad y los derechos humanos 
en las familias se integran como mandato constitucio-
nal en el tema del derecho a la educación, a partir del 
artículo 3o., fracción II, de la carta magna, como parte 
de la lucha contra la ignorancia y sus efectos, las servi-
dumbres, los fanatismos y los prejuicios. Según el inciso 
“c” de este numeral, la educación debe contribuir, entre 
otras cosas, a fortalecer el respeto a la dignidad de la 

21		  Ibidem, p. 13.
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persona y a la integridad de las familias, de tal manera 
que se eviten los privilegios de razas, religión, grupos, 
sexos o individuos.

Como parte de los derechos sexuales y reproducti-
vos, en el artículo 4o. de nuestra Constitución se esti-
pula que las leyes deben proteger la organización y el 
desarrollo de la familia, se reconocen los principios de 
dignidad e igualdad, incorporados, por ejemplo, en el 
derecho a los alimentos o en el derecho de toda familia 
a una vivienda digna y decorosa. En el artículo 27, frac-
ción XVII, tercer párrafo, se colocan las bases constitu-
cionales para la organización y defensa del patrimonio 
de familia, bajo estos mismos principios.

Es importante señalar que el mandato constitucio-
nal, de conformidad con el artículo 29, para la protec-
ción a las familias prevalece incluso en casos de invasión 
o de otro tipo de perturbación grave de la paz pública. 
Pero no se debe perder de vista que la propia carta mag-
na indica que las prerrogativas y derechos de las per-
sonas en lo individual sí pueden ser suspendidas en los 
siguientes casos: la comisión intencional de delitos con-
tra la vida y la integridad corporal, contra la libertad 
y seguridad sexuales, el normal desarrollo psicosexual; 
por violencia familiar, violencia familiar equiparada o 
doméstica, violación a la intimidad sexual, por violencia 
política contra las mujeres en razón de género, en cual-
quiera de sus modalidades y tipos o por ser declarada 
como persona deudora alimentaria morosa.22

Tomando en consideración la organización política 
de nuestro país, considero relevante presentar un cua-
dro en el que se visualiza el tratamiento que se observa 
en las Constituciones de las entidades federativas de la 
República mexicana para los principios de dignidad e 

22		  Véase artículo 29, párrafo segundo, y artículo 38, fracción VII.
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igualdad en las familias, así como la esfera de derechos 
humanos en este grupo social básico.

Entidad 
federativa

Dignidad, igualdad derechos humanos 
en las Constituciones estatales

Aguascalientes

a. 2o. En el Estado de Aguascalientes el respeto 
a la dignidad humana es la base de los derechos 
humanos.
…
Todas las autoridades, en el ámbito de sus com-
petencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos hu-
manos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad. En consecuencia, el Estado de-
berá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los tér-
minos que establezca la ley.
…
Toda persona tiene derecho al reconocimiento 
de su personalidad jurídica. Ninguna ley podrá 
atentar contra la esencial unidad y dignidad de 
la naturaleza humana.
Queda prohibida toda discriminación motiva-
da por el origen étnico o nacional, el género, la 
edad, las discapacidades, la condición social, 
las condiciones de salud, la religión, las opinio-
nes, las preferencias sexuales, el estado civil, la 
condición o situación migratoria, los anteceden-
tes penales o cualquier otra que atente contra 
la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las per-
sonas.
a. 4o. La familia es la base fundamental de la 
sociedad y tiene derecho a la protección de la so- 
ciedad y del Estado. Cualquier doctrina o cre-
do que en alguna forma mine sus cimientos se 
considerará atentatoria de la integridad misma 
del Estado. La Ley garantizará su organización y 
desarrollo sin discriminación alguna y su plena 
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protección por el estado y sus autoridades en el 
ámbito de sus competencias y facultades.
Por la misma razón, la familia y, particular-
mente, niñas, niños, adolescentes, personas con 
discapacidad, personas adultas mayores y cual-
quier otra persona en situación de vulnerabi-
lidad, serán sujetos de especial protección por 
parte de las autoridades legislativas, administra-
tivas y jurisdiccionales. Toda medida o disposi-
ción protectoras de la familia se considerarán de 
orden público. El Estado deberá reconocer, fo-
mentar, promover e impulsar valores sociales y 
políticas públicas destinadas a fortalecer el desa-
rrollo armónico de la familia como núcleo de la 
sociedad.
…
El hombre y la mujer son iguales ante la Ley, por 
lo que ésta deberá prever mecanismos, institu-
ciones y políticas que garanticen la igualdad de 
oportunidades en condiciones de equidad.
…

Baja California

a. 7o…
Queda prohibida toda discriminación motivada 
por origen étnico o nacional, el género, la edad, 
las discapacidades, la condición social, las con-
diciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier 
otra que atente contra la dignidad humana y ten-
ga por objeto anular o menoscabar los derechos 
y libertades de las personas.
a. 9o. Son obligaciones de los habitantes del Es-
tado:
…
IV. Sin [sic] son padres de familia, tienen la 
obligación de educar, proteger y alimentar a 
sus hijos brindando las condiciones necesarias 
para garantizar el acceso pleno a sus derechos 
humanos, propiciando un ambiente familiar 
armónico y afectivo, que garantice su desarro-
llo integral.

Baja 
California Sur

a. 7o. En el Estado de Baja California Sur todas 
las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos por la Constitución General de la Re-
pública, los Tratados Internacionales de los que
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el Estado Mexicano sea parte y los contemplados 
en esta Constitución, sin distinción alguna, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, 
salvo en los casos y bajo las condiciones que es-
tos mismos se establecen.
…
Esta Constitución y las leyes que de ella emanan, 
garantizarían el ejercicio de la igualdad sustanti-
va y la perspectiva de género en todas las políti-
cas públicas de los niveles de gobierno.
a. 8o. Todo hombre y mujer serán sujetos de 
iguales derechos y obligaciones ante la Ley.
...
a. 9o. Todos los habitantes del Estado tienen de-
recho a casarse y fundar una familia. Disfrutarán 
de iguales derechos y obligaciones en cuanto al 
matrimonio, durante el matrimonio y en caso de 
disolución del mismo.
El matrimonio y la familia constituyen la base 
fundamental de la sociedad; consecuentemente, 
el hogar, la maternidad y la infancia serán objeto 
de especial protección por parte de las autorida-
des. Todas las niñas, niños y adolescentes naci-
dos de matrimonio o fuera del mismo, tienen de-
recho a igual protección.

Campeche

a. 7o. En el Estado de Campeche queda prohi-
bida toda discriminación motivada por origen 
étnico o nacional, el género, la edad, las disca-
pacidades, la condición de salud, la religión, las 
opiniones, las preferencias sexuales, el estado ci-
vil o cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar 
los derechos y libertades de las personas.

Ciudad 
de México

a. 3o. De los principios rectores
1. La dignidad humana es principio rector supre-
mo y sustento de los derechos humanos. Se reco-
noce a toda persona la libertad y la igualdad en 
derechos. La protección de los derechos huma-
nos es el fundamento de esta Constitución y toda 
actividad pública estará guiada por el respeto y 
garantía a éstos.
2. La Ciudad de México asume como principios:
a) El respeto a los derechos humanos, la defensa 
del Estado democrático y social, el diálogo social,
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la cultura de la paz y la no violencia, el desarro-
llo económico sustentable y solidario con visión 
metropolitana, la más justa distribución del in-
greso, la dignificación del trabajo y el salario, la 
erradicación de la pobreza, el respeto a la propie-
dad privada, la igualdad sustantiva, la no discri-
minación, la inclusión, la accesibilidad, el diseño 
universal, la preservación del equilibrio ecoló-
gico, la protección al ambiente, la protección y 
conservación del patrimonio cultural y natural. 
Se reconoce la propiedad de la Ciudad sobre sus 
bienes del dominio público, de uso común y del 
dominio privado; asimismo, la propiedad ejidal 
y comunal;
…
a. 4o. Principios de interpretación y aplicación 
de los derechos humanos
A. De la protección de los derechos humanos
…
B. Principios rectores de los derechos humanos
1. La universalidad, interdependencia, indivisibi-
lidad, complementariedad, integralidad, progre-
sividad y no regresividad son principios de los 
derechos humanos.
2. Los derechos humanos son inalienables, im-
prescriptibles, irrenunciables, irrevocables y exi-
gibles.
3. En la aplicación e interpretación de las nor-
mas de derechos humanos prevalecerá el princi-
pio pro persona.
4. En la aplicación transversal de los derechos 
humanos las autoridades atenderán las perspec-
tivas de género, la no discriminación, la inclu-
sión, la accesibilidad, el interés superior de ni-
ñas, niños y adolescentes, el diseño universal, la 
interculturalidad, la etaria y la sustentabilidad.
C. Igualdad y no discriminación
1. La Ciudad de México garantiza la igualdad 
sustantiva entre todas las personas sin distinción 
por cualquiera de las condiciones de diversidad 
humana. Las autoridades adoptarán medidas de 
nivelación, inclusión y acción afirmativa.
2. Se prohíbe toda forma de discriminación, for-
mal o de facto, que atente contra la dignidad hu-
mana o tenga por objeto o resultado la negación,
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exclusión, distinción, menoscabo, impedimen-
to o restricción de los derechos de las personas, 
grupos y comunidades, motivada por origen ét-
nico o nacional, apariencia física, color de piel, 
lengua, género, edad, discapacidades, condición 
social, situación migratoria, condiciones de sa-
lud, embarazo, religión, opiniones, preferencia 
sexual, orientación sexual, identidad de género, 
expresión de género, características sexuales, 
estado civil o cualquier otra. También se consi-
derará discriminación la misoginia, cualquier 
manifestación de xenofobia, segregación racial, 
antisemitismo, islamofobia, así como la discri-
minación racial y otras formas conexas de in-
tolerancia. La negación de ajustes razonables, 
proporcionales y objetivos, se considerará discri-
minación.
a. 11. Ciudad incluyente
...
C. Derechos de las mujeres
Esta Constitución reconoce la contribución fun-
damental de las mujeres en el desarrollo de la 
ciudad, promueve la igualdad sustantiva y la pa- 
ridad de género. Las autoridades adoptarán to-
das las medidas necesarias, temporales y per-
manentes, para erradicar la discriminación, la 
desigualdad de género y toda forma de violencia 
contra las mujeres.

Chiapas

a. 5o. Toda persona tendrá derecho:
I. A la protección de su dignidad, como el prin-
cipio inherente al ser humano y sobre el que se 
sustenta la base para el disfrute de todos sus de-
rechos, para que sea tratada con respeto y no 
como un objeto o cosa, ni sea humillada, degra-
dada o envilecida.
II. A no ser discriminada por causa de raza, co-
lor, sexo, idioma, religión, opinión política o de 
cualquier otra índole; origen étnico o social, po-
sición económica, nacimiento, preferencia se-
xual o cualquier otra condición.
…
a. 7o...
El Estado promoverá y protegerá la organización 
y el desarrollo de la familia indígena, incorporan-
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do y reconociendo sus formas tradicionales de 
constituirla, siempre con respeto a los derechos 
humanos y a la protección de la dignidad de las 
mujeres y los menores de edad.
a. 9o. El Estado de Chiapas impulsará políticas 
dirigidas a garantizar el derecho de toda perso-
na a:
...
II. La protección del desarrollo de su familia.
...
IV. La satisfacción de los derechos económicos, 
sociales y culturales, propios de su dignidad para 
el desarrollo de su personalidad.
...
V. Al trabajo; a su libre elección y desarrollo en 
condiciones equitativas y satisfactorias, y a la 
protección contra el desempleo para garantizar 
su subsistencia digna y la de su familia.

Chihuahua

a. 4o. En el Estado de Chihuahua, toda persona 
gozará de los derechos reconocidos en la Consti-
tución Federal, los Tratados Internacionales en 
materia de derechos humanos, celebrados por el 
Estado Mexicano y en esta Constitución. La mu-
jer y el hombre son iguales ante la Ley.
Queda prohibida toda discriminación y cual-
quier tipo de violencia, por acción u omisión, 
motivada por origen étnico o nacional, el género, 
la edad, las discapacidades, la condición social, 
las condiciones de salud, la religión, las opinio-
nes, las preferencias sexuales, el estado civil o 
cualquier otra que atente contra la dignidad hu-
mana y tenga por objeto anular o menoscabar los 
derechos y libertades de las personas.
…
a. 8o...
IV. Operar sus sistemas normativos internos, 
sujetando sus actuaciones a los principios gene-
rales de esta Constitución, respetando los dere-
chos humanos y, de manera relevante, la digni-
dad e integridad de las mujeres. Las leyes locales 
establecerán los casos y procedimientos de va-
lidación por los jueces o tribunales correspon-
dientes.
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Coahuila

A. 7o. Dentro del territorio del estado, toda per-
sona gozará de los derechos humanos recono-
cidos en esta Constitución, en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en 
los tratados internacionales en los que el Estado 
mexicano sea parte. El ejercicio de estos dere-
chos no podrá restringirse ni suspenderse, salvo 
los casos y bajo las condiciones que establece la 
constitución federal.
Las personas son iguales ante la ley. Esta prote-
gerá la organización y el desarrollo de la familia.
Los derechos humanos son inalienables, im-
prescriptibles, irrenunciables, irrevocables y exi-
gibles. En la aplicación e interpretación de las 
normas de derechos humanos prevalecerá el 
principio por persona.
…
a. 7o. A. La dignidad humana es inviolable. Su 
respeto y protección más amplia es obligación 
prioritaria de todas las autoridades y particulares.
La persona humana debe ser tratada como fin en 
sí mismo. Es un sujeto de derechos y libertades 
fundamentales que exigen el trato digno; en nin-
gún caso como objeto.
a. 7o. B. El genoma humano es la base de la uni-
dad biológica fundamental de todos los miem-
bros de la familia humana y del reconocimiento 
de su dignidad intrínseca y su diversidad.
Están prohibidas las prácticas contrarias a la dig-
nidad humana. La investigación sobre el genoma 
humano, sobre todo en el campo de la biología, 
la genética y la medicina, deberán orientarse a 
aliviar el sufrimiento y mejorar la salud de las 
personas y de toda la humanidad, prevaleciendo 
el respeto a los derechos humanos, la libertad y 
la dignidad de las personas.
a. 7o. C. Las personas tienen el derecho a desa-
rrollar libre y plenamente su personalidad den-
tro de una comunidad de derechos y deberes en 
libertad, igualdad y fraternidad.
La correlación entre derechos y deberes tendrá 
por objeto garantizar en forma proporcional los 
derechos de los demás, la seguridad de todas las 
personas y las justas exigencias del bien común 
en una sociedad democrática.
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a 7o. D. Todos los seres humanos nacen libres e 
iguales en dignidad y derechos y, dotados de ra-
zón y conciencia, deben comportarse fraternal-
mente los unos con los otros.
Todas las personas son libres e iguales en digni-
dad, derechos y deberes. Las personas se deben 
entre sí la solidaridad justa y necesaria para vivir 
en forma libre e igual.
La libertad consiste en poder hacer todo aquello 
que no dañe o ponga en riesgo grave a los demás y 
que no esté explícitamente prohibido por [sic] ley.
La igualdad consiste en poder tener en igualdad 
de condiciones las mismas oportunidades, pode-
res o recursos, para posibilitar el libre desarro-
llo de la personalidad, sin privilegios, discrimi-
naciones, ni ventajas indebidas. La paridad es 
una garantía para asegurar condiciones reales de 
igualdad entre los diferentes géneros en forma 
progresiva, transitoria y efectiva.
…
a. 7o. E. Las personas gozan de los derechos sin 
discriminación por origen étnico o nacional, gé-
nero, edad, identidad de género, orientación se-
xual, idioma, religión, opinión, discapacidades, 
condición social, de salud y cualquier otra que 
atente contra la dignidad humana.
Se prohíbe toda distinción, exclusión o restric-
ción basada en cualquier condición que impida 
o anule las libertades, derechos o sus garantías.
Nadie podrá ser objeto de discriminaciones fun-
dadas en sus características genéticas, cuyo efec-
to sería atentar contra su dignidad, sus derechos 
y libertades fundamentales.
a. 7o. F. Los derechos humanos son universales, 
imperativos, innegociables, integrales, indivisi-
bles, progresivos, interdependientes e interrela-
cionados. Se reconocen en su conjunto de ma-
nera justa y son válidos para todos y vigentes en 
cualquier lugar y momento.
…
En estricta observancia a los principios de pro-
gresividad y no regresividad previstos en el ar-
tículo 199 de esta Constitución, con fundamento 
en la dignidad humana y el principio pro perso-
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na, los derechos y libertades reconocidos en el 
Estado, en esta Constitución y en las leyes que 
de ella emanen, podrán reformarse para ampliar, 
proteger y garantizar los derechos de las perso-
nas, nunca en su detrimento, salvo en aquellos 
casos en los que se justifique plenamente el prin-
cipio de proporcionalidad en casos de necesidad 
social imperiosa.
…
a. 7o. L...
El estado de la dignidad de las personas y sus 
derechos que establece esta Constitución, las 
Cartas de Derechos y sus Protocolos Adicionales 
tendrán validez en las otras entidades federati-
vas, de acuerdo a lo dispuesto en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos para 
los efectos del estado civil de las personas.
...
a. 7o. N...
Corresponde al Estado promover e instrumentar 
las garantías fundamentales para que la liber-
tad, igualdad, seguridad y solidaridad aseguren 
el disfrute de los derechos y libertades a todas 
las personas.
La garantía real y efectiva de los derechos requie-
re que las autoridades contemplen en los presu-
puestos correspondientes los recursos de la co-
munidad para que los derechos humanos puedan 
ejercerse en libertad, igualdad y fraternidad.
a. 7o. Q. Los derechos se garantizarán conforme 
a la cláusula de igual protección.
La ley deberá garantizar la igualdad de hecho y 
de derecho.
La cláusula de igualdad de género tendrá por ob-
jeto asegurar la participación e integración equi-
librada entre hombres y mujeres en la vida so-
cial, cultural, política y económica.
a. 8o...
Los derechos fundamentales que son inherentes 
a las personas, así como la premisa esencial para 
el respeto a la dignidad y al libre desarrollo del 
ser humano por lo que, el garantismo y la promo-
ción, fomento y ejercicio de una cultura política 
basada en la pluralidad, diversidad, tolerancia y 
racionalidad, son fundamento de la legitimidad
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del orden constitucional, del ejercicio del poder 
público, de las políticas públicas y de la paz so-
cial.
…
a. 172. Bis...
Se reconoce la igualdad de derechos del hombre 
y de la mujer en todos los ámbitos de la vida cul-
tural, social, jurídica, política y económica…

Colima

a. 1o. El Estado de Colima reconoce, promueve, 
respeta, protege y garantiza los derechos huma-
nos reconocidos en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano 
sea parte, así como las garantías para su protec-
ción. Sus habitantes gozarán, además, de los de-
rechos a la vida, la libertad, la igualdad y la se-
guridad jurídica que se declaran en esta Sección.
...
Todas las autoridades, en el ámbito de sus com-
petencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos hu-
manos, de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad. En consecuencia, el Estado de-
berá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los tér-
minos que establezca la ley.
Queda prohibida toda discriminación motivada 
por origen étnico o nacional, género, edad, dis-
capacidades, condición social, condiciones de 
salud, religión, opiniones, preferencias sexuales, 
estado civil o cualquiera otra que atente contra 
la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las per-
sonas.
La paridad de género se instituye como un prin-
cipio fundamental en el Estado de Colima, que 
garantizará la igualdad sustantiva entre mujeres 
y hombres en el ejercicio del poder público, en 
términos de esta Constitución y las leyes secun-
darias.
a. 2o. Toda persona tiene derecho:
I. A la vida.
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El Estado protegerá y garantizará este derecho 
en condiciones de dignidad;
…
a. 3o. Las familias constituyen la base de la socie-
dad. El Estado fomentará su organización y desa-
rrollo; por ello, el hogar, las mujeres, las personas 
con discapacidad, las personas adultas mayores, 
las niñas, niños, adolescentes y las juventudes tie-
nen derecho a un entorno familiar seguro, y serán 
objeto de especial protección por parte de las au-
toridades. Toda medida o disposición protectora 
de las familias y los sectores sociales menciona-
dos se consideran de orden público.

Durango

a. 1o. En el Estado de Durango, la dignidad y 
la libertad de la persona, son la base de los de-
rechos humanos; constituye deber de todas las 
autoridades su respeto, garantía, promoción y 
protección. Toda persona gozará de los derechos 
establecidos en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en la presente Cons-
titución, en los instrumentos internacionales ra-
tificados por el Estado mexicano y en las leyes 
secundarias.
…
a. 3o...
Para la consecución de la paz, el Estado y sus 
municipios priorizarán la prevención y fortale-
cerán el componente reactivo de la seguridad pú-
blica, realizarán y promoverán acciones de paz 
positiva, mediante el enriquecimiento de sus ins-
tituciones, el respeto a los derechos humanos, la 
participación social, cohesión familiar y comuni-
taria, y la seguridad ciudadana.
a. 5o. Todas las personas son iguales ante la ley y 
gozan de los mismos derechos. En consecuencia, 
queda prohibido todo tipo de discriminación por 
origen étnico, lugar de nacimiento, género, edad, 
identidad cultural, condición social o de salud, 
religión, opiniones, preferencias políticas, orien-
tación sexual, identidad de género, estado civil, 
estado de gravidez o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto 
anular o menoscabar los derechos y libertades 
de las personas.
...
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a. 7o. Se reconoce el derecho a la personalidad 
jurídica, a la libertad de conciencia y religión, 
al honor, a la propia imagen, al buen nombre, a 
la intimidad personal y familiar, en los términos 
dispuestos en la ley.
a. 16. El Estado de Durango reconoce a la familia 
como la base fundamental de la sociedad. El hom-
bre y la mujer tiene [sic] el derecho a contraer ma-
trimonio con plena igualdad de derecho entre los 
cónyuges. El patrimonio familiar es inalienable. 
En ningún caso puede menoscabarse y no será 
objeto de embargo, ni de gravamen alguno.
El Estado garantiza la protección social y jurídi-
ca de la familia.
Toda persona tiene derecho a tomar decisiones 
libres, informadas y responsables sobre su se-
xualidad, salud y vida reproductiva, así como, 
sobre el número y espaciamiento en la procrea-
ción de sus hijos. El Estado promoverá las con-
diciones y los medios para que estas decisiones 
se desarrollen de forma segura.

Estado 
de México

a. 5o...
Queda prohibida toda discriminación motivada 
por origen étnico o nacional, género, edad, dis-
capacidades, condición social, condiciones de 
salud, religión, opiniones, orientación sexual e 
identidad de género, estado civil o cualquier otra 
que atente contra la dignidad humana y tenga 
por objeto anular o menoscabar los derechos y 
libertades de las personas. El Estado garantizará 
la vigencia del principio de igualdad, combatien-
do toda clase de discriminación.
…
Los entes públicos del Estado garantizarán el 
derecho humano a una vida libre de violencia a 
las infancias, adolescencias y mujeres, tanto en 
el ámbito público como en el privado; debiendo 
observar en la elaboración y ejecución de políti-
cas públicas, los principios de igualdad jurídica, 
respeto a la dignidad humana de las mujeres, la 
no discriminación, la libertad y el desarrollo in-
tegral, a través de los principios ya reconocidos 
en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.
...
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El hombre y la mujer son iguales ante la ley, 
ésta garantizará el desarrollo pleno y la protec-
ción de la familia y sus miembros por ser base 
fundamental de la sociedad. Bajo el principio 
de igualdad consagrado en este precepto, debe 
considerarse la equidad entre hombre y mujer, 
en los ámbitos de desarrollo humano primordia-
les como lo son el educativo, laboral, político, 
económico, social y en general, todos aquellos 
que dignifiquen a la persona, por consiguiente 
las autoridades deben velar porque en los orde-
namientos secundarios se prevean disposiciones 
que la garanticen.

Guanajuato

a. 1o. En el Estado de Guanajuato todas las per-
sonas gozan de los derechos humanos y de las 
garantías para su protección reconocidos en 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y en los Tratados Internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte, así como 
en los consagrados por esta Constitución y sus 
Leyes Reglamentarias, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y 
bajo las condiciones que la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos establece.
…
Queda prohibida toda discriminación motivada 
por origen étnico o nacional, el género, la edad, 
las discapacidades, la condición social, las con-
diciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier 
otra que atente contra la dignidad humana y ten-
ga por objeto anular o menoscabar los derechos 
y libertades de las personas.
Esta Constitución reconoce y protege la partici-
pación de las mujeres en el desarrollo del estado, 
promueve la igualdad sustantiva y la paridad de 
género. Las autoridades adoptarán las medidas, 
para erradicar la discriminación, la desigualdad 
de género y toda forma de violencia contra las 
mujeres.
...
La ley protegerá la organización y desarrollo de 
la familia, dentro de la cual tendrá preferencia la 
atención del menor y de la persona adulta mayor...
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Guerrero

a. 2o. En el Estado de Guerrero la dignidad es 
la base de los derechos humanos, individuales y 
colectivos de la persona.
Son valores superiores del orden jurídico, polí-
tico y social la libertad, la igualdad, la justicia 
social, la solidaridad, el pluralismo democrático 
e ideológico, el laicismo, el respeto a la diversi-
dad y el respeto a la vida en todas sus manifes-
taciones.
…
a. 3o. En el Estado de Guerrero toda persona 
gozará de los derechos humanos y las garantías 
reconocidos por la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, esta Constitución y 
los instrumentos internacionales incorporados al 
orden jurídico mexicano.
...
a. 4o. Los derechos humanos tienen eficacia di-
recta y vinculan a todos los poderes públicos.
Todas las autoridades del Estado, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, tienen la obliga-
ción de promover, respetar, proteger, garantizar 
y defender los derechos humanos, atendiendo a 
los principios de universalidad, interdependen-
cia, indivisibilidad, progresividad y máxima pro-
tección.
...
a. 5o. En el Estado de Guerrero toda persona, in-
dividual o colectiva, es titular de derechos huma-
nos, y se reconocen como mínimo los siguientes:
...
VIII. De igualdad y no discriminación, por mo-
tivos de raza, color, sexo, idioma, religión, géne-
ro, edad, discapacidades, condiciones de salud, 
estado civil, opiniones políticas o de cualquier 
otra índole, origen étnico o social, posición eco-
nómica, nacimiento o cualquier otra condición 
que anule o menoscabe los derechos y libertades 
de las personas;
IX. A la protección del matrimonio y la familia. 
Las autoridades velarán por la prevención, san-
ción y erradicación de la violencia: familiar, con-
tra la mujer y, en su caso, de género;
…
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Hidalgo

a. 4o. En el Estado de Hidalgo, todas las perso-
nas gozarán de los derechos humanos que reco-
noce la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, ésta Constitución, los tratados 
internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte y las Leyes secundarias, así como de 
las garantías para su protección, cuyo ejercicio 
no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los 
casos y bajo las condiciones que en la Constitu-
ción Federal se establezcan.
Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con la Constitu-
ción Federal, ésta Constitución y con los trata-
dos internacionales de la materia, favoreciendo 
en todo tiempo a las personas la protección más 
amplia.
…
En el Estado de Hidalgo, [sic] reconoce y pro-
tege el derecho a la vida. Queda prohibida toda 
discriminación motivada por el origen étnico, 
nacional o regional, el género, la edad, las disca-
pacidades, la condición social o económica, las 
condiciones de salud, la religión, las opiniones, 
las preferencias sexuales, el estado civil, el traba-
jo desempeñado, las costumbres, la raza, o cual-
quier otra que atente contra la dignidad humana 
y tenga por objeto anular o menoscabar los dere-
chos y las libertades de las personas.
Toda discriminación o toda intolerancia consti-
tuyen un agravio a la dignidad humana y un re-
troceso a su propia condición, que deberá com-
batirse.
…
a. 5o...
La familia es el elemento natural y fundamental 
de la sociedad y tiene derecho a su protección y 
desarrollo, por la sociedad, el Estado y la ley.
La mujer y el hombre son iguales ante la ley.
Toda persona tiene derecho a decidir, de manera 
libre, responsable e informada, sobre el número 
y el espaciamiento de sus hijos.
…
a. 8o. Bis. Todas y todos los habitantes de la Enti-
dad tienen derecho a la educación que imparta el 
Estado, la cual será pública, gratuita, laica, uni-
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versal y democrática, considerando a la demo-
cracia no solamente como una estructura jurídi-
ca y un régimen político, sino como un sistema 
de vida fundado en el constante mejoramiento 
económico, social y cultural del pueblo. Tende-
rá a desarrollar armónicamente todas las facul-
tades del ser humano y fomentar en él, el amor a 
la patria el respeto a los derechos humanos y la 
conciencia de la solidaridad social en lo Estatal, 
Nacional y en lo Internacional, dentro de la inde-
pendencia y la justicia.
Además, contribuirá a la mejor convivencia hu-
mana, a fin de fortalecer el aprecio y respeto 
por la diversidad cultural, la dignidad de la per-
sona, la integridad de la familia, la convicción 
del interés general de la sociedad, los ideales 
de fraternidad e igualdad de derechos de todos, 
evitando los privilegios de razas, de religión, de 
grupos, de sexos o de individuos.

Jalisco

a. 4o…
Queda prohibida toda discriminación motivada 
por origen étnico o nacional, el género, la edad, 
las discapacidades, la condición social, las con-
diciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias de todo tipo, incluyendo las sexua-
les, el estado civil o cualquiera otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto 
anular o menoscabar los derechos y libertades 
de las personas.

Michoacán

a. 1o…
La mujer y el hombre son iguales ante la ley. 
Queda prohibida toda discriminación motivada 
por origen étnico o nacional, el género, la edad, 
las discapacidades, la condición social, las con-
diciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier 
otra que atente contra la dignidad humana y ten-
ga por objeto anular o menoscabar los derechos 
y libertades de las personas.
a. 2o. Toda persona tiene derecho a decidir de 
manera libre, responsable e informada sobre el 
número y el espaciamiento de sus hijos.
La familia tendrá la protección del Estado. El 
matrimonio se funda en la igualdad de derechos
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para ambos cónyuges, y podrá disolverse por mu-
tuo acuerdo o a petición de cualquiera de los con-
sortes en los términos que establezcan las leyes.
Los padres están obligados a alimentar, educar 
e instruir a sus hijos, fomentando su desarrollo 
cultural. El Estado velará por el cumplimiento de 
estos deberes, y dictará normas para el logro de la 
suficiencia económica de la familia; para evitar el 
abandono de los acreedores alimentarios, por sus 
deudores, y para instituir proteger el patrimonio 
de familia.
a. 139. La educación que imparta el Estado…
c). Contribuirá a la mejor convivencia humana, 
tanto por los elementos que aporte a fin de robus-
tecer en el educando, junto con el aprecio para 
la dignidad de la persona y la integridad de la fa-
milia, la convicción general de la sociedad por el 
cuidado que ponga en sustentar los ideales de fra-
ternidad e igualdad de derechos de las personas, 
evitando cualquier forma de discriminación.

Morelos

a. 19. La mujer y el hombre tienen igualdad de 
derechos ante la Ley. Los ordenamientos res-
pectivos tutelarán la igualdad de estos derechos 
y sancionarán cualquier tipo de discriminación 
o menoscabo producido en relación al género 
masculino y femenino, a la edad, religión, et-
nia, condición social, discapacidad, y cualquiera 
otra que vulnere o dañe la dignidad, la condición 
y los derechos humanos reconocidos por esta 
Constitución, la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y los tratados, acuerdos 
e instrumentos internacionales a los que el país 
se haya adherido. El Estado protegerá la orga-
nización y desarrollo en armonía de la familia, 
incluidas las familias monoparentales, entre las 
que se dará protección al menor de edad, la mu-
jer, las personas con discapacidad y las personas 
adultas mayores.
La protección familiar e individual se dará con-
forme a las siguientes bases:
I. Corresponde a los miembros del núcleo la 
atención y cuidado de cada uno de los familia-
res. El Estado auxiliará a la familia complemen-
tariamente;
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II. Los niños, niñas y adolescentes tienen de-
recho:
a). A conocer a sus padres y ser respetado en su 
integridad física y psíquica por parte de ellos y 
de la sociedad;
...
f) A no ser separado del seno de la familia, sino 
en los casos excepcionales que las leyes secunda-
rias determinen;
...
IV. Para garantizar los derechos de la mujer, las 
leyes establecerán:
a) Las bases para que las políticas públicas pro-
muevan el acceso de las mujeres al uso, control y 
beneficio de los bienes y servicios, en igualdad de 
circunstancias de los varones;

Nayarit

a. 7o. El Estado tiene la obligación de promo-
ver, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad. Todos los habitantes del estado 
gozarán sea cual fuere su condición:
I...
La mujer y el hombre son iguales ante la ley. Ésta 
protegerá la organización y el desarrollo de la fa-
milia.
…
XIII. Los derechos sociales que a continuación 
se enuncian:
1. Se reconoce, protege y garantiza el derecho 
a la vida de todo ser humano desde el momen- 
to de la fecundación natural o artificial y se le 
reputa como nacido para todos los efectos lega-
les correspondientes, hasta su muerte natural.
2. Toda mujer y su producto tienen derecho a la 
atención médica gratuita durante el periodo de 
embarazo y el parto.
3. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen 
derecho a vivir y crecer en forma saludable y 
normal en un nivel de vida adecuado para su de-
sarrollo físico, mental afectivo, moral y social, 
en el seno de la familia, la escuela, la sociedad y 
las instituciones, así como a ser protegidos con-
tra cualquier forma de maltrato, perjuicio, daño,
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agresión, abuso, o explotación. En condiciones 
de libertad, integridad y dignidad; por lo que las 
leyes que se promulguen para tal efecto, deben 
de atender al interés superior del menor.

Nuevo León

a. 1o…
El varón y la mujer son iguales ante la Ley. Ésta 
protegerá la integración y el desarrollo de la fa-
milia, el Estado emitirá las leyes necesarias para 
garantizar su protección, así como los servicios 
apropiados para su integración, bienestar y de-
sarrollo social, cultural, y económico atendiendo 
a lo establecido en la Constitución y Tratados In-
ternacionales. Cuando la terminología de géne-
ro empleada en las disposiciones de observancia 
general sea en masculino, deberá entenderse que 
se refieren tanto el [sic] varón como a la mujer, 
salvo disposición expresa en contrario.
…
El Estado garantizará el derecho de todas las 
mujeres a la protección contra todo tipo de vio-
lencia motivada por su género, incluyendo la 
violencia política.
a. 3o. Esta Constitución tendrá el fin de salva-
guardar en todo momento la dignidad y la liber-
tad de las personas, armonizando los aspectos 
individuales y sociales de la vida humana, que 
propicien el desarrollo humano sustentable.
…
Los derechos humanos de esta Constitución 
alientan la vida democrática y son expresión 
concreta de la dignidad humana. Todas las au-
toridades, en el ámbito de sus competencias, tie-
nen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformi-
dad con los principios de universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad y progresividad. En 
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investi-
gar, sancionar y reparar las violaciones a los de-
rechos humanos, en los términos que establezca 
la ley.
…
a. 5o. Todas las personas en el Estado son iguales 
y libres. En consecuencia, queda prohibida toda 
discriminación motivada por origen étnico o na-



LA FORMACIÓN DE LAS FAMILIAS 35

cional, el género, la edad, las discapacidades, la 
condición social, las condiciones de salud, la re-
ligión, las opiniones, la orientación sexual, el es-
tado civil o cualquier otra que atente contra la 
dignidad de la persona y tenga por objeto anu-
lar o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas.
...
a. 22. Todas las personas tienen derecho y obli-
gación de ejercer responsablemente su libertad 
para crear, gestionar, y aprovechar las condicio-
nes del Estado con el fin de mejorar la conviven-
cia humana y construir un orden social justo.
...
a. 29. Los derechos humanos alientan la vida 
de una auténtica democracia y son la expresión 
concreta de la dignidad humana. Todas las per-
sonas tienen derecho a vivir en una sociedad li-
bre y democrática, fundada en el constante mejo-
ramiento económico, social y cultural.
...
a. 50. El Estado promoverá políticas públicas 
destinadas a prevenir, minimizar o eliminar si-
tuaciones de desventajas o dificultades para las 
personas en situación de vulnerabilidad, confor-
me a la legislación aplicable.
El Estado, de conformidad con su ámbito de com-
petencia, adoptará las medidas necesarias para 
garantizar el ejercicio de este derecho, así como:
I. Prevenir y sancionar cualquier tipo de violen-
cia contra las mujeres y niñas.
...
III. El derecho a una vida libre de todo tipo de 
violencia o discriminación.

Oaxaca

a. 1o…
Todas las personas tienen derecho al respeto y 
protección de la dignidad humana y las autori-
dades del Estado deberán garantizar su obser-
vancia, conforme al ámbito de sus respectivas 
competencias.
...
a. 4o…
En el Estado queda prohibida la esclavitud y la 
discriminación con motivo del origen étnico o 
nacional, el género, la edad, las discapacidades, 
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la condición social, las condiciones de salud, la 
religión, las opiniones, la condición de migrante, 
las preferencias sexuales, el estado civil o cual-
quier otra que atente contra la dignidad humana 
y tenga por objeto anular o reducir los derechos y 
libertades de los individuos.
a. 12…
En el Estado de Oaxaca se protege y garantiza el 
derecho a la vida. La vida es un derecho inherente 
a toda persona, los habitantes del Estado gozaran 
de todos los derechos y libertades consagradas 
en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en los tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano forma parte, esta Consti-
tución y las leyes que de ella emanen, sin distin-
ción alguna de su origen, raza, color, sexo, prefe-
rencia sexual, identidad de género, edad, idioma, 
religión, opinión política, condición o actividad 
social.
…
Toda mujer tiene derecho a una vida libre de vio-
lencia por razón de género y condición social, 
tanto en el ámbito público como en el privado. En 
los términos que la ley señale, el Poder Ejecutivo 
del Estado y los Gobiernos Municipales se coor-
dinarán para establecer un Sistema Estatal que 
asegure el acceso de las mujeres a este derecho.
Para contraer matrimonio en Oaxaca, las perso-
nas obligatoriamente necesitan haber cumplido 
dieciocho años de edad. Se prohíbe cualquier 
otro tipo de unión equivalente de hecho o de de-
recho con personas menores de edad. Así mismo, 
los usos, tradiciones o costumbres, no serán jus-
tificación para realizar esta práctica.
…
Toda medida o disposición protectoras de la fa-
milia y la niñez son de orden público.
…
Asimismo, promoverá la organización de las mu-
jeres para sus actividades productivas.
Es obligación del hombre y de la mujer asumir 
su paternidad o maternidad responsable con to-
dos y cada uno de los hijos que procreen. Las 
mujeres y hombres trabajadores gozarán de la 
licencia de maternidad o paternidad obligatoria
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por el nacimiento de sus hijos, hijas o por la 
adopción de un infante, conforme a lo dispuesto 
en la Ley Federal del Trabajo, con goce de sueldo.
…
a. 126...
II...
c) Contribuirá a la mejor convivencia humana, 
a fin de fortalecer el aprecio y respeto por la di-
versidad cultural, la dignidad de la persona, la 
integridad de la familia, la convicción del interés 
general de la sociedad, los ideales de fraternidad 
e igualdad de derechos de todos, evitando los pri-
vilegios de razas, de religión, de grupos, de sexos 
o de individuos.

Puebla

a. 11. Las mujeres y los hombres son iguales ante 
la Ley. En el Estado de Puebla se reconoce el va-
lor de la igualdad radicado en el respeto a las di-
ferencias y a la libertad.
Queda prohibida toda acción tendiente al me-
noscabo de los derechos humanos, en razón de 
discriminación por raza, origen étnico o nacio-
nal, genero, edad, discapacidad, condición social 
o económica, condiciones de salud, preferencias 
sexuales, filiación, instrucción y nivel cultural, 
apariencia física, estado civil, creencia religiosa, 
ideología política, opiniones expresadas, o cual-
quier otra que atente contra la dignidad, la liber-
tad o la igualdad.
26. El Estado reconoce a la Familia como una 
institución fundamental que constituye una uni-
dad política y social que promueve la enseñanza 
y transmisión de los valores culturales, éticos y 
sociales necesarios para el desarrollo de las per-
sonas que la conforman.
...
Los Poderes Públicos garantizarán el desarrollo 
integral de la Familia, con sus derechos y obliga-
ciones; atendiendo los contenidos en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
los Tratados, Convenciones y demás Instrumen-
tos Internacionales ratificados por el Estado 
Mexicano y los ordenamientos secundarios; al 
tenor de los siguientes principios:
I. Su forma de organización;
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II. Las relaciones entre los integrantes de la Fa-
milia deben ser con base a la equidad, la igual-
dad de derechos y deberes, la solidaridad y el res-
peto recíproco;
III. Toda persona tiene derecho a planear y de-
cidir de manera libre, responsable e informada 
sobre el número y el espaciamiento de sus hijos;
IV. La vida humana debe ser protegida desde el 
momento de la concepción hasta su muerte natu-
ral, salvo los casos previstos en las leyes;
V. La obligación de los miembros de la familia 
a contribuir cada uno por su parte a sus fines y a 
ayudarse mutuamente;
VI. Todas las hijas y los hijos son iguales ante la 
ley;
VII. La madre, el padre o el tutor tienen el deber 
de formar, educar, mantener y asistir a sus hijas o 
hijos, y éstas o éstos tienen el deber de asistirlos 
cuando aquélla o aquél no puedan hacerlo por sí 
misma o por sí mismo;
VIII. El valor de la unidad familiar, debe tenerse 
en consideración en la legislación y política pe-
nales, de modo que el detenido permanezca en 
contacto con su familia;
IX. El trabajo de la madre y del padre en casa, 
debe ser reconocido y respetado por su valor 
para la familia y la sociedad;
X. La familia tiene derecho a ser protegida, pri-
mordialmente sus integrantes niñas, niños y ado-
lescentes, personas con discapacidad y adultos 
mayores;
XI. Los integrantes de la familia tienen derecho 
a que los demás miembros les respeten su inte-
gridad física y psíquica, con objeto de contribuir 
a su sano desarrollo para su plena incorporación 
y participación en la sociedad. Queda prohibido 
el castigo corporal y cualquier acto u omisión 
que atente contra su integridad física o psico-
lógica, y
XII. Los integrantes de la familia están obligados 
a evitar conductas que generen violencia fami-
liar.
...
a. 27. La madre, el padre o el tutor tienen las si-
guientes obligaciones para con sus hijas e hijos:
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I. Inscribirlos de manera inmediata en el Regis-
tro del Estado Civil de las Personas;
II. Darles protección, alimentación y atención 
para que puedan desarrollarse física, mental y 
socialmente de forma saludable, en condiciones 
de libertad y dignidad;
III. Educarlos bajo los principios de respeto, 
equidad e igualdad con plena conciencia de ser-
vicio a sus semejantes;
IV. Cumplir con todos los programas públicos de 
salud y escolares obligatorios, y...

Querétaro

a. 1o. En el Estado de Querétaro, toda persona 
gozará de los Derechos Humanos reconocidos 
por la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte, las leyes 
federales, esta Constitución y las leyes que de 
ella emanen, así como de las garantías para su 
protección. Las normas relativas a los Derechos 
Humanos se interpretarán de conformidad con 
los ordenamientos antes citados, favoreciendo 
en todo tiempo a las personas la protección más 
amplia.
El Estado garantizará el respeto y protección a 
la persona y a los derechos humanos, promoverá 
su defensa y proveerá las condiciones necesarias 
para su ejercicio de conformidad con los prin-
cipios de universalidad, interdependencia, in-
divisibilidad y progresividad. En consecuencia, 
deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar 
las violaciones a los derechos humanos y generar 
acciones afirmativas a favor de las personas en 
situación de vulnerabilidad, en los términos que 
establezca la ley.
La mujer y el hombre son iguales ante la Ley y 
gozan de los mismos derechos. En consecuencia, 
queda prohibida todo tipo de discriminación por 
origen étnico, lugar de nacimiento, género, edad, 
identidad cultural, condición social, discapaci-
dad, religión, opiniones, preferencias políticas o 
sexuales, estado civil, estado de gravidez o cual-
quier otra que atente contra la dignidad humana 
y tenga por objeto anular o menoscabar los dere-
chos y las libertades de las personas. El Estado
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promoverá normas, políticas y acciones para al-
canzar la igualdad entre hombre y mujer, en to-
dos los ámbitos; además, incorporará la perspec-
tiva de género y derechos humanos en planes y 
programas, y capacitará a los servidores públicos 
para su obligatoria aplicación en todas las ins-
tancias gubernamentales...
a. 3o. Las autoridades estatales y las municipa-
les promoverán la integración, el desarrollo y el 
fortalecimiento de la familia; sus fines de unidad, 
convivencia armónica, ayuda mutua y la preser-
vación de los valores de la comunidad. La ley im-
pondrá derechos y obligaciones recíprocos entre 
sus integrantes.

Quintana Roo

a. 12. La dignidad humana como el origen, la 
esencia y el fin de todos los derechos humanos 
que le son inherentes, el libre desarrollo de la 
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos 
de los demás, son fundamento del orden político 
y la paz social.
La dignidad humana, es la base y condición para 
el disfrute de los demás derechos y el desarrollo 
integral de la personalidad. Es a partir de ella, 
que se reconocen la superioridad de la persona 
frente a las cosas, la paridad entre las personas, 
la individualidad del ser humano, su libertad y 
autodeterminación, la garantía de su existencia 
material mínima, la posibilidad real y efectiva 
del derecho de participación en la toma de de-
cisiones.
En el Estado de Quintana Roo, todas las perso-
nas gozarán de los derechos humanos recono-
cidos en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, los Tratados Internacionales 
de los que el Estado Mexicano sea parte y esta 
Constitución, así como de las garantías para su 
protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse 
ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las con-
diciones que esos mismos ordenamientos esta-
blezcan.
a. 13. El Estado de Quintana Roo reconoce, pro-
tege y garantiza el derecho a la vida de todo ser 
humano, al sustentar expresamente que desde el 
momento de la concepción entra bajo la protec-
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ción de la ley y se le reputa como sujeto de de-
rechos para todos los efectos legales correspon-
dientes, hasta su muerte. Salvo las excepciones 
que establezca la ley.
Queda prohibida toda discriminación motivada 
por origen étnico o nacional, el género, la edad, 
las discapacidades, la condición social, las con-
diciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias, la condición sexual, el estado civil 
o cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menosca-
bar los derechos y libertades de las personas que 
habitan en este Estado. El Estado diseñara, pro-
moverá y llevará a cabo las acciones y medidas 
necesarias para garantizar el derecho a la no dis-
criminación.
El Estado garantiza la igualdad jurídica respecto 
de sus habitantes sin distinción de origen, sexo, 
condición o actividad social.
La mujer y el hombre serán sujetos de iguales 
derechos y obligaciones ante la Ley. Toda refe-
rencia de esta Constitución y de las leyes del Es-
tado al género masculino, lo es también para el 
género femenino, cuando de su texto y contexto 
no se establezca que es expresamente para uno u 
otro género.
Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivien-
da digna y decorosa. La Ley establecerá los ins-
trumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar 
tal objetivo, en concordancia y coordinación con 
las leyes federales sobre la materia. Toda persona 
tiene derecho a la protección de la salud.
...
A...
II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la 
regulación y solución de sus conflictos internos, 
sujetándose a los principios generales de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y de esta Constitución, respetando sus dere-
chos fundamentales, los derechos humanos y la 
dignidad e integridad de las mujeres. La ley esta-
blecerá los casos y procedimientos de validación 
por los Jueces o Tribunales correspondientes;
III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedi-
mientos y prácticas tradicionales, a las autorida-
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des o representantes para el ejercicio de sus for-
mas propias de gobierno interno, garantizando 
la participación de las mujeres en condiciones de 
equidad frente a los hombres, en un marco que 
respete el pacto federal y la soberanía del Estado;
...
B...
V. Propiciar la incorporación de las mujeres in-
dígenas al desarrollo, mediante el apoyo a los 
proyectos productivos, la protección de su salud, 
el otorgamiento de estímulos para favorecer su 
educación y su participación en la toma de deci-
siones relacionadas con la vida comunitaria;
...
a. 32...
La educación se basará en el respeto irrestricto 
de la dignidad de las personas, con un enfoque de 
derechos humanos y de igualdad sustantiva.
...
La educación que se imparta en el Estado con-
tribuirá a la mejor convivencia humana, a fin de 
fortalecer el aprecio y respeto por la naturaleza, 
la diversidad cultural, la dignidad de la perso-
na, la integridad de las familias, la convicción 
del interés general de la sociedad, los ideales 
de fraternidad e igualdad de derechos de todos, 
evitando los privilegios de razas, de religión, de 
grupos, de sexos o de individuos.

San Luis Potosí

a. 8o. En el Estado de San Luis Potosí todas las 
personas son libres e iguales en dignidad y de-
rechos.
La mujer y el hombre son iguales ante la ley, bajo 
principio de igualdad consagrado en este precep-
to, el Estado promoverá la igualdad de oportuni-
dades y condiciones en los ámbitos de desarrollo 
humano primordiales como lo son el educativo, 
laboral, político, económico, social, cultural y 
en general, todos aquellos que dignifiquen a la 
persona, por consiguiente, los ordenamientos 
secundarios deben prever disposiciones que la 
garanticen, y las autoridades velar por su cum-
plimiento.
Queda prohibida toda discriminación motivada 
por origen étnico o nacional, el género, la edad,
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las discapacidades, la condición social, las con-
diciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias sexuales, la condición de migrante 
en retorno, o binacional en tránsito; el estado ci-
vil, o cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana, y tenga por objeto anular o menoscabar 
los derechos y libertades de las personas.
a. 9o...
I. Queda prohibida toda discriminación por ori-
gen étnico, o que por cualquier otro motivo aten-
te contra la dignidad humana y tenga por objeto 
anular o menoscabar los derechos y libertades de 
las personas;
...
a. 10...
La educación que imparte el Estado será laica, 
obligatoria, universal, inclusiva, pública y gratui-
ta; se basará en el respeto irrestricto de la digni-
dad de las personas, con un enfoque de derechos 
humanos y de igualdad sustantiva, y tendrá por 
objeto el pleno desarrollo de todas las facultades 
del ser humano. Promoverá el amor a la patria y 
a sus símbolos; fomentará el respeto a los dere-
chos humanos, las libertades, la cultura de paz 
y la conciencia de la solidaridad internacional; 
fortalecerá la identidad estatal, y la conciencia 
en los valores de la independencia nacional, la 
libertad, la justicia, la democracia, la dignidad y 
la solidaridad social; promoverá la honestidad, 
los valores, y la mejora continua del proceso de 
enseñanza aprendizaje.
El Estado priorizará el interés superior de niñas, 
niños, adolescentes, y jóvenes en el acceso, per-
manencia y participación en los servicios educa-
tivos.
La educación en el Estado estará regida por los 
criterios y lineamientos que la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos estable-
ce en relación a la democracia, su carácter na-
cional, sus contenidos y las condiciones para la 
mejor convivencia humana, la dignidad de las 
personas, el respeto a los derechos humanos, así 
como la igualdad sustantiva, la integridad de la 
familia, y el interés general de la sociedad.
...
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La educación en el Estado estará regida por los 
criterios y lineamientos que la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos estable-
ce en relación a la democracia, su carácter na-
cional, sus contenidos y las condiciones para la 
mejor convivencia humana, la dignidad de las 
personas, el respeto a los derechos humanos, así 
como la igualdad sustantiva, la integridad de la 
familia, y el interés general de la sociedad.
...
a. 12. La Familia constituye la base fundamen-
tal de la sociedad. La Familia, las personas con 
discapacidad, las personas adultas mayores, los 
niños, niñas y adolescentes, con el propósito de 
garantizarles sus derechos, serán objeto de espe-
cial protección por parte de las autoridades, así 
como la protección de la organización y el de-
sarrollo de la familia, y las disposiciones legales 
que al efecto se dicten serán de orden público e 
interés social.
...
En todas las decisiones y actuaciones del Es-
tado, se velará y cumplirá con el principio del 
interés superior de la niñez, garantizando de 
manera plena sus derechos. Este principio de-
berá guiar el diseño, seguimiento, ejecución, y 
evaluación de las políticas públicas dirigidas a 
la niñez. Los niños, niñas y adolescentes tienen 
derecho a la satisfacción de sus necesidades de 
alimentación, salud, educación y sano esparci-
miento para su desarrollo integral. Los ascen-
dientes, tutores, y custodios tienen el deber de 
preservar y exigir el cumplimiento de estos de-
rechos y principios. Las autoridades proveerán 
lo necesario para propiciar el respeto a la digni-
dad de la niñez y el ejercicio pleno de sus dere-
chos, y otorgarán facilidades a los particulares 
para que coadyuven al cumplimiento de los de-
rechos de la niñez.

Sinaloa

a. 1o. El Estado de Sinaloa, como parte integran-
te de los Estados Unidos Mexicanos, se constitu-
ye en un Estado democrático de derecho, cuyo 
fundamento y objetivo último es la protección de 
la dignidad humana y de los derechos humanos.
...
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a. 2o. En lo que atañe a su régimen interior la so-
beranía del Estado reside esencial y originaria-
mente en el pueblo sinaloense, el cual propug-
na como valores superiores de su orden jurídico 
y social, la libertad, la igualdad de derechos, la 
justicia, la solidaridad, el pluralismo político y 
la diversidad cultural...
a. 4o. Bis. En el Estado de Sinaloa toda persona 
es titular de los derechos humanos reconocidos 
en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y en la presente Constitución, así 
como de los previstos en los instrumentos inter-
nacionales incorporados al orden jurídico mexi-
cano. Su ejercicio implica deberes correlativos 
de respeto a los derechos de los demás y de soli-
daridad hacia la familia, los más desfavorecidos 
y la sociedad.
Todas las autoridades, en el ámbito de sus com-
petencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos hu-
manos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad. En consecuencia, el Estado de-
berá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los tér-
minos que establezca la ley.
Queda prohibida toda discriminación motivada 
por origen étnico o nacional, el género, la edad, 
las discapacidades, la condición social, las con-
diciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier 
otra que atente contra la dignidad humana y ten-
ga por objeto anular o menoscabar los derechos 
y libertades de las personas.
a. 4o. Bis A. Las personas son titulares de los si-
guientes derechos y libertades reconocidos por 
esta Constitución:
I. Toda persona tiene derecho a que se respete su 
vida. El Estado tutela el derecho a la vida respe-
tando en todo momento la dignidad de las per-
sonas.
...
a. 4o. Bis. B...
VIII. Las autoridades en el Estado adoptarán, per-
manentemente, las medidas especiales y de cual-
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quier otra índole legal, con el objeto de lograr 
entre mujeres y hombres la igualdad, perspectiva 
y paridad de género en las políticas públicas ins-
titucionales que les competan.
...
La educación se basará en el respeto irrestricto 
de la dignidad de las personas, con un enfoque de 
derechos humanos y de igualdad sustantiva. Pro-
piciará el desarrollo armónico de las cualidades 
y capacidades del ser humano, fomentando en 
los educandos el amor a la Patria, el respeto a 
todos los derechos, las libertades, la cultura de 
paz y la conciencia de la solidaridad nacional e 
internacional, en la independencia y en la justi-
cia; además, promoverá la honestidad, los valo-
res y la mejora continua del proceso de enseñan-
za aprendizaje.
IX...
La educación se basará en el respeto irrestricto 
de la dignidad de las personas, con un enfoque de 
derechos humanos y de igualdad sustantiva. Pro-
piciará el desarrollo armónico de las cualidades 
y capacidades del ser humano, fomentando en 
los educandos el amor a la Patria, el respeto a 
todos los derechos, las libertades, la cultura de 
paz y la conciencia de la solidaridad nacional e 
internacional, en la independencia y en la justi-
cia; además, promoverá la honestidad, los valo-
res y la mejora continua del proceso de enseñan-
za aprendizaje.
a. 13. La mujer y el hombre son iguales ante la 
ley. La familia constituye la base fundamental de 
la sociedad. Los niños y las niñas deberán ser ob-
jeto de especial protección. Las personas de la 
tercera edad y los discapacitados deben recibir 
apoyo permanente. Toda medida o disposición 
en favor de la familia y de la niñez, se considera-
rá de orden público.
La ley garantizará que la mujer no sea objeto de 
discriminación y que tenga los mismos derechos 
y obligaciones que el varón, en la vida política, 
social, económica y cultural del Estado, con el fin 
de que desarrolle sus potencialidades.
...
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Los ascendientes, tutores y custodios tienen el 
deber de garantizar los derechos señalados en 
el párrafo anterior a fin de que lleven una vida 
digna en el seno de la familia. El Estado les otor-
gará facilidades a aquellos para que cumplan 
con lo señalado en este párrafo.
...
a. 13 Bis...
A...
II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la 
regulación y solución de sus conflictos internos, 
sujetándose a los principios generales de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y los establecidos en esta Constitución, res-
petando las garantías individuales, los derechos 
humanos y, de manera relevante, la dignidad e 
integridad de las mujeres. La ley establecerá los 
casos y procedimientos de validación por los jue-
ces o tribunales correspondientes;
...
a. 13. La mujer y el hombre son iguales ante la 
ley. La familia constituye la base fundamental de 
la sociedad. Los niños y las niñas deberán ser ob-
jeto de especial protección. Las personas de la 
tercera edad y los discapacitados deben recibir 
apoyo permanente. Toda medida o disposición 
en favor de la familia y de la niñez, se considera-
rá de orden público.
La ley garantizará que la mujer no sea objeto de 
discriminación y que tenga los mismos derechos 
y obligaciones que el varón, en la vida política, 
social, económica y cultural del Estado, con el fin 
de que desarrolle sus potencialidades.
Todos los niños y las niñas, nacidos de matrimo-
nio o fuera de él, tienen derecho a igual protec-
ción, a la satisfacción de sus necesidades y a la 
salud física y mental. Las autoridades deberán 
dictar las disposiciones que se requieran para el 
cumplimiento de esos propósitos.
Los ascendientes, tutores y custodios tienen el 
deber de garantizar los derechos señalados en 
el párrafo anterior a fin de que lleven una vida 
digna en el seno de la familia. El Estado les otor-
gará facilidades a aquellos para que cumplan con 
lo señalado en este párrafo...
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Sonora

a. 1o...
Esta Constitución reconoce y garantiza el dere-
cho de los pueblos y las comunidades indígenas 
a la libre determinación y, en consecuencia, a la 
autonomía, asegurando la unidad estatal, para:
…
B) Aplicar sus propios sistemas normativos en la 
regulación y solución de sus conflictos internos, 
sujetándose a los principios generales que se es-
tablecen en la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, respetando las garantías 
individuales, los derechos humanos y, de manera 
relevante, la dignidad e integridad de las muje-
res. La ley establecerá los casos y procedimientos 
de validación por los jueces o tribunales corres-
pondientes.
I)...
Los ascendientes, tutores y custodios tienen el 
deber de preservar estos derechos. El Estado 
proveerá lo necesario para propiciar el respeto 
a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de 
sus derechos.
a. 16. Son derechos y prerrogativas del ciudada-
no sonorense:
...
II. Poder ser votado para los cargos de elección 
popular en el Estado y los municipios y nom-
brado para cualquier otro empleo o comisión en 
igualdad de oportunidades y equidad entre mu-
jeres y hombres, salvo las modalidades y excep-
ciones que se encuentran previstas en esta Cons-
titución.
...
a. 20-A. El Estado de Sonora garantizará una 
política pública encaminada a eliminar la discri-
minación y violencia contra la mujer comprome-
tiéndose a:
I. Consagrar el principio de la igualdad del hom-
bre y de la mujer y asegurar por ley u otros me-
dios apropiados la realización práctica de ese 
principio;
II. Adoptar medidas adecuadas, legislativas y re-
glamentarias, que prohíban toda discriminación 
y violencia contra la mujer;
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III. Garantizar a hombres y mujeres la igualdad 
en el goce de todos los derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales;
IV. Realizar acciones a efecto de lograr la mo-
dificación de los patrones socioculturales de 
conducta de hombres y mujeres, con miras a 
alcanzar la eliminación de los prejuicios y las 
prácticas consuetudinarias que estén basados 
en la idea de la inferioridad o superioridad de 
cualquiera de los sexos o en funciones estereoti-
padas de hombres y mujeres;
…

Tabasco

a. 2o. El Estado de Tabasco se constituye como 
un Estado Social y Democrático de Derecho que 
promueve la igualdad de oportunidades. El res-
peto a la dignidad de las personas, a sus derechos 
y libertades, es el fundamento del orden y la paz 
social.
En su territorio, todas las personas gozarán de 
los derechos humanos reconocidos en la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en los Tratados Internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte y esta Constitución.
...
En el Estado de Tabasco:
...
VIII. Todas las personas son iguales ante la ley. 
En consecuencia, tienen derecho sin discrimina-
ción a igual protección o beneficio de la ley. Que-
da prohibida en el Estado toda forma de discri-
minación motivada por origen étnico o nacional, 
el género, la edad, la lengua o idioma, religión, 
costumbre, opiniones, preferencias, condición 
social, salud, estado civil o cualquier otra que 
atente contra la dignidad humana y tenga por 
objeto anular o menoscabar los derechos y las 
libertades de las personas:
...
XIV. Toda persona tiene derecho a la protección 
de su vida privada, su familia, su domicilio, su co-
rrespondencia, su honra, su reputación y su dig- 
nidad;
XXV. Todo niño, niña o adolescente, sin discri-
minación, tiene derecho a las medidas de protec-
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ción que requiere por parte de su familia, de la 
sociedad y del Estado;
XXVI. Los hombres y las mujeres deben tener 
formal y materialmente derechos iguales. Las le-
yes deberán garantizar la igualdad en el derecho 
vigente y procurar su implantación en la costum-
bre social, particularmente en la familia, en la 
educación y en el lugar de trabajo;
...
XXXII. Toda persona tiene derecho a recibir edu-
cación obligatoria, laica y gratuita por parte del 
Estado y los municipios de Tabasco, la que estará 
orientada hacia el pleno desarrollo de la persona-
lidad humana y del sentido de su dignidad, y el 
respeto a los derechos humanos y las libertades 
fundamentales;
…
El Estado de Tabasco, en el marco de distribu-
ción de competencias establecido en el artículo 
124 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y con fundamento en los ar-
tículos 1o. y 133 de la misma, se obliga a respe-
tar y hacer respetar a las personas migrantes y, 
en general, a las extranjeras que estén sometidas 
a su jurisdicción, todos sus derechos humanos 
y a tomar las medidas necesarias para proteger, 
con carácter preferente, los siguientes:
I. Derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad 
de su persona;
II. Derecho a la igualdad y a la no discriminación;
III. Derecho a la vida familiar;
...
a. 4o. BIS. El derecho a la información es inhe-
rente al ser humano y por lo tanto el Estado tiene 
la obligación primigenia de reconocerlo y garan-
tizarlo, tomando en consideración los siguientes 
principios:
...
III. El derecho a la intimidad, que incluye la pri-
vacidad de la vida familiar en primer grado y en 
general la que se refiere a sus datos personales, 
deberá ser garantizado por el Estado en los tér-
minos y excepciones que fijen las leyes, teniendo 
siempre como referente el respeto a la dignidad 
humana...
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Tamaulipas

a. 16...
El pueblo de Tamaulipas establece que el respeto 
a la vida, la dignidad de la persona, la libertad, 
la igualdad y la justicia constituyen la base y el 
objeto de las instituciones públicas y sociales. En 
consecuencia, el Estado de Tamaulipas recono-
ce, protege y garantiza el derecho a la vida de 
todo ser humano desde el momento de la fecun-
dación hasta su muerte natural; esta disposición 
no deroga las excusas absolutorias ya previstas 
en la legislación penal.
...
El Estado impulsará permanentemente el princi-
pio del interés superior de la niñez, garantizan-
do de manera plena sus derechos. Las niñas, ni-
ños, adolescentes y jóvenes tienen derecho a la 
satisfacción de sus necesidades de alimentación, 
salud, educación y sano esparcimiento para su 
desarrollo integral, así como contar con una fa-
milia.
...
a. 17. El Estado reconoce a sus habitantes:
...
III. El derecho de los hombres y las mujeres a la 
igualdad de oportunidades en los ámbitos políti-
co, económico, social y cultural;
...
XIII. El derecho a la protección más amplia de 
las familias, en su ámbito individual y colectivo, 
así como su aporte en la construcción y bienestar 
de la sociedad por su contribución al cuidado, 
formación, desarrollo y transmisión de valores, 
de la identidad cultural y de conocimientos ele-
mentales para la vida en sociedad.
Las autoridades estatales y municipales promo-
verán la integración, el desarrollo y el fortaleci-
miento de la familia; sus fines de unidad, convi-
vencia armónica, ayuda mutua y la preservación 
de los valores de la comunidad.

Tlaxcala

a. 1o…
Los Tribunales y Jueces velarán por el respeto de 
los derechos fundamentales de los indígenas y la 
dignidad e igualdad entre el varón y la mujer.
...
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a. 19...
III. A trato igualitario sin distinción de personas 
por razón de raza, sexo, edad, religión, ideología, 
filiación, preferencia sexual, pertenencia a mino-
rías o lugar de nacimiento;
...
VII. El varón y la mujer son iguales ante la ley, a 
la igualdad de oportunidades en materia de tra-
bajo, incluida la igualdad de retribución por la-
bores similares;
...
XII...
Las autoridades implementarán los mecanismos 
necesarios para salvaguardar la identidad, la in-
tegridad y la dignidad humana de las niñas, ni-
ños y adolescentes al momento de participar en 
los asuntos en los que se vean involucrados.
...
a. 26...
VII. El varón y la mujer son iguales ante la ley, a 
la igualdad de oportunidades en materia de tra-
bajo, incluida la igualdad de retribución por la-
bores similares;

Veracruz

a. 4o. El hombre y la mujer son sujetos de igua-
les derechos y obligaciones ante la ley. Cuando 
por exigencias de construcción gramatical, de 
enumeración, de orden, o por otra circunstan-
cia cualquiera, el texto de la Constitución o los 
de las leyes y decretos que de ella deriven usen 
o den preferencia al género masculino, o hagan 
acepción de sexo que pueda resultar susceptible 
de interpretarse en sentido restrictivo contra la 
mujer, las autoridades, los jueces y los tribunales 
interpretarán el texto confuso en sentido iguali-
tario para hombres y mujeres, de modo que és-
tas se encuentren equiparadas a aquéllos en tér-
minos de estatuto jurídico perfecto, tanto para 
adquirir toda clase de derechos, como para con-
traer igualmente toda clase de obligaciones.
...
La libertad del hombre y de la mujer no tiene 
más límite que la prohibición de la ley; por tanto, 
toda persona tiene el deber de acatar los orde-
namientos expedidos por autoridad competente.
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Las autoridades sólo tienen las atribuciones con-
cedidas expresamente por la ley.
a. 5o.
…
En la regulación y solución de sus conflictos in-
ternos, deberán aplicar sus propios sistemas nor-
mativos, con sujeción a los principios generales 
de esta Constitución, respecto a las garantías 
individuales, los derechos humanos y, de mane-
ra relevante, la dignidad e integridad de las mu-
jeres.
a. 6o. Las autoridades del Estado promoverán las 
condiciones necesarias para el pleno goce de la 
libertad, igualdad, seguridad y la no discrimina-
ción de las personas; asimismo, garantizarán el 
derecho al honor, a la intimidad personal y fa-
miliar y al libre desarrollo de la personalidad, 
dando especial atención a la integración de las 
personas con discapacidad.
La ley garantizará que la mujer no sea objeto de 
discriminación y que tenga los mismos derechos 
y obligaciones que el hombre en la vida política, 
social, económica y cultural del Estado. Asimis-
mo, promoverá que la igualdad entre hombres y 
mujeres se regule también en las denominacio-
nes correspondientes a los cargos públicos, aten-
diendo el principio de paridad de género.
a. 10.
…
La educación en Veracruz se orientará por los si-
guientes principios:
I. Contribuirá a la mejor convivencia humana, a 
fin de fortalecer el aprecio y respeto por la natu-
raleza, la diversidad cultural, la dignidad de la 
persona, la integridad de las familias, la convic-
ción del interés general de la sociedad, los ideales 
de fraternidad e igualdad de derechos de todas 
las personas, evitando los privilegios de razas, de 
religión, de grupos, de sexos o de individuos.
…
VI. Se basará en el respeto irrestricto de la digni-
dad de las personas, con un enfoque de derechos 
humanos, perspectiva de género y de igualdad 
sustantiva. Tenderá a desarrollar armónicamente 
todas las facultades del ser humano y fomentará
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en él, a la vez, el amor a la Patria, el respeto a to-
dos los derechos, las libertades, la cultura de paz 
y la conciencia de la solidaridad internacional en 
la independencia y en la justicia; promoverá la 
honestidad, los valores y la mejora continua del 
proceso de enseñanza aprendizaje;
VII. Será equitativa, para lo cual el Estado im-
plementará medidas que favorezcan el ejercicio 
pleno del derecho a la educación de las personas 
y combatan las desigualdades socioeconómicas, 
regionales y de género en el acceso, tránsito y 
permanencia en los servicios educativos;

Yucatán

a. 1o. Todas las personas en el Estado de Yuca-
tán gozarán de los derechos humanos recono-
cidos en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en los Tratados Internacio-
nales de los que el Estado Mexicano sea parte 
y en esta Constitución, así como de las garan-
tías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y 
bajo las condiciones que la Constitución Fede-
ral establece.
a. 2o. Todas las autoridades y organismos autó-
nomos del estado de Yucatán, en el ámbito de 
sus competencias, tienen la obligación de pro-
mover, respetar, proteger y garantizar los dere-
chos humanos, así como realizar sus funciones 
de conformidad con los principios de universali-
dad, interdependencia, indivisibilidad, progresi-
vidad, igualdad y deberán actuar con perspecti-
va de género. En consecuencia, el Estado deberá 
prevenir, investigar, sancionar y reparar las vio-
laciones a los derechos humanos, en los térmi-
nos que establezca la ley.
…
Queda prohibida toda discriminación por moti-
vo de raza, origen étnico, nacionalidad, género e 
identidad de género, edad, discapacidades, con-
diciones de salud, social, económica o lingüís-
tica, preferencias sexuales, identidad sexual, fi-
liación, instrucción, religión, ideología política, 
o cualquier otro que atente contra la dignidad 
humana, y tenga por objeto anular o menosca-
bar los derechos y libertades de las personas; así 
como el uso de cualquier forma de violencia, la
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comisión de actos que humillen y ultrajena las 
personas, para lo cual se debe impartir una edu-
cación basada en una mejor convivencia huma-
na, a fin de fortalecer el aprecio y respeto por la 
diversidad cultural, la dignidad de la persona, 
la integridad de la familia, la convicción del in-
terés general de la sociedad, los ideales de frater-
nidad e igualdad de derechos de todos, evitando 
los privilegios de razas, de religión, de grupos, 
de sexos o de individuos, manteniendo un plano de 
igualdad y de respeto para todos. Las niñas, ni-
ños y adolescentes no podrán ser objeto de me-
didas que con la pretensión de ser correctivas, se 
fundamenten en causas discriminatorias o que 
sean consecuencia de las actividades, las opinio-
nes expresadas o las creencias de sus padres, o 
sus tutores o de sus demás familiares.
…
a. 90…
Apartado A
…
d) Contribuirá a la mejor convivencia humana, a 
fin de fortalecer el aprecio y respeto por la diver-
sidad cultural, la dignidad de la persona, la inte-
gridad de las familias, la convicción del interés 
general de la sociedad, los ideales de fraternidad 
e igualdad de derechos de todos, evitando los pri-
vilegios de razas, de religión, de grupos, de sexos 
o de individuos;
…
94. La familia es una institución social perma-
nente a la que se reconoce como el fundamento 
primordial de la sociedad sobre la cual evolucio-
na el Estado. Es una institución integrada por 
dos o más personas unidas o emparentadas entre 
sí, por afinidad, por consanguinidad o por adop-
ción, que como comunidad afectiva y de convi-
vencia, potencía el libre desarrollo de todos sus 
miembros.
El matrimonio es una institución por medio del 
cual se establece la unión jurídica, libre y volun-
taria de dos personas, con igualdad de derechos, 
deberes y obligaciones, para realizar la comuni-
dad de vida, en donde ambos se procuran respeto 
y ayuda mutua. El Estado reconoce que es de vital
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interés para la sociedad que en la unión de dos-
personas, se establezcan límites en cuanto a la 
edad y salud física y psíquica.
El concubinato es la unión de dos personas, quie-
nes libres de matrimonio, viven como cónyuges 
pueden generar una familia, en los términos que 
fije la ley.
El Estado y la ley protegerán la organización y 
el desarrollo de la familia, así como el respeto 
a su dignidad e intimidad. Asimismo, regularán 
el matrimonio, las causas de separación, disolu-
ción y sus efectos; así como las condiciones para 
la constitución del concubinato.
...

Zacatecas

a. 22. La mujer y el hombre son iguales ante la 
ley y deben gozar de las mismas oportunidades 
para el desenvolvimiento de sus facultades físi-
cas e intelectuales, así como de las mismas segu-
ridades para la preservación de su vida, integri-
dad física y moral, y su patrimonio.
...
a. 25. El Estado dictará las normas que regulen 
la institución de la familia
...
Las autoridades estatales y municipales colabo-
rarán con la familia en la adopción de medidas 
para propiciar el desarrollo físico y mental de la 
población infantil y de la juventud; establecer 
un sistema permanente de apoyo e integración 
social de los ancianos, que les permita una vida 
digna y decorosa; promover el tratamiento, la 
rehabilitación e integración de las personas con 
algún grado de discapacidad, con el objeto de fa-
cilitar su desarrollo, y auspiciar la difusión de la 
cultura, el deporte y la recreación.

III. Igualdad y derechos humanos 
en el ámbito internacional

Es pertinente recordar siempre lo afirmado por Alda Fa-
cio, que en el ámbito internacional afirma:
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...el principio de igualdad fue y sigue siendo la fuerza 
impulsora de los derechos humanos, y la lucha contra 
la discriminación dio surgimiento en el siglo pasado a la 
gran mayoría de los movimientos sociales en contra del 
racismo, el sexismo, el etarismo, por la liberación nacio-
nal, por las personas con discapacidad, por los pueblos 
indígenas, etcétera.23

En este sentido, el análisis de la igualdad entre mu-
jeres y hombres en el contexto internacional obligaría a 
una revisión de todos y cada uno de los instrumentos, 
informes de conferencias, estudios, etcétera. Sin embar-
go, considero importante enfocar las cuatro conferen-
cias internacionales de la mujer como elementos de la 
construcción de mecanismos que analizan y construyen 
las relaciones igualitarias entre los sexos en el ámbito 
familiar y, desde luego, la Convención sobre la Elimina-
ción de Todas las Formas de Discriminación Contra la 
Mujer (CEDAW).

1. Las conferencias internacionales 
de la mujer de Naciones Unidas

Es pertinente señalar que fue necesario reunir a los 
países miembros de la Organización de las Naciones Uni-
das, originalmente, cada cinco años para debatir y llegar 
a acuerdos sobre esta igualdad entre mujeres y hombres 
y las políticas públicas que se deberían implementar 
para lograr que los acuerdos se hicieran una realidad. Se 
llevaron a cabo cuatro de estas conferencias. La última 
fue en Beijing, China, en 1994, después de la cual se han 

23		  Facio, Alda, “La igualdad substantiva un paradigma emergente 
en la ciencia jurídica”, Revisa Sexología y Sociedad, año 14, núm. 
36, abril de 2008, disponible en: https://revsexologiaysociedad.sld.cu/
index.php/sexologiaysociedad/article/view/354/407.
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dado procesos de revisión, evaluación de avances y con-
solidación de estos acuerdos, pero ninguna conferencia 
más se ha llevado a cabo. Me pregunto si esto no es un 
signo más sobre el desinterés de los gobiernos en todo lo 
relacionado con los derechos humanos de las mujeres a 
lo largo y ancho de este planeta.

México fue el país sede de la primera Conferencia 
Internacional de la Mujer (1975), por lo que se le consi-
dera como uno de los países promotores de la CEDAW.24 
Para cumplir con los objetivos propuestos, es decir, para 
impulsar las políticas públicas y la acción convencional 
en el ámbito internacional, de acuerdo con los objeti-
vos de la Conferencia —alcanzar la igualdad plena entre 
mujeres y hombres y la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer, lograr la integración 
y plena participación de la mujer en el desarrollo, reco-
nocer y fomentar la contribución cada vez mayor de la 
mujer al fortalecimiento de la paz mundial—,25 nuestro 
país debió modificar el marco jurídico interno, empe-
zando por la reforma al artículo 4o. constitucional, para 
elevar a ese rango la igualdad entre hombres y mujeres 
en México, la cual se encontraba regulada en el Código 
Civil para el entonces Distrito Federal, en materia local, 
y para toda la república, en materia federal.

Para el derecho de familia en nuestro país, es im-
portante recordar estas reformas como el impacto más 
relevante para los derechos humanos de las mujeres y 

24		  Retomado de Alda Facio, en Lem España, “La CEDAW: oríge-
nes, elementos y principios rectores”, Ciclo La CEDAW hoy (video), 
YouTube, disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=igBaE 
HudHj0&t=240s.

25		  Véanse los dos documentos principales derivados de la Confe-
rencia: Declaración de México sobre la Igualdad de la Mujer y su 
Contribución al Desarrollo y la Paz, y el Plan de Acción Mundial para 
la Consecución de los Objetivos del Año Internacional de la Mujer.
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para las estructuras familiares, al igual que el consen-
so que se generó en las 35 resoluciones alcanzadas de 
la Conferencia, que puede resumirse en el compromiso 
para mejorar la condición de la mujer, como premisa in-
dispensable para lograr una igualdad real entre mujeres 
y hombres, además de realizar los cambios radicales a 
nivel nacional e internacional, necesarios para impulsar 
el “cambio profundo en la condición de la mujer”, que 
incluye superar las tradiciones y actitudes que las discri-
minaban, muchas de las cuales tienen raíces tan profun-
das que ya no son visibles.26

En el tema de la familia, el informe de la primera 
Conferencia27 deja claro que la integración de las mu-
jeres en el proceso de desarrollo tiene como condición 
indispensable no sólo la igualdad a la que se hace refe-
rencia y la eliminación de la discriminación hacia las 
mujeres, que es concomitante a este principio, sino que 
es necesario generar políticas públicas para la planifica-
ción familiar y para la transformación de las estructuras 
organizativas de las familias.

Para el primer rubro se considera que la planifica-
ción familiar incluye programas cuyo objetivo implique 
el mejoramiento de la salud de las mujeres, así como la 
educación y la formación para desempeñar un empleo 
con salario digno. En el tema de la familia se instó a los 
gobiernos para la generación de políticas públicas que 
favorezcan los vínculos familiares inter e intra genera-
cionales, así como su participación directa en las po-

26		  Véase, por ejemplo, el Informe de la 2a. Comisión de la Primera 
Conferencia Mundial de la Mujer, en el que se hace referencia a “La 
integración de la mujer en el proceso de desarrollo en pie de igual-
dad con el hombre”.

27		  Informe de la Conferencia Mundial del Año Internacional de la 
Mujer, Naciones Unidas, Nueva York, 1975, E/CONF.66/34 (en ade-
lante, Informe I).
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líticas y organismos sobre educación, salud y servicios 
sociales.28

Cinco años después (del 14 al 30 de julio de 1980) 
en Copenhague, Dinamarca, se llevó a cabo la segunda 
Conferencia Internacional de la Mujer, cuyo nombre ofi-
cial fue Conferencia Mundial del Decenio de las Nacio-
nes Unidas para la Mujer: Igualdad, Desarrollo y Paz, 
con dos objetivos precisos: declarar el decenio de Na-
ciones Unidas para la mujer: igualdad, desarrollo y paz, 
así como examinar y evaluar los progresos en materia 
de los objetivos del año internacional de la mujer “para 
reajustar según sea necesario los progresos existentes a 
la luz de los datos e investigaciones de que se disponga”. 
Las esferas de acción prioritaria de esta segunda reu-
nión fueron la igualdad en el acceso a la educación, en 
las oportunidades de empleo y en los servicios adecua-
dos de atención de la salud.

De las 48 resoluciones alcanzadas en la segunda 
conferencia,29 destacan dos que apuntan directamente 
a la organización de las familias: la primera refuerza lo 
acordado en la conferencia anterior en materia de plani-
ficación familiar,30 y la segunda introduce, por primera 
vez, el concepto de “mujer maltratada” en el ámbito de 
la violencia en la familia, aunque no se llegó a conside-
rar que se trata de un problema endémico de abuso de 
poder de los hombres hacia las mujeres en este núcleo 
primario.31

28		  Ibidem, resolución núm. 15, p. 102 y resolución núm. 17, p. 105.
29		  Véase el Informe de la Conferencia Mundial del Decenio de las 

Naciones Unidas para la Mujer: Igualdad, Desarrollo y Paz, Naciones 
Unidas, Nueva York, 1980, A/CONF.94/35.

30		  Ibidem, resolución núm. 1, pp. 74 y 75, Planificación de la fa-
milia.

31		  Ibidem, resolución núm. 5, pp. 83 y 88, La mujer maltratada y 
la violencia en la familia.
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Es importante recordar que se aprobó una recomen-
dación para crear tribunales especializados en proce-
sos familiares violentos, con personal capacitado, para 
comprender no sólo la parte normativa y procesal del 
conflicto, sino los problemas que se derivan de ellos y 
las formas de trabajar para evitar daños mayores a la 
prole y a las personas más vulnerables en el grupo fami-
liar, entre ellas, las mujeres. Textualmente, se hacer re-
ferencia a servicios adecuados de consejeros familiares, 
tribunales familiares dotados de “funcionarios [y fun-
cionarias] formados en derechos, así como en las demás 
disciplinas pertinentes”.32

Asimismo, se considera que la violencia en el hogar y 
la familia es “una ofensa intolerable a la dignidad de los 
seres humanos”, y es “un problema grave para la salud 
física y mental de la familia, así como de la sociedad”. 
Se puntualiza que esta violencia se ejerce de manera 
particular contra las mujeres, los niños y las personas 
mayores, a través de “malos tratos físicos, sexuales y de 
otra índoles”, y se reconoce que “las actitudes ancestra-
les que disminuyen el valor de la mujer han determina-
do la virtual inmunidad judicial de las personas que co-
meten actos de violencia contra sus familiares o contra 
mujeres confiadas al cuidado de instituciones”; hechos 
que, tristemente, siguen prevaleciendo en los espacios 
de justicia.

En dicha conferencia se pidió al secretario general 
de las Naciones Unidas el primero de los estudios in-
ternacionales sobre “la amplitud de los tipos de malos 
tratos físicos, sexuales y de otra índole en las familias y 
las instituciones, y sobre los recursos de que se dispone 
para tratar este problema”,33 como parte del conjunto 

32		  Idem.
33		  Ibidem, numeral 1 de la resolución núm. 1.
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de políticas públicas y de justicia que surgen sobre este 
tema en Copenhague, al igual que los tribunales fami-
liares ya mencionados, programas cuya finalidad sea 
evitar esos malos tratos, la creación de centros para “el 
tratamiento, acogida y orientación de las víctimas de la 
violencia y los delitos sexuales” y aquellos que propor-
cionen servicios como vivienda, empleo, guarderías y 
atención médica para mujeres víctimas de la violencia 
en la familia.

Las recomendaciones se asientan en un principio de 
perspectiva contextual e histórica sobre las raíces de la 
desigualdad, que después se conocería como perspecti-
va de género. Entre estas raíces se menciona la división 
del trabajo entre los sexos, que ha sido justificado so-
bre la base de la función procreadora de la mujer, mis-
ma que es considerada como inherente a la femineidad. 
Esta división del trabajo relega a las mujeres al ámbi-
to doméstico/familiar, lo que, a su vez, representa una 
carga excesiva y discriminatoria, en la medida en que, 
con frecuencia, provoca que se trate a la mujer como 
inferior, dependiente y desigual al hombre en sus acti-
vidades fuera de la esfera doméstica y, por tanto, se ge-
nere un piso propicio para la violación de sus derechos 
humanos.34

Pasaron otros cinco años para atestiguar la tercera 
Conferencia Mundial de la Mujer, celebrada en Nairobi, 
del 15 a 26 de julio de 1985, con el mismo objetivo: el 
examen y la evaluación de los logros del decenio de las 
naciones unidas para la mujer: igualdad, desarrollo y 
paz.35 En ella se aprobaron las llamadas estrategias de 
Nairobi, “orientadas hacia el futuro para el adelanto de 

34		  Ibidem, p. 8.
35		  Véase el Informe de dicha conferencia en los documentos de 

Naciones Unidas, bajo la signatura A/CONF.116/28/Rev.1, ISBN 92-
1-330099-9.
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la mujer”, y se puntualizó que la igualdad es, a la vez, un 
objetivo y un medio por el cual mujeres y hombres reci-
ben “igual trato ante la ley y tienen iguales oportunida-
des para ejercer sus derechos y desarrollar sus actitudes 
y condiciones potenciales, a fin de poder participar en 
el desarrollo político, económico, social cultural”.36 Se 
consideró que la igualdad implica tanto la eliminación 
de todas las formas de discriminación hacia las muje-
res como la igualdad de derechos, responsabilidades y 
oportunidades para nuestra participación en el desa-
rrollo de nuestras comunidades, países y regiones, en 
un doble aspecto: beneficiarias y agentes del cambio.37 
Es una parte fundamental de la construcción de la paz 
—ya sea mundial, regional, nacional o comunitaria—, 
el bienestar de las familias tanto como el desarrollo de 
las sociedades y la vinculación de las políticas de em-
pleo, salud y educación.

En la conferencia de Nairobi se reconoció que, a pe-
sar de los esfuerzos desplegados desde la primera confe-
rencia, pesa sobre las mujeres una “doble carga”, debido 
a que a ellas les “corresponde la responsabilidad prin-
cipal en las tareas domésticas y su participación en la 
fuerza de trabajo”.38 En esa disposición, se recomendó 
revisar los ordenamientos vinculados con el derecho de 
familia para eliminar todas las formas de discrimina-
ción hacia las mujeres y todas aquella que, de iure o de 
facto, se les considere menores de edad, al tiempo que 
debe revisarse toda aquella consideración que limite los 
derechos y obligaciones de las mujeres casadas.39

En esta conferencia se impulsa el derecho de las mu-
jeres a la libre elección en todos los “acuerdos matrimo-

36		  Ibidem, párr. 11, p. 7.
37		  Idem.
38		  Ibidem, párr. 18, p. 10.
39		  Ibidem, párr. 68, p. 24.
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niales”, en los que debe asignar al trabajo doméstico un 
valor igual o equivalente a las aportaciones financieras 
que realice el cónyuge. Además, en estas revisiones vin-
culadas a igualdad y la libertad, se debe tener cuidado 
en garantizar a todas las mujeres, en especial a las casa-
das, el derecho a poseer, administrar, vender o comprar 
bienes de manera independiente; del mismo modo, dis-
posiciones en temas de custodia de los hijos e hijas en 
igualdad de condiciones para los casos de divorcio y a la 
importancia que tiene la contribución de ambos —ma-
dre y padre— al sostén y educación de hijos e hijas.40

Los contextos en los que se despliegan las estrate- 
gias de Nairobi abarcaron prácticamente todos los temas 
de relevancia para las mujeres en aquel 1985, al igual 
que las consideraciones a diversas formas de violencia 
—como la violencia, el hostigamiento y la explotación 
sexuales—, sobre las que se instó a los gobiernos a tra-
bajar para su erradicación, empezando por reconocer 
que para las niñas y adolescentes, el incesto y otros ma-
los tratos sexuales se dan en el ámbito familiar y con 
mucha frecuencia en empleos como el trabajo domés-
tico. Se destacó que “la violencia sexual va en aumento 
y los gobiernos deben afirmar la dignidad de la mujer 
como cuestión de prioridad”,41 además de prestar asis-
tencia inmediata a aquellas que son víctimas de violen-
cia familiar.

Para la cuarta Conferencia Mundial de la Mujer, 
conocida como Conferencia Mundial “Acción para la 
Igualdad, Desarrollo y Paz”, celebrada en Beijing, del 4 
al 15 de septiembre de 1995, los acuerdos alcanzados en 
las tres anteriores se potencializaron en una declaración 
política y la construcción de una plataforma de acción. 

40		  Ibidem, párrs. 73 y 74, p. 25.
41		  Ibidem, párr. 288, p. 79.
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La primera es un documento pequeño en tamaño, pero 
de gran alcance político, en el que los gobiernos de todo 
el mundo se comprometieron, sin reservas, a combatir 
las limitaciones y obstáculos que se habían encontrado, 
hasta entonces, para alcanzar “los objetivos de igualdad, 
desarrollo y paz para todas las mujeres del mundo, en 
interés de toda la humanidad”.42 Para lo cual, reitera-
ron compromisos previos entre los que están la defen-
sa de los derechos y la dignidad humana intrínseca de 
las mujeres, consagrados, entre otros, en la Carta de las 
Naciones Unidas, la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, la CEDAW y la Convención sobre los Dere-
chos del Niño, haciendo énfasis en la garantía de ple-
na aplicación de los derechos humanos de las mujeres 
y las niñas, en la medida en que son parte inalienable, 
integral e indivisible de todos los derechos humanos y 
libertades fundamentales. Reafirmaron lo acordado en 
Viena durante la Conferencia Mundial de Derechos Hu-
manos43 que, como lo ha reiterado Alda Facio, es la pri-
mera vez en la historia en que se reconoce que las mu-
jeres tenemos derechos humanos y que estos son parte 
inalienable, integrante e indivisible de los derechos hu-
manos universales, de tal manera que

La plena participación, en condiciones de igualdad, de 
la mujer en la vida política, civil, económica, social y 
cultural en los planos nacional, regional e internacional 
y la erradicación de todas las formas de discriminación 
basadas en el sexo son objetivos prioritarios de la comu-
nidad internacional.

42		  Véase la Declaración de Beijing en el Informe de la Cuarta 
Conferencia Mundial sobre la mujer en el documento de Naciones 
Unidas A/CONF.177/20, la Declaración y programa de acción.

43		  Llevada a cabo en Viena, Austria, del 14 a 25 de junio de 1993. 
Véase la Declaración y Programa de Acción de Viena en el documen-
to de Naciones Unidas A/CONF.157/23.
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La violencia y todas las formas de acoso y explotación 
sexuales, en particular las derivadas de prejuicios cultu-
rales y de la trata internacional de personas son incom-
patibles con la dignidad y la valía de la persona humana 
y deben ser eliminadas.44

Retomando los acuerdos de la Declaración de Bei-
jing, recordemos que se hace énfasis en la necesidad 
de encontrar una distribución equitativa entre mujeres 
y hombres de las responsabilidades para favorecer el 
bienestar de sus familias, al tiempo que se hace un re-
conocimiento del derecho que tenemos todas las mu-
jeres sobre nuestra salud, en especial la salud sexual y 
reproductiva, así como el control sobre nuestra propia 
fecundidad.45

El segundo de los documentos generados en esta 
cuarta Conferencia, La Plataforma de Acción, construye 
doce objetivos estratégicos, cada uno con sus respecti-
vas medidas a tomar a partir de un análisis de las mu-
jeres y sus familias en el contexto mundial, en el que se 
reconoce que “la cuarta parte de todos los hogares del 
mundo están encabezados por mujeres y muchos otros 
dependen de los ingresos de la mujer, aun cuando el 
hombre esté presente en el hogar”;46 que estas familias 
forman parte de los estratos más pobres de las pobla-
ciones con dificultades importantes para cambiar esta 
condición por la discriminación laboral y salarial, que 
pesa sobre las mujeres y que estos hogares tienden a au-
mentar por factores como la desintegración familiar, las 
migraciones y desplazamientos internos o las guerras.47

44		  Ibidem, párr. 18.
45		  Véase Declaración de Beijing en el Informe de la Cuarta 

Conferencia Mundial sobre la Mujer…, cit., párrs. 15 y 17.
46		  Ibidem, párr. 22, p. 11.
47		  Idem.
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Se reconoce, también, el papel decisivo que tienen 
las mujeres en sus familias, que siguen siendo el núcleo 
básico de las sociedades y, por tanto, deben generarse 
políticas públicas, programas de desarrollo y procesos 
normativos para fortalecerlas y garantizarles protección 
y apoyo, con respeto a las diversidades culturales, polí-
ticas y sociales de este grupo, cuyas integrantes deben 
encontrar respeto a sus derechos, capacidades y respon-
sabilidades. Al mismo tiempo, deben hacerse esfuer-
zos por reconocer la importancia que tienen las muje-
res en sus familias y en el desarrollo de las sociedades, 
así como en la función de la maternidad, los cuidados 
y la crianza de los hijos e hijas, que deben ejercerse de 
manera compartida. A la par, debe eliminarse toda dis-
criminación contra las mujeres por el ejercicio de estas 
funciones prioritarias.48

Los doce objetivos estratégicos que menciono se re-
fieren a pobreza, educación, salud, violencia de géne-
ro, conflictos armados, economía, participación en el 
poder y la toma de decisiones, mecanismos institucio-
nales para el adelanto de la mujer, derechos humanos, 
medios de comunicación, medio ambiente y las niñas. 
Son doce esferas de especial preocupación en cada una 
de las cuales, los gobiernos y los organismos de Nacio-
nes Unidas acuerdan desarrollar una serie de medidas 
para alcanzar dichos objetivos. Dos de estas esferas re-
percutieron en la legislación sobre la familia: salud y 
violencia. La primera porque apunta la importancia del 
reconocimiento de los derechos sexuales y reproducti-
vos y el grave problema que representan la explotación 
y esclavitud sexual de las mujeres en situación de po-
breza; la segunda porque avanza hacia programas de 
prevención de la violencia contra las mujeres, reconoce 
el impacto de este problema en las familias, las comu-

48		  Ibidem, párr. 29, p. 20.



ALICIA ELENA PÉREZ DUARTE Y NOROÑA68

nidades y el Estado mismo y se posiciona el derecho a 
vivir una vida libre de violencia como parte de los dere-
chos humanos de las mujeres.

A Beijing, México llevó dos iniciativas que impac-
tan de manera directa en las relaciones familiares. Una 
fue la armonización de la legislación secundaria con los 
compromisos internacionales en materia de derechos 
humanos de las mujeres, que provocó, y sigue hacién-
dolo, un número importante de reformas en leyes, códi-
gos y reglamentos, sin precedentes. La otra fue la cuan-
tificación del valor del trabajo doméstico en las cuentas 
públicas y en la construcción del patrimonio familiar, 
que deriva en una reingeniería de la economía familiar, a 
través de conceptos como la compensación económica 
en caso de divorcio para las mujeres que dedicaron una 
gran parte de su tiempo a las actividades domésticas, 
por ejemplo.

Lo expresado hasta ahora basta para demostrar que, 
en el plano internacional se considera que el aprendiza-
je de la igualdad y la democracia empieza en las fami-
lias y que, por ello, los Estados deben generar políticas 
públicas que lo promuevan.49 Este marco sigue presen-
te en los trabajos de los organismos internacionales de 
derechos humanos, tanto en el ámbito Interamericano 
como en el de Naciones Unidas. En este contexto, cabe 
destacar la reunión celebrada en 2015 en la que los Es-
tados miembros de las Naciones Unidas aprobaron die-

49		  En marzo de 2015, en Nueva York, durante la 59a. sesión de la 
Comisión sobre la Condición Social y Jurídica de la Mujer (Beijing + 
20) se evaluó, 20 años después, la pertinencia de estas declaraciones 
y el grado del cumplimiento de los compromisos suscritos en 1995 
para alcanzar la igualdad entre mujeres y hombres; asimismo, el re-
conocimiento del valor de nuestras contribuciones y, en general, el 
mejoramiento de nuestras condiciones de vida. Los resultados son 
preocupantes, porque después de dos décadas de trabajos, discursos 
y compromisos, los avances son magros.
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cisiete Objetivos para el Desarrollo Sostenible a alcanzar 
en 2030. Es cierto que estos compromisos no tienen ca-
rácter vinculante; sin embargo, en principio, se prevé 
que todos los Estados miembros de la ONU los integren 
a su marco jurídico nacional, puesto que se trata de polí-
ticas, planes y programas públicos, incluida la recopila-
ción de datos que permita observar los progresos, dado 
que su impacto nacional, regional e internacional pre-
vé la sostenibilidad de las condiciones de vida óptimas 
para la humanidad.50

El quinto de estos Objetivos se enuncia como “Lo-
grar la igualdad entre los géneros y empoderar a todas 
las mujeres y las niñas”. Parte del reconocimiento de 
que esta igualdad entre mujeres y hombres es un de-
recho humano prioritario y “uno de los fundamentos 
esenciales para construir un mundo pacífico, próspero 
y sostenible”,51 toda vez que mujeres y niñas no sólo so-
mos más de la mitad de la población mundial, sino que 
somos la parte que tiene el potencial con que se cuenta 
para lograr las metas de un desarrollo sostenible. Sí, se 
afirma que la igualdad entre mujeres y hombres es un 
derecho humano fundamental en todo el mundo y en to-
dos los contextos; de esta igualdad depende en gran me-
dida la concreción de sociedades sanas, reconocimiento 
y acuerdo que debe recordarse siempre que se hable de 
nuevas normas, políticas públicas o derechos humanos. 
Tristemente, la desigualdad prevalece, dado que, desde 
una perspectiva estadística, se observa que52

50		  Para profundizar con el tema, véase la página web de Nacio-
nes Unidas, disponible en: https://www.un.org/sustainabledevelop 
ment/es/.

51		  Objetivo 5: “Lograr la igualdad entre los géneros y empoderar 
a todas las mujeres y las niñas”, disponible en: https://www.un.org/
sustainabledevelopment/es/gender-equality/.

52		  Idem. Me permití separar los datos para mayor comprensión.
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	— Las mujeres tenemos salarios 23% inferiores que 
los hombres en el mercado laboral mundial y 
dedicamos el triple de horas que nuestros com-
pañeros al trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado.

	— La violencia y la explotación sexuales, el repar-
to desigual del trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado y la discriminación en los cargos 
públicos siguen suponiendo enormes obstáculos. 
Casi la mitad de las mujeres casadas no tienen 
poder de decisión sobre su salud y sus derechos 
sexuales y reproductivos.

	— 35% de las mujeres entre 15 y 49 años han sido 
víctimas de violencia física o sexual por parte de 
su pareja o por una persona que no era su pareja, 
además de que en países africanos, especialmen-
te, una de cada tres niñas ha sufrido algún tipo 
de mutilación o ablación genital femenina.

	— Todas estas desigualdades se han visto agravadas 
por la pandemia de la COVID-19: han aumentado 
las denuncias por violencia sexual, las mujeres 
han asumido más trabajo de cuidados debido al 
cierre de escuelas, y 70% del personal sanitario y 
social del mundo son mujeres.

	— Al ritmo actual, se calcula que se tardará 300 años 
en acabar con el matrimonio infantil, 286 años 
en subsanar las lagunas de protección jurídica y 
eliminar las leyes discriminatorias, 140 años en 
que las mujeres estén representadas para lograr 
la igualdad de representación en los parlamentos 
nacionales.

Ello, sin tomar en consideración la problemática ac-
tual con la teoría de género, sin cuyo estudio hubiera 
sido muy difícil contextualizar las razones de la discri-
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minación que pesa sobre las mujeres. Ha sido una teoría 
que fue muy útil, pero que se ha desvirtuado y utilizado 
en sentido contrario al propuesto: en contra de las mu-
jeres; se ha aprovechado su potencial para, literalmente, 
iniciar una ola cuyo objetivo parece ser el borrado jurí-
dico de las mujeres.

2. Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW)

En el preámbulo de este instrumento internacional, 
los Estados parte afirman que la discriminación contra 
la mujer, además de ser violatoria de principios de la 
igualdad de derechos y del respeto de la dignidad hu-
mana, es un “obstáculo para el aumento del bienestar 
de la sociedad y de la familia y que entorpece el pleno 
desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar 
servicio a su país y a la humanidad”; que el aporte de 
las mujeres al bienestar de sus familias no ha sido ple-
namente reconocido, como tampoco se ha valorado la 
importancia social de la maternidad ni se ha ponderado 
el papel de la mujer en la procreación. Hay un reconoci-
miento de que se deben modificar los roles tradicionales 
que tienen mujeres y hombres en la familia para poder 
alcanzar la igualdad plena entre ambos. Como conse-
cuencia de estos principios introductorios, en el artículo 
5o., inciso b, de este instrumento internacional, los Es-
tados parte se comprometieron a:

Garantizar que la educación familiar incluya una com-
prensión adecuada de la maternidad como función so-
cial y el reconocimiento de la responsabilidad común de 
hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desa-
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rrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el interés 
de los hijos constituirá la consideración primordial en 
todos los casos.

En el artículo 10, inciso h, asumen la obligación de 
asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres, el “Acceso al material informativo específico 
que contribuya a asegurar la salud y el bienestar de la fa-
milia, incluida la información y el asesoramiento sobre 
planificación de la familia”.

Como parte de los compromisos vinculados con la 
igualdad en empleo e impedir la discriminación por ra-
zones de matrimonio o maternidad contra las mujeres 
trabajadoras, en el artículo 11, parte 2, inciso c, los Es-
tados parte se impusieron el deber de proporcionar ser-
vicios de apoyo y cuidado a la infancia que permitan 
a las madres y padres combinar sus responsabilidades 
familiares con las laborales.

Se comprometen a proporcionar atención médica 
que contemple la planificación de la familia, además que 
le “garantizarán a la mujer servicios apropiados en re-
lación con el embarazo, el parto y el periodo posterior 
a éste, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere 
necesario, y le asegurarán una nutrición adecuada du-
rante el embarazo y la lactancia” (artículo 12), así como 
el derecho a prestaciones familiares (artículo 13). Simi-
lares compromisos se tienen para las mujeres rurales y 
sus familias (artículo 13).

Finalmente, se establece que deben tomarse todas 
las medidas necesarias para eliminar la discriminación 
contra la mujer en todos los asuntos relacionados con 
el matrimonio y las relaciones familiares: igualdad para 
contraer nupcias, libertad para elegir con quien contraer 
dichas nupcias, los mismos derechos y obligaciones du-
rante el matrimonio y, en su caso, el divorcio; igualdad 
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en función de las responsabilidades con los hijos e hijas, 
quienes serán “la consideración primordial” de la pareja; 
los mismos derechos a decidir libre y responsablemente 
el número de sus hijos e hijas, así como el intervalo en-
tre los nacimientos; igualdad frente a las instituciones 
de derecho de familia como tutela, curatela, custodia y 
adopción de los hijos e hijas; mismos derechos persona-
les como marido y mujer, como el derecho a elegir ape-
llido, profesión y ocupación; mismos derechos a cada 
uno de los cónyuges en materia de propiedad, compras, 
gestión, administración, goce y disposición de los bienes 
de la familia, y la prohibición del matrimonio infantil 
(artículo 16).

3. Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres (Convención 
do Belém do Pará)

La Convención es el instrumento, aprobado en el 
seno de la Organización de los Estados Americanos, 
que define a la violencia contra las mujeres como “cual-
quier acción o conducta, basada en su género, que cause 
muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a 
la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado” 
(artículo 1o.). Estos actos incluyen violencia física, se-
xual y psicológica que tenga lugar, entre otros espacios, 
en la “familia o unidad doméstica o en cualquier otra 
relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta 
o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y 
que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso 
sexual” (artículo 2o., párrafo a).

Este instrumento interamericano declara el derecho 
de todas las mujeres a una vida libre de violencia, ya 
sea en el ámbito público como en el privado (artículo 
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3o.) y, en este contexto, a que se respete su dignidad y se 
proteja a su familia. Para ello, se fijan medidas obligato-
rias para los Estados, con el objeto de proteger, cuidar 
y atender a las mujeres que han sido víctimas de estas 
violencias, mismas que se extienden a sus familias. Los 
servicios deben ser especializados y abarcar refugios, 
orientación para toda la familia y cuidado y custodia de 
los hijos e hijas afectados (artículo 8o., párrafo d).

IV. Los derechos humanos en las familias 
en el marco jurídico mexicano

1. Ley General para la Igualdad 
entre Mujeres y Hombres (LGIMH)53

En México se cuenta con la norma de corte federal y 
las leyes vigentes en cada una de las 32 entidades fede-
rativas, en las que se establece que la igualdad es sus-
tantiva; es decir, el acceso al mismo trato y oportuni-
dades para el reconocimiento, goce o ejercicio de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales para 
mujeres y hombres se impone por una norma de los 
más altos rangos en el ámbito federal y en cada una de 
las entidades federativas,54 al tiempo que se define un 
mismo criterio para entender que discriminación con-
tra la mujer es toda distinción, exclusión o restricción 
basada en el sexo que

...tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular 
el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, inde-
pendientemente de su estado civil, sobre la base de la 

53		  Esta norma fue impulsada por la entonces senadora Lucero 
Saldaña Pérez, aprobada en el Senado de la República y luego publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación del 2 de agosto de 2006.

54		  LGIMH, artículo 5o., fracción V.
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igualdad del hombre y la mujer, de los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales en las esferas políti-
ca, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra 
esfera.55

La igualdad se debe garantizar tanto en el espacio 
público como en el privado, a través de mecanismos que 
favorezcan el empoderamiento de las mujeres, como 
parte de la obligación por la cual toca al Estado “la eli-
minación de toda forma de discriminación en cualquie-
ra de los ámbitos de la vida, que se genere por pertene-
cer a cualquier sexo”,56 en concordancia con la CEDAW 
y la Declaración y la Plataforma de Acción de la IV Con-
ferencia.

Alda Facio señala que existe un problema de inter-
pretación con el concepto “igualdad”, al ser aplicado a 
las relaciones e interacción de mujeres y hombre en to-
dos las esferas, porque la igualdad es entendida como 
la igualdad de jure o igualdad ante la ley; es decir, en su 
definición se incluye la posibilidad de dar trato desigual 
a desiguales, por ejemplo, trabajadores y empleadores 
o menores infractores, respecto de personas mayores 
infractoras. Esto mismo puede suceder con la igualdad 
entre mujeres y hombres, dado que

...si se trata a las mujeres idénticamente que, a los hom-
bres, lo que se ha hecho es tomar el modelo o estándar 
masculino en la ley, y aplicárselo a las mujeres sin tomar 
en cuenta sus desigualdades socialmente construidas ni 
sus diferencias biológicas.57

55		  Ibidem, fracción III.
56		  LGIMH, artículo 6o.
57		  Facio, Alda, Lectura 7. La igualdad en la Convención sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. 
Género e Igualdad Jurídica entre los Sexos, versión no impresa, dis-
tribuida por su autora, 2019.
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Sus reflexiones tienen una base filosófica feminista 
y, en este sentido, afirma que la gran innovación de los 
derechos humanos y su doctrina es haber transformado 
el principio de igualdad en una norma jurídica; haber 
convertido un hecho en un valor normativo.58

En este aspecto, la LGIMH marca como responsabi-
lidad del Estado la elaboración de una política nacional 
para hacer efectiva esta igualdad, en la que se deberán 
contemplar todas las acciones conducentes para hacer 
que se trate de una igualdad sustantiva en el ámbito eco-
nómico, político, saludable, social y cultural, entre las 
que se cuentan aquellas que “aseguren la corresponsa-
bilidad en el trabajo y la vida personal y familiar de las 
mujeres y hombres” (artículo 17, fracción VIII) y contri-
buyan a un “reparto más equilibrado de las responsabi-
lidades familiares” (artículo 40, fracción XI).

En las normas locales existen algunas variables en 
las precisiones de las políticas públicas que se han de 
desarrollar para cumplir la responsabilidad del Estado 
frente a la igualdad entre mujeres y hombres, pero son 
coincidentes en el equilibrio que debe haber en el re-
parto de las cargas familiares y en la interpretación del 
concepto “igualdad” a partir de los estándares aquí men-
cionados.

2. La igualdad en las familias 
en la legislación civil y familiar del país

A lo largo de la historia del México independiente, 
la igualdad entre mujeres y hombres en la familia fue, 
en sentido literal, un galimatías. En el artículo 1o. del 

58		  Facio, Alda, La responsabilidad estatal frente al derecho humano 
a la igualdad, México, Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad 
de México, 2016, disponible en: https://piensadh.cdhcm.org.mx/ima-
ges/2016_libro_responsabilidadestatal.pdf.
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Código Civil del Distrito Federal y Territorio de Baja Ca-
lifornia que, por decreto del entonces presidente Benito 
Juárez, entró en vigor el 1o. de marzo de 1871, se espe-
cificó que: “La ley civil es igual para todos, sin distin-
ción de personas ni de sexos, más que en los casos es-
pecialmente declarados”, consideración que es pionera 
en buena parte del mundo. Sin embargo, en 1917 la Ley 
de Relaciones Familiares —promulgada por Venustiano 
Carranza— contiene consideraciones tales como: “...las 
ideas modernas de igualdad, ampliamente difundidas y 
aceptadas en casi todas las instituciones sociales no han 
llegado a influir convenientemente en las instituciones 
familiares”. Esta declaración podría ser definida como 
una crítica al conservadurismo decimonónico, pero las 
obligaciones de la mujer casada describen con precisión 
la desigualdad y el sometimiento de ella al marido, aun-
que se dice que ambos tenían “igual autoridad y consi-
deraciones”.

La realidad es que la mujer tenía la obligación de 
atender los asuntos domésticos, por tanto, legalmente 
no podía “prestar servicios personales a favor de perso-
na extraña, o a servir un empleo, o atender un comercio 
o ejercer una profesión, o a establecer un comercio”, sal-
vo que el marido la autorizara. Es una afirmación que 
marca un obstáculo para que la mujer pudiera tener un 
trabajo remunerado, más allá de su círculo familiar y, 
con ello, hacer un patrimonio propio y tener indepen-
dencia económica.

En 1928, Plutarco Elías Calles promulga el Código 
Civil para el Distrito y Territorios Federales en el que se 
determina de manera clara que “La capacidad jurídica 
es igual para el hombre y la mujer; en consecuencia, la 
mujer no queda sometida, por razón de su sexo, a restric-
ción alguna en la adquisición y ejercicio de sus derechos 
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civiles”.59 Aun así, las disparidades o desigualdades si-
guieron presentes en este ordenamiento hasta diciembre 
de 1974, cuando se reformó el artículo 4o. de la Constitu-
ción para dar rango constitucional a la igualdad jurídica 
entre mujeres y hombres. En consecuencia, se reformó 
este código para eliminar todas las formas discriminato-
rias que contenía.

En mayo de 2000, el nombre de este ordenamiento 
cambia a Código Civil para el Distrito Federal (en ade-
lante CC CDMX). Por otra parte, se conserva el orde-
namiento de 1928 para ser hoy el Código Civil Federal. 
En 2008 se reformó el artículo 2o. del CC CDMX para 
especificar las posibles causas de discriminación, esta-
bleciendo que

La capacidad jurídica es igual para el hombre y la mu-
jer. A ninguna persona por razón de edad, sexo, embara-
zo, estado civil, raza, idioma, religión, ideología, orien-
tación sexual, identidad de género, expresión de rol de 
género, color de piel, nacionalidad, origen o posición so-
cial, trabajo o profesión, posición económica, carácter 
físico, discapacidad o estado de salud, se le podrán negar 
un servicio o prestación a la que tenga derecho, ni res-
tringir el ejercicio de sus derechos cualquiera que sea la 
naturaleza de éstos.

Tanto en la versión concreta del ordenamiento fe-
deral como en la más extensa del correspondiente a la 
capital del país, es posible afirmar que la igualdad entre 
cónyuges hace referencia a supuestas condiciones que 
existen —o deben existir— en el ejercicio de la autori-
dad que la pareja tiene en su relación y con o frente a 
hijas e hijos. También se expresa el reconocimiento de 
una “capacidad igual” un “trato igual ante la ley” o una 

59		  Código Civil Federal (CC), artículo 2o.
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“igualdad jurídica”, conceptos que no necesariamen-
te responden al principio de igualdad entre mujeres y 
hombres, de conformidad con las definiciones dadas 
por el marco jurídico internacional, debido al peso que 
tienen los estereotipos patriarcales de la tradición euro-
centrista y judeocristiana para las mujeres.

Esto nos lleva a reflexionar sobre la utilización del 
leguaje jurídico para acotar principios y limitar dere-
chos, cuando no desconocer y excluir a más de la mitad 
de la población: las mujeres, sector que no corresponde 
a la imagen del prototipo de lo humano en términos de 
las estructuras patriarcales que todavía rigen nuestra 
sociedad. Si el lenguaje es un instrumento que nos sirve 
para comunicarnos y está construido por un conjunto 
de símbolos, mediante los cuales expresamos una rea-
lidad, resulta que el lenguaje jurídico es un conjunto 
de símbolos que representa una realidad androcéntrica 
patriarcal en la que se invisibiliza la existencia de las 
mujeres y sus derechos.

La utilización del genérico masculino hasta finales 
del siglo XX como definitorio del ser humano, fue la re-
gla, y sigue en uso como el lenguaje común en todo el 
país. Sólo a partir del nuevo siglo se observa una co-
rriente que intenta corregir la invisibilización de las mu-
jeres, a través de un lenguaje incluyente no sexista en los 
ordenamientos civiles. El primer esfuerzo (1975) se hizo 
en el Código Civil para el Distrito Federal,60 mediante 
una reforma que cambió ese genérico masculino por el 
vocablo “persona”, aunque en las relaciones familiares 
prevalece la utilización de ese genérico masculino, al 
preferirse al padre, el hijo, el tutor, etcétera. Es impor-
tante destacar que en la última década del siglo XX (en 
1993), el artículo 2o. del nuevo Código Civil de Guerre-

60		  Este código es hoy el Código Civil Federal.
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ro61 trató de resolver el problema de las reglas gramati-
cales del español, al establecer que

El varón y la mujer son iguales ante la ley; por lo tanto, 
uno y otra tienen igual capacidad para adquirir derechos 
y obligaciones.

Cuando en este Código o en otras leyes del Estado 
se use el genérico masculino por efecto gramatical, se 
entenderá que las normas son aplicables tanto al varón 
como a la mujer, salvo disposición expresa en contrario.

Esta precisión se observa hoy en otros ordenamien-
tos civiles o familiares de la República, por ejemplo, 
Coahuila, Colima, Chiapas, Chihuahua, Durango, Oa-
xaca, Puebla y Veracruz. En otras entidades se incluye 
dentro de los requisitos para contraer matrimonio acre-
ditar haber recibido un curso prematrimonial sobre, 
entre otros temas, los derechos y obligaciones que se 
contraen con el vínculo del matrimonio, la igualdad y la 
“equidad de género”, así como de prevención, detección, 
atención, sanción y erradicación de violencia familiar, 
como es el caso de Jalisco.

Otro ejemplo se encuentra en Yucatán, que cuenta 
con una Ley de Protección a la Familia en la que se de-
finen una serie de derechos de las mujeres, entre los que 
está el goce de “igualdad de oportunidades y de desa-
rrollo, sin ningún tipo de distinción, exclusión o restric-
ción que se base en el género”, para lo cual se ordena 
el establecimiento de políticas, estrategias y acciones 
encaminadas, entre otras, a “favorecer la incorporación 
efectiva de las mujeres al desarrollo del Estado en igual-
dad de circunstancias respecto a los hombres”, toman-

61		  Nuevo ordenamiento civil de dicha entidad, promulgado du-
rante el gobierno de José Francisco Ruiz Massieu.
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do en consideración una serie de principios de los que 
resalto:

El desarrollo pleno de la sociedad sólo podrá alcanzarse 
en la medida que las mujeres cuenten con igualdad de 
condiciones que los hombres, que les permitan su desa-
rrollo armónico en todos los ámbitos de la vida personal 
y comunitaria;

La incorporación de estrategias de difusión que tien-
dan a fomentar la cultura de igualdad de género es pri-
mordial para fomentar el desarrollo integral de la mujer;

Para que las estrategias tendientes a alcanzar la equi-
dad de género sean efectivas, es necesario [sic] la parti-
cipación de la sociedad...62

Ahora bien, el principal problema para la efectiva 
igualdad entre las personas que integran una familia 
determinada es la relación de supra/subordinación en-
tre hombres y mujeres, derivada, como ya señalé, de los 
valores y creencias comunes en sociedades patriarca-
les, y recogidas, hasta hace no mucho tiempo, en todos 
los ordenamientos civiles o familiares del país con un 
impacto tan profundo en la memoria colectiva que to-
davía hoy en día se observa su impronta en expresiones 
comunes en todo el territorio nacional.

Podemos constatar que en varias de las entidades fe-
derativas existió, hasta no hace mucho tiempo, la figura 
del páter familias y la potestad marital, con lo cual las 
estructuras de este núcleo social, por disposición de la 
ley, fueron verticales. Debido a ello, las mujeres y los 
hijos e hijas se encontraban, como ya vimos en algunos 
ejemplos, en una situación de sometimiento al hombre, 
que era considerado el jefe de familia. Las leyes y códi-
gos han sido reformados, pero estas estructuras con mo-

62		  Véase el artículo 27 de la Ley citada.
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delos patriarcales, con roles estereotipados para mu-
jeres y hombres siguen presentes en muchas familias 
mexicanas, porque la costumbre, la cultura, la memoria 
colectiva —o como quiera llamarse a los mandatos pa-
triarcales— siguen vigentes y pesan más que lo indica-
do en las reformas y nuevas leyes.

Es cierto, muchas de las disposiciones —si no, to-
das— sobre el pater familias y la potestad marital hoy 
en día son historia; sin embargo, en la memoria co-
lectiva siguen siendo imperativos de conducta, como 
las obligaciones del sostenimiento del hogar conyugal 
y de las hijas e hijos a cargo del padre/marido y la de 
la mujer de vivir al lado de su marido y de solicitar su 
permiso para trabajar fuera del hogar, o la facultad del 
marido para administrar los bienes de la sociedad con-
yugal, etcétera. En otras palabras, el mandato cultural 
establece que el hombre tiene el poder económico y los 
derechos y obligaciones que de él se derivan; la mujer 
queda sometida a la voluntad del marido, no por una 
ley que así lo determine, sí por la memoria colectiva 
derivada de ordenamientos superados.63 Esto obliga 
al Estado a doblar esfuerzos para promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos en el ám-
bito familiar.

A continuación, presento un cuadro en el que se vi-
sualiza el tratamiento del principio de igualdad entre 
hombres y mujeres en las relaciones del grupo familiar 
en los ordenamientos civiles y familiares de la Repúbli-
ca mexicana:

63		  Véase los capítulos relacionados con los derechos y obligaciones 
que nacen del matrimonio en los códigos decimonónicos e, incluso, 
en el original del Código Civil de 1928.
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Entidad 
federativa

Disposiciones sobre la igualdad 
entre mujeres y hombres

Aguascalientes 
(CC)

a. 2o. La capacidad jurídica es igual para el hom-
bre y la mujer; en consecuencia, queda prohibido 
todo tipo de discriminación o restricción alguna, 
por razón de su sexo, en la adquisición y ejercicio 
de sus derechos civiles.
a. 159. Los derechos y obligaciones que nacen del 
matrimonio serán siempre iguales para los cón-
yuges e independientes de su aportación econó-
mica al sostenimiento del hogar.
a. 163. Los cónyuges tienen en el hogar autoridad 
y consideraciones iguales, de común acuerdo 
arreglarán todo lo relativo al número y espacia-
miento de sus hijos, su educación y administra-
ción de los bienes que a éstos pertenezcan.

Baja California 
(CC y Ley de la 
Familia para 
el Estado de 

Baja California, 
LFBC)

a. 2o. CC. La capacidad jurídica es igual para el 
hombre y la mujer; en consecuencia, la mujer no 
queda sometida, por razón de su sexo, a restric-
ción alguna en la adquisición y ejercicio de sus 
derechos civiles.
a. 143 CC. Se consideran obligación en el trato 
entre la y el cónyuge el respeto, igualdad y ayuda 
mutua.
a. 161 CC. Los derechos y obligaciones que na-
cen del matrimonio serán siempre iguales para 
los cónyuges e independientes de su aportación 
económica al sostenimiento del hogar.
a. 165. Los cónyuges tendrán en el hogar autori-
dad y consideraciones iguales.
a. 1o. LFBC. Son objetivos de esta ley, entre 
otros. Promover el derecho a la igualdad entre la 
pareja en el reparto equilibrado de las responsa-
bilidades familiares.
a. 8o. LFBC. La familia y el Estado son corres-
ponsables solidarios en la defensa y promoción 
del bien común y del bien de cada persona que 
los integra. El Estado deberá promover el cono-
cimiento, comprensión y concientización sobre 
las responsabilidades compartidas del matrimo-
nio, concubinato, y las diversas formas de inte-
gración de la familia; alentando la participación 
en igualdad de condicionesen cuanto a las res-
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ponsabilidades domésticas, incluidas en su caso 
la crianza de las y los hijos.
a.19. El Estado y los Municipios deberán imple-
mentar políticas públicas permanentes que per-
mitan a las personas sensibilizarse respecto a los 
derechos, deberes y responsabilidades igualita-
rias derivadas del matrimonio.
a. 34 LFBC. Son objetivos del Instituto Estatal de 
la Familia, promover la orientación de los pro-
gramas actuales del estado en materia de igual-
dad y corresponsabilidad familiar entre quienes 
integran la familia (fracción IV).
a. 35 LFBC. Es también responsabilidad del Ins-
tituto, propiciar la igualdad de derechos, opor-
tunidades y responsabilidades para mujeres y 
hombres dentro y fuera de la familia (fracción 
IX, inciso c).

Baja California 
Sur (CC)

a. 2o. La capacidad jurídica es igual para el hom-
bre y la mujer.
a. 150. Se señala que en el matrimonio ambos 
cónyuges se procuran respeto, igualdad y ayuda 
mutua y el a. 330 establece lo mismo para el con-
cubinato.
a. 168. Los derechos y obligaciones en la pareja 
conyugal, serán siempre iguales…
a. 169. Los cónyuges en el domicilio conyugal, 
disfrutarán de autoridad propia y consideracio-
nes iguales.
Principio que se menciona también como parte 
de la administración de los bienes de la sociedad 
conyugal (a. 284, fracción V) y las obligaciones y 
relaciones de madre y padre sobre la custodia de 
hijas e hijos (a. 326).

Campeche 
(CC)

a. 2o. La capacidad jurídica es igual para el hom-
bre y la mujer. A ninguna persona se le podrá 
negar una prestación a la que tenga derecho, ni 
restringir el ejercicio de sus derechos, cualquiera 
que sea la naturaleza de éstos, por razón de ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las dis-
capacidades, la condición social, las condiciones 
de salud, la religión, las opiniones, las preferen-
cias sexuales, el estado civil o cualquier otra que 
atente contra la dignidad humana.
a. 157. Se considera que los cónyuges deben pro-
curar respeto, igualdad y ayuda mutua.
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Ciudad 
de México 

(CC)

a. 2o. La capacidad jurídica es igual para el hom-
bre y la mujer. A ninguna persona por razón de 
edad, sexo, embarazo, estado civil, raza, idioma, 
religión, ideología, orientación sexual, identidad 
de género, expresión de rol de género, color de 
piel, nacionalidad, origen o posición social, tra-
bajo o profesión, posición económica, carácter 
físico, discapacidad o estado de salud, se le po-
drán negar un servicio o prestación a la que ten-
ga derecho, ni restringir el ejercicio de sus dere-
chos cualquiera que sea la naturaleza de éstos.
a. 146. En el matrimonio la pareja se debe procu-
rar respeto, igualdad y ayuda mutua.
a. 163. En el domicilio conyugal ambos cónyuges 
disfrutan de autoridad propia y consideraciones 
iguales.
a. 164. En el matrimonio los derechos y obliga-
ciones que nacen son siempre iguales para los 
cónyuges e independientes de su aportación eco-
nómica al sostenimiento del hogar.
a. 168. Los cónyuges tendrán en el hogar autori-
dad y consideraciones iguales, resolverán de co-
mún acuerdo todo lo conducente al manejo del 
hogar, a la formación y educación, así como a la 
administración de los bienes de los hijos e hijas.
a.·397. El principio de igualdad opera en todos 
los casos de adopción tanto como el interés su-
perior del menor adoptado y el principio de no 
discriminación.

Chiapas 
(CC)

a. 1o. Las disposiciones de este Código son de 
orden público, interés social y de observancia ge-
neral en el estado de Chiapas. Los principios que 
le rigen son la igualdad, la no discriminación y el 
respeto a la dignidad y libertad de las personas; 
en este sentido, cuando en este Código se utilice 
el genérico masculino por efectos gramaticales, 
se entenderá que se hace referencia a mujeres y 
a hombres por igual; en ese tenor los nombra-
mientos que para tal efecto se expidan, deberán 
referirse en cuanto a su género [sic].
a. 2o. El varón y la mujer son iguales ante la ley, 
por lo tanto, uno y otro tienen igual capacidad 
para adquirir derechos y obligaciones. Cuando 
en este Código o en otras leyes del estado se use 
el el genérico masculino por efecto gramatical, se
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entenderá que las normas son aplicables tanto al 
varón como a la mujer, salvo disposición en con-
trario.
a. 161. Los derechos y obligaciones que nacen del 
matrimonio serán siempre iguales para los cón-
yuges e independientes de su aportación econó-
mica al sostenimiento del hogar.
a. 164. Los cónyuges tendrán en el hogar auto-
ridad y consideraciones iguales; por lo tanto, 
resolverán de común acuerdo lo relativo a la 
formación y educación de los hijos y a la admi-
nistración de los bienes que a estos pertenezcan.

Chihuahua 
(CC)

a. 2o. La capacidad jurídica es igual para el hom-
bre y la mujer.
a. 134. El matrimonio es el acuerdo de volunta-
des entre un hombre y una mujer para realizar la 
comunidad de vida, en donde ambos se procuran 
respeto, igualdad y ayuda mutua…
a. 154. El marido y la mujer tendrán en el hogar 
autoridad y consideraciones iguales…

Coahuila 
(CC y LF)

a. 36 (CC). La capacidad jurídica es igual para 
el hombre y la mujer. Si por exigencias de cons-
trucción gramatical, enumeración, orden u otra 
circunstancia, un texto legal usa el género mas-
culino, esa ley deberá ser interpretada en senti-
do igualitario para hombres y mujeres, de modo 
que éstas y aquéllos puedan adquirir toda clase 
de derechos y contraer igualmente toda clase de 
deberes jurídicos.
a. 139. El matrimonio es la unión de dos personas 
que consienten en realizar una comunidad de vida 
basada en el afecto, respeto, igualdad de trato y 
ayuda mutua, y toman de manera libre, respon-
sable, voluntaria e informada, las decisiones re-
productivas que se ajustan a su proyecto de vida, 
incluida la posibilidad de procrear o adoptar.
a. 153. … La unidad de la familia, el interés de 
las hijas o hijos y la igualdad de los derechos y 
deberes de los cónyuges, han de ser los princi-
pios fundamentales para la aplicación e interpre-
tación del derecho familiar.
a. 255 (LF). Los compañeros civiles podrán fijar 
un domicilio común en el cual tendrán igual au-
toridad (se refiere al Pacto civil de solidaridad).
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Colima 
(CC)

a. 2o. La capacidad jurídica es igual para el hom-
bre y la mujer; en consecuencia, la mujer no que-
da sometida, por razón de su sexo, a restricción 
alguna en la adquisición y ejercicio de sus dere-
chos civiles.
a. 9o. fracción VIII. Para contraer nupcias, se 
deben presentar, entre otros documentos, cons-
tancia de haber recibido capacitación sobre 
igualdad sustantiva y equidad de género; rela-
ciones de pareja; el régimen patrimonial en las 
capitulaciones matrimoniales; patrimonio de fa-
milia; salud sexual; prevención, detección, aten-
ción, sanción y erradicación de violencia fami-
liar y de género, y causas y procedimientos para 
el divorcio, entre otros aspectos.
A. 102. La “carta matrimonial” debe expresar, 
entre otros conceptos, que las personas cónyu-
ges, una y la otra, se deben y tendrán siempre 
confianza, solidaridad, no discriminación, aspi-
rando a conseguir una igualdad sustantiva, pro-
curando que al unirse hoy en matrimonio se al-
cance la consolidación del vínculo sin perder su 
autonomía como persona.

Durango 
(CC)

a. 2o. La capacidad jurídica es igual para el hom-
bre y la mujer; en consecuencia, ninguna perso-
na podrá ser sometida, por razón de su sexo, a 
restricción alguna en la adquisición y ejercicio 
de sus derechos civiles.
Cuando en este Código se use el genérico mas-
culino por efecto gramatical, se entenderá que 
las normas son aplicables tanto al hombre 
como a la mujer, salvo disposición expresa en 
contrario.
La protección que concede la ley al hombre y a 
la mujer abarca todos los derechos inherentes 
a la personalidad y a la dignidad humana.
a. 150 bis. Entre otros, es requisito para con-
traer matrimonio, la asistencia previa de los in-
teresados al Taller de Orientación Prematrimo-
nial con perspectiva de género, implementado 
por la autoridad estatal encargada del Sistema 
para el Desarrollo Integral de la Familia, en el 
que se analizarán temas como la igualdad entre 
mujeres y hombres, violencia familiar, paterni-
dad responsable...
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a. 159. Los derechos y obligaciones que nacen del 
matrimonio serán siempre iguales para los cón-
yuges e independientes de su aportación econó-
mica al sostenimiento del hogar.
a. 162. El marido y la mujer tendrán en el hogar 
autoridad y consideraciones iguales, por lo tan-
to, resolverán de común acuerdo todo lo condu-
cente al manejo del hogar, a la formación y edu-
cación de las hijas e hijos y a la administración 
de los bienes que a estos pertenezcan.
a. 202. En caso de divorcio la división de los bie-
nes comunes y la carga de los alimentos se hará 
bajo los principios de igualdad, equidad y pro-
porcionalidad.

Estado 
de México 

(CC)

a. 4o. 2, fracción VI. Entre las solemnidades para 
contraer nupcias, el Oficial del Registro Civil pro-
porcionará a los futuros contrayentes cursos que 
deberán contener la información sobre los dere-
chos y obligaciones que se derivan del matrimo-
nio, apartados de salud reproductiva, la igualdad 
y la equidad de género, así como la prevención 
de la violencia familiar, para lo cual se auxiliará 
de los sistemas para el desarrollo integral de la 
familia.
a. 4o. 18. Entre las obligaciones del matrimonio 
se señala que éstas y los derechos “serán siempre 
iguales para los cónyuges, independientemente 
de su aportación económica al sostenimiento del 
hogar”.

Guanajuato 
(CC)

a. 161. El sostenimiento, administración, direc-
ción y atención del hogar se distribuirán equitati-
vamente y de común acuerdo entre los cónyuges. 
Se considerará como aportación al sostenimien-
to del hogar la atención y el trabajo en el mismo.
a. 164. El marido y la mujer tendrán en el hogar 
autoridad y consideraciones iguales; por lo tan-
to, de común acuerdo arreglarán todo lo relativo 
a la educación y establecimiento de los hijos y a 
la administración de los bienes que a éstos perte-
nezcan.

Guerrero 
(CC)

a. 2o. El varón y la mujer son iguales ante la ley; 
por lo tanto, uno y otra tienen igual capacidad 
para adquirir derechos y obligaciones.
Cuando en este Código o en otras leyes del Estado 
se use el genérico masculino por efecto gramati-
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cal, se entenderá que las normas son aplicables 
tanto al varón como a la mujer, salvo disposición 
expresa en contrario.64

a. 426. Los derechos y obligaciones que nacen 
del matrimonio serán siempre iguales para am-
bos cónyuges e independientes de su aportación 
económica al sostenimiento del hogar.
a. 428. Ambos cónyuges tendrán la dirección y 
cuidado del hogar, autoridad y consideraciones 
iguales, por lo tanto, resolverán de común acuer-
do todo lo conducente al manejo del hogar, a la 
formación y educación de los hijos y a la admi-
nistración de los bienes que a éstos pertenezcan. 
En caso de desacuerdo, el juez resolverá lo con-
ducente.

Hidalgo 
(CC y CF)

a. 2o. CC. La capacidad jurídica es igual para el 
hombre y la mujer; en consecuencia, la mujer no 
queda sometida, por razón de su sexo, a restric-
ción alguna en la adquisición y ejercicio de sus 
derechos civiles.
a. 8o. CF. El matrimonio es una institución social 
y permanente, por la cual se establece la unión 
jurídica entre dos personas, que, con igualdad 
de derechos y obligaciones, se procuran respe-
to, igualdad y ayuda mutua, sin estigmas, roles o 
estereotipos de género, originando el nacimiento 
y la estabilidad de una familia, así como la rea-
lización de una comunidad de vida plena y res-
ponsable.
a. 40 CF. El matrimonio crea a la familia, y esta-
blece entre los esposos igualdad de deberes, de-
rechos y obligaciones.
a. 46 CF. Los derechos y obligaciones en el matri-
monio serán siempre iguales para los cónyuges, e 
independientes de su aportación económica.

64		  Como se señala en la exposición de motivos de este ordena-
miento, esta fue la primera ocasión en que se usó en el país esta 
oración para introducir el concepto de igualdad entre hombres y 
mujeres en la legislación, a pesar de la utilización de las reglas gra-
maticales imperantes. Es pertinente recordar que este ordenamiento 
se promulgó el 26 de febrero de 1993, siendo gobernador del estado, 
José Francisco Ruíz Massieu.
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a. 196 CF. Los hijos no recibirán calificativo algu-
no, son iguales ante la Ley, la familia, la sociedad 
y el Estado.
a. 217 (CF). En caso de no haber acuerdo entre 
la madre y el padre sobre la guarda y custodia, 
“el cuidado y atención de las hijas e hijos seguirá 
a cargo de ambos, quienes tendrán los mismos 
derechos y obligaciones de crianza, en igualdad de 
condiciones”.

Jalisco 
(CC)

a. 1o. La Ley dará trato igual a las personas en el 
reconocimiento de sus derechos y cumplimiento 
de sus obligaciones.
En los actos y hechos civiles los jueces tomarán 
en consideración las circunstancias de incapaci-
dad, senectud, cultura y condición social de las 
personas y en todos los casos procurarán la equi-
dad entre las partes.
a. 2o. Cuando en este código o en otras leyes del 
Estado se use el genérico masculino por efec-
to gramatical, se entenderá que las normas son 
aplicables tanto al varón como a la mujer salvo 
disposición expresa en contrario.
a. 258. El matrimonio es una institución de ca-
rácter público e interés social, por medio de la 
cual dos personas deciden de manera libre para 
realizar la comunidad de vida, para la búsqueda 
de su realización personal y la fundación de una 
familia con respeto, ayuda mutua e igualdad de 
derechos y obligaciones.
a. 259. En la relación matrimonial, se deben con-
siderar, entre otros fines. fr IV. La estabilidad de 
la familia, base de las instituciones sociales, con-
tribuye a la armonía social, por ello se inculcarán 
en su seno principios, valores y la cultura de la 
igualdad y equidad de género.
a. 267 bis. Entre los requisitos para contraer 
nupcias, se deberá acreditar “haber recibido el 
curso prematrimonial que no será menor de dos 
horas, cuyo contenido versará sobre los derechos 
y obligaciones que se contraen con el vínculo del 
matrimonio de acuerdo a los capítulos corres-
pondientes de este código, el cual deberá conte-
ner un apartado sobre la igualdad y la equidad de 
género, así como deprevención, detección, aten-
ción, sanción y erradicación de violencia fami-
liar y de género”.
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a. 274. Los cónyuges vivirán juntos en el domici-
lio conyugal que de común acuerdo establezcan, 
y en el cual ambos disfrutarán de autoridad pro-
pia y consideraciones iguales.
a. 275. Los deberes y derechos que nacen del ma-
trimonio serán iguales para los cónyuges e inde-
pendientes de su aportación económica al soste-
nimiento del hogar.

Michoacán 
(CC y CF)

a. 4o. CC. El hombre y la mujer son iguales ante 
la ley. Queda prohibida toda discriminación mo-
tivada por origen étnico o nacional, el género, el 
sexo, la edad, discapacidad, la condición social, 
las condiciones de salud, la religión, las opinio-
nes, las preferencias, el estado civil o cualquier 
otra que atente contra la dignidad humana y ten-
ga por objeto anular o menoscabar los derechos 
y libertades de las personas.
a. 2o. CF... El hombre y la mujer son iguales ante 
la ley.
a. 127 CF. El matrimonio es la unión legítima 
de dos personas para realizar una comunidad de 
vida permanente, en la que se procuren respeto, 
igualdad y ayuda mutua.
a. 150. Los cónyuges vivirán juntos en el domici-
lio conyugal.
Se considera como tal, el lugar establecido de co-
mún acuerdo por los cónyuges, en el cual ambos 
disfrutan de autoridad propia y consideraciones 
iguales.
a. 151 CF. Los derechos y obligaciones que na-
cen del matrimonio serán siempre iguales para 
los cónyuges e independientes de su aportación 
económica al sostenimiento del hogar.
a. 153 CF. Los cónyuges tendrán en el hogar au-
toridad y consideraciones iguales, por lo tanto, 
resolverán de común acuerdo, todo lo conducen-
te al manejo del hogar, a la formación y educa-
ción de los hijos y a la administración de los bie-
nes que a estos pertenezcan.

Morelos 
(CC y CF)

a. 6o. CC. La capacidad jurídica es igual para el 
hombre y la mujer.
a. 68 CF. El matrimonio es la unión voluntaria y 
libre de dos personas, con igualdad de derechos
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y obligaciones, con el propósito de desarrollar 
una comunidad de vida y ayudarse mutuamente.
a. 85 CF. Se considera domicilio conyugal el lu-
gar establecido de común acuerdo por los con-
sortes, en el cual ambos disfrutan de autoridad y 
consideración iguales.
a. 86 CF. Los derechos y obligaciones que nacen 
del matrimonio serán siempre iguales para los 
cónyuges e independientes de su aportación eco-
nómica al sostenimiento del hogar.

Nayarit 
(CC)

a. 2o. La capacidad jurídica es igual para el hom-
bre y la mujer; en consecuencia, la mujer no que-
da sometida, por razón de su sexo, a restricción 
alguna en la adquisición y ejercicio de sus dere-
chos civiles.
La protección que concede la ley a hombres y 
mujeres incluye todos los derechos inherentes a 
la personalidad y dignidad humana.
Cuando en este Código o en otras leyes del Esta-
do se use el genérico masculino por regla grama-
tical, se entenderá que las normas son aplicables 
tanto al hombre como a la mujer, salvo disposi-
ción expresa en contrario.
a. 99 A. El Oficial del Registro Civil dirigirá a los 
contrayentes una exhortación instituida por el 
Director Estatal del Registro Civil que versará so-
bre los derechos y deberes implícitos en el víncu-
lo matrimonial, valores, igualdad entre la mujer 
y el hombre y prevención de la violencia familiar.
a. 135. El matrimonio es un contrato civil, por 
el cual dos personas, se unen en sociedad para 
realizar vida en común, procurando entre ambos 
respeto, igualdad y ayuda mutua.
a. 160. Los cónyuges vivirán juntos en el domici-
lio conyugal. Se considera domicilio conyugal, el 
lugar establecido de común acuerdo por los cón-
yuges, en el cual ambos disfruten de autoridad 
propia y consideraciones iguales.
a. 162. Los derechos y obligaciones que nacen del 
matrimonio serán siempre iguales para los cón-
yuges e independientes de su aportación econó-
mica al sostenimiento del hogar.
a. 164. El marido y la mujer tendrán en el hogar 
autoridad y consideraciones iguales, por lo tan-
to, resolverán de común acuerdo todo lo condu-
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cente al manejo del hogar, a la formación y edu-
cación de los hijos y a la administración de los 
bienes que a éstos pertenezcan.

Nuevo León 
(CC)

a. 2o. La capacidad jurídica es igual para el hom-
bre y la mujer.
a. 164. Además de otros derechos y obligacio-
nes entre la y el cónyuge, se establece que “Los 
demás derechos y obligaciones que nacen del 
matrimonio serán siempre iguales para los cón-
yuges e independientes de su aportación econó-
mica al sostenimiento del hogar”.
a. 167. Los cónyuges tendrán en el hogar autori-
dad y consideraciones iguales; por lo tanto, re-
solverán de común acuerdo todo lo conducente 
al manejo del hogar, a la formación, la educación 
y el cuidado de las hijas o hijos y a la administra-
ción de los bienes que a éstos pertenezcan.
a. 420. Los ascendientes que ejerzan la patria po-
testad en forma conjunta, tendrán autoridad y 
consideraciones iguales en dicho ejercicio; por lo 
tanto, de común acuerdo arreglarán todo lo rela-
tivo a la formación y educación de los menores 
y a la administración de los bienes que a éstos 
pertenezcan.

Oaxaca 
(CC y CF)

a. 2o. CC. La capacidad jurídica es igual para el 
hombre y la mujer.
Las normas de este Código y demás Leyes del 
orden jurídico Estatal, son aplicables tanto a la 
mujer como al hombre, salvo disposición en con-
trario.
La protección que concede la Ley a todo varón y 
a la mujer abarca todos los derechos inherentes a 
la personalidad y a la dignidad humana.
a. 104. Entre otros, en la celebración del matri-
monio, que el Oficial del Registro Civil “podrá 
hacérseles saber sobre la igualdad de género, 
que los efectos del matrimonio recaen de mane-
ra igualitaria en ambos cónyuges tanto en el ho-
gar como en la educación de sus descendientes, 
así mismo les informará sobre la naturaleza del 
matrimonio”.
a. 6o. CF. El matrimonio es un contrato civil cele-
brado entre dos personas que se unen para reali-
zar una vida en común y proporcionarse respeto, 
igualdad y ayuda mutua.
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a. 19 CF. Los cónyuges vivirán juntos en el domi-
cilio conyugal. Se considera domicilio conyugal 
el lugar establecido de común acuerdo por ellos, 
en el cual ambos tendrán autoridad propia y con-
sideraciones iguales.
a. 20 CF...
Los derechos y obligaciones que nacen del matri-
monio serán siempre iguales para los cónyuges 
entendiéndose los quehaceres del hogar como 
aportación económica, de tal manera que si al-
guno de ellos, contribuyera a esa subsistencia, 
con su trabajo en el hogar y en el cuidado de los 
hijos, el otro cónyuge deberá sufragar por sí solo, 
los gastos de subsistencia.

Puebla 
(CC)

a. 34. La capacidad jurídica es igual para el hom-
bre y la mujer.
a. 35. La protección que concede la Ley a todo 
hombre y a toda mujer, comprende cada uno de 
los derechos inherentes a la personalidad y a la 
dignidad humana.
Si por exigencias de construcción gramatical, 
enumeración, orden u otra circunstancia, un tex-
to legal usa el género masculino y no emplea el 
género femenino, sin que existan motivos jurí-
dicos para su exclusión, esa Ley deberá ser in-
terpretada por el juzgador, en sentido igualitario 
para hombres y mujeres, de modo que éstas y 
aquéllos puedan adquirir toda clase de derechos 
y contraer igualmente toda clase de deberes ju-
rídicos.
a. 293. Los negocios familiares se resolverán 
atendiendo preferentemente al interés de los me-
nores o mayores incapaces o discapacitados, si 
los hubiere en la familia de que se trate; en caso 
contrario se atenderá al interés de la familia mis-
ma y por último al de los mayores de edad capa-
ces que formen parte de ella.
Para garantizar el derecho fundamental de igual-
dad, los jueces deberán identificar situaciones de 
poder o de género que provoquen un desequili-
brio entre las partes; así como cuestionar la neu-
tralidad del derecho aplicable, observando los 
estándares establecidos en materia de derechos 
humanos.
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a. 294. El matrimonio es un contrato civil por 
el cual dos personas se unen voluntariamente 
en sociedad, para llevar una vida en común, con 
respeto, ayuda mutua e igualdad de derechos y 
obligaciones.
a. 326. Los derechos y obligaciones que nacen 
del matrimonio serán iguales para los cónyuges 
e independientes de su aportación económica al 
sostenimiento del hogar.
a. 328. Los cónyuges tendrán en el hogar auto-
ridad y consideraciones iguales; por lo tanto, de 
común acuerdo arreglarán todo lo relativo:
I. Al lugar en que se establezca el domicilio fa-
miliar;
II. A la dirección y cuidado del hogar;
III. A la suspensión temporal del deber que impo-
ne a ambos cónyuges el artículo 318, en el caso 
de las fracciones I y II del 319;
IV. A la educación y establecimiento de los hijos, y
V. A la administración o disposición de los bienes 
que sean comunes a los cónyuges.
a. 635. La ley reconoce el derecho de convivencia 
que tienen los menores con sus padres y con las 
familias de ambos...
La custodia puede establecerse de manera com-
partida y mediante ella se determinan derechos 
iguales de convivencia en favor de los menores 
con sus padres y demás familiares.

Querétaro 
(CC)

a. 2o. La capacidad jurídica es igual para el hom-
bre y para la mujer; en consecuencia, la mujer no 
queda sometida, por razón de su sexo, a restric-
ción alguna en la adquisición y ejercicio de sus 
derechos civiles.
a. 137. El matrimonio es una institución en la 
que se establece un vínculo jurídico por la unión 
entre dos personas, que, con igualdad de dere-
chos y obligaciones, son la base del nacimiento 
y estabilidad de una familia, así como la realiza-
ción de una comunidad de vida plena y respon-
sable.
a. 154. Los derechos y obligaciones que nacen del 
matrimonio son iguales para los cónyuges, por 
lo que de común acuerdo y de manera libre, res-
ponsable e informada, decidirán sobre el número 
y espaciamiento de sus hijos.
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a 155. Los cónyuges deberán vivir juntos en el 
domicilio conyugal. Se considera domicilio con-
yugal, el lugar establecido de común acuerdo por 
los cónyuges, en el cual ambos disfrutan de auto-
ridad propia y consideración iguales.
a. 158. Los cónyuges tendrán en el hogar autori-
dad y consideraciones iguales; por lo tanto, re-
solverán de común acuerdo todo lo conducente 
al manejo del hogar, a la formación y educación 
de los hijos y a la administración de los bienes 
que a éstos pertenezcan. En caso de desacuerdo, 
el juez competente resolverá lo conducente.
a. 273. El concubinato es la unión entre dos per-
sonas, libres de matrimonio, con el propósito de 
integrar una familia y realizar una comunidad 
de vida con igualdad de derechos y obligaciones.

Quintana Roo 
(CC)

a. 2o…
El hombre y la mujer son iguales ante la ley; en 
consecuencia, la mujer no queda sometida, por 
razón de su sexo, a restricción alguna en la ad-
quisición y ejercicio de sus derechos civiles.
Se tendrán como principios rectores del presente 
Código, la perspectiva de género, la igualdad y el 
interés superior de la niñez.
a. 705. Los cónyuges tendrán en el hogar autori-
dad y consideraciones iguales y conjuntamente 
deben regular los asuntos domésticos y proveer a 
la educación de los hijos, en los mismos niveles de 
igualdad de actividades, asimismo procurarán en 
todo momento un ambiente de respeto y bienes-
tar, evitando cualquier acto de violencia familiar.
a. 708. Los cónyuges contribuirán económica-
mente al sostenimiento del hogar, a su alimenta-
ción y a la de sus hijos, así como a la educación 
de éstos en los términos que la ley establece, sin 
perjuicio de distribuirse la carga en la forma y 
proporción que acuerden para este efecto, según 
sus posibilidades, libre de patrones de género es-
tereotipados…
Los derechos y obligaciones que nacen del matri-
monio serán siempre iguales para los cónyuges 
e independientes de su aportación económica al 
sostenimiento del hogar considerando que el tra-
bajo doméstico es igual a cualquier aportación 
en numerario.
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a. 814. En este numeral se enlistan las medidas 
provisionales en caso de divorcio, entre las que 
se encuentra:
VII. Poner a las niñas, niños y adolescentes, al 
cuidado de la persona que de común acuerdo de-
signen los cónyuges, debiendo ser uno de éstos 
y pudiéndose compartir la custodia, respetando 
en todo momento las disposiciones de este Có-
digo al respecto. A falta de acuerdo, la persona 
juzgadora de lo familiar resolverá lo conducen-
te, atendiendo a los elementos de prueba que 
obren en el sumario y considerando las necesi-
dades de las niñas, niños y adolescentes a la luz 
del interés superior de la niñez y del principio 
de igualdad...

San Luis Potosí 
(CC y CF)

a. 1o. CC. La capacidad jurídica es igual para to-
dos, salvo las modificaciones especialmente de-
claradas.
a. 15 CF. El matrimonio es la unión legal entre 
dos personas, libremente contraída, basada en 
el respeto, con igualdad de derechos, deberes y 
obligaciones, que hacen vida en común, con la 
finalidad de proporcionarse ayuda mutua, for-
mando una familia.
a. 29 CF. Los cónyuges deberán vivir juntos en el 
domicilio conyugal. Se considera domicilio con-
yugal el lugar establecido de común acuerdo por 
los cónyuges, en el que ambos, en igualdad de 
circunstancias, tengan autoridad propia y consi-
deraciones iguales.
a. 34 CF. Los cónyuges tendrán autoridad y con-
sideraciones iguales, por lo tanto, resolverán de 
común acuerdo todo lo relativo a la educación 
de las hijas o hijos, y de los bienes que a éstos 
les pertenezcan. En caso de controversia, la au-
toridad judicial competente resolverá lo condu-
cente.
a. 111 CF. Las funciones paterno-filiales son 
iguales en el concubinato y en el matrimonio; la 
concubina y el concubinario arreglarán de co-
mún acuerdo todo lo relativo a la educación y 
atención de las hijas o hijos.
a. 203 CF. Las hijas y los hijos no recibirán cali-
ficativo alguno, son iguales ante la ley, la familia, 
la sociedad y el Estado.
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Sinaloa 
(CC y CF)

a. 2o. CC. La capacidad jurídica es igual para el 
hombre y la mujer; en consecuencia, la mujer no 
queda sometida por razón de su sexo, a restric-
ción alguna en la adquisición y ejercicio de sus 
derechos civiles.
a. 10 CF. La capacidad jurídica de las personas 
naturales es igual para todas las personas. Ésta 
se adquiere por el nacimiento y se extingue por 
la muerte.
a. 40 CF. El matrimonio es una institución por 
medio de la cual se establece la unión voluntaria 
y jurídica de dos personas, con igualdad de dere-
chos, deberes y obligaciones, en la que ambos se 
procuran respeto y ayuda mutua.
a. 69 CF...
Los derechos y obligaciones en el matrimonio se-
rán siempre iguales para los cónyuges, indepen-
dientemente de su aportación económica en el 
sostenimiento del hogar.
...
La contribución de cada uno de los cónyuges 
se dará en corresponsabilidad, lo que implica 
que las responsabilidades familiares y cuidado 
de los hijos entre los cónyuges serán comparti-
das de forma igualitaria o a través de un repar-
to equilibrado de las responsabilidades y tareas 
del hogar.
a. 71 CF...
Los derechos y obligaciones que esta ley otor-
ga e impone a la pareja conyugal, serán siempre 
iguales para cada uno de sus miembros, inde-
pendientemente de su aportación económica al 
sostenimiento de la familia, por lo que de común 
acuerdo determinarán todo lo relativo al domici-
lio, trabajo de los cónyuges, atención y cuidado 
del hogar, educación y establecimiento de los hi-
jos, así como a la administración y disposición 
de los bienes comunes y de sus descendientes.
a. 236 CF. Son objetivos del Programa para la 
Protección de la Familia y Prevención de la Vio-
lencia Familiar:
I. Propiciar una cultura de no violencia en la fa-
milia en un marco de respeto, dignidad e igual-
dad entre las personas que la integran.
a. 241 CF...
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Todos los hijos son iguales ante la ley y tienen los 
mismos derechos y deberes con respecto a sus 
padres, sean consanguíneos o adoptivos.

Sonora 
(CC y CF)

a. 2o. CC. La Ley Civil es igual para todos en 
cuanto a sus efectos y aplicación, sin distinción 
de personas ni de sexos, a no ser en los casos es-
pecialmente determinados.
a. 3o. CC. La capacidad jurídica es igual para el 
hombre y la mujer; en consecuencia, la mujer no 
queda sometida, por razón de su sexo, a restric-
ción alguna en la adquisición ni ejercicio de sus 
derechos civiles.
a. 7o. CF. El hombre y la mujer son iguales ante 
la ley, por lo que de común acuerdo decidirán en 
forma libre, responsable e informada sobre el 
número y espaciamiento de los hijos, su protec-
ción, educación y administración de sus bienes, 
así como la fijación del domicilio conyugal, el 
trabajo de uno o ambos cónyuges y la adminis-
tración o disposición del patrimonio común
a. 8o. CF. Los hijos, cualquiera que sea la vin-
culación entre sus padres, son iguales ante la 
ley. Tienen derecho a conocer íntegramente su 
identidad, por lo que pueden reclamar el vínculo 
paterno-filial y a exigir informes sobre su origen 
genético, en los casos y condiciones previstos por 
la ley.
a. 25 CF. Los derechos y obligaciones que esta 
ley otorga e impone a la pareja conyugal, serán 
siempre iguales para cada uno de sus miembros, 
independientemente de su aportación económi-
ca al sostenimiento de la familia, por lo que de 
común acuerdo determinarán todo lo relativo al 
domicilio, trabajo de los cónyuges, atención y 
cuidado del hogar, educación y establecimiento 
de los hijos, así como a la administración y dis-
posición de los bienes comunes y de sus descen-
dientes.
a. 188 CF. En las determinaciones relativas a la 
custodia y al derecho de vinculación con los hi-
jos, debe aplicarse el principio de igualdad en 
las cuestiones relativas a vacaciones, asistencia a 
eventos, y demás relaciones de éstos con sus pa-
dres y con los miembros de las familias de origen.
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Tabasco 
(CC)

a. 3o. Igualdad jurídica
La Ley Civil en el Estado de Tabasco no hará nin-
guna distinción entre las personas, por razón de 
su sexo, color, filiación, raza, creencia religiosa 
o ideología política; pero tendrá carácter protec-
cionista en favor de las que sean cultural, social 
y económicamente débiles.65

a. 33. Igualdad
Ninguna distinción admite la ley en la capacidad 
de los seres humanos fundada en la diferencia de 
sexos o cualquiera otra causa.
a. 154. Concepto y quiénes pueden contraerlo
El matrimonio, es la unión de dos personas, ma-
yores de dieciocho años de edad, indistintamente 
del género, para realizar la comunidad de vida, 
en donde ambos se procuran respeto, igualdad y 
ayuda mutua.
a. 168. Igualdad de deberes y obligaciones
Los derechos, deberes y obligaciones que res-
pectivamente otorga o impone a los cónyuges el 
matrimonio, serán siempre iguales para ambos, 
cualquiera que sea su aportación respecto de los 
alimentos.
a. 169. Igualdad de autoridad
“Los cónyuges tendrán en el hogar autoridad y 
consideraciones iguales; por lo tanto, de común 
acuerdo arreglarán todo lo relativo” a las decisio-
nes que han de tomar para su familia.
a. 322. Igualdad de los hijos
La ley no hace ninguna distinción en los dere-
chos de los hijos, basada en la diversa forma de 
probar la filiación.

65		  La expresión sobre las personas que “sean cultural, social y 
económicamente débiles” implica una consideración o clasificación 
discriminatoria o, por lo menos, peyorativa de una persona, y puede 
atentar contra su dignidad, por más que se pretenda hacerlo en aras 
de una supuesta protección normativa, cuando se trata de quienes 
no tienen más instrucción que la primaria y sus ingresos anuales no 
excedan del límite fijado por la Ley del Impuesto sobre la Renta para 
exceptuarles de la obligación de presentar declaración anual corres-
pondiente.
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Tamaulipas 
(CC y CF)

a. 146 CC. Los cónyuges vivirán juntos en el do-
micilio conyugal. Se considera domicilio conyu-
gal, el lugar establecido de común acuerdo por 
los cónyuges, en el cual ambos disfrutarán de au-
toridad propia y consideraciones iguales.
a. 147 CC. Los cónyuges tendrán en el hogar au-
toridad y consideraciones iguales; por lo tanto, 
resolverán de común acuerdo todo lo conducente 
al manejo del hogar, a la formación y educación 
de los hijos y a la administración de los bienes 
que a éstos pertenezcan.
a. 4o. CF. 1. Para el aliento y la consolidación de 
los principios rectores de la familia, se promove-
rá el ejercicio, de los siguientes valores:
…
c) …
III. Igualdad.
…
a. 5o. CF.
…
2. …en el ejercicio de sus actividades, el poder 
público del Estado:
…
g) Promoverá y coordinará las actividades desa-
rrolladas por las instituciones que realicen ac-
tividades en beneficio de la familia, de la igual 
dignidad del hombre y la mujer, de la niña, niño 
y adolescente, de las personas con discapacidad y 
de la tercera edad, con base en la promoción de 
los principios rectores de la familia;
a. 7o. CF. 1. La representación de la familia co-
rresponde por igual al padre y a la madre, quie-
nes la ejercerán ordinariamente en forma solida-
ria o mancomunadamente.
a. 18 CF. 1. Los cónyuges, gozan de la misma dig-
nidad humana en su calidad de personas y, por 
tanto, tienen iguales derechos y deberes entre sí, 
hacia sus hijos y hacia la sociedad.
a. 55 CF...
2. Los Consejos de Familia tendrán las siguientes 
funciones...
a) En coordinación con el Registro Civil, pro-
mover cursos de capacitación que orienten a los 
contrayentes...
II. En la igual dignidad del varón y la mujer...
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Tlaxcala 
(CC)

a. 3o. Las leyes del Estado de Tlaxcala no harán 
ninguna distinción entre las personas, por razón 
de su sexo, color, filiación, raza, creencia religio-
sa o ideología política.
Cuando en la redacción de las leyes, se usen ex-
presiones que denoten referencia a un género, 
por necesidad de construcción gramatical, se en-
tenderán en sentido igualitario para hombres y 
mujeres.
a. 42. El matrimonio es la unión de dos perso-
nas con su pleno consentimiento, que tiene como 
objeto realizar la comunidad de vida, en donde 
ambas se procuran respeto, igualdad y ayuda mu-
tua. Debe celebrarse ante los funcionarios que es-
tablece la ley y con todas las solemnidades que 
ella exige.
a. 54. Los alimentos de los cónyuges y de los hi-
jos serán a cargo de ambos esposos, por partes 
iguales.
a. 55. Los derechos, deberes y obligaciones que 
respectivamente otorga e impone a los cónyuges 
el matrimonio serán siempre iguales para am-
bos, cualquiera que sea su aportación al pago de 
los alimentos.
a. 56. Los cónyuges tendrán en el hogar autori-
dad y consideraciones iguales; por lo tanto, de 
común acuerdo arreglarán todo lo relativo al: do-
micilio conyugal y la casa que será éste, la direc-
ción y cuidado del hogar, la educación de hijos y 
la administración de los bienes comunes.

Veracruz 
(CC)

a. 116. Los cónyuges que pidan de conformidad 
su divorcio deberán acompañar en todo caso a su 
demanda, un convenio en que se fijen, entre otros, 
la guarda y custodia de hijos e hijas atendiendo al 
principio de igualdad entre madre y padre y ga-
rantizando todas las obligaciones derivadas.

Yucatán 
(CF)

a. 10. Las personas son iguales ante la ley, por lo 
que de común acuerdo decidirán todo lo relativo 
a la integración de una familia y a la administra-
ción de sus bienes.
a. 11. Los hijos o hijas, cualquiera que sea la vin-
culación entre sus progenitores, son iguales ante 
la ley y tienen derecho a la identidad, por lo que 
pueden reclamar su filiación y exigir informes so-
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bre su origen genético en los casos y con las con-
diciones establecidas en este Código y demás dis-
posiciones legales aplicables.
a. 49. El matrimonio es una institución jurídica 
por medio de la cual se establece la unión libre y 
voluntaria de dos personas, con igualdad de de-
rechos, deberes y obligaciones, para realizar la 
comunidad de vida, en donde ambos se procuran 
respeto y ayuda mutua.
a. 57. Todos los interesados en contraer matri-
monio deben acreditar su asistencia a los talle-
res de orientación prematrimonial implementa-
dos por el Registro Civil. Los talleres deben estar 
orientados, entre otros temas a... fracción V. El 
principio de igualdad de derechos y obligaciones 
que corresponden a los contrayentes...
a. 61. Los derechos y obligaciones que este Có-
digo otorga e impone a ambos cónyuges, serán 
siempre iguales para cada uno, con excepción de 
lo que convengan en relación a las aportaciones 
económicas para el sostenimiento de la familia.
a. 66. Los cónyuges, de común acuerdo, deben 
acordar lo relativo a la dirección y cuidado del 
hogar, a la educación y formación de los hijos o 
hijas y a la administración de los bienes que sean 
comunes a ellos o que pertenezcan a los hijos o 
hijas sujetos a su patria potestad.
a. 211. La concubina y el concubinario deben 
contribuir económicamente al sostenimiento 
del hogar, a su alimentación y a la de sus hijos 
o hijas, así como a la educación de éstos en los 
términos que la Ley establece, sin perjuicio de 
distribuirse la carga en la forma y proporción 
que acuerden para este efecto, según sus posi-
bilidades...
a. 212. Los derechos y obligaciones que nacen del 
concubinato, son siempre iguales para la pareja 
e independientes de su aportación económica al 
sostenimiento del hogar.
a. 323. En las determinaciones relativas a la cus-
todia y a la convivencia con los hijos o hijas, debe 
aplicarse el principio de igualdad entre ambos 
progenitores para establecer cuestiones relativas 
a vacaciones, días festivos, onomásticos, asisten-
cia a eventos, y demás relaciones de aquéllos con
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sus progenitores y con los demás miembros de 
las familias de origen.
a. 426. El juez al declarar el estado de interdic-
ción deberá guiarse por los siguientes principios:
I. El respeto de la dignidad de la persona;
II. La igualdad y la no discriminación.

Zacatecas 
(CC y CF)

a. 3o. CC. La capacidad jurídica es igual para el 
hombre y la mujer, salvo las excepciones o moda-
lidades que señala la ley.
a. 6o. CF. El hombre y la mujer son iguales ante 
la ley. Esta protegerá la organización y el desa-
rrollo de la familia…
a. 100 CF. El matrimonio es la unión jurídica de 
dos personas donde ambas, mediante una comu-
nidad de vida, y procurándose respeto, igualdad 
y ayuda mutua, constituyan una familia.
a. 120 CF. El matrimonio establece entre los cón-
yuges igualdad de derechos y obligaciones.
a. 124 CF. Los cónyuges vivirán juntos en el do-
micilio conyugal, que es el lugar establecido de 
común acuerdo por ellos, en el cual ambos dis-
frutan de iguales derechos y obligaciones.
a. 125 CF...
Los derechos y obligaciones que nacen del matri-
monio serán siempre iguales para los cónyuges 
e independientes de su aportación económica al 
sostenimiento del hogar.

V. La Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en la búsqueda de la igualdad en las familias

1. Las reflexiones doctrinales de la SCJN

Al definir la igualdad, en los trabajos doctrinales de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) se puede 
leer un cuestionamiento básico:

¿En qué sentido “todos somos iguales”, idea que está en 
la base de las concepciones morales y políticas contem-
poráneas? Se afirma que todos los seres humanos son 
iguales en humanidad y que compartir esta propiedad 
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conlleva compartir también otra: la de ser iguales, pero 
ahora en un sentido moral con consecuencias en el ám-
bito del deber ser.66

La interrogante y respuesta se sostiene en el concep-
to de la dignidad que tenemos todos los seres humanos, 
mujeres y hombres sin distinción. Es nuestro valor co-
mún; ese en el que se asienta la igualdad de derechos.

En un trabajo coordinado por Daniel Antonio Gar-
cía Huerta,67 se establece que el núcleo, el centro del 
concepto “igualdad” está en la dignidad humana, de tal 
suerte vinculados, que la desigualdad implica un ataque 
directo a la dignidad referida. En el liberalismo,se toma 
como un principio enunciado de la siguiente manera: 
“Todos y solo los seres humanos tienen la misma dig-
nidad y por lo tanto se les debe el mismo respeto y la 
misma consideración en la asignación de derechos”.68 
Es una premisa indicativa de que mujeres y hombres, 
más allá de las múltiples opciones de reflejar nuestra 
forma de vivir y ser, todos los seres humanos participa-
mos de un valor ético, valor moral que nos es común: la 
dignidad. La propiedad intrínseca de este principio es 
sólo valorativa; por tanto, es difícil de definir y no tiene 
forma de describirse, porque no se apoya en hechos em-
píricos, salvo el señalar que la atribución de la dignidad 
es, exclusiva y simplemente, ser humano. Así, se afirma 
que se trata de un meta valor que debe ser considerado 
siempre que se haga referencia a la ética, a la moral, 
dado que

66		  Pazos, María Inés, “La ética de la igualdad frente a la discri-
minación”, en García Huerta, Daniel Antonio (coord.), Construir la 
igualdad: reflexiones en clave judicial, México, SCJN, 2022, p. 8.

67		  García Huerta, Daniel Antonio, Construir la igualdad. Reflexio-
nes en clave judicial, México, SCJN, Centro de Estudios Constitucio-
nales, 2022.

68		  Pazos, María Inés, op. cit., p. 9.
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...el ser humano tiene una dignidad que, con indepen-
dencia de cualquier propiedad empírica, posee indivi-
dualmente en igual medida que todos los otros seres 
humanos. Se trata de un valor básico, inanalizable en 
términos de rasgos empíricos, un hecho moral simple.69

Desconocer este principio básico de la igual digni-
dad de mujeres y hombres de todos los seres humanos 
es la causa directa de todas las discriminaciones, em-
pezando por la discriminación histórica a las mujeres, 
replicada en las relaciones familiares como un mandato 
social que ha justificado el sometimiento de las mujeres 
a la voluntad del varón. La problemática se extiende a la 
discriminación por la raza, la pertenencia étnica, la reli-
gión, la sexualidad, la capacidad económica, el color de 
la piel y ese largo etcétera que ya he mencionado.

Para la SCJN es claro que en el ámbito familiar los 
estereotipos de género tienen su sustento más fuerte; es 
ahí en donde se reproducen los mandatos sobre la mas-
culinidad —reflejados en las conductas del pater fami-
lias— y los mandatos sobre la feminidad —reflejados en 
las costumbres sobre la madre—. Por ello:

No resulta sorprendente, entonces, que sea en los ca-
sos sobre derecho de familia en los que la obligación de 
juzgar con perspectiva de género haya tenido su mayor 
desarrollo. Uno de los principales determinantes de la 
desigualdad estructural por razones de género es preci-
samente la delegación o conscripción de la mujer a “lo 
doméstico”, a la crianza y cuidado de los hijos, a las la-
bores del hogar, en lo que se denominó la división sexual 
del trabajo.70

69		  Ibidem, p. 10.
70		  Treviño Fernández, Sofía del C. y Rubio Rufino, Isabel Lucía, 

“Derechos humanos, derecho familiar y perspectiva de género”, en 
Vela Barba, Estefanía (coord.), Manual para juzgar con perspectiva de 
género en materia familiar, México, SCJN, 2021, p. 6.
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En los espacios de las relaciones familiares y los con-
flictos que en ellos se generan, es fundamental enten-
der los intercambios de supra/subordinación que fueron 
consolidadas por la propia legislación hasta los años 70 
del siglo XX, justo por los mandatos estereotipados so-
bre las mujeres y los hombres. En este contexto, la SCJN 
establece que “una visión de género analiza críticamen-
te y cuestiona el régimen legal que ha permitido, e inclu- 
so reforzado, la subordinación de algunos miembros de 
la familia por otros y que ha privilegiado ciertos arreglos 
familiares frente a otros”,71 como lo es en las estructuras 
sociales que reproducen la subordinación de las mujeres 
como madres y encargadas de la administración del ho-
gar, del trabajo doméstico y de los cuidados que les obs-
taculiza, cuando no impide la posibilidad de un trabajo 
fuera del entorno familiar que les permita una indepen-
dencia económica, perspectiva que multiplica los daños 
que afectan de manera desproporcionada a las mujeres. 
Trabajo doméstico, administración y gestión de los cui-
dados, así como la maternidad, forman una tétrada que 
construye la desigualdad real en el núcleo familiar, des-
de el cual se proyecta hacia los demás espacios sociales, 
económicos y políticos.

Lozano O’Reilly72 perfiló con puntualidad la obliga-
ción constitucional y convencional del Estado mexicano 
y sus autoridades de velar por el derecho a la igualdad 
sustantiva y material entre cónyuges —y, por tanto, en la 
familia—, a partir de las bases metodológicas descritas 
en el Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género:73 

71		  Idem.
72		  Lozano O’Reilly, María Teresa, “Reconocimiento de los dere-

chos de las mujeres dentro de la familia”. Conferencia en el Congreso 
Internacional de Derecho Privado, UNAM, Instituto de Investigacio-
nes Jurídicas, 11 de octubre de 2023.

73		  En sus dos versiones, la primera publicada en julio de 2013, y 
la segunda, en noviembre de 2020.
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identificar relaciones asimétricas de poder en los casos 
sometidos a su consideración y desechar estereotipos o 
prejuicios de género al momento de valorar las pruebas 
y los hechos; si fuera necesario, ordenar pruebas adicio-
nales para visibilizar situaciones de desventaja, en cuyo 
caso deberá cuestionarse la neutralidad del derecho y 
evaluar el impacto diferenciado de la solución propues-
ta, mediante el análisis contextual del caso en estudio; 
aplicar los estándares nacionales e internacionales de 
derechos humanos de las personas involucradas y abs-
tenerse de utilizar frases o expresiones basadas en este-
reotipos de género.

Estas bases se retoman en el Manual para juzgar con 
perspectiva de género en materia familiar y son práctica 
común en resoluciones del Poder Judicial Federal, con 
las que se consolida a la familia como uno de los esce-
narios en que mujeres y hombres, niñas y niños en todas 
las gamas de la diversidad humana y sus intersecciones

...desarrollan parte del reconocimiento de la dignidad y 
autonomía de todos y de todas. A partir de este reconoci-
miento, las personas cuentan con derechos que son opo-
nibles frente al Estado, pero también frente a los demás 
miembros de la familia. Así deben leerse, entonces, el 
derecho a fundar una familia y el derecho a la igualdad 
dentro de la familia previstos en los tratados internacio-
nales que forman parte del parámetro de constituciona-
lidad mexicano.74

2. La igualdad en la familia en las decisiones 
jurisdiccionales de la Corte

Desde los albores del siglo XXI, la Primera Sala de 
la SCJN ha sido consistente en sostener que la igualdad 

74		  Treviño y Rubio, op. cit., p. 13.
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es un principio complejo que implica la igualdad ante 
la ley y en la ley, al tiempo que define la constitucio-
nalidad de las normas, actos de autoridad y decisiones 
jurisdiccionales. Un ejemplo es el Amparo en Revisión 
543/2003. Los ministros y ministra que lo suscribieron75 
emitieron un voto de minoría, sustentado con la Tesis 
Aislada C/2001, en la que se precisa que:

...la igualdad es un principio complejo que otorga a las 
personas no solamente la garantía de que serán iguales 
ante la ley —esto es, en condición de destinatarios de 
las mismas y de usuarios del sistema de administración 
de justicia— sino también en la ley... la cual tendrá que 
ajustarse a las disposiciones constitucionales sobre la 
igualdad para ser constitucional.

Sostienen que esta igualdad es un principio estruc-
tural del orden jurídico en México a partir del propio 
texto constitucional, de tal suerte que es un criterio bá-
sico para los procesos legislativos y para la interpreta-
ción y aplicación de las normas. Es un principio general 
que, a la vez, establece la prohibición de discriminar y 
menoscabar tanto la dignidad de las personas como sus 
derechos y libertades. Se trata de un principio válido 
para toda la población, además de las particularidades 
directamente señaladas en relación con las poblaciones 
indígenas en el artículo 2o. y a las mujeres y hombres en 
el artículo 4o., por ejemplo.

Este principio obedece a un criterio de validez cons-
titucional y finalidad objetiva de los hechos o normas a 
que se hace referencia, a la racionalidad o adecuación 

75		  Voto de minoría de los ministros Sergio Salvador Aguirre An-
guiano, José Ramón Cossío Díaz, José de Jesús Gudiño Pelayo y de la 
ministra Margarita Beatriz Luna Ramos, en relación con el amparo 
en revisión 543/2003 en contra del artículo 68 de la Ley General de 
Población.
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de las distinciones normativas (si las hubiere), y a la 
proporcionalidad de las medidas que se pretenden apli-
car con una norma determinada. Su carácter es, ante 
todo, adjetivo; es decir, siempre hace referencia a algo, 
a alguien o a una condición, pues se trata de un refe-
rente para realizar el control de constitucionalidad de 
las leyes. Considero importante que estos parámetros 
siempre se utilicen tomando en cuenta los contextos en 
que se han de aplicar donde, por ejemplo, la valoración 
económica del trabajo doméstico adquiera un peso que 
debe tomarse en cuenta, como al repartir bienes en caso 
de divorcio.

Se trata de un principio que trasciende a otros cam-
pos, como lo es la prohibición expresa que tiene el Po-
der Legislativo de incurrir en acciones que, entre otros, 
atenten “contra la dignidad humana y tenga por obje-
to anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas” (artículo 1o. constitucional). Esto apunta a la 
posibilidad que en la tarea legislativa se apliquen distin-
ciones o categorías, pero se trata de un juicio histórico 
y sociológico que debe poner en relieve a aquellas per-
sonas que han sido discriminadas por su origen étnico 
o nacional, su condición social o su género, entre otras 
causas. Así, el escrutinio de igualdad debe ser muy cui-
dadoso, de tal manera que así se indica en el Amparo en 
Revisión 543/2003:

[Quien dicte una resolución] tendrá que asegurarse, por 
ejemplo, de que las limitaciones legislativas a los dere-
chos fundamentales puedan ser vistas como medidas 
orientadas a alcanzar, no ya una finalidad constitucional 
admisible —esto es, una finalidad no abiertamente con-
tradictoria con las disposiciones constitucionales— sino 
una finalidad con un apoyo constitucional claro —esto 
es, un objetivo constitucionalmente importante—.
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Lo mismo aplica a las medidas legislativas que apun-
ten a objetivos de envergadura y que sea indispensable 
—muy útil— para su consecución.

Otro ejemplo es la resolución del Pleno de la SCJN 
en la Acción de Inconstitucionalidad 8/2014, del 11 de 
agosto de 2015, interpuesta por la Comisión de Derechos 
Humanos de Campeche contra el artículo 19 de la Ley 
Regulatoria de Sociedades de Convivencia en el Estado 
de Campeche, que prohibía a los convivientes realizar 
adopciones tanto en lo individual como conjuntamente. 
En este caso, se determinó, después de un escrutinio es-
tricto de la norma impugnada, que se trata de un acto de 
inconstitucionalidad, por ser contrario “al derecho a la 
igualdad y no discriminación”, basado en el estado civil 
conocido como sociedades en convivencia, puesto que 
no se observa en dicho dispositivo una finalidad consti-
tucional imperiosa.

Recordemos que estas sociedades son instituciones 
a través de las cuales se equiparó a las uniones entre 
personas del mismo sexo con el matrimonio; por tan-
to, para la SCJN la prohibición que se indica era con 
claridad discriminatoria, en razón de la sexualidad de 
las personas adoptantes y, en general, para el tratamien-
to comparativo de esta institución con el matrimonio 
o el concubinato, dado que “ignorar este evidente acto 
de discriminación normativa implicaría desconocer 
una amenaza clara de irregularidad constitucional”, de 
acuerdo con la acción de inconstitucionalidad 8/2014.

Un ejemplo más es en materia de la compensación 
económica en casos de divorcio en favor “del cónyuge 
que se dedicó preponderantemente a las labores del ho-
gar y al cuidado de los hijos e hijas”, de acuerdo con 
la Tesis 1a./J. 37/2024 (11a.) de la Primera Sala, la cual 
determinó que “la ausencia de una norma que la con-
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temple no impide que los órganos jurisdiccionales pue-
dan imponerla, a fin de remediar las asimetrías entre los 
cónyuges al disolverse el vínculo matrimonial”.76 Con 
este fallo, es lógico afirmar que tratándose del principio 
de igualdad entre las personas que integran una familia, 
el órgano jurisdiccional debe interpretar los derechos 
humanos de manera amplia. El razonamiento jurídico 
que subyace en esta tesis es:

El principio de igualdad entre cónyuges, consagrado 
constitucional y convencionalmente, tiene el alcance de 
proteger la repartición de los ingresos y de los bienes ad-
quiridos durante el matrimonio, lo que exige que, ante la 
separación o el divorcio, no se tome como preponderan-
te la contribución económica en relación con las demás 
aportaciones vinculadas con la organización de la fami-
lia, la educación de los hijos e hijas, el cuidado de otros 
familiares que lo necesiten y la realización de las labores 
domésticas.

El razonamiento anterior parte del siguiente criterio 
jurídico, expresado en la tesis:

La ausencia de regulación expresa sobre la compensa-
ción económica a favor del cónyuge que se dedicó pre-
ponderantemente a las labores del hogar y al cuidado de 
los hijos e hijas en la legislación civil local no constitu-

76		  Tesis de jurisprudencia 37/2024 (11a.) aprobada por la Primera 
Sala de la SCJN en sesión privada del veintiocho de febrero de dos 
mil veinticuatro, derivada del Amparo directo en revisión 7653/2019, 
del 10 de noviembre de 2021, con cinco votos de la ministra Norma 
Lucía Piña Hernández y de los ministros Juan Luis González Alcán-
tara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y de la ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana Mar-
garita Ríos Farjat; secretaria encargada de la tesis: Irlanda Denisse 
Ávalos Núñez. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción. Jurisprudencia. Libro 35, marzo de 2024, t. III, p. 2216.
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ye un impedimento para que el órgano jurisdiccional se 
pronuncie al respecto, toda vez que esa pretensión deri-
va del derecho humano a la igualdad entre los cónyuges 
ante la disolución del matrimonio.

Complementario a este razonamiento, la propia Pri-
mera Sala, con la Tesis 1a./J 39/2024 determinó que

La compensación económica hasta por el cincuenta por 
ciento de los bienes adquiridos durante el matrimonio 
celebrado bajo el régimen de separación de bienes es 
procedente en favor del cónyuge que se dedicó prepon-
derantemente a las labores del hogar y/o al cuidado de 
la familia y, derivado de ello, no adquirió bienes propios 
o, habiéndolos adquirido, fueron notoriamente meno-
res a los del cónyuge que sí pudo desempeñarse en una 
actividad remuneratoria. En esa medida no se trata de 
una figura que pretenda igualar las masas patrimoniales, 
sino que lo que busca es remediar la asimetría en la que 
se encuentran los cónyuges al momento de la disolución 
de vínculo matrimonial y corregir situaciones de enri-
quecimiento y empobrecimiento injustos.

Este criterio, con el siguiente razonamiento, se justi-
fica con claridad el principio compensatorio, como par-
te de las acciones que ha de tomar quien juzga casos de 
divorcio:

Cuando dos personas contraen nupcias bajo el régimen 
de separación de bienes, cada uno conserva la propiedad 
y administración del patrimonio que les pertenezca y ad-
quieran en un futuro.

Por lo tanto, cuando alguno de ellos asume las cargas 
domésticas y familiares —actividades no remuneradas— 
puede generarse una asimetría económica por no haber 
dedicado su tiempo a su desarrollo profesional o a algu-
na actividad remunerada.
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En esa medida, este mecanismo compensatorio pre-
tende reivindicar el valor del trabajo doméstico y de cui-
dado históricamente invisibilizado en nuestra sociedad, 
a través de remediar la asimetría económica que se gene-
ra al momento de disolverse el vínculo matrimonial para 
el cónyuge que se dedicó a la realización de estas labores 
y, en consecuencia, reportó costos de oportunidad en su 
patrimonio.77

Un último ejemplo lo tenemos en el razonamiento 
jurisprudencial PR.C.CS. J/5 C, derivado de la Contra-
dicción de Criterios 10/2023,78 que determina el carácter 
dispositivo y protector de la diversidad en las familias, 
bajo el principio de la igualdad como un derecho hu-
manos inalienable. Se hace referencia al carácter impe-
rativo de tiene la interpretación del derecho de familia 
en “clave de derechos humanos”, que infiere la necesi-
dad de entender al derecho de familia “como un medio 
para la protección de los derechos fundamentales de to-

77		  Tesis de jurisprudencia 39/2024 (11a.), aprobada por la Prime-
ra Sala de la SCJN, en sesión privada del veintiocho de febrero de dos 
mil veinticuatro, derivada del Amparo directo en revisión 7653/2019, 
del 10 de noviembre de 2021, con cinco votos de la ministra Norma 
Lucía Piña Hernández y de los ministros Juan Luis González Alcán-
tara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y de la ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana Mar-
garita Ríos Farjat; secretaria encargada de la tesis: Irlanda Denisse 
Ávalos Núñez.

78		  Tesis de jurisprudencia PR.C.CS. J/5 C (11a.), publicada el 1o. 
de septiembre de 2023, derivada de la Contradicción de criterios 
10/2023. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en 
Xalapa, Veracruz, y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Ci-
vil del Séptimo Circuito. 15 de junio de 2023. Mayoría de dos votos 
de los magistrados Héctor Martínez Flores y Cuauhtémoc Cuéllar de 
Luna. Disidente: magistrada Martha Leticia Muro Arellano. Ponente: 
magistrado Cuauhtémoc Cuéllar de Luna; secretario: Luis Fernando 
Castillo Portillo.
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dos los individuos que conforman ese núcleo, y procu-
rar su efectividad debe ser la finalidad básica y esencial 
de toda norma emitida por el legislador en materia fa-
miliar”, indica la tesis de jurisprudencia, precisamente 
bajo el principio de igualdad.
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Capítulo segundo

LAS FAMILIAS: CONCEPTOS 
Y ESTRUCTURAS

I. Reflexiones iniciales

¿Qué es una familia? ¿Cómo se forma una familia? ¿Qué 
significan las relaciones familiares en una cultura deter-
minada? Son preguntas cuyas respuestas son tan amplias 
y diversas como las culturas, ideologías y per-sonas que 
habitamos y hemos habitado este planeta desde tiempos 
inmemoriales. Más todavía, si propongo tomar en consi-
deración la experiencia directa que cada ser humano tie-
ne de su propia familia. Efectivamente, hombres y muje-
res tenemos la posibilidad y la capacidad de definir este 
concepto desde esa experiencia cotidiana y sentir que 
es la definición adecuada, la más justa, la más realista, 
porque está construida por una narrativa alimentada de 
vivencias personalísimas que nos acompañan toda nues-
tra vida, más la suma de relatos de la historia de nuestro 
grupo social básico. Desde el punto de vista jurídico, la 
SCJN define a la familia, a partir de:

La decisión intocable de solidificar las posibilidades de 
relación entre sus miembros y crear las condiciones so-
ciales, culturales, económicas y políticas para que las 
mismas sean posibles, como base indispensable de una 
vida social a la altura y medida de la persona.

...

Libro completo en https://tinyurl.com/mufrneth
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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En este sentido, la familia se instituye para cumplir 
un objetivo común y su desarrollo.79

Es una definición cuyo contenido induce a pensar 
que las familias son una asociación, como lo pueden 
ser las sociedades, cooperativas o cualquier otro tipo de 
agrupación, integrada por acuerdo de voluntades para 
cumplir un objetivo común y facilitar el desarrollo tanto 
personal como del grupo. La equiparación puede resol-
ver muchos de los diferendos que existen y que se ponen 
a debate por las ideologías divergentes que los prota-
gonizan. Tiene la ventaja de enfocar los elementos que 
dan cohesión a estos grupos sociales llamados familias, 
independientemente de su estructura: relaciones sóli-
das, creación de condiciones para el desarrollo de estas, 
existencia —más o menos reconocida por la sociedad y 
por el Estado— de un objetivo común y de la voluntad 
para desarrollar ese objetivo construido a partir de un 
eje también común de las personas que integran una fa-
milia en particular, o de la comunidad a la que pertenece 
un grupo más o menos amplio de familias. Una familia 
no siempre surge de un acuerdo de voluntades ni tie-
ne esa decisión intocable a que hace referencia nuestro 
máximo tribunal de justicia de la nación; tampoco po-
demos centrar en ese acuerdo de voluntades la historia 
familiar que congrega varias generaciones y, por tanto, 
toda una historia se incorpora a la historia de las socie-
dades y, porqué no, de las naciones, hasta hablar de la 
historia mundial.

La SCJN reconoció que este concepto parte de un 
presupuesto derivado de los motivos que tuvo el cons-

79		  Sentencia dictada en la Acción de inconstitucionalidad 2/2010. 
Procurador General de la República. Ministro ponente: Sergio A. 
Valls Hernández; secretaria: Laura García Velasco. Acuerdo del Tri-
bunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, corres-
pondiente al 16 de agosto de 2010, diciembre de 2010.
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tituyente permanente al reformar el artículo 4o. de la 
Constitución federal para reconocer la igualdad entre 
mujeres y hombres y la protección legal de la familia 
como institución de orden público.80 Esto es cierto; sin 
embargo, esa suposición no desconoce la posibilidad de 
integrar una familia mediante estructuras diversas. Así 
se entiende en la acción de inconstitucionalidad 2/2010: 
“No pasa inadvertido que, si bien el Constituyente Per-
manente estimó como modelo ideal a la familia confor-
mada por un padre, una madre y los hijos, en la realidad 
social, pueden existir familias conformadas de manera 
distinta”,81 cuyo origen no nada más es un acuerdo de 
voluntades.

Desde mi punto de vista, la SCJN se equivocó al se-
ñalar que en algún momento de la historia del Méxi-
co postrevolucionario hubo un planteamiento jurídico 
o constitucional que directamente definiera a la fami-
lia a partir de un modelo ideal. Es cierto que el texto 
constitucional de 1917 la menciona un par de veces a 
la familia,82 pero no encontramos un artículo que la 
defina ni que indique cómo se integra desde el punto de 
vista jurídico. Sólo la institución del matrimonio estuvo 
definida en el artículo 130 constitucional, vigente desde 
191783 hasta la reforma de 1992, que fijó la relación del 

80		  Reforma constitucional del 31 de diciembre de 1974.
81		  Sentencia dictada en la Acción de inconstitucionalidad 2/2010, cit.
82		  Por ejemplo, en el artículo 27 original, fracción VII, inciso f, 

para definir el patrimonio familiar, o en el 123, fracción VI, para 
definir el salario mínimo como una cantidad que sea suficiente para 
“satisfacer las necesidades normales de la vida del obrero, su educa-
ción y sus placeres honestos, considerándolo como jefe de familia”. 
Fuera de estos artículos no existe mención a la familia ni menos una 
definición, como lo señala la SCJN.

83		  Esta definición identificó al matrimonio con un contrato civil, 
precisamente para quitarle todo poder o injerencia a las iglesias so-
bre los actos del estado civil de la población.
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Estado con las iglesias y puntualizó la facultad de la fe-
deración para legislar en materia de culto público, igle-
sias y agrupaciones religiosas, eliminando la definición 
constitucional del matrimonio.

Es cierto, sin embargo, que de los debates del Con-
greso Constituyente, inaugurado el 1o. de diciembre de 
1916, se desprende que en la propuesta de la Consti-
tución se tenía en mente una familia monoparental, a 
cuyo jefe de familia se le garantizara un salario míni-
mo “bastante parar subvenir a las necesidades primor-
diales del individuo y de la familia, y para asegurar y 
mejorar su situación”, como lo indicó el presidente Ve-
nustiano Carranza en su discurso de apertura del Con-
greso Constituyente, además del compromiso de expe-
dir leyes “…para establecer la familia sobre bases más 
racionales y más justas, que eleven a los consortes a la 
alta misión que la sociedad y la naturaleza ponen a su 
cargo, de propagar la especie y fundar la familia”.84 En 
todo caso, este máximo tribunal marca que desde la 
reforma de 1974, el artículo 4o. de la carta magna pro-
tege la familia (así, en singular), que, siempre, según 
la SCJN:

…se proyecta a la construcción de actitudes personales 
y sociales útiles y necesarias, al resguardo de todos los 
elementos que contribuyan de manera eficaz y realis-
ta a su protección, tomando en cuenta la justa relación 
entre sus integrantes, y a la abierta colaboración entre 
las mismas y con la sociedad. En tales circunstancias, 
se instituye la protección legal y la organización y desa-
rrollo de la familia, concebida como modelo ideal por el 

84		  Discurso de Venustiano Carranza, primer jefe encargado del 
Poder Ejecutivo de la República Mexicana en el Congreso Constitu-
yente, Diario de Debates, Periodo único, t. I, núm. 12, Querétaro, 1o. 
de diciembre de 1916, p. 265.
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Constituyente Permanente, a la conformada por padre, 
madre e hijos.85

Es una interpretación que pone sobre las familias 
una carga moral, cultural y social que es difícil sostener 
e imposible realizar, si se piensa en ese modelo ideal 
al que hicieron referencia las ministras y los ministros 
de la SCJN en los primeros años de este siglo XXI, casi 
cien años después de aquel discurso de Venustiano Ca-
rranza.

Recientemente, el Primer Tribunal Colegiado en Ma-
terias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito 
incorporó a la definición del núcleo familiar, producto 
de las consideraciones derivadas de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, al señalar que tanto 
este instrumento interamericano como el artículo 4o. 
de nuestra Constitución reconocen la protección de la 
familia como un derecho humano, pero no existe sólo el 
llamado modelo tradicional. Especificó que:

En la sociedad actual existe una gran cantidad de vín-
culos afectivos y de solidaridad, distintos de los que ori-
ginan las consideradas “familias normales”, entendidas 
como aquellas conformadas por papá, mamá e hijos. Por 
otro lado, la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, al conocer del Caso Atala Riffo y Niñas vs. Chile 
determinó que en la citada Convención [se refiere a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos] no se 
encuentra determinado un concepto cerrado de familia, 
por lo que no protege sólo un modelo “tradicional” y, en 
ese sentido, es que diversos órganos de derechos huma-
nos han indicado que éste puede variar.86

85		  Sentencia dictada en la Acción de inconstitucionalidad 2/2010, 
cit.

86		  Amparo en revisión 267/2022, 27 de abril de 2023. Unanimidad 
de votos. Ponente: Arturo Alberto González Ferreiro; secretaria: Kar-
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La sentencia incorpora el concepto de “familia en-
samblada”, frente a la “familia tradicional”, entendiendo 
por aquella una “estructura familiar originada en el ma-
trimonio o unión de hecho de una pareja, en la cual uno 
o ambos de sus integrantes tiene hijos provenientes de 
un casamiento o relación previa”,87 la cual merece la mis-
ma protección del Estado tanto mandato constitucional 
como por los compromisos internacionales adquiridos 
en la materia. De tal suerte que “cualquier actividad en 
perjuicio de su disolución constituye un atentado directo 
al derecho a la vida privada y a la familia”.88 Desde una 
perspectiva más amplia, es factible sostener que desco-
nocer las diferentes formas de integración de los grupos 
familiares es también un atentado a la libertad de las 
personas; esa libertad que desde el Constituyente posre-
volucionario se reconoció como el deber primordial del 
gobierno, al señalar que este deber es:

...facilitar las condiciones necesarias para la organiza-
ción del derecho o lo que es lo mismo, cuidar que se 
mantengan intactas todas las manifestaciones de liber-
tad individual, para que, desarrollándose el elemento so-
cial, pueda, a la vez conseguirse la coexistencia pacífica 
de todas las actividades, realizarse la unidad de esfuer-
zos o tendencias en orden a la prosecución del fin co-
mún: la felicidad de todos los asociados.89

Esta misma dirección interpretativa la encontramos 
en el ordenamiento civil de Ciudad de México, desde la 
reforma de 2000, en el que se hace mención a las obli-

la Calderón Ortega. Registro digital: 2028667; Tribunales Colegiados 
de Circuito, Undécima Época, Tesis: XVII.1o.C.T.13 C (11a.).

87		  Idem.
88		  Idem.
89		  Discurso de Venustiano Carranza, cit., p. 262.
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gaciones que tienen las personas que integran una fami-
lia, pero no la define desde la perspectiva jurídica; por 
tanto, debemos pensar en un grupo social en el que se 
busca un bien común a través de la libertad individual, 
la coexistencia pacífica y la felicidad de todas las perso-
nas que lo integran.

Efectivamente, desde entonces se especifica que to-
das las normas que hacen referencia a la familia (en sin-
gular) se consideran de orden público e interés social, 
pues su objeto es proteger la “organización y el desa-
rrollo integral de sus miembros, basados en el respeto 
a su dignidad”;90 que las relaciones familiares, desde el 
punto de vista jurídico, son un conjunto de deberes, de-
rechos y obligaciones entre quienes integran una familia 
determinada;91 que estas relaciones surgen entre perso-
nas vinculadas “por lazos de matrimonio, parentesco o 
concubinato [quienes tienen el deber de] observar entre 
ellos consideración, solidaridad y respeto recíprocos en 
el desarrollo de las relaciones familiares”.92

¿Es posible entender que la legislación no define con 
exactitud qué es una familia? Porque tendría que hacerlo 
de tal forma que abarcara todo tipo de grupos con una 
relación de estructura familiar y cierto vínculo afectivo 
con o sin un lazo de parentesco. Muy probablemente así 
es. Por ello, cada persona o cada círculo familiar puede 
encontrar su propia definición con la libertad reconocida 
desde el Constituyente posrevolucionario. Sobre el par-
ticular, es importante tomar en cuenta la afirmación de 
Vania Salles, en el sentido que:

90		  Código Civil para el Distrito Federal, artículo 138 ter, adiciona-
do el 25 de mayo de 2000.

91		  Código Civil para el Distrito Federal, artículo 138 Quáter.
92		  Código Civil para el Distrito Federal, artículos 138 Quintus y 

Sextus.
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Las relaciones familiares al mismo tiempo que producen 
cultura (entendida en su acepción laxa como generado-
ra de identidades y formas de acción y de convivencia 
íntima) son ámbitos vehiculadores y reproductores de 
elementos culturales macrosociales y previamente pro-
ducidos, los cuales son interpretados y asimilados según 
las idiosincrasias propias de las personas que componen 
el grupo y protagonizan la vida familiar.93

Esta misma autora señala que

Las relaciones familiares están permeadas por normas, 
valores, percepciones atadas a símbolos y representa-
ciones que en la realidad circulan y se intercambian 
tanto a nivel del hogar campesino como a nivel de la 
comunidad.94

En esta línea conceptual se sostiene que la familia (en 
singular) en México “tiene gran relevancia simbólica”,95 
como indica Pilar Calveiro, con independencia de que

En la familia mexicana se superponen patrones de uni-
dad familiar ampliada y de la nuclear, en la que inciden 
los procesos de migración del campo a la ciudad —con la 
consecuente yuxtaposición de códigos culturales—, así 

93		  Salles, Vania, “Las familias, las culturas, las identidades (Notas 
de trabajo para motivar una discusión)”, en Valenzuela Arce, José 
Manuel (coord.), Decadencia y auge de las identidades. Cultura na-
cional, identidad cultural y modernización, México, El Colegio de la 
Frontera Norte-Plaza y Valdés, 2004, pp. 249 y 250.

94		  Salles, Vania, “Cuando hablamos de familia ¿de qué familia es-
tamos hablando?”, Nueva Antropología, vol. XI, núm. 39, 1991, p. 54.

95		  Calveiro, Pilar, Familia y poder, Buenos Aires, Libros de la 
Araucaria, 2005, pp. 49 y ss. La aseveración de la autora se da a 
partir de la Encuesta Mundial de Valores, en donde se reporta que  
85% de “los mexicanos” entrevistados consideró a “la familia como 
muy importante”; ello frente a otros valores en los que se incluye la 
religión.
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como estrategias de subsistencia económica de las fami-
lias pobres.96

Todas estas premisas se complementan con lo ex-
puesto en el siglo XX por Robin Fox, desde las primeras 
páginas de su obra, quien afirma que pocas personas se 
escapan a la necesidad de pertenencia a un grupo y a la 
sugestión de tener, a partir de ese espacio perfectamente 
identificado, antepasados famosos o célebres. El autor 
pregunta: por qué sentimos un gran orgullo cuando sa-
bemos que un antepasado ha tenido cierta importancia 
política o influencia social, económica o cultural en su 
tiempo, sin importar si este conocimiento tiene o no uti-
lidad práctica. Basta que el antepasado tenga cierta rele-
vancia para levantar el orgullo de sus descendientes, de 
sus familiares. Robin Fox puntualiza:

Psicológicamente, quizá se debe a la seguridad que deri-
vamos del hecho mismo de conocer nuestro linaje. Quizá 
nos sentimos menos contingentes y nuestro lugar en el 
orden de las cosas puede parecernos menos arbitrario si 
sabemos que somos un eslabón de la cadena que se ex-
tiende hacia el pasado. El saber esto nos despoja de todo 
anonimato: no caemos sin historia en el mundo...97

Lo anterior nos permite detenernos a pensar en la 
trascendencia del sentimiento de pertenencia y la fuerza 
con que impactan en la construcción de la personalidad 
otros sentimientos como afectos, miedos, aspiraciones, 
fantasías, tradiciones, por citar algunos que se aprenden 
y experimentan a partir de las estructuras familiares, 
además de ser propios a esa naturaleza humana, defini-

96		  Ibidem, p. 50.
97		  Fox, Robin, Sistemas de parentesco y matrimonio, 4a. ed., Ma-

drid, Alianza Editorial, 1985, pp. 13 y ss.
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da esta por Fromm98 como un producto de la evolución 
de la humanidad en la que se encuentran diversas reglas 
y mecanismos, tanto biológicos como culturales, que son 
inherentes a eso que consideramos humano. Son reglas 
muy diversas que varían de persona a persona, como la 
necesidad de satisfacer el sentido de pertenencia a un 
grupo, cuya función incluye nuestra protección, de tal 
suerte que nos permite imaginar que no vivimos en el 
aislamiento o la soledad, que formamos parte de algo. 
Estas reglas también responden a la necesidad del Esta-
do de garantizar los cuidados y el bienestar de las perso-
nas que, en los modelos sociales y económicos de libre 
mercado, como el mexicano, se delega en las familias.99

En otra línea discursiva, Göran Therborn100 señala 
que la definición del concepto “familia” —siempre en 

98		  Fromm, Erich, El miedo a la libertad, trad. de Gino Germani, 
Paidós, México, 1983.

99		  Para explorar esta visión actual se recomienda la obra de Ull-
mann, Heidi et al., La evolución de las estructuras familiares en Amé-
rica Latina, 1990-2010. Los retos de la pobreza, la vulnerabilidad y el 
cuidado, Santiago de Chile, UNICEF-CEPAL, Serie Políticas Socia-
les, núm. 193, 2014. En la introducción se dice que “Las familias 
desempeñan funciones esenciales como la socialización y el cuidado 
que son primordiales para el acceso de las personas al bienestar en 
un sentido amplio. Históricamente, las familias ejecutan tales fun-
ciones mediante arreglos diversos, en el contexto de las alternativas 
ofrecidas por las políticas públicas, el mercado y las organizaciones 
de la sociedad civil” (p. 9). La obra en sí es una explicación de cómo 
han evolucionado las familias en Latinoamérica y el interés que las 
políticas públicas tienen por mantener un cierto control en sus es-
tructuras; visión que es identificable con una cultura eurocentrista, 
porque no recoge otras realidades de familias diversas presentes en 
otras latitudes, como las familias indígenas o afrodescendientes, que 
conviven en nuestro país junto con esta visión más del tipo europeo.

100		  Therborn, Göran, “Familias en el Mundo. Historia y futuro en 
el umbral del siglo XXI”, en Arriagada, Irma (coord.), Familias y polí-
ticas públicas en América Latina. Una historia de desencuentros, San-
tiago de Chile, CEPAL, 2007. Pilar Calveiro (op. cit.) también señala 
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singular— tiene tres dimensiones. La primera se cons-
truye en el patriarcado y bajo el poder familiar interno 
que esta estructura mandata; es decir, la figura del pa-
dre. La segunda es definida por el matrimonio y el orden 
sexual que se deriva en el que la figura todavía prepon-
derante es un marido/padre que dirige.101 La tercera es 
identificada con la fecundidad, como consecuencia de 
las dos anteriores, y que construye las razones que han 
dado cohesión al grupo. Podemos cuestionar a Göran 
Thergorn, quien asegura que es la institución más anti-
gua del mundo; incluso, calificar esa idea como colonia-
lista. Sin embargo, precisa que:

...es un coto dentro del campo de batalla abierto del sexo 
y el poder, que delimita su libre disponibilidad median-
te el establecimiento de fronteras entre miembros y no 
miembros, donde el libre comercio y la pugna perma-
nente han reemplazado a los derechos y obligaciones… 
Las instituciones se pueden definir como estructuras de 
normas donde se fija y mantiene un juego de roles socia-
les; en este sentido, también es posible verlas como un 
tipo de equilibrio social entre poder y beneficios. Una fa-
milia, entonces, es una institución definida por normas 
para la constitución de la pareja sexual y de la filiación 
intergeneracional.102

En efecto, la familia (en singular) se ha definido, 
simbólica, cultural e institucionalmente como un grupo 
social significativo en la vida de cada persona, en su de-

que al interior de las familias hay una lucha de poder vinculada con 
la que existe en el ámbito público y que, como esta, genera violencia.

101		  Vale la pena recordar que la familia, como institución, ha teni-
do muchas modificaciones en los últimos 30 años, en especial las in-
troducidas al matrimonio por el trabajo de las mujeres para alcanzar 
la igualdad, así como el reconocimiento de los derechos de lesbianas, 
homosexuales y bisexuales de casarse y formar una familia.

102		  Therborn, Göran, op. cit., p. 32.
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sarrollo y en la construcción de su devenir en tanto ser 
humano individual con vasos comunicantes culturales 
con otros seres humanos. La estructura de este grupo 
ha sido naturalizada mediante esquemas —casi inmu-
tables— identificables y similares en casi todas las so-
ciedades, por los menos las de tradición judeocristiana 
y estructura patriarcal, en el sentido de que se recono-
ce un padre, una madre y su descendencia, aun cuando 
pueden convivir varias generaciones, consolidando la 
fuerza de los vínculos de parentesco o linaje.

Para México —y todo el territorio conocido como 
Abya Yala, antes de la llegada de Colón a este continen-
te—, estas definiciones no nada más corresponden a to-
das las poblaciones y comunidades.103 En todo caso, está 
comprobado que estos grupos sociales básicos llamados 
familia (en singular) enfrentan tensiones cuyo origen 
puede encontrarse en las altas expectativas que gravitan 
sobre ellos, ya sea por imperativos internos al conjunto 
familiar o por demandas de gobiernos, iglesias, ideolo-
gías, intereses económicos, etcétera. En este sentido, se 
afirma que:

La familia es una de las instituciones de referencia más 
importante para las personas, tanto en sus biografías 
como en sus proyectos de vida, así como uno de los tó-
picos presentes en la mayoría de los discursos. En las 
propuestas de políticas se considera a la familia como un 
factor explicativo del comportamiento individual y se re-
comienda la adopción de medidas para que actúe como 
barrera de contención de diversos problemas sociales.104

103		  Véase Popolo, Fabiana del (ed.), Los pueblos indígenas en Amé-
rica (Abya Yala): desafíos para la igualdad en la diversidad, Santiago 
de Chile, CEPAL, 2017.

104		  Arriagada, Irma (coord.), Familias y políticas públicas en Amé-
rica Latina. Una historia de desencuentros, Santiago de Chile, CEPAL, 
s/f, p. 23.
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Se nos señala que cualquier mujer y cualquier hom-
bre105 —haciendo una reflexión interna sobre sus formas 
de pensar y actuar, de relacionarse, de aprender o de to-
mar decisiones— puede reconocer su propia naturaleza 
humana y la impronta de lo aprendido en su núcleo fa-
miliar, sean experiencias vitales positivas o conflictivas, 

105		  Desde la última década del siglo pasado, tuve que explicitar 
que conozco las reglas de la gramática, según las cuales el genéri-
co masculino presupone y engloba al femenino, pero que optaba 
por la forma feminista de redacción que explicita ambos géneros 
gramaticales, que aluden a los dos sexos, como parte de un esfuer-
zo por hacer visibles a las mujeres en las estructuras patriarcales 
que, durante siglos, nos han mantenido invisibles. Hoy en día se ha 
convertido en un lenguaje políticamente correcto, aunque todavía 
hay quienes se ríen cuando se utiliza esta forma. La sociedad ha 
evolucionado y las mujeres empezamos, poco a poco, a emerger de 
siglos de sometimiento en este núcleo familiar y en la sociedad. Se 
debe seguir insistiendo en la necesidad de construir las democracias 
desde todos los espacios, sean públicos o privados. El lenguaje es 
básico en este proceso que incluye la construcción del sujeto y de 
la identidad. Debo subrayarlo, porque la Real Academia Española, 
después de haber reconocido la importancia del lenguaje no sexista, 
retornó a afirmar que “este tipo de desdoblamientos son artificio-
sos e innecesarios desde el punto de vista lingüístico”. Sí, conozco 
esta regla; sin embargo, también reconozco una realidad que desco-
nocen los integrantes de la aristocrática academia del español: las 
mujeres hemos sido invisibilizadas y discriminadas a lo largo de la 
historia, precisamente por el uso del genérico masculino. Recuerdo 
sólo el mecanismo normativo a través del cual, en octubre de 1953, 
las mexicanas obtuvimos el derecho al voto. Por otro lado, hoy en 
día esta diferencia ha sido la razón para estereotipar el comporta-
miento de mujeres y hombres, a partir de los cuales se justifica la 
opresión de las primeras. Tema complejo que tiene graves conse-
cuencias en las familias, pero no es el objeto de esta obra, por tanto, 
sugiero consultar: Lecuona, Laura, Cuando lo tras no es transgresor. 
Mentiras y peligrosidad de la identidad de género, México, edición de 
autora, 2022; Jefrey, Sheila, El género daña. Un análisis de la política 
del transgenerismo, trad. de María Rey y Ana Prats, España, Labrys 
Editorial, 2021, y Butler, Judith, El género en disputa. El feminismo 
y la subversión de la identidad, trad. de María Antonia Muñoz, Ma-
drid, Paidós, 2011.
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individuales o comunitarias. Cualquier ser humano pue-
de entender que la llamada naturaleza humana es com-
pleja y contradictoria, en la medida en que impactaron 
en su crecimiento y desarrollo los mandatos culturales 
determinados por la organización social en que creció y 
se formó, mandatos que le fueron trasmitidos en un pri-
mer momento por experiencias, narrativas y vivencias en 
el entorno familiar. Son esos mandatos constituidos por 
la educación, los valores y creencias de su grupo o comu-
nidad, las reglas sociales, cívicas, morales o religiosas, 
etcétera. También puede reconocer, en sí misma, en sí 
mismo y en las demás personas, otra serie de elementos 
difusos y diversificados por la unicidad de cada ser hu-
mano; es el caso de las preferencias, las fobias, las filias, 
los afectos, los miedos, las ideologías, etcétera, muchos 
de ellos aprendidos por igual en el núcleo familiar.

En realidad, basta mirarnos en el espejo, basta escu-
char nuestra voz y lo que decimos para reconocer estos 
mandatos, para reconocer cómo nos construyeron, in-
cluso, en la rebeldía contra sus imposiciones, sus violen-
cias, los intentos por desaparecer las particularidades 
de la individualidad, de nuestras reflexiones y convic-
ciones. Y cómo la educación recibida en este núcleo se 
convirtió, en muchas ocasiones, en un peligroso dique 
de contención a la libertad.

Todos estos elementos son manifestaciones carac-
terísticas de la individualidad, al tiempo que son una 
respuesta a la interacción entre las personas que com-
ponen una familia, que surgen y se desarrollan con ele-
mentos recogidos en la intrincada red de relaciones 
y circunstancias tejidas en torno a cada ser humano, 
hombre o mujer, a lo largo su vida, a través de su crian-
za, su educación formal e informal, sus contactos, sus 
experiencias y sus carencias. Todo lo anterior se conso-
lida en el grupo familiar de cada mujer, de cada hom-
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bre, aunque se debe reconocer que las respuestas que le 
dan a estas normas de crianza y relaciones familiares 
son diversas, aún dentro de una misma familia, depen-
diendo del lugar que ocupa cada persona en su fratría o 
en las generaciones.

En este contexto, la familia, como concepto con pre-
tensiones de universalidad y expresado en singular, es 
un núcleo social en el cual se supone que todas las per-
sonas debemos encontrar los satisfactores a nuestras 
necesidades básicas; sin embargo, es importante reco-
nocer que “En el ámbito de las relaciones de poder fa-
miliares, el hecho de plantearlas exclusivamente como 
relaciones de amor y solidaridad suele jugar este papel 
de velo u ocultamiento del dominio y de la violencia que 
aquél conlleva”.106

Ambos planteamientos son ciertos desde las pers-
pectivas de análisis que cada uno enfoca, además de ser 
coincidentes en ciertos aspectos. Así, se afirma que

La familia enfrenta otra paradoja: por una parte, es la 
primera institución a la que se recurre en busca de refu-
gio y apoyo y ante las situaciones externas cambiantes 
que provocan inseguridad; por otra, las relaciones intra-
familiares también pueden ser importantes causantes de 
inseguridad. En otras palabras, a pesar de su extrema 
vulnerabilidad ante las crisis, las familias son la institu-
ción a la que se recurre más frecuentemente para hacer-
les frente.107

En el marco de la corriente de pensamiento en las 
ciencias sociales que identifica a la familia (siempre en 
singular) como la estructura social más antigua y exten-
dida de todas las que pretenden organizar las relaciones 
humanas, se dice que en ella se originan, forman y per-

106		  Calveiro, Pilar, op. cit., p. 40.
107		  Arriagada, Irma, op. cit., p. 23.
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feccionan los mandatos culturales, sus estructuras, sus 
reglas y todo el complejo de valores que determinan la 
unicidad de las personas; por tanto, es en ella donde se 
consolidan los mandatos de masculinidad y feminidad 
que facilitan, entre otras cosas, relaciones violentas den-
tro de estos grupos que, supuestamente, son el espacio 
de refugio.

Otras corrientes consideran que la familia (en singu-
lar) es un grupo de personas que reúne uno de estos tres 
elementos: hecho biológico, acto jurídico o comporta-
miento social,108 cada uno de los cuales puede presentar 
diferentes variables, dependiendo de la cultura de que se 
trate. Para México, debemos incluir, por lo menos, la cul-
tura eurocentrista, la indígena y la afrodescendiente, y la 
época histórica que se analice. Incluso, en la actualidad, 
con el reconocimiento de la diversidad en las relaciones 
humanas que obliga al uso del plural en las familias, se 
distingue alguno de dichos elementos.

Desde el punto de vista de las comunidades, las fami-
lias tienen la particularidad de ser los grupos primarios 
de cualquier sociedad. Desde el punto de vista indivi-
dual, nuestra familia concentra los primeros encuentros 
con la otredad, tanto afectivos como conflictivos. Estruc-
turalmente son grupos configurados a partir de las rela-
ciones de parentesco y reconocidos a través de un origen 
normativo e institucionalizado como el matrimonio, el 
concubinato o las uniones libres, más allá de las reglas 
que definen a estas instituciones y de la diversidad cul-
tural y sexual que las construye.

Las antropólogas y antropólogos nos ilustran, desde 
muy diferentes puntos de vista, sobre las formas y carac-

108		  Courbe, Patrick, Derecho de familia, París, Armand Colin, 1997. 
El autor identifica cada uno de estos elementos con instituciones de 
derecho de familia: parentesco, matrimonio y adopción y concubina-
to, respectivamente.
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terísticas de los nexos de parentesco en comunidades con 
diferentes grados de desarrollo. De hecho, sus estudios 
han permitido perfilar una línea evolutiva de las familias 
junto con una línea de transformación en las manifesta-
ciones del poder, la propiedad y la división del trabajo 
que se gestan y desarrollan en su interior.109

Es claro que las perspectivas de los análisis antro-
pológicos y sociológicos sobre las familias también es-
tán matizadas por aspectos ideológicos y culturales, así 
como por los valores y creencias de quien realiza dichos 
estudios o análisis, de tal suerte que se puede entender 
que la línea evolutiva de la que se habla es sólo una de 
las muchas y variadas posibilidades. Es sólo un perfil 
indicativo. Por ejemplo, en la actualidad esta vertiente 
de la comprensión evolutiva de las estructuras familia-
res y de las relaciones de parentesco debe ser revisada, 
necesariamente, por el impacto que el desarrollo de los 
derechos humanos y la impronta del feminismo han de-
jado en las sociedades, en las familias y en las personas 
tanto como en las políticas públicas y los debates socia-
les. Por ello, se debe incorporar la comprensión de la 
diversidad y la multiplicidad de estructuras que pueden 
tener en una misma sociedad las familias y las líneas de 
parentesco que le dan forma; lo mismo que el tipo de re-
laciones que definen la interacción de las personas que 
componen una familia y las facultades que tiene el Es-
tado de definirlas, revisarlas, reconocerlas e intervenir 
para cumplir con su deber de protección, cuando los de-
rechos humanos son vulnerados.

Esta revisión implica reconocer que si bien ha sido 
cierto que el más aceptado de los sistemas de organiza-
ción de las familias es el vinculado con el parentesco y 

109		  En este sentido, sigue siendo vigente la obra de Engels, Federi-
co, El origen de la familia, la propiedad privada y el Estado, trad. de la 
4a. ed. (Bonn, 1891), México, Quinto Sol, s/f.
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la reproducción, también lo ha sido que en toda la his-
toria de la humanidad han existido sistemas de orga-
nización no visibles o no reconocidas oficialmente, re-
ferentes nada más a la voluntad de sus integrantes y la 
sexualidad.

Berghe110 afirma que el sistema reproductivo de nues-
tra especie, en el que estuvieron basadas las normas bá-
sicas del parentesco, tiene rasgos que compartimos con 
otras especies y, a partir de ello, hemos creado otros sis-
temas que lo simulan, como la adopción. En la actuali-
dad, observamos, asimismo, que la tecnología de la re-
producción humana incide, hasta ponerla en peligro,111 
ahí donde hasta hace poco tiempo sólo era cuestión de 
las funciones de la sexualidad.

Estos sistemas y otros similares pueden ser obser-
vados en todas las familias humanas con variables de 
comunidad en comunidad, incluso de familia a fami-
lia dentro de una misma comunidad, teniendo por co-
mún denominador la normatividad correspondiente. Se 
sostiene que nuestros procesos sociales deben ser vistos 
como una larga adaptación evolutiva a cambios ambien-
tales. Cabe añadir que en esta adaptación de igual forma 
influyen, entre otros factores, los movimientos sociales, 
como el feminismo, la llamada diversidad sexual, las mi-

110		  Berghe, Pierre L. van der, Sistemas de la familia humana. Una 
visión evolucionista, trad. de Hero Rodríguez Toro, México, FCE, 
1983. Los estudios antropológicos de este autor son interesantes, 
porque explican la evolución a través de tres conceptos; uno de ellos 
es el control o coerción que se ejercen de manera jerárquica en los 
grupos étnicos y en las familias. Sobre el particular, se puede estudiar 
su obra The ethnic phenomenonk (Londres, Praeger, 1987), disponi-
ble en: https://lesacreduprintemps19.files.wordpress.com/2012/12/the-
ethnic-phenomenon-1987-by-pierre-l-van-den-berghe.pdf.

111		  Más adelante, al tratar la filiación, abordaré las razones por 
las cuales se debe poner atención a ciertas formas de reproducción 
humana asistida que explican por qué son peligrosas.
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graciones humanas, las necesidades de los intercambios 
económicos, los avances científicos y el desarrollo de los 
derechos humanos, como ya señalé. Sin embargo, las 
aseveraciones de Berghe y de otras personas que partici-
pan de esta corriente, permitieron suponer la existencia 
de un patrón en “la familia humana” determinado por la 
naturaleza, que alcanzó una aceptación casi universal, 
sobre todo en los países con una cultura judeocristiana 
eurocentrista.

Con este panorama, en la última década el siglo XX 
emergen una serie de movimientos sociales a partir de 
grupos y comunidades que se consideran excluidos por 
dicho patrón pretendidamente universal y reivindican el 
ejercicio del derecho humano a formar una familia, con 
independencia de que su estructura y organización no 
correspondan a este esquema. Es el caso de las personas 
cuya preferencia sexual está ubicada fuera de los límites 
impuestos por la heterosexualidad; es decir, la sexuali-
dad aceptada y reconocida en las sociedades patriarca-
les como la normal, son los movimientos que consolidan 
su presencia en los espacios sociales con impactos en 
las legislaciones civiles y familiares de nuestro país ya 
en este siglo XXI: personas homosexuales, lesbianas, bi-
sexuales o transexuales.112

Los cambios que provocó esta reivindicación se pue-
den insertar en el enfoque analítico que propuso Lorite 

112		  No desconozco la existencia de otras diversidades en el espec-
tro sexo/género, como tampoco desconozco la teoría queer que infie-
re una performatividad a los cuerpos humanos y critica el binarismo 
hombre-mujer, pero no es el momento de profundizar en el tema. 
Sólo subrayo que, como posición política dentro del feminismo, es-
toy en contra de la desaparición de la categoría sexo de las normas 
jurídicas y del borrado de las mujeres a que ha llevado una parte 
extrema del activismo queer, como estoy en contra de la discrimina-
ción de las personas por su forma de vivir su sexo, su sexualidad o su 
identidad de género.
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Mena113 desde la segunda mitad del siglo XX, en el sen-
tido de que el sistema familiar y de parentesco que reco-
nocíamos en ese entonces no es más que una de las múl-
tiples formas posibles de asociación intersexual, una de 
las formas en que se construyó la realidad con base en 
una noción predominante y excluyente de otras posibles 
variables. Nos dice que este proceso fue indispensable 
para escapar de la enajenación, de la posibilidad de ser 
tan diferentes que no pudiéramos identificarnos con 
nada ni nadie, circunstancias amenazantes para la segu-
ridad y la integridad mental de mujeres y hombres. Por 
ello, a través de estas nociones —familia y parentesco— 
dice Lorite Mena, los esquemas provisionales de nuestro 
comportamiento se convierten en definitivos y, a partir 
de ahí, se habla de naturaleza humana, de instintos, or-
den inviolable, de lo natural, lo humano, aunque lo real-
mente común y universal en lo humano es la diversidad, 
esa que permite cuestionar cada uno de estos conceptos 
y construir una vivencia personalísima en cada mujer y 
cada hombre.

En este contexto, las afirmaciones de Franca Basa-
glia114 siguen vigentes. Ella manifiesta que a través de 
esta “invención de la naturalidad” y de la “diversidad 
natural”, a partir de mandatos de masculinidad y femi-
nidad muy claros y con similitudes relevantes en todas 
las culturas, se fijan las bases de la dominación y las 
relaciones de poder al interior de las familias de donde 
se exportan como naturales a todos los espacios en casi 

113		  Lorite Mena, José, El orden femenino. Origen de un simulacro 
cultural, Barcelona, Anthropos, 1987, passim. En esta obra se da una 
explicación bastante precisa de cómo se han estructurado las respues-
tas sexuadas de nuestras sociedades, con lo cual se muestra que estas 
estructuras no son más que una de las múltiples alternativas posibles.

114		  Basaglia, Franca, Una voz: reflexiones sobre la mujer, trad. de 
Hugo M. Donato, Puebla, Benemérita Universidad Autónoma de Pue- 
bla, 1986.
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todas las organizaciones sociales. Estas referencias per-
miten pensar en una retroalimentación de dichos man-
datos hacia el círculo familiar, para su organización y 
construcción de sus funciones, de donde se reproducen 
en ámbitos socio comunitarios que, a su vez, difunden y 
replican estos mandatos en otras relaciones.

Por otro lado, desde una perspectiva sociológica, se 
han identificado y definido una serie de funciones pro-
pias de este grupo llamado familia natural que, en apa-
riencia, se repiten en casi todas las comunidades huma-
nas. Dentro de ellas están, como ya vimos, la procreación 
y crianza, los cuidados y la satisfacción de necesidades 
físicas y afectivas, la socialización o formación de la per-
sonalidad de las mujeres y hombres que integran una 
familia en particular y las familias en las sociedades. 
Son funciones básicas en el desarrollo y sobrevivencia 
de la vida humana y de la vida comunitaria, pero no son 
las únicas ni pueden pensarse como universales, ya que 
forman parte de una narrativa sobre su importancia en 
las sociedades. Debido a que no necesariamente son ex-
periencias comunes a todas las personas ni en todas las 
sociedades, es difícil proponer una definición universal 
de la llamada familia natural.

En este contexto, Weber sostiene que tanto las re-
laciones sexuales —aquellas que permiten la procrea-
ción— como los vínculos entre la madre, el padre y las 
hijas e hijos —crianza, afecto, bases de socialización, 
cuidados del grupo—, o los que hay entre hermanos y 
hermanas sólo tienen significado en la “creación de una 
actividad comunitaria”, pues son el fundamento usual 
—que no el único— de una unidad económica a la que él 
denomina “comunidad doméstica”. Esta teoría coinci-
de, de alguna manera, con el supuesto de un pacto entre 
las personas y entre las comunidades, en el cual el gru-
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po que denominamos familia tiene asignadas funciones 
específicas.

La línea de reflexión propuesta por Weber conduce 
a pensar que dichas funciones no están determinadas 
por la naturaleza, sino por los usos y costumbres o, en 
su caso, son inducidas por los grupos en el poder para 
facilitar el control social a través de la naturalización 
de ciertos valores y creencias que se pretenden comu-
nes a una sociedad determinada en un momento deter-
minado.115

El factor económico como elemento predominante 
de coerción familiar también es señalada por Ralph Lin-
ton, quien apunta que “de todas las funciones impues-
tas socialmente al grupo familiar, la más importante 
es la relacionada con la producción económica”.116 Un 
dato que llama mucho la atención es que no identifica 

115		  Weber, Max, Economía y sociedad, esbozo de sociología com-
prensiva, ed. revisada y anotada por Francisco Gil Villegas, nota 
preliminar y trad. de José Medina Echavarría, trad. de Juan Roura 
Parella, Eugenio Ímaz, Eduardo García Maynez, José Ferrater Mora, 
Francisco Gil Villegas, 3a. ed., México, FCE, 2014. Se tiene que cues-
tionar el surgimiento de este pacto, porque la historia nos relata sola-
mente la versión de los hombres, de los jefes de familia, y es a través 
de ella y sus mandatos como se definió el patriarcado, estructura 
que da forma a las instituciones familiares actuales. Las voces de las 
mujeres, de los niños y niñas, de aquellas personas sin poder, esas 
poco tuvieron que ver en la definición de ese pacto. Sobre este cues-
tionamiento se puede consultar a Pateman, Carol, El contrato sexual, 
trad. de María Luisa Femenías, Madrid, Ménades-Trincheras, 2019, y 
otras de sus obras, como “The Settler Contract,” en Pateman, Carole 
y Mills, Charles, Contract and Domination, Cambridge, Polity Press, 
2007. En la epístola The Sexual Contract Twenty-Five Years Later: A 
Response disponible en: http://historyofthepresent.org/3.2/pateman.
html), la propia Pateman reconoce que su obra se refiere a los matri-
monios y familias heterosexuales, dado que fue escrita en épocas en 
que el matrimonio entre personas del mismo sexo era impensable, 
como respuesta a las críticas de Jack Jackson.

116		  Véase Linton, Ralph, Estudio del hombre, trad. de Rubín de la 
Borbolla, edición conmemorativa, México, FCE, 2006, pp. 161 y ss.
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ni la crianza ni la educación ni la economía de cuidados 
como funciones básicas de la familia. Sin embargo, su 
afirmación no es del todo errónea ni anticuada, porque 
reconoció el rol que tienen las familias en el consumo de 
bienes y servicios y, dentro de estos, el valor económico 
del trabajo doméstico o la economía de cuidados que 
gira en torno a los roles impuestos a las mujeres dentro 
de las familias en casi todas las culturas. Faltaría reco-
nocer los conflictos, maltratos y violencia que surgen al 
interior de estos grupos y que afectan a una gran parte 
de la población con diferentes grados de intensidad.

En realidad, las formas de aproximarse al estudio 
y análisis del grupo social, ya sea entendido en singu-
lar (familia) o en la diversidad reflejada en el plural fa-
milias, son múltiples y variadas. No obstante, hay un 
elemento coincidente: la existencia de nexos afectivos o 
económicos mucho más sólidos que el mero hecho bio-
lógico de la procreación, el parentesco, la división se-
xual del trabajo, los cuidados y los roles estereotipados 
para cada uno de sus integrantes, con los que se preten-
de caracterizar a las familias en tanto funciones o tareas 
determinadas por las necesidades y valores de cada so-
ciedad.

A partir de las manifestaciones externas impuestas 
por valores de tipo cultural o por la costumbre, en el 
esquema patriarcal existe una imagen de familia que 
responde conceptualmente a un grupo doméstico defi-
nido como natural, en el cual se supone que mujeres 
y hombres experimentan las primeras relaciones afec-
tivas y de solidaridad, al interior del cual se cumplen 
funciones específicas como la de procreación, crianza y 
socialización. Es una imagen que no resiste las pruebas 
a las que se le somete, mediante la simple observación 
de la realidad, para asegurar que estas funciones tienen 
un carácter universal. La violencia familiar, el maltrato 
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infantil, la irresponsabilidad paterna, el abuso sexual a 
niñas y niños perpetrado en su mayoría por el padre, el 
individualismo, entre otros factores, desmienten esa idí-
lica imagen de la familia natural.

Efectivamente, existe una realidad que confronta to-
dos los días esa imagen, de tal suerte que se entiende 
mejor lo que significa familia y sus relaciones en el tipo 
de análisis y reflexiones propuestos por personas como 
Lorite Mena, Basaglia o Salles y Oliveira.117 Esta reali-
dad se hace palpable en lo cotidiano y muestra, en toda 
su magnitud e importancia, la serie de complejas ma-
nifestaciones personales que definen a cada ser en su 
individualidad, más allá de los patrones culturales que 
pretenden imponer la uniformidad tanto de las personas 
como de lo que conocemos como familia (en singular), 
al igual que los cambios que imponen las nuevas formas 
de unión conyugal, las técnicas de reproducción asistida 
y las variables sobre la adopción, de las que propondré 
una serie de reflexiones más adelante.

En este momento, pregunto si las reflexiones de 
Martha Minow118 referidas a las familias son un puerto 
del amor, la atención y el afecto, o son el infierno de las 
manipulaciones, la culpa y la opresión; si la familia es 
un grupo naturalmente determinado en donde las nor-
mas sólo perfilan lo que la biología y la pasión definen o 
es una institución social creada y regulada por los Esta-
dos —o las comunidades— con fines específicos. Estas 
preguntas nos remiten a la realidad de la persistencia de 
situaciones de violencia con diferentes grados de grave-

117		  Oliveira, Orlandina de y Salles, Vania, “Acerca del estudio de 
los grupos domésticos: un enfoque sociodemográfico”, en Grupos 
domésticos y reproducción cotidiana, México, UNAM-Miguel Ángel 
Porrúa-El Colegio de México, 1989.

118		  Minow, Martha (comp.), Familiy Matters. Readings on Family 
Lives and the Law, Nueva York, New Press, 1993.
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dad y a la evidencia de la diversidad de tipos de fami-
lias y arreglos entre sus integrantes que sólo se empie-
zan a reconocer en las leyes a partir de este siglo XXI. 
Son dudas que nos permiten afirmar que, más allá de la 
pretendida naturaleza, existen reglas y normas jurídicas 
que buscan institucionalizar las relaciones familiares, 
sus estructuras y funciones, con objetivos ya expresados 
desde el siglo XVIII por Montesquieu.119

En la actualidad es evidente que al utilizar el con-
cepto familia (en singular) las imágenes que se proyec-
tan dependen de las características del grupo que está 
hablando; por ello, en los ámbitos del poder público —y 
ante la presión e insistencia de la llamada sociedad civil 
organizada— se empezó a utilizar el concepto en plural 
desde la década de 1990.

Es claro que analizar las estructuras y dinámicas fa-
miliares desde otras disciplinas pone en evidencia un di-
vorcio —cuando no franco conflicto— entre el derecho y 
sus reglas, frente a las visiones, conclusiones y enfoques 
de otras áreas del conocimiento humano y de estudio de 
las familias.120

En efecto, a manera de resumen de este repaso in-
terdisciplinario, la familia (en singular) es un concepto 
con el que se ha pretendido dar forma a una imagen 
universal de las relaciones primarias entre los seres hu-
manos. En esta pretendida singularidad se ha dicho que 
es el Núcleo Social Básico —así, con mayúsculas—, en 
el cual mujeres y hombres encontramos los referentes 
afectivos, normativos y culturales que nos permiten in-

119		  Montesquieu, Charles Louis (de Secondat, señor de la Brède y 
barón de Montesquieu), L’Esprit des Lois, en Oeuvres Complètes, vol. 
II, París, Gallimard, 1958, pp. 227 y ss.

120		  Un ejemplo es la obra de García, Brígida y Oliveira, Orlandina 
de, Las familias en el México metropolitano: visiones femeninas y mas-
culinas, México, El Colegio de México, 2006.
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sertarnos en la comunidad a la que pertenecemos o en 
la que nacemos.

Para bien o para mal, la mayoría de las personas de 
todas las culturas tenemos una experiencia de relación 
familiar, por eso nos cuesta mucho trabajo detenernos 
a observar desapasionadamente sus entretelas construi-
das de afectos, miedos, aspiraciones, fantasías, lealtades, 
reglas, tradiciones, prejuicios, valores, deberes, orgullos, 
privilegios, cargas, solidaridades, maltratos, violencias 
y todos los elementos que podamos enlistar ahora o en 
cualquier otro momento. Más trabajo nos cuesta obser-
var y reconocer la diversidad de comportamientos y re-
laciones familiares que no concuerdan con nuestra pro-
pia vivencia. De ahí la importancia del reconocimiento y 
respeto a la dignidad de las personas en el contexto de la 
construcción y evolución de los derechos humanos, así 
como su incorporación en el derecho familiar.

II. Las estructuras 
familiares en México

El estudio y análisis de las estructuras familiares apor-
ta datos fundamentales para entender una sociedad o 
comunidad determinada, sus cambios, su evolución, la 
problemática del presente, incluso las relaciones demo-
cráticas. Las familias reflejan la transformación de la so-
ciedad y la provocan. En este sentido, Catalina Arteaga y 
otras sociólogas chilenas explican que

Uno de los procesos propios de las sociedades modernas 
se relaciona con las transformaciones de las relaciones 
familiares. A partir de eventos como la Revolución In-
dustrial, las ciencias sociales han atendido a la dimen-
sión doméstica como uno de los referentes importantes 
de transformación social, a la vez que un espacio privile-
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giado de observación de cambios acontecidos en la esfe-
ra de la vida privada y la familia.121

En nuestro país, estas trasformaciones mantienen 
huellas evidentes en familias diversas: las que se confor-
man y viven en grandes centros urbanos o las que viven 
en comunidades pequeñas; familias conformadas por 
las normas vigentes en los ordenamientos civiles, las po-
líticas públicas y las ideologías que podemos englobar 
en el concepto “occidentales”; o bien, familias estructu-
radas de manera amplia como las que se suelen encon-
trar en regiones rurales e indígenas. Se trata, pues, de 
grupos sociales con perspectivas históricas, antropoló-
gicas y sociológicas que son definidas igual por las nor-
mas jurídicas vigentes.

Esta diversidad y reestructuración se da a partir del 
último lustro del siglo XX, y es en la primera década del si- 
glo XXI que estas características son reconocidas por 
organismos internacionales, como la Comisión Econó-
mica para América Latina y el Caribe (CEPAL), como un 
perfil claro en América Latina, en el sentido de que hay 
menos hogares biparentales y más hogares monoparen-
tales encabezados por mujeres. Se identifica una gran 
diversificación en los arreglos o estructuras familiares 
y una composición generacional de las familias en los 
hogares y comunidades, así como el papel de las muje-
res que se bifurca entre los cuidados y la necesidad de 
proveer económicamente a la sobrevivencia familiar.122 

121		  Arteaga A., Catalina, Sepúlveda, Denisse y Aranda, Verónica, 
Revista de sociología, núm. 27, 2012, p. 37, disponible en: http://www.
facso.uchile.cl/publicaciones/sociologia/articulos/27/2702-ArteagaSe-
pulvedaAranda.pdf.

122		  Ullmann Heidi, Maldonado Valera, Carlos y Nieves Rico, Ma-
ría, La evolución de las estructuras familiares en América Latina, 
1990-2010. Los retos de la pobreza, la vulnerabilidad y el cuidado, San-
tiago de Chile, CEPAL-UNICEF, 2014.
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Con esto en mente, veamos la caracterización de estos 
grupos sociales en los textos normativos, sin perder de 
vista que son espacios de gran movilidad y múltiples 
transformaciones, pero su institucionalización jurídica 
tiende hacia una aparente estabilidad.

1. Modelos, formas y características

Ya en otra ocasión123 había manifestado que para in-
tentar hacer un perfil de las familias en México debía-
mos partir de la concreción de este concepto, pues al 
hablar de familia o familias estamos hablando, primero, 
de dos tipos de grupos sociales con estructuras y fun-
ciones propiamente distintas. Además, cada una de es-
tas estructuras ofrece una amplia gama de variables que 
hacen muy difícil distinguir con claridad las caracterís-
ticas de este llamado núcleo básico, aún en el imagina-
rio singular de familia. Es una amplia gama de varia-
bles, tanto que podemos afirmar, sin temor a exagerar, 
que la única característica de las estructuras familiares 
realmente universal es una diversidad construida por la 
intrincada red de relaciones interpersonales que se de-
sarrollan en su interior, y por otra red, del mismo modo 
compleja, tejida a partir de los vínculos que establece el 
grupo y cada uno de sus integrantes hacia el exterior; 
vínculos afectivos, comerciales, de apoyo, comunitarios, 
amistad, intereses políticos o religiosos y un largo etcé-
tera. Diversidad y permanente proceso de cambio son, 
paradójicamente, los conceptos que permiten entrar al 
estudio de los tipos y formas de familias en nuestro país 
de manera más sencilla.

123		  Pérez Duarte y Noroña, Alicia Elena, “Perspectivas socio ju-
rídicas de las relaciones familiares”, Boletín Mexicano de Derecho 
Comparado, México, Nueva serie, año XX, núm. 59, mayo-agosto de 
1987, pp. 568 y ss.
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Hacia finales del siglo XX se pudo sostener que en-
contrábamos dos modelos de estructuras familiares 
vinculadas por el parentesco y articulados por la ley: la 
familia nuclear y la familia extensa. A la primera la po-
díamos entender como el grupo formado por una pareja 
de personas adultas —casadas o no— que ha procrea-
do y vive con su prole; es decir, los hijos e hijas, sean 
consanguíneos o adoptados. Desde la antropología y la 
sociología se refieren a esta familia como unidad bioló-
gica o grupo doméstico. Por familia extensa podíamos 
entender que se trataba de un grupo difuso integrado 
por todas las personas ligadas a través de vínculos de 
parentesco, ya sea consanguíneo, adopción o afinidad. 
Como ya vimos, estudios de antropología y de sociología 
indican que esta familia es una creación cultural que se 
ha dispersado —hasta casi desaparecer y, desde luego, 
perder su cohesión como grupo—, sobre todo en los cen-
tros urbanos.124

A estas dos estructuras se añade la familia monopa-
rental, integrada por el padre o la madre125 con la prole. 

124		  Véase Rabell Romero, op. cit.; König, René, La familia en nues-
tro tiempo, una comparación intercultural, trad. de José Almaraz, 
Madrid, Siglo XXI Editores, 1981, y Courbe, Patrick, op. cit.

125		  La CEPAL reporta que 86% de las familias monoparentales es-
tán conformadas por una mujer, sus hijas e hijos (en Milosavljevic, 
Viviane, Estadísticas para la equidad de Género, Santiago de Chile, 
ONU-CEPAL-UNIFEM, 2007). Podemos observar que también en 
México, la proporción de familias monoparentales encabezadas por 
una mujer va e incremento (véase, por ejemplo, Instituto Nacional 
de las Mujeres et al., El enfoque de género en la producción de las es-
tadísticas sobre familia hogares y vivienda en México. Una guía para 
el uso y una referencia, México, 2003). Se reconoce que los censos de 
población del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) 
no proporcionan de manera clara este tipo de información (véase 
Rabell Romero, op. cit.). Sin embargo, es un dato que podemos co-
rroborar con estadísticas de países con culturas más o menos simila-
res a la nuestra. Por ejemplo, en España se observa que para el año 
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Las razones de la existencia de estas familias y de su 
incremento son varias. Es difícil conocerlas todas, por-
que en ocasiones son transitorias, por ejemplo, entre el 
divorcio o la viudez y la celebración de un nuevo matri-
monio o la decisión de unirse en concubinato. También 
está un número importante de madres con hijos e hijas 
de un solo o varios hombres, todos ausentes, y de padres 
solteros con más o menos interacción con sus hijos e hi-
jas.126 Oliveira y Salles señalan que:

El concepto de familia, a su vez, remite a una institu-
ción constituida a partir de relaciones de parentesco, 
normadas por pautas y prácticas sociales establecidas. 
La institución familiar, como espacio de interacción, re-
basa la unidad residencial, pero como ámbito privilegia-
do de la reproducción biológica y socialización primaria 
de los individuos, puede implicar la corresidencia.127

Se trata de una residencia común que ha dejado de 
ser el eje de identificación de las relaciones familiares. 
Rabell Romero afirma, con razón:

A principios del siglo XXI, pareciera que las familias, tal 
como las conocíamos desde la época de nuestros abue-
los, están casi desapareciendo; presenciamos un aumen-
to en la proporción de separaciones y divorcios, y también 
en el número de familias monoparentales, resultado de 

2008, 33.15% de los niños y niñas nacidos allá, lo hicieron fuera de 
matrimonio; en 1988 eran sólo el 9.12% (según datos de www.ines.
es), y se calcula que hay más de medio millón de familias monopa-
rentales.

126		  Véase Giraldes, Mónica et al., “La familia monoparental”, dispo-
nible en: http://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/2698833.pdf. Esta 
obra contiene una monografía que presenta de manera simple y es-
quemática la construcción de este tipo de familias en España y sus 
problemas particulares.

127		  Oliveira y Salles, op. cit., p. 14.
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estas separaciones, y una serie de reacomodos familiares 
como respuesta a la intensa emigración.128

Estos estudios permiten confirmar que no es posi-
ble establecer un perfil de lo que se solía llamar familia 
con validez universal, ni siquiera concentrando nuestra 
atención en México podemos hacerlo, por la gran di-
ferencia que existe entre las poblaciones rurales y ur-
banas, por el grado de desarrollo económico y las cos-
tumbres sociales existentes en las distintas regiones del 
país, por la variedad de ideologías que matizan las re-
laciones de poder en las unidades domésticas en cada 
centro de población, en cada ciudad, en cada colonia; 
por la transición demográfica que estamos viviendo a 
causa de la disminución de la mortalidad infantil, el 
crecimiento de la esperanza de vida y los resultados de 
los programas de planificación familiar; por la trasla-
ción a otras instituciones o al Estado de las funciones 
que en los siglos XIX y principios del XX (desde la dé-
cada de los años treinta) tenían las familias mexicanas; 
por la exacerbación del individualismo129 y los cambios 
de paradigmas de producción con el advenimiento de la 
industrialización; por los cambios de expectativas res-
pecto del matrimonio en las personas jóvenes; por el 
cuestionamiento de los roles estereotipados que el pa-
triarcado ha impuesto a los hombres y a las mujeres, en 
general, pero con mayor fuerza en las relaciones fami-
liares; por el ingreso de las mujeres al mercado laboral 
y por la fragilidad de los vínculos conyugales.

128		  Rabell Romero, op. cit., p. 9.
129		  Rabel señala que “La educación formal tiene otras consecuen-

cias en el terreno de las relaciones familiares; en la medida que ca-
pacita a las personas en la toma de decisiones, fortalece el proceso 
de individualización y crea las condiciones para que las relaciones 
familiares sean menos autoritarias y para que los individuos se ale-
jen del control ejercido por la red de parientes”. Ibidem, p. 12, 
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A ello hay que incorporar una variable siempre pre-
sente pero hoy visible, evidente: la existencia de familias 
que no se articulan a través de relaciones heterosexua-
les. Hoy se reconocen familias cuyas cabezas son dos 
mujeres o dos hombres que se habían mantenido en la 
invisibilidad, fuera del alcance de miradas de reproche 
social y la discriminación. Hacia finales del siglo pasa-
do, con el desarrollo de los derechos humanos, la visi-
bilidad de estas familias se hizo más evidente y la carta 
de legitimación surge con el reconocimiento legal; pri-
mero, de las llamadas sociedades en convivencia, y des-
pués, de los matrimonios entre personas del mismo sexo 
o matrimonios igualitarios.

Con este amplio abanico estructural, incluso en las 
familias más conservadoras, se perfila, poco a poco, una 
tendencia hacia la desaparición de los roles tradiciona-
les asignados a las mujeres y a los hombres, entre otros 
motivos, por la incorporación de las primeras a la po-
blación económicamente activa y reconocida como pro-
ductiva, pero el impulso de la lucha feminista por acor-
tar las brechas de desigualdad entre los sexos también 
ha desdibujado esos roles tradicionales. Es una tenden-
cia que se supone debería favorecer la desaparición de 
la subordinación y dependencia de las mujeres y de los 
hijos e hijas a los padres; no obstante, duplica la carga 
de trabajo para nosotras, pues nos corresponde una do-
ble o triple jornada de trabajo para hacer frente a las 
necesidades familiares: una o dos al exterior del hogar 
para completar el sustento, y otra al interior de ese ho-
gar, la atención de las labores domésticas, de cuidados y 
de crianza, las cuales siguen depositadas en su mayoría 
sobre los hombros de las mujeres.

Por todo esto, no queda más que reconocer que lo 
único cierto es que no existe una familia modelo ni un 
concepto de familia universal, ya que, conforme am-
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pliamos nuestro conocimiento de los seres humanos y 
de las relaciones que se establecen entre las personas, 
constatamos la diversidad de familias en nuestras co-
munidades, tanto como constatamos las estructuras 
patriarcales de poder que controlan estas relaciones y 
grupos familiares130 En este sentido, el Grupo Técnico 
sobre Familia, del Comité Nacional Coordinador para la 
IV Conferencia Mundial de la Mujer 1995,131 expuso que 
tanto las características sociodemográficas como la pro-
pia organización familiar de la vida cotidiana varían con 
el transcurso del tiempo, en la medida que estos núcleos 
sociales responden a las transformaciones económicas, 
demográficas y culturales que se dan a nivel global, na-
cional, regional y local.132 Apuntó que las familias:

...no son unidades homogéneas, presentan diferencias 
entre regiones, por áreas rurales y urbanas, entre secto-
res sociales y grupos étnicos. Internamente se caracteri-

130		  Desde hace algunos años empezamos a leer sobre esta diversi-
dad. Las feministas estamos haciendo hincapié en ella como elemento 
democratizador. Véase Bunch, Charlotte, “Feminismo, democracia y 
derechos humanos”, en Fem, México, año 17, núm. 125, julio de 1993, 
pp. 6-10. Específicamente señala: “...1994 ha sido designado como el 
Año de la Familia y éste podría llegar a ser un conflicto ideológico 
sobre los «valores de familia» semejante al que experimentamos en 
las pasadas elecciones de los Estados Unidos. Debemos preguntarnos 
quien define a la familia y sus valores. Debemos sacar a la luz las pers-
pectivas feministas sobre las familias —así en plural, porque existen 
muchas formas de familia— y los valores de cooperación, respeto y 
democracia que deberían estar en el centro de la vida familiar...”.

131		  Grupo coordinado por Orlandina de Oliveira, formado por 
Marcela Eternod y María de la Paz López (analistas) y Anameli Mon-
roy (secretaria técnica). Este grupo redactó el folleto Las familias 
mexicanas, publicado por el Comité Nacional Coordinador para la 
IV Conferencia Mundial sobre la Mujer, México, Consejo Nacional 
de Población, Colección Situación de la Mujer en México, aspectos 
sociales, núm. 6, 1995.

132		  Véase la versión final del informe de este grupo, p. 2.
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zan por relaciones asimétricas, de acuerdo con la edad, 
sexo y parentesco de sus integrantes. Las decisiones que 
se toman en su seno son producto de una responsabili-
dad, compartida o impuesta, entre sus miembros. Asi-
mismo, los derechos y obligaciones no necesariamente 
se asumen de igual forma por sus integrantes. La orga-
nización familiar de los procesos de reproducción gene-
racional y cotidiana se basa en lazos de afecto y solida-
ridad entre los miembros; pero, también genera tensión, 
conflictos y hasta violencia.133

En las zonas urbanas de nuestro país, como en casi 
todo el mundo occidental, las características de las fa-
milias se han ido transformando, porque ya no existe 
una clara división del trabajo dentro del núcleo fami-
liar; el intercambio sexual y sus reglas se han modifi-
cado, pues existe una gran movilidad en la formación 
y recomposición de las parejas,134 y se ha visibilizado y 
reconocido el derecho a formar un familia que asiste a 
todas las personas, incluso a aquellas que no responden 
a los mandatos heteronormativos.

El intercambio de roles entre la mujer y el hombre, el 
acceso de las mujeres a fuentes de trabajo remuneradas, 
la necesidad de recurrir a otras instituciones para aten-
der funciones otrora encargadas a las familias (como es 
la educación), la ausencia de uno de los adultos proge-
nitores (generalmente el padre), el envejecimiento de la 
población que exige de las familias una solidaridad ma-
yor con sus ancianos y ancianas, así como el reconoci-
miento de la lesbo y homoparentalidad,135 entre otros, 
son factores que han incidido en esa transformación.

133		  Idem.
134		  Véase Segalen, Martine, Sociologie de la famille, París, Armand 

Colin, 2000.
135		  Para ampliar la comprensión de este concepto se puede consul-

tar: Robaldo, Marcelo, “La homoparentalidad en la deconstrucción 
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Dentro de este universo de variables, Luis Leñero,136 
partiendo de la base que el singular familia identifica un 
“núcleo natural básico de la sociedad”, define a la “fami-
lia nuclear mexicana” como un grupo primario al que 
califica de institucionalizado, cuyo ideal está en la con-
junción “de la relación primaria afectiva, volitiva y ra-
cional de sus miembros y el sentido trascendente de las 
funciones familiares como institución social”,137 pero 
multifacética. En algunos casos está constituida por el 
padre, la madre y los hijos e hijas; en otros, la encontra-
mos formada por la madre, como jefa de familia, y su 
prole, en donde uno de los hijos o hijas mayores —casi 

y reconstrucción de familia. Aportes para la discusión”, Revista Pun-
to Género, núm. 1, abril de 2011, pp. 171-183, disponible en: http://
www.revistas.uchile.cl/index.php/RPG/article/viewFile/16859/17559; 
Dubreuil, Éric, Des parents de même sexe, París, Odile Jacob, 1998; 
Lozano Verduzco, Ignacio y Jiménez Solórzano, Alina, “La homopa-
rentalidad desde gays y lesbianas en la Ciudad de México”, Revista 
Digital Universitaria, vol. 11, núm. 8, 1 de agosto de 2010, disponi-
ble en: http://www.revista.unam.mx/vol.11/num8/art77/#up; Márquez 
García, Begoña, “Discurso experto y acción social: la construcción 
de la homoparentalidad como asunto político”, Documentos de Tra-
bajo Social, Revista de Trabajo Social y Acción Social, núm. 48, 2010, 
pp. 158-181, disponible en: https://www.trabajosocialmalaga.org/wp-
content/uploads/2019/05/48_08.pdf.

136		  Leñero, Luis, La familia, México, ANUIES, 1976, pp. 24 y ss.
137		  Minow, Martha (comp.), op. cit., p. 20. La autora señala que en 

1990 sólo 26% de las familias en Estados Unidos estaban formadas 
por el padre, la madre y los hijos o hijas menores de 18 años. En Mé-
xico, los porcentajes son un poco más elevados, según los datos del 
censo de ese mismo año, pero desde luego la tendencia a la diversi-
dad en las estructuras familiares existe; de hecho, según la informa-
ción obtenida a través de conversaciones con personal que labora en 
INEGI, la formación de grupos para efectos estadísticos incluye las 
variables de familias, cuya cabeza es una adolescente o por mujeres 
de la tercera edad, con compañero ausente, pero declaradas formal-
mente unidas, entre otras. De ahí que sea más correcto utilizar el 
concepto en plural, evitando, con ello, discriminaciones absurdas en 
pleno siglo XXI.
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siempre una hija— toma el rol tradicionalmente asig-
nado a la madre, mientras que ésta asume el de provee-
dora.138 Se encuentran también estructuras en las que 
la abuela materna y la madre, indistintamente, asumen 
los roles de cuidados reservados a la madre, mientras la 
otra tiene la tarea del sostenimiento económico del ho-
gar. En otras, el padre y la madre están separados, pero 
mantienen cierto tipo de relaciones a través de y con los 
hijos e hijas, quienes frecuentan y establecen algún tipo 
de trato con las segundas parejas de ambos. En algunas 
ocasiones, la pareja de adultos está unida en matrimo-
nio; en unas más, el vínculo es por concubinato o, en la 
actualidad, mediante una concertación de dos personas 
adultas que se relacionan nada más con el fin de pro-
crear un hijo o hija, sin un hogar común.

Otras veces tenemos a padres y madres adultos; con 
demasiada frecuencia hay progenitores que apenas han 
entrado a la pubertad, de tal suerte que son tan niños o 
niñas como sus propios hijos e hijas. A veces, la fami-
lia surge cuando ocurre un hecho biológico, como lo es 
el nacimiento, por reproducción natural o asistida; en 
otras, a través de un acto jurídico, como la adopción. 
Se da el caso que la pareja de adultos son dos perso-
nas del mismo sexo, en el cual sólo una procreó o am-
bas adoptaron o las hijas e hijos provienen de una rela-
ción heterosexual previa. A todo ello habrá que sumar 
los diferentes grupos básicos que sin estar unidos por 

138		  Véase Bar Din, Anne, “Trastornos de roles y géneros en familias 
marginadas”, Debate Feminista, año 4, vol. 7, marzo de 1993, pp. 
201-211. En este artículo, la autora da el nombre de hijo parental, 
generalmente la hija mayor, al que asume el rol tradicional de la 
madre. Asimismo, explica que en estas circunstancias el contacto 
afectivo y de comunicación entre la madre y sus hijos e hijas es casi 
nulo. Ello cuestiona todas las definiciones que hablan de la familia 
como el grupo en el que los seres humanos encontramos nuestros 
primeros contactos afectivos.
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algún vínculo reconocido legalmente funcionan como 
si fueran una familia, además de los nuevos sistemas 
de reproducción humana que están propiciando nuevas 
formas de organización, a partir de estructuras mono-
parentales por un acto de voluntad y el uso de la tecno-
logía para la reproducción humana.

No es posible olvidar que, desde la última década del 
siglo XX, homosexuales, lesbianas, bisexuales y lo que 
incluye la llamada población TTTIQ,139 en los debates 
por el reconocimiento de sus derechos —en especial a 
la no discriminación— han hecho visible una realidad: 
hay familias formadas por una pareja de hombres o de 
mujeres, con y sin hijos e hijas; tienen organizaciones 
similares a las familias heterosexuales, con problemáti-
cas similares, más allá de la discriminación y ostracis-
mo al que se les ha condenado por siglos, en el sentido 
de ser parejas estables de origen o que se constituyen 
en una recomposición familiar después de la disolución 
de un matrimonio o concubinato previo. Unas habitan en 
un mismo hogar, otras son pareja cada una en su casa, 
etcétera.140

En relación con el sustento de la familia, hasta hace 
pocas décadas se indicaba, sin lugar a dudas, que esta-
ba a cargo de los miembros adultos; sin embargo, siem-
pre han existido aquellas que necesitan que hijas e hijos 
ayuden para completar los magros ingresos del padre y 
la madre; por ello, vemos un número importante de ni-
ños y niñas incorporados, si tienen suerte, a las fuer-
zas subempleadas o en actividades como limpiaparabri-
sas, malabaristas y payasitos callejeros. Vemos también 

139		  Personas transexuales, transgénero, intersexuales y queer.
140		  Sobre las familias homoparentales se recomienda leer la tesis 

doctoral de López Marroquín, Scherezada, “El debate social y el reco-
nocimiento de los derechos de las familias homoparentales en México”, 
México, CIESAS-DF, 2015.
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cada vez mayor número de infantes incorporados a for-
mas contemporáneas de esclavitud, como la prostitu-
ción, pornografía, clasificadores de basura, cargadores, 
etcétera.141

A pesar de esta variedad, aun se habla de la fami-
lia en singular y de que este núcleo social cumple con 
las funciones tradicionales de sexualidad, procreación, 
socialización y cooperación, así como las de afecto142 y 
autodeterminación o formación sociocultural ya men-
cionados, aunque la flexibilización de estas estructu-
ras, la diversificación de las funciones y su reconsti-
tución potencializa las tensiones que siempre han 
existido entre sus integrantes y hace más complejos 
los procesos de cohesión. Al respecto, Arranz, Oliva y 
otros refieren que:

Las familias reconstituidas afrontan dos circunstancias 
interactivas que les confieren una peculiaridad específi-
ca: una reorganización sistémica compleja, más allá de 
la que se pueda producir en las adoptivas o monoparen-
tales, y el inicio y consolidación de relaciones entre per-
sonas con vínculos familiares legales, pero no biológi-
cos, entre madrastras, padrastros, hijastros, hijastras y 
hermanastros.143

141		  Sobre el trabajo infantil y, en particular, sobre las peores for-
mas de trabajo infantil, UNICEF genera informes periódicos que dan 
cuenta de la gravedad de este problema. Véase la página web de esta 
institución: www.unicef.org.

142		  Desafortunadamente las evidencias de que este elemento 
afectivo no está presente en gran número de familias urbanas son 
cada vez mayores. Véase Bar Din, Anne, “Trastornos de roles...”, cit. 
pássim.

143		  Véase Arranz, Enrique et al., “Análisis comparativo de las nue-
vas estructuras familiares como contextos potenciadores del desa-
rrollo psicológico infantil”, Infancia y Aprendizaje Journal for the Stu-
dy of Education and Development, vol. 33, núm. 4, 2010, pp. 503-513, 
disponible en: https://personal.us.es/oliva/diversidad%20familiar.pdf.
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En las zonas rurales es difícil caracterizar a las fa-
milias actuales, ya que varían los tipos dependiendo de 
la región, procedencia étnica y particularidades de usos, 
costumbres y nociones culturales. Sin embargo, se dice 
que todavía podemos encontrar algunos rasgos comu-
nes: se trata de familias extensas, es decir, conviven en 
un mismo hogar tres generaciones; la autoridad es ejer-
cida sobre todo por el padre, quien toma tanto las deci-
siones económicas como las estrictamente familiares, a 
pesar de que, en su mayoría, son padres ausentes. Con 
frecuencia, la madre toma decisiones en cuestiones re-
lacionadas con la crianza de hijos e hijas, en especial, 
sobre la salud de la prole, debido a que la mayoría de las 
veces se encuentra sola. De cualquier forma, en comu-
nidades zacatecanas, por ejemplo, se ha detectado que, 
aunque el padre esté ausente, en él recae la decisión so-
bre la salud de hijas e hijos, de tal suerte que, muchas 
veces, no se atienden con prontitud por falta de su au-
torización.144

En todo caso, en el México rural, las relaciones entre 
los parientes adoptan características de un clan. El pro-
ceso de socialización de los hijos e hijas se da a través de 
la convivencia vecinal y escolar; la mayoría de las niñas 
y niños son integrados de manera precoz a las labores 
del campo o enviados a las grandes ciudades para que 
contribuyan al ingreso familiar. No se presenta, por lo 

144		  Durante el desarrollo de un proyecto para la armonización 
legislativa en materia de derechos humanos de las mujeres (2008-
2010) en el estado de Zacatecas, con el gobierno de Amalia García 
Medina, constaté que, en municipios como Fresnillo, Jerez o Guada-
lupe, conurbado a la capital del estado, la población infantil no tenía 
su cuadro de vacunas completo, porque los padres, que se encon-
traban en Estados Unidos desde hace mucho tiempo, no lo habían 
autorizado. Ningún razonamiento fue capaz de hacer entender a las 
madres la necesidad de las vacunas y que ellas tenían la autoridad 
necesaria para dar el consentimiento parental.
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general, una alternativa para que desarrollen sus aptitu-
des individuales.145

Es preciso aclarar que la problemática demográfi-
ca, económica y política que enfrentan las comunidades 
campesinas e indígenas, con independencia de la etnia 
a la que pertenecen, ha modificado sustancialmente esta 
estructura familiar, así como las presiones y otros fac-
tores han modificado la estructura de estos grupos en 
los centros urbanos. Tenemos, por ejemplo, los hombres 
que cruzan nuestra frontera con Estados Unidos en bus-
ca de trabajo con mayores ingresos para sostener a su 
familia que se queda en sus lugares de origen.

La variedad y diversidad en las estructuras que he 
sintetizado hasta aquí, así como la movilidad de las per-
sonas que integran una familia determinada al interior 
y al exterior del grupo, pueden ser evaluados como una 
esperanza, una señal de la ruptura de las estructuras 
soportadas por la figura del páter hasta ahora conocidas 
tanto como la evolución hacia nuevas formas de rela-
ción entre las personas y el reconocimiento de que esta 
familia institucionalizada es sólo una de las formas so-
ciales de interacción familiar, pero no la única ni la más 
extendida. Rabell Romero menciona que estamos en el 
umbral —yo diría más bien en un proceso en pleno de-
sarrollo— de transformaciones importantes, aceleradas 
y contradictorias respecto a las familias, con un mayor 
número de divorcios y, paradójicamente, uniones más 
estables dado el descenso de la mortalidad; fratrías más 
pequeñas junto con una mayor sobrevivencia de abue-
los y abuelas que, al mismo tiempo que compacta el 
número de personas que comprende el concepto “rela-

145		  Martínez Salgado, Homero, Estudio de Comunidad, Valle de So-
lís, México, Sistema de Salud Atlacomulco, 1979. Se puede consultar 
también la información sobre las estructuras familiares del INEGI 
en su página web.
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ciones familiares”, lo complejiza por el vínculo interge-
neracional.146

Retomo lo que ya había apuntado: a esta gran varie-
dad que significa hoy en día la definición de familia y su 
estructura, se añade el debate político y social surgido 
a partir del reconocimiento de las uniones de hecho; es 
decir, desde el concubinato y amasiato, hasta la ley de 
los llamados pactos de asociación civil de mucho auge 
en algunos países europeos, y la promulgación de leyes 
especiales o reformas a los ordenamientos ad hoc147 en 
México, que reconocen los matrimonios entre personas 
del mismo sexo.

2. Las familias en la legislación 
civil y familiar del país

En el capítulo anterior, destaqué la promulgación 
de la Ley sobre Relaciones Familiares, de Venustiano 
Carranza, cuyo título inclina a pensar que se propor-
ciona una definición normativa revolucionaria de este 
núcleo social. La realidad es otra. En los considerandos 
del decreto de esta norma, se reconoce que el gobierno 
de la revolución debe expedir “leyes para establecer la 
familia «sobre bases más racionales y justas, que ele-
ven a los consortes a la alta misión que la sociedad y 
la naturaleza ponen a su cargo, de propagar la especie 
y fundar la familia»”, entendiendo que “la familia es la 
base de la sociedad”, pero no define qué entiende por 
familia, y su capitulado está ordenado a partir de las 
instituciones de derecho de familia, empezando por el 
matrimonio.

Actualmente, el análisis de los códigos civiles y fami-
liares del país proporciona un abanico de instituciones 

146		  Op. cit., pp. 13 y ss.
147		  Códigos civiles o leyes familiares.
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de derecho de familia, cuyos conceptos normativos son 
válidos nada más si se toma la norma jurídica con su ca-
racterística de generalidad, es decir, en su aplicabilidad 
a todas las personas que vivan en nuestro país o en la en-
tidad federativa que se esté analizando. Se observa una 
variedad importante de definiciones de lo que se entien-
de por familia y son muchas las entidades federativas 
cuya legislación se refiere a las diversas relaciones fa-
miliares, a las obligaciones que existen entre familiares 
o a las consecuencias de estos nexos, como si existiera 
un conocimiento general de qué es la familia y quienes 
la integran, pero en la mayoría de las entidades federa-
tivas no existe una definición normativa del grupo. Sin 
embargo, hay un común denominador: las normas men-
cionan a la familia en singular.

El Código Civil para la Ciudad de México es ejemplo 
de ello, pero a partir de las reformas del 25 de mayo de 
2000, se señala que las normas “que se refieran a la fa-
milia son de orden público e interés social y tienen por 
objeto proteger su organización y el desarrollo integral 
de sus miembros, basados en el respeto a su dignidad” 
(artículo 138 Ter); que las relaciones familiares son un 
“conjunto de deberes, derechos y obligaciones de las 
personas integrantes de la familia” (artículo 138 Quá-
ter); que “surgen entre las personas vinculadas por la-
zos de matrimonio, parentesco o concubinato” (artículo 
138 Quintus). A partir de estas bases se establece que 
los miembros de la familia se deben “consideración, so-
lidaridad y respeto recíprocos” en el desarrollo de estas 
relaciones (artículo 138 Sextus). Es también un ejemplo 
de ello el artículo 4.1 del Código Civil del Estado de Mé-
xico que señala:

Las disposiciones de este Código que se refieran a la fa-
milia son de orden público e interés social y tienen por 
objeto proteger su organización y el desarrollo integral 
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de sus miembros, basados en el respeto a su dignidad, 
libertad y la equidad de género.

Las relaciones jurídicas familiares constituyen el con-
junto de deberes, derechos y obligaciones de las perso-
nas integrantes del grupo familiar, derivado de lazos de 
matrimonio, concubinato o parentesco.

Es deber de los miembros de la familia observar entre 
ellos consideración, solidaridad y respeto recíprocos en 
el desarrollo de las relaciones familiares.

Otro ejemplo de las formas en que se trata jurídi-
camente a la familia se encuentra en el Código Civil de 
Jalisco, en el artículo 259, que marca que el matrimonio 
es el punto de partida, el hito fundacional de la familia 
y uno de sus fines más importantes, pues tiene catego-
ría de dignidad a través del afecto que surge entre sus 
integrantes. En general, en el territorio mexicano, entre 
los contenidos de los diferentes ordenamientos civiles y 
familiares están que:

a)	 La familia se funda a través del matrimonio o del 
concubinato, en las variables que veremos más 
adelante.

b)	 Genera obligaciones entre sus integrantes, de las 
que se destaca la alimentaria, como sinónimo de 
la responsabilidad y la solidaridad entre quienes 
integran el grupo, y la obligación de no generar 
violencia entre sus integrantes.

c)	 Genera el derecho de constituir un patrimonio co-
mún defendido por el Estado, con normas muy 
precisas, así como otros derechos patrimoniales 
como la sucesión intestamentaria y las presuncio-
nes sobre la filiación.

Socialmente, parece no ser indispensable la defini-
ción del sujeto jurídico familia, dado que todas las perso-



ALICIA ELENA PÉREZ DUARTE Y NOROÑA160

nas sabemos qué es nuestra familia, quiénes la integran. 
Nos ufanamos de quienes tienen alguna fama, aunque 
se trate de personas que vivieron en siglos pasados y no 
las o los conocimos. Sin embargo, ante las variables que 
se incorporan de manera vertiginosa a este grupo y sus 
relaciones, pareciera importante un alto en el camino 
para pensar en el futuro que tendrán.

Un ejemplo de estas variables que pueden llegar a 
generar conflictos entre los conceptos de “familia” y sus 
obligaciones en el país es el ordenamiento civil de Baja 
California, en cuya definición del matrimonio impone 
cargas específicas sobre el núcleo familiar. El artículo 
150 indica que con el matrimonio se funda legalmente 
la familia, a la que se le define como “la comunidad es-
tablecida naturalmente para la diaria convivencia”, al 
tiempo que en la estabilidad de este grupo social, “base 
de las instituciones sociales”, se espera la contribución 
para la armonía social, puesto que aquella constituye el 
medio natural para el desarrollo de las interrelaciones 
de responsabilidad y solidaridad humana, ahí donde se 
busca el afecto, la fidelidad y apoyo recíproco; todo ello 
en la medida en que dicho afecto familiar se reconoce 
como una dignidad y un “perfecto entendimiento sobre 
los valores de existencia humana”.

En algunas entidades federativas, como Tamaulipas, 
tienen una norma específica. En la Ley para el Desarro-
llo Familiar se despliega tanto la definición del núcleo 
familiar como las obligaciones y derechos que tienen 
sus integrantes entre sí y en las diferentes etapas de la 
vida de las personas desde la niñez hasta le vejez; las 
obligaciones del Estado hacia la familia sus integran-
tes, en especial niñas, niños, adolescentes y personas 
“adultas mayores” (principalmente, cuando conviven 
en la casa común); los derechos de las personas sobre 
la planificación familiar y la responsabilidad del Estado 
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para que estos derechos sean efectivos; la creación de un 
Consejo de Familia estatal, cuya responsabilidad es ve-
lar por que las disposiciones de esta Ley sean cumplidas 
a cabalidad.

Caso particular es el Código Civil del Estado de Nue-
vo León, que en el marco de las instituciones derivadas o 
vinculadas con la familia está el concepto de “estado ci-
vil”, entendido como un atributo de las personas físicas 
(artículo 24) de orden público, indivisible, inalienable, 
imprescriptible y susceptible de posesión que no puede 
ser materia de convalidación, disminución, desconoci-
miento, transacción ni de compromiso en árbitros (ar-
tículo 34). Se reconocen como fuentes de este estado ci-
vil las mismas fuentes que constituyen a la familia: el 
parentesco, el matrimonio y el divorcio (artículo 34 Bis). 
La posesión del estado civil es nada más y nada menos 
que el trato y comportamiento que una persona tiene en 
su propia familia, así como la fama que este trato tenga 
en las relaciones sociales de una persona determinada 
(artículo 34 Bis II).

Al igual que en el capítulo anterior, presento un cua-
dro en el que se visualiza cómo se define a la familia 
en los ordenamientos civiles y familiares de la Repúbli-
ca mexicana, sus derechos y obligaciones, en el enten-
dido que las menciones a este grupo enlazadas con las 
instituciones de derecho familiar, como matrimonio, fi-
liación, parentesco, etcétera, las consignaré en los capí-
tulos correspondientes, salvo en casos como el de Baja 
California, cuya normatividad familiar incluye disposi-
ciones de interés para la educación en la igualdad y la 
corresponsabilidad en el grupo familiar, además de las 
normas correspondientes a las instituciones públicas 
creadas para fortalecer este núcleo social básico.
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Entidad 
federativa

Disposiciones que definen a la familia 
o las relaciones familiares

Código Civil 
Federal

No tiene una definición propia del concepto “fa-
milia”.

Aguascalientes 
(CC)

a. 136. Se entiende por familia a todo grupo de 
personas que habitan una misma casa, que se en-
cuentren unidos por el vínculo del matrimonio o 
concubinato o lazos de parentesco consanguíneo 
o civil, y que por la ley o voluntariamente tengan 
unidad en la administración del hogar.
a. 165. Los cónyuges podrán desempeñar cual-
quier actividad excepto las que dañen la moral 
de la familia o la estructura de ésta. Cualquiera de 
ellos podrá oponerse a que el otro desempeñe la 
actividad de que se trate y el Juez de lo Familiar 
correspondiente, resolverá sobre la oposición.

Baja California 
(LF)

a. 1o. (LF). Las disposiciones contenidas por esta 
Ley son de orden público, de interés social y de 
observancia general en todo el Estado y Munici-
pios de Baja California y, tienen por objeto:
I. Garantizar los derechos que esta Ley reconoce 
a la familia en cualquiera de sus formas, como 
primera institución social y civil en el Estado de 
Baja California;
II. Precisar sus principales derechos y la respon-
sabilidad que derivan de la familia, así como los 
elementos coadyuvantes para su desarrollo y 
consolidación;
III. Definir los principios e instrumentos para su 
protección, promoción y desarrollo integral en 
los ámbitos público, social y privado;
IV. Establecer los lineamientos generales para el 
diseño y la implementación de programas y polí-
ticas públicas que fortalezcan y que promuevan a 
la familia como institución básica de la sociedad
...
a. 2o. La familia es una institución social y civil 
con perspectiva permanente, integrada por per-
sonas vinculadas por lazos derivados del matri-
monio, consanguineidad, afinidad o por algunas 
de las relaciones de parentesco en los términos 
del Código Civil del Estado de Baja California.
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La familia se caracteriza por la relación íntima, 
duradera, solidaria y respetuosa de sus integran-
tes, quienes comparten en común usos, costum-
bres, tradiciones, principios y valores.
a. 3o. La madre, el padre o ambos, que constitu-
yan la familia, son responsables de que en ésta 
prevalezca un ambiente de respeto recíproco, de 
armonía y cooperación subsidiaria entre la pa-
reja y que permita a las y los hijos, y a los in-
tegrantes del núcleo familiar desarrollarse en 
condiciones propicias para el desenvolvimiento 
de sus aptitudes, preferencias, vocaciones y ca-
pacidades.
a. 4o. Los miembros de la familia deben contri-
buir responsable y solidariamente a la conviven-
cia respetuosa y ajena a estereotipos de género, 
estable e integrada de cada uno sus integrantes, 
así como al cuidado y la protección de sus miem-
bros por medio de la permanencia y estabilidad 
de sus relaciones.
Previendo además que se promueva la corres-
ponsabilidad en el desarrollo de las actividades 
propias del hogar, promoviendo el reparto iguali-
tario del trabajo doméstico.
a. 5o. El ser humano es el fundamento de la so-
ciedad, así como de sus instituciones y alcanza 
dentro del seno familiar su pleno desarrollo. La 
familia es la base de todas las instituciones y la 
estabilidad de ésta contribuye a la armonía y al 
bienestar social.
a. 6o. El Estado protegerá la integración y de-
sarrollo de la familia con medidas de carácter 
político, económico, social y jurídico que contri-
buyan a consolidar la unidad y la estabilidad, a 
fin de que pueda cumplir su función específica 
de enseñanza y transmisión de los valores cul-
turales, éticos, sociales e intelectuales esenciales 
para el desarrollo y bienestar de sus propios inte-
grantes y de la sociedad.
a. 7o. El Estado implementará políticas públicas 
adecuadas para la promoción y generación de 
condiciones que permitan la integración, la pro-
tección, el fortalecimiento y el desarrollo de la 
familia y de cada uno de sus miembros. Las polí-
ticas públicas adeberán observar una perspectiva
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de familia, a fin de contribuir y expandir de mane-
ra transversal en los ámbitos jurídico, social, cul-
tural, educativo y económico dicha perspectiva.
Corresponde a las autoridades judiciales en el 
ámbito de su competencia, asegurar a las niñas, 
niños y adolescentes, la protección y el ejercicio 
de sus derechos y la toma de medidas necesarias 
para su bienestar, respetando el interés superior 
de la niñez, debiendo obligarse a propiciar el cre-
cimiento saludable y armonioso, tanto en el ám-
bito físico, como en el psicoemocional de la o el 
menor.
a. 8o. La familia y el Estado son corresponsables 
solidarios en la defensa y promoción del bien 
común y del bien de cada persona que los inte-
gra. El Estado deberá promover el conocimiento, 
comprensión y concientización sobre las respon-
sabilidades compartidas del matrimonio, concu-
binato, y las diversas formas de integración de la 
familia; alentando la participación en igualdad 
de condiciones en cuanto a las responsabilidades 
domésticas, incluidas en su caso la crianza de las 
y los hijos.
a. 9o. La familia educará, impulsará y apoyará 
particularmente a las niñas, niños, adolescen-
tes y jóvenes proveyéndoles las bases para que 
alcancen una plena madurez, así como su inde-
pendencia y autonomía, a fin de que obtengan 
los elementos básicos para ser ciudadanos pro-
ductivos y responsables que aporten el bien a la 
sociedad.
Esta educación deberá estar desprovista de este-
reotipos de género o cualquier forma de discri-
minación por el sexo, identidad de género, prefe-
rencia sexual, edad, condición de discapacidad, 
condición social o cultural de las niñas, niños y 
adolescentes a su cargo.
a. 11. El Estado y la sociedad respetarán y pro-
moverán la dignidad, la justa independencia, la 
intimidad, la estabilidad, la integridad, la solida-
ridad, la seguridad y la autonomía de cada uno 
de los integrantes de la familia.
a. 12. Toda familia tiene derecho a la promoción 
de su unidad, estabilidad, integridad, y a la con-
ciliación entre el trabajo y la vida familiar, así co-
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mo al esparcimiento. La Sociedad y el Estado 
deben coadyuvar a la sana convivencia familiar, 
atendiendo de manera especial las problemáticas 
propias de la dinámica familiar, las condiciones 
sociales en que se desarrolla, estableciendo el 
marco jurídico que impida la violencia psicológi-
ca, física, patrimonial, económica, sexual, cual-
quier forma de discriminación u otras problemá-
ticas destructoras de su unión e integración.
a. 13. La familia tiene derecho a que se respeten 
sus costumbres, tradiciones y cultura en tanto no 
vulneren derechos de terceros y no contravengan 
disposiciones de orden público.
a. 14. Los integrantes de la familia tienen dere-
cho, por si o mediante asociaciones con otras 
familias, a contribuir al desarrollo social de sus 
comunidades e instituciones, así como a partici-
par en la planeación y desarrollo de programas 
gubernamentales relacionados con la vida fami-
liar y con la vida en comunidad.
a. 15. La familia tiene derecho a ser reconocida 
como agente fundamental del desarrollo social y 
económico, a tener acceso a condiciones que le 
aseguren un nivel de vida digno, a constituir su 
propio patrimonio, así como a asociarse u orga-
nizarse con otras para lograr objetivos en común.
a. 16. La familia tiene derecho a tener acceso a 
condiciones de vida que favorezcan la salud y el 
bienestar de sus integrantes. El Estado promove-
rá las condiciones sociales, económicas y jurídi-
cas para establecer de manera subsidiaria y en su 
caso complementaria condiciones de acceso a la 
alimentación, educación, vivienda y servicios de 
salud, así como a la protección social para todas 
aquellas familias que se encuentren en condicio-
nes de vulnerabilidad; particularmente promove-
rá acciones propicias para una maternidad sana 
y parto seguro, atención médica tanto para la 
madre o persona gestante como para el nonato, 
implementará acciones para facilitar el derecho 
de las familias al buen desarrollo de sus hijas e 
hijos, envejecimiento en plenitud y atención a las 
personas con discapacidad, evitando cualquier 
forma de discriminación que atente contra la dig-
nidad humana o tenga por objeto anular o men-



ALICIA ELENA PÉREZ DUARTE Y NOROÑA166

noscabar los derechos y libertades de las perso-
nas y las familias.
a. 17. La familia tiene derecho a una vivienda 
digna y decorosa, apta para la vida familiar, pro-
porcional al número de sus integrantes, con un 
ambiente y extensión de espacio materialmente 
adecuado, en donde se tengan los servicios bá-
sicos, así como las medidas preventivas contra 
posibles riesgos derivados de desastres.
El Estado y los Municipios atenderán y resolve-
rán las solicitudes y necesidades de las familias 
que soliciten y requieran del mantenimiento, re-
habilitación o creación de espacios públicos de 
uso común en donde pueda cumplirse la pers-
pectiva de familia.
a. 21. Los padres tienen el derecho originario, 
primario e inalienable a decidir el tipo de edu-
cación y el orden de los apellidos, pudiendo ser 
en forma indistinta el paterno o materno de am-
bos padres, que recibirán sus hijos. El Estado y 
sus Municipios reconocerán a la familia como 
primera escuela, asumiendo el deber de forjar y 
consolidar las virtudes humanistas y solidarias 
de sus hijos.
a. 22. Los padres tienen el derecho de educar a 
sus hijos conforme a sus convicciones, teniendo 
presentes las tradiciones culturales de la familia 
que favorezcan el bien y la dignidad de las y los 
hijos; deben recibir también del Estado y la so-
ciedad la ayuda y asistencia necesarias para rea-
lizar de modo adecuado su función formadora 
de ciudadanos.
a. 29. La familia es el agente fundamental del 
desarrollo social y económico del Estado; cada 
familia debe ser considerada para que dicho de-
sarrollo sea eficaz, sostenible y equitativo.
Por tanto, las políticas públicas habrán de pro-
mover el desarrollo y el bienestar de la fami-
lia, enfocándose en las prioridades de la vida 
en familia, permitiendo el mantenimiento de la 
unidad y la solidaridad entre sus integrantes, y 
considerando que la conciliación entre la vida la-
boral y la vida familiar de las madres y de los pa-
dres constituye un factor esencial en la política y 
perspectiva de familia.
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Baja California 
Sur (CC)

a. 150...148

IV. La estabilidad de la familia, base de las ins-
tituciones sociales, contribuyen a la armonía so-
cial;
...
VI. La familia constituye el medio natural para el 
desarrollo de las interrelaciones de responsabili-
dad y solidaridad humana;
VII. En la familia debe buscarse el afecto y la fi-
delidad, así como darse apoyo recíproco, y
VIII. El afecto familiar es reconocido como una 
dignidad, no como un sometimiento de un ser a 
otro, sino como un perfecto entendimiento sobre 
los valores de existencia humana.
a. 168...149

Para los efectos de este artículo, se consideran 
miembros de la familia a los cónyuges, concu-
binos, parientes consanguíneos en línea recta, 
ascendente o descendente, pariente colateral 
consanguíneo o afín hasta el cuarto grado, adop-
tante o adoptado, que habite en la misma casa de 
la víctima o fuera de ella.

Campeche 
(CC) No tiene definición de familia.

Chiapas 
(CC)150 No tiene definición de familia.

Ciudad de México 
(CC)

a. 138 Quintus. Las relaciones jurídicas fami-
liares generadoras de deberes, derechos y obli-
gaciones surgen entre las personas vinculadas 
por lazos de matrimonio, parentesco o concu-
binato.

148		  En esta entidad federativa no se define a la familia, se le men-
ciona como parte de los elementos de la institución del matrimonio.

149		  En este numeral se definen los derechos y obligaciones de la 
pareja conyugal, siempre entendiendo que es el matrimonio la insti-
tución formadora de familia.

150		  Esta entidad federativa cuenta con un Código de Atención a 
la Familia y Grupos Vulnerables para el Estado Libre y Soberano de 
Chiapas, dedicado, a pesar del título, al tratamiento de la violencia 
familiar, sin definir qué se entiende por familia.
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Chihuahua 
(CC)

a. 20. La familia, como institución que permite 
y fomenta la convivencia de sus miembros a tra-
vés de la permanencia y estabilidad de las rela-
ciones de las personas que la integran en razón 
del matrimonio, concubinato o parentesco, es la 
base del orden social, por lo que el Estado ga-
rantiza su protección, constitución y autoridad 
como fundamento primordial de la sociedad, 
considerándose de orden público. Para ello, el 
Gobierno del Estado promoverá la organización 
social y económica de la familia sustentada en 
los vínculos antes mencionados.

Coahuila 
(CC y LF)

a. 1o. (CC)...
El Estado protegerá a la familia, a la que recono-
ce como la agrupación primaria natural y funda-
mental de la sociedad.
a. 2o. (LF). La familia es el elemento natural y 
fundamental de la sociedad y tendrá como pro-
pósito, la convivencia estable de sus miembros, 
la ayuda mutua, la satisfacción de necesidades 
de subsistencia cuando corresponda. Todas las 
familias tienen derecho a la protección de la so-
ciedad y del Estado.
a. 3o. (LF). Toda persona tiene derecho a orga-
nizar, con arreglo a la ley, su vida individual y 
social conforme a sus propias opciones y convic-
ciones, a fundar una familia y a decidir de mane-
ra libre, responsable e informada sobre el núme-
ro y el espaciamiento de sus hijas e hijos.
a. 33. (LF). El estado civil de una persona es la 
situación jurídica concreta que ésta guarda en 
relación a su familia y la sociedad.
Las personas pueden tener alguno de los siguien-
tes estados civiles:
I. Soltero o soltera: Por no estar ligado o ligada 
por vínculo matrimonial.
II. Casado o casada: Por haber contraído matri-
monio.
III. Concubino o concubina: Quien satisfaga los 
requisitos del artículo 248 de esta ley.
IV. Compañero o compañera civil: Quienes cele-
bren pacto civil de solidaridad.
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Colima (CC)

No tiene definición de familia. Sin embargo, sí 
establece lo siguiente:
a. 300 Bis. Los integrantes de la familia, es-
pecialmente las niñas, niños y adolescentes, 
tienen derecho a que los demás miembros les 
respeten su integridad física, psíquica y emo-
cional, con objeto de contribuir a su sano desa-
rrollo para una plena incorporación y participa-
ción en el núcleo social. Al efecto, contarán con 
la asistencia y protección de las instituciones 
públicas de acuerdo con las leyes vigentes. Los 
integrantes de la familia están obligados a evi-
tar conductas que generen violencia intrafami-
liar. Entendiendo como violencia intrafamiliar 
y como miembros de la familia, lo establecido 
en el artículo 25 de la Ley para la Prevención 
y Atención a la Violencia Intrafamiliar para el 
Estado de Colima.
Los integrantes de la familia están obligados a 
evitar conductas que generen violencia familiar. 
Entendiendo como violencia familiar y como 
miembros de la familia, lo establecido en el ar-
tículo 25 de la Ley para la Prevención y Aten-
ción a la Violencia Familiar para el Estado de 
Colima.

Durango 
(CC)

No tiene definición de familia.

Estado 
de México 

(CC)
No tiene definición de familia.

Guanajuato 
(CC)

No tiene definición de familia.

Guerrero 
(CC)

a. 374. El Estado reconoce en la familia el grupo 
primario fundamental, sustento de la sociedad, 
en el que la persona humana encuentra los sa-
tisfactores afectivos y materiales para cubrir sus 
necesidades básicas.
Es el grupo social permanente y estable formado 
por un conjunto de personas unidas entre sí, ya 
sea por el matrimonio, el concubinato o el pa-
rentesco, en cualquiera de sus formas.
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Hidalgo 
(LF)

a. 2o. La familia es una institución social, perma-
nente, compuesta por un conjunto de personas 
unidas por el vínculo jurídico del matrimonio o 
por el concubinato; por el parentesco de consan-
guinidad, adopción o afinidad y se reconoce a la 
familia como el fundamento primordial de la so-
ciedad y del Estado.
a. 3o. El Estado garantiza la protección de la fa-
milia en su constitución y autoridad, como la 
base necesaria del orden social, indispensable al 
desarrollo del Estado.
a. 4o. El Estado promoverá la organización so-
cial y económica de la familia.
a. 5o. La familia tendrá como función, la con-
vivencia de sus miembros por medio de la per-
manencia y estabilidad de sus relaciones, permi-
tiendo satisfacer las necesidades de subsistencia 
y defensa.
a. 6o. La familia seguirá siendo la esencia sobre 
la cual evolucione el Estado.

Jalisco 
(CC)

a. 259. En la relación matrimonial, se deben con-
siderar los siguientes fines:
…
III. Con el matrimonio se funda legalmente la fa-
milia, que es la comunidad establecida natural-
mente para la diaria convivencia;
IV. La estabilidad de la familia, base de las ins-
tituciones sociales, contribuye a la armonía so-
cial, por ello se inculcarán en su seno principios, 
valores y la cultura de la igualdad y equidad de 
género;
…
VII. La familia constituye el medio natural para 
el desarrollo de las interrelaciones de responsa-
bilidad y solidaridad humana;
VIII. En la familia debe buscarse el afecto y la 
fidelidad, así como darse apoyo recíproco, y
IX. El afecto familiar es reconocido como una 
dignidad, no como un sometimiento de un ser a 
otro, sino como un perfecto entendimiento sobre 
los valores de existencia humana.
Los esposos tienen el derecho natural e inaliena-
ble de fundar una familia y decidir responsable-
mente sobre el intervalo entre los nacimientos y 
el número de hijos a procrear.
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Michoacán 
(CF)

a. 1o. La familia es una institución social, perma-
nente, compuesta por un conjunto de personas 
unidas por el vínculo jurídico del matrimonio, de 
la sociedad de convivencia o por el estado jurídi-
co del concubinato; por el parentesco por con-
sanguinidad, adopción o afinidad.
a. 2o. Las normas de derecho de familia son de 
interés social y de orden público.
a. 3o. Se reconoce a la familia como la base en la 
integración de la sociedad y del Estado.
a. 4o. El Estado garantizará y protegerá la consti-
tución, organización y el funcionamiento armó-
nico de la familia como el mejor medio para lo-
grar el orden y la paz social.
a. 5o. Las disposiciones de este Código tienen 
por objeto proteger la organización de la familia 
y el desarrollo integral de sus miembros, basa-
dos en el respeto a la dignidad y a los derechos 
humanos.
a. 6o. Las relaciones jurídicas familiares consti-
tuyen el conjunto de deberes, derechos y obliga-
ciones de las personas integrantes de la familia.
Tales deberes, derechos y obligaciones son irre-
nunciables y no pueden ser objeto de convenio 
o transacción, salvo las excepciones establecidas 
por la ley.
a. 7o. Las relaciones jurídicas familiares genera-
doras de deberes, derechos y obligaciones surgen 
entre las personas vinculadas por lazos de matri-
monio, de sociedad de convivencia, parentesco, 
concubinato o adopción.
a. 8o. Es deber de los miembros de la familia ob-
servar entre ellos, solidaridad, respeto y atención 
recíprocos en el desarrollo de las relaciones fa-
miliares.

Morelos 
(CF)

a. 22. Bases de la Familia Morelense. La fami-
lia Morelense es una agrupación natural que tie-
ne su fundamento en una relación, estable entre 
dos personas y su plena realización en la filia-
ción libre, consciente, responsable e informada, 
aceptada y dirigida por la pareja, unidas por el 
vínculo del parentesco, del matrimonio o del 
concubinato, a la que se le reconoce personali-
dad jurídica.
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a. 23. Del Respeto entre los Integrantes de la Fa-
milia. Los integrantes de la familia tienen dere-
cho a que los demás miembros respeten su inte-
gridad física y psíquica, con objeto de contribuir 
a su sano desarrollo para su plena incorporación 
y participación en el núcleo social. Al efecto, con-
tarán con la asistencia y protección de las insti-
tuciones públicas de acuerdo con las leyes.
a. 25. De la Atención Profesional a la Familia. El 
Tribunal Superior de Justicia del Estado de Mo-
relos contará con un Departamento de Orienta-
ción Familiar integrado por personal profesional 
multidisciplinario, entre los que destacarán psi-
cólogos, abogados y trabajadores sociales, quie-
nes tendrán como funciones primordiales apoyar 
al Juzgador y a las personas involucradas en los 
asuntos del orden familiar.

Nayarit 
(CC)

En el ordenamiento de esta entidad federativa 
hay referencias a derechos y obligaciones fami-
liares, a consecuencias de la pertenencia a una 
familia; incluso, se utilizan conceptos como “la 
propia familia”, pero no se define al grupo fami-
liar ni se señala cómo se integra.

Nuevo León 
(CC)

En el ordenamiento de esta entidad federativa 
hay referencias a derechos y obligaciones fami-
liares, a consecuencias de la pertenencia a una 
familia; incluso, se utilizan conceptos como “la 
propia familia”, pero no se define al grupo fami-
liar ni se señala cómo se integra. Sin embargo, sí 
se define lo que se entiende por familia de aco-
gida:
a. 417 Bis 1. Se entiende por Familia de Acogida: 
Aquélla que cuente con la certificación de la au-
toridad competente y que brinde cuidado, pro-
tección, crianza positiva y la promoción del bien-
estar social de niñas, niños y adolescentes por un 
tiempo limitado hasta que se pueda asegurar una 
opción permanente con la familia de origen, ex-
tensa o adoptiva.
a. 417 Bis 2. El Sistema para el Desarrollo Inte-
gral de la Familia, orientará, asistirá y aprobará 
a las personas que deseen asumir la calidad de 
familia de acogida, de conformidad con los tra-
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tados internacionales, las leyes generales y de-
más disposiciones jurídicas aplicables.
a. 417 Bis 3. La Procuraduría de Protección de 
Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Nuevo 
León, podrá determinar la incorporación de una 
niña, niño o adolescente a una familia de acogi-
da, en los casos siguientes:
I. Cuando quienes ejerzan la patria potestad 
consientan expresamente mediante convenio 
celebrado con la Procuraduría de Protección de 
Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Nue-
vo León, que deberá presentarse al Juez compe-
tente;
II. En casos urgentes, dando aviso inmediato al 
Juez competente, o
III. Cuando conforme al dictamen del equipo 
multidisciplinario de la Procuraduría de Protec-
ción de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado 
de Nuevo León, la incorporación a una fami- 
lia de acogida resulta benéfico para la niña, niño 
o adolescente, atendiendo al interés superior del 
menor y para evitar la institucionalización pro-
longada, dando aviso inmediato al Juez compe-
tente.
En todos estos casos el Juez emitirá la resolu-
ción correspondiente para la integración de la 
niña, niño o adolescente a una familia de acogi-
da o de aquella que en forma sucesiva se tengan 
que incorporar con base en el interés superior 
del menor de presentarse alguna de las causas de 
revocación o terminación que contemplan este 
Capítulo.
a. 417 Bis 4. El Juez competente aprobará la in-
corporación de la niña, el niño o adolescente a 
una familia de acogida, a solicitud de la Procu-
raduría de Protección de Niñas, Niños y Adoles-
centes del Estado de Nuevo León, en vía de ju-
risdicción voluntaria o como medida cautelar a 
petición del Ministerio Público en juicio conten-
cioso, sin perjuicio de lo que se resuelva en sen-
tencia, previo el cumplimiento de los requisitos 
siguientes:
I. El Juez, deberá escuchar a la niña o niño a partir 
de los seis años, previa evaluación psicológica en 
la que se determine su desarrollo evolutivo, cog-
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noscitivo y madurez y en todos los casos tratán-
dose de adolescentes, y
II. Se cuente con la opinión del equipo multidis-
ciplinario en relación al origen, la comunidad 
y las condiciones culturales donde se han desa-
rrollado niñas, niños y adolescentes, así como la 
idoneidad de la familia cuya declaración de aco-
gida se pretenda.
a. 417 Bis 5. El Juez deberá garantizar que los 
hermanos permanezcan juntos y establecerá me-
didas para que exista convivencia o comunica-
ción entre ellos, a menos que exista un riesgo evi-
dente de abuso u otra justificación que responda 
al interés superior de la niñez.
a. 417 Bis 6. En casos excepcionales y plenamen-
te justificados, el Juez que aprobó la incorpora-
ción de una niña, niño o adolescente a una fa-
milia de acogida podrá autorizar el cambio de 
residencia a otro Estado, atendiendo a su bienes-
tar y que sea acorde a su proyecto de vida, cuyo 
seguimiento será realizado por las instituciones 
públicas encargadas de velar por el interés supe-
rior de la niñez. En este último caso se comuni-
cará mediante oficio a la institución competente 
que deberá efectuar dicho seguimiento por los 
conductos de Ley.
Cualquier otra circunstancia relacionada con el 
lugar de residencia de la niña, niño o adolescen-
te, se resolverá por el Juez competente con inter-
vención del Ministerio Publico.
En los casos en que no autorice el cambio de re-
sidencia de la niña, niño o adolescente, se pro-
cederá conforme a lo dispuesto en el segundo 
párrafo de la fracción II del artículo 417 Bis 13.
a. 417 Bis 7. La responsabilidad de los que inte-
gran la familia de acogida es personal e intrans-
ferible.
a. 417 Bis 8. Las obligaciones, facultades y res-
tricciones establecidas para los tutores, se apli-
carán a la familia de acogida.
a. 417 Bis 9. Los ascendientes de la niña, niño o 
adolescente, conservarán todas sus obligaciones, 
en los términos de este Código.
a. 417 Bis 10. En los casos en que se autorice la in-
corporación de la niña, niño o adolescente a una
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familia de acogida y durante todo el tiempo que 
ésta dure, la Procuraduría de Protección de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes del Estado de Nuevo 
León, deberá dar seguimiento al acogimiento, 
realizando una visita mensual durante los prime-
ros seis meses, el siguiente semestre se realiza-
ran visitas bimestrales y posterior a ello, visitas 
trimestrales por lo que resta del acogimiento fa-
miliar, cuya duración es indefinida.
a. 417 Bis 11. Cuando la Procuraduría de Pro-
tección de Niñas, Niños y Adolescentes del Es-
tado de Nuevo León, determine que existe causa 
grave que ponga en peligro los intereses funda-
mentales de la niña, niño o adolescente, podrá 
suspender en forma provisional los efectos de 
la familia de acogida, determinando el ingreso 
de la niña, niño o adolescente a otra familia de 
acogida o a la institución de asistencia pública o 
privada, atendiendo al interés superior de la ni-
ñez, debiendo dar aviso al Ministerio Público a 
fin de que ejercite la acción correspondiente así 
como al Juez que autorizó la incorporación a la 
familia de acogida.
a. 417 Bis 12. Serán causas de terminación de 
familia de acogida:
I. Por reintegración familiar, cuando en opinión 
de la Procuraduría de Protección de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes; la familia de origen o exten-
sa, o persona significativa ha adquirido las habi-
lidades parentales necesarias;
II. Por haber concluido el término fijado en el 
convenio, cuando se hubiere constituido me-
diante esa modalidad;
III. Por emancipación legal o por adquirir la ma-
yoría de edad;
IV. Por adopción; o
V. Por la muerte de ambos miembros de la fami-
lia de acogida, o bien de la niña, niño o del ado-
lescente objeto del acogimiento.
En los supuestos establecidos en las fracciones I, 
II, III y V se deberá dar aviso al Juez.
a. 417 Bis 13. El Juez que autorizó la medida po-
drá decretar la revocación de la familia de acogi-
da, a solicitud de la Procuraduría de Protección 
de Niñas, Niños y Adolescentes o por el Ministe-
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rio Público, cuando se den alguna de las siguien-
tes causas:
I. A petición de la familia de acogida, o
II. Cuando existan circunstancias, actos o hechos 
que afecten el interés superior de la niña, niño o 
adolescente.
En cualquiera de los supuestos anteriores, la 
Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y 
Adolescentes podrá egresar de manera provi-
sional al niño, niña o adolescente de la familia 
de acogida, encomendándolo preferentemente a 
otra familia de acogida y de no ser posible esto 
a una Institución Asistencial para su atención, 
debiendo dar de manera inmediata aviso al Juez 
que conoció de las diligencias, para iniciar el 
trámite de revocación de la familia de acogida.

Oaxaca 
(CF)

a. 4o. La familia es una institución social integra-
da por dos o más personas unidas entre sí, por 
consanguinidad, por afinidad o por adopción. 
Las personas que la integran son sujetas de dere-
chos y obligaciones.
a. 5o. La Ley protegerá la organización y el desa-
rrollo de las familias.

Puebla 
(CC)

En el ordenamiento de esta entidad federativa 
hay referencias a derechos y obligaciones fami-
liares, a consecuencias de la pertenencia a una 
familia, pero no se define al grupo familiar ni se 
señala cómo se integra.

Querétaro 
(CC)

a. 134. Las leyes civiles del Estado son protec-
toras de la familia y del estado civil de las per-
sonas.
a. 135. La familia es una institución social, 
compuesta por un conjunto de personas unidas 
por el vínculo del matrimonio, el concubinato 
o por el parentesco de consanguinidad, civil o 
afinidad.
a. 136. Son fines de la familia garantizar la con-
vivencia armónica, el respeto, la protección, la 
superación, la ayuda mutua, la procuración del 
sustento material y afectivo, la preservación de 
los valores humanos, la vinculación, el respeto y 
la protección recíproca de sus miembros.
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Quintana 
Roo (CC)

a. 602 Bis. La familia es una institución social, 
permanente, compuesta por un conjunto de per-
sonas unidas entre sí a partir del vínculo jurídico 
del matrimonio o por el estado jurídico del con-
cubinato; por el parentesco de consanguinidad y 
afinidad, o por una relación de hecho, donde sus 
miembros gocen de una autonomía e indepen-
dencia personal.
a. 602 Ter. El Estado de Quintana Roo recono-
ce a la familia como fundamento primordial de 
la sociedad y garantiza la protección de la mis-
ma en su constitución y autoridad, como la base 
necesaria del orden social, indispensable para el 
desarrollo y bienestar del Estado, fomentando 
un ambiente democrático, de respeto y libre de 
violencia.

San Luis Potosí 
(CF)

a. 1o. Las normas del derecho familiar conteni-
das en el presente Código, son de orden público, 
interés social y observancia general. Por lo tanto, 
son irrenunciables y no son materia de convenio, 
salvo las excepciones expresamente señaladas. Su 
objeto es regular las instituciones derivadas de la 
familia, y las relaciones entre sus integrantes.
a. 2o. Las normas del derecho familiar se sus-
tentan en los principios de equidad, solidaridad 
doméstica, respeto mutuo e interés superior de 
la o el menor.
Para lograr la integración familiar, los miembros 
de la familia tendrán los derechos y obligaciones 
que se señalan en este Código y otras disposicio-
nes aplicables en la materia.
a. 3o. El Estado promoverá la integración de la 
familia, a través del matrimonio y el concubi-
nato, reconociéndolos como instituciones fun-
damentales del derecho familiar, mediante pro-
gramas y acciones orientados a su estabilidad y 
permanencia, al desarrollo armónico de todos 
los integrantes de la familia, así como a la tu-
tela del cumplimiento de sus derechos y obliga-
ciones.
a. 10. La familia es la unión permanente de per-
sonas unidas por matrimonio o concubinato, y 
por el parentesco de consanguinidad, afinidad o 
civil, sustentada en principios y valores orienta
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dos al desarrollo pleno de cada uno de sus inte-
grantes.
La familia se constituye como la base de la socie-
dad, para ser el ámbito originario del desarrollo 
integral de las personas y del respeto de sus dere-
chos fundamentales.
Para la interpretación del presente Código cuan-
do el mismo se refiera a la familia, se entenderá 
que se refiere a las conformadas en razón de los 
vínculos a los que se refiere el primer párrafo de 
este artículo.
a. 11. Las y los menores de edad miembros de la 
familia, tienen el derecho esencial de vivir y desa-
rrollarse bajo la custodia y cuidado de su madre y 
padre; en caso de separación o conflicto, a mante-
ner la convivencia cotidiana con los dos; a falta de 
ambos padres, la custodia y cuidado serán a car-
go de las o los parientes consanguíneos. Para lo 
anterior, la autoridad judicial competente tomará 
en consideración las circunstancias del caso.
Para efectos de salvaguarda de ese derecho, en 
caso de separación, los padres están obligados a 
evitar conductas de alienación parental, que se 
define como la manipulación o inducción que un 
progenitor realiza hacia su hijo, mediante la des-
aprobación o crítica tendiente a producir en el 
menor, rechazo, rencor, odio, miedo o desprecio 
hacia el otro progenitor.

Sinaloa 
(CF)

a. 1o. Las disposiciones del derecho de familia 
son de orden público, de observancia obligato-
ria y de interés social. Tutelan a la familia, como 
base de la sociedad, para ser el ámbito originario 
del desarrollo integral de las personas y del res-
peto de sus derechos fundamentales.
Su objeto es regular las instituciones derivadas de 
la familia, y las relaciones entre sus integrantes.
A falta de disposición específica de este código, 
se aplicarán supletoriamente las normas del có-
digo civil.
a. 2o. La familia es una institución social integra-
da por dos o más personas unidas o emparenta-
das entre sí, por consanguinidad, por afinidad o 
por adopción, en la que sus miembros son suje-
tos de derechos y obligaciones.
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a. 3o. La familia tiene como función la convi-
vencia de sus miembros por medio de la per-
manencia y la estabilidad de sus relaciones, 
permitiendo satisfacer las necesidades de sub-
sistencia y defensa.
La comunicación y comportamiento de los miem-
bros de una familia, deberán estar sustentados en 
la integración y la comunidad familiar, sin más li-
mitaciones que las que provengan de este Código, 
y de los demás ordenamientos legales.
a. 4o. La familia se orientará a desarrollar el in-
telecto, aptitudes físicas y morales; procurando 
la convivencia de sus miembros por medio de la 
permanencia y la estabilidad de sus relaciones, 
con solidaridad, respeto y atención recíprocos.
a. 5o. La protección que concede este Código a 
la familia, comprende todos los derechos inhe-
rentes a la personalidad y a la dignidad humana, 
reconocidos como fundamentales por el orden 
jurídico internacional y nacional.
Tales derechos, implican el reconocimiento por 
el Estado de la facultad natural de toda persona 
a ser como quiere ser, sin coacción o controles 
injustificados, con el fin de cumplir con las metas 
u objetivos que se ha fijado, de acuerdo con sus 
valores, ideas, expectativas y gustos.
El libre desarrollo de la personalidad es la ca-
pacidad de las personas para autodeterminarse, 
esto es, a darse sus propias normas y desarro-
llar planes propios de vida, siempre y cuando no 
afecte derechos de terceros.
En todas las medidas precautorias o definitivas 
que se emitan, concernientes a niños, se atende-
rá primordialmente el interés superior del niño.
a. 6o. El Estado promoverá, a través de sus ins-
tituciones, la organización, desarrollo y protec-
ción de la familia, mediante programas y accio-
nes orientados a su estabilidad y permanencia, al 
desarrollo armónico de todos sus integrantes, así 
como a la tutela del cumplimiento de sus dere-
chos y obligaciones:
Debe proteger la constitución, organización y 
funcionamiento armónico de la familia como el 
medio idóneo para lograr el orden y la paz social; 
operando de oficio en los casos de pérdida de la
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patria potestad o la reclamación de alimentos 
para los menores o incapacitados, reconociendo 
las prerrogativas de las familias de origen.
Serán los agentes del Ministerio Público quienes 
intervengan en los asuntos, previstos por este Có-
digo.
a. 7o. Los actos judiciales relacionados con la fa-
milia, realizados en otras entidades federativas 
o en el extranjero, tendrán plena vigencia en el 
Estado, en tanto no contravengan el orden jurí-
dico y social.
Todos los jueces del Estado, tienen el deber de 
respetar, proteger y garantizar los derechos fun-
damentales de las personas, de acuerdo a los 
principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad.
a. 18. El derecho fundamental de toda persona a 
la intimidad individual o familiar, será protegido 
por este Código, frente a todo género de intromi-
siones de acuerdo a lo establecido en el presente 
Título y demás leyes vigentes.

Sonora 
(CF)

a. 2o. La familia es el elemento natural y funda-
mental de la sociedad constituida por la unión 
matrimonial o concubinaria de dos personas y 
tiene derecho a la protección de la sociedad y del 
Estado. También existe por vínculos de paren-
tesco en los tipos, líneas y grados que reconoce 
la ley.
a. 3o. Las funciones de la familia, por lo que toca 
al vínculo conyugal, concubinario o fraternal, es 
garantizar la cohabitación, el respeto y la protec-
ción recíproca entre los miembros de la pareja.
a. 6o. El Estado promoverá, a través de sus ins-
tituciones, la organización, desarrollo y protec-
ción de la familia, facilitando el vínculo con-
yugal.
Debe procurar, además, el reconocimiento y 
protección de los hijos y la adecuada comuni-
cación entre los miembros del núcleo familiar, 
operando de oficio en los casos en que proceda 
la pérdida de la patria potestad o la reclamación 
de alimentos para menores o incapacitados, re-
conociendo las prerrogativas de las familias de 
origen.
…
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a. 10. Los derechos y obligaciones derivados de 
los estados de familia son irrenunciables, salvo 
las excepciones señaladas en este ordenamiento.
a. 11. El matrimonio es una institución de carác-
ter público e interés social, Es la unión legitima 
de dos personas, con el propósito expreso de in-
tegrar una familia, el respeto reciproco y la pro-
tección mutua. Cualquier disposición contraria a 
estos fines, acordada por los cónyuges, se tendrá 
por no puesta.

Tabasco 
(CC)

a. 23. Deberes en beneficio de la familia
El Juez, o quien represente al Ministerio Público, 
incurre en responsabilidad civil y oficial cuando 
no cumpla los deberes que este Código le impo-
ne en beneficio de la familia, los menores y los 
incapacitados. Para los efectos de este Código, la 
familia la forman las personas que, estando uni-
das por matrimonio, concubinato o por lazos de 
parentesco de consanguinidad, de afinidad o ci-
vil, habiten en una misma casa o tengan unidad 
en la administración del hogar.

Tamaulipas 
(LDF)

a. 2o.
1. La familia es la célula básica de la sociedad. 
En sentido amplio es el conjunto de personas 
que se encuentran vinculadas por una relación 
de parentesco, el cual puede ser por consangui-
nidad, afinidad o legal, según deriven de la filia-
ción, el matrimonio o la adopción. En sentido es-
tricto, por familia, se entiende el grupo reducido 
que forman el padre, la madre y los hijos, con 
exclusión de los demás parientes, o por lo menos 
con exclusión de los parientes colaterales, como 
son los tíos y primos, y que, siguiendo la tradi-
ción latina, viven bajo el mismo techo y bajo la 
dirección y los recursos del jefe de la casa.
2. La familia tiene como función esencial la 
convivencia estable e integrada, el cuidado y 
la protección de sus miembros por medio de la 
permanencia y estabilidad de sus relaciones in-
terpersonales.
3. Los derechos familiares que esta ley establece 
son personalísimos, irrenunciables e indisponi-
bles o inviolables, en cuanto que no admiten re-
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nuncia, transferencia o transmisión, y se extin-
guen con la muerte de su titular.
4. Los adultos mayores podrán decidir en forma 
libre su incorporación al domicilio de alguno de 
sus hijos.
a. 3o.
1. Los principios rectores de la familia son:
a) todo varón y mujer en edad núbil tienen de-
recho a contraer matrimonio, célula básica de 
la familia. El matrimonio es el acuerdo de vo-
luntades libremente expresadas por un hom-
bre y una mujer, con objeto de unir sus vidas 
en forma permanente a fin de procurarse ayuda 
mutua y la preservación de la especie, que se 
celebra ante la autoridad competente y con los 
requisitos y formalidades que la ley dispone;
b) la integración estable y permanente del núcleo 
familiar para la convivencia;
c) la promoción y desarrollo de principios y va-
lores éticos;
d) el respeto y la ayuda mutuos, así como la com-
prensión y consideración recíprocos entre sus 
miembros, y
e) La corresponsabilidad en y con la familia en 
el ejercicio de las libertades de sus integrantes.
2. Los principios rectores de la familia deberán 
tomarse en cuenta para la aplicación e interpre-
tación de esta ley.
a. 4o.
1. Para el aliento y la consolidación de los princi-
pios rectores de la familia, se promoverá el ejer-
cicio, de los siguientes valores:
a) Para el desarrollo e identidad personal:
I. Autoestima;
II. Autodominio;
III. Generosidad;
IV. Prudencia;
V. Respeto;
VI. Perseverancia;
VII. Fortaleza;
VIII. Tolerancia;
IX. Humildad;
X. Paciencia, y
XI. Civismo.
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b) Para la integración familiar:
I. Colaboración;
II. Corresponsabilidad;
III. Justicia;
IV. Participación;
V. Solidaridad;
VI. Subsidiariedad, y
VII. Unidad.
c) Para la convivencia social:
I. Responsabilidad;
II. Honestidad;
III. Igualdad;
IV. Libertad;
V. Fraternidad;
VI. Colaboración;
VII. Justicia, y
VIII. Paz.
d) Para el desarrollo de la comunidad:
I. Respeto a los derechos humanos;
II. Respeto a la diversidad;
III. Respeto al medio ambiente;
IV. Amor a la patria;
V. Conciencia de la solidaridad internacional en 
la independencia y en la justicia;
VI. Respeto a la legalidad;
VII. Participación en la democracia;
VIII. Seguridad;
IX. Libertad, y
X. Verdad.
a. 6o.
1. La familia tendrá, en términos de esta ley, la ca-
lidad de persona moral, y, en consecuencia, la titu-
laridad de derechos y obligaciones.
2. En consecuencia, la familia está investida de la 
personalidad jurídica necesaria para ejercitar en 
su nombre y representación, cualquier derecho 
de sus miembros y cumplir sus obligaciones ya 
sea como una única persona moral o a través de 
cada uno de sus miembros según sea el caso.
3. La familia puede hacer valer cualquier dere-
cho para proteger el interés familiar.
a. 12.
1. El régimen de derechos de las niñas, niños y 
adolescentes en el entorno familiar contempla:
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a) Los principios que fundamentan la protección 
de las niñas, niños y adolescentes;
b) Los derechos establecidos a su favor, desde la 
concepción hasta los dieciocho años de edad;
c) Los deberes a que se sujetarán conforme a su 
desarrollo físico y mental, y
d) Los deberes de la familia para garantizar la 
protección integral de las niñas, niños y adoles-
centes.
2. Este régimen se aplicará tanto a las niñas, ni-
ños y adolescentes, como a sus padres, tutores y 
personas responsables de ellos ante la ley, y de-
más parientes, autoridades, organismos y a quie-
nes intervengan en su formación, atención, pro-
tección o que se relacionen con el menor.
3. Las niñas, niños y adolescentes gozarán de los 
derechos enunciados en este régimen, sin distin-
ción de origen étnico o nacional, género, edad, 
discapacidad, condición social, condiciones de 
salud, religión, opiniones, preferencias o cual-
quier otra que atente contra la dignidad huma-
na. Tampoco se les discriminará por razón de la 
condición familiar, social, cultural, económica, 
política, de salud, religiosa o cualquier otra que 
atente contra la dignidad humana de sus padres, 
de sus tutores o personas responsables de ellos 
ante la ley.
a. 15.
1. La familia es la primera y principal responsa-
ble de la protección integral de las niñas, niños 
y adolescentes, por constituir el medio natural e 
idóneo que favorece el normal desarrollo psíqui-
co e integrado de su personalidad.
2. Cuando la familia no garantice una adecuada 
protección de las niñas, niños y adolescentes, el 
Estado asumirá subsidiariamente esa responsa-
bilidad, sin perder de vista los principios rectores 
de la familia.
3. A fin de garantizar los derechos de las niñas, 
niños y adolescentes establecidos en esta ley, el 
Estado deberá prestar la asistencia y subsidios 
adecuados y oportunos a los padres para el des-
empeño de sus funciones, respetando sus dere-
chos y apoyándolos subsidiariamente para que 
cumplan sus obligaciones.
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a. 24.
1. Todos los hijos, cualquiera que sea la natura-
leza de su filiación, tienen los mismos derechos y 
deberes familiares.
2. Son derechos de los hijos:
a) Saber quiénes son sus padres, ser reconocidos 
por éstos y llevar sus apellidos;
b) Vivir en el seno de su familia, sin que pueda 
separárseles de sus padres sino por causas lega-
les justificables;
c) Disfrutar de una vida de familia sin violencias 
de cualquier tipo;
d) Recibir de sus padres: crianza, educación, 
protección, corrección, asistencia y seguridad, y
e) Heredar de sus padres en igualdad de condi-
ciones, cualquiera que sea su filiación.
3. Son deberes de los hijos:
a) Guardar a sus padres respeto y consideración; 
igualmente respetar a las personas mayores, es-
pecialmente a aquellos que conviven con ellos o 
les brindan ayuda.
b) Obedecer a sus padres, sobre todo mientras 
estén bajo su cuidado personal;
c) Procurar el autodominio para adquirir la ca-
pacidad de tener una disciplina que encauce su 
libertad;
d) Asistir a sus padres en todas las circunstan-
cias que lo requieran, especialmente en la ancia-
nidad. Esta obligación se deberá cumplir en re-
lación a los demás ascendientes, cuando falten 
los padres, y
e) Contribuir a los gastos familiares, según sus 
posibilidades, mientras convivan con sus padres.
4. Las niñas, niños y adolescentes que, bajo cual-
quier circunstancia, habiten permanentemente 
en el domicilio familiar, equipararán sus dere-
chos y obligaciones a las de los hijos.
a. 25.
La enumeración de los derechos y deberes se-
ñalados en este capítulo no excluyen los demás 
que se encuentren establecidos en convenciones 
internacionales, en ésta y demás leyes de pro-
tección de las niñas, niños y adolescentes, y de 
las personas de la tercera edad, vigentes en el 
Estado.
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a. 26.
1. El padre y la madre tienen, respecto de sus 
hijos menores de edad o declarados incapaces, el 
deber de protegerlos, educarlos, asistirlos y pre-
pararlos para la vida y una adecuada y fructuosa 
integración a la sociedad.
2. El ejercicio de las obligaciones referidas en el 
párrafo anterior corresponde conjuntamente al 
padre y a la madre, o a uno solo de ellos cuando 
falte el otro.
3. Se entenderá que falta el padre o la madre, no 
sólo cuando hubiere fallecido o se hubiere de-
clarado la presunción de muerte, sino cuando se 
ausentare del territorio nacional, se ignorare su 
paradero o estuviere imposibilitado.
4. Los padres podrán designar de común acuer-
do quién de ellos representará a las niñas, niños, 
adolescentes, o declarados incapaces, así como 
quién administrará sus bienes. El acuerdo res-
pectivo se otorgará en escritura pública.
a. 27.
1. Los actos realizados por uno de los padres, en 
situaciones de suma urgencia en consideración a 
los usos o en circunstancias especiales, se presu-
mirá que cuentan con el consentimiento del otro.
2. Esta presunción no operará cuando la niña, 
niño o adolescente necesite salir del país.
a. 30.
Son deberes de los padres:
a) involucrarse solidaria y corresponsablemente 
en las actividades escolares y sociales de sus hijos;
b) propiciar la comunicación familiar, permi-
tiendo la libre expresión de las ideas;
c) fomentar hábitos sanos en sus hijos, y
d) alentar la formación y práctica de conductas 
sustentadas en principios y valores éticos univer-
sales.
a. 33.
1. El padre y la madre tienen a su cargo la forma-
ción integral de sus hijos dentro de los principios 
de moralidad, buenas costumbres, solidaridad 
humana y respeto a sus semejantes; fomentarán 
en ellos la conciencia a la unidad de la familia y 
su responsabilidad como hijos, hermanos, futuros 
esposos, padres y ciudadanos. Los guiarán en el
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proceso de conocer y asumir los derechos huma-
nos, así como la conciencia de los deberes que 
tienen para consigo mismos, la familia y la so-
ciedad. Los introducirán en los valores de respe-
to, promoción y cuidado responsable del medio 
ambiente.
a. 35.
1. Es derecho y deber del padre y de la madre 
corregir oportuna, adecuada, humana y mode-
radamente a sus hijos y auxiliarse, en caso ne-
cesario, de profesionales especializados o de los 
servicios de orientación familiar y psicopedagó-
gica, a cargo de centros educativos o entidades 
de protección de niñas, niños y adolescentes o de 
la familia.
2. En caso que la conducta del hijo no pudiere 
ser corregida por los medios indicados, los pa-
dres podrán solicitar al juez que provea medidas 
tutelares. Este, para decidir, ordenará los estu-
dios técnicos del grupo familiar que estime con-
venientes.
a. 43.
1. Las personas con discapacidad tienen derecho 
a la protección integral por cuenta y a cargo de 
su familia.
2. El Estado está obligado a promover y velar, 
en primer lugar, para que la familia pueda cum-
plir con la anterior responsabilidad, así como a 
asegurar la protección social y la asistencia a las 
personas con discapacidad que no cuenten con 
una familia.
a. 46.
1. Los adultos mayores tienen derecho a vivir al 
lado de su familia, siendo ésta la primera y prin-
cipal responsable de su protección.
2. El Estado asumirá esta responsabilidad cuan-
do los adultos mayores carezcan de familia o, 
cuando ésta no sea capaz de proporcionarles una 
protección adecuada.
3. El internamiento en asilos o casas de retiro 
deberá considerarse como última medida a apli-
car. En todo caso, dichos centros deberán tener 
las características propias de un hogar familiar y 
asegurar un trato de acuerdo a su dignidad hu-
mana.
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a. 47.
1. El Estado deberá propiciar, por todos los me-
dios a su alcance, la estabilidad de la familia de 
los adultos mayores y su bienestar en materia 
de alimentación, salud, seguridad social, educa-
ción, higiene y vivienda, a fin de que sus miem-
bros puedan asumir plenamente las responsabi-
lidades que por este régimen se les imponen.
2. El Estado promoverá la participación solida-
ria y corresponsable de la sociedad en el servicio 
y la protección a las personas de la tercera edad.
a. 50.
1. Conforme a los principios establecidos en el 
presente capítulo, los adultos mayores gozan del 
derecho a:
a) Vivir al lado de su familia, con dignidad, en un 
ambiente que satisfaga plenamente sus diversas 
necesidades y les proporcione tranquilidad;
b) No ser discriminados en razón de su edad o 
por cualquier otra causa que atente contra su 
dignidad;
c) Ser atendidos con prioridad para el goce y 
ejercicio de sus derechos;
d) Recibir alimentación, transporte y tener vi-
vienda adecuados;
e) Recibir asistencia médica de cualquier tipo, 
especialmente geriátrica y gerontológica;
f) Disfrutar de buen trato, consideración y respe-
to por parte de la familia, el Estado y la sociedad;
g) Disfrutar en forma gratuita de programas re-
creativos, culturales, deportivos, de servicio o de 
simple esparcimiento;
h) Ocupar su tiempo libre en educación conti-
nuada, empleo parcial remunerado o labores de 
voluntariado;
i) Recibir protección contra abusos o malos tra-
tos de cualquier índole; asistencia especializa-
da de cualquier tipo para su bienestar, y asis-
tencia jurídica gratuita para la defensa de sus 
derechos;
j) Ser escuchados, atendidos y consultados en to-
dos aquellos asuntos que fueren de su interés, y 
asegurarles la participación y comunicación en 
actividades de la comunidad que preserven su 
imagen de personas útiles a la sociedad;
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k) No ser obligados a realizar labores o trabajos 
que no sean acordes a sus posibilidades o con-
diciones físicas, o que menoscaben su dignidad;
l) Recibir oportunamente pensión por retiro o 
cuotas subsidiarias para gastos personales y ve-
rificar periódicamente sus pensiones;
m) Ser informados de sus derechos y de las leyes 
que se los garantizan, y
n) Gozar de los demás derechos que les otorguen 
la Constitución, los tratados internacionales y 
demás leyes y ordenamientos.
2. A su vez, los adultos mayores, habida cuenta 
de las diferencias intergeneracionales, tienen el 
deber de:
a) Respetar y considerar a los miembros de su 
familia, así como sus costumbres y el orden y las 
normas de conducta que rigen el hogar;
b) Orientar con sus consejos a los miembros de 
su familia y compartir con ellos sus conocimien-
tos y experiencias, transmitiéndoles enseñanzas 
que los capaciten para enfrentar el porvenir con 
acierto;
c) Guardar especial consideración y tolerancia 
con los niños y adolescentes, por su inmadurez 
e inexperiencia, debiendo tratar de orientarlos y 
dirigirlos con ejemplos y consejos oportunos, y
d) Colaborar en la medida de sus posibilidades 
en las tareas y ocupaciones cotidianas del hogar.
a. 51.
1. Se considera paternidad responsable la con-
ducta consciente, deliberada y de común acuer-
do de los cónyuges, de adquirir el conocimiento 
y respeto de sus funciones biológicas, para poder 
determinar razonable, ética y responsablemente 
el número y espaciamiento de los hijos que de-
seen procrear, a partir del conocimiento de su 
situación personal, social, económica y cultural.
2. La planificación familiar es la actitud cons-
ciente, responsable, deliberada y de común 
acuerdo de los padres sobre la determinación 
clara del número y espaciamiento de hijos que 
deseen procrear, usando para ello las medidas y 
procedimientos que permita la ley, respetando la 
decisión conjunta de los cónyuges y bajo la vigi-
lancia y atención médica.
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3. La planificación familiar es un instrumento 
para procurar que todos los miembros de la fa-
milia tengan acceso a un nivel de vida adecuado 
para garantizar afecto, sana convivencia, alimen-
tación, salud, educación, vivienda y bienestar, se-
gún la dignidad humana de todos y cada uno de 
los integrantes de la familia.
4. La planificación familiar tiene un sentido edu-
cativo y orientador para la familia, basándose en 
el convencimiento y la actitud consciente, ética y 
responsable de los cónyuges. En ningún caso es 
coercible, sino que ha de ser siempre una deci-
sión de los cónyuges libre, informada, formada, 
responsable e independiente de toda manipula-
ción o imposición.
5. Para los efectos de la interpretación y aplica-
ción de esta ley, las personas encargadas de los 
Centros de Planificación Familiar, podrán ins-
truir sobre la misma a las personas que lo solici-
ten. Dichos Centros suministrarán gratuitamen-
te información sobre la responsabilidad de los 
padres para decidir el número y espaciamiento 
de sus hijos y del uso de métodos de planificación 
familiar, tanto artificiales como naturales, seña-
lando las ventajas y desventajas del mecanismo 
de acción de los mismos.
a. 52.
1. El Estado, respetando plenamente la decisión 
libre de los cónyuges, alentará programas com-
plementarios de desarrollo laboral, económico, 
industrial, social y cultural afines a la planifica-
ción familiar.
2. A su vez, el Estado respetará el derecho y de-
ber de los padres de familia de educar a sus hijos 
en una sexualidad no exaltada ni reprimida sino 
integrada en toda la persona, que aliente una cla-
ra identificación del hijo y de la hija con su pro-
pio sexo biológico y sobre un uso correcto de la 
sexualidad en la perspectiva de familia.
3. La planificación familiar se hará respetando 
en forma absoluta, la libertad individual, la vida 
privada de los cónyuges, así como las garantías 
individuales.
4. Los médicos y, en general, el personal de los 
Centros de Planificación Familiar tratarán confi-
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dencialmente la información de los interesados; 
a petición de éstos, podrá destruirse su expedien-
te personal.

Tlaxcala 
(CC)

a. 30 BIS. La familia la forman las personas que 
estando unidas por matrimonio o concubinato o 
por lazos de parentesco de consanguinidad, de 
afinidad o civil, habitan en una misma casa y ten-
gan por ley o voluntariamente, unidad en la ad-
ministración del hogar.
a. 30 TER. Las disposiciones que se refieran a la 
familia son de orden público e interés social y su 
finalidad consiste en proteger su organización y 
el desarrollo integral de sus miembros basados 
en el respeto a su dignidad.
a. 30 QUATER. La familia tiene por objeto la 
solidaridad doméstica y el respeto recíproco en-
tre sus integrantes, para compartir una vida en 
común.
a. 30 QUINQUIES. Las relaciones jurídicas fami-
liares constituyen el conjunto de deberes, dere-
chos y obligaciones de las personas integrantes 
de la familia.

Veracruz 
(CC)

En el ordenamiento de esta entidad federativa 
hay referencias a derechos y obligaciones fami-
liares, a consecuencias de la pertenencia a una 
familia, pero no se define al grupo familiar ni se 
señala cómo se integra.

Yucatán 
(CF)

a. 4o. La familia es una institución social integra-
da por dos o más personas unidas o emparenta-
das entre sí, por consanguinidad, por afinidad o 
por adopción, en la que sus miembros son suje-
tos de derechos y obligaciones.
a. 6o. Los miembros de la familia se deben respe-
to, protección y ayuda recíproca que aseguren el 
sano desarrollo de la familia.
Además, tienen la obligación de no realizar con-
ductas que generen violencia familiar o que aten-
ten contra la integridad física, psíquica o sexual 
de otro miembro de la familia.
Queda prohibido que la madre, padre o cual-
quier persona en la familia, utilice el castigo cor-
poral o cualquier tipo de trato y castigo humi-
llante como forma de corrección o disciplina de 
niñas, niños o adolescentes. Se define el castigo 
corporal y humillante según lo dispuesto por las
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fracciones V y VI del artículo 2o. de la Ley de 
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del 
Estado.
a. 7o. Las instituciones del Estado, en el ámbito 
de su competencia, promoverán la organización, 
desarrollo y protección de la familia, estable-
ciendo las bases que faciliten el surgimiento y la 
celebración del matrimonio y el ejercicio de los 
derechos derivados del concubinato, así como 
aquellos que deriven de otras leyes.
Deben también promover el reconocimiento y 
protección de todos los miembros de la familia 
y la adecuada comunicación entre éstos.

Zacatecas 
(CC y CF)

a. 51 (CC). Las personas jurídicas colectivas son:
I. El Estado Federal Mexicano, las Entidades Fe-
derativas, los Municipios y la Familia;
...
a. 2o. (CF). Se reconoce a la familia como base 
en la integración de la sociedad y del Estado.
a. 3o. La familia es una institución político-so-
cial, permanente, constituida por un conjunto de 
personas, unidas por el vínculo del parentesco, 
del matrimonio o del concubinato, a la que se le 
reconoce personalidad jurídica.
a. 4o. El Estado garantiza y protege la constitu-
ción, organización, funcionamiento y autoridad 
de la familia como el mejor medio de lograr el 
orden y la paz sociales.
a. 100. El matrimonio es la unión jurídica de dos 
personas donde ambas, mediante una comuni-
dad de vida, y procurándose respeto, igualdad y 
ayuda mutua, constituyan una familia.
a. 102. Es una institución social, derivada de la 
relación conyugal para crear la familia.
a. 103. El Estado establece el matrimonio como 
uno de los medios morales reconocidos por el 
derecho para fundar la familia. Cualquier condi-
ción contraria a los fines esenciales del matrimo-
nio, se tendrá por no puesta.
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III. La construcción 
de las relaciones de parentesco

Tomando en consideración lo expuesto hasta el momen-
to, la construcción del parentesco y sus relaciones son 
sólo uno de los elementos que permiten entender tanto 
las estructuras familiares como la intrincada red de un 
grupo familiar extendido,151 por lo menos desde el punto 
de vista jurídico.

Robin Fox afirma que el estudio del parentesco no 
es otra cosa que el análisis de lo que mujeres y hom-
bres hacen y por qué lo hacen con los hechos básicos de 
su vida: apareamiento, gestación, paternidad o mater-
nidad, asociación, fraternidad o sororidad, etcétera.152 
Hechos, algunos de ellos, institucionalizados a través de 
un conjunto de normas jurídicas por considerarse re-
levantes en el contexto social. Ahora bien, si hablamos 
desde una perspectiva en la que la naturaleza humana se 
coloca como eje central de la reflexión, es viable retomar 
la idea de Fox, quien expresa:

...cualquiera que sea el grado de intensidad en que se 
utilicen los vínculos de parentesco para forjar la unidad 
social, hasta ahora ninguna sociedad ha podido pasarse 
sin un mínimo irreductible de relaciones sociales basa-
das en el parentesco. Y hasta que no se realice el “Mun-
do Feliz” de Huxley y las madres sean sustituidas por 

151		  La magnitud de la complejidad se puede observar en el estudio 
realizado por Quesnel, André y Lerner, Susana, “El espacio familiar 
en la reproducción social: grupos domésticos residenciales y grupos 
de interacción (algunas reflexiones a partir del estudio de la zona he-
nequenera)”, en Oliveira, Orlandina de; Pepin Lehalleur, Marielle y 
Salles, Vania (coords.), Grupos Domésticos y reproducción cotidiana, 
México, El Colegio de México-UNAM-Porrúa, 1989, pp. 39-79.

152		  Fox, Robin, op. cit., pp. 28 y ss. (nota: la utilización del lengua-
je incluyente no sexista es propia).
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probetas, es muy probable que no se podrá prescindir 
de ellas.153

Esta afirmación tiene una doble lectura: la primera 
nos habla de la imperiosa necesidad, dentro de las com-
plejas relaciones humanas, de encontrar esos vínculos 
del parentesco, porque a través de ellos identificamos 
nuestra pertenencia y linaje; la segunda nos remite a los 
fundamentos patriarcales de dichas estructuras, hasta 
ahora reconocidas como necesarias desde la antropolo-
gía y desde el derecho, las cuales están siendo cuestiona-
das por el feminismo154 y por la misma realidad. La tec-
nología ha logrado suplir, primero, la figura del padre y 
sustituir la de la madre —legal y afectivamente—, trasto-
cando toda la concepción de lo que significa ser pariente, 
y el reconocimiento de la superioridad del linaje paterno, 
a través del uso del apellido del padre como el distintivo 

153		  Fox, Robin, op. cit., p. 16. Valga el espacio para introducir una 
preocupación sobre las técnicas de reproducción asistida que impli-
can el alquiler de vientres y la existencia de granjas de mujeres para 
estos fines. ¿Qué tan cerca estamos de este “mundo feliz”?

154		  Como un ejemplo de este cuestionamiento, podemos leer a 
Rapp Reiter, Rayna, “En búsqueda de los orígenes: desenredando 
los hilos de la jerarquía genérica”, en Ramos Escandón, Carmen 
(comp.), El género en perspectiva. De la dominación universal a la re-
presentación múltiple, México, UAM-Iztapalapa, 1991, passim, espe-
cialmente su crítica a Engels basada en que “Las estructuras políticas 
del mundo primitivo surgen de la base de parentesco que organiza 
a las sociedades preestatales, pero también encuentran resistencia 
en ellas. De ninguna manera resulta casual que sea en el ámbito del 
parentesco en donde tienen lugar y se hace patente la subordinación 
de las mujeres. A pesar de ello, el parentesco aparece muy rara vez en 
las teorías sobre los motores originales, a no ser que se le mencione 
como telón de fondo del avance del Estado en crecimiento. No obs-
tante, las estructuras de parentesco fueron las grandes perdedoras 
del proceso civilizador y, por tanto, deben ser examinadas detenida-
mente si se desea comprender la formación incipiente de las clases 
sociales y las transformaciones que sufrieron los ámbitos en los que 
se desarrollaba la vida de las mujeres”.
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de la familia. Esto, en países que sólo utilizan uno de los 
apellidos o el que va en primer lugar, como era155 hasta 
hace no mucho tiempo, el caso de nuestro país, con la 
consecuencia de que las y los nietos ya no se reconocen 
con la familia materna a través de los apellidos. Ahora 
bien, en estudios de antropología social, se establece que 
los sistemas de parentesco son categorías sociales que no 
necesariamente guardan una relación con la biología y la 
genética. Al respecto, Gayle Rubin escribe:

En sociedades preestatales, el parentesco es el idioma de 
la interacción social que organiza la actividad económi-
ca, política y ceremonial, además de sexual. Los deberes, 
las responsabilidades y los privilegios de un individuo 
frente a otros se definen en términos del mutuo paren-
tesco o falta de él.156

Lévi-Strauss señaló —como muchas otras personas 
desde la sociología, la filosofía y la antropología— que el 
parentesco es un sistema de categorías y posiciones que 
no siempre corresponden con una lista de parientes y 
relaciones estrictamente biológicas o consanguíneas.157 
Especialistas en esta materia y críticos de este autor afir-
man que él entiende el parentesco como

...una imposición de la organización cultural sobre los 
hechos de la procreación biológica. Está impregnado por 
la conciencia de la importancia de la sexualidad en la so-

155		  Se debe destacar que en algunas entidades federativas, como 
Ciudad de México, ya se permite decidir cuál de los dos apellidos va 
primero.

156		  Rubin, Gayle, “El tráfico de mujeres: notas sobre la «economía 
política» del sexo”, en Lamas, Marta (comp.), El género. La construc-
ción cultural de la diferencia sexual, México, PUEG-UNAM-Miguel 
Ángel Porrúa, 2003, p. 48.

157		  Lévi-Strauss, Claude, Las estructuras elementales del parentes-
co, trad. de Marie Therése Cevasco, México, Paidós, 1983.
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ciedad humana, es una descripción de la sociedad que no 
asume un sujeto humano abstracto y sin género.158

La obra de Levi-Strauss explica la construcción de 
las líneas de parentesco a través del tabú del incesto y 
tabú de la diversidad en la sexualidad; ambos muy vin-
culados entre sí, por ser parte de las reglas sociales que 
fijan los límites de la sexualidad humana. Este autor in-
dicó que

...la reglamentación de las relaciones entre los sexos 
constituye un desborde de la cultura en el seno de la na-
turaleza, por su parte la vida sexual es, en el seno de la 
naturaleza, un indicio de la ida social, ya que, de todos 
los instintos, el sexual es el único que para definirse ne-
cesita del estímulo del otro.159

En todo caso, hoy en día, en nuestro país, las reglas 
sobre las categorías del parentesco siguen los linea-
mientos de los intercambios exogámicos de mujeres, la 
monogamia y la prohibición del incesto, a pesar de los 
cambios sociales que han modificado sustancialmente 
la idea que tenemos de las familias y que impactan en 
forma significativa los vínculos del parentesco.

Dicho esto, hay que recordar que la irrupción de la 
llamada teoría cuir160 ha impactado también en las rela-
ciones de parentesco, estableciendo equivalencias entre 

158		  Rubin, op. cit., p. 49.
159		  Lévi-Strauss, op. cit., p. 45.
160		  Para tratar de entender esta teoría, véase Foucault, Michel, 

Historia de la Sexualidad (I. La voluntad de saber, II. El uso de los 
Placeres, III. El cuidado de sí, IV. Las confesiones de la carne), México, 
Siglo XXI; Butler, Judith, El género en disputa…, cit., Butler, Judith, 
Cuerpos que importan: sobre los límites materiales y discursivos del 
sexo, México, Paidós, 2002. Frente a esta teoría, hay que conocer, 
entre otras, la obra de Millet, Kate, Política sexual, 7a. ed., Valencia, 
Cátedra, 2021; Lecuona, op. cit.
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los vínculos consanguíneos con los de afinidad y adop-
ción, abriendo distintas formas de parentesco entre per-
sonas que hasta la última década no eran jurídicamente 
posibles. Ejemplo de ello es el que surge por los matri-
monios entre personas del mismo sexo o la maternidad 
subrogada. 

1. El concepto jurídico de “parentesco”

En la doctrina jurídica mexicana, Galindo Garfias 
define el parentesco como un “nexo jurídico que existe 
entre los descendientes de un progenitor común, entre 
un cónyuge y los parientes del otro, o entre el adoptante 
y el adoptado”,161 nexo del que surgen tres tipos: el de 
consanguinidad, el de afinidad y el civil (artículo 292 del 
CC para la Ciudad de México), y que identifica, al decir 
del mismo autor, la adscripción de una persona a una fa-
milia determinada. Sin embargo, se debe aclarar que el 
autor se refirió al concepto de “familia extensa”,162 ade-
más de empalmar los conceptos “familia” y “parentesco” 
en paralelismos significativos, amplios e intrincados en 
los que es posible visualizar la figura del incesto —entre 
otros conceptos relevantes en las relaciones entre perso-

161		  Galindo Garfias, Ignacio, Derecho civil. Primer curso. Parte ge-
neral. Personas. Familia, 2a. ed., México, Porrúa, 1976.

162		  Ibidem, p. 431. Entre los clásicos, cuyas obras son todavía li-
bros de texto en nuestras escuelas y facultades de derechos, como si 
nada hubiera cambiado en los últimos 60 años, se encuentran: Jor-
ge Mario Magallón Ibarra (Instituciones de derecho civil, t. III, Dere-
cho de familia, México, Porrúa, 1988), Manuel F. Chávez Asencio (La 
familia en el derecho, México, Porrúa, 1984), Sara Montero Duhalt 
(Derecho de familia, México, Porrúa, 1984). Las nuevas generaciones: 
María Monserrat Pérez Contreras (Derecho de familia y sucesiones, 
Colección Cultura Jurídica, México, IIJ-UNAM). Varios de estos auto-
res y autoras ya fallecieron; por tanto, no podemos saber si habrían 
cambiado de opinión y propuesto una definición distinta.
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nas que integran este grupo social—, que ha sido recogi-
da por nuestro sistema jurídico, como en otras culturas 
exogámicas y monogámicas, en la que se sostienen las 
limitaciones inherentes para el matrimonio.

En todo caso, los tres tipos de parentesco son reco-
nocidos por todos los ordenamientos de la República, 
con pequeñas diferencias, casi todas relativas a la filia-
ción adoptiva y sus efectos; por ejemplo, en el Código 
Familiar de Hidalgo se hace referencia a los conceptos 
de linaje y estirpe, entendidos así: “Linaje es la ascen-
dencia y descendencia de una familia. Tratándose suce-
sión hereditaria, el conjunto formado por la descenden-
cia del sujeto, se llama estirpe” (artículo 176).

Respecto del parentesco por consanguinidad, se dice 
que es el que existe entre personas que descienden de 
un mismo progenitor (artículo 293, CC para la Ciudad 
de México).163 Sus consecuencias jurídicas son varias y 
difieren, dependiendo del grado o línea de que se trate. 
En general, se puede afirmar que las consecuencias son 
el surgimiento de la obligación alimentaria, de derechos 
a la sucesión legítima, de la tutela legítima, de impe-
dimentos para realizar ciertos actos jurídicos entre pa-
rientes consanguíneos hasta cierto grado (como el ma-
trimonio), de la existencia de atenuantes y agravantes 
de responsabilidad tanto civil como penal. Estas conse-
cuencias jurídicas tienen como característica la recipro-
cidad entre parientes.

Hay que especificar que la patria potestad surge jus-
to del parentesco en línea recta en primer grado; es de-
cir, entre padre o madre y los hijos e hijas.164 Se conside-

163		  Definición que es repetida en todos los ordenamientos civiles y 
familiares de la República.

164		  Véanse los comentarios al artículo 293, en Código Civil para el 
Distrito Federal. Comentado, Libro I, México, Miguel Ángel Porrúa, 
1987.
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ra que el derecho al nombre —que incluye los apellidos 
de ambos progenitores— se deriva de este parentesco. 
El vínculo entre ese derecho y el padre y la madre está 
dado por costumbres ancestrales recogidas por la nor-
matividad. No obstante, hoy en día hay quienes sostie-
nen que es independiente, que toda persona tiene dere-
cho a un nombre y a ser registrada desde su nacimiento, 
incluyendo a quienes no pueden identificar ese paren-
tesco por ser expósitos.165

El parentesco por afinidad es el vínculo o relación ju-
rídica que surge como efecto del matrimonio entre uno 
de los cónyuges y los parientes consanguíneos del otro 
(artículo 294, CC para la Ciudad de México), no da de-
recho a heredar (artículo 1063 CC). Cabe aclarar que las 
dos familias no guardan entre sí ningún otro vínculo y 
que las consecuencias jurídicas de este nexo son pocas. 
La más importante es el impedimento que existe para 
contraer matrimonio entre afines en línea recta. La obli-
gación alimentaria entre afines existe en el estado de Hi-
dalgo, como se verá más adelante. En el estado de Gue-
rrero también existe este parentesco entre los parientes 
del concubino y la concubina y entre los parientes de 
esta y el concubino (artículo 379, CC de la entidad). Los 
efectos de este parentesco son similares a los que surgen 
de la unión conyugal.

El parentesco civil es el que nace por virtud de la 
adopción, con características distintas si se trata de adop-
ción plena o adopción simple. En esta última, el vínculo 
existe entre la persona que adopta y la que es adoptada, 
y sólo entre ellas (como lo determina, entre otros ordena-
mientos, el artículo 295 del CC para la Ciudad de México) 
tienen las mismas consecuencias jurídicas que el vínculo 

165		  Véase el artículo 7o. de la Convención Internacional sobre los 
Derechos del Niño; UNICEF, “El registro de nacimiento. El derecho 
a tener derechos”, Innocenti Digest, núm. 9, marzo de 2002.
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entre padre, madre e hijos o hijas; sin embargo, se trata 
de un vínculo que puede ser revocado.

En realidad, el parentesco civil no es un concepto 
uniforme en todo el país, pero es más o menos generali-
zada la costumbre de intentar incorporar afectivamente 
a la familia extensa a la persona adoptada, como si fuera 
hija o hijo por consanguinidad. En muchas ocasiones se 
recurre a hechos ilícitos, como las declaraciones falsas 
en el Registro Civil para buscar que la incorporación sea 
también jurídica.166

El sistema jurídico mexicano desconoce la existen-
cia de un parentesco ritual o compadrazgo, el cual es 
una fuente de relación familiar de fuerte arraigo social 
en nuestro país, tanto entre los grupos indígenas como 
entre el resto de la población, sobre todo por la influen-
cia de costumbres religiosas.

2. El parentesco en la normatividad 
civil y familiar del país

El parentesco como institución jurídica está organi-
zado en toda la República en líneas y grados. Los orde-
namientos civiles o familiares establecen que cada gene-
ración forma un grado y la serie de grados constituyen 
una línea de parentesco. En otras palabras, grado es la o 
las generaciones que hay entre un pariente y otro, y línea 
es el conjunto de generaciones. La determinación preci-
sa de estos grados y líneas es importante en materia de 
sucesión legítima, tutela legítima y alimentos.

Existen dos tipos de líneas: la paterna y la materna, 
de tal suerte que se presupone que toda persona tiene 

166		  Evidentemente, esto propicia juicios muy largos y complicados 
entre la familia de origen y la familia afectiva, provocando daños e 
inestabilidad psicológica en las y los menores de edad involucrados 
y, en la mayoría de los casos, también en las personas adultas.
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diversos grados de parentesco por línea paterna y por la 
materna. Hasta antes de la aparición de las nuevas tec-
nologías, este hecho no era una presunción, era una rea-
lidad. Sin embargo, las técnicas de reproducción asis-
tida permiten que, en algunos casos, el parentesco por 
línea paterna no se pueda determinar, como la realidad 
indica también para las paternidades de los hombres 
irresponsables que no la asumen con todo lo que ello 
implica. Además, el avance de las prácticas de la mater-
nidad subrogada es un obstáculo para el reconocimien-
to de la línea materna, haciendo cada vez más compleja 
la identificación de estas líneas de parentesco.

Asimismo, la ley reconoce la existencia de otros dos 
tipos de líneas: la recta y la transversal. La primera está 
compuesta por las generaciones que descienden unas de 
otras y puede ser ascendente (padres y madre, abuelos y 
abuelas o bisabuelos y bisabuelas) y descendente (hijos 
e hijas, nietos y nietas, bisnietos y bisnietas). La segun-
da se integra por la serie de grados o generaciones que 
procede de un progenitor o tronco común sin descender 
unas de otras, y puede ser igual o desigual, dependien-
do de las generaciones que tengan entre sí dos personas 
respecto del tronco común (hermanos y hermanas, pri-
mos y primas, sobrinos y sobrinas, tíos y tías). En gene-
ral, la línea recta tiene efectos jurídicos reconocidos sin 
limitación de grado y la colateral, hasta el cuarto.

Con el fin de saber cuántos grados existen entre dos 
personas por ambas líneas, el CC capitalino especifica 
que tratándose de la línea recta los grados se cuentan por 
el número de generaciones existentes entre una y otra, 
o —para mayor facilidad— por el número de personas, 
excluyendo al progenitor. De esta manera, entre padre y 
madre e hijos e hijas hay un grado, ya que existe una sola 
generación; de abuelos y abuelas a nietos y nietas, dos; 
de bisabuelos y bisabuelas a bisnietos y bisnietas, tres, 
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y así sucesivamente, aunque es claro que más allá de la 
quinta generación en línea recta, es poco probable que 
existan verdaderos contactos afectivos o relaciones fa-
miliares. Esto queda en el anecdotario o historia de una 
familia determinada.167

La otra forma que propone el legislador para contar 
los grados en esta línea es como sigue: de padre o madre 
a hijo o hija existen dos personas; se quita al progenitor 
(padre o madre) y quedará una. Estamos hablando de 
un primer grado en esta relación. De abuelo o abuela 
a nieto o nieta están: abuelo o abuela, padre o madre e 
hijo o hija (tres personas); se quita al progenitor y que-
dan dos. Es, así, un segundo grado.

En la línea transversal, los grados se cuentan por el 
número de generaciones, pero tenemos que subir por 
una de las líneas y después bajar por la otra. Nos dice 
el ordenamiento civil que también se puede contar por el 
número de personas que hay entre los dos extremos que 
se estudian, excluyendo al tronco común. Por ejemplo, 
los hermanos o hermanas son parientes en segundo gra-
do en línea transversal, pues de un hermano o herma-
na al otro encontramos tres personas (hermano-padre o 
madre-hermana), de las cuales debe restarse al padre o a 
la madre, quedando así sólo dos. O se cuenta un escaño 
de un hijo o hija al padre o a la madre, y otro bajando de 
estos al otro hijo o hija.

Entre los sobrinos o sobrinas y los tíos o tías existe 
un parentesco de tercer grado, porque hay un escalón de 
la sobrina a su madre, el segundo de esta a la abuela y el 

167		  Aunque se diga que es poco científico, no resisto la tentación de 
señalar que en mi familia ha habido al menos dos tatarabuelas que 
convivieron de manera significativa con sus tataranietos y tataranie-
tas. A mí me tocó poner en los brazos de mi bisabuela a su tataranieta, 
mi hija; para ese entonces, ella tenía ya otros dos tataranietos y antes 
de fallecer eran más de quince.
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tercero de la abuela a la tía. Entre los llamados primos 
hermanos o primas hermanas existen cuatro grados en 
línea transversal igual. Son los mismos grados existen-
tes entre el tío-abuelo o tía-abuela y el sobrino-nieto o 
sobrina-nieta, pero la línea es transversal desigual, por-
que la primera ocupa el mismo nivel de generación y la 
segunda no. Es una contabilidad complicada que sólo 
tiene relevancia para las sucesiones intestadas, para los 
impedimentos para contraer nupcias y para hacer valer 
el derecho a no declarar contra un pariente en el ámbito 
penal. Del resto, el sentido de pertenencia a la familia 
puede extenderse hasta donde la curiosidad por el linaje 
lleve a las personas.

Este mismo sistema existe en, prácticamente, todos 
los ordenamientos civiles y familiares del país, como 
se hace constar en el cuadro que sigue. Es importante 
destacar que la vinculación del parentesco con las de-
finiciones de familia o los impedimentos para contraer 
nupcias, adoptar o heredar son muchas, y las consigna-
ré en los capítulos correspondientes para evitar inútiles 
repeticiones.

Entidad 
federativa

Disposiciones que definen a la familia 
o las relaciones familiares

Código Civil 
Federal

a. 292. La ley no reconoce más parentesco que 
los de consanguinidad y afinidad.
a. 293. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
En el caso de la adopción plena, se equiparará al 
parentesco por consanguinidad aquél que exis-
te entre el adoptado, el adoptante, los parientes 
de éste y los descendientes de aquél, como si el 
adoptado fuera hijo consanguíneo.
a. 294. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por el matrimonio, entre el varón y los pa-
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rientes de la mujer, y entre la mujer y los parien-
tes del varón.
a. 296. Cada generación forma un grado, y la se-
rie de grados constituye lo que se llama línea de 
parentesco.
a. 297. La línea es recta o transversal: la recta 
se compone de la serie de grados entre personas 
que descienden unas de otras; la transversal se 
compone de la serie de grados entre personas 
que sin descender unas de otras, proceden de un 
progenitor o tronco común.
a. 298. La línea recta es ascendente o descenden-
te: ascendente es la que liga a una persona con 
su progenitor o tronco de que procede; descen-
dente es la que liga al progenitor con los que de 
él proceden. La misma línea es, pues, ascendente 
o descendente, según el punto de partida y la re-
lación a que se atiende.
a. 299. En la línea recta los grados se cuentan por 
el número de generaciones, o por el de las perso-
nas, excluyendo al progenitor.
a. 300. En la línea transversal los grados se cuen-
tan por él número de generaciones, subiendo por 
una de las líneas y descendiendo por la otra; o 
por el número de personas que hay de uno y otro 
de los extremos que se consideran, excluyendo la 
del progenitor o tronco común.

Aguascalientes 
(CC)

a. 314. La ley no reconoce más parentescos que 
los de consanguinidad, afinidad y el civil.
a. 315. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
Artículo 316. El parentesco de afinidad es el que 
se contrae por el matrimonio, entre un cónyuge 
y los parientes consanguíneos del otro.
a. 317. El parentesco civil es el que nace de la 
adopción.
a. 318. Cada generación forma un grado, y la se-
rie de grados constituye lo que se llama línea de 
parentesco.
a. 347 Ter. Los integrantes de la familia están 
obligados a evitar conductas que generen violen-
cia familiar. Por violencia familiar se entenderá 
todo acto u omisión, encaminado adominar, so-
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meter, controlar, humillar o agredir física, verbal, 
psicológica, emocional, sexual o económicamen-
te a cualquier integrante de la familia, que ten-
ga por objeto causar daño, sufrimiento, dentro o 
fuera del domicilio familiar, por parte de quienes 
tengan parentesco, vínculo matrimonial, concu-
binato, o relación familiar o marital de hecho.

Baja California 
(CC)

a. 290. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
El parentesco resultante de la adopción se equi-
para al de consanguinidad con todos sus efectos, 
tanto con relación al adoptado como a sus des-
cendientes con respecto al adoptante.
a. 291. El parentesco por afinidad es el que se 
contrae por el matrimonio, entre los parientes de 
los cónyuges.
Del artículo 293 al 297 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Baja California 
Sur (CC)

a. 341. La Ley no reconoce más parentesco que el 
consanguíneo, el de afinidad y el civil.
a. 342. El parentesco por consanguinidad es el 
que existe entre personas que descienden genéti-
camente de un mismo progenitor.
a. 343. El parentesco por afinidad es el que se 
produce por el matrimonio, entre el varón y los 
parientes de la mujer y entre la mujer y los pa-
rientes del varón.
a. 344. El parentesco civil es el que nace de la 
adopción.
Del artículo 345 al 349 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Campeche 
(CC)

a. 309. La ley no reconoce más parentesco que 
los de consanguinidad, afinidad y el civil.
a. 310. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
a. 311. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por matrimonio o concubinato, entre la o el 
cónyuge o la y el concubino y los parientes del 
otro cónyuge o concubino. Disuelto el matrimo-
nio o el concubinato, desaparece el parentesco 
por afinidad.



ALICIA ELENA PÉREZ DUARTE Y NOROÑA206

a. 312. El parentesco civil es el que nace de la 
adopción. En la adopción simple, el parentesco 
existe sólo entre el adoptante y el adoptado. En 
el caso de la adopción plena, el parentesco existe 
entre el adoptado, el adoptante y los familiares 
consanguíneos de éste.
Del artículo 313 al 317 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Chiapas 
(CC)

a. 288. La ley no reconoce más parentesco que 
los de consanguinidad, afinidad y el civil.
a. 289. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe Entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
En el caso de la adopción plena, se equiparara al 
parentesco por consanguinidad aquel que exis-
te entre el adoptado, el adoptante, los parientes 
de este y los descendientes de aquel, como si el 
adoptado fuera hijo consanguíneo.
a. 290. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por el matrimonio, entre el varón y los pa-
rientes de la mujer y entre la mujer y los parien-
tes del varón.
a. 291. El parentesco civil es el que nace de la 
adopción entre el adoptado, el adoptante y los 
parientes de éste.
Del artículo 292 al 296 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Chihuahua 
(CC)

a. 269. La ley no reconoce más parentesco que 
los de consanguinidad, afinidad y civil.
a. 270. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
a. 271. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por el matrimonio, entre el varón y los pa-
rientes de la mujer, y entre la mujer y los parien-
tes del varón.
a. 272. El parentesco civil es el que nace de la 
adopción, entre el adoptado, el adoptante y los 
parientes de éste.
Del artículo 273 al 277 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.
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Ciudad de México 
(CC)

a. 292. La ley sólo reconoce como parentesco los 
de consanguinidad, afinidad y civil.
a. 293. El parentesco por consanguinidad es el 
vínculo entre personas que descienden de un 
tronco común.
También se da parentesco por consanguinidad, 
entre el hijo producto de reproducción asistida 
y el hombre y la mujer, o sólo ésta, que hayan 
procurado el nacimiento para atribuirse el carác-
ter de progenitores o progenitora. Fuera de este 
caso, la donación de células germinales no gene-
ra parentesco entre el donante y el hijo producto 
de la reproducción asistida.
En el caso de la adopción, se equiparará al paren-
tesco por consanguinidad aquél que existe entre 
el adoptado, el adoptante, los parientes de éste y 
los descendientes de aquél, como si el adoptado 
fuera hijo consanguíneo.
a. 294. El parentesco de afinidad, es el que se ad-
quiere por matrimonio o concubinato, entre los 
cónyuges y sus respectivos parientes consanguí-
neos.
a. 295. El parentesco civil es el que nace de la 
adopción, en los términos del artículo 410-D.
a. 296. Cada generación forma un grado, y la se-
rie de grados constituye lo que se llama línea de 
parentesco.
a. 297. La línea es recta o transversal: la recta 
se compone de la serie de grados entre personas 
que descienden unas de otras; la transversal se 
compone de la serie de grados entre personas 
que sin descender unas de otras, proceden de un 
progenitor o tronco común.
a. 298. La línea recta es ascendente o descendente:
I. Ascendente es la que liga a una persona con su 
progenitor o tronco del que procede;
II. Descendente, es la que liga al progenitor con 
los que de él proceden.
La misma línea recta es ascendente o descenden-
te, según el punto de partida y la relación a que 
se atiende.
a. 299. En la línea recta los grados se cuentan por 
el número de generaciones, o por el de las perso-
nas, excluyendo al progenitor.
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a. 300. En la línea transversal los grados se cuen-
tan por el número de generaciones, subiendo por 
una de las líneas y descendiendo por la otra; o 
por el número de personas que hay de uno a otro 
de los extremos que se consideran, excluyendo la 
del progenitor o tronco común.

Coahuila 
(LF)

a. 267. La ley sólo reconoce los parentescos de 
consanguinidad y afinidad.
a. 268. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo padre o madre.
También existe parentesco por consanguinidad, 
entre la hija o hijo producto del uso de técnicas 
de reproducción asistida y la pareja que las em-
plea, o sólo la mujer que haya procurado el naci-
miento. A ellos y ella les será atribuido el carác-
ter de padres o madre, respectivamente. Fuera 
de este caso, la donación de células germinales 
no genera parentesco entre el donante y la hija o 
hijo producto de la reproducción asistida.
En la adopción se equiparará al parentesco por 
consanguinidad, aquél que existe entre la o el 
adoptado y la o el adoptante, sus parientes y sus 
descendientes.
a. 269. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por matrimonio o concubinato, entre los 
cónyuges o concubinos y los parientes del otro.
Disuelto el matrimonio o el concubinato, desa-
parece el parentesco por afinidad en la línea co-
lateral; pero subsiste en la línea recta en todos 
los casos en que la ley se refiera a tal parentesco.
Del artículo 271 al 275 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Colima (CC)

a. 292. La ley no reconoce más parentesco que 
los de consanguinidad, afinidad y el civil.
a. 293. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
En el caso de la adopción plena, se equiparará al 
parentesco por consanguinidad el que se estable-
ce entre el adoptado, el adoptante, los parientes 
de éste y los descendientes de aquél, como si el 
adoptado fuera hijo consanguíneo.
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a. 294. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por el matrimonio, entre un cónyuge y los 
parientes del otro.
Del artículo 296 al 300 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Durango 
(CC)

a. 287. La ley no reconoce más parentesco que 
los de consanguinidad, y el de afinidad.
a. 288. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
En el caso de la adopción, se equiparará el pa-
rentesco por consanguinidad a aquél que existe 
entre la o el adoptado, el adoptante, los parientes 
de éste y los descendientes de aquél, como si la 
adoptada o adoptado fuera hija o hijo consan-
guíneo.
a. 289. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por el matrimonio, entre el varón y los pa-
rientes de la mujer, y entre la mujer y los parien-
tes del varón.
Del artículo 291 al 295 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Estado de México 
(CC)

a. 4.117. Sólo se reconocen los parentescos de 
consanguinidad, afinidad y civil.
a. 4.118. El parentesco consanguíneo es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
a. 4.119. El parentesco por afinidad es el que se 
contrae por el matrimonio, entre un cónyuge y 
los parientes del otro.
a. 4.120. El parentesco civil nace de la adopción 
y se equipara al consanguíneo.
Del artículo 4.121 al 4.125 se definen las líneas y 
grados de parentesco de manera similar al orde-
namiento de la Ciudad de México.

Guanajuato 
(CC)

a. 346. La ley no reconoce más parentesco que 
los de consanguinidad, afinidad y el civil.
a. 347. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
a. 348. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por el matrimonio, entre el varón y los pa-
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rientes de la mujer y entre la mujer y los parien-
tes del varón.
a. 349. El parentesco civil es el que nace de la 
adopción plena o de la adopción simple.
En la adopción simple el parentesco, existe entre 
el adoptante y el adoptado.
En la adopción plena, el parentesco confiere los 
mismos derechos y obligaciones que los deriva-
dos del parentesco consanguíneo.
Del artículo 350 al 354 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Guerrero 
(CC)

a. 376. La Ley no reconocerá más parentesco que 
los de consanguinidad, afinidad y civil.
a. 377. El parentesco por consanguinidad es el 
que existe entre personas que descienden de un 
mismo progenitor o tronco común.
a. 378. Afinidad es el parentesco que se contrae 
por dos personas a través del matrimonio, entre 
las personas casadas y los parientes de sus res-
pectivas parejas.
a. 379. También existe el parentesco por afinidad 
en la relación que resulta por virtud del concubi-
nato, entre las personas en concubinato y quienes 
tengan un parentesco con ellas. Esta asimilación 
sólo comprende a los parientes consanguíneos 
en línea recta, ascendente o descendente, sin li-
mitación de grado, y su único efecto es constituir 
un impedimento para el matrimonio en términos 
de la fracción III del artículo 417.
a. 380. El parentesco civil es el que nace de la 
adopción.
Del artículo 381 al 385 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Hidalgo 
(LF)

a. 148. Parentesco es el vínculo subsistente entre 
los integrantes de una Familia.
a. 149. Existen tres clases de parentesco:
I. Por consanguinidad;
II. Por afinidad, y
III. Por adopción o civil.
a. 150. El parentesco por consanguinidad es la 
relación jurídica entre personas descendientes 
unas de otras; o de un progenitor común.
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a. 151. El parentesco por afinidad resulta del ma-
trimonio. Existe entre los cónyuges, así como en-
tre estos y sus parientes. Este parentesco se ter-
mina con la disolución del matrimonio.
a. 152. En la adopción plena el parentesco se 
equipara al consanguíneo.
a. 153. Cada generación forma un grado. La serie 
de éstos, constituye una línea de parentesco.
a. 154. Tronco es de donde parten dos o más líneas 
en relación a su origen y se denominan ramas.
a. 155. Linaje es la ascendencia y descendencia 
de una familia. Tratándose de sucesión heredita-
ria, el conjunto formado por la descendencia del 
sujeto, se llama estirpe.
a. 156. Las líneas pueden ser: recta, ascendente, 
descendente y colateral igual o desigual.
a. 157. La línea recta ascendente es la serie de 
grados y generaciones que unen al tronco común 
con su padre, abuelo y demás ascendientes.
a. 158. La línea recta descendente es la serie de 
grados y generaciones que unen al tronco común 
con sus hijos, nietos y demás descendientes.
a. 159. La línea colateral está compuesta por la 
serie de grados entre personas que, sin descender 
una de otras, proceden de un mismo progenitor 
o tronco común.
a. 160. En la línea recta, los grados se cuentan 
por el número de generaciones o por el de las 
personas, excluyendo al progenitor. El hijo está 
en primer grado, el nieto en segundo, y así suce-
sivamente.
a. 161. En la línea colateral, los grados se cuentan 
por el número de generaciones, subiendo por una 
de las líneas, descendiendo por la otra, o por el 
número de personas que hay de uno a otro de los 
extremos, excluyendo la del progenitor o tronco 
común.

Jalisco 
(CC)

a. 423. La ley no reconoce más parentesco que 
los de consanguinidad, afinidad y el civil.
a. 424. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden unas de 
otras de un mismo progenitor o tronco común.
a. 425. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por el matrimonio entre el varón y los pa-
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rientes de la mujer y entre la mujer y los parien-
tes del varón.
a. 426. El parentesco civil es el que nace de la 
adopción y sólo existe entre el adoptante y el adop-
tado, en los casos de adopción simple, y cuando 
se hubiese optado por la adopción plena, las rela-
ciones de parentesco se establecen además entre 
el adoptado y la familia o familias del adoptante 
o adoptantes.
Del artículo 427 al 431 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Michoacán 
(CF)

a. 326. La ley no reconoce más parentesco que 
los de consanguinidad y afinidad.
a. 327. El parentesco de consanguinidad es el 
vínculo entre personas que descienden de un 
tronco común.
También se da parentesco por consanguinidad, 
en el hijo producto de reproducción asistida y de 
quienes la consientan.
En el caso de la adopción, se equiparará al paren-
tesco por consanguinidad aquel que existe entre 
el adoptado, el adoptante, los parientes de este y 
los descendientes de aquel, como si el adoptado 
fuera hijo consanguíneo.
a. 328. Afinidad es el parentesco que se contrae 
por el matrimonio, entre los cónyuges y sus pa-
rientes.
Del artículo 329 al 333 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Morelos 
(CF)

a. 26. Este Código reconoce únicamente los pa-
rentescos de consanguinidad y afinidad.
a. 27. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor, o el equivalente por adopción 
plena.
a. 28. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por el matrimonio, es decir, entre un cónyu-
ge y los parientes consanguíneos del otro.
Del artículo 29 al 32 se definen las líneas y grados 
de parentesco de manera similar al ordenamien-
to de la Ciudad de México.
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Nayarit 
(CC)

a. 285. La ley no reconoce más parentesco que 
los de consanguinidad, afinidad y el civil.
a. 286. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
En el caso de adopción, el parentesco generado 
por este acto es igual al de consanguinidad para 
todos los efectos jurídicos.
a. 287. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por el matrimonio, entre los cónyuges y los 
parientes de su consorte.
Del artículo 289 al 293 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Nuevo León 
(CC)

a. 292. La ley no reconoce más parentescos que 
los de consanguinidad, afinidad y el civil.
a. 293. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
a. 294. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por el matrimonio, entre el varón y los pa-
rientes de la mujer, y entre la mujer y los parien-
tes del varón.
a. 295. El parentesco civil es el que nace de la 
adopción.
Del artículo 296 al 300 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Oaxaca 
(CF)

a. 139. La ley no reconoce más parentesco que 
los de consanguinidad, afinidad y civil.
a. 140. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
a. 141. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por el matrimonio, entre el varón y los pa-
rientes de la mujer, y entre la mujer y los parien-
tes del varón.
a. 142. El parentesco civil es el que nace de la 
adopción; existe entre el adoptante y el adoptado 
y entre éste y los parientes del primero.
Del artículo 143 al 147 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.
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Puebla 
(CC)

a. 476. El parentesco es por consanguinidad afi-
nidad o civil.
a. 477. Consanguinidad es el parentesco entre per-
sonas que descienden de un mismo progenitor.
a. 477 Bis. También existirá parentesco por con-
sanguinidad entre el hijo producto de la repro-
ducción asistida y los cónyuges o concubinos 
que hayan procurado el nacimiento, para atri-
buirse el carácter de progenitor o progenitores.
a. 478. Afinidad es el parentesco que se contrae 
por el matrimonio o el concubinato, entre los 
cónyuges o concubinos y los parientes del otro.
a. 479. El parentesco civil es el que nace de la 
adopción.
a. 480. Disuelto el matrimonio o terminado el con-
cubinato, desaparece el parentesco por afinidad 
en la línea colateral; pero subsiste en línea recta.
Del artículo 481 al 885 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Querétaro 
(CC)

a. 276. La ley no reconoce más parentescos que 
los de consanguinidad, afinidad y el civil.
a. 277. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
a. 278. El parentesco por afinidad es el que surge 
por el matrimonio, entre un cónyuge y los pa-
rientes del otro.
a. 279. El parentesco que nazca de la adopción 
surtirá los mismos efectos jurídicos que los exis-
tentes entre familiares consanguíneos.
Del artículo 280 al 284 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Quintana Roo 
(CC)

a. 826. La ley no reconoce más parentesco que 
los de consanguinidad y afinidad.
a. 827. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
En el caso de la adopción plena, se equiparará al 
parentesco por consanguinidad aquél que exis-
te entre el adoptado, el adoptante, los parientes 
de éste y los descendientes de aquél, como si el 
adoptado fuera hijo consanguíneo.
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a. 828. Afinidad es el parentesco que se adquiere 
por el matrimonio entre las personas contrayen-
tes y sus respectivos parientes.
La misma calidad opera tratándose del concubi-
nato y sus respectivos parientes.
Disuelto el matrimonio o concubinato desapare-
ce el parentesco por afinidad en la línea colateral; 
pero subsiste en la línea recta, en todos los casos 
en que esta ley se refiere a tal parentesco.
a. 829. Se asimila al parentesco por afinidad el 
que se contrae entre los concubinos y los parien-
tes de aquél, en los casos siguientes:
I. Cuando entre los concubinos hay la posesión 
de estado de casados sin serlo y no exista ningún 
impedimento para contraer matrimonio;
II. Cuando la unión sexual sea accidental, no 
exista entre ellos impedimento para el matrimo-
nio y por virtud de ella tenga la mujer un hijo, y
III. Cuando siendo accidental la unión sexual, 
tenga la mujer por virtud de ella un hijo y exis-
ta entre ésta y el varón algún impedimento para 
contraer matrimonio.
a. 830. La asimilación a que se refiere el artículo 
anterior sólo comprende a los parientes consan-
guíneos en línea recta ascendente o descendente, 
sin limitación de grado y su único efecto es cons-
tituir un impedimento para el matrimonio como 
lo dispone el artículo 700 fracción II.
Del artículo 832 al 836 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.
a. 836 Bis. Solamente por resolución judicial, 
podrá impedirse la convivencia de los menores 
de edad, con sus parientes, así como de aquellas 
personas que, sin encontrarse vinculadas fami-
liarmente, resulten significativas para los me-
nores, quienes podrán, en todo momento, exigir 
este derecho, de quien ejerza la patria potestad.

San Luis Potosí 
(CF)

a. 131. La ley reconoce como parentescos los de 
consanguinidad, afinidad y civil.
a. 132. El parentesco de consanguinidad existe 
entre personas que descienden de un mismo pro-
genitor.
a. 133. El parentesco de afinidad se contrae por 
el matrimonio, entre el cónyuge y los parientes 
del otro cónyuge, respectivamente.
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a. 134. El parentesco civil se origina de la adop-
ción, entre la o el adoptado y sus adoptantes, las 
o los ascendientes de éstos y sus descendientes 
colaterales.
a. 135. Cada generación forma un grado y la serie 
de grados constituye la línea de parentesco.
a. 136. La línea de parentesco es recta y colate-
ral; la recta se compone de la serie de grados en-
tre las personas que descienden unas de otras; la 
colateral se compone de la serie de grados entre 
personas que sin descender unas de otras, proce-
den de un progenitor o tronco común.
a. 137. La línea recta es ascendente o descen-
dente; ascendente es la que liga a una persona 
con su progenitora o progenitora [sic], o tronco 
del que procede; descendente es la que liga a la 
progenitora o progenitor con los que de él pro-
ceden.
a. 138. En la línea recta los grados se cuentan 
por el número de generaciones, o por el de las 
personas, excluyendo a la progenitora o el pro-
genitor.
a. 139. En la línea colateral los grados se cuentan 
por el número de generaciones, subiendo por una 
de las líneas y descendiendo por la otra; o por el 
número de personas que hay de uno a otro de los 
extremos que se consideran, excluyendo a la de la 
progenitora o progenitor o tronco común.

Sinaloa 
(CF)

a. 196. La ley sólo reconoce como parentesco los 
de consanguinidad y afinidad.
a. 197. El parentesco por consanguinidad es el 
vínculo entre personas que descienden genética-
mente de un mismo progenitor.
a. 198. También se da parentesco por consangui-
nidad, entre el hijo producto de reproducción 
asistida entre el hombre y la mujer, o sólo ésta, 
que hayan procurado el nacimiento para atri-
buirse el carácter de progenitores o progenitora. 
Fuera de este caso, la donación de células germi-
nales no genera parentesco entre el donante y el 
hijo resultado de la reproducción asistida.
a. 199. En el caso de la adopción, se equiparará 
al parentesco por consanguinidad aquél que exis-
te entre el adoptado, el adoptante, los parientes
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de éste y los descendientes de aquél, como si el 
adoptado fuera hijo consanguíneo.
a. 200. El parentesco de afinidad, es el que se ad-
quiere por matrimonio o concubinato, entre los 
cónyuges, los concubinos y sus respectivos pa-
rientes consanguíneos.
a. 201. Cuando se trate de menores huérfanos, 
abandonados o entregados lícitamente por sus 
padres, acogidos por un matrimonio o concubi-
nato y que voluntariamente acrediten a través de 
los medios establecidos por el Código de Proce-
dimientos Familiares su condición ante el oficial 
del registro civil, tendrán derecho a ser alimen-
tados en forma provisoria, siempre que la rela-
ción se prolongue por más de un año con todas 
las características y fines de la relación paterno 
materno filial.
a. 202. En la filiación consanguínea cada genera-
ción forma un grado, y la serie de grados cons-
tituye lo que se llama línea de parentesco, que 
puede ser recta o transversal.
La línea recta se compone de la serie de grados 
existente entre personas que descienden unas 
de otras; la transversal o colateral, de la serie de 
grados entre personas que sin descender unas 
de otras, proceden de un progenitor.
a. 203. La línea recta es ascendente o descenden-
te; ascendente es la que liga a una persona con 
su progenitor o tronco del que procede; descen-
dente es la que liga al progenitor, con los de que 
de él proceden.
En la línea recta los grados se cuentan por el nú-
mero de generaciones, o por el de las personas 
excluyendo al progenitor.
a. 204. En la línea transversal o colateral, los 
grados se cuentan por el número de generacio-
nes, subiendo por una de las líneas y descen-
diendo por la otra, o por el número de personas 
que hay de uno al otro de los extremos que se 
consideren, excluyendo la del progenitor o tron-
co común. Los derechos y obligaciones de carác-
ter familiar, sólo alcanzan a los parientes colate-
rales hasta el cuarto grado, y sin limitación, en 
la línea recta.
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Sonora 
(CF)

a. 203. La Ley reconoce que el parentesco puede 
ser consanguíneo, por afinidad y voluntario.
a. 204. El parentesco por consanguinidad es el 
que existe entre personas que descienden genéti-
camente de un mismo progenitor.
a. 205. El parentesco por afinidad es el que se 
produce por el matrimonio, entre los parientes 
de un cónyuge con el otro, y sólo afecta la capa-
cidad para contraer matrimonio con los ascen-
dientes o descendientes del cónyuge, una vez di-
suelto el vínculo.
a. 206. El parentesco voluntario es el que nace de 
la adopción; del nacimiento obtenido mediante 
técnicas de reproducción asistida con gametos 
ajenos, autorizadas por los cónyuges o concubi-
nos, y de la afiliación o acogimiento de menores 
huérfanos, abandonados o entregados lícitamen-
te por sus padres, siempre que la relación se pro-
longue por más de un año con todas las caracte-
rísticas y fines de la relación paterno-filial.
No se considerarán acogientes a quienes hayan 
sido designados padres sustitutos por la auto-
ridad o aceptado la custodia provisional del 
menor.
En el caso de los menores abandonados o en-
tregados lícitamente por sus padres, para que 
se establezca el parentesco voluntario entre el 
acogiente y el menor, será necesario que, en su 
caso, se declare la pérdida de la patria potestad 
de quienes la ejerzan.
a. 207. Cuando el embarazo se obtenga por técni-
cas de reproducción asistida con material genéti-
co de personas distintas de uno o ambos cónyu-
ges o concubinos, los que usen voluntariamente 
gametos de terceros serán considerados como 
padres biológicos del niño que nazca por estos 
métodos, siempre que hayan otorgado expresa-
mente su autorización. El hijo podrá solicitar, al 
llegar a su mayor edad, informes sobre el padre 
biológico en los mismos casos que en la adopción 
plena, sin reclamar ningún derecho filiatorio.
a. 208. El consentimiento de los cónyuges o con-
cubinos equivaldrá a la cohabitación para efec-
tos de la paternidad y serán considerados padres 
biológicos del hijo engendrado a través de dichas
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técnicas, para todos los efectos legales, excluyen-
do cualquier derecho u obligación del donante.
La autorización para la reproducción asistida, 
admitiendo la paternidad o maternidad del pro-
ducto, puede hacerse ante el Director de la Clíni-
ca o Centro Hospitalario, ante notario público o 
por acuerdo privado suscrito ante testigos.
a. 209. En la filiación consanguínea cada genera-
ción forma un grado, y la serie de grados cons-
tituye lo que se llama línea de parentesco, que 
puede ser recta o transversal.
La línea recta se compone de la serie de grados 
existente entre personas que descienden unas de 
otras; la transversal o colateral, se compone de la 
serie de grados entre personas que sin descender 
unas de otras, proceden de un progenitor o tron-
co común.
a. 210. La línea recta es ascendente o descenden-
te. Ascendente es la que liga a una persona con 
su progenitor o tronco del que procede; descen-
dente es la que liga al progenitor con los de que 
de él proceden.
a. 211. En la línea recta los grados se cuentan por 
el número de generaciones, excluyendo al proge-
nitor, obligando recíprocamente a sus miembros 
al pago de alimentos además de legitimarlos en 
la sucesión intestamentaria, siguiendo las condi-
ciones y la prelación prevista por la ley.
a. 212. En la línea transversal o colateral, los gra-
dos se cuentan por el número de generaciones, 
subiendo por una de las líneas y descendiendo 
por la otra, o por el número de personas que hay 
de uno al otro de los extremos que se consideren, 
excluyendo la del progenitor o tronco común. 
Los derechos y obligaciones de carácter familiar, 
solo alcanzan a los parientes colaterales hasta el 
cuarto grado y sin limitación en la línea recta.

Tabasco 
(CC)

a. 287. La ley no reconoce más parentesco que 
los de consanguinidad, afinidad y civil.
a. 288. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
a. 289. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por el matrimonio entre los parientes de las 
personas cónyuges. Disuelto el matrimonio desa-
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parece el parentesco por afinidad en la línea cola-
teral, pero subsiste en la línea recta, en todos los 
casos en que esta ley se refiere a tal parentesco.
a. 290. La ley asimila al parentesco por afinidad, 
la relación que resulta por virtud del concubina-
to, entre el concubinario y los parientes de la con-
cubina y entre los parientes de ésta y aquél. Esta 
asimilación sólo comprende a los parientes con-
sanguíneos en línea recta, ascendente o descen-
dente, sin limitación de grado, y su único efecto 
es constituir un impedimento para el matrimonio 
en términos de la fracción V del artículo 160.
a. 291. El parentesco civil es el que nace de la adop-
ción y sólo existe entre el adoptante y el adopta-
do, cuando se trata de una adopción simple. En el 
caso de la adopción plena, este parentesco surge, 
además, en relación con los parientes del adoptan-
te y del adoptado, con los mismos derechos y obli-
gaciones derivados del parentesco consanguíneo.
Del artículo 292 al 296 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Tamaulipas 
(CC y LDF)

a. 268 (CC). La ley no reconoce más parentesco 
que el de consanguinidad, el de afinidad y el civil.
a. 269. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
a. 270. El parentesco de afinidad es el que, con 
motivo del matrimonio, surge entre cada cónyu-
ge y los parientes consanguíneos del otro.
Del artículo 272 al 276 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Tlaxcala 
(CC)

a. 136. La ley no reconoce más parentesco que 
los de consanguinidad, afinidad y civil.
a. 137. Consanguinidad es el parentesco entre 
personas que descienden de una misma raíz o 
tronco.
a.138. Afinidad es el parentesco que se contrae 
por el matrimonio, entre cada cónyuge y los pa-
rientes del otro.
Disuelto el matrimonio desaparece el parentesco 
por afinidad en la línea colateral; pero subsiste
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en la línea recta, en todos los casos en que esta 
ley se refiere a tal parentesco.
a. 139. La ley asimila al parentesco por afinidad 
la relación que resulta por virtud del concubina-
to, entre cada concubino y los parientes del otro. 
Esta asimilación sólo comprende a los parientes 
consanguíneos en línea recta, ascendente o des-
cendente, sin limitación de grado, y su único efec-
to es constituir un impedimento para el matrimo-
nio en términos de la fracción V del artículo 43.
a. 140. El parentesco civil es el que nace de la adop-
ción y sólo existe entre el adoptante y el adoptado.
Del artículo 141 al 145 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Veracruz 
(CC)

a. 223. La ley no reconoce más parentescos que 
los de consanguinidad, afinidad y el civil.
a. 224. El parentesco de consanguinidad es el que 
existe entre personas que descienden de un mis-
mo progenitor.
a. 225. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por el matrimonio, entre el varón y los pa-
rientes de la mujer, y entre la mujer y los parien-
tes del varón.
a. 226. El parentesco civil es el que nace de la 
adopción y existe entre el adoptado y el adoptan-
te y los familiares consanguíneos de éste. Tam-
bién existirá parentesco civil con los descendien-
tes del adoptado.
Del artículo 227 al 231 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.

Yucatán 
(CF)

a. 14. El parentesco, es la relación jurídica que 
nace entre las personas en razón de la consangui-
nidad, afinidad o por la adopción.
a. 15. El parentesco por consanguinidad es el que 
surge entre personas que descienden genética-
mente de un mismo progenitor.
También se equipará como parentesco por con-
sanguinidad en los casos de adopción plena.
a. 16. El parentesco por afinidad es la relación ju-
rídica surgida del matrimonio entre un cónyuge 
y los parientes consanguíneos del otro.
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a. 17. El parentesco civil es el que nace de la adop- 
ción.
Del artículo 18 al 22 se definen las líneas y grados 
de parentesco de manera similar al ordenamien-
to de la Ciudad de México.

Zacatecas 
(CC y CF)

a. 245. La Ley no reconoce más parentesco que 
los de consanguinidad, afinidad y civil.
a. 246. El parentesco de consanguinidad es el 
vínculo que existe entre personas que descienden 
de un tronco común.
También se considera parentesco por consangui-
nidad, el vínculo existente entre el hijo producto 
de la reproducción asistida y los cónyuges o con-
cubinos que hubieren procurado el nacimiento.
En la adopción plena, se equiparará al paren-
tesco por consanguinidad aquél que existe entre 
adoptado, el adoptante, los parientes de éste y los 
descendientes de aquél, como si el adoptado fue-
ra hijo consanguíneo.
a. 247. El parentesco de afinidad es el que se con-
trae por el matrimonio, entre el varón y los pa-
rientes de la mujer, y entre la mujer y los parien-
tes del varón.
Disuelto el matrimonio desaparece el parentesco 
por afinidad.
a. 248. Se asimila al parentesco por afinidad la 
relación que resulta del concubinato. Esta asi-
milación sólo comprende los parientes consan-
guíneos en línea recta ascendiente o descendien-
te sin limitación de grado, y su único efecto es 
constituir un impedimento para el matrimonio.
a. 249. El parentesco civil es el que nace de la 
adopción simple, y es aquel que existe solamente 
entre el adoptante y el adoptado.
Del artículo 250 al 254 se definen las líneas y gra-
dos de parentesco de manera similar al ordena-
miento de la Ciudad de México.
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Capítulo tercero

EL MATRIMONIO 
Y SUS TRANSFORMACIONES

I. Reflexiones iniciales

Los argumentos y debates sobre los aspectos culturales y 
naturales de la formación de las familias y las relaciones 
de parentesco, expuestos en los dos capítulos iniciales, 
permiten afirmar que en sociedades patriarcales como la 
mexicana las creencias más arraigadas desde el punto de 
vista social y religioso establecen criterios con los cuales 
todavía se piensa en la familia en singular y se le pone 
un gentilicio: familia mexicana, que conlleva una imagen 
construida de usos y costumbres que no necesariamente 
están reguladas vía códigos y leyes; sin embargo, sí gene-
ran valores y creencias que presionan el imaginario co-
lectivo. Por ejemplo, hay grupos —que son mayoría en 
el país— que piensan que este núcleo se forma con una 
pareja heterosexual unida en matrimonio. En este ima-
ginario, el matrimonio contempla también hijas e hijos 
y un árbol genealógico que refleja las mismas —o muy 
parecidas— estructuras familiares por generaciones.

La imagen de la familia mexicana dista mucho de 
ser uniforme, pues en ella han dejado profunda huella, 
por ejemplo, las familias y los matrimonios indígenas y 
afromexicanos, así como, en fechas recientes, el recono-
cimiento de la pluralidad y la diversidad sexo/afectiva de 
los seres humanos y la incorporación en la normativa 

Libro completo en https://tinyurl.com/mufrneth
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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familiar de las uniones que se generan, llamados matri-
monios igualitarios.168 Estas uniones generaron cambios 
normativos. El primero de ellos fue a través del concepto 
“sociedad de convivencia”, entendidas como actos jurídi-
cos bilaterales que se constituyen “cuando dos personas 
físicas de diferente o del mismo sexo, mayores de edad 
y con capacidad jurídica plena, establecen un hogar co-
mún, con voluntad de permanencia y de ayuda mutua”.169

En esta medida y con independencia de la percep-
ción política, religiosa o ideológica que se tenga, es po-
sible entender la lógica que apuntala el reconocimiento 
que el sistema jurídico nacional hace del matrimonio, 
como la institución por la cual se crea una familia, así 
en singular; también, que la realidad impone al derecho 
la necesidad de reconocer otras fuentes de los vínculos 
familiares y de parentesco, por lo menos mientras se 
trate del concubinato, de la maternidad fuera del matri-
monio o los usos y costumbres que prevalecen en comu-
nidades indígenas o afromexicanas.

En la actualidad, estamos en una transición más 
compleja para los valores y creencias de una sociedad 
que se calificaba como judeocristiana y patriarcal, en 
la que se observa una impronta del reconocimiento he-
cho a la diversidad sexual, del cuestionamiento a la he-
teronormatividad y del impacto que ello ha tenido en el 
derecho, todo lo cual ha generado grandes debates y di-
vidido comunidades, grupos, familias. No obstante, las 

168		  Concepto que no es precisamente el más adecuado, porque pa-
rece indicar que los matrimonios entre un hombre y una mujer no 
son entre iguales. Sería más apropiado hablar de matrimonios entre 
personas del mismo sexo.

169		  Véase artículo 2o. de la Ley de Sociedad de Convivencia para el 
Distrito Federal, publicada el 16 de noviembre de 2006 en la enton-
ces Gaceta Oficial del Distrito Federal. Sigue vigente, aunque, hasta 
donde los datos indican, ha caído en desuso por las reformas a los 
códigos civiles en materia de matrimonio.
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personas con una preferencia, opción o identidad dis-
tinta a la heterosexual y las parejas y familias conforma-
das por personas del mismo sexo existen; por tanto, el 
Estado ha tenido que reconocer esa realidad y ha creado 
formas normativas para garantizar derechos humanos a 
la igualdad, la no discriminación o el derecho a formar 
una familia. Es el caso de las sociedades de convivencia 
o los matrimonios entre personas del mismo sexo, mal 
llamados “matrimonios igualitarios”.

Es una transición compleja, porque la creencia de 
que el matrimonio heterosexual es el acto creador de la 
familia170 es prácticamente universal y se puede expli-
car a través de la necesidad sociopolítica de controlar 
la sexualidad humana; en especial de las mujeres por 
nuestra capacidad de gestar. Para efectos demográficos, 
Julieta Quilodrán afirma (y sigue siendo válido):

Sin entrar a discutir el concepto de familia o sus posi-
bles modalidades en diferentes contextos sociales, debe 
admitirse que, salvo excepciones, el momento de la unión 
marca el inicio de la cohabitación de los cónyuges y de la 
constitución de un núcleo, la pareja, que llega a su vez a 
convertirse en una familia. Cuando la costumbre casi uni-

170		  En Engels, Federico, Origen de la familia, de la propiedad priva-
da y del Estado, México, Ediciones Frente Cultural, s/f, está la descrip-
ción clásica del surgimiento del matrimonio, como una institución 
para controlar la sexualidad de las mujeres y garantizar la descen-
dencia del padre. Hay obras que desmienten y critican la visión de 
Morgan y Engels, pero en su momento impactaron y dieron sustento 
a normas como el propio Código Napoleónico. La concepción de la 
monogamia se ve como garante de la riqueza, tal como lo expresa 
Engels: “La monogamia nación de la concentración de las riquezas 
en las mismas manos, las de un hombre, y del deseo de trasmitir esas 
riquezas por herencia a los hijos de este hombre, excluyendo a los 
de cualquier otro. Para eso era necesaria la monogamia de la mujer, 
pero no del hombre” (p. 78). Es así como nace el matrimonio como 
se conoce hoy en día. Con el tiempo, el matrimonio por amor/amor 
romántico fue tomando carta de naturalización entre la burguesía.
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versal estriba en iniciar la vida conyugal con un matrimo-
nio (legal y/o religioso), el problema de definir a la pobla-
ción unida es menor, ya que la existencia de algún tipo de 
ceremonia destinada al reconocimiento social de la nueva 
pareja marca el acontecimiento y ayuda a su fijación en 
la memoria individual y colectiva. Por el contrario, en el 
caso de la unión libre o convivencia, el momento de la 
conversión de soltero en unido no es tan claramente dis-
cernible por no estar sancionado por un acto legal o tradi-
cional. El hecho de que este tipo de unión contenga cierto 
grado de reprobación social puede convertirla en difícil-
mente declarable para efectos censales o de encuestas.171

No cabe duda que las costumbres se han modificado, 
pero todavía encontramos algunos resabios en los orde-
namientos civiles y familiares del país. Ejemplo de ello 
son los esponsales, caídos en desuso hace décadas hasta 
haber sido derogados en casi toda la República, salvo 
en tres entidades federativas (Aguascalientes, Durango 
y Nuevo León).

De manera breve, en dichas entidades federativas, 
los esponsales se definen como la promesa de matrimo-
nio que se hace por escrito y es aceptada por dos perso-
nas de diferente sexo, con miras a contraerlo en el futu-
ro. Se podría afirmar que su naturaleza jurídica es la de 
una hipótesis legal que supone una situación determi-
nada, cuya ruptura por causas injustificadas constituye 
un caso específico de responsabilidad civil extracontrac-
tual. Ello implica una sanción que se actualiza mediante 
el pago de los gastos que la otra parte hubiere hecho con 
motivo del matrimonio pactado y por una indemniza-
ción, fijada por el juez, a título de reparación moral por 
el daño que el rompimiento de los esponsales cause a la 

171		  Quilodrán, Julieta, “Algunas implicaciones demográficas y so-
ciales de la dinámica de las uniones”, en Oliveira, Pepin Lehalleur y 
Salles, op. cit., p. 81.
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reputación de la persona inocente en esta ruptura. Defi-
niciones decimonónicas, sin lugar a duda.

Considero que es una figura que, por un lado, es 
obsoleta y, por otro, puede ser violatoria de derechos 
humanos; en especial los vinculados a la libertad para 
contraer nupcias, y que son enunciados en el Pacto de 
Derechos Civiles y Políticos. Por ello, las entidades fede-
rativas que aún la contemplan deberían derogarla, dado 
que ya no responde a ningún criterio social aceptado en 
la actualidad, salvo, quizá, la obligación de reparar el 
daño moral con la devolución de las arras; es decir, los 
bienes entregados como parte del acuerdo de contraer 
un matrimonio en el futuro. Es pertinente recordar que 
los esponsales tienen como requisito formal para su va-
lidez el que deben ser hechos por escrito, práctica con-
traria a los usos y costumbres; por tanto, aun para este 
efecto, son inútiles.

II. El matrimonio172

1. Notas sobre el origen 
y el impacto en la sociedad

Para entender esta institución, es importante recordar 
que el sistema jurídico en el México decimonónico y has-
ta muy tarde en el siglo XX heredó y mantuvo la tradi-
ción napoleónica en la que se habla de la familia como 
entidad universal, como un espacio social en donde las 

172		  En este capítulo actualizo algunas reflexiones expuestas en tra-
bajos previos. Véase Pérez Duarte, Alicia Elena, Evaluación legislati-
va en materia de derechos humanos de mujeres, niños y niñas, México, 
PNUD-Inmujeres, 2003; Pérez Duarte, Alicia Elena, La condición ju-
rídica de la mujer. Estudio de derecho comparado entre los convenios 
internacionales y la legislación local [estado de Guanajuato], Guana-
juato, Instituto Guanajuatense de las Mujeres, 2003; Pérez Duarte, 
Alicia Elena, La condición jurídica de la mujer. Estudio de derecho com-
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jerarquías y los roles de cada persona que la integra están 
perfectamente definidos; en donde existe un jefe de fami-
lia (un hombre) al cual le toca ser el proveedor, ejercer 
las potestades marital y parental, tomar las decisiones y 
administrar el patrimonio; en donde la mujer se conside-
ra —como ya se señaló— un ser casi incapaz, en un nivel 
jerárquico equiparable al de los hijos e hijas. Es ella la que 
se encarga del trabajo doméstico y de la crianza de la pro-
le, de hacer, como se indica: “...el trabajo más importante 
de la especie: conectar, sanar, cuidar, alimentar. El trabajo 
que de cierto sostiene a la especie y sin el cual la especie 
perecería”,173 pero que no es valorado como tal en las so-
ciedades patriarcales.

En este sistema, el fin del matrimonio era la organi-
zación de la reproducción, el control de la sexualidad 
de la mujer y la defensa del honor del paterfamilias. Los 
cambios en la legislación que lo regula nos hacen pen-
sar que hubo una gran transformación hacia la igual-
dad entre quienes contraen nupcias, aunque la realidad, 
en ocasiones, justifica preguntar qué tanto aquel esque-
ma sigue vigente y qué tanto la visión hacia la igualdad 
avanza.

Cabe recordar de dónde viene la palabra “matrimo-
nio” para que se entienda mi argumentación. Escriche 
apunta que proviene de dos palabras latinas: matris y 
munium, que significa “oficio de madre”. Es, según este 
autor, un contrato elevado a la “dignidad de sacramen-

parado entre los convenios internacionales y la legislación local [es-
tado de Jalisco], Guadalajara, Instituto Jalisciense de las Mujeres, 
2003; Pérez Duarte, Alicia Elena (coord.), Tejiendo igualdad [desa-
rrollada en los estados de México, Guerrero y Zacatecas, México, 
PNUD-Inmujeres, 2010.

173		  “Editorial”, Milenio, 18 de marzo de 2015, disponible en: http:// 
www.milenio.com/tribunamilenio/de_veras_somos_tan_machos/Sabina_
Berman-Tribuna_Milenio-De_veras_somos_tan_machos_13_480081988.
html.
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to”, a través del cual se establece “la sociedad legítima 
del hombre y de la mujer, que se unen en vínculo indi-
soluble, para perpetuar su especie y ayudarse a llevar el 
peso de la vida y a participar de una misma suerte”.174 
Es una definición casi idéntica con la de los códigos 
mexicanos del siglo XIX y algunos de los redactados en 
la primera década del siglo XX.175

Esta explicación etimológica no es aceptada por to-
das las personas estudiosas del derecho de familia. Por 
ejemplo, a mediados del siglo XX, Casso y Romero reco-
noce que la derivación latina es la misma, pero significa 
“cargas, gravamen y cuidado de la madre”.176 Para Cas-
tán Tobeñas, viene del latín maritare, derivada a su vez 
de matern y muniens, que se traduce como la “defensa y 
protección de la mujer”.177 También podemos afirmar que 
se compone de mater y manus, que quiere decir madre y 
mano, el miembro a través del cual se ejerce el poder o 
control de una persona sobre algo o alguien; de esta ma-
nera, matrimonio significa el “control sobre la madre”.

Como se le vea, por medio del matrimonio tradicio-
nal —hasta muy tarde en el siglo XX— se consolida la 
estructura del patriarcado, se ejerce control sobre la se-
xualidad de la mujer, se le somete a la tutela del marido 
y deja de tener poder sobre sus bienes y libertad para 
decidir en cuestiones elementales que no estén vincula-

174		  Escriche, Joaquín, Diccionario razonado de legislación y juris-
prudencia, Madrid, Eduardo Cuesta, 1874-1876. Curiosamente, este 
autor no se remonta a las raíces latinas de la palabra patrimonio que 
debería ser lo mismo, pero en referencia al padre.

175		  Es el caso del Código Civil de Oaxaca de 1887, o el de Yucatán, 
de 1903. En la revolucionaria Ley sobre Relaciones Familiares añade 
que se trata de un contrato civil (artículo 13).

176		  Casso y Romero, Ignacio de et al., Diccionario de derecho priva-
do, Barcelona-Madrid-Buenos Aires-Río de Janeiro-México-Montevi-
deo, Labor, 1950, t. II.

177		  Castán y Tobeñas, José, La crisis del matrimonio, Madrid, Reus, 
1914, p. 45.
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das directamente con la dirección del hogar, incluso con 
las decisiones sobre su propio cuerpo y su maternidad.

Esta tradición sobrevivió casi todo el siglo XX y re-
percutió en las normas relativas a la edad para contraer 
nupcias, en las relaciones patrimoniales, en las obliga-
ciones de uno y otra como pareja, en la potestad marital 
(que incluye el poder de decidir sobre el lugar en donde 
ha de vivir la familia), en los aspectos fundamentales del 
hogar y en un largo etcétera que conlleva en lo cotidiano 
esta unión.

Otro de los resabios patriarcales lo tenemos en los 
matrimonios de niñas, niños y adolescentes, que fueron 
prohibidos a partir de la reforma al Código Civil Fede-
ral de junio de 2019. Se incluyó las dispensas de edad 
que se otorgaban —en lo general— si la mujer se encon-
traba embarazada o si había contubernio entre el pre-
tendiente y el padre de la niña. Se trataba de matrimo-
nios precoces que afectaban tanto el derecho a decidir 
libremente sobre la unión conyugal como el derecho a 
la salud, por los graves efectos que tienen los embarazos 
a temprana edad, cuando todavía no han alcanzado la 
madurez física.

Otro tema para reflexionar sobre la desigualdad en 
el matrimonio es la falta de libertad para decidir sobre el 
trabajo de la mujer casada fuera del hogar familiar o la 
incapacidad para decidir en dónde se fijaría el domicilio 
conyugal que, hasta hace no mucho tiempo por disposi-
ción de la ley pesaba sobre la mujer casada. En la mu-
jer recayó la división sexual del trabajo consagrada en 
las propias normas de derecho familiar y la obligación 
de atender la crianza de los hijos e hijas y el cuidado 
del hogar, en tanto que la de proveer le correspondió al 
hombre,178 dejando claro que existió un espacio privado 

178		  Irma Arriagada reconoce que “...subsisten mitos que interfie-
ren en el adecuado diseño de políticas hacia las familias: el mito de 
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en el que permanecía la mujer y uno público que corres-
pondía al hombre.

Pareciera que estos ejemplos han caído en desuso, 
porque las leyes y los códigos civiles han sido reforma-
dos, en un ejercicio que implica plasmar la igualdad en-
tre mujeres y hombres en la normatividad, incluso en la 
relativa a los espacios privados. Sin embargo, los efectos 
culturales y económicos todavía persisten; ejemplo de 
ello son las dobles jornadas de trabajo que gravitan so-
bre la mujer que tiene un empleo remunerado fuera del 
hogar, al cual puede acceder “cuando ello no perjudique 
a la misión que se le impone”;179 es decir, “estar al cargo 
y dirección de los trabajos del hogar”.180

Es cierto que los avances en materia de derechos hu-
manos en todo el orbe ha transformado radicalmente el 
matrimonio, pues ya no puede ser visto como un espacio 
de organización y control de la sexualidad y la crianza. 
Hoy es una institución que debería reflejar relaciones 
interpersonales conjugadas con libertades. Hoy se em-

la familia nuclear como modelo ideal, con presencia de ambos pa-
dres vinculados por matrimonio, con perspectiva de convivencia de 
larga duración, hijos propios y con rígida distribución de roles. La 
existencia de la familia armónica y con división de funciones, basada 
en la idea que el hombre es el único que aporta económicamente al 
hogar y que la madre desempeña tan sólo tareas domésticas. Pese a 
que la mayoría de las mujeres latinoamericanas trabaja en el merca-
do laboral, así como muchos jóvenes y niños se encuentran insertos 
en el mercado laboral, se mantiene entre diseñadores de políticas 
la imagen de familia tradicional y de la madre como única agente 
de socialización de los niños. Los hogares con jefas mujeres en 10 
países de la región aumentaron de 23,8% en 1990 a 29,4% en 2004”. 
Arriagada, Irma, Cambios de las políticas sociales: políticas de género 
y familia, Santiago de Chile, CEPAL, 2006, p. 20.

179		  Véase el artículo 169 del Código Civil de 1928, en el cual, por 
cierto, no se define al matrimonio, sólo se señala que debe celebrarse 
ante los funcionarios competentes y con las formalidades marcadas 
por la Ley (artículo 146).

180		  Artículo 168 del Código Civil de 1928.
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piezan a observar conceptos normativos vinculados con 
el amor y el establecimiento de una comunidad íntima 
de vida, la obligación de compartir las cargas de crianza 
y económicas del hogar, etcétera.

Forma parte de esta evolución la lucha por el reco-
nocimiento del derecho que tienen todas las personas 
a integrar una familia y contraer nupcias. Al decir to-
das, me refiero a todas las personas mayores de edad, 
sin importar raza, nacionalidad o preferencia sexual. Es 
un reconocimiento que ha provocado reacciones de di-
ferente naturaleza e intensidad, pero ya abrió espacios 
tan consistentes que se habla de “matrimonios igualita-
rios”, nomenclatura que me causa cierta inquietud, por-
que pone en evidencia en el inconsciente colectivo que 
el matrimonio de un hombre y una mujer no es entre 
iguales; o sea, entre personas en igualdad de condicio-
nes y derechos.

2. Definición, naturaleza jurídica 
y fines del matrimonio

Al igual que las familias, el matrimonio ha sido de-
finido desde diferentes disciplinas. En esta interdisci-
plina se habla de una estructura cuya pretensión es la 
organización de la sexualidad de hombres y mujeres y 
la crianza de los hijos e hijas que pudieran nacer de esa 
convivencia sexual, con pretensiones de estabilidad, ca-
racterística que marca la diferencia con el concubina-
to.181 Es, desde luego, una institución jurídica que tiene 
diferentes connotaciones, una de ellas gramatical, con 
matices derivados de fuertes raíces culturales e histó-
ricas, a través de las cuales nos representan, simbó-

181		  Hoy se observa que esta estabilidad es relativa, pues la disolu-
ción del vínculo matrimonial es muy frecuente en todo el mundo.
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licamente, la unión de un hombre y una mujer. En la 
segunda década del siglo XXI podemos encontrar una 
definición iberoamericana que abarca casi todos los ele-
mentos de este concepto, sin confrontar esta imagen 
simbólica. Así, se dice que es:

...una comunidad de afecto o una sociedad de ayuda mu-
tua que genera un vínculo entre dos personas, que po-
seen idéntica posición en el seno de esta institución, y 
que voluntariamente, deciden unirse en un proyecto de 
vida familiar común, prestando su consentimiento res-
pecto a los derechos y deberes que conforman la insti-
tución y manifestándolo expresamente mediante las for-
malidades establecidas en el ordenamiento.182

En realidad, esta imagen simbólica parece inamo-
vible a lo largo de la historia de la humanidad. Sin em-
bargo, el control de los grupos en el poder sobre esta 
relación ha variado; lo mismo ha sucedido con la defini-
ción jurídica, sociológica y cultural. En algunas épocas, 
este control ha sido más rígido que en otras, pero desde 
que existe una organización social se piensa que don-
de hay familia hay matrimonio o una forma legal simi-
lar de control sobre la reproducción de la pareja mujer/
hombre. Algunas veces este control se ejerce por grupos 
de poder de corte religioso y otras por grupos de poder 
seculares.183

182		  Bonilla Sánchez, Juan José, “Sobre la declaración de consti-
tucionalidad del matrimonio entre personas del mismo sexo, homo-
sexual o igualitario”, Espacio y Tiempo, Revista de Ciencias Huma-
nas, núm. 27, 2013, p. 41. Esta explicación es similar a la contenida 
en los códigos civiles de Guerrero, desde los años 80, y de la Ciudad 
de México, por ejemplo.

183		  Es interesante leer La historia de la sexualidad, de Michel Fou-
cault, cit. (especialmente pp. 126 y ss. del t. 1, La voluntad del saber; 
pp. 136 y ss. del t. 2, El uso de los placeres, y el capítulo V del t. 3, La 
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La historia de México no escapa a este esquema. Du-
rante la época prehispánica encontramos noticias de la 
realización de matrimonios a través de una serie de ritos 
de índole religioso, pero sancionados por el poder públi-
co. Algunos de estos ritos aún se practican en comuni-
dades indígenas de nuestro país, mezclados con otros de 
tipo judeocristiano. Se trataba —y trata en estos grupos 
indígenas— de una unión formal y solemne realizada 
cuando los jóvenes alcanzaban la edad púber, cuyos fi-
nes principales eran la perpetuación de la raza y las tra-
diciones.184

Durante la época colonial rigió el derecho español 
y el Derecho de Indias. En el primero se prohibían los 
matrimonios celebrados sin noticia de la Iglesia, según 
lo establecido en la Cédula Real del 23 de septiembre 
de 1776. No obstante, dentro de la Nueva España, desde 
una ordenanza del 5 de agosto de 1555, Carlos V había 
dispuesto que las leyes y buenas costumbres de los in-
dios se aplicaran entre ellos en lo que no se opusiera a 
la religión católica, a las leyes de Castilla y de la propia 
Nueva España, si bien, en un principio, quedaron pro-
hibidas las uniones entre personas españolas o criollas 
con indígenas.

Durante la primera etapa de la vida independiente, 
se dio validez a los matrimonios celebrados conforme 
al derecho canónico. Tal es el caso, por ejemplo, del ar-
tículo 78 del Código Civil de Oaxaca de 1828. Es hasta 
después de declarada la Independencia y con la promul-
gación de las llamadas Leyes de Reforma, cuando se su-

inquietud de ser), porque refiere cómo fue evolucionando este control 
y expone una teoría de cómo surgió.

184		  Véase, por ejemplo, Aguirre Beltrán, Gonzalo y Pozas, Ricardo, 
Institución indígena del México actual, México, INI, 1954; Thomp-
son, Richard, Aires de progreso: cambio social en un pueblo maya de 
Yucatán, México, INI-SEP, 1974.
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prime en definitiva la injerencia de la Iglesia Católica y 
de cualquier otra en esta institución. Entre estas leyes, 
se dictó la Ley del Matrimonio Civil, el 23 de julio de 
1859, en donde se dispuso en su artículo 30 que:

...ningún matrimonio celebrado sin las formalidades 
que prescribe la ley será reconocido como verdadero y 
legítimo para los efectos civiles; pero los casados con-
forme a ella podrán, si lo quieren, recibir las bendicio-
nes de los ministros de su culto.

Más adelante, los códigos civiles del Distrito Fede-
ral y del Territorio de Baja California, de 1870 y 1884, 
respectivamente, definen el matrimonio como una “so-
ciedad legítima de un solo hombre con una sola mujer 
que se unen en vínculo indisoluble para perpetuar su 
especie y ayudarse a llevar el peso de la vida”. Concep-
to ideológico que, a pesar de las reformas normativas 
que han visto la luz en más de 150 años de historia del 
derecho en mexicano, sigue vigente en el imaginario co-
lectivo.

En la Ley de Relaciones Familiares de 1917, cuya 
propuesta es reflejo de la Revolución mexicana y sus 
ideas de índole social, esta institución se define como 
un “contrato civil de un sólo hombre y una sola mu-
jer que se unen en vínculo disoluble para perpetuar su 
especie y ayudarse a llevar el peso de la vida”. El cam-
bio de naturaleza con los ordenamientos decimonónicos 
obedece a la adecuación de esta ley al original artículo 
130 de nuestra carta magna, en donde se instituía que el 
matrimonio era un contrato civil. Textualmente, así se 
establecía:

El matrimonio es un contrato civil. Este y los demás ac-
tos del estado civil de las personas, son de la exclusiva 
competencia de los funcionarios y autoridades del orden 
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civil, en los términos prevenidos por las leyes, y tendrán 
la fuerza y validez que las mismas les atribuyan.

La simple promesa de decir verdad y de cumplir las 
obligaciones que se contraen, sujeta al que la hace, en 
caso de que faltare a ella, a las penas que con tal motivo 
establece la ley.185

La discusión sobre la naturaleza jurídica de esta in-
teracción humana es muy compleja, y su historia, lar-
ga. En realidad, el matrimonio es una figura comple-
ja, de múltiples vértices, como la relación que pretende 
normar. El legislador mexicano parecía haber resuelto 
el problema, señalando el carácter contractual de esta 

185		  Con las reformas constitucionales publicadas el Diario Oficial 
de la Federación del 28 de enero de 1992, relativas al reconocimiento 
de los cultos, estos párrafos desaparecieron del artículo 130 consti-
tucional, pues se consideró que debían ser los ordenamientos civiles 
los que hicieran las precisiones sobre la naturaleza jurídica del ma-
trimonio. Hoy sólo se expresa: “Los actos del estado civil de las per-
sonas son de la exclusiva competencia de las autoridades adminis-
trativas, en los términos que establezcan las leyes y tendrán la fuerza 
y validez que las mismas les atribuyan” (inciso e, párrafo quinto). 
Pocos son los ordenamientos civiles que definen hoy en día la natu-
raleza contractual del matrimonio. Ello, con independencia de los 
debates que se dieron en la SCJN, respecto del matrimonio entre per-
sonas del mismo sexo y la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, se puede ver en Vázquez Gómez Bisogno, Francisco, 
El matrimonio y la Suprema Corte, México, Porrúa-Universidad Pa-
namericana, 2012, pp. 9-35. En esta obra, Domingo García Belaunde 
asegura que en el texto constitucional sí existe una definición del 
matrimonio y de su naturaleza jurídica, con el argumento de que, en 
el Constituyente permanente de 1974, se refirió a éste como la unión 
libre entre hombre y mujer. Es una afirmación que saca de contexto 
la reforma al artículo 30 constitucional del 31 de diciembre de 1974, 
cuyo objetivo fue nada más incorporar la igualdad entre hombres y 
mujeres, respecto de la posibilidad de trasmitir la nacionalidad a su 
cónyuge, derecho que antes sólo asistía a los hombres (véase “Inter-
pretar la Constitución implica leer el texto constitucional” de esta 
obra).
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figura, aunque no era una definición aceptada por to-
das las personas que estudiamos el derecho familiar en 
nuestro país ni tampoco por los legisladores.

La razón de ello está precisamente en la connotación 
afectiva y ética que debería prevalecer entre dos perso-
nas que pretenden unir sus vidas con una visión de co-
munidad, respeto, solidaridad e intimidad. La experien-
cia vivida que cada persona tiene en el ámbito amoroso, 
afectivo e íntimo, nos inclina a cuestionar toda aquella 
explicación de la naturaleza del matrimonio que impli-
que una visión de carácter contractual o patrimonial.

Es importante subrayar que la naturaleza contrac-
tual del matrimonio obedece a razones históricas; en 
concreto, a la necesidad que a finales del siglo pasado 
tenía el Estado de quitarle a la Iglesia Católica el control 
que ejercía sobre el estado civil de las personas. Sin em-
bargo, dichas razones no convalidan ni invalidan, per se, 
referirse al matrimonio como una relación contractual.

No es operante hacer un estudio comparativo entre 
los contratos nominados y el matrimonio para decidir 
si este es o no de naturaleza contractual. De antemano, 
sabemos que lo único común entre unos y otros es el 
acuerdo de voluntades que se requiere para la concre-
ción de los primeros y la celebración del segundo. Este 
acuerdo se convierte en un punto clave de derechos hu-
manos, según el artículo 23.3 del Pacto de Derechos Ci-
viles y Políticos, en el que se indica que “el matrimonio 
no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento 
de los contrayentes”. Esta disposición es fundamental 
para modificar los usos y costumbres que implican la 
venta de niñas para el matrimonio, las nupcias concer-
tadas por los progenitores sin el conocimiento de los hi-
jos e hijas, las uniones forzadas por arreglos patrimo-
niales y políticos. Son usos y costumbres que afectan de 
manera mayoritaria a las mujeres; por ello, en el artícu-
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lo 16 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), se 
establece que:

1. Los Estados Parte adoptarán todas las medidas ade-
cuadas para eliminar la discriminación contra la mujer 
en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y 
las relaciones familiares y, en particular, asegurarán en 
condiciones de igualdad entre hombres y mujeres:

a) El mismo derecho para contraer matrimonio;
b) El mismo derecho para elegir libremente cónyuge 

y contraer matrimonio sólo por su libre albedrío y su 
pleno consentimiento...186

Regresando a la doctrina mexicana, los razonamien-
tos de Magallón Ibarra no son del todo equivocados, aun-
que mantiene la visión postrevolucionaria que al desacra-
lizar al matrimonio lo convierte en un acto de naturaleza 

186		  El Comité sobre la Eliminación de Todas las Formas de Dis-
criminación contra la Mujer, en su Recomendación General número 
21, acordada en el 13a. periodo de sesiones de 1994, con título “La 
igualdad en el matrimonio y en las relaciones familiares”, en los pá-
rrafos 15 y 16 señala que “Si bien la mayoría de los países informan 
de que las Constituciones y leyes nacionales acatan la Convención, 
las costumbres, la tradición y la falta de cumplimiento de estas leyes 
en realidad contravienen la Convención”. Y que “El derecho a elegir 
su cónyuge y la libertad de contraer matrimonio son esenciales en 
la vida de la mujer y para su dignidad e igualdad como ser humano. 
De un examen de los informes de los Estados parte se desprende que 
hay países que permiten que las mujeres contraigan matrimonios 
obligados en primeras o segundas nupcias, sobre la base de la cos-
tumbre, las creencias religiosas o el origen étnico de determinados 
grupos. En otros países, se permite decidir el matrimonio de la mu-
jer a cambio de pagos o de ventajas y, en otros, la pobreza obliga a 
algunas mujeres a casarse con extranjeros para tener seguridad eco-
nómica. A reserva de ciertas restricciones razonables basadas, por 
ejemplo, en la corta edad de la mujer o en la consanguinidad con 
su cónyuge, se debe proteger y hacer cumplir conforme a la ley su 
derecho a decidir si se casa, cuándo y con quién”.
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contractual. Así, según este autor, se trata de un contrato 
al que califica de sui generis, por ser distinto a todos los 
demás, con reglas propias, con formas específicas para su 
celebración, pero sigue siendo un acuerdo de voluntades 
y, por tanto, un contrato.187 Desde luego, cabe preguntar 
al maestro, si todo acuerdo de voluntades necesariamen-
te es un contrato. En el caso del matrimonio, encontra-
mos que no es del todo cierto, ya que su celebración no 
es un mero intercambio de acuerdos; refleja una voluntad 
de cambiar de estatus social, definir un estado de vida 
distinto al que se tenía y buscar el reconocimiento de la 
sociedad y del Estado, con efectos en todos los aspectos 
de la vida de las dos personas que se unen.

La naturaleza institucional es, quizá, la que más 
aceptación tiene entre quienes consideramos que el ma-
trimonio no es de naturaleza contractual. El desarrollo 
de esta teoría se debe a Bonnecase, quien sostuvo que 
el matrimonio es una institución, porque se trata de un 
núcleo de normas que regulan relaciones de una misma 
naturaleza y persiguen un mismo fin que, en este caso, 
es la creación de un estado permanente entre dos per-
sonas llamadas cónyuges, del cual surgen una serie de 
efectos de tipo jurídico entre ambos con la prole —si la 
hubiere—, con el patrimonio, con las sucesiones, etcéte-
ra. Implica un cambio de vida tal, que transforma el lazo 
entre sus propias familias de origen y el entorno social 
con el que se desenvolvieron estando en soltería.

Si tomamos la definición que Bonnecase ofrece, se 
pueden abarcar los tres momentos del matrimonio: pri-
mero, el de su celebración, que podemos tomarlo como 
un acto jurídico y aceptar, incluso, su naturaleza con-

187		  Magallón Ibarra, Jorge Mario, Instituciones de derecho civil, t. 
III, Derecho de familia, 2a. ed., México, Porrúa, 2001, p. 233. Estos 
argumentos los retoma el autor en El Matrimonio, México, Porrúa, 
2006.
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tractual sui generis; el segundo, el estado jurídico o civil 
que se instituye a partir de ese acto jurídico, y el terce-
ro, el conjunto de reglas que, dentro de nuestro orde-
namiento, ubican los efectos y fijan los límites de esta 
figura.188

Es importante subrayar que, como bien apunta Ada-
me Goddard,189 hacia finales del siglo XX, el matrimo-
nio se reconoce jurídicamente como una comunidad de 
vida entre un hombre y una mujer; sin embargo, hoy en 
día el reconocimiento de esa comunidad y sus efectos 
jurídicos se extiende a la comunidad de vida formada 
por personas del mismo sexo, no sólo entre un hombre 
y una mujer.

En realidad, ninguna de las propuestas define por sí 
sola la naturaleza jurídica del matrimonio, como tam-
poco excluye a las demás. Más bien, unas y otras se com-
plementan, lo cual nos indica que el matrimonio es una 
figura de naturaleza jurídica compleja y múltiple dentro 
de la que debemos tomar en cuenta, por lo menos, el 
acto jurídico, el estado jurídico y la institución; o rede-
finir, a partir de los planteamientos de Adame Goddard, 
con la ampliación al reconocimiento de las uniones con-
yugales entre personas del mismo sexo.

Como ya se advirtió en el numeral anterior, en su 
origen, el artículo 130 constitucional, párrafo tercero, 
especificaba que el matrimonio era un contrato civil, 
sin aclarar quienes podían realizarlo, pues estas par-

188		  El autor define institución como “un conjunto de reglas de de-
recho que forman un todo orgánico (institución) y que comprenden 
una serie indefinida de relaciones (estado jurídico) derivadas de un 
hecho fundamental (acto jurídico) considerado como punto de par-
tida y base”. Bonnecase, Julien, La filosofía del Código de Napoleón 
aplicada al derecho de familia, trad. de José Ma. Cajica, México, Caji-
ca, 1945, p. 214.

189		  Adame Goddard, Jorge, El matrimonio civil en México (1859-
2000), México, UNAM, 2004, pp. 112 y ss.
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ticularidades se dejaron a los códigos civiles. Con las 
reformas constitucionales de 1992 desaparece toda de-
finición de esta unión en la carta magna, de tal suerte 
que queda a la legislación civil o familiar de las entida-
des federativas la tarea de hacerlo y establecer tanto su 
naturaleza jurídica como sus reglas.

La SCJN así lo expuso en la Acción de Inconstitucio-
nalidad 2/2010 (en adelante AI 2/2010), promovida por 
el entonces procurador general de la República,190 cuyo 
objetivo fue la “...la declaración de invalidez de los ar-
tículos 146 y 391 del Código Civil del Distrito Federal”, 
sustentada en los argumentos y conceptos de invalidez 
acerca la supuesta existencia y reconocimiento consti-
tucional de “un modelo ideal” de familia integrada por 
padre, madre e hijos. La SCJN reconoce, pero precisa 
que puede haber “familias conformadas de manera dis-
tinta”. Sostiene esta AI 2/2010 que:

...si el modelo ideal de familia, planteado por el Consti-
tuyente Permanente para los fines del Estado mexicano 
es el conformado por padre, madre e hijos, consecuen-
temente, la institución idónea deberá ser el matrimonio, 
porque esta figura, dentro del cúmulo de derechos y obli-
gaciones que tutela, encuentra los relativos a la repro-
ducción como medio para fundar la familia; sin embar-
go, habrá familias en las que la reproducción no es el 
principal objetivo y, por ello, aun así existe protección 
legal mediante figuras jurídicas como el concubinato o 
la sociedad de convivencia.

Sin embargo, reconoce que el matrimonio no se en-
cuentra definido de manera directa por la Constitución 
federal, pues está regulado por el derecho civil. No obs-

190		  En ese entonces fue Arturo Chávez Chávez, político del Partido 
Acción Nacional.
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tante, afirma que en el articulado constitucional que 
atañe a una de las formas de adquirir la nacionalidad 
mexicana —contenidas en el artículo 30—, es justo la 
naturalización por el matrimonio de “la mujer o el o el 
varón extranjeros que contraigan matrimonio con varón 
o con mujer mexicanos”, entre otros requisitos, lo cual 
indica que para el Constituyente son un varón y una mu-
jer las dos partes que pueden celebrar el acto jurídico 
del matrimonio. La AI 2/2010 contiene una fórmula sen-
cilla que no deja lugar a dudas y no introduce otra for-
ma relacionada con “el género de los participantes del 
pacto matrimonial”.

En todo caso, después de analizar los principios de 
derecho de familia en México, los instrumentos de de-
rechos humanos reconocidos por nuestro país en el ám-
bito internacional e interamericano y la conexión de las 
normas de las entidades federativas de nuestro país con 
los preceptos constitucionales, la SCJN concluye que la 
AI 2/2010 es parcialmente procedente pero infundada; 
por tanto, en el resolutivo tercero “reconoce la validez 
del artículo 146 del Código Civil para el Distrito Fede-
ral, conforme a lo expuesto en los considerandos sexto 
y séptimo de esta ejecutoria”, en los que se señala que la 
reforma impugnada no restringe derechos fundamenta-
les, al contrario:

...los amplía a fin de alcanzar la plena equiparación de 
la protección jurídica entre las parejas homosexuales y 
lesbianas con las heterosexuales, amparado en el respeto 
al principio de igualdad y la prohibición de no discri-
minación, concretamente en su vertiente de orientación 
sexual, el cual, como ha sostenido esta Corte representa 
un principio que debe normar la labor legislativa, al te-
ner un impacto significativo en la libertad y la dignidad 
de las personas.
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Libertad y dignidad son dos principios fundamenta-
les que deben ser protegidos por el Estado, en la medida 
en que esa dignidad es esencia del ser humano y, por 
tanto, “se trata del derecho a ser considerado como ser 
humano, como persona, es decir, como ser de eminente 
dignidad”.191

Más adelante, la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos (CNDH) inició una serie de acciones de in-
constitucionalidad para invalidar las disposiciones en 
los ordenamientos civiles y familiares del país que no se 
hubieran reformado para dar cabida al matrimonio lla-
mado igualitario o entre personas del mismo sexo.

Por otro lado, muchos de los ordenamientos civiles 
estatales que han tomado un camino distinto a los del 
orden federal han definido a la institución del matrimo-
nio por sus formalidades o solemnidades, así como por 
sus objetivos y por las personas que pueden unirse. El 
Código Civil de Guerrero fue el primero en calificarlo a 
partir del concepto “comunidad íntima de vida”;192 hoy 
son varias entidades de la República que lo han incorpo-
rado en su legislación, además del respeto que se deben 
los cónyuges y la igualdad que debe prevalecer en la pa-
reja y, como ya apunté, la modificación de las personas 
que pueden contraer nupcias.

En todo caso, en la definición de los fines del matri-
monio podemos encontrar y concentrar las críticas más 
severas que se le han hecho, a partir de la segunda mi-
tad del siglo XX, cuando diversos movimientos sociales 
vinculados con la libertad sexual levantaron la voz para 

191		  Citado en el Amparo Directo Civil 6/2008, relacionado con la 
Facultad de Atracción 3/2008-PS. Ministro Ponente Sergio A. Valls 
Hernández. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, correspondiente al 6 de enero de 2009, p. 85.

192		  Desafortunadamente, hoy en día, Guerrero no tiene el signifi-
cado de matrimonio.
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cuestionar su rigidez y señalar las desigualdades que el 
significado normativo de estos derechos y obligaciones 
generan en la relación con la pareja que se une en matri-
monio, en la medida en que se enuncian a partir de una 
determinada forma de responder a la pregunta ¿para qué 
se casan las personas? Los fines específicos que gravitan 
sobre la pareja —apoyados por valores, creencias, usos 
y costumbres— poco espacio dejan para la integración 
de las necesidades de quienes desean contraer nupcias; 
son fines imprecisos, pero que, según los ordenamientos 
correspondientes, son nulos todos los acuerdos de la pa-
reja unida en matrimonio que se contrapongan a ellos.

Estas voces fueron recogidas por especialistas en di-
ferentes materias, y desde las miradas críticas de cien-
cias como la antropología, la psicología, la sociología, la 
filosofía, incluso el derecho, se ha ponderado el excesivo 
peso que las expectativas de la sociedad hacen gravitar 
sobre la pareja: reproducción, fidelidad, cuidado, crian-
za, socialización, educación, producción, cuidado, apo-
yo mutuo, obediencia, por sólo mencionar algunas de 
las tareas que se espera que se cumplan en la relación 
matrimonial.

Como ya lo he expuesto, el matrimonio es una es-
tructura en cuyos orígenes se pretendió organizar la se-
xualidad a partir de una concepción heteronormativa de 
la sociedad, lo que en realidad implica el control de la 
sexualidad de las mujeres, con el fin de proporcionar 
una garantía relativa al Estado y al hombre casado con una 
determinada mujer de que la prole es descendencia de 
dicho hombre que en los orígenes estaba obligado, por la 
propia norma, a mantener.

En esta organización —control— van implícitas las 
expectativas que aún se tienen sobre esta institución y 
que traducen tanto en la definición jurídica de los fi-
nes que impone el Estado al matrimonio heterosexual 
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como en la determinación de cuáles son los deberes y 
derechos que han de surgir entre ambos cónyuges, mis-
mas que se extienden a los llamados matrimonios igua-
litarios y que, desde mi punto de vista, abrió la puerta a 
problemas como los derivados de la subrogación repro-
ductiva o vientres de alquiler.

Hay que reiterar que tales fines no son naturales,193 
pues corresponden a una institución jurídica, por tanto, 
creada por una sociedad determinada con estructuras 
de tipo patriarcal y heteronormada. Son fines impuestos 
por los grupos en el poder, ya sea religiosos o económi-
cos, identificables en la cultura de nuestro país; son fines 
normativos que han evolucionado en el tiempo, guar-
dando una impronta de usos y costumbres de siglos pa-
sados que todavía hoy existen, como si se tratara de una 
especie de ADN institucional.

Desde la perspectiva de la tradición judeocristiana, 
cuya influencia sigue siendo mayoritaria en México, es 
claro el mensaje según el cual hay un decreto divino por 
el que la mujer debe entregarse al hombre para la pro-
creación y conservación de la creación. Para esta ideo-
logía, el hombre y la mujer habrían sido creados para 
asegurar la perpetuación de la especie, a través del sa-
cramento del matrimonio.194

193		  Véase Pérez Duarte y Noroña, Alicia Elena, “Los fines del matri-
monio”, en Anuario Jurídico XIII, México, UNAM, 1986, pp. 281 y ss.

194		  En el libro del Génesis leemos: “Y creó Dios al hombre a ima-
gen suya: a imagen de Dios le creó; macho y hembra los creó y los 
bendijo Dios y les dijo: Sed fecundos y multiplicaos, y llenad la Tierra 
y sometedla; dominará en los peces del mar y en todo animal que 
serpea sobre la tierra (1, 27 y 28). Dijo luego Yahvéh Dios: No es 
bueno que el hombre esté solo. Voy a hacerle una ayuda adecuada y 
Yahvéh Dios formó del suelo todos los animales del campo y todas 
las aves del cielo y los llevó ante el hombre para ver cómo los lla-
maba y para que cada ser viviente tuviese el nombre que el hombre 
le hubiera dado. El hombre puso nombre a todos los ganados, a las 
aves del cielo y a todos los animales del campo, mas para el hombre 
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Los relatos del Antiguo Testamento así lo confirman: 
los hombres repudiaban a las mujeres estériles para 
unirse a otras que garantizaran su descendencia; o bien, 
las propias mujeres les proporcionaban a los maridos es-
clavas o concubinas para ese mismo fin, cuando ellas no 
podían engendrar. Esto me permite afirmar que, en sus 
orígenes, lo importante de la unión de un hombre y una 
mujer era garantizar la prole para la gloria de Dios.195

Siempre revisando la tradición judeocristiana, en 
el Nuevo Testamento, San Pablo da el fundamento de 
los fines del matrimonio,196 tal y como serán retomados 
más adelante por el derecho canónico, en cuyo Código, 
a partir del Concilio de Trento y hasta antes de la rees-
tructuración de 1983, se hallaba un canon que especifi-
caba: “la procreación y la educación de la prole es el fin 
primario del matrimonio; la ayuda mutua y el remedio 
de la concupiscencia en su fin secundario”. Así, se lee en 
el canon 1055:

La alianza matrimonial, por la que el varón y la mujer 
constituyen entre sí un consorcio de toda la vida, ordena-
do por su misma índole natural al bien de los cónyuges y 
a la generación y educación de la prole, elevada por Cris-
to señor a la dignidad de sacramento entre bautizados.

no encontró ayuda adecuada. Entonces Yahvéh Dios hizo caer un 
profundo sueño sobre el hombre, el cual se durmió. Y le quitó una de 
las costillas rellenando el vacío con carne. De la costilla que Yahvéh 
Dios había tomado del hombre formó una mujer, y la llevó ante el 
hombre. Entonces éste exclamo «Esta vez sí es hueso de mis huesos y 
carne de mi carne. Esta ser llamada varona porque del varón ha sido 
tomada». Por eso deje el hombre a su padre y a su madre y se une a 
su mujer y se hacen una sola carne (2, 18 a 24)”.

195		  August Knecht, en su obra Derecho matrimonial católico (Ma-
drid, Editorial de Derecho Privado, 1932), diserta en torno a la poli-
gamia y sus implicaciones religiosas justificándolas con base en este 
primer fin del matrimonio.

196		  Epístola a los Corintios 1, 1.
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En este mismo sentido, el numeral 1 del canon 1096 
detalla que

...para que pueda haber consentimiento matrimonial, 
es necesario que los contrayentes no ignoren al menos 
que el matrimonio es un consorcio permanente entre 
un varón y una mujer, ordenado a la procreación de la 
prole mediante una cierta cooperación sexual.

Esto nos hace pensar que el mandato divino que se 
encuentra en el Génesis y las concesiones que San Pablo 
hace a través de sus cartas a los Corintios, analizados y 
puntualizados por San Agustín y Santo Tomás,197 están 
aún vigentes en la memoria colectiva en México,198 lo 

197		  Los padres de la Iglesia católica sustentaron cada uno en su 
momento que el matrimonio válido produce un vínculo perpetuo y 
excluyente, y el matrimonio católico —siempre y cuando no hubiera 
impedimento alguno— confiere la gracia sacramental a los contra-
yentes. El matrimonio tiene efectos sobrenaturales y naturales, ca-
nónicos y civiles. Su digna recepción lleva consigo la santificación de 
los contrayentes por el incremento de la gracia santificante y la par-
ticipación de los medios auxiliares de la gracia, con el fin de cumplir 
fielmente y de modo grato a Dios los deberes de Estado. Las inme-
diatas consecuencias del vínculo establecido entre los cónyuges: los 
legítimamente casados se unen de un modo indisoluble, de modo que 
sólo por la muerte puede disolverse el vínculo (bónum sacramenti). 
Están facultados y obligados para el comercio carnal entre ellos y 
nada más entre sí; es decir, que cada cónyuge recibe el derecho sobre 
el cuerpo del otro, en orden al acto adecuado para la procreación y 
satisfacción de la concupiscencia de la carne. Con este derecho se 
corresponde el mutuo deber de ambos cónyuges de acceder a la men-
cionada pretensión, en caso de que no exista alguna causa importante 
para su negativa (bónum fidei). Los cónyuges deben desear tener pro-
le, y están obligados a dar a sus hijos una educación correspondiente 
a su estado tanto corporal como moral y religiosa (bónum prolis).

198		  La vigencia la encontramos también en autores de derecho ci-
vil laico. Véase en México, Adame Goddard, op. cit. y Pacheco Esco-
bedo, Alberto, La familia en el derecho civil mexicano, México, Pano-
rama, 1984, pp. 68 y ss. Además de decir que la actividad sexual sólo 
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que se refleja en las normas civiles que señalan que 
el matrimonio es un contrato que legitima la relación 
sexual en aras de la procreación, de la seguridad de la 
prole que surge de esa unión y de la ayuda mutua en 
la pareja.199

Este concepto se plasmó en el ordenamiento civil fe-
deral durante una época pronatalista, cuando el incre-
mento de la población era una política pública de buen 
gobierno: poblar el país para garantizar nuestra inde-
pendencia y la soberanía nacional. Así, se estableció que 
“cualquier condición contraria a la perpetuación de la 
especie y a la ayuda mutua que se deben los cónyuges, 
se tendrá por no puesta”, entendiendo que estos eran los 
fines del matrimonio. Este objetivo estuvo apuntalado 
por normas fiscales que favorecían las familias numero-
sas, en la medida en que se podía deducir de los impues-
tos una determinada cantidad por cada hijo o hija que 
tuviera el o la contribuyente. En cambio, otras normas 
impedían las decisiones libres, responsables e informa-
das sobre el número y espaciamiento de los hijos e hijas 
que cada persona quisiera tener o no tener, incluso con 

es lícita entre cónyuges, el autor añade: “Lo mismo sucede con el 
sexo, cuya finalidad propia y natural es la reproducción de la especie 
humana. Cuando se ejercita la función sexual buscando la procrea-
ción se esta usando correctamente, y el placer que puede producirse 
no es malo en sí mismo. Cuando, por el contrario, se invierten los 
términos, se pervierte la función; cuando se busca el placer por sí 
mismo y se evita la procreación, el acto es necesariamente perverso 
por ser antinatural” (p. 62). En España, por ejemplo, está Lacruz 
Berdejo, José Luis (coord.), Matrimonio y divorcio, comentarios al 
nuevo título IV del Código Civil, Madrid, Civitas, 1982. En la obra 
se relaciona el deber de fidelidad con los fines del matrimonio. “La 
procreación y la recíproca disponibilidad sexual de los cónyuges”.

199		  Véase König, René, op. cit. pp. 50-57, y Recasens Siches, Luis, 
Sociología, 18a. ed., México, Porrúa, 1980, en donde justifica la in-
tervención del Estado en los asuntos de la pareja, precisamente por 
la prole.
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la penalización del aborto o la prohibición expresa de la 
propaganda sobre los métodos anticonceptivos que exis-
tía en el Código Sanitario vigente en la primera mitad 
del siglo XX en México.200

Se ha llegado a sostener que la sociedad no tendría 
mayor interés en las relaciones sexuales de las personas, 
si estas no tuvieran como posible consecuencia la con-
cepción y por ende el nacimiento de nuevos hombres y 
mujeres que debe integrarse a la sociedad. En otras pa-
labras, ese interés es el que propicia instituciones como 
el matrimonio,201 aunque son premisas que no reflejan 
las modificaciones normativas, culturales y de derechos 
humanos en cuanto a la libertad para decidir sobre la 
propia reproducción. El esquema patriarcal lo vemos 
plasmado en forma muy clara en la literatura jurídica 
secular desde siglos atrás. Montesquieu, por ejemplo, 
sostiene que:

La obligación natural que tiene el padre de alimentar a 
sus hijos ha hecho establecer el matrimonio que decla-
ra quién es el que debe cumplir esa obligación... Entre 
los pueblos bien organizados el padre es aquél que las 
leyes, por la ceremonia del matrimonio, han declarado 
que debe ser tal porque encuentran en él la persona que 
busca... Las uniones ilícitas contribuyen poco a la propa-
gación de la especie...202

200		  Esta tendencia se modificó a partir de diciembre de 1974, 
cuando —durante el sexenio de Luis Echeverría Álvarez y con mo-
tivo del Año Internacional de la Mujer— se modificó el artículo 4o. 
constitucional para dar cabida al derecho que toda persona tiene de 
decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y 
espaciamiento de sus hijos e hijas. Esta perspectiva se observa en las 
normas federal y locales sobre salud.

201		  Véase Russell, Bertrand, Matrimonio y moral, trad. de León 
Rozitchnes, Buenos Aires, Siglo Veinte, 1973, passim.

202		  Montesquieu, Charles Louis de Secondat de, De l’Esprit des 
Lois (Présentation et analyse de M. d’Alembert), Nouvelle édition, 
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No desconocemos que esta visión pudo ser válida 
hasta antes de la desvinculación de la sexualidad y la 
procreación que vino aparejada con los métodos anti-
conceptivos; sin embargo, ahora debemos buscar la ra-
zón de ser de estas instituciones, más allá de esta re-
lación causal —sexualidad/procreación—, que es sólo 
una de las probables razones por las cuales las perso-
nas deciden unirse en matrimonio. No hay que dejar de 
lado las evidencias que demuestran que, de una forma 
u otra, las sociedades han tratado siempre de imponer 
a sus integrantes las normas de conducta sexual acepta-
das o toleradas por la generalidad.203 En otras palabras, 
podemos afirmar que en el ámbito jurídico, los fines, de-
rechos y deberes que surgen del matrimonio, así como 
su estructura (tal y como se conoció en el México inde-
pendiente y hasta fines del siglo XX) es un producto de 
procesos de aculturación de una sociedad patriarcal he-
teronormada, con fuerte influencia judeocristiana.

Para los romanos, por ejemplo, el matrimonio no re-
vestía ni la solemnidad ni la rigidez en sus fines, obliga-
ciones y derechos que encontramos en la legislación fe-
deral mexicana. Era una simple relación social, un estado 
de convivencia entre los cónyuges fundada en la afectio 
maritalis.204 Después, mediante la influencia de la tradi-
ción judeocristiana, se le sacralizó. De este proceso sur-

París, Billois Librairie, Quai des Augustines, año XIII, 1805, t. III, 
p. 58.

203		  Véase Engels, Federico, op. cit., passim; Russell, Bertrand, op. 
cit., pp. 23-27. Estos conceptos fueron retomados en la codificación 
francesa, cuyo Código de Napoleón transcribe la definición de Por-
talis: “matrimonio es la sociedad del hombre y la mujer que se unen 
para perpetuar su especie, para ayudarse mutuamente a llevar el 
peso de la vida y para compartir su destino común”. Citado en Galin-
do Garfias, op. cit., p. 460.

204		  Véase Iglesias, Juan, Derecho romano, instituciones de derecho 
privado, 6a. ed., Barcelona, Ariel, 1979, pp. 547-556.
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ge una institución con estructuras cada vez más rígidas 
que al ser rescatada por los laicos liberales es convertida 
en un intercambio material e idealmente afectivo entre 
los cónyuges, aunque no se le flexibilizó.205

En ambos casos: matrimonio-sacramento y matri-
monio-secular, se deja sentir el peso de las expectativas 
sociales206 y el deseo de poder y trascendencia del hom-
bre que se traduce en un sometimiento de la mujer para 
garantizar su virtud y la procedencia de la prole, que 
debe ser alimentada y educada por el padre y que ha de 
heredarlo. Es decir, el derecho de heredar a su simiente 
y la obligación de alimentarlo, por un lado, y la ventaja 
económica que —hasta hace poco— representaban los 
hijos e hijas;207 por otro, hace que el hombre desee tener 
la seguridad de que esa prole es en realidad producto de 
su sangre; por tanto, somete a la mujer y le exige exclusi-
vidad y fidelidad absoluta como receptora de su semen.

Todo esto da como resultado —desde ese aspecto sa-
cramental como desde el contractual— una estructura 
de poder que somete a la mujer, ofreciéndole una cierta 
seguridad económica mientras dura la crianza, a cam-
bio de cierta seguridad para el hombre acerca de la pro-
cedencia de la prole. Pero no sólo no asegura la felicidad 
de ninguno de los involucrados en la relación conyugal, 
sino que cierra las posibilidades de que cada pareja bus-
que sus propias vías para alcanzar sus objetivos de vida, 
pues es una institución en que, por decreto social, la pa-

205		  Existe una corriente, derivada de la visión liberal del Código de 
Napoleón, que tiende a considerar al matrimonio como un acto de in-
tercambio material entre los cónyuges que, con el afán de apartar al 
instituto de todo nexo con las ideas religiosas, ha olvidado que aún más 
importante que el intercambio material está el apoyo e intercambio 
psicológico, por no llamarle espiritual.

206		  Es decir, la procreación y educación de los hijos para la gloria 
de Dios o para el servicio del soberano.

207		  Véase Russell, Bertrand, op. cit., pp. 95-104.
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reja debe darse hijos o hijas y guardarse entre sí fideli-
dad —entendida como exclusividad en el trato sexual y 
no como una vivencia de lealtad entre la pareja—208 ade-
más de cohabitar y ayudarse mutuamente. Cabe pregun-
tar qué tanto estas huellas ancestrales han sido erradi-
cadas de las costumbres y mentalidades de la actualidad 
y qué tanto aún persisten en ese imaginario colectivo.

En todo caso, a pesar de los cambios en las políticas 
poblacionales y en la conceptualización de la sexuali-
dad de las personas, todavía gravita sobre la pareja la 
expectativa social de la procreación, en forma no tan 
clara como en ordenamientos anteriores. Por ejemplo, 
el artículo 162 del Código Civil Federal especifica que 
los cónyuges están obligados a contribuir a los fines del 
matrimonio (sin aclarar cuáles son) y a socorrerse mu-
tuamente, y señala que la libertad para decidir sobre su 
propia reproducción corresponde a todas las personas, 
aunque los cónyuges deberán ponerse de acuerdo sobre 
este particular.

Para esclarecer qué es lo que el legislador entendió 
por fines del matrimonio, sólo tenemos el artículo 147 

208		  Desde mi punto de vista, la fidelidad entre los cónyuges no 
puede estar referida sólo a la exclusividad sexual. Esta actitud debe 
comprender una forma honesta de intercambio entre la pareja, en 
donde las pequeñas y grandes mentiras están ausentes, permitien-
do que la confianza mutua sea el pilar en donde se sostiene toda la 
convivencia. Me he preguntado si las constantes mentiras o silencios 
sobre la administración del hogar, de los ingresos de uno y otra, de 
las relaciones con las propias familias o con las amistades de cada 
quien, etcétera, no son más destructivas de la confianza mutua que 
un encuentro sexual esporádico con una tercera persona, pero ma-
nejada entre los cónyuges para entender qué está sucediendo con el 
matrimonio y dando oportunidad para el crecimiento de la pareja y 
en lo individual. Fincar la fidelidad de dos personas que supuesta-
mente se deben amor y ayuda mutua en su genitalidad no es la mejor 
manera de establecer relaciones adultas, conscientes y satisfactorias 
entre ambas.
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de este mismo código, en donde se estipula que: “cual-
quier condición contraria a la perpetuación de la espe-
cie o a la ayuda mutua que se deben los cónyuges se 
tendrá por no puesta”.

Las premisas expuestas hasta aquí con relación a los 
fines del matrimonio dejaron de ser una piedra monolí-
tica y empezaron una transición hacia formas más de-
mocratizadoras de esta institución, hasta desaparecer el 
interés que la sociedad había tenido en la procreación 
como uno de sus fines. En especial, a partir del recono-
cimiento de los matrimonios entre personas del mismo 
sexo válido en toda la República por determinación de 
la SCJN en una serie de resoluciones que analizaré más 
adelante.

En la actualidad, casi todos los códigos civiles y nor-
mas sobre la familia en el país recogen los derechos a 
decidir de manera libre, responsable e informada sobre 
el número y espaciamiento de los hijos e hijas —conte-
nido en el artículo 4o. constitucional—, y se empieza a 
reconocer que los fines del matrimonio se enfocan a la 
creación de una comunidad íntima de vida, la solida-
ridad y la ayuda mutua. Sobre la procreación, es im-
portante subrayar que la jurisprudencia de la SCJN en 
2015 estipula que todas las normas que dictaran que la 
procreación es uno de los fines del matrimonio son an-
ticonstitucionales, en la medida que enlaza estos fines y 
los requisitos del matrimonio a las preferencias sexua-
les de las personas. La resolución 43/2015 de la Primera 
Sala, señala:

Considerar que la finalidad del matrimonio es la procrea-
ción constituye una medida no idónea para cumplir con 
la única finalidad constitucional a la que puede obede-
cer la medida: la protección de la familia como realidad 
social. Pretender vincular los requisitos del matrimonio 
a las preferencias sexuales de quienes pueden acceder a 
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la institución matrimonial con la procreación es discri-
minatorio, pues excluye injustificadamente del acceso al 
matrimonio a las parejas homosexuales que están situa-
das en condiciones similares a las parejas heterosexua-
les. La distinción es discriminatoria porque las preferen-
cias sexuales no constituyen un aspecto relevante para 
hacer la distinción en relación con el fin constitucional-
mente imperioso. Como la finalidad del matrimonio no 
es la procreación, no tiene razón justificada que la unión 
matrimonial sea heterosexual, ni que se enuncie como 
“entre un solo hombre y una sola mujer”. Dicha enun-
ciación resulta discriminatoria en su mera expresión. Al 
respecto cabe recordar que está prohibida cualquier nor-
ma discriminatoria basada en la orientación sexual de 
la persona. En consecuencia, ninguna norma, decisión 
o práctica de derecho interno, tanto por parte de autori-
dades estatales como de particulares, pueden disminuir 
o restringir los derechos de una persona a partir de su 
orientación sexual. Así pues, bajo ninguna circunstancia 
se puede negar o restringir a nadie un derecho con base 
en su orientación sexual. Por tanto, no es factible hacer 
compatible o conforme un enunciado que es claramente 
excluyente.209

Así, se fortalece la tendencia jurídica —sustentada 
en los principios de derechos humanos de igualdad, no 
discriminación, libertad y respeto a la dignidad de las 
personas— acerca de que los fines del matrimonio sólo 
pueden estar vinculados a una comunidad íntima de vida 
entre cónyuges, con las consecuencias de solidaridad y 
apoyo mutuo que se derivan, ya que si bien es cierto que 
esta resolución se refiere a los matrimonios entre perso-

209		  Tesis de Jurisprudencia 1a./J. 43/2015 (10a.). Matrimonio. La 
ley de cualquier entidad federativa que, por un lado, considere 
que la finalidad de aquél es la procreación y/o que lo defina 
como el que se celebra entre un hombre y una mujer, es incons-
titucional. 19 de junio de 2015.
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nas del mismo sexo, sus argumentos son aplicables —y 
deben de serlo— a aquellas parejas heterosexuales que 
no desean procrear o no pueden hacerlo por diversas 
razones, como la edad o la esterilidad de uno o ambos.

Hay que destacar que la igualdad entre cónyuges 
está relacionada con factores que impactan en el matri-
monio desde otras aristas de la sociedad, por ejemplo, el 
acceso a los anticonceptivos para las mujeres casadas, 
dato que no está muy bien valorado en los estudios que 
se hacen sobre este tema que para la mujer unida en 
matrimonio representa el poder de decisión en igualdad 
de condiciones que su marido. Se afirma que “el uso de 
anticonceptivos es una expresión de la autonomía física 
de las mujeres”,210 y que ello depende de las políticas pú-
blicas, los valores y creencias culturales, la influencia de 
instituciones religiosas o la incidencia del movimiento 
social de mujeres o del feminismo en cada comunidad. 
Sin embargo, no queda claro cómo se expresa esta auto-
nomía en el matrimonio.

Todavía hay varias entidades federativas cuyos or-
denamientos civiles o familiares hacen referencia a la 
perpetuación de la especie como uno de los fines del ma-
trimonio, sin que ello modifique de manera significativa 
los matrimonios, de tal suerte que no es necesario re-
currir al amparo para hacer valer esta jurisprudencia. 
Simplemente se omite mencionar las condiciones que 
impiden la reproducción.

En cambio, es fácil reconocer como fines del matri-
monio, más bien de la familia que de él se deriva: la fun-
dación legal de este grupo social, reconocida como una 
comunidad establecida por la diaria convivencia, por el 
logro de la estabilidad en la familia como una contri-

210		  Milosavljevic, Viviane, Estadísticas para la equidad de géne-
ro. Magnitudes y tendencias en América Latina, Santiago de Chile, 
CEPAL-UNIFEM, 2007, pp. 79 y ss.
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bución a la armonía social, por la complementariedad 
de los seres humanos en los aspectos afectivo y bioló-
gico, por el desarrollo de la potencialidad humana, por 
la constitución de un medio natural para el desarrollo 
de las interrelaciones de responsabilidad y solidaridad 
humana, por la búsqueda del afecto y la fidelidad, así 
como por darse apoyo recíproco y el reconocimiento del 
afecto familiar “como una dignidad, no como un some-
timiento de un ser a otro, sino como un perfecto enten-
dimiento sobre los valores de existencia humana”. Vea-
mos en la siguiente tabla cómo resuelven las entidades 
federativas la definición, los fines y la naturaleza jurídi-
ca del matrimonio.

Entidad 
federativa

Definición y naturaleza jurídica 
del matrimonio

Código Civil 
Federal

a. 147. Cualquiera condición contraria a la per-
petuación de la especie o a la ayuda mutua que 
se deben los cónyuges, se tendrá por no puesta.211

Aguascalientes 
(CC)

a. 143. El matrimonio es la unión legal DE UN 
SOLO HOMBRE Y UNA SOLA MUJER, para procurar 
su ayuda mutua, guardarse fidelidad, PERPETUAR 
LA ESPECIE y crear entre ellos una comunidad de 
vida permanente.212

211		  Esta disposición debería ser modificada, en cumplimiento a las 
decisiones de la SCJN en materia de derechos sexuales y reproduc-
tivo, como se observa, por ejemplo, en el CC de Aguascalientes. Sin 
embargo, se ha mantenido como está.

212		  Este numeral contiene la siguiente leyenda que ordena elimi-
nar las palabras en mayúscula: “El 2 de abril de 2019, el pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el resolutivo séptimo de 
la sentencia dictada al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 
40/2018, declaró la invalidez por extensión de la porción normativa 
de este artículo indicada con mayúsculas, la cual surtió efectos el 
3 de abril de 2019 de acuerdo a las constancias que obran en la Se-
cretaría General de Acuerdos de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación”.
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a. 144. Cualquiera condición contraria A LA PER-
PETUACIÓN DE LA ESPECIE O a la ayuda mutua que 
se deben los cónyuges, se tendrá por no puesta.213

Baja California 
(CC)

a. 143 CC. El Matrimonio es la unión libre de 
dos personas para realizar la comunidad de vida, 
en donde ambas se procuran respeto, igualdad y 
ayuda mutua. Debe celebrarse ante el Oficial del 
Registro Civil y con las formalidades que estipule 
el presente Código.

Baja California 
Sur (CC)

a. 150. El Matrimonio es la unión libre de dos 
personas para realizar la comunidad de vida, en 
donde ambos se procuran respeto, igualdad y 
ayuda mutua, mediante la cohabitación domés-
tica y sexual. Debe celebrarse ante el Oficial del 
Registro Civil y con las formalidades que estipule 
el presente código, bajo estos principios:
I. Es libremente electo, tanto por lo que corres-
ponde a su celebración, como la persona con 
quien se contrae.
II. Los cónyuges conservarán en todo tiempo la 
libertad para determinar la totalidad de los as-
pectos concernientes a su relación matrimonial, 
dado que los vínculos que derivan de la unión 
son exclusivos de la pareja;
III. Con el matrimonio se funda legalmente la fa-
milia, que es la comunidad establecida natural-
mente para la diaria convivencia;
IV. La estabilidad de la familia, base de las ins-
tituciones sociales, contribuyen a la armonía so-
cial;
V. En las relaciones conyugales tiene manifesta-
ción la complementariedad de los seres humanos 
en los aspectos afectivo y biológico, ningún cón-
yuge es superior al otro y con la unión se hace 
posible el desarrollo de la potencialidad humana;
VI. La familia constituye el medio natural para el 
desarrollo de las interrelaciones de responsabili-
dad y solidaridad humana;
VII. En la familia debe buscarse el afecto y la fi-
delidad, así como darse apoyo recíproco, y
VIII. El afecto familiar es reconocido como una 
dignidad, no como un sometimiento de un ser a

213		  Idem.
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otro, sino como un perfecto entendimiento sobre 
los valores de existencia humana.
a. 151. Cualquier condición contraria a los fines 
señalados en el artículo anterior, se tendrá por 
no puesta.
a. 152. El matrimonio es un acto solemne que 
debe celebrarse ante el Oficial del Registro Civil, 
con las formalidades que establece la ley.
a. 153. El Estado promoverá y facilitará el ma-
trimonio de las parejas que realicen vida en co-
mún, siempre que cubran los requisitos legales 
para realizar el acto.

Campeche 
(CC)

a. 157. El matrimonio es la unión de dos perso-
nas para llevar una vida en común, en donde am-
bas se deben procurar respeto, igualdad y ayuda 
mutua. Debe celebrarse ante las autoridades del 
Registro Civil, tal como establece este Código y 
con las formalidades que éste exige.
a. 158. Será nula cualquier discriminación por 
razón de origen étnico o nacional, el género, las 
discapacidades que no produzcan enajenación 
mental incurable, la condición social, las con-
diciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias sexuales o cualquier otra que aten-
te contra la dignidad humana o cualquier otra 
condición contraria a lo señalado en el artículo 
anterior.

Ciudad de México 
(CC)

a. 146. Matrimonio es la unión libre de dos per-
sonas para realizar la comunidad de vida, en 
donde ambos se procuran respeto, igualdad y 
ayuda mutua. Debe celebrarse ante el Juez del 
Registro Civil y con las formalidades que estipule 
el presente código.
a. 147. Serán nulos los pactos que hagan los con-
trayentes, en contravención a lo señalado en el 
artículo anterior.

Chiapas 
(CC)

a. 144. Cualquiera condición contraria a la per-
petuación de la especie o a la ayuda mutua que 
se deben los cónyuges se tendrá por no puesta.214

214		  El 11 de julio de 2017, el pleno de la SCJN, en el resolutivo 
segundo de la sentencia dictada al resolver la Acción de Inconsti-
tucionalidad 32/2016, promovida por la Comisión Nacional de los 
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Chihuahua 
(CC)

a. 134. El matrimonio es el acuerdo de volunta-
des entre un hombre y una mujer para realizar la 
comunidad de vida, en donde ambos se procuran 
respeto, igualdad y ayuda mutua, con la posibili-
dad de procrear hijos de manera libre, responsa-
ble e informada. Este acto debe celebrarse ante 
los funcionarios que establece la Ley y con las 
formalidades que ella exige.
a. 135. Cualquiera condición contraria a la per-
petuación de la especie o a la ayuda mutua que 
se deben los cónyuges, se tendrá por no puesta.215

Coahuila 
(LF)

a. 139. El matrimonio es la unión de dos perso-
nas que consienten en realizar una comunidad 
de vida basada en el afecto, respeto, igualdad de 
trato y ayuda mutua, y toman de manera libre, 
responsable, voluntaria e informada, las decisio-
nes reproductivas que se ajustan a su proyecto de 
vida, incluida la posibilidad de procrear o adop-
tar; los cónyuges deberán gozar de la protección 
debida para garantizar el libre desarrollo de la 
personalidad.
...
El Estado protegerá la institución del matrimo-
nio sin demérito del reconocimiento de otras for-
mas de familias, y proveerá lo necesario para el 
desarrollo integral de sus componentes.
a. 140. Cualquier condición contraria a la ayuda 
mutua que se deben los cónyuges, se tendrá por 
no puesta.

Colima 
(CC)

a. 145. El matrimonio se establece por medio de 
un contrato civil celebrado entre dos personas, 
con la finalidad de formar una familia, establecer 
un hogar común, con voluntad de permanencia, 
para procurarse y ayudarse mutuamente en su 
vida marital.
A quienes celebren el acto jurídico del matrimo-
nio se les denominará indistintamente, cónyuges.

Derechos Humanos, declaró por vía de consecuencia la invalidez de 
la porción normativa resaltada en este artículo.

215		  En atención a la Acción de Inconstitucional señalada arriba, 
debe ser inválida la mención sobre las condiciones relacionadas con 
la perpetuación de la especie en este numeral.
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Durango (CC) No tiene definición de matrimonio.

Estado de México 
(CC)

a. 4.1 Bis. El matrimonio es una institución de 
carácter público e interés social, por medio de la 
cual dos personas de manera libre y volunta-
ria deciden compartir un estado de vida para la 
búsqueda de su realización personal y conyugal, 
bajo las formalidades y solemnidades que esta-
blezca el presente Código.
a. 4.3. Cualquier estipulación contraria a los fi-
nes esenciales del matrimonio, se tendrá por no 
puesta.

Guanajuato 
(CC)

No tienen definición de matrimonio.
a. 144. Cualquiera condición contraria a la per-
petuación de la especie o a la ayuda mutua que 
se deben los cónyuges, se tendrá por no puesta.216

Guerrero (CC) No tienen definición de matrimonio.

Hidalgo 
(LF)

a. 8o. El matrimonio es una institución social y 
permanente, por la cual se establece la unión ju-
rídica entre dos personas, que, con igualdad de 
derechos y obligaciones, se procuran respeto, 
igualdad y ayuda mutua, sin estigmas, roles o es-
tereotipos de género, originando el nacimiento 
y la estabilidad de una familia, así como la rea-
lización de una comunidad de vida plena y res-
ponsable.
a. 9o. El matrimonio es un acto solemne e insti-
tucional:
I. Es un acto solemne, porque para su existencia 
la voluntad de los pretendientes debe manifestar-
se ante el Oficial del Registro del Estado Familiar 
y constar su firma o huella digital en el acta res-
pectiva, y
II. Es una institución social, derivada de la per-
manencia conyugal y es una forma para crear la 
familia.
a. 10. El Estado establece el matrimonio como 
un medio reconocido por el derecho, para fundar 
la familia.
a. 11. El Estado protegerá la institución del ma-
trimonio por ser un fundamento de la familia y 
la conservación de la especie.

216		  Idem.
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Jalisco 
(CC)

a. 258. El matrimonio es una institución de ca-
rácter público e interés social, por medio de la 
cual dos personas deciden de manera libre para 
realizar la comunidad de vida, para la búsqueda 
de su realización personal y la fundación de una 
familia con respeto, ayuda mutua e igualdad de 
derechos y obligaciones.
a. 259. En la relación matrimonial, se deben con-
siderar los siguientes fines:
I. Es libremente electo, tanto por lo que corres-
ponde a su celebración, como a la persona con 
quien se contrae;
II. Los cónyuges conservarán en todo tiempo, la 
libertad para determinar la totalidad de los as-
pectos concernientes a su relación matrimonial, 
dado que los vínculos que derivan de tal unión, 
son exclusivos de la pareja;
III. Con el matrimonio se funda legalmente la fa-
milia, que es la comunidad establecida natural-
mente para la diaria convivencia;
IV. La estabilidad de la familia, base de las ins-
tituciones sociales, contribuye a la armonía so-
cial, por ello se inculcarán en su seno principios, 
valores y la cultura de la igualdad y equidad de 
género;
V. En las relaciones conyugales tiene manifesta-
ción la complementariedad de los seres humanos 
en los aspectos afectivo y biológico, ningún cón-
yuge es superior al otro y con la unión se hace 
posible el desarrollo de la potencialidad humana;
VI. El hijo debe ser la expresión del amor de sus 
padres;
VII. La familia constituye el medio natural para 
el desarrollo de las interrelaciones de responsa-
bilidad y solidaridad humana;
VIII. En la familia debe buscarse el afecto y la 
fidelidad, así como darse apoyo recíproco, y
IX. El afecto familiar es reconocido como una 
dignidad, no como un sometimiento de un ser a 
otro, sino como un perfecto entendimiento sobre 
los valores de existencia humana.
Los esposos tienen el derecho natural e inaliena-
ble de fundar una familia y decidir responsable-
mente sobre el intervalo entre los nacimientos y 
el número de hijos a procrear.
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Michoacán 
(CF)

a. 127. El matrimonio es la unión legítima de dos 
personas para realizar una comunidad de vida 
permanente, en la que se procuren respeto, igual-
dad y ayuda mutua.

Morelos 
(CF)

a. 68. El matrimonio es la unión voluntaria y li-
bre de dos personas, con igualdad de derechos 
y obligaciones, con el propósito de desarrollar 
una comunidad de vida y ayudarse mutuamente. 
Cualquier condición contraria a estas finalidades 
se tendrá por no puesta. El vínculo matrimonial 
se extingue por la muerte o presunción de ésta de 
uno de los cónyuges, por divorcio o por declara-
ción de nulidad.
a. 69. El matrimonio debe celebrarse ante los 
funcionarios que establece la Ley y con las so-
lemnidades que ella exige.
a. 70. El Estado establece el matrimonio, como 
el medio reconocido por el derecho, para crear 
una familia.
a. 71. El Estado protegerá la institución del ma-
trimonio, por ser uno de los fundamentos de la 
familia.

Nayarit 
(CC)

a. 135. El matrimonio es un contrato civil, por 
el cual dos personas, se unen en sociedad para 
realizar vida en común, procurando entre ambos 
respeto, igualdad y ayuda mutua.

Nuevo León 
(CC)

a. 147. El matrimonio es la unión legitima de dos 
personas para guardarse fidelidad y crear entre 
ellos una comunidad de vida permanente y ayu-
da mutua.

Oaxaca 
(CF)

a. 6o. El matrimonio es un contrato civil cele-
brado entre dos personas que se unen para reali-
zar una vida en común y proporcionarse respeto, 
igualdad y ayuda mutua.

Puebla 
(CC)

a. 294. El matrimonio es un contrato civil por 
el cual dos personas se unen voluntariamente 
en sociedad, para llevar una vida en común, con 
respeto, ayuda mutua e igualdad de derechos y 
obligaciones.

Querétaro 
(CC)

a. 137. El matrimonio es una institución en la que 
se establece un vínculo jurídico por la unión en-
tre dos personas, que, con igualdad de derechos
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y obligaciones, son la base del nacimiento y es-
tabilidad de una familia, así como la realización 
de una comunidad de vida plena y responsable.

Quintana Roo 
(CC) No tiene definición de matrimonio.

San Luis Potosí 
(CF)

a. 15. El matrimonio es la unión legal entre dos 
personas, libremente contraída, basada en el res-
peto, con igualdad de derechos, deberes y obliga-
ciones, que hacen vida en común, con la finali-
dad de proporcionarse ayuda mutua, formando 
una familia.

Sinaloa 
(CF)

a. 40. El matrimonio es una institución por me-
dio de la cual se establece la unión voluntaria y 
jurídica de dos personas, con igualdad de dere-
chos, deberes y obligaciones, en la que ambos se 
procuran respeto y ayuda mutua.
Cualquier condición contraria a estos fines, esta-
blecida por los cónyuges, se tendrá por no puesta.
a. 42. El matrimonio es un acto solemne que 
debe celebrarse ante el Oficial del Registro Civil, 
con las formalidades y la dignidad que el acto 
por su importancia social exige.

Sonora 
(CF)

a. 11. El matrimonio es una institución de carác-
ter público e interés social. Es la unión legitima 
de dos personas, con el propósito expreso de in-
tegrar una familia, el respeto reciproco y la pro-
tección mutua. Cualquier disposición contraria a 
estos fines, acordada por los cónyuges, se tendrá 
por no puesta.
a. 12. El matrimonio es un acto solemne que 
debe celebrarse ante el Oficial del Registro Civil 
o el funcionario que la ley señale, con las forma-
lidades que esta misma establezca.

Tabasco 
(CC)

a. 154. El matrimonio, es la unión de dos per-
sonas, mayores de dieciocho años de edad, in-
distintamente del género, para realizar la co-
munidad de vida, en donde ambos se procuran 
respeto, igualdad y ayuda mutua.

Tamaulipas 
(CC y LDF)

El CC no tiene definición del matrimonio.
LDF: a. 1o. Los principios rectores de la familia son:
a) Todo varón y mujer en edad núbil, tienen de-
recho a contraer matrimonio, célula básica de la 
familia. El matrimonio es el acuerdo de volunta-
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des libremente expresadas por un hombre y una 
mujer, con objeto de unir sus vidas en forma 
permanente a fin de procurarse ayuda mutua 
y la preservación de la especie, que se celebra 
ante la autoridad competente y con los requisi-
tos y formalidades que la ley dispone...

Tlaxcala 
(CC)

a. 42. El matrimonio es la unión de dos perso-
nas con su pleno consentimiento, que tiene 
como objeto realizar la comunidad de vida, en 
donde ambas se procuran respeto, igualdad y 
ayuda mutua. Debe celebrarse ante los funciona- 
rios que establece la ley y con todas las solemni-
dades que ella exige.

Veracruz 
(CC)

a. 75. El matrimonio es la unión de dos personas 
a través de un contrato civil que, en ejercicio de su 
voluntad, deciden compartir un proyecto de vida 
conjunto, a partir de una relación afectiva con áni-
mo de permanencia, cooperación y apoyo mutuo 
y sin impedimento legal alguno.

Yucatán 
(CF)

a. 49. El matrimonio es una institución jurídica 
por medio de la cual se establece la unión libre y 
voluntaria de dos personas, con igualdad de de-
rechos, deberes y obligaciones, para realizar la 
comunidad de vida, en donde ambos se procuran 
respeto y ayuda mutua.
a. 50. El matrimonio es un acto solemne que 
debe celebrarse ante un Oficial del Registro Civil, 
con las formalidades que establezca este Código 
y demás disposiciones aplicables.

Zacatecas 
(CF)

a. 100. El matrimonio es la unión jurídica de dos 
personas donde ambas, mediante una comuni-
dad de vida, y procurándose respeto, igualdad y 
ayuda mutua, constituyan una familia.
a. 101. El matrimonio es un acto solemne, debe 
celebrarse ante el Oficial del Registro Civil y con 
las formalidades que establece esta Ley.
a. 102. Es una institución social, derivada de la 
relación conyugal para crear la familia.
a. 103. El Estado establece el matrimonio como 
uno de los medios morales reconocidos por el 
derecho para fundar la familia. Cualquier condi-
ción contraria a los fines esenciales del matrimo-
nio, se tendrá por no puesta.
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3. Derechos y obligaciones 
que nacen del matrimonio

La institución que estamos analizando tiene por ley 
—y como consecuencia de sus fines que se espera se 
cumplan— una serie de deberes y derechos que sur-
gen entre cónyuges. Gracias al trabajo de feministas en 
casi todo el mundo, actualmente se busca la igualdad 
entre quienes contraen nupcias, dentro de marcos de 
mayor libertad; sin embargo, tratándose de las muje-
res, el camino para hacer valer esta igualdad, así como 
la vigencia los derechos humanos, sigue sin encontrar la 
meta deseada. Las legislaturas de nuestro país contie-
nen aún resabios ancestrales que crearon el matrimo-
nio como un espacio privilegiado de relaciones de su-
pra subordinación en donde el hombre es considerado 
el jefe, el que ordena, el que cubre las necesidades eco-
nómicas de la pareja y de la familia, el que protege, el 
que construye un patrimonio heredable. En cambio, la 
mujer es vista como la parte débil, la que obedece, la que 
ha de protegerse, la encargada de la crianza de hijas e 
hijos, la que administra el hogar y se encarga de pro-
porcionar los cuidados que requieren quienes integran 
la familia.217

217		  Expresiones de connotados juristas mexicanos de las prime-
ras décadas del siglo XX demuestran desde dónde venimos y cómo 
ha sido complicado el trabajo por establecer relaciones igualitarias 
en el matrimonio, en especial, el relativo al de una mujer con un 
hombre: “Desde que Hernán Cortés, el gran capitán, y sus compa-
ñeros realizaron la conquista de estos países y la predicación cris-
tiana difundiendo el evangelio empezó a organizar la familia, ésta 
ha presentado durante cerca de cuatro centurias fuertes caracterís-
ticas que a la par que deben enorgullecernos exigen estudio serio 
del sociólogo y del jurista. Las excelsas virtudes de la mujer mexi-
cana que se alza como la palmera en el desierto de nuestras luchas 
y de nuestras violencias representando un símbolo de caridad y de 
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Dos de las consideraciones de la comisión redacto-
ra del anteproyecto del Código Civil para el Distrito y 
Territorios Federales, de 1928, son ilustrativas de estas 
nociones estereotipadas. Como introducción general se 
señaló: “Socializar al derecho significa extender la esfe-
ra del derecho del rico al pobre, del propietario al traba-
jador, del industrial al asalariado, del hombre a la mujer, 
sin ninguna restricción ni exclusivismo...”.218

Y más adelante, como parte de la introducción rela-
tiva al Libro Primero, se dice:

La equiparación del hombre y la mujer se hacía nece-
saria, en vista de la fuerza arrolladora que ha adquirido 
el movimiento feminista. Actualmente la mujer ha deja-
do de estar relegada exclusivamente al hogar; se le han 
abierto las puertas para que se dedique a todas las activi-
dades sociales, y en muchos países toma parte activa en 
la vida política. En tales condiciones, era un contrasenti-
do la reducción de su capacidad jurídica en materia civil, 
sustentada por el Código anterior.219

esperanza, la abnegación sin límites de que ella da ejemplo en todas 
las clases sociales, su resignación y su ternura como esposa y como 
madre, han formado los caracteres distintivos de la familia mexi-
cana que no permiten la aplicación a ella de sistemas extraños de 
pueblos distintos por su psicología, por sus hábitos y por sus senti-
mientos”. Ramos Pedrueza, Antonio, “La destrucción del régimen 
de sociedad conyugal por la Ley de Relaciones Familiares”, Revista 
Jurídica de la Escuela Libre de Derecho, núm. 16 a 18, abril-junio 
de 1924, p. 375. No, no se trata de una publicación panfletaria. Es 
la ponencia de este maestro de la Escuela Libre de Derecho para 
el Tercer Congreso Jurídico Nacional, la cual “fue aprobada por 
aclamación”.

218		  García Téllez, Ignacio, Motivos, colaboración y concordancia 
del nuevo Código Civil mexicano, 1932, p. 4.

219		  Ibidem, p. 6. Históricamente no nos podemos explicar cómo, si 
estas ideas fueron vertidas en 1928, en 1974 se repitieron como una 
necesidad de ese momento, ni entender por qué seguimos luchando 
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Se afirma, no sin razón, que este código representó 
un esfuerzo para hacer que los deberes y derechos que 
nacen del matrimonio fueran iguales para el hombre 
y la mujer; sin embargo, estas intenciones de igualdad 
no transitaron más allá de la exposición de motivos, 
pues se conservaron obligaciones estereotipadas muy 
claras, tal como sucedía en los ordenamientos decimo-
nónicos y en la propia Ley de Relaciones Familiares. 
Por ejemplo: la obligación de la mujer de vivir con su 
marido y de atender de manera exclusiva los trabajos 
domésticos, así como el deber del hombre —también 
en exclusividad— de proveer lo necesario para el sos-
tén de la familia.

No fue sino a partir de 1953 cuando se observan 
cambios sustantivos en esta relación, como la desapa-
rición total del concepto de “potestad marital”. Como 
parte del Año Internacional de la Mujer (1975) y en con-
cordancia con la reforma al artículo 4o. de la Consti-
tución (en diciembre de 1974), se revisó del lenguaje y 
se derogaron diversos artículos que implicaban someti-
miento de la mujer a la autoridad del hombre.

Con este breve repaso histórico, se puede confirmar 
que desde 1928 y hasta la última década del siglo pasa-
do en los ordenamientos civiles del país se estipulaba 
que la responsabilidad del suministro de los alimentos 
correspondía al marido y la administración del hogar 
y la crianza de los hijos e hijas, a la mujer. Por estas 
mismas razones, la esposa tenía preferencia sobre los 
ingresos del marido, pero, si deseaba como parte de su 
proyecto de vida personal o si necesitaba salir a trabajar 

para que sean una realidad. Cabe subrayar que García Téllez no se 
refiere a la Ley sobre Relaciones Familiares, que estuvo vigente entre 
1917 y 1932 sino al Código Civil de 1884. Cuando entró en vigor, el 
nuevo código tuvo una aplicabilidad muy cuestionada por casi todo 
el foro.
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fuera del hogar porque los recursos que su marido apor-
taba no eran suficientes, tenía que pedirle permiso para 
hacerlo. A pesar del Año Internacional de la Mujer, esto 
continuó en ocho entidades de la República hasta 1997: 
Aguascalientes, Colima, Durango, Guanajuato, Michoa-
cán, Nuevo León, Oaxaca y Tabasco.

Poco a poco ocurrieron cambios, hasta llegar al ac-
tual ordenamiento civil federal. Se especifica que ambos 
cónyuges están obligados a contribuir a los fines del ma-
trimonio y a socorrerse mutuamente, que tienen en el ho-
gar autoridad y consideraciones iguales, que les corres-
ponde el ejercicio del derecho plasmado en el artículo 
4o. constitucional en relación con la libertad para decidir 
sobre el número y espaciamiento de los hijos e hijas (se-
gundo párrafo del artículo 162) y que deben decidir sobre 
la formación y educación de los hijos e hijas y la adminis-
tración de los bienes comunes.

Asimismo, la pareja deberá vivir en el domicilio con-
yugal, tomándose como tal el lugar establecido de co-
mún acuerdo, en el cual disfruta de autoridad propia 
y consideraciones iguales.220 Serán los tribunales221 los 
que eximan de esta obligación a uno de los cónyuges, 
cuando el otro (o la otra) se traslade a vivir al extranjero 
o se aloje en un lugar insalubre e indecoroso (artículo 
163).222 El ordenamiento federal señala que ambos con-
tribuirán económicamente al sostenimiento del hogar, a 
su alimentación y a la de sus hijos e hijas, a la educación 

220		  En 1983 se reformó el CC para introducir la definición que 
la SCJN había dado sobre el domicilio conyugal, terminando así 
con los conflictos que surgían cuando se demandaba el divorcio por 
abandono de hogar.

221		  Por medio de los juzgados en materia familiar.
222		  En la redacción original del artículo 163, la mujer tenía la obli-

gación de seguir al marido hasta su domicilio; los tribunales podían 
excusarla en caso de que este se encontrara fuera del país —salvo si 
es por “servir a la patria”— o en lugar insalubre.
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de estos en los términos que fija la ley, sin perjuicio de 
distribuirse estas obligaciones en la forma que acuerden 
y según las posibilidades de una y otro.223

Se puntualizan dos aspectos sobre este tema: los de-
rechos y obligaciones no dependen de la aportación eco-
nómica de cada cónyuge, y la obligación de contribuir 
económicamente a los gastos del hogar sólo gravita so-
bre quien tiene posibilidades para ello. Si los dos tienen 
recursos, la aportación será proporcional a los ingresos 
de cada quien. Deben resolver, de común acuerdo, todo 
lo que tiene que ver con la administración del hogar y de 
sus bienes, así como a la educación de los hijos e hijas; 
si no hubiere acuerdo deberá intervenir el o la juez de 
lo familiar (artículo 168). Podrán desempeñar cualquier 
actividad, “excepto las que dañen la moral de la familia 
o la estructura de ésta”.224 En caso de desacuerdo, tam-
bién deberá decidir el o la juez de la materia.

223		  Ello según el artículo 164. Siempre es interesante recordar 
—para evaluar cuánto hemos avanzado en la igualdad real— que 
en la redacción original de este numeral el marido tenía la respon-
sabilidad de dar alimentos a la mujer y hacer todos los gastos para 
el sostenimiento del hogar; en caso de que ella tuviera bienes pro-
pios, estaba obligada a contribuir a dichos gastos, pero sólo hasta 
la mitad de lo que le correspondiera al marido.

224		  En los foros en donde se me ha permitido analizar la condi-
ción jurídica de la mujer en nuestro país, he señalado el riesgo que 
implica mantener los parámetros de la moral en las relaciones fa-
miliares, toda vez que se trata de parámetros subjetivos que pueden 
prolongar el conflicto, en vez de solucionarlo. He puntualizado, y lo 
hago ahora, que la moral y las buenas costumbres son indicativos 
muy variables, cuya medición depende no sólo de la persona que 
los juzga, sino del momento y las circunstancias en que lo hace. 
Aunado a esta subjetividad, cabe recordar que en el texto original 
del Código Civil Federal los trabajos del hogar estaban a cargo de 
la mujer y, por tanto, el marido podía oponerse a que ella trabajara 
fuera del hogar, si él se encargaba de mantener a toda la familia y los 
gastos del hogar. La redacción del original artículo 171 es muy clara: 
“En caso de que la mujer insista en usar de los derechos que le con-
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Se puede concluir que, por lo menos en apariencia, 
todo lo que puede suceder en el matrimonio está regla-
mentado; cualquier desacuerdo puede ser dirimido ante 
tribunales. Sin embargo, esta lista de deberes y obliga-
ciones son producto de una concepción patriarcal de la 
relación matrimonial, en la que los aspectos patrimo-
niales son lo más importante para la propia pareja y lo 
eran para los paterfamilias de ambos contrayentes. De 
un lado, para mantener la autoridad y la certeza de que 
la descendencia será legítima; del otro, para asegurar 
que los bienes que pasaron de una familia a otra a través 
de la dote225 serán bien administrados. Es una normati-
vidad que ha evolucionado, pero sigue manteniendo esa 
impronta en los conceptos de capitulaciones matrimo-
niales y donaciones antenupciales.226

cede el artículo 169, no obstante, de que el marido se los rehusare 
con apoyo en lo dispuesto en el artículo anterior, el juez respectivo 
resolverá lo que sea procedente”. Estas disposiciones estuvieron vi-
gentes en prácticamente en todo el país, hasta la última década del 
siglo XX.

225		  La dote en los sistemas jurídicos que todavía existe, y en la 
costumbre, se refiere al patrimonio que la mujer aporta al matrimo-
nio, con el fin de ayudar con las cargas que se derivan y al desarrollo 
económico de la familia, contribuyendo a su solidez. Es una de las 
instituciones patriarcales más antiguas en los sistemas matrimonia-
les. Se encuentra entre los pueblos arios y persas, pero se dice que 
alcanzó su desarrollo en el derecho romano y así pasó al derecho 
canónico y a los usos y costumbres mexicanas.

226		  Dote y arras son conceptos vinculados con usos y costumbres 
que se definen como la entrega de una suma de dinero u otra cosa que 
un contratante hace al otro en el momento de la celebración de un 
contrato con garantía para su ejecución; en este caso, del matrimo-
nio y su consumación. Por lo pronto, es importante subrayar que, 
si bien en la legislación nacional este concepto no aparece como 
tal, la costumbre de la dote siguió matizando las obligaciones y 
derechos en el matrimonio. Literalmente, con la dote se compra a 
la mujer o se da un intercambio mercantil entre las familias. Es ese 
resabio del derecho romano que se conserva en la memoria colecti-
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En este contexto de excesiva regulación de las rela-
ciones entre cónyuges, la realidad se impuso: las muje-
res casadas no acudían a tribunales para que un juez les 
autorizara trabajar cuando el marido no lo permitía, así 
como ninguno de los dos lo hace en la actualidad para 
manifestar su desacuerdo sobre las actividades profe-
sionales o de trabajo del otro. Lo mismo sucede en el 
caso del domicilio. Si el desacuerdo es grave, nada más 
recurren al divorcio. Desde este panorama, sería conve-
niente un ejercicio de reflexión legislativa serio, cientí-
fico y respetuoso de la diversidad, para redefinir cuáles 
con los deberes y derechos esenciales que nacen del ma-
trimonio, y privilegiar las disposiciones normativas que 
fortalezcan la igualdad jurídica y sustantiva entre cón-
yuges, en especial entre el hombre y la mujer en esta re-
lación, pues aunque se encuentra reconocida por todos 
los ordenamientos civiles de la República, la igualdad 
no siempre se refleja en lo cotidiano.

Retomando el análisis normativo, observamos que la 
mayoría de los ordenamientos civiles y familiares siguie-
ron el camino hacia la igualdad, con pequeñas variables. 
Subrayo que en varias entidades federativas, las actuali-
zaciones de sus ordenamiento civiles o familiares no se 
armonizaron de manera adecuada, ya que en ocasiones 
los derechos y obligaciones que nacen del matrimonio 
se refieren “al marido y a la mujer”, expresión que hace 
pensar que este sigue siendo exclusivo de personas he-
terosexuales; en otras, se habla de “los cónyuges”, por 
lo que es aplicable a los matrimonios entre personas del 
mismo sexo. Veamos cómo:

va y que de alguna manera se actualiza a través de conceptos como 
las arras.
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Entidad 
federativa

Deberes y derechos que nacen 
del matrimonio

Código Civil 
Federal

a. 162. Los cónyuges están obligados a contribuir 
cada uno por su parte a los fines del matrimonio 
y a socorrerse mutuamente.
Toda persona tiene derecho a decidir de manera 
libre, responsable e informada sobre el número 
y el espaciamiento de sus hijos. Por lo que toca 
al matrimonio, este derecho será ejercido de co-
mún acuerdo por los cónyuges.
a. 163. Los cónyuges vivirán juntos en el domici-
lio conyugal. Se considera domicilio conyugal, el 
lugar establecido de común acuerdo por los cón-
yuges, en el cual ambos disfrutan de autoridad 
propia y consideraciones iguales.
Los tribunales, con conocimiento de causa, po-
drán eximir de aquella obligación a alguno de los 
cónyuges, cuando el otro traslade su domicilio a 
país extranjero, a no ser que lo haga en servicio 
público o social, o se establezca en lugar insalu-
bre o indecoroso.
a. 164. Los cónyuges contribuirán económica-
mente al sostenimiento del hogar, a su alimenta-
ción y a la de sus hijos, así como a la educación 
de éstos en los términos que la ley establece, sin 
perjuicio de distribuirse la carga en la forma y 
proporción que acuerden para este efecto, según 
sus posibilidades. A lo anterior no está obligado 
el que se encuentre imposibilitado para trabajar 
y careciere de bienes propios, en cuyo caso el 
otro atenderá íntegramente a esos gastos.
Los derechos y obligaciones que nacen del matri-
monio serán siempre iguales para los cónyuges 
e independientes de su aportación económica al 
sostenimiento del hogar.
a. 165. Los cónyuges y los hijos, en materia de 
alimentos, tendrán derecho preferente sobre los 
ingresos y bienes de quien tenga a su cargo el 
sostenimiento económico de la familia y podrán 
demandar el aseguramiento de los bienes para 
hacer efectivos estos derechos.
aa 166 y 167. Derogados.
a. 168. El marido y la mujer tendrán en el hogar 
autoridad y consideraciones iguales; por lo tanto,
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resolverán de común acuerdo todo lo conducente 
al manejo del hogar, a la formación y educación 
de los hijos y a la administración de los bienes 
que a éstos pertenezcan. En caso de desacuerdo, 
el Juez de lo Familiar resolverá lo conducente.
A. 169. Los cónyuges podrán desempeñar cual-
quier actividad excepto las que dañen la moral 
de la familia o la estructura de ésta. Cualquiera de 
ellos podrá oponerse a que el otro desempeñe la 
actividad de que se trate y el Juez de lo Familiar 
resolverá sobre la oposición.
aa. 170. Y 171. Se derogan.
a. 172. El marido y la mujer, tienen capacidad 
para administrar, contratar o disponer de sus 
bienes propios y ejercitar las acciones u oponer 
las excepciones que a ellos corresponden, sin que 
para tal objeto necesite el esposo del consenti-
miento de la esposa, ni ésta de la autorización 
de aquél, salvo en lo relativo a los actos de admi-
nistración y de dominio de los bienes comunes.
aa. 173 a 175. Se derogan.
a. 176. El contrato de compra-venta sólo puede 
celebrarse entre los cónyuges cuando el matri-
monio esté sujeto al régimen de separación de 
bienes.
a. 177. El marido y la mujer, durante el matrimo-
nio, podrán ejercitar los derechos y acciones que 
tengan el uno en contra del otro; pero la pres-
cripción entre ellos no corre mientras dure el 
matrimonio.

Aguascalientes 
(CC)

a. 158. Los cónyuges están obligados a guardarse 
fidelidad, a contribuir cada uno por su parte a los 
fines del matrimonio y a ayudarse mutuamente. 
Los cónyuges tienen derecho a decidir de común 
acuerdo sobre el número y el espaciamiento de 
sus hijos.
a. 159. Los cónyuges de común acuerdo fijarán 
el domicilio conyugal, para cualquier cambio de 
domicilio se requiere el acuerdo de ambos. En 
caso de desacuerdo el Juez escuchando a las par-
tes resolverá lo conducente.
Los tribunales podrán eximir de aquella obliga-
ción a uno de los cónyuges cuando concurra al-
guna de las circunstancias siguientes:
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I. Que el domicilio conyugal se establezca en lu-
gar que ponga en riesgo la salud o integridad de 
cualquiera de los cónyuges;
II. Que alguno de ellos traslade su domicilio a un 
país extranjero, a no ser que lo haga en servicio 
público; o
III. Que uno de los cónyuges realice actos de vio-
lencia familiar contra el otro o hacia los hijos de 
ambos o de alguno de ellos.
En todo cambio de domicilio será necesario el 
consentimiento de ambos, si no existiere acuer-
do, el Juez de lo Familiar correspondiente procu-
rará avenirlos y si no lo lograse, resolverá lo que 
fuere más conveniente.
a. 160. Los cónyuges contribuirán económica-
mente al sostenimiento del hogar, a su alimenta-
ción y a la de sus hijos, así como a la educación 
de éstos, sin perjuicios de distribuirse la carga 
en la forma y proporción que acuerden para este 
efecto, según sus posibilidades. A lo anterior no 
está obligado el que se encuentre imposibilitado 
para trabajar y careciere de bienes propios, en 
cuyo caso el otro atenderá íntegramente a esos 
gastos.
El desempeño de las actividades domésticas y/o 
el cuidado de los hijos se estimarán como contri-
bución al sostenimiento del hogar, para los efec-
tos del párrafo anterior.
Los derechos y obligaciones que nacen del matri-
monio serán siempre iguales para los cónyuges 
e independientes de su aportación económica al 
sostenimiento del hogar.
a. 163. Los cónyuges tienen en el hogar autori-
dad y consideraciones
iguales, de común acuerdo arreglarán todo lo re-
lativo al número y espaciamiento de sus hijos, su 
educación y administración de los bienes que a 
éstos pertenezcan.
En caso de que los cónyuges estuvieren en des-
acuerdo sobre alguno de los puntos indicados, 
será el juez competente el que, con conocimiento 
de causa, resolverá lo conducente.
a. 165. Igual al a. 169 CC Federal.
a. 168. Los cónyuges conservan su plena capaci-
dad legal para celebrar actos jurídicos con terce-
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ros y no requerirán autorización de su consorte 
para ello.
Lo anterior no impide que los bienes afectos a 
sociedad conyugal o patrimonio familiar sean 
administrados por uno solo de los cónyuges.
a. 173. Igual al a. 177 CC Federal.
a. 173 Bis. Todas las cuestiones que deban re-
solverse por acuerdo de los cónyuges podrán ser 
puestas a consideración del Juez, en caso de no 
alcanzar el acuerdo de voluntades. El Juez pro-
curará ante todo avenir a los consortes, pero en 
caso de no conseguirlo resolverá la cuestión dis-
crecionalmente y en los términos que establezca 
el Capitulo procesal correspondiente.

Baja California 
(CC)

a. 159 al 162. Igual a los artículos 162 a 165 del 
CC Federal.
a. 163. Los integrantes de la familia tienen de-
recho a desarrollarse en un ambiente de respe-
to a su integridad física y psíquica, y obligación 
de evitar conductas que generen violencia fami-
liar, con objeto de contribuir a su sano desarrollo 
para su plena incorporación y participación en el 
núcleo social.
La educación o formación de una persona me-
nor de dieciocho años de edad no será en ningún 
caso considerada justificación para alguna forma 
de maltrato.
a. 165. Igual al a. 162 CC Federal.
a. 166. Los cónyuges podrán desempeñar cual-
quier actividad excepto las que dañen la moral de 
la familia o la estructura de ésta.
a. 169. Los contrayentes tienen capacidad para 
administrar, contratar o disponer de sus bienes 
propios, y ejercitar las acciones u oponer las ex-
cepciones que a ellos corresponden, sin necesi-
dad de autorización del otro cónyuge; salvo aten-
diendo lo que se estipule en las capitulaciones 
matrimoniales sobre administración de bienes.
a. 173 y 174 iguales a los artículos 176 y 177 CC 
Federal.

Baja California 
Sur (CC)

a. 167. Igual al a. 162 del CC Federal.
a. 168. Los derechos y obligaciones que este Có-
digo otorga e impone a la pareja conyugal, serán 
siempre iguales para cada uno de sus miembros,
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independientemente de cuál sea su aportación 
económica al sostenimiento de la familia, por lo 
que de común acuerdo determinarán todo lo re-
lativo al domicilio, trabajo de los cónyuges, aten-
ción y cuidado del hogar, educación, protección 
y espaciamiento de los hijos, así como sobre la 
administración y disposición de los bienes comu-
nes y los que administren a los hijos.
Los integrantes de la familia están obligados a 
evitar conductas que generan violencia familiar, 
entendiendo está como el uso de la violencia físi-
ca, psicológica, emocional, patrimonial o econó-
mica, así como la omisión grave, que de manera 
reiterada ejerza un miembro de la familia contra 
otro integrante de la misma.
Para los efectos de este artículo, se consideran 
miembros de la familia a los cónyuges, concu-
binos, parientes consanguíneos en línea recta, 
ascendente o descendente, pariente colateral 
consanguíneo o afín hasta el cuarto grado, adop-
tante o adoptado, que habite en la misma casa de 
la víctima o fuera de ella.
a. 169. Los cónyuges vivirán juntos en el domici-
lio conyugal. Se considera domicilio conyugal, el 
lugar establecido de común acuerdo por los cón-
yuges, en el cual ambos disfrutarán de autoridad 
propia y consideraciones iguales.
El Juez competente, con conocimiento de causa, 
podrá eximir de aquella obligación a alguno de 
los cónyuges cuando el otro traslade su domicilio 
a país extranjero, a no ser que lo haga en servicio 
público o social, o se establezca en lugar insalu-
bre, indecoroso o peligroso.
También cesará la obligación que tienen los cón-
yuges de vivir juntos cuando uno de ellos padez-
ca temporal o permanentemente enfermedad de 
orden psíquico o infeccioso.
a. 170. Los cónyuges contribuirán económica-
mente al sostenimiento del hogar, a su alimenta-
ción y a la de sus hijos, así como a la educación-
de éstos, en los términos que la ley establece, sin 
perjuicio de distribuirse la carga en la forma y 
proporción que acuerden libremente, según sus 
posibilidades. A lo anterior no está obligado el 
que se encuentre imposibilitado para trabajar y
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careciese de bienes propios, ni tampoco el cón-
yuge que por convenio expreso o tácito con el 
otro, se ocupe íntegramente al cuidado del hogar 
o de la atención de los hijos menores, en cuyos 
casos el otro responderá totalmente por los gas-
tos familiares.
a. 171. Los bienes propios de los cónyuges, así 
como sus productos, sueldos o emolumentos, es-
tán afectados preferentemente al pago de alimen-
tos, en la parte que a cada uno de ellos corres-
ponda por disposición de la ley o por convenio. 
Para hacer efectivo este derecho, los cónyuges, 
los hijos o sus representantes, podrán pedir en 
cualquier momento el aseguramiento de bienes.
a. 172. Los cónyuges podrán desempeñar libre-
mente cualquier actividad lícita. Cualquiera de 
ellos podrá oponerse a que el otro desempeñe un 
trabajo infamante o contra la moral, plantean-
do el conflicto al Juez competente del domicilio 
conyugal.
a. 173. Los cónyuges mayores de edad, tienen ca-
pacidad para administrar, contratar o disponer 
de sus bienes propios y ejercitar las acciones u 
oponer las excepciones que a ellos correspondan, 
sin necesidad de autorización del otro cónyuge, 
salvo en los actos de administración o de dispo-
sición de los bienes comunes en que se requiera 
el consentimiento de ambos.
a. 175. Igual al a. 176 del CC. Federal.
a. 176. Similar al a. 177 del CC Federal.

Campeche 
(CC)

a. 173. Igual al a. 162 del CC Federal.
a. 174. Los cónyuges vivirán juntos en el domici-
lio conyugal. Los tribunales, con conocimiento 
de causa, podrán eximir de esta obligación a al-
guno de ellos, cuando el otro traslade su domi-
cilio a país extranjero, a no ser que lo haga en 
servicio público o social, o se establezcan en país 
insalubre o indecoroso.
a. 175. Igual al a. 164 CC Federal.
a. 175 BIS. El desempeño del trabajo del hogar 
o el cuidado de las hijas y/o los hijos, se estima-
rá como una contribución económica al sosteni-
miento del hogar. Se entenderá que el cónyuge 
que no trabaje fuera del hogar sin remuneración
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cumple con las cargas económicas familiares 
con una contribución no monetaria.
a. 176. Igual al a. 165 del CC Federal.
a. 179. Igual al a. 168 del CC Federal.
a. 180. Los cónyuges podrán desempeñar cual-
quier actividad mientras sea lícita, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el artículo anterior.
a. 183. Los cónyuges mayores de edad tienen ca-
pacidad para administrar, contratar o disponer 
de sus bienes propios y ejercitar las acciones u 
oponer las excepciones que a ellos corresponden, 
sin que para tal objeto necesite uno de los cónyu-
ges el consentimiento del otro, salvo lo que se es-
tipule en las capitulaciones matrimoniales sobre 
la administración de los bienes.
…
a. 186. También se requiere autorización judicial 
para que el cónyuge sea fiador de su consorte o 
se obligue solidariamente con él, en asuntos que 
sean de interés exclusivo de éste, salvo cuando se 
trate de otorgar caución para que el otro obtenga 
su libertad.
La autorización, en los casos a que se refieren 
este y los dos artículos anteriores, no se concede-
rá cuando resulten perjudicados los intereses de 
la familia o de uno de los cónyuges.
a. 187. El contrato de compraventa no puede ce-
lebrarse entre los cónyuges cuando el matrimo-
nio está sujeto al régimen de sociedad conyugal.

Ciudad de México 
(CC)

a. 162 al 164. Iguales a los artículos 162 al 164 
CC Federal.
a. 164 Bis. El desempeño del trabajo en el hogar 
o el cuidado de los hijos se estimará como con-
tribución económica al sostenimiento del hogar.
a. 168 y 169. Iguales a los artículos 168 y 169 CC 
Federal.
a. 172, 176 y 177. Iguales a los artículos 172, 176 
y 177 CC Federal.

Chiapas 
(CC)

a. 159. Los cónyuges están obligados a contribuir 
cada uno por su parte, al establecimiento de una 
comunidad intima de vida en donde ambos en-
cuentren ayuda, solidaridad y asistencia mutua.
Los cónyuges tienen derecho a decidir de común 
acuerdo y de manera libre, responsable e infor-
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mada sobre el número y el espaciamiento de sus 
hijos.
a. 159 Bis. Los cónyuges estarán obligados a evi-
tar que se genere violencia familiar.
a. 160. Similar en su redacción, igual en sus efec-
tos al a. 163 CC Federal.
a. 161. Los cónyuges contribuirán económica-
mente al sostenimiento del hogar, a su alimen-
tación y a la de sus hijos, así como a cuidar de la 
salud emocional, sexual y la educación de estos 
en los términos que la ley establece, sin perjuicio 
de distribuirse la carga en la forma y proporción 
que acuerden para este efecto, según sus posibi-
lidades, a lo anterior no estará obligado quien se 
encuentre imposibilitado para trabajar y carecie-
re de bienes propios en cuyo caso el otro atende-
rá íntegramente a esos gastos.
Los derechos y obligaciones que nacen del matri-
monio serán siempre iguales para los cónyuges 
e independientes de su aportación económica al 
sostenimiento del hogar.
Las labores domésticas realizadas por la cónyuge 
o concubina que se encuentre al cuidado de los 
hijos formarán parte de la contribución econó-
mica del hogar, valorándose en la misma propor-
ción de la del cónyuge o concubino que aporte el 
sustento de éste en dinero o en especie.
a. 162. Igual al a. 165 CC Federal.
a. 164. Igual al a. 168 CC Federal.
a. 165. Los cónyuges tendrán a su cargo la direc-
ción y cuidados de las actividades del hogar.
a. 166. Similar al a. 169 CC Federal.
a. 169. Similar al a. 170 CC Federal.
a. 174 y 175. Igual a los artículos 176 y 177 CC 
Federal.

Chihuahua 
(CC)

a. 149. Los cónyuges están obligados a contribuir 
cada uno por su parte a los fines del matrimonio 
y a socorrerse mutuamente.
a. 150. Mujer y marido deberán residir en el do-
micilio familiar. Los Tribunales de Primera Ins-
tancia o de lo Familiar eximirán de esta obliga-
ción, por causa justificada.
a. 151. El marido debe dar alimentos a la familia 
y hacer todos los gastos necesarios para el soste-
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nimiento del hogar;pero si la mujer tuviere bie-
nes propios o desempeñare algún trabajo, o ejer-
ciere alguna profesión, oficio o comercio, deberá 
también contribuir para los gastos de la familia, 
siempre que la parte que le corresponda no exce-
da de la mitad de dichos gastos, a no ser que el 
marido estuviere imposibilitado para trabajar y 
careciere de bienes propios, pues entonces todos 
los gastos serán de cuenta de la mujer y se cubri-
rán con bienes de ella.
a. 152. La mujer tendrá siempre derecho prefe-
rente sobre los productos de los bienes del mari-
do y sobre sus sueldos, salarios o emolumentos, 
por las cantidades que correspondan para ali-
mentación de ella y de sus hijos menores. Tam-
bién tendrá derecho preferente sobre los bienes 
propios del marido para la satisfacción del mis-
mo objeto. La mujer puede pedir el aseguramien-
to de bienes para hacer efectivos estos derechos.
a. 153. El marido tendrá el derecho que a la 
mujer concede el artículo anterior, en los casos 
en que ésta tenga la obligación de contribuir en 
todo o en parte para los gastos de la familia y 
del hogar.
a. 154. El marido y la mujer tendrán en el hogar 
autoridad y consideraciones iguales; por lo tan-
to, de común acuerdo arreglarán todo lo relativo 
a la educación y establecimiento de los hijos y la 
administración de los bienes que a éstos perte-
nezcan.
En caso de que el marido y la mujer no estuvie-
ren conformes sobre alguno de los puntos indica-
dos, el Juez de Primera Instancia o de lo Familiar 
correspondiente procurará avenirlos, y si no lo 
lograre, resolverá lo que fuere más conveniente a 
los intereses de los hijos.
a. 155. Estará a cargo de los cónyuges la direc-
ción y administración del hogar, pudiendo ésta 
quedar a cargo de uno de ellos.
a. 156. Las tareas relativas a la administración 
del hogar y del cuidado de la familia representan 
una aportación al sostenimiento del hogar, en los 
términos de los preceptos anteriores.
a. 159. El marido y la mujer tienen capacidad 
para administrar, contratar o disponer de sus bie-
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nes propios, y ejercitar las acciones u oponer las 
excepciones que a ellos corresponden, sin que 
para tal objeto necesite el esposo del consenti-
miento de la esposa ni esta de la autorización de 
aquel, salvo lo que se estipule en las capitulacio-
nes matrimoniales sobre administración de los 
bienes.
a. 163. Igual al a. 176 del CC Federal.
a. 164. Igual al a. 177 del CC Federal.

Coahuila 
(LF)

En este ordenamiento familiar, no existe un ca-
pítulo denominado “Los derechos y obligaciones 
que nacen del matrimonio”, estos temas son tra-
tados bajo el acápite “De los efectos del matrimo-
nio con relación a las personas de los cónyuges y 
sus hijas o hijos”, como sigue:
a. 147. Los cónyuges están obligados a cumplir 
con lo fines del matrimonio a partir de un pla-
no de igualdad, del respeto a su dignidad, de la 
asistencia mutua, a procurarse una vida libre de 
violencia, dentro del respeto irrestricto de sus de-
rechos humanos.
a. 148. Toda persona tiene derecho a decidir de 
manera libre, responsable e informada sobre el 
número y el espaciamiento de sus hijas o hijos. 
Este derecho será ejercido de común acuerdo 
por los cónyuges.
a. 149. Son nulos los pactos que los cónyuges hi-
cieren contra las leyes o los naturales fines del 
matrimonio.
a. 150. Será domicilio conyugal, el lugar estable-
cido de común acuerdo por los cónyuges, en el 
cual viven de manera autónoma e independiente, 
con autoridad propia y libre disposición de sus 
bienes y de sus personas.
a. 151. Los cónyuges contribuirán económica-
mente al sostenimiento del hogar, a su alimen-
tación y la de sus hijas o hijos, sin perjuicio de 
distribuir la carga en la forma y proporción que 
acuerden para este efecto, según sus posibilida-
des. A lo anterior no está obligado el que se en-
cuentre imposibilitado para trabajar y careciere 
de bienes propios, en cuyo caso el otro atenderá 
íntegramente a esos gastos.
Los derechos y obligaciones que nacen del matri-
monio serán siempre iguales para los cónyuges



ALICIA ELENA PÉREZ DUARTE Y NOROÑA282

e independientes de su aportación económica al 
sostenimiento del hogar. El trabajo realizado en el 
domicilio conyugal, por cualquiera de los cónyu-
ges, en su caso, tendrá el valor equivalente de lo 
que en dinero entregue como gasto diario el otro 
cónyuge, lo cual se considerará como aportación 
en numerario al sostenimiento de la familia.
a. 152. En materia de alimentos, los cónyuges y 
los hijos, sean niñas o niños o mayores de edad 
que requieran asistencia o representación para 
el ejercicio de su capacidad jurídica, en materia 
de alimentos, tendrán derecho preferente sobre 
los ingresos y bienes de quien tenga a su cargo el 
sostenimiento económico de la familia y podrán 
demandar el aseguramiento de los bienes para 
hacer efectivos esos derechos.
a. 153. Los cónyuges tendrán en el hogar autori-
dad y consideraciones iguales; por lo tanto, re-
solverán de común acuerdo todo lo relativo al 
manejo del hogar, a la formación y educación 
de las hijas o hijos y a la administración de los 
bienes que a éstos pertenezcan. En caso de des-
acuerdo, la autoridad judicial competente resol-
verá lo conducente.
La unidad de la familia, el interés de las hijas o 
hijos y la igualdad de los derechos y deberes de 
los cónyuges, han de ser los principios funda-
mentales para la aplicación e interpretación del 
derecho familiar.
a. 154. Los cónyuges podrán desempeñar cual-
quier actividad.
a. 155. Los cónyuges, tienen capacidad para ad-
ministrar, contratar o disponer de sus bienes 
propios, y ejercitar las acciones u oponer las ex-
cepciones que a ellos corresponden, sin que para 
tal objeto necesite el cónyuge del consentimiento 
del otro, ni éste de la autorización de aquél; salvo 
lo que se estipule en las capitulaciones matrimo-
niales sobre administración de bienes, en caso de 
sociedad conyugal.
a. 156. Los cónyuges no requieren autorización 
judicial para contratar entre ellos. Tampoco la ne-
cesitan para que un cónyuge sea fiador de su cón-
yuge, o se obligue solidariamente con él en asun-
tos que sean de interés exclusivo de éste.
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a. 157. El contrato de compraventa no podrá ce-
lebrarse entre los cónyuges cuando el matrimo-
nio esté sujeto al régimen de sociedad conyugal.
a. 158. Los cónyuges, durante el matrimonio, po-
drán ejercitar los derechos y acciones que tengan 
el uno contra el otro; pero la prescripción y la 
usucapión no corren entre ellos mientras dure el 
matrimonio.
a. 159. Cualquier desacuerdo que surja entre los 
cónyuges con motivo del ejercicio de los dere-
chos a que se refieren los artículos 153 y 154 de 
esta ley, o en cualquiera otra situación análoga, 
será dirimida por la autoridad judicial compe-
tente del lugar del domicilio conyugal, la que en 
todo caso, y previamente, procurará avenir a los 
disidentes y si no lo consigue, resolverá, sin for-
ma de juicio, dictando la resolución en la misma 
acta que se levante para hacer constar la compa-
recencia de los interesados y lo que al respecto 
exponga cada uno de ellos. Si la autoridad judi-
cial consigue el avenimiento no se procederá al 
levantamiento del acta.

Colima 
(CC)

a. 162 al 168. Iguales o similares a los artículos 
162 a 168 del CC Federal.
a. 169. Los cónyuges podrán desempeñar cual-
quier actividad, empleo, profesión, industria, co-
mercio u oficio que elijan, para el sostenimiento 
económico de la familia, siempre y cuando sea lí-
cito. En caso de oposición de alguno de los cónyu-
ges, el Juez de lo Familiar resolverá considerando 
especialmente el interés superior de la infancia.
a. 168 al 177. Similares o iguales a los artículos 
168 a 177 del CC Federal.

Durango 
(CC)

a. 157. Los cónyuges están obligados a contribuir 
cada uno por su parte a los fines del matrimonio 
y a socorrerse mutuamente.
Los cónyuges tienen derecho a decidir de mane-
ra libre, informada y responsable el número y es-
paciamiento de sus hijas o hijos, para lograr su 
propia descendencia. Este derecho será ejercido 
de común acuerdo por los cónyuges.
a. 158. Los cónyuges vivirán juntos en el domici-
lio conyugal. No subsistirá esta obligación, cuan-
do exista violencia familiar.
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Se considera domicilio conyugal el lugar estable-
cido de común acuerdo por los cónyuges y que 
sea en forma permanente, en el cual ambos dis-
frutan de autoridad propia y gozan de los mis-
mos derechos y obligaciones.
Los tribunales, con conocimiento de causa, po-
drán eximir de aquella obligación a alguno de los 
cónyuges, cuando el otro traslade su domicilio a 
país extranjero, a no ser que lo haga en servicio 
público o social; o se establezca en lugar insalu-
bre o indecoroso.
a. 159. Igual al a. 164 del CC Federal.
a. 159 Bis. Se estimará como contribución eco-
nómica al sostenimiento del hogar el desempeño 
del trabajo en el hogar o el cuidado de las hijas 
y los hijos.
a. 160 al 172. Similares a los artículos 165 al 177 
del CC Federal.

Estado de México 
(CC)

a. 4.16. Los cónyuges están obligados a guardar-
se fidelidad, solidaridad, respetarse en su integri-
dad física y psicológica, dignidad, bienes, creen-
cias, nacionalidad, orígenes étnicos o de raza y 
en su condición de género, a contribuir a los fi-
nes del matrimonio y a socorrerse mutuamente.
Los cónyuges tienen derecho a decidir de mane-
ra libre, responsable e informada sobre el núme-
ro de hijos que deseen tener, así como a emplear 
métodos de reproducción asistida para lograr 
su propia descendencia. Este derecho sólo será 
ejercido por común acuerdo de los cónyuges y de 
conformidad con las restricciones que al efecto 
establezcan las leyes.
a. 4.17. Los cónyuges vivirán en el domicilio con-
yugal. Se considera domicilio conyugal el lugar 
establecido de común acuerdo por los consortes, 
en el cual ambos disfrutan de la misma autoridad 
y de consideraciones iguales, con independencia 
de terceros, que vivan en el mismo domicilio.
Los Tribunales podrán eximir de esta obligación 
a alguno de ellos, cuando el otro traslade su do-
micilio a otro país o entidad federativa, se esta-
blezca en lugar insalubre o indecoroso.
a. 4.18. Los cónyuges contribuirán económica-
mente al sostenimiento del hogar, a sus alimentos
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y a los de sus hijos, sin perjuicio de distribuirse 
la carga en la forma y proporción que acuerden.
No tiene esta obligación el cónyuge que carezca 
de bienes propios y esté imposibilitado para tra-
bajar; ni el que por convenio tácito o expreso, se 
ocupe de las labores del hogar o de la atención de 
los hijos. En estos casos, el otro cónyuge solven-
tará íntegramente esos gastos.
El trabajo del hogar consiste en realizar tareas de 
administración, dirección y atención del hogar, 
así como el cuidado de la familia, se consideran 
aportaciones económicas para el sostenimiento 
del hogar, los alimentos y la adquisición de los 
bienes durante el matrimonio, equivalentes a la 
aportación económica del otro cónyuge.
Los derechos y obligaciones que nacen del matri-
monio serán siempre iguales para los cónyuges, 
independientemente de su aportación económi-
ca al sostenimiento del hogar.
a. 4.19. Los cónyuges de común acuerdo decidi-
rán lo relativo a la educación y formación de los 
hijos, basados en la crianza positiva, el amor, el 
diálogo y el respeto, quedando prohibido el cas-
tigo corporal, el castigo humillante y el ejercicio 
de cualquier tipo de violencia en este proceso, así 
como a la administración de los bienes que sean 
comunes a los cónyuges o que pertenezcan a los 
hijos sujetos a su patria potestad.
En caso de desacuerdo, el Juez de Primera Ins-
tancia resolverá lo conducente, sin necesidad de 
juicio.
a. 4.20. Los cónyuges podrán desempeñar la ac-
tividad, ocupación, profesión u oficio que elijan, 
siendo lícitos.
a. 4.22. Igual al a. 176 CC Federal.
a. 4.23. Igual al a. 177 CC Federal.

Guanajuato 
(CC)

a. 159. Los cónyuges están obligados a contribuir 
cada uno por su parte a los fines del matrimonio 
y a socorrerse mutuamente.
a. 160. Los cónyuges están obligados a vivir jun-
tos en el domicilio que fijen de común acuerdo. 
En todo cambio de domicilio será necesario el 
consentimiento de ambos; si no existiere acuer-
do, el Juez de lo Civil correspondiente procurará
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avenirlos y si no lo lograre, resolverá sin forma 
de juicio, lo que fuere más conveniente.
a. 161. El sostenimiento, administración, direc-
ción y atención del hogar se distribuirán equitati-
vamente y de común acuerdo entre los cónyuges. 
Se considerará como aportación al sostenimien-
to del hogar la atención y el trabajo en el mismo.
En el supuesto de que alguno de los cónyuges es-
tuviere imposibilitado para trabajar y careciere 
de bienes propios, los gastos serán por cuenta del 
otro cónyuge y se cubrirán con bienes de él.
En caso de que el marido y la mujer no estuvieren 
conformes sobre alguno de los puntos indicados, 
el Juez de lo Civil competente procurará avenir-
los, si no lo lograre, resolverá sin necesidad de 
juicio lo que fuere más conveniente, atendiendo 
a las circunstancias y características personales 
de cada uno de ellos.
a. 162. La mujer tendrá siempre derecho prefe-
rente sobre los productos de los bienes del mari-
do y sobre sus sueldos, salarios o emolumentos 
por las cantidades que corresponde para la ali-
mentación de ella y de sus hijos menores. Tam-
bién tendrá derecho preferente sobre los bienes 
propios del marido para la satisfacción del mis-
mo objeto. La mujer puede pedir el aseguramien-
to de los bienes para hacer efectivos estos dere-
chos.
a. 163. El marido tendrá el derecho que a la mu-
jer concede el artículo anterior, en los casos en 
que ésta tenga obligación de contribuir en todo o 
en parte para los gastos de la familia y del hogar.
a. 164. El marido y la mujer tendrán en el hogar 
autoridad y consideraciones iguales; por lo tan-
to, de común acuerdo arreglarán todo lo relativo 
a la educación y establecimiento de los hijos y a 
la administración de los bienes que a éstos per-
tenezcan.
En caso de que el marido y la mujer no estuvie-
ren conformes sobre alguno de los puntos indi-
cados, el Juez de lo Civil correspondiente pro-
curará avenirlos, y si no lo lograre, resolverá sin 
forma de juicio, lo que fuere más conveniente a 
los intereses de los hijos.



LA FORMACIÓN DE LAS FAMILIAS 287

a. 165 al 167. Derogados.
a. 168. Cada cónyuge podrá oponerse a que el 
otro desempeñe acciones que lesionen el desa-
rrollo integral y estructura de la familia. En todo 
caso el Juez de lo Civil competente sin necesidad 
de juicio, resolverá los [sic] que sea procedente.
a. 169. El marido y la mujer mayores de edad, 
tienen capacidad para administrar, contratar o 
disponer de sus bienes propios y ejercitar las ac-
ciones u oponer las excepciones que a ellos co-
rresponden sin que para tal objeto necesite el es-
poso del consentimiento de la esposa ni ésta de 
la autorización de aquél, salvo lo que se estipule 
en las capitulaciones matrimoniales, sobre admi-
nistración de los bienes.
a. 170 al 172. Derogados.
a. 173 y 174. Iguales a los artículos 176 y 177 del 
CC Federal.
a. 175. Son nulos los pactos que los esposos hi-
cieren contra las leyes o los naturales fines del 
matrimonio.

Guerrero 
(CC)

a. 422. Los cónyuges deberán contribuir, cada 
uno por su parte, al establecimiento de una co-
munidad íntima de vida en donde ambos en-
cuentren ayuda, solidaridad y asistencia mutua.
a. 423. Los cónyuges tendrán derecho a decidir 
de manera libre, responsable e informada sobre 
el número y espaciamiento de sus hijos.
a. 424. A fin de establecer la comunidad de vida a 
que hace referencia el artículo 422 los cónyuges 
vivirán juntos en el domicilio conyugal.
El Juez, con conocimiento de causa, podrá exi-
mir de esta obligación a alguno de los cónyuges.
a. 424 Bis. Los cónyuges estarán obligados a evi-
tar que se genere la violencia familiar. La misma 
obligación tendrán quienes vivan en concubinato.
a. 425. Los cónyuges contribuirán económica-
mente al sostenimiento del hogar, a su alimenta-
ción y a la de sus hijos, así como a la educación 
de éstos en los términos que la ley establece, sin 
perjuicio de distribuirse la carga en la forma y 
proporción que acuerden para este efecto, según 
sus posibilidades. A lo anterior no estará obliga-
do quien se encuentre imposibilitado para traba-
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jar y careciere de bienes propios en cuyo caso el 
otro atenderá íntegramente a esos gastos.
Las cargas de crianza, la administración y la 
atención del hogar se distribuirán equitativa-
mente entre los miembros de la familia.
a. 425 Bis. El desempeño del trabajo en el ho-
gar o el cuidado de las hijas e hijos se estimarán 
como contribución económica al patrimonio fa-
miliar.
a. 426. Los derechos y obligaciones que nacen 
del matrimonio serán siempre iguales para am-
bos cónyuges e independientes de su aportación 
económica al sostenimiento del hogar.
a. 427 al 429. Iguales o similares a los artículos 
165 al 169 del CC Federal.
a. 430. Las personas cónyuges, tendrán capaci-
dad para administrar, contratar o disponer de 
sus bienes propios y ejercitar las acciones y opo-
ner las excepciones que a ellos correspondan, sin 
que para tal objeto se necesite del consentimien-
to, ni de autorización del otro, salvo en lo relati-
vo a los actos de administración y de dominio de 
bienes comunes.
a. 431. Derogado.
a. 432. Los cónyuges requerirán autorización ju-
dicial para contratar entre ellos, excepto cuando 
el contrato sea el de mandato para pleitos y co-
branzas o para actos de administración.
a. 433. También se requerirá autorización judi-
cial para que un cónyuge sea fiador del otro o 
se obliguen solidariamente, en asuntos que sean 
de interés exclusivo de uno de ellos, salvo cuan-
do se trate de otorgar caución para obtener la 
libertad.
La autorización, en los casos a que se refieren 
éste y los dos artículos anteriores, no se concede-
rá cuando resulten perjudicados los intereses de 
la familia o de uno de los cónyuges.
a. 434 y 435. Igual o similar a los artículos 176 y 
177 del CC Federal.
a. 436. Las personas casadas o en concubinato no 
podrán cobrarse la una a la otra, retribución u 
honorario alguno por los servicios personales que 
le prestare, o por los consejos o asistencia que le 
diera.
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Hidalgo 
(LF)

a. 40. El matrimonio crea a la familia, y establece 
entre los esposos igualdad de deberes, derechos 
y obligaciones.
a. 41. El matrimonio supone la fidelidad recí-
proca, la vida y asistencia comunes y la relación 
sexual a menos que exista causa justificada que 
impida la realización de esta última.
a. 42. Por el matrimonio, los cónyuges tendrán la 
obligación de otorgar alimentos a sus hijos y una 
educación con base en valores que los formen 
como buenos ciudadanos en el futuro.
a. 43. Los cónyuges tienen derecho a decidir de 
manera libre, responsable e informada sobre el 
número y espaciamiento de sus hijos, y la edu-
cación de éstos, en los términos establecidos por 
la Ley.
a. 44. Los cónyuges están obligados a vivir juntos 
en el domicilio prefijado de común acuerdo. Si el 
interés familiar está en peligro o afectado, debe-
rán eximirse de esta obligación, autorizados por 
el Juez Familiar. Al cesar el peligro, los cónyuges 
deberán reunirse nuevamente.
a. 45. Los cónyuges contribuirán económicamen-
te al sostenimiento de la familia, a su alimentación 
y a la de sus hijos, así como a su educación en 
los términos establecidos por la Ley, además de 
distribuirse las cargas en la forma y proporción 
acordada para este efecto, según sus posibilida-
des. A lo anterior, no está obligado el imposibili-
tado para trabajar y si carece de bienes propios, 
el otro atenderá íntegramente estos gastos.
a. 46. Los derechos y obligaciones en el matri-
monio serán siempre iguales para los cónyuges, 
e independientes de su aportación económica. El 
trabajo realizado en el domicilio conyugal, por la 
cónyuge o el cónyuge en su caso, tendrá el valor 
equivalente de lo que en dinero entregue como 
gasto diario el otro cónyuge, lo cual se conside-
rará como aportación en numerario al sosteni-
miento de la familia.
a. 47. Los cónyuges deben contribuir con el pro-
ducto de sus ingresos al sustento de la familia, 
cualquiera que sea su régimen patrimonial ma-
trimonial.
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a. 48. Cada uno podrá dedicarse a la profesión u 
oficio que posean, cuando no sea perjudicial a los 
intereses o estructura familiares.
a. 49. Los cónyuges y los hijos en materia de ali-
mentos, tendrán derecho preferente sobre los in-
gresos y los bienes de quien tenga a su cargo el 
sostenimiento económico de la familia. Podrán 
demandar el aseguramiento de los bienes, para 
hacer efectivos estos derechos.
a. 50. Cada cónyuge puede disponer libremente 
de los frutos de su trabajo, satisfaciendo previa-
mente la obligación de contribuir a los gastos de 
la familia.
a. 51. Los cónyuges requerirán autorización judi-
cial para contratar entre ellos, excepto cuando el 
contrato sea el de mandato para pleitos y cobran-
zas o para actos de administración.
a. 52. Se requiere autorización judicial para que 
el cónyuge sea fiador o aval de su consorte o se 
obligue solidariamente con él en asuntos de in-
terés exclusivo de uno de ellos, salvo cuando se 
trate de otorgar caución, para obtener el otro su 
libertad.
a. 53. El contrato de compraventa, permuta o do-
nación, sólo podrá celebrarse entre los cónyuges, 
cuando el matrimonio esté sujeto al régimen de 
separación de bienes.

Jalisco 
(CC)

a. 273. Los cónyuges deben contribuir, cada uno 
por su parte, a los fines del matrimonio.
a. 274. Los cónyuges vivirán juntos en el domi-
cilio conyugal que de común acuerdo establez-
can, y en el cual ambos disfrutarán de autoridad 
propia y consideraciones iguales. El Sistema DIF 
estatal o municipal con conocimiento de causa, 
podrá recomendar se exima de esta obligación a 
alguno de ellos, cuando el otro se establezca en 
lugar insalubre, indecoroso, peligroso, o trasla-
de el domicilio a país extranjero, a no ser que lo 
haga en servicio público.
También cesará la obligación que tienen los cón-
yuges de vivir juntos cuando uno de ellos padez-
ca temporalmente enfermedad del orden psíqui-
co o infeccioso.
a. 275. Igual al a. 164 del CC Federal.
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a. 276. Cada uno de los cónyuges tiene un dere-
cho preferente sobre los bienes propios del otro, 
y sobre los productos e ingresos que correspon-
dan a los gastos de alimentación para el cónyuge 
y sus hijos, pudiendo pedir el aseguramiento de 
bienes, para hacer efectivo este derecho.
a. 277. Los cónyuges decidirán de común acuer-
do todo lo concerniente al manejo del hogar, a 
la formación, educación y desarrollo psíquico de 
los hijos. En caso de desacuerdo, el Sistema DIF 
estatal o municipal podrá emitir recomendación 
al respecto; procurando en todo caso avenir a los 
cónyuges en ese aspecto.
a. 278. Es deber de cada cónyuge el cultivar y 
promover el conocimiento, comprensión y con-
cientización de lo que significa el estado social 
del matrimonio, lo mismo que los procesos de 
mutación humano-biológicos para que le permi-
tan un mejor acoplamiento y complementarie-
dad en esta relación.
a. 279. Es deber y obligación de los cónyuges, la 
fidelidad sexual y afectiva, procurar, respecto del 
otro su superación personal, guardarle y hacer 
que se guarden las debidas consideraciones a su 
persona y proporcionarle en las mejores condi-
ciones, satisfactores de salud y bienestar.

Michoacán 
(CF)

a. 149. Los cónyuges están obligados a contribuir 
cada uno por su parte a los fines del matrimonio, 
socorrerse mutuamente, procurarse ayuda, soli-
daridad y asistencia.
Los cónyuges tienen derecho a decidir de manera 
libre, responsable e informada sobre el número y 
espaciamiento de los hijos, así como emplear, en 
los términos que señala la ley correspondiente, 
cualquier método de reproducción asistida, para 
lograr su propia descendencia.
Este derecho será ejercido de común acuerdo 
por los cónyuges.
a. 150. Los cónyuges vivirán juntos en el domici-
lio conyugal.
Se considera como tal, el lugar establecido de co-
mún acuerdo por los cónyuges, en el cual ambos 
disfrutan de autoridad propia y consideraciones 
iguales.
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Los jueces podrán eximir de aquella obligación a 
alguno de ellos, cuando el otro traslade su domi-
cilio a país extranjero, siempre que medie causa 
justificada.
a. 151. Igual al a. 164 del CC Federal.
a. 152. El desempeño de trabajo en el hogar o el 
cuidado de los hijos, se estimará como contribu-
ción económica al sostenimiento del hogar.
a. 153. Similar al a. 168 del CC Federal.
a. 154. Igual al a. 169 del CC Federal.
a. 155. Los cónyuges mayores de edad tienen ca-
pacidad para administrar, contratar o disponer 
de sus bienes propios y ejercitar las acciones u 
oponer las excepciones que a ellos corresponden, 
sin que para tal objeto necesite uno de los cónyu-
ges el consentimiento del otro, salvo en lo relati-
vo a los actos de administración y dominio de los 
bienes comunes.
a. 157 y 158. Similares a los artículos 176 y 177 y 
del CC Federal.

Morelos 
(CF)

a. 84. Los cónyuges tienen derecho a decidir de 
común acuerdo y de manera libre, responsable e 
informada sobre el número y espaciamiento de 
sus hijos.
Los cónyuges están obligados a guardarse fide-
lidad, a contribuir cada uno por su parte a los 
fines del matrimonio y ayudarse mutuamente.
Cualquier convenio contrario a esas finalidades 
se tendrá legalmente por no puesto.
a. 85 y 86. Similares a los artículos 163 y 164 del 
CC Federal.
a. 87. El trabajo realizado en el domicilio conyu-
gal, por la cónyuge o el cónyuge en su caso, ten-
drá el valor equivalente de lo que en dinero en-
tregue como gasto diario el otro cónyuge, lo cual 
se considerará como la aportación en numerario 
al sostenimiento de la familia.
a. 88. Los bienes de los cónyuges y sus produc-
tos, así como sus sueldos, o emolumentos, que-
dan afectados preferentemente al pago de los ali-
mentos, en la parte que a cada uno corresponda 
por Ley o por convenio. Para hacer efectivo este 
derecho podrán los cónyuges y los hijos o sus re-
presentantes pedir en cualquier momento el ase-
guramiento de aquellos bienes.
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a. 89. Independientemente de lo previsto por el 
numeral 86 de este Código los esposos de común 
acuerdo arreglarán lo relativo a la dirección y 
cuidado del hogar, a la educación y formación de 
los hijos y a la administración de los bienes que 
sean comunes a los cónyuges o que pertenezcan 
a los hijos sujetos a su patria potestad.
En caso de desacuerdo el Juez de lo Familiar re-
solverá lo conducente.
a. 90. Igual al a. 169 del CC Federal.
a. 91. Los cónyuges mayores de edad tienen ca-
pacidad para administrar, contratar o disponer 
de sus bienes propios, ejercitar las pretensiones 
u oponer las defensas que a ellos corresponden 
sin que para tal objeto necesiten consentimiento, 
salvo lo que se estipule en las capitulaciones ma-
trimoniales sobre administración de los bienes. 
Si se ejercen las pretensiones civiles que tenga 
uno, contra el otro, la prescripción entre los con-
sortes no corre mientras dure el matrimonio.
a. 93. Igual al a. 176 del CC Federal.
a. 94. Antes de celebrar el matrimonio, los pre-
tendientes están obligados a manifestar su vo-
luntad, respecto al régimen legal de sus bienes y 
a su administración.

Nayarit 
(CC)

a. 158. Los cónyuges están obligados a contribuir 
cada uno por su parte a los fines del matrimonio 
y a socorrerse mutuamente.
a. 159. Toda persona tiene derecho a decidir de 
manera libre, responsable e informada sobre el 
número y el espaciamiento de sus hijos. Por lo 
que toca al matrimonio, este derecho será ejerci-
do de común acuerdo por los cónyuges.
a. 160. Igual al a. 163 del CC Federal.
a. 161. Igual al párrafo primero del a. 164 del CC 
Federal.
a. 162. Igual al párrafo segundo del a. 164 del CC 
Federal.
a. 162 A. La aportación en trabajo de cualquiera 
de los cónyuges destinado al cuidado del hogar 
o de los hijos, se estimará como contribución 
económica a su sostenimiento.
a. 163. Igual al a. 165 del CC Federal.
a. 164. Igual al a. 168 del CC Federal.
a. 165. Igual al a. 169 del CC Federal.
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a. 166. Los cónyuges, mayores de edad, tienen 
capacidad para administrar, contratar o dispo-
ner de sus bienes propios, y ejecutar las acciones 
u oponer las excepciones que a ellos correspon-
dan, sin que para tal objeto necesiten del con-
sentimiento o autorización de su consorte; salvo 
lo que se estipule en las capitulaciones matrimo-
niales sobre administración de los bienes.
a. 170. El contrato de compraventa puede cele-
brarse entre los cónyuges cuando el matrimonio 
esté sujeto al régimen de separación de bienes, 
tratándose de la sociedad conyugal se requiere 
que el contrato se acompañe de las capitulacio-
nes matrimoniales en las que conste que el bien 
de que se trata se encuentra fuera del patrimonio 
común.
a. 171. Similar al a. 177 del CC Federal.

Nuevo León 
(CC)

a. 162. Los cónyuges están obligados a contribuir 
cada uno por su parte a los fines del matrimonio.
Los cónyuges tienen derecho a decidir de común 
acuerdo y de manera libre, responsable e infor-
mada sobre el número y el espaciamiento de sus 
hijas o hijos.
a. 163. Los cónyuges deben vivir juntos en el do-
micilio conyugal que de común acuerdo esta-
blezcan.
Se entiende por domicilio conyugal el lugar en 
el que los cónyuges residen habitualmente con 
facultades de disposición y gobierno propios, y 
donde se den las condiciones para que se cum-
plan las obligaciones inherentes al matrimonio y 
a las hijas o hijos.
Se presume el común acuerdo de los cónyuges 
cuando se dan los supuestos del párrafo anterior 
por más de tres meses consecutivos sin que exis-
ta oposición expresa de alguno de ellos.
a. 164. Los cónyuges contribuirán económica-
mente al sostenimiento del hogar, a tal efecto sol-
ventarán sus alimentos y los de sus hijas o hijos, 
sin perjuicio de distribuirse la carga económica 
en la forma y proporción que acuerden según sus 
posibilidades.
No tiene la obligación que impone este artículo 
el cónyuge que carezca de bienes propios y esté 
imposibilitado para trabajar, ni el que se ocupe
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preponderantemente de las labores del hogar o 
del cuidado de las hijas o hijos, en cuyo caso el 
otro solventará íntegramente esos conceptos.
El desempeño preponderante del trabajo en el 
hogar o el cuidado de las hijas o hijos, se esti-
mará para los efectos civiles como contribución 
económica al sostenimiento del hogar y al patri-
monio familiar.
Los demás derechos y obligaciones que nacen 
del matrimonio serán siempre iguales para los 
cónyuges e independientes de su aportación eco-
nómica al sostenimiento del hogar.
a. 165. La mujer tendrá siempre derecho prefe-
rente sobre los productos de los bienes del mari-
do y sobre sus sueldos, salarios o emolumentos, 
por las cantidades que correspondan para la ali-
mentación de ella y de sus hijas o hijos menores 
de edad. También tendrá derecho preferente so-
bre los bienes propios del marido para la satis-
facción del mismo objeto. La mujer puede pedir 
el aseguramiento de bienes para hacer efectivos 
estos derechos.
a. 166. El marido tendrá el derecho que a la mu-
jer concede el artículo anterior, en los casos en 
que ésta tenga obligación de contribuir en todo o 
en parte para los gastos de la familia y del hogar.
a. 167. Similar al a. 168 CC Federal.
a. 168. Los cónyuges podrán desempeñar cual-
quier actividad, empleo, profesión, industria, ofi-
cio o comercio de su preferencia. Cualquiera de 
ellos podrá oponerse a que el otro desempeñe la 
actividad de que se trate, sólo cuando ésta dañe a 
la familia o ponga en peligro su estabilidad.
a. 169. En caso de que los cónyuges no logren el 
común acuerdo que se requiere en los artículos 
contenidos en el presente capítulo, el juez pro-
curará avenirlos, y si no fuere posible, resolverá, 
previa audiencia de los interesados y con el co-
rrespondiente ofrecimiento y desahogo de prue-
bas, lo que fuere más conveniente al bienestar de 
las hijas o hijos, si los hubiere, o de los cónyuges 
en caso de no haberlos.
a. 172. El marido y la mujer, mayores de edad, 
tienen capacidad para administrar, contratar o 
disponer de sus bienes propios, y ejercitar las ac-



ALICIA ELENA PÉREZ DUARTE Y NOROÑA296

ciones u oponer las excepciones que a ellos co-
rresponden, sin que para tal objeto necesite el es-
poso del consentimiento de la esposa, ni ésta de 
la autorización de aquél; salvo lo que se estipule 
en las capitulaciones matrimoniales sobre admi-
nistración de los bienes.
a. 176. Igual al a. 176 del CC Federal.
a. 177. Igual al a. 177 del CC Federal.

Oaxaca 
(CF)

a.18. Los cónyuges están obligados a respetarse 
de forma recíproca en su dignidad, a contribuir 
cada uno por su parte a los fines del matrimonio 
y a ayudarse mutuamente.
a. 19. Igual al a. 163 del CC Federal.
a. 20. Los cónyuges contribuirán económica-
mente al sostenimiento del hogar, a su alimen-
tación y la de sus hijos si los hubiera, así como a 
la educación de éstos, en los términos que la Ley 
establece, sin perjuicio de distribuirse la carga 
en la forma y proporción que acuerden para este 
efecto, según sus posibilidades.
A lo anterior no está obligado el que se encuentre 
imposibilitado para trabajar y careciere de bie-
nes propios, en cuyo caso el otro atenderá ínte-
gramente a esos gastos.
La mujer tendrá a su favor la presunción de la 
necesidad de alimentos, salvo prueba en con-
trario.
Los derechos y obligaciones que nacen del matri-
monio, serán siempre iguales para los cónyuges 
entendiéndose los quehaceres del hogar como 
aportación económica, de tal manera que si al-
guno de ellos, contribuyera a esa subsistencia, 
con su trabajo en el hogar y en el cuidado de los 
hijos, el otro cónyuge deberá sufragar por sí solo, 
los gastos de subsistencia.
a. 21. Igual al a. 165 del CC Federal.
a. 22. Los cónyuges de común acuerdo, arregla-
rán todo lo relativo a la dirección y cuidado del 
hogar, la formación y la educación de los hijos si 
los hubiera y a la administración de los bienes 
que a éstos pertenezca.
En caso de que uno de los cónyuges no estuviere 
de acuerdo respecto de alguno de los puntos in-
dicados, el Juez de lo Familiar competente pro-
curará avenirlos, y si no lo lograse, resolverá de
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inmediato sin forma de juicio, lo que fuere más 
conveniente a la familia e intereses de los hijos.
a. 23. Los cónyuges tienen capacidad para admi-
nistrar, contratar o disponer de sus bienes pro-
pios y ejercer las acciones u oponer las excep-
ciones que a ellos correspondan, sin que para 
tal objeto necesiten del consentimiento uno del 
otro; salvo lo que se estipule en las capitulacio-
nes matrimoniales.
a. 24 y 25. Iguales a los artículos 176 y 177 del 
CC Federal.

Puebla 
(CC)

a. 314. Los cónyuges están obligados a guardarse 
fidelidad, a contribuir cada uno por su parte a los 
fines del matrimonio y a ayudarse mutuamente.
a. 315. Cualquier convenio contrario a la ayuda 
mutua que se deben los cónyuges se tendrá por 
no puesto, ya se haya pactado antes de celebrarse 
el matrimonio, en el momento de su celebración 
o después de ésta.
a. 317. Los cónyuges pueden, después de celebra-
do el matrimonio y de común acuerdo, planificar 
el número de hijos que procrearán y la diferencia 
de edades entre estos.
a. 318. Los cónyuges vivirán juntos en el domici-
lio familiar.
a. 319. La obligación establecida por el artículo 
anterior puede suspenderse:
I. Si uno de los cónyuges se traslada a país ex-
tranjero, a no ser que lo haga para prestar un ser-
vicio público;
II. Si uno de los cónyuges se establece en un lu-
gar insalubre o indecoroso;
III. Cuando uno de los cónyuges intente ejercitar 
o haya ejercitado una acción civil en contra del 
otro, sea de nulidad de matrimonio o de divorcio;
IV. Cuando uno de los cónyuges intente denun-
ciar, o haya denunciado, la comisión de un deli-
to, atribuyendo ésta al otro cónyuge.
a. 320. En los supuestos previstos en las dos úl-
timas fracciones del artículo anterior, antes o 
después de iniciarse el juicio o de formularse la 
denuncia, se adoptarán por el Juez, provisional-
mente y mientras duren los procedimientos judi-
ciales, las disposiciones siguientes:
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I. Separar a los cónyuges.
II. Prevenir a ambos cónyuges que no se moles-
ten uno a otro.
III. Fijar reglas para el cuidado de los hijos, para 
lo cual oirá a ambos cónyuges y, en su caso, a los 
hijos.
IV. Señalar y asegurar los alimentos que debe dar 
el deudor alimentario al cónyuge acreedor y a los 
hijos.
V. Dictar las medidas conducentes para que los 
cónyuges no se causen perjuicios en su persona 
ni en los bienes que sean comunes.
VI. Dictar, en su caso, las medidas precautorias 
que la ley establece respecto a la mujer que que-
de encinta.
a. 321. Para cumplir lo dispuesto en la fracción 
I del artículo anterior, se aplicarán las siguientes 
disposiciones:
I. Si los cónyuges tienen hijos o descendientes 
de ulterior grado, bajo su paria potestad, el Juez 
atenderá lo dispuesto por el artículo 635.
II. El Juez ordenará al esposo que se separe del 
domicilio familiar.
III. Sólo a solicitud de la mujer será ella la que se 
separe del domicilio familiar.
IV. Al cónyuge que se separe del domicilio fami-
liar y conserve la guardia de los menores habidos 
en el matrimonio, se le entregarán la ropa, mue-
bles y demás enseres de los mismos menores.
V. Ordenará el Juez que se entreguen al cónyu-
ge que deba separarse del domicilio familiar, la 
ropa de él y los bienes que sean necesarios para 
el ejercicio de la profesión, arte u oficio a que 
esté dedicado.
VI. El cónyuge que deba separarse del domicilio 
familiar informará al Juez, el lugar de su domici-
lio personal y los cambios de éste.
VII. Si los cónyuges no ejercen patria potestad 
sobre ningún descendiente, o los descendien-
tes sobre quienes la ejerzan son mayores de ca-
torce años, la autorización para separarse del 
domicilio conyugal al consorte que intente de-
mandar al otro, o denunciar en su contra la co-
misión de un delito, se tramitará como dispon-
ga el Código de Procedimientos Civiles.
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VIII. Tratándose de matrimonios entre personas 
del mismo sexo, y de no existir común acuerdo, 
el Juez podrá designar al cónyuge que le corres-
ponderá el uso del domicilio conyugal, previa au-
diencia y analizando las particularidades de cada 
caso.
Al efecto, se estará a lo dispuesto dentro del pre-
sente artículo y del similar 635, en todo lo que 
aplique y no contravenga las disposiciones y con-
diciones legales existentes.
a. 322. El que intente demandar, denunciar o 
querellarse contra su cónyuge, concubino o pa-
riente, podrá acudir al Centro Estatal de Media-
ción o ante el Juez para llamar a las partes, y 
tratar de dirimir la controversia.
El mediador exhortará a las partes a buscar al-
ternativas de solución que mejor convenga al in-
terés de los menores, a fin de que por convenio 
entre los progenitores, se resuelve lo relativo a su 
guarda y custodia, y al derecho de convivencia 
que corresponda al ascendiente que no conserve 
la custodia.
El cumplimiento del convenio podrá solicitarse 
ante el Juez de lo familiar en la vía de apremio.
Para el caso de las personas que se encuentren en 
los supuestos del párrafo primero de este artícu-
lo, podrán por separado a la mediación, solicitar 
al Juez de lo familiar su separación del domicilio 
en el que residan habitualmente o la separación 
del cónyuge, concubino o pariente.
Cuando uno de los cónyuges pretenda ejercitar 
o haya ejercitado una acción civil en contra del 
otro, que no sea de nulidad de matrimonio o de 
divorcio, el Juez, oyendo a ambos cónyuges y 
según la importancia del objeto del juicio, y la 
mayor o menor influencia de las consecuencias 
de éste, sobre la vida común de los cónyuges, de-
cidirá si deben separarse éstos y en la afirmativa 
aplicará lo dispuesto en los artículos anteriores.
a. 323. Ambos cónyuges están obligados a hacer 
aportaciones con equidad, para el sostenimiento 
del hogar y la educación de los hijos.
a. 324. Las aportaciones de los cónyuges pueden 
consistir en una cantidad de dinero u otros bie-
nes que permitan sufragar los gastos de sosteni-
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miento o en actividades para el cuidado del ho-
gar y de los hijos, en la medida y proporción que 
ambos acuerden y sin que ninguno pueda excu-
sarse o tener prohibido participar en la adminis-
tración y demás labores propias del hogar, por 
razón de su sexo.
a. 325. Si uno de los cónyuges está imposibilita-
do para trabajar y carece de bienes, correspon-
derá al otro sufragar todos los gastos del hogar 
y de la educación de los hijos. Esta obligación es 
irrenunciable.
a. 326. Los derechos y obligaciones que nacen 
del matrimonio serán iguales para los cónyuges 
e independientes de su aportación económica al 
sostenimiento del hogar.
a. 327. Los cónyuges podrán desempeñar cual-
quier actividad o empleo, ejercer una profesión, 
industria o comercio y sólo puede oponerse uno 
de ellos a que el otro realice esa actividad cuan-
do ésta dañe a la familia o ponga en peligro su 
estabilidad.
a. 328. Los cónyuges tendrán en el hogar auto-
ridad y consideraciones iguales; por lo tanto, de 
común acuerdo arreglarán todo lo relativo:
I. Al lugar en que se establezca el domicilio fa-
miliar;
II. A la dirección y cuidado del hogar;
III. A la suspensión temporal del deber que impo-
ne a ambos cónyuges el artículo 318, en el caso 
de las fracciones I y II del 319;
IV. A la educación y establecimiento de los hi-
jos, y
V. A la administración o disposición de los bienes 
que sean comunes a los cónyuges.
a. 329. Si los cónyuges no llegaren a un acuer-
do sobre alguno de los puntos indicados en el 
artículo anterior, o sobre otro relativo directa o 
indirectamente a la familia, el Juez, sin forma 
de juicio, procurará avenirlos, y si no lo logra-
re, resolverá lo que fuere más conveniente a los 
intereses de los hijos menores, si los hubiere, o 
de la familia en caso de no haberlos, conside-
rando entonces que ambos cónyuges integran la 
familia.
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Querétaro 
(CC)

a. 154. Los derechos y obligaciones que nacen del 
matrimonio son iguales para los cónyuges, por 
lo que de común acuerdo y de manera libre, res-
ponsable e informada, decidirán sobre el número 
y espaciamiento de sus hijos.
a. 155. Los cónyuges deberán vivir juntos en el 
domicilio conyugal. Se considera domicilio con-
yugal, el lugar establecido de común acuerdo por 
los cónyuges, en el cual ambos disfrutan de auto-
ridad propia y consideración iguales.
a. 156. Los cónyuges contribuirán económica-
mente al sostenimiento del hogar, a su alimenta-
ción y a la de sus hijos, así como a la educación 
de éstos en los términos que la ley establece, sin 
perjuicio de distribuirse la carga en la forma y 
proporción que acuerden para este efecto, según 
sus posibilidades.
No estará obligado a contribuir económicamente 
el que se encuentre imposibilitado para trabajar 
y careciere de bienes propios, así como el que 
por convenio tácito o expreso se ocupe exclusi-
vamente del cuidado del hogar o de la atención 
de los hijos, casos en los que el otro cónyuge res-
ponderá íntegramente de los gastos familiares. 
Para este efecto, el trabajo doméstico realizado 
en el domicilio conyugal se considerará como 
aportación al sostenimiento de la familia.
Cuando ambos cónyuges trabajen, la aportación 
económica al sostenimiento del hogar, las labo-
res domésticas y las de crianza de los hijos, cons-
tituirán una responsabilidad compartida, en los 
términos que fijen de común acuerdo.
a. 157. Igual al a. 165 del CC Federal.
a. 158. Similar al a. 168 del CC Federal.
a. 159. Igual al a. 168 del CC Federal.
a. 160. Similar al a. 172 del CC Federal.
a. 162 y 163. Similares a los artículos 176 y 177 
del CC Federal.
a. 163. Los cónyuges, durante el matrimonio, 
podrán ejercitar los derechos y las acciones que 
tengan el uno en contra del otro, pero la pres-
cripción entre ellos no corre mientras dure el 
matrimonio.
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Quintana Roo 
(CC)

De los efectos del matrimonio con relación a las 
personas de los cónyuges y a sus hijos.227

a. 705. Los cónyuges tendrán en el hogar autori-
dad y consideraciones iguales y conjuntamente 
deben regular los asuntos domésticos y proveer 
a la educación de los hijos, en los mismos nive-
les de igualdad de actividades, asimismo procu-
rarán en todo momento un ambiente de respeto 
y bienestar, evitando cualquier acto de violencia 
familiar.
a. 706. Los cónyuges deben vivir juntos en el do-
micilio conyugal, siempre y cuando no exista 
ningún tipo de violencia y están obligados a res-
petarse en su integridad física, psicoemocional, 
sexual, y económica, y a contribuir cada uno a 
los fines del matrimonio.
a. 707. Los cónyuges de común acuerdo y de ma-
nera libre, responsable e informada decidirán el 
número de sus hijos, y la diferencia de edad entre 
ellos.
a. 708. Los cónyuges contribuirán económica-
mente al sostenimiento del hogar, a su alimenta-
ción y a la de sus hijos, así como a la educación 
de éstos en los términos que la ley establece, sin 
perjuicio de distribuirse la carga en la forma y 
proporción que acuerden para este efecto, según 
sus posibilidades, libre de patrones de género 
estereotipados. A lo anterior no está obligado el 
que se encuentre imposibilitado para trabajar y 
careciere de bienes propios, en Cuyo caso, el otro 
atenderá íntegramente a esos gastos.
Los derechos y obligaciones que nacen del matri-
monio serán siempre iguales para los cónyuges 
e independientes de su aportación económica al 
sostenimiento del hogar considerando que el tra-
bajo doméstico es igual a cualquier aportación 
en numerario.
a. 708 Bis. Los cónyuges podrán desempeñar 
cualquier empleo, ejercer una profesión, indus-
tria, oficio o comercio, que tutelen un ambiente 
de respeto, de desarrollo y bienestar del núcleo

227		  En esta entidad federativa, a diferencia de las demás, el apar-
tado en el que se recogen las disposiciones sobre derechos y obliga-
ciones en el matrimonio lleva el título que se indica.
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familiar y personal de los individuos que la com-
ponen.
Sólo puede oponerse uno de los cónyuges a que 
el otro realice la actividad que desempeñe, cuan-
do ésta dañe manifiesta y claramente a la familia 
o la ponga en peligro o riesgo inminente.
a. 708 Ter. El trabajo realizado en el domicilio 
conyugal, por cualquiera de los cónyuges en su 
caso, tendrá el valor equivalente de lo que en di-
nero entregue como gasto diario el otro cónyuge, 
lo cual se considerará como aportación en nume-
rario al sostenimiento de la familia.
a. 709. Si uno de los cónyuges está imposibilita-
do para trabajar y carece de bienes, el otro cón-
yuge sufragará todos los gastos del hogar y de la 
educación de los hijos.
a. 710. Los cónyuges tienen capacidad para ad-
ministrar, contratar o disponer de sus bienes 
propios y ejercitar las acciones u oponer las ex-
cepciones que les correspondan, sin que para tal 
objeto necesite uno de los cónyuges del consen-
timiento del otro, salvo que sean bienes de la so-
ciedad.
a. 712. Los cónyuges requieren autorización ju-
dicial para contratar entre ellos, excepto cuan-
do el contrato sea el de asociación civil o el de 
mandato para pleitos y cobranzas o para actos 
de administración.
a. 713. También se requiere autorización judicial 
para que el cónyuge sea fiador de su consorte o 
se obligue solidariamente con él en asuntos que 
sean de interés exclusivo de éste, salvo cuando se 
trate de caución para que el otro obtenga su liber-
tad personal.
a. 714. La autorización, a que se refieren los ar-
tículos anteriores, no se concederá cuando resul-
ten perjudicados los intereses de la familia o de 
uno de los cónyuges.
a. 715. El contrato de compraventa sólo puede 
celebrarse entre los cónyuges cuando el matri-
monio esté sujeto al régimen de separación de 
bienes.
a. 716. Los cónyuges, durante el matrimonio, no 
podrán ejercitar los derechos y acciones que ten-
gan el uno en contra del otro; pero la prescrip-
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ción entre ellos no corre mientras dure el matri-
monio.
a. 717. Cualquier disensión que surja entre los 
cónyuges con motivo del ejercicio de los dere-
chos a que se refieren los artículos 705 y 706 o 
en cualquiera otra situación similar, la persona 
juzgadora de primera instancia del lugar del do-
micilio conyugal, con excepción de los casos de 
violencia familiar y/o violencia vicaria, deberá 
remitir la controversia al Centro de Justicia Al-
ternativa, en observancia a lo dispuesto por el 
capítulo primero del título sexto del Código de 
Procedimientos Civiles para el Estado Libre y 
Soberano de Quintana Roo. En este caso, se dará 
vista de inmediato al Ministerio Público.
En ningún caso se favorecerá que existan prác-
ticas de sumisión y dependencia de un género 
hacia otro, o prácticas de obediencia entre los 
cónyuges, y sí existiera violencia familiar y/o vio-
lencia vicaria, deberá, de manera inmediata, y a 
más tardar en un plazo no mayor de 24 horas 
contados a partir de que tome conocimiento de 
la petición, dictar las medidas precautorias y ór-
denes de protección que correspondan.
a. 718. Si el Juez consigue el avenimiento no se 
procederá al levantamiento del acta.

San Luis Potosí 
(CF)

a. 28. Los cónyuges de común acuerdo ejercerán 
el derecho de decidir de manera libre, respon-
sable e informada, sobre el número y espacia-
miento de sus hijas o hijos, y podrán utilizar los 
métodos de fecundación artificial o asistida, y de 
esterilización, temporal o permanente.
a. 29. Los cónyuges deberán vivir juntos en el do-
micilio conyugal. Se considera domicilio conyu-
gal el lugar establecido de común acuerdo por 
los cónyuges, en el que ambos, en igualdad de 
circunstancias, tengan autoridad propia y consi-
deraciones iguales.
a. 30. Cualquiera de los cónyuges, o ambos, po-
drán solicitar a la autoridad judicial su separa-
ción temporal del domicilio conyugal:
I. Cuando alguno de ellos traslade su domicilio a 
país extranjero, a no ser que lo haga por razón de 
servicio público o social;
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II. Cuando el domicilio conyugal se establezca en 
lugar insalubre o indecoroso;
III. Cuando alguno de ellos padezca temporal-
mente enfermedad psíquica y ésta represente un 
riesgo para la familia. Al cesar el peligro, los cón-
yuges deberán reunirse nuevamente;
IV. Cuando uno de los cónyuges intente denun-
ciar o haya denunciado la comisión de un delito, 
atribuido al otro cónyuge, y
V. Cuando uno de los cónyuges realice actos de 
violencia familiar contra el otro, o hacia las hijas 
o los hijos de ambos o de alguno de ellos.
La separación conyugal otorgada por la autori-
dad judicial no disuelve el vínculo matrimonial, 
sólo suspende la obligación de los cónyuges de 
vivir juntos, pero subsisten todos los demás de-
rechos, deberes y obligaciones entre ellos y con 
relación a sus hijas o hijos. Al autorizar la sepa-
ración, que no excederá de seis meses, la autori-
dad judicial deberá proveer sobre los alimentos, 
guarda y custodia de los hijos.
La guarda y custodia de los hijos podrá ser com-
partida en términos del artículo 300 Bis de este 
código.
a. 31. El sostenimiento económico del hogar re-
caerá proporcionalmente en ambos cónyuges.
La obligación de suministrar alimentos será pro-
porcional a las posibilidades económicas y de 
trabajo de los cónyuges.
Solamente estando imposibilitado para traba-
jar y careciendo de bienes propios, se eximirá de 
esta obligación al que se encontrara en este caso.
Quien dolosamente abandone su trabajo, o no 
teniéndolo no procure conseguirlo, dilapide sus 
bienes o simule actos con objeto de parecer in-
solvente, independientemente de las obligacio-
nes que le impone esta Ley, se le aplicarán las 
sanciones establecidas en el Código Penal para 
el Estado.
a. 32. El desempeño del trabajo en el hogar, o 
el cuidado de las hijas o hijos, se estiman como 
contribución o participación económica por par-
te del cónyuge que los realice.
a. 33. El cuidado de las hijas o hijos y la dirección 
del hogar estarán a cargo de los cónyuges.
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a. 34. Los cónyuges tendrán autoridad y conside-
raciones iguales, por lo tanto, resolverán de co-
mún acuerdo todo lo relativo a la educación de 
las hijas o hijos, y de los bienes que a éstos les 
pertenezcan. En caso de controversia, la autori-
dad judicial competente resolverá lo conducente.
a. 35. Los cónyuges tienen capacidad para admi-
nistrar, contratar o disponer de sus bienes pro-
pios, ejercitar las acciones u oponer las excep-
ciones que a ellos corresponden, sin que para 
tal objeto necesite el esposo del consentimiento 
de la esposa, ni ésta de la autorización de aquél, 
siempre y cuando se hayan casado bajo el régi-
men de separación de bienes.
a. 37. Los cónyuges sólo podrán celebrar contra-
to de compra-venta entre sí, cuando el matrimo-
nio esté sujeto a separación de bienes.
a. 38. Los cónyuges no requieren autorización ju-
dicial para contratar entre ellos.
Tampoco es necesaria la autorización para que 
un cónyuge sea fiador de su consorte, o se obli-
gue solidariamente con él en asuntos que sean 
[sic] interés exclusivo de éste.
a. 39. Los cónyuges durante el matrimonio po-
drán ejercitar los derechos y acciones que tenga 
el uno en contra del otro. La prescripción entre 
ellos no corre mientras dure el matrimonio.

Sinaloa 
(CF)

a. 67. Los cónyuges vivirán juntos en el domicilio 
conyugal. El juez del domicilio podrá eximir de 
esta obligación a alguno de ellos, cuando el otro 
pretenda establecer su domicilio en un lugar in-
salubre, peligroso o indecoroso o cuando alegue 
una causa justificada.
Se entiende por domicilio conyugal, el lugar en 
donde los cónyuges radican permanentemente, 
con autonomía doméstica.
a. 68. Los cónyuges están obligados a cumplir los 
fines del matrimonio y a socorrerse mutuamente.
Tienen derecho a decidir de manera libre, infor-
mada y responsable el número y espaciamiento 
de sus hijos, así como emplear, en los términos 
que señala la ley, cualquier método de reproduc-
ción asistida, para lograr su propia descenden-
cia. Este derecho será ejercido de común acuer-
do por los cónyuges.
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a. 69. Los cónyuges contribuirán al sostenimien-
to del hogar en los términos que establezca la ley, 
sin perjuicio de distribuirse la carga en la forma 
y proporción que acuerden libremente, según sus 
posibilidades, libre de patrones de género
Los derechos y obligaciones en el matrimonio se-
rán siempre iguales para los cónyuges, indepen-
dientemente de su aportación económica en el 
sostenimiento del hogar.
No estará obligado a contribuir económicamente 
el cónyuge que se encuentre imposibilitado para 
trabajar y careciere de bienes propios ni tampo-
co el que, por convenio expreso o tácito con el 
otro, se ocupe íntegramente del cuidado del ho-
gar o de la atención de los menores de edad, la-
bor que se contabilizará como contribución eco-
nómica al sostenimiento familiar, en cuyos casos 
el otro responderá íntegramente de esos gastos.
La contribución de cada uno de los cónyuges 
se dará en corresponsabilidad, lo que implica 
que las responsabilidades familiares y cuidado 
de los hijos entre los cónyuges serán comparti-
das de forma igualitaria o a través de un repar-
to equilibrado de las responsabilidades y tareas 
del hogar.
a. 70. Los bienes de los cónyuges y sus produc-
tos, así como sus ingresos, quedan afectados pre-
ferentemente al pago de los alimentos. Para ha-
cer efectivo este derecho, podrán los cónyuges y 
los descendientes o sus representantes, pedir el 
aseguramiento de aquellos bienes
a. 71. Cuando ambos cónyuges trabajen y coo-
peren al sostenimiento de la familia, entonces 
las labores domésticas, así como la protección y 
educación de los hijos, constituirán una respon-
sabilidad compartida, en los términos que fijen 
de común acuerdo.
Los derechos y obligaciones que esta ley otor-
ga e impone a la pareja conyugal, serán siempre 
iguales para cada uno de sus miembros, indepen-
dientemente de su aportación económica al sos-
tenimiento de la familia, por lo que de común 
acuerdo determinarán todo lo relativo al domici-
lio, trabajo de los cónyuges, atención y cuidado 
del hogar, educación y establecimiento de los hi-



ALICIA ELENA PÉREZ DUARTE Y NOROÑA308

jos, así como a la administración y disposición 
de los bienes comunes y de sus descendientes.
a. 72. El hombre y la mujer mayores de edad, 
tienen capacidad para administrar y disponer de 
sus bienes propios, ejercitar las acciones u opo-
ner las excepciones que a ellos correspondan, sin 
necesidad de autorización del otro cónyuge.
Cuando el inmueble que sirva de casa-habitación 
a la familia sea bien propio de uno de los cón-
yuges, solamente podrá ser enajenado o gravado 
con autorización de ambos o aprobación judicial.
Cada uno podrá dedicarse a la profesión u oficio 
que posean, cuando no afecten la dirección y el 
cuidado del hogar. La formación, educación y 
el cuidado de la salud de los hijos, es prioridad 
sobre el anterior derecho.
a. 73. Similar al a. 176 del CC Federal.

Sonora 
(CF)

a. 25. Los cónyuges están obligados a contribuir, 
cada uno por su parte, a los fines del matrimonio.
Los derechos y obligaciones que esta ley otor-
ga e impone a la pareja conyugal, serán siempre 
iguales para cada uno de sus miembros, indepen-
dientemente de su aportación económica al sos-
tenimiento de la familia, por lo que de común 
acuerdo determinarán todo lo relativo al domi-
cilio, trabajo de los cónyuges, atención y cuida-
do del hogar, educación y establecimiento de los 
hijos, así como a la administración y disposición 
de los bienes comunes y de sus descendientes.
a. 26. Los cónyuges vivirán juntos en el lugar que 
ambos establezcan. El Juez del domicilio podrá 
eximir de esta obligación a alguno de ellos, cuan-
do el otro pretenda establecer su domicilio en un 
lugar insalubre, peligroso o indecoroso o cuando 
alegue una causa justificada. En estos casos el 
Juez podrá procurar que el conflicto se resuelva 
a través de la justicia alternativa.
Se entiende por domicilio, el lugar en donde los 
cónyuges radican permanentemente, con auto-
nomía doméstica.
a. 27. Los cónyuges contribuirán al sostenimien-
to del hogar en los términos que establezca la ley, 
sin perjuicio de distribuirse la carga en la forma 
y proporción que acuerden libremente, según sus 
posibilidades.
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Los bienes de los cónyuges y sus productos, así 
como sus ingresos, quedan afectados preferente-
mente al pago de los alimentos. Para hacer efec-
tivo este derecho, podrán los cónyuges y los hijos 
o sus representantes, pedir el aseguramiento de 
aquellos bienes.
No estará obligado a contribuir económicamente 
el cónyuge que se encuentre imposibilitado para 
trabajar y careciere de bienes propios, ni tampo-
co el que, por convenio expreso o tácito con el 
otro, se ocupe íntegramente del cuidado del ho-
gar o de la atención de los hijos menores, labor 
que se contabilizará como contribución econó-
mica al sostenimiento familiar, en cuyos casos el 
otro responderá íntegramente de esos gastos.
a. 28. Cuando ambos cónyuges trabajen y coo-
peren al sostenimiento de la familia, entonces 
las labores domésticas, así como la protección y 
educación de los hijos, constituirán una respon-
sabilidad compartida, en los términos que fijen 
de común acuerdo.
a. 29. Los cónyuges mayores de edad, tienen ca-
pacidad para administrar y disponer de sus bie-
nes propios, ejercitar las acciones u oponer las 
excepciones que a ellos correspondan, sin nece-
sidad de autorización del otro cónyuge o concu-
bino, pero cuando la casa que sirva de habitación 
a la familia sea bien propio de uno de ellos, no 
podrá ser enajenada ni gravada sin autorización 
de ambos.
A fin garantizar este aspecto del derecho de ali-
mentos, es necesario que el cónyuge o concubi-
no interesado, tramite por vía judicial o nota-
rial, una jurisdicción voluntaria para acreditar 
que habitan la casa y registren la resolución o 
testimonio notarial en la oficina del Instituto 
Registral y Catastral del Estado de Sonora que 
corresponda, caso en el cual será necesaria la 
autorización del otro cónyuge o concubino, para 
vender o gravar dicho inmueble. En ausencia de 
dicha inscripción, el propietario podrá disponer 
libremente del mismo.
a. 31. Los cónyuges pueden celebrar entre sí cual-
quier contrato, pero los de compra-venta, dación 
en pago, permuta y donación, sólo serán válidos
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cuando el matrimonio esté sujeto al régimen de 
separación de bienes o cuando se trate de bienes 
propios de cada cónyuge, cualquiera que sea el 
régimen patrimonial del matrimonio.
a. 32. Los cónyuges podrán, durante el matrimo-
nio, ejercitar las acciones que tengan el uno con-
tra el otro. En caso de no hacerlo, la prescripción 
no correrá entre ellos mientras dure el vínculo.

Tabasco 
(CC)

a.165. Los cónyuges deben guardarse fidelidad, 
vivir juntos en el domicilio conyugal, contribuir 
cada uno por su parte a los fines del matrimo-
nio y ayudarse mutuamente. Cualquier convenio 
contrario a la ayuda mutua que se deben los cón-
yuges, se tendrá por no puesto.
Los cónyuges pueden planificar el número y es-
paciamiento de sus hijos, así como emplear cual-
quier método de reproducción artificial para lo-
grar su propia descendencia. Este derecho será 
ejercido de común acuerdo por los cónyuges, ex-
tendiéndose a la relación de concubinato.
El Juez de primera instancia, con conocimien-
to de causa, eximirá a uno de los cónyuges del 
deber de vivir con el otro, cuando alguno de los 
dos traslade su domicilio al extranjero o cuando 
se establezca en un lugar insalubre o indecoroso.
a. 167. Los alimentos de los cónyuges y de sus hi-
jos serán a cargo de aquéllos, por partes iguales. 
Pueden los cónyuges, por convenio, repartirse en 
otra proporción el pago de los alimentos. Si no 
llegan a un acuerdo y no estuviesen conformes 
con el cincuenta por ciento fijado por este artícu-
lo, la proporción que a cada uno de ellos corres-
ponda en el pago de los alimentos dependerá de 
sus posibilidades económicas.
No tiene la obligación que impone este artículo, 
el cónyuge que carezca de bienes propios y esté 
imposibilitado para trabajar, ni el que por con-
venio tácito o expreso con el otro, se ocupe de 
las labores del hogar o de la atención de los hijos 
menores. En estos casos, el otro cónyuge solven-
tará íntegramente esos alimentos.
Los bienes de los cónyuges y sus ingresos, que-
dan afectados preferentemente al pago de los ali-
mentos, en la parte que a cada uno corresponda 
por la ley o por convenio. Para hacer efectivo este
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derecho, podrán los cónyuges y los hijos pedir en 
cualquier momento el aseguramiento de aque-
llos bienes.
La necesidad de la cónyuge y los hijos menores 
de recibir alimentos se presumirá siempre.
a. 168. Los derechos, deberes y obligaciones que 
respectivamente otorga o impone a los cónyuges 
el matrimonio, serán siempre iguales para am-
bos, cualquiera que sea su aportación respecto 
de los alimentos.
a. 169. Los cónyuges tendrán en el hogar auto-
ridad y consideraciones iguales; por lo tanto, de 
común acuerdo arreglarán todo lo relativo:
I. Al lugar en que se establezca el domicilio con-
yugal y la casa en que éste se instale;
II. A la dirección y cuidado del hogar;
III. A la educación y establecimiento de los hi-
jos, y
IV. A la administración de los bienes que sean 
comunes a los cónyuges.
En caso de que no estuvieren conformes en al-
guno de los puntos indicados o sobre cualquiera 
otro relativo a ambos cónyuges como tales a los 
hijos, el Juez de primera instancia del domicilio 
conyugal procurará avenirlos y, si no lo lograre, 
resolverá, sin forma de juicio, lo que fuere más 
conveniente a los intereses de la familia.
a. 170. Similar al a. 169 del CC Federal.
a. 171. Los cónyuges tienen capacidad para ad-
ministrar, contratar o disponer de sus bienes 
propios y ejercitar las acciones u oponer las ex-
cepciones que les corresponda, sin que para tal 
objeto necesite del consentimiento uno del otro.
a. 173. Los cónyuges requieren autorización ju-
dicial para contratar entre ellos, excepto cuan-
do el contrato sea el de asociación civil o el de 
mandato para pleitos y cobranzas o para actos 
de administración.
a. 174. También se requiere autorización judicial 
para que el cónyuge sea fiador de su consorte o 
se obligue solidariamente con él en asuntos que 
sean de interés exclusivo de éste, salvo cuando 
se trate de caución para que el otro obtenga su 
libertad personal.
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a. 175. La autorización a que se refieren los ar-
tículos anteriores, no se concederá cuando resul-
ten perjudicados los intereses de la familia.
a. 176 y 177. Igual a los artículos 176 y 177 del 
CC Federal.
a. 178. Cualquier disensión que surja entre los 
esposos con motivo del ejercicio de los derechos 
a que se refieren los artículos 166 y 169 o en cual-
quiera otra situación similar, será dirimida por el 
Juez de primera instancia del lugar del domici-
lio conyugal, quien en todo caso, y previamente, 
procurará avenir a los disidentes y si no lo consi-
gue resolverá, sin forma de juicio, dictando la re-
solución en la misma acta que se levante para ha-
cer constar la comparecencia de los interesados 
y lo que al respecto exponga cada uno de ellos.
a. 179. Si el Juez consigue el avenimiento, no se 
procederá al levantamiento del acta.

Tamaulipas 
(CC)

a. 143. Los cónyuges están obligados, a contri-
buir cada uno por su parte, a los fines del matri-
monio y a socorrerse mutuamente.
Los cónyuges están llamados a contribuir, cada 
uno por su parte, a los fines del matrimonio, así 
como a socorrerse mutuamente. Lo anterior sig-
nifica, entre otras cosas, que no se impondrán 
uno al otro ningún obstáculo para que, en lo in-
dividual o en conjunto, ejerzan el derecho a de-
cidir de manera libre, responsable e informada 
sobre el número y el espaciamiento de sus hijos.
a. 144. Primer párrafo igual al a. 164 del CC Fe-
deral.
El trabajo doméstico de cualquiera de los cón-
yuges también constituye una aportación para 
el sostenimiento del hogar, el cual es susceptible 
de estimación y deberá de ser tomado en cuenta 
para los efectos legales correspondientes.
a. 145. Similar al a. 165 del CC Federal.
a. 146. Igual al a. 163 del CC Federal.
a. 147. Los cónyuges tendrán en el hogar autori-
dad y consideraciones iguales; por lo tanto, re-
solverán de común acuerdo todo lo conducente 
al manejo del hogar, a la formación y educación 
de los hijos y a la administración de los bienes 
que a éstos pertenezcan.
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a. 148. Los cónyuges podrán desempeñar cual-
quier actividad excepto las que dañen la moral de 
la familia o la estructura de ésta.
a. 149. Las discordias conyugales sobre los as-
pectos a que se contraen los tres artículos prece-
dentes, serán resueltas por el juez competente.
a. 150. Similar al a. 172 del CC Federal.
a. 154. Los contratos traslativos de dominio sólo 
pueden celebrarse entre los cónyuges cuando re-
caigan sobre bienes propios.
a. 155. Similar al a. 177 del CC Federal.

Tlaxcala 
(CC)

a. 52. Los cónyuges deben guardarse fidelidad, 
vivir juntos en el domicilio conyugal, contribuir 
cada uno por su parte a los fines del matrimonio 
y ayudarse mutuamente.
Cualquier convenio contrario a la ayuda mu-
tua que se deben los cónyuges se tendrá por no 
puesto, ya se haya pactado antes de celebrarse el 
matrimonio, en el momento de su celebración o 
después de ésta.
Los cónyuges pueden, después de celebrado el 
matrimonio y de común acuerdo, planificar el nú-
mero de sus hijos y la diferencia de edades entre 
éstos.
a. 53. El Juez de Primera Instancia con conoci-
miento de causa, eximirá a uno de los cónyuges 
del deber de vivir junto con el otro, cuando éste 
traslade su domicilio a país extranjero, a no ser 
que lo haga en servicio de la patria, o cuando se 
establezca en un lugar insalubre.
a. 54. Los alimentos de los cónyuges y de los hi-
jos serán a cargo de ambos esposos, por partes 
iguales.
Pueden los cónyuges por convenio repartirse en 
otra proporción el pago de los alimentos.
Si no llegan a un acuerdo y no estuviesen confor-
mes con el cincuenta por ciento fijado por este 
artículo, la proporción que a cada uno de ellos 
corresponda en el pago de los alimentos depen-
derá de sus posibilidades económicas.
No tiene la obligación que impone este artículo 
el cónyuge que carezca de bienes propios y esté 
imposibilitado para trabajar ni el que por conve-
nio tácito o expreso con el otro, se ocupe de las 
labores del hogar o de la atención de los hijos me-
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nores. En estos casos, el otro cónyuge solventará 
íntegramente esos alimentos.
Los bienes de los cónyuges y sus productos, así 
como los sueldos, salarios o emolumentos de los 
mismos, quedan afectados preferentemente al 
pago de los alimentos, en la parte que a cada uno 
corresponda por ley o por convenio. Para hacer 
efectivo este derecho podrán los cónyuges y los 
hijos o sus representantes pedir en cualquier mo-
mento el aseguramiento de aquellos bienes.
a. 55. Los derechos, deberes y obligaciones que 
respectivamente otorga e impone a los cónyuges 
el matrimonio serán siempre iguales para am-
bos, cualquiera que sea su aportación al pago de 
los alimentos.
a. 56. Los cónyuges tendrán en el hogar autori-
dad y consideraciones iguales; por lo tanto, de 
común acuerdo arreglarán todo lo relativo:
a) Al lugar en que se establezca el domicilio con-
yugal y la casa que será éste;
b) A la dirección y cuidado del hogar;
c) A la educación y establecimiento de los hijos, y
d) A la administración de los bienes que sean co-
munes a los cónyuges.
En caso de que no estuvieren conformes sobre al-
guno de los puntos indicados o sobre cualquiera 
otro relativo a ambos cónyuges como tales o a los 
hijos, el Juez de Primera Instancia del domicilio 
conyugal procurará avenirlos, y si no lo lograre, 
resolverá, sin forma de juicio, lo que fuere más 
conveniente a los intereses de los hijos, si los hu-
biere, o de la familia en caso de no haberlos, con-
siderando entonces que ambos cónyuges forman 
la familia.
a. 57. Los cónyuges podrán desempeñar cual-
quier empleo, ejercer una profesión, industria, 
oficio o comercio.
Sólo puede oponerse uno de los cónyuges a que 
el otro realice la actividad que desempeñe, cuan-
do ésta dañe a la familia o ponga en peligro su 
estabilidad.

Veracruz 
(CC)

a. 98 Los cónyuges deberán guardarse respeto, 
están obligados a asistirse mutuamente y parti-
cipar de manera igualitaria de las responsabili-
dades y obligaciones que se derivan; así como el



LA FORMACIÓN DE LAS FAMILIAS 315

disfrute de los bienes patrimoniales y no patri-
moniales que pertenezcan al matrimonio, sin 
que exista discriminación alguna.
Toda persona tiene derecho a decidir de manera 
libre, responsable e informada sobre el número y 
el espaciamiento de sus hijas e hijos.
a. 99. Los cónyuges vivirán juntos en el domicilio 
conyugal. Los Tribunales, con conocimiento de 
causa, podrán eximir de esta obligación a alguno 
de ellos cuando el otro traslade su domicilio a 
país extranjero, a no ser que lo haga en servicio 
público o social, o cuando se establezca en un 
lugar insalubre o indecoroso.
a. 100. Los cónyuges contribuirán económica-
mente al sostenimiento del hogar, a su alimenta-
ción y a la de sus hijos, así como a la educación 
de éstos en los términos que la Ley establece, sin 
perjuicio de distribuirse la carga en la forma y 
proporción que acuerden para este efecto, según 
sus posibilidades.
Los derechos y obligaciones que nacen del matri-
monio serán siempre iguales para los cónyuges 
e independientes de su aportación económica al 
sostenimiento del hogar.
Se reconocerá como aportación económica el 
trabajo que realicen en el hogar.
a. 101. Los cónyuges y los hijos en materia de 
alimentos, tendrán derecho preferente sobre los 
ingresos y bienes de quien tenga a su cargo el 
sostenimiento económico de la familia y podrán 
demandar el aseguramiento de los bienes para 
hacer efectivos estos derechos.
a. 102. Similar al a. 168 del CC Federal.
En caso de que los cónyuges no estuvieren con-
formes sobre algunos de los puntos indicados, el 
Juez de lo Civil correspondiente procurará ave-
nirlos, y si no lo lograre, resolverá, sin forma de 
juicio, lo que fuere más conveniente a los intere-
ses de los hijos.
a. 103. Los cónyuges concertarán entre sí la me-
jor distribución del cuidado y atención de las 
cargas conyugales y dirección de los trabajos del 
hogar.
Los cónyuges podrán desempeñar cualquier acti-
vidad excepto la que dañe la moral de la familia
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o la estructura de ésta. Cualquiera de ellos podrá 
oponerse a que el otro desempeñe alguna activi-
dad de esa naturaleza y, el Juez de lo Civil resol-
verá sobre la oposición.
a.104. Los cónyuges mayores de edad, tienen ca-
pacidad para administrar, contratar o disponer 
de sus bienes propios y ejercitar las acciones u 
oponer las excepciones que a ellos correspon-
dan, sin que para tal objeto necesiten el consen-
timiento del otro cónyuge; salvo lo que se estipu-
le en las capitulaciones matrimoniales sobre la 
administración de los bienes y en aquellos para 
lo que estén impedidos de acuerdo con la Ley.
a. 107 y 108. Similares a los artículos 176 y 177 
del CC Federal.

Yucatán 
(CF)

a. 61. Los derechos y obligaciones que este Có-
digo otorga e impone a ambos cónyuges, serán 
siempre iguales para cada uno, con excepción de 
lo que convengan en relación a las aportaciones 
económicas para el sostenimiento de la familia.
a. 62. Ambos cónyuges están obligados a contri-
buir, cada uno por su parte, al logro de los fines 
del matrimonio, a guardarse respeto, fidelidad y 
ayuda mutua, así como a vivir juntos.
a. 63. Similar al a. 164 del CC Federal.
a. 64. Los cónyuges, cuando ejerzan alguna pro-
fesión u oficio, deben contribuir económicamen-
te al sostenimiento del hogar, a su alimentación y 
a la de sus hijos o hijas, así como a la educación 
de éstos en los términos que la Ley establece, sin 
perjuicio de distribuirse la carga en la forma y 
proporción que acuerden para este efecto, según 
sus posibilidades.
A lo anterior no está obligado el cónyuge que se 
encuentre imposibilitado para trabajar y carecie-
re de bienes propios, en cuyo caso el otro respon-
derá íntegramente de esos gastos.
a. 65. El cónyuge que desempeñe exclusivamente 
el trabajo en el hogar o al cuidado de los hijos o 
hijas, tiene derecho a que dichas labores se esti-
men como su contribución económica al sosteni-
miento del hogar.
Cuando ambos cónyuges trabajen y cooperen al 
sostenimiento de la familia, las labores domésti 
cas, el cuidado, la protección y educación de los
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hijos o hijas, constituyen una responsabilidad 
compartida.
a. 66. Los cónyuges, de común acuerdo, deben 
acordar lo relativo a la dirección y cuidado del 
hogar, a la educación y formación de los hijos o 
hijas y a la administración de los bienes que sean 
comunes a ellos o que pertenezcan a los hijos o 
hijas sujetos a su patria potestad.
a. 68. Los cónyuges pueden celebrar entre sí cual-
quier contrato, pero los de compraventa, dación 
en pago, permuta y donación, sólo serán válidos 
cuando el matrimonio está sujeto al régimen de 
separación de bienes.
a. 69. Cada cónyuge tiene derecho preferente so-
bre los bienes e ingresos del otro para cubrir los 
gastos de alimentación propia y de los hijos o 
hijas. Durante el matrimonio, cualquiera de los 
cónyuges puede ejercitar las acciones civiles que 
tengan el uno contra el otro y la prescripción no 
corre entre ellos mientras subsista el matrimonio.

Zacatecas 
(CF)

a. 120. El matrimonio establece entre los cónyu-
ges igualdad de derechos y obligaciones.
a. 121. El matrimonio impone a los cónyuges de-
beres recíprocos de cohabitación, de fidelidad, 
asistencia y comunidad de vida.
a. 122. Los cónyuges adquieren la obligación de 
alimentar, mantener, educar, criar y proteger a 
los hijos.
a. 123. Los cónyuges tienen derecho a decidir de 
manera libre, responsable e informada sobre el 
número y espaciamiento de sus hijos, así como 
a emplear cualquier método de procreación asis-
tida para lograr su propia descendencia. Este 
derecho será ejercido de común acuerdo por los 
cónyuges en los términos establecidos por la Ley.
a. 124. Similar al a. 163 del CC Federal.
a. 125. Igual al a. 164 del CC Federal.
a. 126. Los cónyuges deben contribuir con sus 
ingresos al sustento a. 131. Cuando los cónyuges 
quieran contratar entre sí, los contratos se suje-
tarán a lo siguiente:
I. Si el matrimonio se celebró bajo el régimen de 
sociedad conyugal:
a) La donación o compraventa entre ambos de-
berá ir acompañada de las capitulaciones matri-
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moniales con relación a estos bienes, que debe-
rán quedar fuera del patrimonio común y la de-
claración del adquirente de que se constituye en 
deudor subsidiario hasta por el valor del inmue-
ble transferido, con relación a las obligaciones 
que el enajenante hubiere contraído con anterio-
ridad a la enajenación de que se trate, para que la 
transmisión del dominio sea válida.
b) El contrato de mandato para actos de domi-
nio, invariablemente, deberá inscribirse en el Re-
gistro Público de la Propiedad y del Comercio.
c) El contrato de mandato para actos de dominio 
sólo procederá cuando el objeto se refiera a bie-
nes determinados.
d) El contrato de mandato para actos de dominio 
no podrá ser irrevocable.
II. Si el matrimonio se celebró bajo el régimen de 
separación de bienes, deberá contener declara-
ción del adquirente de que se constituye en deu-
dor subsidiario hasta por el valor del inmueble 
transferido, con relación a las obligaciones que 
el enajenante hubiere contraído con anteriori-
dad a la enajenación de que se trate, para que 
la transacción sea válida, y reunir los requisitos 
señalados en los incisos b), c) y d) de la fracción 
anterior.
a. 132. Cuando el matrimonio se encuentre cele-
brado bajo el régimen de sociedad conyugal, se 
requiere autorización judicial para que el cón-
yuge sea fiador o aval de su consorte o se obli-
gue solidariamente con él en asuntos de interés 
exclusivo de cada uno de ellos, salvo cuando se 
trate de otorgar caución para que el otro obtenga 
su libertad.
a. 133 y 134. Similares a los artículos 176 y 177 
del CC Federal.

III. Requisitos e impedimentos 
para contraer nupcias

Hasta hace poco tiempo, la mayoría de las personas que 
escribieron sobre el matrimonio en nuestro país coinci-
dieron en señalar que la celebración de este es un acto ju-
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rídico solemne, cuyos requisitos de forma y solemnidad 
están contenidos en dos espacios diferentes de los orde-
namientos jurídicos del país. Uno se refiere a las actas de 
matrimonio (las constancias del registro civil), y el otro a 
los elementos solicitados para contraerlo.

Según el ordenamiento civil federal, quienes deseen 
contraer nupcias deben presentar al Juez del Registro 
Civil competente, es decir, aquel adscrito al domicilio 
de cualquiera de los solicitantes, un escrito firmado 
por las personas que desean contraer matrimonio que 
contengan los datos de su identificación, incluido —si 
es el caso— el nombre de la persona con quien se casó 
con anterioridad y la causa y fecha de su disolución, así 
como la declaración de que no tienen impedimento para 
contraer nupcias, y que es su voluntad unirse en matri-
monio (artículo 97).

Este escrito deberá ir acompañado de las actas de 
nacimiento de las personas pretendientes, la declara-
ción de dos testigos mayores de edad que los conozcan y 
les conste que no tienen impedimento legal para casar-
se. En caso de que no hubiere esos dos testigos, deberán 
presentar dos por cada una de ellas; además, un certifi-
cado suscrito por un médico titulado que asegure —bajo 
protesta de decir verdad— que los pretendientes no pa-
decen sífilis, tuberculosis, ni enfermedad alguna crónica 
e incurable que sea, además, contagiosa y hereditaria. 
Este ordenamiento federal indica que en el caso de que 
la y el solicitante fueren indigentes, el personal médico 
encargado de los servicios de sanidad de carácter oficial 
tienen la obligación de expedir dicho certificado de ma-
nera gratuita (artículo 98).

Este mismo numeral establece que se deberá pre-
sentar el convenio que los solicitantes celebren en re-
lación con los bienes presentes y futuros, en donde se 
debe expresar con claridad bajo qué régimen contraen 
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nupcias. Es un requisito sin el cual no pude celebrar-
se el matrimonio. Incluso, después de las reformas de 
2019, se vuelve obligatorio estipular las capitulaciones 
matrimoniales tanto para el régimen de sociedad con-
yugal como para el de separación de bienes, tal como lo 
marcan los artículos 189 y 211 del propio código civil 
federal. Esta cláusula implica que el Oficial del Registro 
Civil explique ambas modalidades; de ser necesario, se 
deberá presentar testimonio de la escritura pública de la 
constitución del régimen correspondiente.

Por último, deben entregar copia del acta de defun-
ción del cónyuge fallecido, si alguno de los contrayentes 
es viudo, o de la parte resolutiva de la sentencia de di-
vorcio o de nulidad de matrimonio, en caso de que algu-
no de los pretendientes hubiere sido casado, o copia de 
la dispensa de impedimentos, si los hubo.

Una vez que se cuente con estos documentos, junto 
con la solicitud correspondiente y el reconocimiento de 
firmas realizado, el matrimonio deberá celebrarse den-
tro de los ocho días siguientes (artículo 101). Estas for-
malidades y las que a continuación expondremos, son 
requisitos de existencia del matrimonio, en los términos 
del artículo 146, en donde se establece que este debe ce-
lebrarse ante los funcionarios y las formalidades que la 
ley exige.

El ritual de celebración es sencillo, pero debe seguir-
se con puntualidad: el juez del Registro Civil debe leer 
en voz alta ante quienes pretenden contraer nupcias228 
y dos testigos por cada uno de ellos, la solicitud de ma-
trimonio, los documentos que se acompañaron y las 
diligencias practicadas. Interrogará a las personas que 
fungen como testigos acerca de la identidad de los pre-

228		  Este es un acto para el cual sí puede otorgarse poder; sin em-
bargo, se tratará de un poder especial para realizarlo. Por tanto, po-
drá comparecer, en su caso, dicho representante.
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tendientes, y una vez confirmada, preguntará a quienes 
desean casarse, si es su voluntad unirse en matrimonio 
y, si es así, los declarará unidos en nombre de la ley y la 
sociedad. Acto seguido se levantará el acta correspon-
diente (artículo 102 y 103).

El capítulo que contiene los requisitos para contraer 
nupcias inicia con la relación de las disposiciones ante-
riores y estipula que el matrimonio debe celebrarse ante 
los funcionarios de ley (artículo 146). Asimismo, se dis-
pone que cualquier condición contraria a la perpetua-
ción de la especie o a la ayuda mutua que se deben los 
cónyuges, se tendrá por no puesta (artículo 147). Ade-
más, se requiere la mayoría de edad para contraer nup-
cias y, se reitera, que la falta de esta edad es un impedi-
mento para ello (artículos 148 y 156, fracción I).

También son impedimentos: el parentesco por con-
sanguinidad229 o afinidad;230 el adulterio habido entre las 
personas que pretendan contraer matrimonio, siempre 
y cuando este haya sido demostrado judicialmente; el 
atentado contra la vida de alguna persona casada para 
así contraer matrimonio con la que quede en viudez; 
la fuerza o miedos graves231 y la impotencia incurable 
para la cópula; las enfermedades crónicas e incurables 
que además sean contagiosas o hereditarias; las cau-

229		  En la línea recta, ya sea ascendente o descendente, o en la 
colateral es sin limitación de grado; el impedimento se extiende a 
los hermanos o hermanas tanto como a los medios hermanos y me-
dias hermanas. En la colateral desigual este impedimento existe en-
tre tíos y sobrinas y tías y sobrinos, siempre que estén dentro del 
tercer grado y no hayan obtenido dispensa.

230		  En la línea recta sin limitación alguna.
231		  En caso de rapto, el impedimento subsiste mientras la mujer 

raptada no sea restituida a un lugar seguro en donde pueda libre-
mente manifestar su voluntad. Desde luego, es pertinente destacar 
que hoy en día se critica la forma en que la legislación en México 
trata el delito de rapto, pues no es otra cosa que un secuestro de per-
sona o privación ilegal de la libertad, combinado con violación.
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sas de incapacidad natural o legal, establecidas en el ar- 
tículo 450, fracción II, del Código Civil Federal;232 el pa-
decimiento de afecciones originadas por enfermedad, 
deficiencia persistente de carácter físico, psicológico o 
sensorial o por la adicción a sustancias tóxicas, como 
el alcohol, los psicotrópicos o los estupefacientes;233 el 
matrimonio subsistente con persona distinta a aquella 
con quien se pretenda contraer nuevas nupcias (artícu-
lo 156).

No pueden contraer nupcias con sus pupilos o pu-
pilas las personas que ejercen la tutela y la curatela y 
sus descendientes, hasta que no hayan sido aprobadas 
las cuentas de la tutela (artículo 159). Algunos resabios 
en el ordenamiento civil federal es el impedimento para 
contraer nupcias cuando hay adulterio entre las perso-
nas que se quieren casar y sea judicialmente comproba-
do (fracción V del artículo 156). En realidad, esta últi-
ma condicionante debería derogarse, porque el delito de 
adulterio no existe en el Código Penal Federal desde el 8 
de junio de 2011.

Lo mismo puede decirse de los artículos 158 y 289 
del Código Civil Federal que señalan plazos para la cele-
bración de un nuevo matrimonio lícito, los cuales deben 
contarse a partir de la disolución del previo o de que 

232		  Este numeral señala que tienen incapacidad natural o legal los 
mayores de edad disminuidos o perturbados en su inteligencia, aun-
que tengan intervalos lúcidos, y aquellos que padezcan alguna afec-
ción originada por enfermedad o deficiencia persistente de carácter 
físico, psicológico o sensorial o por la adicción a sustancias tóxicas, 
como el alcohol, los psicotrópicos o los estupefacientes, siempre que 
debido a la limitación o a la alteración en la inteligencia que esto les 
provoque no puedan gobernarse y obligarse por sí mismos, o mani-
festar su voluntad por algún medio.

233		  En los términos del artículo 450, fracción II, estas incapacida-
des están condicionadas al hecho de que la persona no pueda gober-
narse y obligarse por sí misma, o manifestar su voluntad por algún 
medio.
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se interrumpió la cohabitación: 300 días para la mujer, 
en toda circunstancia, un año para quienes se hubieren 
divorciado voluntariamente y dos años para el cónyuge 
culpable en caso de divorcio necesario.

Se trata del llamado plazo de viudez, que tenía por 
objeto identificar a quién correspondía la paternidad: si 
al primero o al segundo marido. No había formas pre-
cisas de determinar si la mujer estaba o no embarazada 
y, mucho menos, pruebas como el ADN que indicaran 
quién era el padre. En la actualidad, este periodo care-
ce totalmente de sentido, y es discriminatorio hacia la 
mujer, puesto que basta con pedir el certificado médico 
de no embarazo al término del primer matrimonio para 
que este objetivo quede cubierto o, al momento del naci-
miento, hacer la llamada prueba de paternidad.

De estos impedimentos, sólo es dispensable el paren-
tesco de consanguinidad en línea colateral desigual. Con 
ello se distingue en doctrina entre los impedimentos im-
pedientes y los dirimentes. Los primeros son los que ha-
cen ilícito, pero no nulifican el matrimonio, en tanto que 
los últimos son los que lo hacen ilícito y nulo.234

En este sentido, son también impedimentos impe-
dientes: la circunstancia de que la persona que ejerce la 
tutela o la curatela y sus descendientes contraiga matri-
monio con su pupilo o pupila, antes de haber sido apro-
badas las cuentas de su tutela; el que no hayan trans-
currido los trescientos días que se dan como plazo a la 
mujer cuando se case después de una primera disolu-

234		  Cabría preguntar cuál es la eficacia o la razón de ser de los lla-
mados impedimentos impedientes si no nulifican el matrimonio; en 
otras palabras, el impedimento impediente sancionaba a la prole que 
se consideraba como ilegítima; ahora, la prohibición subsiste con el 
objeto de que, si el juez del Registro Civil llegare a conocer el impe-
dimento, no celebre el matrimonio, pero si a pesar de la prohibición 
se celebra, este es válido.
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ción; que los divorciados voluntariamente contraigan 
matrimonio dentro del año de su disolución y que el di-
vorciado o divorciada culpable lo haga dentro de los dos 
años que se le imponen como sanción (artículo 264).

Casi todos los ordenamientos en la materia en la 
República mexicana siguen este esquema, con algunas 
variaciones. Las más significativas son aquellas que se-
ñalan como impedimentos para contraer nupcias la es-
terilidad, a la que se le llega a calificar con el concepto 
de incurable, o el padecimiento de enfermedades como 
sífilis o VIH, tuberculosis o similares que hoy en día son 
tratables y curables. Desde mi punto de vista, represen-
ta una franca e injustificable discriminación. Veamos 
como:

Entidad 
federativa

Requisitos e impedimentos 
para contraer nupcias

Aguascalientes 
(CC)

a. 89. Igual al a. 97 del CC Federal.
a. 90. Igual al a. 98 del CC Federal en sus fraccio-
nes de la I a la VII.
VIII. Constancia del curso prematrimonial expe-
dida por el Sistema para el Desarrollo Integral de 
la Familia en el Estado.
a. 144. Igual al a. 147 del CC Federal.
a. 145. Igual al a. 148 del CC Federal.
a. 153. Son impedimentos para celebrar el ma-
trimonio:
fr. I a IV. Igual a las fracciones correspondientes 
del a. 156 del CC Federal.
V. Derogada el 7 de mayo de 2018.
VI. Igual a la fr. VI del a. 156 del CC Federal;
VII. La incapacidad, la embriaguez habitual y el 
consumo indebido y persistente de drogas ener-
vantes. Padecer esterilidad incurable, impoten-
cia crónica para la cópula, alguna enfermedad de 
transmisión sexual. Alguna enfermedad crónica 
o incurable que sea además contagiosa o here- 
ditaria, así como padecer alguna otra enferme-
dad que haga prever algún perjuicio grave o dege-
nerativo para los descendientes del matrimonio,
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salvo que los contrayentes manifiesten y firmen 
ante el Oficial del Registro Civil, que en plenitud 
de sus facultades acceden de manera informada, 
consensuada, voluntaria y libremente a contraer 
matrimonio, a pesar de saber sobre cualquiera 
que sea el impedimento referido en la presente 
fracción;
VIII. Igual a la fr. IX del a. 156 del CC Federal;
IX. Igual a la fr. X del a. 156 del CC Federal.
De estos impedimentos sólo es dispensable el 
parentesco de consanguinidad en línea colateral 
desigual.
a. 154. El adoptante no puede contraer matri-
monio con el adoptado o sus descendientes, en 
tanto que dura el lazo jurídico resultante de la 
adopción.
a. 155. Derogado;
a. 156. El tutor no puede contraer matrimonio 
con la persona que ha estado o está bajo su guar-
da, a no ser que obtenga dispensa, la que no se le 
concederá sino cuando hayan sido aprobadas las 
cuentas de la tutela.
Esta prohibición comprende también al curador 
y a los descendientes de éste y del tutor.
a. 157. Si el matrimonio se celebrare en contra-
vención de lo dispuesto en el artículo anterior, el 
juez nombrará inmediatamente un tutor interino 
que reciba los bienes y los administre mientras 
revisa las cuentas de la tutela y el convenio ma-
trimonial.

Baja California 
(CC)

a. 94. Igual al a. 97 del CC Federal.
a. 95. Al escrito a que se refiere el artículo ante-
rior, se acompañará:
I. Igual que la fr. I del CC Federal;
II. Derogada.
III a VII. Igual que la fr. III a VI del CC Federal;
VIII. Constancia expedida por el Oficial del Re-
gistro Civil del domicilio correspondiente, en la 
cual se acredite haber asistido a las pláticas en 
materia de derechos y obligaciones del matrimo-
nio a que se refieren los artículos 72 y 73 de la Ley 
Orgánica del Registro Civil del Estado de Baja 
California, impartida en los términos y bajo las 
modalidades establecidas por dicha institución.
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a. 153. Igual que fr. I a VII del CC Federal.
VIII. La embriaguez habitual, la morfinomanía, 
la eteromanía y el uso indebido y persistente de 
las demás drogas enervantes y la locura;
IX. Las personas que no tengan la capacidad 
para comprender el significado del hecho no po-
drán contraer matrimonio;
X. In fine, igual a las correspondientes en el CC 
Federal.

Baja California 
Sur (CC)

a. 99. Igual al a. 97 del CC Federal.
a. 100. Al escrito a que se refiere el artículo ante-
rior, se acompañará:
I. Copia certificada del acta de nacimiento o de 
la cédula de identificación personal de cada uno 
de los pretendientes o, en su defecto, un dicta-
men médico que compruebe la edad de ambos, 
cuando por su aspecto no sea notorio que ambos 
contrayentes son mayores de 18 años;
II. Derogado;
III. Igual a la fracción correspondiente en el CC 
Federal;
IV. Los exámenes de laboratorio pertinentes 
donde se indique que los pretendientes no pa-
decen sífilis, síndrome de inmunodeficiencia ad-
quirida, tuberculosis, ni enfermedad alguna cró-
nica e incurable que sea, además, contagiosa o 
hereditaria.
Los laboratorios encargados de los servicios de 
sanidad de carácter oficial tienen la obligación 
de expedir gratuitamente este certificado a los 
indigentes;
V. El convenio o capitulaciones que los preten-
dientes deben celebrar con relación a sus bienes 
presentes y a los que adquieran durante el matri-
monio. En el convenio se expresará con toda cla-
ridad si el matrimonio se contrae bajo el régimen 
de sociedad conyugal o bajo el de separación de 
bienes.
Derogado.
No puede dejarse de presentar este convenio ni 
aun a pretexto de que los pretendientes carecen 
de bienes, pues en tal caso, versará sobre los que 
adquieran durante el matrimonio y el Oficial del 
Registro Civil está obligado a asesorarlos e incluso 
a redactarlo a petición de los interesados. Si no
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expresan su voluntad en ningún sentido, se en-
tenderá que se casan bajo el régimen de separa-
ción de bienes.
Si fuere necesario que las capitulaciones matri-
moniales consten en escritura pública, se acom-
pañará un testimonio de esa escritura;
VI. Igual a fracción correspondiente en el CC Fe-
deral;
VII. Copia certificada de la dispensa de impedi-
mentos, si los hubo;
VIII. Para el caso de matrimonio de mexicano 
con extranjero, copia de la autorización expedi-
da por la Secretaría de Gobernación, y
IX. Constancia de haber recibido pláticas e in-
formación sobre violencia familiar, derechos y 
obligaciones del matrimonio; expedida por la 
Procuraduría de la Defensa del Menor y la Fami-
lia del Sistema DIF Municipal en coordinación 
con las instituciones o instancias adecuadas en 
dicha materia.
a. 157. Igual al a. 148 del CC Federal.
a. 163. Son impedimentos para celebrar el ma-
trimonio:
I. Derogado.
II. Derogado.
III. Igual a la fracción correspondiente en el CC 
Federal;
IV. Igual a la fracción correspondiente en el CC 
Federal;
V. El parentesco por adopción existente o habido 
entre los contrayentes, o con sus ascendientes y 
descendientes;
VI. El adulterio judicialmente comprobado, ha-
bido entre las personas que pretendan contraer 
matrimonio;
VII. Igual a la fracción VI de este artículo en el 
CC Federal;
VIII. La violencia física o psicológica.
IX. La impotencia incurable para la cópula, sal-
vo cuando exista por causa de la edad o cuando 
por otra diversa causa sea conocida por ambos 
contrayentes, el síndrome de inmunodeficiencia 
adquirida y cualquier otra enfermedad crónica 
e incurable, que sea, además, contagiosa o here-
ditaria;
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X. La enajenación mental incurable, el idiotismo 
y la imbecilidad, y
XI. Igual a la fracción X de este artículo en el CC 
Federal.
a. 164. De estos impedimentos sólo es dispen-
sable el parentesco de consanguinidad en línea 
colateral en el tercero y cuarto grados, siempre 
que existan causas que lo justifiquen. También 
será dispensado el impedimento señalado en la 
fracción IX, siempre y cuando los contrayentes 
manifiesten por escrito al Oficial del Registro Ci-
vil, estar plenamente enterados de dicho impe-
dimento.
a. 165. Derogado.
a. 166. El tutor no puede contraer matrimonio 
con la persona que está o ha estado bajo su guar-
da. Esta prohibición comprende también al cu-
rador, a los descendientes de éste y del tutor.
Si se llegare a celebrar ilícitamente matrimonio 
en contravención de lo dispuesto en este artículo, 
el juez nombrará inmediatamente un tutor inte-
rino que reciba los bienes y los administre, dan-
do vista al Ministerio Público.

Campeche 
(CC)

a. 108. Igual al a. 97 CC Federal.
a. 109. Al escrito a que se refiere el artículo ante-
rior se acompañará:
I. Igual a la fracción correspondiente en el CC 
Federal;
II. Igual a la fracción III del a. 97 CC Federal;
III. Igual a la fracción IV del a. 97 CC Federal;
IV. Igual a la fracción VI del a. 97 del CC Fede-
ral, y
V. Testimonio o copia con firmas autógrafas de 
las capitulaciones matrimoniales, si el matrimo-
nio se pretende celebrar bajo el régimen de socie-
dad conyugal.
a. 109 Bis. Recibida la solicitud de matrimonio, 
el Oficial del Registro Civil deberá oficiosamente 
realizar el trámite correspondiente ante la Direc-
ción del Registro del Estado Civil para obtener la 
expedición de un certificado que informe si algu-
no de los pretendientes se encuentra inscrito en 
el Registro de Deudores Alimentarios, en térmi-
nos de los artículos 39 y 339 ter de este Código 
Civil, cuyo resultado se hará del conocimiento de



LA FORMACIÓN DE LAS FAMILIAS 329

los pretendientes por el Oficial del Registro Civil. 
La circunstancia de estar inscrito en el Registro 
de Deudores Alimentarios Morosos no constitui-
rá un impedimento para contraer matrimonio.
a. 110. Las firmas de los pretendientes deberán 
ser ratificadas ante el Oficial del Registro Civil a 
quien se presente la solicitud de matrimonio que 
cumpla con los requisitos que exige este Código. 
Las declaraciones de los testigos a que se refie-
re la fracción II del artículo 109 de este Código 
serán ratificadas, bajo protesta de decir verdad, 
ante el mismo Oficial de Registro Civil.
a. 159. Sólo podrán celebrar matrimonio las per-
sonas mayores de edad, por lo que el Oficial del 
Registro Civil deberá cerciorarse plenamente 
que los contrayentes tienen por lo menos diecio-
cho años cumplidos el día en que se reciba la so-
licitud del matrimonio.
a. 167. Son impedimentos para celebrar el con-
trato de matrimonio:
I. Ser menor de dieciocho años de edad;
II. Igual a fracción III del a. 156 del CC Federal;
III. Igual a la fracción IV del a. 156 del CC Fe-
deral;
IV. Igual a la fracción VI del a. 156 del CC Federal;
V. Ejercer cualquier tipo de violencia para la ce-
lebración del matrimonio en cualquiera de las 
modalidades en las que esta se pueda manifestar, 
de conformidad con lo previsto en la Ley Gene-
ral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia y en la Ley de Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia del Estado de Cam-
peche, y [sic];
VI. Igual a la fracción X del a 156 del CC Federal.
VII. La fuerza o el miedo grave.
La autorización judicial a la que hace mención el 
artículo 119 de este Código, sólo podrá otorgarse 
en los casos de parentesco de consanguinidad en 
línea colateral desigual al que se refiere la frac-
ción II de este artículo.
a. 168. El adoptante no puede contraer matri-
monio con el adoptado o sus descendientes, en 
tanto que dure el lazo jurídico resultante de la 
adopción.
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En la adopción plena el impedimento se extiende 
sin limitación de grado en líneas rectas ascen-
dente y descendente. En línea colateral igual se 
extiende a quienes por la adopción sean herma-
nos, y en la colateral desigual solamente a quie-
nes por la adopción sean tíos o sobrinos, siempre 
que estén en tercer grado y no hubieran obtenido 
la autorización judicial correspondiente.
a. 159. Igual al a. 170 del CC Federal.
a. 160. Igual al a. 171 del CC Federal.

Ciudad de México 
(CC)

a. 97. Las personas que pretendan contraer ma-
trimonio, deberán presentar un escrito ante el 
Juez del Registro Civil de su elección, que deberá 
contener:
I. Los nombres, apellidos, edad, ocupación, do-
micilio y nacionalidad de los pretendientes, 
nombre, apellidos y nacionalidad de sus padres;
II. Igual a la fracción correspondiente al a. 97 del 
CC Federal;
III. Igual a la fracción correspondiente al a. 97 
del CC Federal.
Este escrito deberá ser firmado por los solicitan-
tes y deberá contener su huella digital. La volun-
tad deberá confirmarse y verificarse ante la auto-
ridad del Registro Civil.
Para el caso de matrimonios fuera de las oficinas 
del Registro Civil deberá observarse lo estableci-
do en el Reglamento del Registro Civil.
El Juez del Registro Civil hará del conocimiento 
de los pretendientes inmediatamente después de 
la presentación de la solicitud, si alguno de ellos 
se encuentra inscrito en el Registro de Deudores 
Alimentarios Morosos.
a. 98. Al escrito al que se refiere el artículo ante-
rior, se acompañará:
I. Copia certificada del acta de nacimiento de los 
pretendientes;
II. Se deroga;
III. Constancia de que los pretendientes han otor-
gado de manera indubitable su consentimiento;
IV. Documento público de identificación de cada 
pretendiente o algún otro medio que acredite su 
identidad, de conformidad con lo que establezca 
el Reglamento del Registro Civil;
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V. Declaración de ambos pretendientes, bajo pro-
testa de decir verdad, de no haber sido sentencia-
dos por violencia familiar; en caso de que alguno 
de los pretendientes haya sido sentenciado por 
violencia familiar, es necesario que el otro pre-
tendiente entregue al juez una declaración en la 
que manifieste conocer de la situación y que, a 
pesar de ello, mantiene su voluntad de contraer 
matrimonio.
VI. Igual a la fr. V. del a. 98 del CC Federal;
VII. Igual a fr. la VI del a. 98 del CC Federal;
VIII. La manifestación, por escrito y bajo protes-
ta de decir verdad, en el caso de que alguno de 
los pretendientes haya concluido el proceso para 
la concordancia sexogenérica, establecido en el 
Capítulo IV Bis, del Título Séptimo, del Código 
de Procedimientos Civiles para el Distrito Fede-
ral, misma que tendrá el carácter de reservada, y
IX. Copia de la dispensa de impedimentos, si los 
hubo.
El Juez del Registro Civil hará del conocimiento 
de los pretendientes inmediatamente después de 
la presentación de la solicitud, que es un requi-
sito previo a la celebración del matrimonio, el 
tramitar y obtener un certificado expedido por 
el propio registro, para hacer constar, si algu-
no de ellos se encuentra inscrito en el Registro 
de Deudores Alimentarios Morosos, así como 
tomar el curso prenupcial impartido por el Go-
bierno del Distrito Federal a través de la Direc-
ción General del Registro Civil.
Los cursos prenupciales serán impartidos por el 
personal profesional capacitado que determine 
el Director General del Registro Civil. Estos cur-
sos versarán sobre temas como la prevención de 
la violencia familiar, salud sexual y reproductiva,
planificación familiar, el respeto a la equidad de 
género, relaciones de pareja, fines del matrimo-
nio, derechos y obligaciones de los cónyuges, el 
régimen patrimonial en las capitulaciones matri-
moniales, entre otros aspectos.

Chiapas 
(CC)

a. 78. Las personas que pretendan contraer ma-
trimonio presentaran un escrito al Oficial del Re-
gistro Civil del domicilio de cualquiera de ellas, 
que exprese:
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I. Igual a la fr. I del a. 97 del CC Federal;
II. Igual a la fr. II del a. 97 del CC Federal, y
III. Igual a la fr. IV del a. 97 del CC Federal.
Este escrito deberá ser firmado por los solicitan-
tes…
a. 79. Al escrito que se refiere el artículo anterior, 
se acompañara:
I. Copia certificada del acta de nacimiento o de la 
cédula de identificación personal de cada uno de 
los pretendientes;
II. Derogada;
III. Igual a la fr. III del a. 98 del CC Federal;
IV. Igual a la fr. IV del a. 98 del CC Federal;
V. Igual a la fr. V del a. 98 del CC Federal;
VI. Igual a la fr. VI del a. 98 del CC Federal;
VII. Derogada.
a. 143. El matrimonio debe celebrarse ante los 
funcionarios que establece la ley y con las forma-
lidades que ella exige.
a. 144. Cualquiera condición contraria a la per-
petuación de la especie o a la ayuda mutua que 
se deben los cónyuges se tendrá por no puesta.235

a. 145. Para contraer matrimonio, el hombre y 
la mujer necesitan haber cumplido dieciocho 
años.236

a. 153. Son impedimentos para celebrar el contra-
to de matrimonio:
I. Igual a la fracción I del a. 146 del CC Federal;
II. se deroga;
III. Igual a la fracción III del a. 146 del CC Federal;
IV. Igual a la fracción IV del a. 146 del CC Federal;
V. se deroga.
VI. Igual a la fracción VI del a. 146 del CC Federal;
VII. Igual a la fracción VII del a. 146 del CC Federal);
VIII. La embriaguez habitual, el uso indebido y 
persistente de cualquier tipo de drogas enervan-
tes, o padecer una enfermedad incurable que sea

235		  El 11 de julio de 2017, el pleno de la SCJN, en el resolutivo 
segundo de la sentencia dictada al resolver la acción de inconsti-
tucionalidad 32/2016, promovida por la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, declaró, por vía de consecuencia, la invalidez de 
la porción normativa cursiva en este artículo.

236		  Idem.
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contagiosa o hereditaria, que impida las funcio-
nes relativas a cumplir los fines del matrimonio;
IX. Cuando se padezca alguna causa de enferme-
dad reversible o irreversible, o que, por su estado 
particular de discapacidad, ya sea de carácter fí-
sico, sensorial, intelectual, emocional, mental o 
varias de ellas a la vez, no puedan gobernarse, 
obligarse o manifestar su voluntad, por si mis-
mos o por algún medio que la supla;
X. Igual a la fracción X del a. 146 del CC Federal;
XI. La violencia ejercida durante el noviazgo por 
una de las partes hacia el otro o por los dos.
a. 154. El adoptante no puede contraer matri-
monio con el adoptado o sus descendientes, en 
tanto que dure el lazo jurídico resultante de la 
adopción.
a. 155. Derogado.
a. 156. Derogado.
a. 157. Derogado.
a. 158. Igual al a. 161 del CC Federal.

Chihuahua 
(CC)

a. 93 y 94. Igual a los artículos 97 y 98 del CC 
Federal.
a. 135 y 136. Igual a los artículos 147 y 148 del 
CC Federal.
a. 144. Son impedimentos para celebrar el con-
trato de matrimonio:
I. Igual a la fracción I del a. 156 del CC Federal;
II. Se deroga.
III. Igual a la fracción III del a. 156 del CC Fe-
deral;
IV. Igual a la fracción I del a. 156 del CC Federal;
V. Se deroga.
VI. Igual a la fracción VI del a. 156 del CC Fe-
deral;
VII. La fuerza o miedo grave.
VIII. Se deroga
IX. La discapacidad mental o intelectiva;
X. Igual a la fracción X del a. 156 del CC Federal.
De estos impedimentos solo es dispensable el pa-
rentesco de consanguinidad en línea colateral de- 
sigual.
145. El adoptante no puede contraer matrimo-
nio con el adoptado o sus descendientes, en tanto 
que dure el lazo jurídico resultante de la adop-
ción (artículo reformado mediante Decreto No.
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416-99 I P.O. publicado en el P.O.E. No. 104 del 
29 de diciembre de 1999).
a. 146. Se deroga.
a. 147. Igual al a. 159 del CC Federal.
a. 148. Si el matrimonio se celebrare en contra-
vención de lo dispuesto en el artículo anterior, el 
Juez nombrará inmediatamente un tutor interi-
no que reciba los bienes y los administre mien-
tras se obtiene la dispensa.

Coahuila 
(LF)

a. 86. Igual al a. 97 del CC Federal.
a. 87. Al escrito a que se refiere el artículo ante-
rior, se acompañará:
I. Copia certificada del acta de nacimiento o, si la 
tuvieren, de la cédula de identificación personal 
de cada uno de los pretendientes.
II. Igual a la fracción III del a. 98 del CC Federal.
III. Los exámenes de laboratorio pertinentes don-
de se indique que los pretendientes no padecen 
alguna enfermedad crónica e incurable, que sea 
además contagiosa y hereditaria.
Para las personas en condición de indigencia, 
tienen obligación de expedir gratuitamente este 
certificado los laboratorios encargados de los 
servicios de sanidad de carácter oficial.
En los lugares en donde no haya laboratorio, el 
certificado deberá ser expedido preferentemente 
por médicos particulares, o en su defecto, por 
las personas autorizadas por la Secretaría de Sa-
lud para ejercer prácticamente la medicina.
Para las personas en condición de indigencia, los 
exámenes y certificados serán gratuitos.
IV. Las capitulaciones matrimoniales en caso de 
que los pretendientes deseen contraer matrimo-
nio bajo el régimen de sociedad conyugal. Si por 
su contenido, las capitulaciones matrimoniales 
deben constar en escritura pública, se acompa-
ñará un testimonio de ésta.
En caso de que, aun manifestando que el matri-
monio se desea celebrar bajo el régimen de socie-
dad conyugal, no se presenten las capitulaciones 
matrimoniales, el matrimonio se entenderá cele-
brado, por disposición de la ley, bajo el régimen 
de separación de bienes.
V. Igual a la fracción VI del a. 97 del CC Federal.
VI. Igual a la fracción VII del a. 97 del CC Federal.
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VII. La constancia de haber asistido al Taller de 
Orientación Prematrimonial obligatorio de acuer-
do a lo establecido por el artículo 142 de esta ley.
a. 141. La edad mínima para contraer matrimo-
nio será de dieciocho años de edad. El matri-
monio de una persona menor de esa edad pro-
duce la nulidad de pleno derecho.
a. 142. También es requisito para contraer ma-
trimonio, la asistencia previa de los interesados 
al Taller de Orientación Prematrimonial imple-
mentado por las autoridades estatales; misma 
que deberá acreditarse mediante la presentación 
del documento autorizado En dicho taller se in-
formará cuando menos sobre:
I. Los requisitos para contraer matrimonio.
II. Los efectos del matrimonio con relación a los 
cónyuges y a sus hijas o hijos.
III. Los regímenes patrimoniales del matrimonio.
IV. La forma, términos, implicaciones, derechos 
y obligaciones de la patria potestad.
V. El patrimonio de familia.
VI. El manejo de conflictos interpersonales, en-
tendiéndose como la divergencia de ideas, creen-
cias, motivaciones u objetivos.
VII. La paternidad responsable.
VIII. La responsabilidad financiera.
IX. La violencia familiar y sus tipos: violencia fí-
sica, emocional y sexual.
X. La corresponsabilidad en el desempeño de las 
tareas del hogar.
Al término del taller, la autoridad estatal encar-
gada de su implementación deberá recabar la 
opinión de los asistentes respecto a la calidad 
de la información recibida y al grado de conoci-
miento del tema de los facilitadores.
Dicho taller será de naturaleza obligatoria y de-
berá tener una duración de tres horas o tres se-
siones de una hora cada una.
a. 143. Son impedimentos para contraer matri-
monio:
I. Igual a la fracción I del a. 156 del CC Federal.
II. Igual a la fracción III del a. 156 del CC Federal.
III. Igual a la fracción IV del a. 156 del CC Fe-
deral.
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IV. El atentado contra la vida de alguno de los 
cónyuges para contraer matrimonio con el que 
quede libre, bien por efecto de ese atentado o por 
haberse disuelto el matrimonio por otra causa.
V. La violencia física, sexual, económica, patri-
monial y psicológica.
VI. La embriaguez habitual, excepto cuando esta 
circunstancia sea conocida por el otro contra-
yente.
VII. El uso no terapéutico de enervantes, estu-
pefacientes o psicotrópicos o de cualquiera otra 
sustancia que altere la conducta y produzca de-
pendencia.
VIII. La impotencia incurable para la cópula, o 
cualquiera otra enfermedad o conformación es-
pecial, que impida las funciones relativas, o que 
científicamente hagan prever algún perjuicio 
grave o degeneración para los descendientes de 
ese matrimonio, salvo cuando cualquiera de es-
tos padecimientos sea conocido por el otro con-
trayente.
IX. Padecer alguna deficiencia en las funciones 
o estructuras corporales de tal grado que impida 
que el supuesto contrayente pueda tomar deci-
siones por sí mismo.
X. El matrimonio o pacto civil de solidaridad 
subsistente con persona distinta de aquélla con 
quien se pretende contraer.
XI. Cuando se compruebe que se le ha obligado 
a uno o ambos contrayentes a contraer matrimo-
nio mediante un intercambio de tipo material o 
económico.
De estos impedimentos sólo es dispensable el pa-
rentesco por consanguinidad en línea colateral 
desigual. La dispensa será otorgada por la auto-
ridad judicial competente. Para las excepciones 
establecidas en las fracciones VI, VII y VIII no 
será necesaria la dispensa, pero el o la Oficial del 
Registro Civil, deberá dejar constancia de que los 
contrayentes conocían tales impedimentos.
a. 144. La o el adoptante no puede contraer ma-
trimonio con la o el adoptado o sus descendien-
tes, ni éstos con los de aquélla o aquél. El mismo 
impedimento existirá entre las o los adoptados y 
el cónyuge del adoptante y su descendencia.
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a. 145. El tutor o tutriz no puede contraer matri-
monio con la persona que ha estado o está bajo 
su guarda, a no ser que obtenga dispensa, la que 
no se le concederá por la autoridad judicial com-
petente, sino cuando hayan sido aprobadas las 
cuentas de la tutela.
Si el matrimonio se celebrare en contravención 
de lo dispuesto en este artículo, la autoridad ju-
dicial nombrará inmediatamente una tutriz o tu-
tor interino que reciba los bienes y los adminis-
tre mientras se obtiene la dispensa.
a. 146. El matrimonio celebrado en el extranjero 
y que sea válido con arreglo a las leyes del lugar 
en que se contrajo, surtirá sus efectos de manera 
retroactiva a la fecha de la celebración, cuando 
se registre en la entidad, en los términos que se-
ñala esta ley.

Colima 
(CC)

a. 97. Las personas que pretendan unirse en ma-
trimonio presentarán un escrito al Oficial del Re-
gistro Civil del domicilio de cualquiera de ellas, 
que exprese:
Fr. I, II y III. Igual que las fracciones I, II y III del 
a. 97 del CC Federal;
Este escrito deberá ser firmado por los solicitan-
tes, y si alguno no pudiere o no supiere escribir, 
lo hará otra persona conocida, mayor de edad y 
vecina del lugar.
El Oficial del Registro Civil hará del conocimien-
to de los pretendientes inmediatamente después 
de la presentación de la solicitud, que es un re-
quisito previo a la celebración del matrimonio, 
el tramitar y obtener un certificado expedido por 
la Dirección General del Registro Civil, para ha-
cer constar, si alguno de ellos se encuentra ins-
crito en el Registro de Deudores Alimentarios 
Morosos.
A. 98. Al escrito a que se refiere el artículo ante-
rior, se acompañará:
I. El acta de nacimiento de los pretendientes y 
en su defecto un dictamen médico que comprue-
be su edad, cuando por su aspecto no sea noto-
rio que los pretendientes son mayores de edad; 
ambos documentos se pueden presentar firma-
dos en forma autógrafa o con la firma electróni-
ca certificada;
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II. Derogada;
III. Igual a la fr. III del a. 98 del CC Federal;
IV. Un certificado suscrito por un médico titula-
do, que asegure, bajo protesta de decir verdad, si 
los pretendientes padecen o no enfermedad incu-
rable, contagiosa o hereditaria.
Para los indigentes tienen obligación de expedir 
gratuitamente este certificado los médicos encar-
gados de los servicios de sanidad de carácter ofi-
cial;
Procederá el matrimonio cuando los solicitantes 
firmen de conformidad celebrar dicho acto, aun 
cuando uno o ambos si se encontraren en el su-
puesto del primer párrafo de esta fracción.
V. Igual a la fracción V del a. 98 del CC Federal.
VI. Igual a la fracción VI del a. 98 del CC Federal.
VII. Igual a la fracción VII del a. 98 del CC Fe-
deral, y
VIII. La constancia de que ambos pretendientes 
asistieron a las pláticas de orientación matrimo-
nial, diseñadas e impartidas por el Sistema Es-
tatal para el Desarrollo Integral de la Familia, y 
en su caso, por los Sistemas Municipales para 
el Desarrollo Integral de la Familia, mismas que 
acreditarán la instrucción en los siguientes te-
mas: fortaleza y responsabilidad conjunta; felici-
dad y bienestar como personas; igualdad sustan-
tiva y equidad de género; relaciones de pareja; 
el régimen patrimonial en las capitulaciones 
matrimoniales; patrimonio de familia; salud se-
xual; prevención, detección, atención, sanción y 
erradicación de violencia familiar y de género, 
y causas y procedimientos para el divorcio, entre 
otros aspectos.

Durango 
(CC)

a. 93. Las personas que pretendan contraer ma-
trimonio presentarán un escrito al Oficial del Re-
gistro Civil del domicilio de cualquiera de ellas, 
que exprese:
I. Similar a la fracción I del a. 97 del CC Federal;
II. Igual a la fracción II del a. 97 del CC Federal, y
III. Igual a la fracción III del a. 97 del CC Federal.
Este escrito deberá ser firmado por los solicitan-
tes, y si alguno no pudiere ó no supiere escribir 
imprimirá su huella digital.
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a. 94. El escrito a que se refiere el artículo ante-
rior, se acompañará:
I. Copia Certificada del Acta de Nacimiento ó de 
la cédula de identificación personal de cada uno 
de los pretendientes ó bien un dictamen médico 
que compruebe la edad de ambos;
II. Derogada;
III. Igual a la fracción III del a. 97 del CC Federal;
IV. Igual a la fracción IV del a. 97 del CC Federal;
V. Igual a la fracción V del a. 97 del CC Federal;
VI. Igual a la fracción VI del a. 97 del CC Federal;
VII. Igual a la fracción VII del a. 97 del CC Fe-
deral.
a. 141. El matrimonio debe celebrarse ante los 
funcionarios que establece la ley y con las forma-
lidades que ella exige.
Los funcionarios facultados por la Ley para cele-
brar el matrimonio garantizarán la no discrimi-
nación por: origen étnico o nacional, el género, 
las discapacidades, la condición social, las con-
diciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias sexuales o cualquier otra que aten-
te contra la dignidad humana y tenga por objeto 
anular o menoscabar los derechos humanos.
a. 143. Para contraer matrimonio, los contrayen-
tes deben acreditar haber cumplido 18 años.
a. 150 Bis. También es requisito para contraer 
matrimonio, la asistencia previa de los intere-
sados al Taller de Orientación Prematrimonial 
con perspectiva de género, implementado por 
la autoridad estatal encargada del Sistema para 
el Desarrollo Integral de la Familia; misma que 
deberá acreditarse mediante la presentación del 
documento autorizado.
En dicho taller se informará cuando menos sobre:
I. Los requisitos para contraer matrimonio.
II. Los efectos del matrimonio con relación a los 
cónyuges y a sus hijas e hijos.
III. Los regímenes patrimoniales del matrimonio.
IV. Las causales de divorcio.
V. La patria potestad.
VI. El patrimonio de familia.
VII. El manejo de conflictos interpersonales.
VIII. La paternidad responsable.
IX. La responsabilidad financiera.
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X. La violencia familiar.
XI. Igualdad entre mujeres y hombres.
a. 151. Son impedimentos para celebrar el ma-
trimonio:
I. La falta de cumplimiento de la mayoría de 
edad de los contrayentes;
III. Igual a la fracción III del a. 156 del CC Fe-
deral;
IV. Igual a la fracción IV del a. 156 del CC Federal;
V. Igual a la fracción V del a. 156 del CC Federal;
VI. Igual a la fracción VI del a. 156 del CC Fe-
deral;
VII. Igual a la fracción VII del a. 156 del CC Fe-
deral;
VIII. La embriaguez habitual, la morfinomanía, 
la eteromanía y el uso indebido y persistente de 
las demás drogas enervantes. La impotencia in-
curable para la cópula, la sífilis, la locura y las 
enfermedades crónicas e incurables, que sean, 
además, contagiosas o hereditarias;
IX. Padecer alguno de los contrayentes discapa-
cidad intelectual, aunque pudiera tener momen-
tos de lucidez;
X Igual a la fracción X del a. 156 del CC Federal.
XI. Que los contrayentes no presenten el certi-
ficado de haber tomado los cursos prematrimo-
niales.
De estos impedimentos serán dispensables el pa-
rentesco de consanguinidad en línea colateral 
desigual y la asistencia a los cursos patrimonia-
les, en este último caso sin ninguna condicio-
nante.
a. 152. El adoptante no puede contraer matrimo-
nio con el adoptado o sus descendientes.
a. 154. El tutor no puede contraer matrimonio 
con la persona que ha estado bajo su guarda.
Esta prohibición comprende también al curador 
y a los descendientes de éste y del tutor.
a. 156. Los efectos jurídicos de los matrimonios 
celebrados en el extranjero por mexicanos que 
lleguen al Estado, se regirán por lo dispuesto en 
los artículos 13 y 161 del Código Civil para el Dis-
trito y Territorios Federales.
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Estado de México 
(CC)

a. 4.3. Cualquier estipulación contraria a los fi-
nes esenciales del matrimonio, se tendrá por no 
puesta.
a. 4.4. Para contraer matrimonio, es necesario 
que ambas personas hayan cumplido dieciocho 
años.
a. 4.7. Son impedimentos para contraer matri-
monio:
I. Igual a la fracción I del a. 156 del CC Federal.
III. Igual a la fracción III del a. 156 del CC Fe-
deral;
IV. Igual a la fracción IV del a. 156 del CC Federal;
VI. Igual a la fracción VI del a. 156 del CC Fe-
deral;
VII. La violencia para obtener el consentimiento 
para celebrar el matrimonio;
VIII. La embriaguez habitual y el uso indebido 
y persistente de estupefacientes, psicotrópicos o 
de cualquier otra sustancia que altere la conduc-
ta y produzca dependencia;
IX. Las enfermedades crónicas e incurables que 
sean contagiosas o hereditarias. Salvo cuando por 
escrito sean aceptadas por el otro contrayente.
X. Trastornos mentales, aunque haya espacios de 
lucidez;
XI. Igual a la fracción X del a. 156 del CC Federal;
XII. Que sea concertado por tradiciones, usos, o 
costumbres que coaccionen la voluntad de la o del 
contrayente y vulneren su dignidad y libre desa-
rrollo personal.
a. 4.8. El adoptante no puede contraer matrimo-
nio con el adoptado o sus descendientes.
a. 4.9. El tutor no puede contraer matrimonio 
con persona que haya estado o esté bajo su guar-
da, a no ser que obtenga dispensa, la que no se 
concederá por el Juez de Primera Instancia, sino 
cuando hayan sido aprobadas las cuentas de la 
tutela.
a. 4.10. La prohibición señalada en el artículo 
anterior comprende también al curador y a los 
descendientes de éste y del tutor.
a. 4.14. Cuando el tutor, el curador o sus descen-
dientes contraen matrimonio con la persona que 
ha estado o está bajo la guarda de aquellos sin 
haber obtenido dispensa, el Juez nombrará inme-
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mediatamente un tutor interino que reciba los 
bienes y los administre mientras obtiene la dis-
pensa. En este supuesto el matrimonio se consi-
derará celebrado bajo el régimen de separación 
de bienes, aunque se haya pactado lo contrario.
a. 4.15. Tratándose de mexicanos que se casen 
en el extranjero y que se domicilien en el Esta-
do, pueden solicitar la trascripción del acta de 
matrimonio en la oficialía del Registro Civil que 
corresponda.
Los efectos civiles, se retrotraerán a la fecha de la 
celebración del matrimonio.

Guanajuato 
(CC)

a. 101. Similar al a. 97 del CC Federal;
a. 102. A la solicitud a que se refiere el artículo 
anterior, se acompañarán los requisitos que esta-
blezca el Reglamento del Registro Civil.
a. 103. Recibida la solicitud y cumplidos los re-
quisitos, el Registro Civil, previamente a la cele-
bración del matrimonio, deberá informar de ma-
nera gratuita a los pretendientes, en la que se les 
hará saber los derechos y obligaciones que nacen 
del matrimonio, y los efectos que produce éste 
respecto a los bienes y con relación a los hijos, 
además se les dará información sobre salud re-
productiva y planificación familiar, así como de 
prevención, detección, atención, sanción y erra-
dicación de violencia familiar y de violencia de 
género. De la información proporcionada deberá 
levantarse constancia que firmarán los preten-
dientes.
a. 143. Igual al a. 146 del CC Federal.
a. 144. Igual al a. 147 del CC Federal.
a. 145. Igual al a. 148 del CC Federal.
a. 153. Son impedimentos para contraer matri-
monio:
I. Igual a la fracción I del a. 146 del CC Federal;
II. Derogada;
III. Igual a la fracción III del a. 146 del CC Fe-
deral;
IV. Igual a la fracción IV del a. 146 del CC Federal;
V. Derogada;
VI. Igual a la fracción VI del a. 146 del CC Fe-
deral;
VII. Igual a la fracción VII del a. 146 del CC Fe-
deral;
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VIII. La embriaguez habitual, la morfinomanía, 
eteromanía y el uso indebido y persistente de las 
demás drogas enervantes. Las enfermedades o 
conformaciones especiales que sean contrarias a 
los fines del matrimonio, bien porque impidan las 
funciones relativas, bien porque sean contagiosas 
e incurables o bien porque científicamente hagan 
prever algún perjuicio grave o degeneración para 
los descendientes en ese matrimonio. La impo-
tencia no será impedimento cuando exista por la 
edad o por otra causa cualquiera, en alguno o en 
ambos contrayentes y sea conocida de ellos;
IX. Derogada;
X. Igual a la fracción X del a. 146 del CC Federal.
De estos impedimentos sólo es dispensable el pa-
rentesco de consanguinidad en la línea colateral 
desigual.
a. 154. El adoptante no puede contraer matri-
monio con el adoptado o sus descendientes, en 
tanto que dure el lazo jurídico resultante de la 
adopción.
a. 156. Igual al a. 159 del CC Federal.
a. 157. Si el matrimonio se celebrare en contra-
vención de lo dispuesto en el artículo anterior, el 
Juez nombrará inmediatamente un tutor interi-
no que reciba los bienes y los administre mien-
tras se obtiene la dispensa.
a. 158. Tratándose de mexicanos casados en el 
extranjero y que fijen su domicilio en el Estado, 
dentro de tres meses de llegados a éste deberá 
transcribirse el acta de la celebración del matri-
monio en la oficina correspondiente, si antes no 
se hubiere hecho en otro lugar de la República. 
Los efectos de esa transcripción serán retrotraí-
dos a la fecha del matrimonio si se hace dentro 
de los tres meses dichos; en caso contrario, co-
menzarán desde el día en que se haga la trans-
cripción.

Guerrero 
(CC)

348. Las personas que pretendan contraer matri-
monio presentarán un escrito al Oficial del Re-
gistro Civil del domicilio de cualquiera de ellas, 
que exprese:
I. Los nombres, apellidos, edad, ocupación y do-
micilio, tanto de los pretendientes como de sus 
padres, si éstos fueren conocidos.
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II. Igual a la fracción II del a. 98 del CC Federal, y
III. Igual a la fracción III del a. 98 del CC Federal.
Este escrito deberá ser firmado por los solicitan-
tes, y si alguno no pudiere o no supiere escribir, 
lo hará otra persona conocida, mayor de edad y 
vecina del lugar.
a. 349. Al escrito a que se refiere el artículo ante-
rior, se acompañará:
I. El acta de nacimiento de los pretendientes y 
en su defecto un dictamen médico que comprue-
be su edad, cuando por su aspecto no sea noto-
rio que tengan dieciocho años cumplidos;
II. Derogada;
III. Igual a la fracción III del a. 98 del CC Federal;
IV. Igual a la fracción IV del a. 98 del CC Federal;
V. Igual a la fracción V del a. 98 del CC Federal;
VI. Igual a la fracción VI del a. 98 del CC Fede-
ral, y
VII. Igual a la fracción VII del a. 98 del CC Fe-
deral.
VIII. Constancia que acredite la asistencia pre-
via al curso taller de orientación prematrimonial 
implementado por la Oficialía del Registro Civil 
Municipal, en el que se deberá hacer del conoci-
miento a los contrayentes los temas siguientes:
a) Relación de pareja;
b) Proyecto de vida en pareja;
c) Efectos del matrimonio, con relación a los cn-
yuges y sus descendientes;
d) Regímenes patrimoniales, patria potestad, pa-
trimonio de la familia, paternidad responsable, 
responsabilidad financiera;
e) Prevención de la violencia familiar, y
f  ) Causas y efectos del divorcio.
[sic] La declaración bajo protesta de decir verdad 
de ambos contrayentes donde manifiesten si han 
sido o no, acusados o sentenciados por violencia 
familiar e incumplimiento de la obligación ali-
mentaria, y
[sic] Constancia de estar o no inscritos en el 
Registro Estatal de Deudores Alimentarios Mo-
rosos.
a. 411. El matrimonio deberá celebrarse ante los 
funcionarios que establece la ley y con las forma-
lidades que ella exige.
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a. 412. Podrán contraer matrimonio dos perso-
nas que hayan cumplido dieciocho años de edad.
a. 413. Derogado.
a. 414. Derogado.
a. 415. La persona que en los términos del ar-
tículo 426 hubiera firmado la solicitud de ma-
trimonio respectiva y la hubiere ratificado ante 
el Oficial del Registro Civil, no podrá revocar su 
consentimiento después, a menos que hubiere 
justa causa para ello.
a. 416. Si la persona a que se refiere el artículo 
anterior falleciere antes de que se celebre el ma-
trimonio, su consentimiento no podrá ser revo-
cado por la persona que, en su defecto, tendría el 
derecho de otorgarlo, pero siempre que el matri-
monio se verifique dentro de los ocho días a que 
se refiere el artículo 350.
La celebración conjunta de matrimonios no exi-
mirá al Oficial del Registro Civil del cumplimien-
to estricto de las solemnidades del matrimonio.
a. 417. Son impedimentos para celebrar el con-
trato de matrimonio:
I. Igual a la fracción I del a. 156 del CC Federal;
II. Estar cumpliendo una condena por violencia 
familiar o de género;
III. Igual a la fracción III del a. 156 del CC Fe-
deral;
IV. Igual a la fracción IV del a. 156 del CC Federal
V. Igual a la fracción VI del a. 156 del CC Federal;
VI. Similar a la fracción IX del a. 156 del CC Fe-
deral;
VII. Se deroga
VIII. Igual a la fracción X del a. 156 del CC Fe-
deral;
IX. Derogada, y
X. Igual a la fracción VII del a. 156 del CC Fe-
deral.
De estos impedimentos sólo será el parentesco de 
consanguinidad en línea colateral desigual.
a. 418. En caso de adopción simple, el adoptante 
no podrá contraer matrimonio con el adoptado o 
sus descendientes, en tanto que dure el lazo jurí-
dico resultante de la adopción.
a. 419. La persona que ejerce la tutela y sus des-
cendientes no podrán contraer matrimonio con 
la persona que ha estado o esté bajo su guarda.
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Esta prohibición comprende también al curador 
y a sus descendientes.
a. 420. Si el matrimonio se celebrare en contra-
vención de lo dispuesto en el artículo anterior, 
el juez nombrará inmediatamente otra persona 
para que ejerza la tutela en forma interina y reci-
ba los bienes y los administre.
a. 421. El matrimonio celebrado entre mexicanos 
fuera del territorio del Estado, pero dentro de la 
República, y que fuere válido con arreglo a las 
leyes del lugar en que se celebró, surte todos sus 
efectos civiles en el Estado. Respecto de la trans-
cripción en el Registro Civil del acta de matrimo-
nio de los mexicanos que se casen en el extranjero 
y que se domicilien en el territorio del Estado, se 
estará a lo dispuesto por las leyes federales de la 
materia.

Hidalgo 
(LF)

a. 12. Son requisitos esenciales para contraer 
matrimonio:
I. Celebrarse ante el Oficial del Registro del Esta-
do Familiar, habiendo satisfecho las formalida-
des exigidas por la Ley;
II. La edad mínima para contraer matrimonio 
será de dieciocho años cumplidos, y
II Bis. Acreditar haber participado en las pláticas 
prematrimoniales, impartidas por los Sistemas 
Municipales o Juntas Municipales para el Desa-
rrollo Integral de la Familia de los municipios 
del Estado de Hidalgo, relativas a los derechos 
y obligaciones que se contraen con el vínculo del 
matrimonio de acuerdo con la presente Ley, así 
como sobre la prevención, detección, atención, 
sanción y erradicación de la violencia familiar y 
de género.
III. Expresar su voluntad de unirse en matrimo-
nio y manifestar bajo protesta de decir verdad 
al Oficial del Registro del Estado familiar no en-
contrarse en ninguno de los supuestos del Artí-
culo 19 de la Ley para la Familia del Estado de 
Hidalgo.
a. 12 Bis. Las pláticas prematrimoniales serán 
diseñadas por el Sistema para el Desarrollo In-
tegral de la Familia del Estado de Hidalgo, en 
conjunto con el Instituto Hidalguense de las Mu-
jeres, y se impartirán de forma gratuita por los
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Sistemas Municipales o Juntas Municipales para 
el Desarrollo Integral de la Familia. Estas últi-
mas autoridades emitirán las constancias corres-
pondientes a las personas participantes.
a. 12 Ter. En el proceso de las solicitudes para 
contraer matrimonio, el o la Oficial del Regis-
tro del Estado Familiar hará del conocimiento 
de los contrayentes, si alguno o alguna de ellos 
se encuentra inscrito en el Registro Nacional de 
Obligaciones Alimentarias, mencionando la si-
tuación que guardan respecto de dichas obliga-
ciones. Esta previsión será únicamente de carác-
ter informativo, y el resultado de la misma no 
constituirá un impedimento para la celebración 
del matrimonio.
a. 15. Impedimento, es todo hecho que legalmen-
te prohíbe la celebración del matrimonio.
a. 16. Toda persona tiene obligación de revelar al 
Oficial del Registro del Estado Familiar antes de 
la celebración del matrimonio, si existen impedi-
mentos para su realización.
a 17. Derogado
a. 18. Derogado.
a. 19. Son impedimentos para contraer matri-
monio:
I. Derogada;
II. El parentesco por consanguinidad sin limita-
ción de grado en la línea recta ascendente o des-
cendente;
III.· El parentesco en línea colateral, hasta el oc-
tavo grado;
IV. El parentesco por afinidad;
V. Haber sido autor o cómplice de homicidio o 
atentado contra la vida de uno de los cónyuges, 
para casarse con el otro;
VI. El consentimiento obtenido por error, violen-
cia o miedo grave;
VII. Derogada
VIII. La existencia de tutela entre los preten-
dientes;
IX. El adoptante no puede contraer matrimonio 
con el adoptado;
X. Derogada;
XI. El rapto cometido en los términos del Ar- 
tículo 169 del Código Penal para el Estado de Hi-
dalgo, y
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XII. Ser menor de dieciocho años.
a. 20. Ninguna persona puede contraer un nuevo 
matrimonio antes de disolverse el primero.
a. 21. El matrimonio contraído bajo alguno de los 
impedimentos señalados en el artículo 19 de la 
presente Ley, no produce efecto legal alguno en-
tre los cónyuges; pero en cuanto a los hijos sub-
sistirán los derechos y obligaciones que se esta-
blecen en la Ley.

Jalisco 
(CC)

a. 260. Para contraer matrimonio, las dos perso-
nas necesitan contar con cuando menos diecio-
cho años de edad de conformidad a lo dispuesto 
por el artículo 45 de la Ley General de las Niñas, 
Niños y Adolescentes.
a. 267 Bis. Las personas contrayentes acredita-
rán ante la o el Oficial del Registro Civil haber re-
cibido el curso prematrimonial que no será me-
nor de dos horas, cuyo contenido versará sobre 
los derechos y obligaciones que se contraen con 
el vínculo del matrimonio de acuerdo a los ca-
pítulos correspondientes de este código, el cual 
deberá contener un apartado sobre la igualdad 
y la equidad de género, así como de prevención, 
detección, atención, sanción y erradicación de 
violencia familiar y de género. Dicho curso será 
diseñado e impartido por el Sistema Estatal para 
el Desarrollo Integral de la Familia.
a. 268. Son impedimentos para celebrar el ma-
trimonio:
I. Ser menor de 18 años de edad;
II. Igual a la fracción III del a. 156 del CC Federal;
III. El parentesco de consanguinidad en línea co-
lateral en el tercero y cuarto grados;
IV. El matrimonio subsistente;
V. Derogada;
VI. Igual a fracción VI del a. 156 del CC Federal;
VII. Las enfermedades crónicas e incurables que 
sean, además, contagiosas y que pongan en pe-
ligro la vida o hereditarias, y cualesquiera otra 
enfermedad o conformación especial que sean 
contrarias a los fines del matrimonio, bien por-
que impidan las funciones relativas, o bien porque 
científicamente hagan prever algún perjuicio 
grave o degeneración para los descendientes; la



LA FORMACIÓN DE LAS FAMILIAS 349

impotencia incurable para la cópula salvo cuan-
do exista por causa de la edad o cuando por otra 
diversa causa sea conocida por ambos contra-
yentes;
VIII. El estado de interdicción que se lo impida;
IX. La fuerza o miedo graves;
X. No acreditar ante el Oficial del Registro Civil, 
que los interesados recibieron el curso prematri-
monial, a que se hace referencia en el artículo 
anterior.
De estos impedimentos sólo serán dispensables 
los enunciados en las fracciones III y VII.
Para la dispensa del impedimento señalado en 
la fracción VII es necesario que ambos contra-
yentes acrediten el conocimiento previo de la 
existencia de la enfermedad o padecimiento, me-
diante un certificado emitido por alguna insti-
tución o médico especialista acreditado, donde 
se haga constar que ambos tienen conocimien-
to sobre los alcances, efectos y prevención de los 
mismos y manifiesten ante el Oficial del Registro 
Civil su consentimiento expreso para contraer 
matrimonio.
a. 269. El adoptante no puede contraer matrimo-
nio con el adoptado o sus descendientes.
a. 271. El tutor no puede contraer matrimonio 
con la persona que ha estado o está bajo su guar-
da, a no ser que obtenga dispensa, la que no se le 
concederá sino cuando hayan sido aprobadas las 
cuentas de la tutela. Esta prohibición comprende 
también al curador y a los descendientes de éste 
y del tutor.
a. 272. Si el matrimonio se celebrare en contra-
vención de lo dispuesto en el artículo anterior, el 
juez nombrará inmediatamente un tutor interino 
que reciba los bienes y los administre mientras 
revisa las cuentas de la tutela y el convenio ma-
trimonial.

Michoacán 
(CF)

a. 77. Las personas que pretendan contraer ma-
trimonio presentarán solicitud al Oficial del Re-
gistro Civil, del domicilio de cualquiera de ellas, 
que exprese:
I. Los nombres, apellidos, edad, ocupación, na-
cionalidad y domicilio, tanto de los pretendien-
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tes como de sus progenitores, si estos fueren co-
nocidos;
II. Que no tienen impedimento legal para casarse;
III. Cuando alguno de los pretensos o los dos ha-
yan sido casados, se expresará también el nom-
bre de la persona con quien celebró el anterior 
matrimonio, la causa de su disolución y la fecha 
de esta, y
IV. Que es su voluntad unirse en matrimonio.
Este escrito deberá ser firmado por los solicitan-
tes, y si alguno no pudiere o no supiere escribir, 
pondrá su huella dactilar y firmará a su ruego 
otra persona conocida, mayor de edad y vecina 
del lugar (reformado primer párrafo [n. de e. re-
publicado], p. o. 25 de abril de 2016).
a. 78. Al escrito a que se refiere el artículo ante-
rior, se acompañará:
I. El acta de nacimiento de los pretendientes, y 
en su defecto dictamen médico que compruebe 
su edad (reformada, p.o. 25 de abril de 2016);
II. La constancia de que prestan su consenti-
miento para que el matrimonio se celebre;
III. La declaración de dos testigos mayores de 
edad, por cada uno de los pretendientes, que los 
conozcan y les conste que no tienen impedimen-
to legal para casarse;
IV. Un certificado médico sobre el estado de sa-
lud de los pretendientes. Para los indigentes, 
tienen obligación de expedir gratuitamente este 
certificado los médicos del sector de salud pú-
blica, y el Oficial del Registro Civil, les explica-
rá su contenido (reformada, p. o. 25 de abril de 
2016);
V. El convenio mediante el cual se establezca el 
régimen patrimonial del matrimonio, ajustándo-
se a las prescripciones de los artículos 171, 172 
y 195 de este Código. Cuando los pretendientes, 
por falta de conocimientos no puedan elaborar 
el convenio, tendrá obligación de redactarlo el 
Oficial del Registro Civil, con los datos que los 
pretensos le suministren;
VI. Copia del acta de defunción del cónyuge fa-
llecido, si alguno de los pretendientes es viudo, 
o de la parte resolutiva de la sentencia de divor-
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cio o de nulidad de matrimonio, en caso de que 
alguno de ellos hubiere sido casado anterior-
mente, y
VII. Copia de la dispensa de impedimentos, si los 
hubo.
a. 79. Los Oficiales del Registro Civil, cuando 
se trate de indigentes y estos se lo pidan, tienen 
obligación de redactar la solicitud a que se refie-
re el artículo 77 de este Código (reformado, p. o. 
29 de diciembre de 2016).
a. 80. Los médicos que se nieguen a expedir el 
certificado de sanidad de que trata el artículo 78, 
fracción IV, de este Código, se harán acreedores 
a una multa de diez a treinta veces el valor diario 
de la Unidad de Medida y Actualización y los que 
asentaren hechos falsos incurrirán en los delitos 
previstos por el Código Penal.
a. 81. El Oficial del Registro Civil a quien se pre-
sente una solicitud de matrimonio que llene los 
requisitos enumerados en los artículos anterio-
res, hará que los pretendientes y los que ejercen 
la patria potestad o la tutela que deben prestar su 
consentimiento reconozcan ante él y por separa-
do sus firmas. Las declaraciones de los testigos a 
que se refiere la fracción III del artículo 78, serán 
ratificadas bajo protesta de decir verdad, ante el 
mismo Oficial del Registro Civil. Este, cuando lo 
considere necesario, se cerciorará de la autenti-
cidad de la firma que calce el certificado médico 
presentado, en los casos de las fracciones I y IV 
del mismo numeral.
a. 133. Son requisitos esenciales para contraer 
matrimonio:
I. Celebrarse ante el Oficial del Registro Civil, ha-
biendo satisfecho las formalidades exigidas por 
este Código;
II. Que ambos contrayentes sean mayores de 
edad;
III. Expresar su voluntad de unirse en matrimo-
nio, y
IV. Que no se encuentre unido en matrimonio u 
obligado por una sociedad de convivencia.
a. 134. Derogado, p.o. 25 de abril de 2016.
a. 135. Derogado, p.o. 25 de abril de 2016.
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a. 136. Los que hubieren otorgado su consenti-
miento para un matrimonio, no pueden revocar-
lo sino por justa causa superveniente.
a. 137. Derogado, p.o. 25 de abril de 2016.
a. 138. Impedimento es todo hecho o acto que 
legalmente prohíbe la celebración del matrimo-
nio civil.
a. 139. Toda persona puede revelar al Oficial del 
Registro Civil antes de la celebración del matri-
monio, si existen impedimentos para su realiza-
ción.
a. 140. Los impedimentos para contraer matri-
monio son:
I. Los no dispensables, que prohíben contraer 
matrimonio e impiden su validez, y
II. Los dispensables que consisten en una prohi-
bición de contraer matrimonio, pero si se celebra 
es susceptible de convalidación y confirmación 
(reformado primer párrafo [n. de e. republica-
do], p.o. 25 de abril de 2016).
a. 141. Son impedimentos no dispensables:
I. El parentesco por consanguinidad sin limita-
ción de grado en línea recta ascendente o des-
cendente;
II. El parentesco en línea colateral igual, que se 
extiende hasta los hermanos;
III. El parentesco por afinidad en línea recta, sin 
limitación de grado;
IV. La privación de la vida de alguno de los casa-
dos para contraer matrimonio con el otro, cuan-
do el hecho no fue de su conocimiento al cele-
brarlo;
V. El estado de interdicción que haya sido decre-
tado previo al matrimonio, con desconocimiento 
del otro cónyuge, siempre y cuando se haya re-
suelto por el juez al declarar la discapacidad, la 
imposibilidad para entender los derechos y obli-
gaciones que surgen con la celebración del con-
trato del matrimonio;
VI. El matrimonio subsistente con persona dis-
tinta de aquella con quien se pretende contraer, y
VII. El parentesco entre adoptante y adoptado o 
sus descendientes (reformada [n. de e. adiciona-
da], p.o. 25 de abril de 2016).
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VIII. La falta de edad requerida por la ley (refor-
mado primer párrafo [n. de e. republicado], p. o. 
25 de abril de 2016).
a. 142. Son impedimentos dispensables:
I. Derogada, p.o. 25 de abril de 2016;
II. El parentesco por consanguinidad en línea 
colateral, en tercer grado, desigual entre tíos y 
sobrinos;
III. La impotencia incurable para la cópula, 
cuando es conocida y aceptada por el otro con-
trayente;
IV. Padecer enfermedad crónica, incurable, con-
tagiosa o hereditaria, cuando sea conocida y 
aceptada por el otro contrayente, y
V. El miedo o la violencia física o moral para la 
celebración del matrimonio.237

a. 143. El tutor no puede contraer matrimonio 
con la persona que ha estado bajo su guarda, a 
no ser que obtenga dispensa del juez, siguiéndo-
se para ello las formalidades previstas para la ju-
risdicción voluntaria, quien solo se la podrá otor-
gar cuando hayan sido aprobadas las cuentas de 
la tutela. Esta prohibición comprende al curador 
y a los descendientes de este y del tutor.
a. 144. Si el matrimonio se celebra en contra-
vención de lo dispuesto en el artículo anterior, el 
juez nombrará inmediatamente un tutor interino 
que reciba los bienes y los administre, mientras 
se obtiene la dispensa que lo convalide.
a. 145. En los casos que no sea posible recurrir a 
las autoridades del Estado, por celebrarse el ma-
trimonio en el extranjero, suplirán el consenti-
miento de los ascendientes y dispensarán los im-
pedimentos que sean susceptibles de dispensa, el

237		 El 18 de junio de 2018, el pleno de la SCJN, en el considerando 
décimo, así como en el resolutivo cuarto de la sentencia dictada al 
resolver la acción de inconstitucionalidad 107/2015 y su acumulada 
114/2015, declaró la invalidez de la fracción V de este artículo indi-
cada con mayúsculas, la cual surtió efectos de acuerdo a las constan-
cias que obran en la secretaría general de acuerdos de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación. Dicha sentencia puede ser consultada 
en la dirección electrónica http://www2.scjn.gob.mx/).
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embajador o cónsul residente en el lugar donde 
haya de celebrarse el matrimonio o el más inme-
diato si no lo hubiere en dicho lugar; prefiriéndo-
se en todo caso el embajador al cónsul.
a. 146. En caso de peligro de muerte próxima, y 
no habiendo en el lugar embajador ni cónsul, el 
matrimonio será válido siempre que se justifique 
con prueba plena que concurrieron esas dos cir-
cunstancias, y además que el impedimento era 
susceptible de dispensa y que se dio a conocer al 
funcionario que autorizó el acto.
a. 147. Si el caso previsto en el artículo anterior 
ocurriere en el mar o espacio aéreo, a bordo de 
una embarcación o aeronave mexicana, regirá lo 
dispuesto en el mismo artículo, y autorizará el 
acto el capitán de la nave o quien lo sustituya en 
el cargo.
a. 148. Tratándose de mexicanos que se hubieran 
unido en el extranjero, dentro de los tres meses 
después de su regreso a la República, se inscribi-
rá el acta de la celebración del matrimonio en el 
Registro Civil del lugar en que se domicilien los 
consortes.

Morelos (CF)

a. 72. Para contraer matrimonio los contrayentes 
necesitan haber cumplido dieciocho años.
a. 73. Derogado.
a. 74. Derogado.
a. 75. Impedimento es todo hecho que legalmen-
te prohíbe la celebración del matrimonio civil.
a. 76. Existen dos clases de impedimentos:
I. Los dispensables que consisten en una prohibi-
ción de contraer matrimonio, pero si se celebra 
es susceptible de convalidación y confirmación.
II. Los no dispensables, prohíben gravemente 
contraer matrimonio e impiden su validez.
a. 77. Son impedimentos no dispensables:
I. La incapacidad permanente.
II. El parentesco de consanguinidad sin limita-
ción de grado en la línea recta ascendente o des-
cendente.
III. El parentesco en la línea colateral igual.
IV. El parentesco por afinidad en la línea recta, 
ascendente o descendente.
V. Haber sido autor o cómplice de homicidio o 
atentado contra la vida de uno de los cónyuges, 
para casarse con el otro.
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VI. El consentimiento obtenido por error;
VII. Derogada.
VIII. El tutor no puede contraer matrimonio con 
su pupila.238

IX. El adoptante no puede contraer matrimonio 
con el adoptado.
X. Derogada
XI. Derogada
XII. La violencia o miedo graves.
En caso de privación ilegal de la libertad perso-
nal o la comisión de otro ilícito en contra de la 
o el futuro contrayente, en el que se involucre 
como objeto la obtención de su voluntad para 
contraer matrimonio, subsiste el impedimento 
mientras la víctima no sea restituida a lugar se-
guro, o se haya extinguido el ilícito y pueda libre-
mente manifestar su voluntad.
XIII. La embriaguez habitual, o el uso ilegal y 
persistente de drogas estupefacientes y psicotró-
picas;
XIV. Derogada.
XV. Encontrarse afectado por enfermedad men-
tal incurable que lo prive del juicio o del uso de 
la razón.
XVI. La falta de edad requerida por la Ley;
XVII. El matrimonio subsistente con persona 
distinta de aquella con quien se pretende con-
traer, y
XVIII. Las demás que señale este Código.
a. 78. Son impedimentos dispensables:
I. Derogada.
II. El parentesco en la línea colateral desigual la 
cual comprende sólo a los tíos y sobrinos en el 
tercer grado, conforme a las reglas de los artícu-
los 72 y 73 de este Código, y
III. Padecer alguna enfermedad crónica e incu-
rable que sea además contagiosa o hereditaria, 
cuando ambos contrayentes acrediten fehacien-
temente haber obtenido de institución o médico 
especialista, el conocimiento de los alcances, los

238		  Se debe destacar la infantilización de las mujeres. ¿Se trata de 
una omisión? Posiblemente sí, pero cuando este ordenamiento se re-
dactó, sólo se pensó en dar protección a las mujeres. ¿Por qué se hizo 
y por qué no se ha corregido?
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efectos y la prevención de la enfermedad que sea 
motivo del impedimento y aun así, manifiesten 
su consentimiento para contraer matrimonio.
a. 79. Toda persona tiene obligación de revelar al 
Oficial del Registro Civil, antes de la celebración 
del matrimonio, si existen impedimentos para su 
realización.
a. 80. El adoptante no puede contraer matrimo-
nio con el adoptado o sus descendientes, en tanto 
que dure el lazo jurídico resultante de la adop-
ción.
a. 81. Derogado.
a. 82. El tutor no puede contraer matrimonio con 
la persona que ha estado o está bajo su guarda, 
a no ser que obtenga dispensa, la que no se le 
concederá por el Juez de lo familiar respectivo, 
sino cuando hayan sido aprobadas las cuentas de 
la tutela.
Esta prohibición comprende también al curador 
y a los descendientes de éste y del tutor.
Si el matrimonio se celebrase en contravención 
a lo dispuesto en los párrafos anteriores, el Juez 
nombrará inmediatamente un tutor interino que 
reciba los bienes y los administre mientras se ob-
tiene la dispensa.
a. 83. Tratándose de morelenses que se casen en 
el extranjero, dentro de los tres meses posterio-
res a su llegada al Estado, se transcribirá el acta 
de celebración del matrimonio en el Registro Ci-
vil del lugar en que se domicilien los consortes.
Si la trascripción se hace dentro de esos tres me-
ses, sus efectos civiles y familiares se retrotrae-
rán a la fecha en que se celebró el matrimonio; si 
se hace después, sólo producirá efectos desde el 
día en que se hizo la trascripción.

Nayarit 
(CC)

a. 93. Igual que el a. 97 del CC Federal y se adi-
cionó un último párrafo:
El Oficial del Registro Civil informará a los con-
trayentes inmediatamente después de la presen-
tación de la solicitud, que es un requisito previo a 
la celebración del matrimonio, el tramitar y obte-
ner un certificado expedido por el propio registro, 
para hacer de su conocimiento, si alguno de ellos 
se encuentra inscrito en el Registro de Deudores 
Alimentarios Morosos del Estado de Nayarit.
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a. 94. Al escrito a que se refiere el artículo ante-
rior, se acompañará:
I. El acta de nacimiento de los pretendientes o en 
su defecto un dictamen médico que compruebe 
su edad;
II. Derogada.
III. Igual que la fracción III del a. 98 del CC Fe-
deral;
IV. Igual que la fracción IV del a. 98 del CC Fe-
deral;
V. El convenio que los pretendientes deberán 
celebrar con relación a sus bienes presentes y a 
los que adquieran durante el matrimonio. En el 
convenio se expresará con toda claridad si el ma-
trimonio se contrae bajo el régimen de sociedad 
conyugal o bajo el de separación de bienes. No 
puede dejarse de presentar este convenio, ni aún 
a pretexto de que los pretendientes carecen de 
bienes, pues en tal caso, versará sobre los que 
adquieran durante el matrimonio. Al formarse 
el convenio se tendrá en cuenta lo que disponen 
los artículos 183 y 205, y el Oficial del Registro 
Civil deberá tener especial cuidado sobre este 
punto, explicando a los interesados todo lo que 
necesiten saber a efecto de que el convenio que-
de debidamente formulado. Si de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 179 fuere necesario que 
las capitulaciones matrimoniales consten en es-
critura pública, se acompañará un testimonio de 
esa escritura.
VI. Igual que la fracción VI del a. 98 del CC Fe-
deral;
VII. Igual que la fracción VII del a. 98 del CC 
Federal, y
VIII. La constancia de haber recibido el curso 
prematrimonial, y cuyo contenido versará so-
bre los derechos y obligaciones que se contraen 
al celebrar el vínculo matrimonial, de valores, 
equidad de género y prevención de la violencia 
familiar, diseñado e impartido por el personal del 
Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia.
a. 142. Igual al a. 146 del CC Federal.
a. 143. Cualquiera condición contraria a la ayu-
da mutua que se deben los cónyuges, no tendrá 
efecto jurídico alguno.
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a. 144. Igual al a. 148 del CC Federal.
a. 152. Son impedimentos para celebrar el con-
trato de matrimonio:
I. Igual a la fracción I del a. 148 del CC Federal;
II. Derogada
III. Igual a la fracción III del a. 148 del CC Fe-
deral;
IV. Igual a la fracción IV del a. 148 del CC Fe-
deral;
V. Derogada;
VI. Igual a la fracción VI del a. 148 del CC Fe-
deral;
VII. Igual a la fracción VII del a. 148 del CC Fe-
deral;
VIII. Derogada;
IX. Igual a la fracción IX del a. 148 del CC Fe-
deral;
X. Igual a la fracción X del a. 148 del CC Federal;
XI. Por no acreditar ante el Oficial del Registro 
Civil, que los interesados recibieron el curso pre-
matrimonial, a que se hace referencia en este Có-
digo.
De estos impedimentos sólo son dispensables la 
falta de acreditación de haber recibido el curso 
prematrimonial y el parentesco por consanguini-
dad en línea colateral desigual.
a. 153 y 154. Derogados.
a. 155. El tutor no puede contraer matrimonio 
con las personas que ha estado o está bajo su 
guarda, a no ser que obtenga dispensa, la que no 
se le concederá por la autoridad judicial com-
petente, sino cuando hayan sido aprobadas las 
cuentas de la tutela.
Esta prohibición comprende también al curador 
y a los descendientes de éste y del tutor.
a. 156. Si el matrimonio se celebrare en contra-
vención de lo dispuesto en el artículo anterior, el 
juez nombrará inmediatamente un tutor interino 
que reciba los bienes y los administre mientras 
se obtiene la dispensa.
a. 157. Tratándose de mexicanos que se casen en 
el extranjero y que se domicilien en el Estado, 
podrán solicitar la trascripción del acta de ma-
trimonio en la oficialía del Registro Civil de su 
domicilio.
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Nuevo León 
(CC)

a. 91. Las personas que pretendan contraer ma-
trimonio presentarán solicitud al Oficial del Re-
gistro Civil del domicilio de cualquiera de ellas, 
en la forma que para tal efecto autorice la Direc-
ción del Registro Civil.
a. 92. La solicitud a que se refiere el artículo an-
terior, expresará:
I. Los nombres, apellidos, edad, ocupación, na-
cionalidad y domicilio, tanto de los pretendientes 
como de sus padres, si éstos fueran conocidos. 
Cuando alguno o ambos pretendientes hayan 
sido casados, se expresará también el nombre de 
la persona con quien se celebró el anterior matri-
monio, la causa de su disolución y fecha de ésta.
II. El orden de los apellidos que en su caso lleva-
rán sus hijos y/o hijas.
III. Que no tienen impedimento legal para casar-
se, y
IV. Que es su voluntad unirse en matrimonio.
a. 93. La solicitud deberá ser firmada por los so-
licitantes, quienes estamparán sus huellas digita-
les. Si alguno no pudiera o no supiera escribir, a 
su ruego lo hará otra persona.
a. 94. A la solicitud a que se refieren los artículos 
anteriores, se acompañará:
I. Copia certificada del acta de nacimiento o de la 
cédula de identificación personal de cada uno de 
los pretendientes;
II. Derogada;
III. Igual a la fr. III del a. 98 del CC Federal;
IV. Igual a la fr. IV del a. 98 del CC Federal;
V. La manifestación de los pretendientes de que 
contraen el matrimonio bajo el régimen de so-
ciedad conyugal o el de separación de bienes. 
En uno u otro caso se estará a lo dispuesto en 
este Código respecto a dichos regímenes patri-
moniales;
VI. Similar a la fr. VI del a. 98 del CC Federal;
VII. Igual a la fr. VII del a. 98 del CC Federal, y
VIII. Constancia que acredite haber tomado el 
curso que hace referencia el artículo 149 de este 
código.
a. 99 CC. Igual al a. 97 del CC Federal.
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Oaxaca 
(CC y CF)

a. 100 CC. Al escrito a que se refiere el artículo 
anterior se acompañarán:
I. Copia certificada del Acta de Nacimiento o de 
algún documento expedido por autoridad com-
petente por el que se acredite la mayoría de edad 
e identidad, de cada uno de los pretendientes;
II. Certificado de estar o no inscrito en el Regis-
tro de Deudores Alimentarios morosos;
III. Igual a la fracción III del a. 98 del CC Fe-
deral;
IV. Similar a la fracción IV del a. 98 del CC Fe-
deral;
V. Igual a la fracción V. del a. 98 del CC Federal;
VI. Similar a la fracción VI del a. 98 del CC Fe-
deral;
VII. Igual a la fracción VII del a. 98 del CC Fe-
deral;
VIII. La declaración de ambos contrayentes de 
no haber sido acusados o sentenciados por vio-
lencia familiar.
IX. En caso de que alguno de los contrayentes 
haya sido acusado o sentenciado por violencia 
familiar, será necesario que su pareja entregue 
al Juez una declaración en la que exprese que 
está consciente de la situación y que, pese a ello, 
mantiene su voluntad de contraer matrimonio.
a. 12 CF. Cualquier condición contraria a la co-
munidad íntima de vida y a la ayuda mutua que 
se deben los cónyuges, se tendrá por no puesta.
a. 13 CF. Igual al a. 148 del CC Federal.
a. 14 CF. Son impedimentos para celebrar el con-
trato de matrimonio:
I. Igual a la fracción I del a. 156 del CC Federal;
II. La falta de dispensa de parte del Juez compe-
tente en sus respectivos casos;
III. Igual a la fracción III del a. 156 del CC Fe-
deral;
IV. Igual a la fracción IV del a. 156 del CC Fe-
deral;
V. Igual a la fracción VI del a. 156 del CC Federal;
VI. La fuerza o miedo graves.
En caso de sustracción subsiste el impedimento 
entre el sustractor y la persona sustraída mien-
tras ésta no sea restituida a lugar seguro donde 
libremente pueda manifestar su voluntad;
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VII. La embriaguez habitual, la morfinomanía, la 
eteromanía y el uso indebido y persistente de las 
demás drogas enervantes y la locura;
VIII. Padecer alguno de los estados de incapa-
cidad a que se refiere la fracción II del artículo 
303, y
IX. Igual a la fracción X del a. 156 del CC Federal;
De estos impedimentos sólo es dispensable el pa-
rentesco en línea colateral desigual.
a. 15. El adoptante no puede contraer matrimo-
nio con el adoptado o sus descendientes.
a. 16. El tutor no puede contraer matrimonio con 
la persona que ha estado o que está bajo su guar-
da, salvo el caso en que previamente hayan sido 
aprobadas las cuentas de la tutela.
Esta prohibición comprende también al curador 
y a los descendientes de éste y del tutor.
a. 17. Si el matrimonio se celebrase en contra-
vención con lo dispuesto en el artículo anterior, 
el juez nombrará inmediatamente un tutor inte-
rino que reciba los bienes y los administre, mien-
tras se obtiene la dispensa.

Puebla 
(CC)

a. 299. Son impedimentos para contraer matri-
monio:
I. Igual a la fracción 1 del a. 147 del CC Federal;
II. Derogada;
III. El parentesco por consanguinidad, por afini-
dad o civil, sin limitación de grado en línea recta, 
ascendente o descendente;
IV. El parentesco por consanguinidad o civil en 
la línea colateral igual, entre hermanos;
V. El parentesco por consanguinidad en la línea 
colateral desigual, entre tíos y sobrinas, y al con-
trario que estén en tercer grado;
VI. El delito de homicidio, consumado o inten-
tado, cometido contra uno de los cónyuges, por 
quien pretenda contraer matrimonio con el ex 
cónyuge de aquél; así se haya disuelto el matri-
monio por el homicidio, muerte natural, nulidad 
o divorcio;
VII. La fuerza o miedo graves;
VIII. El alcoholismo crónico, o cualquier enfer-
medad que sea además contagiosa y hereditaria 
excepto en caso de que los pretendientes ma-
nifiesten tener conocimiento de tales circunstan-
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cias y expresen su consentimiento de forma libre, 
clara, indubitable y por escrito para contraer ma-
trimonio durante la diligencia de presentación 
ante el Juez del Registro Civil;
IX. El uso no terapéutico de enervantes, estu-
pefacientes, psicotrópicos o de cualquier otra 
substancia que altere la conducta y produzca 
farmacodependencia, excepto en caso de que los 
pretendientes manifiesten tener conocimiento de 
tales circunstancias, expresen su consentimiento 
de forma libre, clara, indubitable y por escrito 
para contraer matrimonio durante la diligencia 
de presentación ante el Juez del Registro Civil;
X. El vínculo de un matrimonio anterior subsis-
tente al tiempo en que se pretenda contraer otro;
XI. La violencia por condición de género en cual-
quiera de sus tipos o modalidades de un preten-
diente hacia el otro, y
XII. La locura.
De estos impedimentos, sólo es dispensable el 
parentesco por consanguinidad en línea colate-
ral desigual.
a. 300. No pueden contraer matrimonio las per-
sonas, antes de cumplir dieciocho años de edad.
a. 887. Las personas que pretendan contraer ma-
trimonio, se presentarán al Juez del Registro del 
Estado Civil a quien esté sujeto el domicilio de 
cualquiera de los pretendientes.
a. 888. El Juez tomará en el registro nota de esta 
pretensión, levantando de ella acta en que consten:
I. Los nombres, apellidos, profesiones y domici-
lios, así de los pretendientes como de sus padres;
II. La edad y nacionalidad de los pretendientes;
III. Los nombres, apellidos, profesiones y domi-
cilios de dos testigos, que presentará cada pre-
tendiente, y que hagan constar la aptitud de éste 
para contraer matrimonio conforme a la ley;
IV. Derogada;
V. La disolución del matrimonio anterior, si algu-
no de los pretendientes fue casado;
VI. La dispensa de impedimento si lo hubiere;
VII. Un certificado médico por cada pretendien-
te, expedido de acuerdo con la Ley General de 
Salud y su Reglamento, y
VIII. Las formalidades a que se refiere el artícu-
lo 838.



LA FORMACIÓN DE LAS FAMILIAS 363

Querétaro 
(CC)

a. 95. Las personas que pretendan contraer ma-
trimonio presentarán al Oficial del Registro Civil 
del domicilio de cualquiera de ellas, una solici-
tud en la que se exprese:
I. Igual que la fracción I del a. 97 del CC Federal;
II. Igual que la fracción II del a. 97 del CC Fe-
deral;
III. El régimen patrimonial a que se sujetará el 
matrimonio, y
IV. Que es su voluntad unirse en matrimonio. 
Esta solicitud deberá ir firmada por ambos con-
trayentes, salvo que no supieran o no pudieran 
hacerlo, caso en el que imprimirán sus huellas 
digitales, asentándose razón de ello.
a. 96. Al escrito a que se refiere el artículo ante-
rior se acompañará:
I. Similar a la fracción I del a. 98 del CC Federal;
II. La constancia mediante la cual otorguen el 
consentimiento para que el matrimonio se cele-
bre, de acuerdo a los supuestos previstos en este 
ordenamiento;
III. Igual que la fracción II del a. 98 del CC Fe-
deral;
IV. En su caso, copia certificada del acta de divor-
cio o de defunción;
V. Un certificado suscrito por un médico legal-
mente autorizado para ejercer la profesión, que 
asegure que los pretendientes no padecen enfer-
medad venérea, infecto-contagiosa, crónica o in-
curable que sean hereditarias;
VI Igual que la fracción V del a. 98 del CC Fe-
deral;
VII. Igual que la fracción VII del a. 98 del CC 
Federal;
VIII. Constancia expedida por el Director del Re-
gistro Civil del Estado de Querétaro, donde se 
acredite haber asistido a las asesorías en materia 
de violencia familiar, derechos y obligaciones del 
matrimonio y de los hijos, impartida por dicha 
institución
a. 138. Igual que el a. 146 del CC Federal.
a 139. El matrimonio tiene como fin la creación 
de una comunidad íntima de vida entre los cón-
yuges y constituye la forma ideal para la protec-
ción de los intereses superiores de la familia.
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a. 139 Bis. Las personas que pretendan contraer 
matrimonio deberán acudir ante el Oficial del 
Registro Civil del domicilio correspondiente, 
para que les sean impartidas asesorías en mate-
ria de violencia familiar, derechos y obligaciones 
del matrimonio y de los hijos, mismas que debe-
rán ser proporcionadas antes de que los preten-
dientes contraigan matrimonio.
a. 140. Igual que el a. 148 del CC Federal.
a. 141 al 143. Derogados.
a. 144. Si el juez se niega a otorgar la autoriza-
ción para que se celebre un matrimonio, los in-
teresados ocurrirán al Tribunal Superior de Jus-
ticia, en los términos que disponga el Código de 
Procedimientos Civiles del Estado de Querétaro.
a. 145 al 147. Derogados.
a.148. Impedimento es todo hecho que legal-
mente imposibilita la celebración del matrimo-
nio civil.
Son impedimentos para celebrar matrimonio:
I. Igual a la fracción I del a. 156 del CC Federal;
II. Derogada;
III. Igual a la fracción III del a. 156 del CC Fe-
deral;
IV. Igual a la fracción IV del a. 156 del CC Federal;
V. Derogada;
VI. Igual a la fracción VI del a. 156 del CC Fe-
deral;
VII. La embriaguez habitual, el uso indebido y 
persistente de cualquier tipo de drogas enervan-
tes o padecer una enfermedad incurable que sea 
contagiosa o hereditaria;
VIII. Que se haya ejercido en cualquier momen-
to violencia para obtener el consentimiento para 
la celebración del matrimonio, o cualquier cir-
cunstancia que impida la libre manifestación de 
la voluntad;
IX. Padecer una enfermedad mental que imposi-
bilite a la persona a hacer uso de su voluntad, y
X. Igual a la fracción X del a. 156 del CC Federal
De estos impedimentos sólo es dispensable el 
parentesco de consanguinidad en línea colateral 
desigual.
a. 149. El adoptante no puede contraer matrimo-
nio con el adoptado o sus descendientes, en tan-



LA FORMACIÓN DE LAS FAMILIAS 365

to que dure el lazo jurídico resultante de la adop-
ción.
Artículo. 150. Los cónyuges están en aptitud de 
contraer nuevo matrimonio, al día siguiente de que 
quede legalmente disuelto el anterior.
a. 151. El tutor no puede contraer matrimonio 
con la persona que ha estado o está bajo su guar-
da, a no ser que obtenga dispensa, la que no se le 
concederá por el juez competente, sino cuando 
hayan sido aprobadas las cuentas de la tutela.
Esta prohibición comprende también al curador 
y a los descendientes de éste y del tutor.

Quintana Roo 
(CC)

a. 680. Las personas que pretendan contraer ma-
trimonio presentarán un escrito a la persona Ofi-
cial del Registro Civil, ante la cual celebrarán el 
contrato respectivo, que exprese:
I. Igual a la fracción I del a. 97 del CC Federal;
II. Igual a la fracción II del a. 97 del CC Federal, y
III. Igual a la fracción III del a. 97 del CC Fe-
deral.
Presentado el escrito señalado en el primer pá-
rrafo de este artículo, la persona juzgadora del 
Registro Civil hará la búsqueda de quienes lo sus-
criben en el Registro de Deudores Alimentarios 
Morosos del Estado de Quintana Roo, e informa-
rá a las personas pretendientes de inmediato y 
por escrito, si alguna de ellas se encuentra inscri-
ta en dicho registro.
a. 681. El escrito a que se refiere el artículo ante-
rior, deberá ser firmado por las personas solici-
tantes, y si alguna no pudiere o no supiere hacer-
lo, a su ruego, lo hará por ella otra persona de su 
confianza mayor de edad, cerciorándose la per-
sona juzgadora del Registro Civil, que sea la libre 
voluntad de las personas contrayentes, quienes 
plasmaran su huella digital en el escrito, ante su 
presencia.
a. 682. Al escrito a que se refiere el artículo ante-
rior se acompañará:
I. El acta de nacimiento, identificación oficial o 
pasaporte de cada una de las personas contra-
yentes, así como la cédula única de registro po-
blacional;
II. Un certificado médico por cada persona con-
trayente, en el que asegure que no padece enfer-
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medad crónica o incurable que además sea con-
tagiosa y/o hereditaria.
Para las personas en situación de calle tienen 
obligación de expedir gratuitamente este certifi-
cado las personas médicas encargadas de los ser-
vicios de sanidad de carácter oficial, y
III. Copia de la dispensa de impedimentos, si los 
hubo.
a. 697. Para contraer matrimonio es necesario 
que ambas personas contrayentes sean mayores 
de edad, quedando prohibida la dispensa de este 
requisito, por cualquier causa.
a. 700. Son impedimentos para celebrar el con-
trato de matrimonio:
I. Igual a la fracción III del a. 156 del CC Federal;
II. Igual a la fracción IV del a. 156 del CC Fe-
deral;
III. Igual a la fracción VI del a. 156 del CC Fe-
deral;
IV. Igual a la fracción VII del a. 156 del CC Fe-
deral;
V. La embriaguez habitual;
VI. El uso no terapéutico de enervantes, estupe-
facientes o psicotrópicos o de cualquier otra sus-
tancia que altere la conducta y produzca depen-
dencia;
VII. La impotencia por causa física para entrar 
en el estado matrimonial siempre que sea incu-
rable;
VIII. Cualquiera otra enfermedad crónica o incu-
rable que sea además contagiosa y/o hereditaria;
IX. La locura, el idiotismo y la imbecilidad, y
X. El matrimonio subsistente con persona dis-
tinta de aquélla con quien se pretenda contraer, 
o subsistente con ésta.
En el caso a que se refiere la fracción II del ar-
tículo 682 en relación a la fracción VIII de este 
artículo, el certificado médico será dispensable 
cuando ambos contrayentes acrediten por escri-
to, su consentimiento, estando informados de la 
enfermedad de que se trate, y signado por ambos 
para contraer matrimonio.
a. 701. El adoptante, los ascendientes y los des-
cendientes de éste no pueden contraer matrimo-
nio con el adoptado o sus descendientes.
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a. 702. Derogado.
a. 703. La persona tutora y sus descendientes no 
pueden contraer matrimonio con la persona que 
ha estado o está bajo su guarda, a no ser que se 
obtenga dispensa de la persona juzgadora de lo 
familiar de la residencia que corresponda, tra-
tándose de las personas mayores sujetos a in-
terdicción en términos de la fracción II, artículo 
1025, de este Código.
La persona juzgadora de lo familiar deberá cer-
ciorarse que las personas mayores interdictas 
comprenden y entienden el acto del matrimonio, 
además de las implicaciones de contraerlo con 
la persona que haya ejercido su tutela, así como 
observar el interés de estas personas en las capi-
tulaciones matrimoniales, en aras de proteger a 
las personas incapaces contrayentes.
Si el matrimonio se celebrare en contravención 
de lo dispuesto en el artículo anterior, será nulo 
y la persona juzgadora de lo familiar nombrará 
inmediatamente a una persona tutora interina 
que reciba los bienes y los administre mientras 
se nombra a la persona definitiva.
a. 704. El matrimonio celebrado fuera del Es-
tado de Quintana Roo, pero dentro de la Repú-
blica y que sea válido con arreglo a las leyes del 
lugar en que se celebró, surte todos los efectos 
civiles en el Estado de Quintana Roo.

San Luis Potosí 
(CF)

a. 17. Serán requisitos para contraer matrimonio:
I. Celebrarse ante el Oficial del Registro Civil, ha-
biendo satisfecho las formalidades exigidas por 
la ley;
II. La edad legal para contraer matrimonio es de 
dieciocho años cumplidos;
III. Expresar la voluntad para unirse en matri-
monio;
IV. Estar libre de impedimento legal, y
V. Certificado médico en el que se establezca el 
estado de salud de las o los pretendientes.
Él o la oficial ante quien se lleven a cabo los trámites 
para celebrar el matrimonio, deberá entregar a 
los contrayentes la información expedida por la 
Dirección, respecto de los derechos, deberes y 
obligaciones que nacen del matrimonio, así como 
las consecuencias por su incumplimiento.
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a. 21. Bajo ninguna circunstancia se celebrarán 
matrimonios de menores de dieciocho años.
a. 22. Son impedimentos para celebrar el matri-
monio civil:
I. Derogada;
II. El parentesco por consanguinidad sin limita-
ción del grado en línea recta ascendente o des-
cendente. En línea colateral hasta el tercer grado;
III. Cuando se prive de la vida a alguno de los 
cónyuges para contraer matrimonio con el que 
quede libre;
IV. El consentimiento obtenido por violencia de 
cualquier tipo;
V. La incapacidad legal declarada judicialmente, y
VI. Si el matrimonio subsiste por estar casado 
alguno de los pretendientes.
a. 23. La o el adoptante no puede contraer ma-
trimonio con la o el adoptado, o con los descen-
dientes de éste.
a. 24. La persona tutora y quien ejerza la curatela 
o sus descendientes, no pueden contraer matri-
monio con la persona que esté bajo su tutela o 
curatela, a no ser que obtengan dispensa, la que 
se les concederá por la autoridad judicial compe-
tente, cuando hayan sido aprobadas las cuentas 
de la tutela o de la curatela.
En caso necesario, a criterio de la autoridad judi-
cial, una vez rendidas las cuentas de la tutela, se 
nombrará una persona tutora de forma interina 
que reciba los bienes y los administre hasta que 
exista resolución definitiva.
a. 25. Si alguno de las o los pretendientes hubiere 
estado bajo tutela por causa de cualquier tipo de 
discapacidad, se deberá acompañar a la solici-
tud, la resolución del juicio que haya declarado 
la cesación de la tutela por haber desaparecido la 
causa que la motivó.

Sinaloa 
(CF)

a. 48. Las personas que pretendan contraer ma-
trimonio, presentarán un escrito al Oficial del 
Registro Civil, que contenga:
I. Nombres, apellidos, edad, ocupación y domici-
lio de los pretendientes y de sus padres, si éstos 
son conocidos. Si alguno de ellos, o los dos, han 
sido casados o han vivido en concubinato, se ex-
presará la forma de su disolución;
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II. Nombres, apellidos, edad, ocupación y domi-
cilio de dos testigos, mayores de edad y conoci-
dos de los pretendientes, y
III. Manifestación de la voluntad de unirse en 
matrimonio, y de que no tienen impedimento le-
gal alguno para casarse o que éste ha sido dis-
pensado.
El escrito será firmado por los futuros esposos; si 
no supieren firmar, estamparán su huella digital.
a. 49. Acompañarán al escrito a que se refiere en 
el artículo 48, los documentos siguientes:
I. Acta de nacimiento y constancia de identifica-
ción de los presuntos cónyuges;
II. Certificado médico sobre el estado de salud 
de los contrayentes expedido por una institución 
pública, especificando el estado de salud de las 
personas que pretenden contraer matrimonio;
III. Certificado de orientación prematrimonial;
IV. Convenio con relación al régimen de bienes 
patrimoniales a que se sujetarán sus bienes pre-
sentes y los que se adquieran durante el matri-
monio. En éste se expresará si el matrimonio se 
contrae bajo el régimen de sociedad conyugal o 
bajo el de separación de bienes.
Si fuere necesario que las capitulaciones matri-
moniales consten en escritura pública, se acom-
pañará un testimonio de esa escritura;
V. Copia certificada del acta de defunción del 
cónyuge fallecido, o de sentencia ejecutoriada 
de divorcio, de nulidad de matrimonio, de di-
solución del concubinato, si alguno de los pre-
tendientes estuvo casado o tuvo otra relación de 
concubinato;
VI. Derogada.
VII. La manifestación, por escrito y bajo protesta 
de decir verdad, en el caso de que alguno de los 
contrayentes haya concluido el proceso para el 
reconocimiento de identidad de género, misma 
que tendrá el carácter de reservada;
VIII. Autorización de dispensa de impedimento 
si lo hay, y
IX. Constancia expedida por el Registro Civil de 
cada uno de los contrayentes en la que se infor-
me si se encuentran o no inscritos en el Registro 
de Deudores Alimentarios del Estado de Sinaloa.
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a. 50. La fecha de la celebración del matrimonio 
se fijará de común acuerdo entre los futuros es-
posos y el Oficial del Registro Civil;
a. 51. El registro de matrimonio será público y 
asequible cuando se celebre en las oficinas del re-
gistro civil, fuera de ellas, los costos de los dere-
chos serán fijados por la autoridad competente.
a. 52. El certificado de orientación prematrimo-
nial deberá contener:
I. Datos generales;
II. Historia clínica familiar;
III. Nivel educativo de los futuros contrayentes;
IV. Descripción de los medios económicos con 
que cuentan los pretendientes al constituir el 
matrimonio;
V. Síntesis de los estudios médicos y análisis clí-
nicos del laboratorio correspondiente, y
VI. La firma y sello de las personas y autoridades 
que intervienen en su expedición.

Sonora 
(CF)

a. 15. Para contraer matrimonio se requiere ha-
ber cumplido dieciocho años.
a. 22. Son impedimentos para celebrar el contra-
to de matrimonio y pueden ser denunciados al 
Oficial del Registro Civil por cualquier persona:
I. La edad menor a dieciocho años en la mujer y 
en el varón.
II. Se deroga.
III. Igual a la fracción III del a. 156 del CC Fe-
deral;
IV. Igual a la fracción IV del a. 156 del CC Fe-
deral;
V. El parentesco civil existente o habido entre los 
contrayentes, así como entre los ascendientes y 
descendientes del padre o padres adoptivos;
VI. Igual a la fracción VII del a. 156 del CC Fe-
deral;
VII. La embriaguez habitual y el uso indebido y 
persistente de drogas; la impotencia incurable 
para la cópula o cualquier enfermedad incura-
ble, que sea además contagiosa o hereditaria;
VIII. La incapacidad mental manifiesta o declara-
da judicialmente de alguno de los cónyuges que 
impida al sujeto conocer y dirigir su conducta;
IX. Igual a la fracción X del a. 156 del CC Federal;
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X. La tutela vigente al momento de celebrar el 
matrimonio, entre el tutor y el pupilo menor;
Si el matrimonio se celebrare en contravención 
de lo dispuesto en la primera parte de esta frac-
ción, el Juez nombrará inmediatamente un tu-
tor interino que reciba los bienes y los adminis-
tre, y
XI. Igual a la fracción VI del a. 156 del CC Fe-
deral.
a. 23. En los casos de embriaguez, drogadicción, 
impotencia o enfermedad incurable y transmisi-
ble a que se refiere la fracción VII del artículo 
anterior, el matrimonio será válido si el esposo 
sano conocía la situación. No será impedimento 
la impotencia cuando sea una consecuencia na-
tural de la edad de los contrayentes.

Tabasco 
(CC)

a.115. Las personas que pretenden contraer ma-
trimonio presentarán un escrito ante el Oficial 
del Registro Civil del domicilio de cualquiera de 
ellas, que exprese:
I, II y III. Iguales a las fracciones I, II y III del a. 
97 del CC Federal.
a. 116. Al escrito a que se refiere el artículo ante-
rior se acompañará:
I. Copias certificadas de las actas de nacimiento 
y, en su defecto, un dictamen médico que com-
pruebe su edad cuando por su aspecto no sea no-
torio que las personas son mayores de dieciocho 
años;
II. Derogada;
III. Igual a la fracción III del a. 98 del CC Federal;
IV. Un documento emitido por la Secretaría de 
Salud del Estado o por otra institución de salud 
pública o privada, avalada por la primera, que 
contenga información clara, explícita, con fun-
damento científico, expresada en lenguaje coti-
diano y accesible a toda la población, en el que 
se informe a los contrayentes los aspectos mas 
relevantes relacionados con la salud reproduc-
tiva, incluidas las enfermedades contraídas por 
contacto estrecho y prolongado, enfermedades 
transmitidas por contacto sexual y la prevención 
de ambas, los riesgos y cuidados del embarazo 
y el parto, así como los cuidados del recién na-
cido;
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V. Copia certificada de la constancia relativa a: 
defunción del cónyuge, del divorcio administra-
tivo, parte resolutiva de la sentencia de divorcio 
judicial o de nulidad del matrimonio, en caso de 
que cualquiera de los contrayentes hubiere sido 
casado anteriormente, y
VI. Derogada.
a. 153. El matrimonio debe celebrarse ante los 
funcionarios que establece la ley y con las so-
lemnidades que ella exige. El Estado procurará, 
por todos los medios que estén a su alcance, que 
las personas que vivan en concubinato contrai-
gan matrimonio. Para la realización de este fin, 
que es de orden público, se efectuarán campa-
ñas periódicas de convencimiento en las que co-
laboren los servidores públicos y maestros del 
Estado.
Habrá concubinato cuando dos personas, sin im-
pedimento para contraer matrimonio vivan jun-
tos públicamente como pareja durante un año, o 
menos si hubiere hijos.
a. 160. Son impedimentos para celebrar el ma-
trimonio:
I. Igual a la fracción I del a. 156 del CC Federal;
II. Derogada;
III. El error, cuando sea esencialmente sobre la 
persona;
IV. El parentesco de consanguinidad, sin limi-
tación de grado en la línea recta, ascendente o 
descendente. En la línea colateral igual, el im-
pedimento se extiende a los hermanos. En su 
colateral desigual, el impedimento se extiende 
solamente a los tíos y sobrinos y, al contrario, 
siempre que estén en el tercer grado;
V. Igual a la fracción IV del a. 156 del CC Federal;
VI. Igual a la fracción VI del a. 156 del CC Fe-
deral;
VII. Igual a la fracción VII del a. 156 del CC Fe-
deral;
VIII a la XI. Derogadas;
XII. La disminución o perturbación de la inteli-
gencia, y
XIII. El vínculo de un matrimonio anterior sub-
sistente al tiempo en que se pretenda contraer 
otro.
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De estos impedimentos sólo es dispensable el 
parentesco de consanguinidad en línea colateral 
desigual
a. 162. El adoptante o los ascendientes de éste no 
pueden contraer matrimonio con el adoptado o 
sus descendientes, en tanto dure el lazo jurídico 
resultante de la adopción.
a. 163. Quien desempeñe el cargo de tutor, en nin-
gún caso podrá contraer matrimonio con quien 
esté bajo su tutela. Quien haya desempeñado la 
tutela no puede contraer matrimonio con quien 
hubiere estado bajo su guarda. La prohibición 
contenida en este artículo comprende también a 
los curadores y a los ascendientes y descendien-
tes de éstos y de los tutores
a. 164. El matrimonio celebrado entre mexicanos 
fuera del territorio del Estado, pero dentro de la 
República, y que sea válido con arreglo a las le-
yes del lugar en que se celebró, surte todos los 
efectos civiles en el Estado de Tabasco. Respecto 
a la transcripción en el Registro Civil del acta de 
celebración de matrimonio de los mexicanos que 
se casen en el extranjero y que se domicilien en el 
territorio del Estado, se aplicará lo dispuesto por 
la legislación federal.

Tamaulipas 
(CC)

a. 82. Las personas que pretendan contraer ma-
trimonio presentarán solicitud al Oficial del Re-
gistro Civil del domicilio de cualquiera de ellas, 
en la forma que para tal efecto autorice la Direc-
ción del Registro Civil.
a. 83. La solicitud a que se refiere el artículo an-
terior, expresará:
I. Los nombres, apellidos, edad, ocupación, na-
cionalidad y domicilio, tanto de los pretendientes 
como de sus padres, si éstos fueran conocidos;
II. Igual a la fracción II del a. 97 del CC Federal, y
III. Igual a la fracción III del a. 97 del CC Federal.
a. 84. La solicitud deberá ser firmada por los so-
licitantes, quienes estamparán sus huellas digita-
les. Si alguno no pudiera o no supiera escribir, a 
su ruego lo hará otra persona.
a. 85. A la solicitud se acompañará:
I. Copia certificada del acta de nacimiento o de la 
cédula de identificación personal de cada uno de 
los pretendientes;
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II. Derogada;
III. Igual a la fracción III del a. 98 del CC Federal;
IV. Exámenes médicos en los que se certifique si 
los futuros cónyuges padecen alguna enfermedad 
crónica y/o contagiosa, a efecto de que éstos ten-
gan pleno conocimiento de su estado de salud. Al 
mismo se acompañará el resultado de la evalua-
ción pre-concepcional, la que se realizará en for-
ma gratuita por parte de los centros de atención 
médica correspondientes a los servicios de salud 
pública del Estado.
Para los indigentes, tienen obligación de expedir 
gratuitamente ese certificado los médicos encar-
gados de los servicios de sanidad de carácter ofi-
cial;
V. En su caso, las capitulaciones de los preten-
dientes que contraen el matrimonio bajo el régi-
men de sociedad conyugal convencional o el de 
separación de bienes. En uno u otro caso se esta-
rá a lo dispuesto en este Código respecto a dichos 
regímenes patrimoniales;
VI. Igual a la fracción VI del a. 98 del CC Federal;
VII. Igual a la fracción VII del a. 98 del CC Fe-
deral;
VIII. Constancia de haber recibido pláticas para 
evitar la violencia familiar, impartidas por el Ins-
tituto de la Mujer Tamaulipeca en conjunto con 
el Instituto Nacional de las Mujeres, y constancia 
expedida por personal médico de una institución 
oficial de salud, o médico particular, de que han 
sido debidamente informados de los riesgos con-
cepcionales, y
IX. El Certificado expedido por la Coordinación 
General del Registro Civil a cada uno de los con-
trayentes, en el que se informe si alguno de los 
mismos se encuentra inscrito en el Registro de 
Deudores Alimentarios Morosos.
a. 130. Igual al a. 146 del CC Federal;
a. 131. Derogado.
a. 132. Quienes contraigan matrimonio deben 
ser mayores de edad.
a. 133 al 137. Derogados.
a. 138. Son impedimentos para celebrar el ma-
trimonio:
I. Igual a la fracción I del a. 156 del CC Federal;
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II. La falta de consentimiento de los representan-
tes legales, o de la autoridad judicial en sus res-
pectivos casos;
III. Igual a la fracción III del a. 156 del CC Fe-
deral;
IV. Igual a la fracción IV del a. 156 del CC Federal;
V. Derogada;
VI. Igual a fracción VI del a. 156 del CC Federal;
VII. La violencia o miedo grave o cualquiera otra 
circunstancia que impida la expresión espontá-
nea de la voluntad;
VIII. La embriaguez habitual, el uso no terapéu-
tico de enervantes o estupefacientes, o de psi-
cotrópicos o de cualquiera otra substancia que 
altere la conducta y que produzca farmacode-
pendencia;
IX. La impotencia incurable, la sífilis y las en-
fermedades crónicas e incurables que sean, ade-
más, contagiosas o hereditarias. Dejarán de ser 
impedimento cuando conste la manifestación 
por escrito frente al Juez que ambos contrayen-
tes tienen conocimiento de las circunstancias 
enunciadas y que consienten en matrimonio bajo 
las mismas;
X. Derogada;
XI. El vínculo de un matrimonio anterior sub-
sistente al tiempo en que se pretenda contraer 
otro. De estos impedimentos sólo es dispensable 
el parentesco de consanguinidad en línea colate-
ral desigual.
a. 139. El adoptante, su cónyuge o los ascendien-
tes de ambos no pueden contraer matrimonio 
con el adoptado, su cónyuge, o los descendientes 
de ambos.
El mismo impedimento existirá entre los adopta-
dos de un mismo adoptante.
a. 140. Derogado.
a. 141. El tutor no puede contraer matrimonio 
con la persona que ha estado o está bajo su guar-
da, a no ser que obtenga dispensa, la que podrá 
ser otorgada por el juez competente únicamente 
cuando hayan sido aprobadas las cuentas de la 
tutela y entregados los bienes administrados.
Esta prohibición comprende también a los as-
cendientes y descendientes del tutor.
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a.142. Si el matrimonio se celebrare en contra-
vención de lo dispuesto en el artículo anterior, 
estará forzosamente sujeto al régimen de separa-
ción de bienes no obstante que se haya contraído 
bajo otro régimen. Además, el juez designará, en 
su caso, un tutor interino que reciba los bienes y 
los administre mientras se obtiene la dispensa.

Tlaxcala 
(CC)

a. 43. Son impedimentos para celebrar el matri-
monio:
I. Igual a la fracción I del a. 156 del CC Federal;
II. La falta de consentimiento de quien ejerza la 
tutela del mayor incapaz, o del Juez de lo Fami-
liar respecto de los mismos incapaces en sus res-
pectivos casos;
III. El error, cuando sea esencialmente sobre la 
persona;
IV. Igual a la fracción III del a. 156 del CC Fe-
deral;
V. Igual a la fracción IV del a. 156 del CC Federal;
VI. Igual a la fracción VI del a. 156 del CC Fe-
deral;
VII. Igual a la fracción VII del a. 156 del CC Fe-
deral;
VIII. La embriaguez habitual;
IX. El uso no terapéutico de enervantes o estupe-
facientes, o de psicotrópicos o de cualquiera otra 
substancia que altere la conducta y que produzca 
farmacodependencia;
X. Derogada;
XI. Los trastornos psiquiátricos y las enfermeda-
des crónicas e incurables que sean, además, con-
tagiosas o hereditarias;
XII. El retraso mental;
XIII. El vínculo de un matrimonio anterior sub-
sistente al tiempo en que se pretenda contraer 
otro.
De estos impedimentos sólo es dispensable el 
parentesco de consanguinidad en línea colateral 
desigual.
a. 44. El adoptante o los ascendientes de éste no 
pueden contraer matrimonio con el adoptado o 
sus descendientes.
a. 45. Una vez que cause ejecutoria la sentencia 
de divorcio respectivamente, los ex cónyuges po-
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drán, de forma mediata, contraer nuevo matri-
monio.
a. 46. Podrán contraer matrimonio dos personas 
que hayan cumplido dieciocho años de edad. Los 
presidentes municipales podrán conceder la dis-
pensa del impedimento de parentesco por con-
sanguinidad en la línea colateral desigual.
a. 47. Derogado.
a. 47 Bis. El tutor del incapaz mayor de diecio-
cho años prestará consentimiento para que éste 
contraiga matrimonio, cuando ante el Oficial del 
Registro del Estado Civil dicho incapaz dé mues-
tra, a satisfacción de tal servidor público, que no 
trasgreda la moral ni el derecho, de aceptar afec-
tivamente como pareja al otro pretenso contra-
yente.
Si el tutor negare prestar tal consentimiento, po-
drá otorgarlo el Juez de lo Familiar.
a. 608. Las personas que pretendan contraer ma-
trimonio acudirán ante el Oficial del Registro del 
Estado Civil a quien esté sujeto el domicilio de 
cualquiera de los pretendientes. Presentarán una 
solicitud al Oficial del Registro del Estado Civil 
en la que conste:
I. Igual a la fracción I del a. 97 del CC Federal;
II. Los contrayentes deberán manifestar su esta-
do civil, precisando si son solteros, viudos o di-
vorciados;
III. El régimen económico bajo el cual pretenden 
contraer matrimonio, el de sociedad conyugal o 
separación de bienes;
IV. Igual a la fracción II del a. 97 del CC Fede-
ral, y
V. Igual a la fracción III del a. 97 del CC Federal.
La solicitud deberá ser firmada por los contra-
yentes, y si alguno no pudiere o no supiere escri-
bir, deberá estampar su huella dactilar.
a. 608 Bis. A la solicitud a que se refiere el artícu-
lo anterior, se acompañará:
I. Copia certificada del acta de nacimiento e 
identificación oficial de los contrayentes, para 
acreditar su identidad;
II. Derogada;
III. Identificación oficial de dos testigos, por cada 
uno, mayores de edad que conozcan a los contra-
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yentes y les conste que no tienen impedimento 
legal para casarse;
IV. Igual a la fracción VI del a. 97 del CC Federal;
V. Las capitulaciones matrimoniales, conforme a 
la Secciones Segunda y Cuarta del Capítulo IV, 
Título Tercero, cuando los contrayentes elijan 
como régimen económico el de sociedad conyu-
gal;
VI. Igual a la fracción VI del a. 97 del CC Federal;
VII. Copia certificada de la resolución que de-
crete la dispensa judicial de impedimento si los 
hubo.

Veracruz 
(CC)

a. 86. No pueden contraer matrimonio el hombre 
y la mujer antes de cumplir dieciocho años.
a. 87 al 92. Derogados.
a. 92. Son impedimentos para celebrar el matri-
monio:
I. Igual a la fracción I del a. 156 del CC Federal;
II. Derogada
III. Igual a la fracción III del a. 156 del CC Fe-
deral;
IV. Igual a la fracción IV del a. 156 del CC Fede-
ral;
V. Derogada;
VI. Igual a la fracción VI del a. 156 del CC Fe-
deral;
VII. La fuerza o miedo graves;
VIII. El trastorno mental o de comportamiento 
que afecte la capacidad de la persona para obli-
garse o ejercer sus derechos, por sí o por cual-
quier otro medio;
IX. Derogada;
X. Igual a la fracción X del a. 156 del CC Federal;
XI. La violencia de género o familiar ejercida du-
rante el tiempo de noviazgo, concubinato o rela-
ción de hecho contra la pareja, que afecte el libre 
desarrollo de la personalidad.
a. 93. Bajo el régimen de adopción, el adoptan-
te no puede contraer matrimonio con el adop-
tado o sus descendientes y este impedimento se 
extiende sin limitación de grado en línea recta 
ascendente y descendente. En línea colateral, se 
extiende hasta el tercer grado, salvo dispensa.
a. 94. Derogado.
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a. 95. El tutor no puede contraer matrimonio con 
la persona que ha estado o está bajo su guarda, a 
no ser que obtenga dispensa, la que no se le con-
cederá por el Gobierno del Estado, sino cuando 
hayan sido aprobadas las cuentas de la tutela.
Esta prohibición comprende también al curador 
y a los descendientes de éste y del tutor.
a. 96. Si el matrimonio se celebrare en contra-
vención de lo dispuesto en el artículo anterior, el 
juez nombrará inmediatamente un tutor interino 
que reciba los bienes y los administre mientras 
se obtiene la dispensa.
a. 97. El matrimonio celebrado fuera del Estado, 
y que sea válido con arreglo a las leyes del lugar 
en que se contrajo, surtirá sus efectos civiles en 
la entidad.
a. 725. Igual al a 97 del CC Federal.
a. 726. Al escrito a que se refiere el artículo ante-
rior, se acompañará:
I. Igual a la fracción I del a. 98 del CC Federal;
II. Derogada;
III. La declaración de dos testigos mayores de 
edad que conozcan a los pretendientes y les cons-
te que no tienen impedimento legal para casarse. 
Si no hubiere dos testigos que conozcan a ambos 
pretendientes, deberán presentarse dos testigos 
por cada uno de ellos;
IV. La constancia de asistencia a un curso o ta-
ller de salud sexual, reproductiva, de prevención 
de adicciones, de enfermedades crónicas conta-
giosas, hereditarias, impartido por alguna insti-
tución pública de salud del Estado;
V. Un certificado expedido por cualquier institu-
ción del sector salud estatal, y en donde no exis-
ta por médicos titulados que desempeñen car-
gos oficiales del Estado o municipales, en el que 
conste, respecto de los pretendientes:
a) El tipo de sangre;
b) Los resultados de exámenes médicos y de 
laboratorio necesarios para determinar enfer-
medades de carácter crónico, incurables, con-
tagiosas, hereditarias y consumo de drogas ener-
vantes, y
c) Que no padecen trastorno mental o de com-
portamiento que afecte la capacidad de la perso-
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na para obligarse o ejercer sus derechos, por sí o 
por cualquier otro medio.
Los resultados de los exámenes a que se refiere el 
inciso b) tendrán naturaleza confidencial; serán 
útiles sólo para informar a la pareja y remitirla 
a las instituciones del sector salud estatal donde 
recibirán el tratamiento correspondiente;
VI. El convenio que los pretendientes deberán 
celebrar con relación a sus bienes presentes y a 
los que adquieran durante el matrimonio. En el 
convenio se expresará con toda claridad si el ma-
trimonio se contrae bajo el régimen de sociedad 
conyugal o bajo el de separación de bienes. No 
puede dejarse de presentar este convenio ni aun 
a pretexto de que los pretendientes carecen de 
bienes, pues en tal caso, versará sobre los que 
adquieran durante el matrimonio. Al formarse 
el convenio se tendrá en cuenta lo que disponen 
los artículos 177 y 199, y el Encargado del Regis-
tro Civil deberá tener especial cuidado sobre ese 
punto, explicando a los interesados todo lo que 
necesiten saber, a efecto de que el convenio que-
de debidamente formulado.
Si de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 173 
fuere necesario que las capitulaciones matrimo-
niales consten en escritura pública, se acompa-
ñará un testimonio de esa escritura;
VII. Igual a la fracción VI del a. 156 del CC Fe-
deral;
VIII. Igual a la fracción VII del a. 156 del CC Fe-
deral.

Yucatán 
(CF)

a. 54. Para contraer matrimonio es necesario:
I. Que ambos contrayentes sean mayores de 
edad;
II. Que los interesados se presenten ante el Ofi-
cial del registro Civil del domicilio de cualquiera 
de los interesados en contraer matrimonio;
III. Que presenten tres testigos, que bajo protesta 
de decir verdad, declaren que los interesados no 
tienen impedimento legal para el matrimonio, y
IV. Exhibir un certificado médico en el que cons-
te que los interesados no padecen alguna de las 
enfermedades consideradas como un impedi-
mento para contraer matrimonio.
a. 55 y 56. Derogados.
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a. 57. Todos los interesados en contraer matri-
monio deben acreditar su asistencia a los talle-
res de orientación prematrimonial implementa-
dos por el Registro Civil. Los talleres deben estar 
orientados a lo siguiente:
I. La explicación de los requisitos para contraer 
matrimonio;
II. Los efectos del matrimonio, con relación a los 
cónyuges y, en su caso, con sus hijos o hijas;
III. Los regímenes patrimoniales, patria potestad, 
patrimonio de la familia, paternidad y materni-
dad responsable, responsabilidad financiera;
IV. Las formas y efectos de la terminación del 
matrimonio;
V. El principio de igualdad de derechos y obliga-
ciones que corresponden a los contrayentes;
VI. La prevención y tratamiento de la violencia 
familiar, así como las instituciones y autoridades 
ante quienes puede acudirse, y
VII. Lo demás que se considere necesario para 
fomentar y proteger el matrimonio.
a. 58. Para efectos de este Código, por impedi-
mento se entenderá todo hecho o situación que 
legalmente prohíbe la celebración del matrimo-
nio ante el Oficial del Registro Civil.
a. 59. Son impedimentos para contraer el matri-
monio, y pueden ser denunciados por cualquier 
persona al Oficial del Registro Civil:
I. Igual a la fracción I del a. 156 CC Federal;
II. Derogada;
III. Derogada;
IV. Similar a la fracción III del a. 156 CC Federal;
V. El parentesco por afinidad en línea recta, as-
cendente o descendente, sin limitación alguna, 
habido entre los que pretenden contraer matri-
monio;
VIII. La embriaguez habitual y el uso persistente 
de drogas prohibidas por la Ley; la impotencia 
incurable para la cópula o cualquier enfermedad 
grave e incurable, que sea además contagiosa o 
hereditaria;
En los casos de embriaguez habitual, uso persis-
tente de drogas prohibidas por la Ley o disfun-
ción sexual, el matrimonio será válido si el otro
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cónyuge conocía y aceptó la situación. No será 
impedimento la disfunción sexual cuando sea 
consecuencia natural de la edad de cualquiera de 
los contrayentes.
En el caso de enfermedad grave e incurable, 
que sea contagiosa o hereditaria a que se refiere 
esta fracción, el impedimento será dispensable 
cuando ambos contrayentes acrediten fehacien-
temente haber obtenido de institución o médico 
especialista, el conocimiento de los alcances, los 
efectos y la prevención de la enfermedad que sea 
motivo del impedimento, y manifiesten su con-
sentimiento para contraer matrimonio.
IX. El que uno o ambos contrayentes padezcan 
trastorno mental permanente;
X. La subsistencia legal de un matrimonio ante-
rior, y
XI. Tratándose de matrimonio entre tutor y el 
pupilo que ha estado o esté bajo su guarda, si 
no se han aprobado legalmente las cuentas de la 
tutela.
a. Toda persona que conozca la existencia de un 
impedimento para la celebración del matrimo-
nio tiene obligación de revelarlo al Oficial del 
Registro Civil, antes de dicha celebración.

Zacatecas 
(CC y CF)

a. 65. Igual al a. 97 del CC Federal.
a. 66. Al escrito a que se refiere el artículo ante-
rior se acompañarán:
I. a VII. Iguales a las fracciones I a VI del a. 97 
del CC Federal.
VII. Copia certificada de la dispensa de impedi-
mentos si los hubo.
VIII. Constancia expedida por el Oficial del Re-
gistro Civil en la que acrediten haber participa-
do en el curso prematrimonial, de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 106 del presente Có-
digo.
a. 67. En el caso de que los pretendientes, por fal-
ta de conocimiento no puedan redactar el conve-
nio a que se refiere la fracción V del artículo an-
terior podrán acudir a la instancia de mediación 
del Poder Judicial del Estado para su orientación 
y elaboración, o bien lo redactará el Oficial del 
Registro Civil con los datos que los mismos pre-
tendientes le suministren.
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a. 68. El Oficial del Registro Civil a quien se pre-
sente una solicitud de matrimonio que llene los 
requisitos enumerados en los artículos anterio-
res hará que los pretendientes reconozcan ante 
él, por separado, sus firmas. Las declaraciones de 
los testigos a que se refiere la fracción tercera del 
artículo sesenta y seis serán ratificadas, bajo pro-
testa de decir verdad, ante el mismo Oficial del 
Registro Civil. Este, cuando lo considere necesa-
rio, se cerciorará de la autenticidad de las firmas 
que calcen el certificado médico, ordenando la 
ratificación correspondiente ante su presencia.
a. 106. Para contraer matrimonio es necesario 
que ambos contrayentes sean mayores de edad.
También es requisito para contraer matrimonio, 
la asistencia previa de los interesados a los cur-
sos de orientación prematrimonial con perspec-
tiva de género, que lleven a cabo las Oficialías del 
Registro Civil correspondientes.
Declaración de ambos contrayentes, bajo protes-
ta de decir verdad, de no haber sido sentenciados 
por violencia familiar.
Comprobante de que ninguno de los contrayen-
tes se encuentra inscrito en el Registro de Deudo-
res Alimentarios Morosos.
En caso de que alguno lo hubiere sido, o se en-
cuentra en el registro mencionado en el párrafo 
anterior, será necesario que el otro entregue al 
Oficial del Registro Civil una declaración firmada 
en la que manifieste conocer tal situación y que, 
a pesar de ello, mantiene su voluntad de contraer 
matrimonio.
Las Oficialías del Registro Civil podrán celebrar 
los convenios de colaboración respectivos con 
las dependencias y entidades que consideren 
pertinentes, para recibir el apoyo profesional y 
técnico necesario para la realización de dichos 
cursos.
a. 107 al 113. Derogados.
a. 114. Impedimento es todo hecho que legal-
mente prohíbe la celebración del matrimonio.
Son impedimentos para contraer matrimonio:
I. Igual a la fracción I del a. 156 del CC Federal;
II. Derogada;
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III. Igual a la fracción III del a. 156 del CC Fe-
deral;
IV. Igual a la fracción IV del a. 156 del CC Fede-
ral;
V. Derogada;
VI. Igual a la fracción VI del a. 156 del CC Fe-
deral;
VII. La violencia o miedo graves para la celebra-
ción forzada del matrimonio;
VIII. La enfermedad mental, la esterilidad o im-
potencia incurable para la cópula y las demás 
enfermedades crónicas e incurables, que sean, 
además, contagiosas o hereditarias, siempre que 
no haya manifestación expresa del libre consen-
timiento de los contrayentes de tener conoci-
miento y desestimar formalmente dicho impedi-
mento;
IX. Padecer alguno de los estados de discapaci-
dad a que se refiere la fracción II del artículo 409 
de este Código, siempre que, no se haya formu-
lado manifestación expresa del libre consenti-
miento de los contrayentes de tener conocimien-
to y desestimar formalmente los impedimentos, 
habiendo realizado estudios médicos que le de-
muestren fehacientemente al Juez de lo Familiar 
que tienen capacidad para decidir libremente;
X. Igual a la fracción X del a. 156 del CC Federal.
De estos impedimentos sólo son dispensables el 
parentesco de consanguinidad en la línea cola-
teral desigual, así como aquellos en los que esté 
prevista la libre manifestación del consentimien-
to del o de los contrayentes, que desestimen for-
malmente el impedimento.
a. 115. El adoptante no puede contraer matrimo-
nio con el adoptado o sus descendientes, mien-
tras dure el lazo jurídico de la adopción.
a. 116. La mujer que quiera contraer nuevo ma-
trimonio, dentro de los trescientos días después 
de la disolución del anterior, deberá presentar un 
certificado médico de no embarazo, o dentro de 
ese lapso dar a luz un hijo. En los casos de nu-
lidad o de divorcio se contará ese tiempo desde 
que se interrumpió la cohabitación.
a. 117. El tutor no puede contraer matrimonio 
con la persona que ha estado bajo su guarda, o
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con la que lo esté todavía a no ser que obtenga 
dispensa, la que no se concederá por la Autori-
dad Política Superior respectiva del lugar, sino 
cuando hayan sido aprobadas las cuentas de la 
tutela. Esta prohibición comprende también al 
curador y a los descendientes de éste y del tutor.
a. 118. Si el matrimonio se celebra en contra-
vención de lo dispuesto en el artículo anterior, el 
Juez nombrará inmediatamente a un tutor inte-
rino que reciba los bienes y los administre mien-
tras se obtiene la dispensa.
a. 119. Tratándose de zacatecanos que se casan 
en el extranjero, dentro de tres meses de su lle-
gada al Estado, se transcribirá el acta de la cele-
bración del matrimonio en la oficina del Registro 
Civil en que se domicilien los consortes.
Si la transcripción se hace dentro de esos tres 
meses, sus efectos civiles se retrotraerán a la fe-
cha en que se celebró el matrimonio; si se hace 
después, sólo producirá efectos desde el día en 
que se hizo la transcripción.

IV. El matrimonio infantil y la edad 
mínima para contraer nupcias

Vimos en el punto anterior que en todos los ordenamien-
tos civiles o familiares del país es requisito haber alcan-
zado la mayoría de edad para contraer nupcias. No siem-
pre fue así. Sin embargo, desde hace varias décadas los 
sistemas internacionales de derechos humanos a los que 
pertenece nuestro país —Naciones Unidas y la Organiza-
ción de los Estado Americanos— han resaltado y llamado 
la atención sobre el grave problema del matrimonio in-
fantil, en especial para las niñas. En ambos sistemas se 
considera que estas uniones son indicativas y agravantes 
de pobreza y desigualdad, al tiempo que implica serios 
problemas para la salud, el desarrollo y el bienestar, so-
bre todo de las niñas.

Se hace referencia a las niñas y no a los niños, porque 
es un problema grave que tiene connotaciones y estereo-
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tipos de género significativos desde tiempos inmemoria-
les Así es: las niñas han representado una carga para 
las familias. Pensemos en la dote como intercambio de 
tipo comercial que todavía en algunas comunidades tie-
ne que entregar el padre al futuro esposo de la hija.239 A 
ello, se suman las ideas arraigadas relacionadas con el 
poder que debe ejercer el marido sobre su esposa que 
—en buena medida— contribuyen a mantener vigente 
estos matrimonios, a pesar de que México ha suscrito 
por los menos dos compromisos casi universales para 
eliminarlos: la CEDAW y la Convención Internacional 
sobre los Derechos del Niño.240

En los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de 
Naciones Unidas se establece en una de las metas del 
objetivo identificado como “Igualdad de género” que los 
gobiernos de los Estados miembros de Naciones Unidas 
se comprometen a “eliminar todas las prácticas nocivas, 
como el matrimonio infantil, precoz y forzado y la mu-
tilación genital femenina”;241 prácticas que, todavía en 

239		  Todavía hoy en día, en pleno siglo XXI, algunos padres “...con-
sideran a sus hijas una carga o una mercancía, una percepción que 
se acentúa en periodos de crisis. En aquellos lugares donde la familia 
de la novia paga una dote a la familia del novio, esa dote es típica-
mente de menor cuantía en el caso de las novias más jóvenes, lo que 
genera un incentivo para que los padres casen a sus hijas a una edad 
temprana. Por el contrario, en aquellos lugares donde la familia del 
novio paga por la novia, los padres que atraviesan dificultades eco-
nómicas ven en el casamiento de sus hijas una fuente de ingresos” 
(UNFPA, “Matrimonio infantil”, 2 de febrero de 2022, disponible en: 
https://www.unfpa.org/es/matrimonio-infantil).

240		  Organismos internacionales indican que 21% de las niñas se 
casa antes de cumplir 18 años, mientras que 5% lo hace antes de 
cumplir 15 años. Véase UNFPA, op. cit.; UNICEF, Progreso para la 
Infancia núm. 9: Lograr los objetivos de desarrollo del Milenio con 
equidad, septiembre, 2010.

241		  Los ODS están disponibles en: https://www.un.org./sustainable-
development/es/gender-equality/.
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este año 2024, son alarmantemente frecuentes, al gra-
do, que Naciones Unidas afirma que “Al ritmo actual, se 
calcula que se tardará 300 años en acabar con el matri-
monio infantil”,242 y que “en la actualidad, una de cada 
cinco mujeres jóvenes (19%) contrajo matrimonio an-
tes de cumplir los 18 años, frente a una de cada cuatro 
(25%) de hace 25 años”. Asimismo, destacan que “los 
niveles se han mantenido estancados en América Latina 
y el Caribe”;243 es decir, que en 25 años no ha habido me-
joría en este rubro.

Naciones Unidas, a través de sus agencias, reconoce 
que el matrimonio de niñas y niños es también un lastre 
para el desarrollo integral de la infancia, pero las cifras 
son desproporcionadas en uno y otro caso: 1 de cada 5 
niñas contrae matrimonio, versus 1 de cada 30 niños.244 
Sostienen que los problemas se agravan a menor edad 
de unas y otros, empezando por la pobreza a que se con-
dena, de manera sistemática, a los niños que contraen 
nupcias y a las violencias de todo tipo que son la conde-
na de las niñas.

No ha sido fácil erradicar esta costumbre en el mun-
do ni en México. Las políticas públicas en materia de 
igualdad, educación sexual, salud sexual y reproductiva 
y fortalecimiento de capacidades para la toma de de-

242		  Idem.
243		  Naciones Unidas, Informe de los Objetivos de Desarrollo Sos-

tenible 2023: Edición especial. Por un plan de rescate para las perso-
nas y el planeta, 2023, p. 23.

244		  BBC News Mundo, “Matrimonio infantil: la dura realidad de 
los millones de varones que se casan siendo menores de edad (y cuá-
les son los países de América Latina donde hay más casos)”, 9 de 
junio de 2019, disponible en: https://www.bbc.com/mundo/noticias-
america-latina-48563910. En este estudio se especifica que 7 de los 
20 países con alta incidencia de este tipo de uniones son latinoame-
ricanos (Nicaragua, Honduras, Cuba, Guatemala, Bolivia, República 
Dominicana y Colombia).
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cisiones en libertad y seguridad para las niñas son te-
mas fundamentales en todo Estado de derecho. Sí, des-
de luego, para niñas y niños, pero el problema grave se 
encuentra en las primeras; son ellas las que abandonan 
la escuela, son ellas las que soportan el peso de una ma-
ternidad temprana y de riesgo, son ellas las que son, li-
teralmente, vendidas en matrimonio con fuertes proba-
bilidades de que sean víctimas de diferentes formas de 
violencia, empezando por la autorización para la viola-
ción.

Debemos reconocer que el matrimonio no es razón 
para validar la falta de consentimiento libre e informa-
do para tener relaciones sexuales, que son impuestas 
cuando el marido es mayor de edad y la esposa es una 
niña o adolescente. Se trata de una violación con un alto 
índice de embarazos precoces que, además, pueden cau-
sar problemas serios de salud tanto a la madre como al 
hijo o hija que nazca en estas condiciones, como lo ha 
señalado de manera reiterada la Organización Mundial 
de la Salud (OMS). Es una situación que prevalece en 
toda la República, debido a los llamados usos y costum-
bres en poblaciones indígenas, a pesar de la prohibición 
expresa de estos matrimonios.

En este rubro, es importante destacar que el tema 
ha sido materia de recomendaciones a México de parte 
de los órganos de control internacionales en materia de 
derechos humanos. El Comité de Derechos Humanos, 
el Comité para la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación en contra de la Mujer y el Comité de los 
Derechos del Niño han solicitado de manera sistemática 
al gobierno de México elevar la edad para contraer nup-
cias, como una forma de garantizar la verdadera expre-
sión de la voluntad para asumir la carga del matrimo-
nio. Es el mejor mecanismo legal para la prevención de 
los embarazos precoces, en la medida en que el mensaje 
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que se estaría enviando a la población es claro y puede 
ser visto como una de las muchas políticas públicas ade-
cuadas para evitar la deserción escolar y la pauperiza-
ción de la población.

Originalmente, estas recomendaciones impactaron 
normas generales como la Ley General de los Derechos 
de Niñas, Niños y Adolescentes, en la que se recono-
ce que, entre estos derechos se encuentra el de “vivir 
en condiciones de bienestar y a un sano desarrollo in-
tegral” (artículo 13, fracción VII). Contempla el medio 
ambiente sano y sustentable, así como las condiciones 
que permitan el desarrollo, bienestar, crecimiento salu-
dable y armonioso tanto físico como mental, material, 
espiritual, ético, cultural y social (artículo 43), y el dere-
cho al adecuado desarrollo evolutivo de la personalidad 
(artículo 6o., fracción XV).

Se constituyen como garantes de todos estos dere-
chos las personas que ejercen la patria potestad, tutela o 
guarda y custodia. El Estado es coadyuvante a través de 
medidas apropiadas. En México, las reformas para pro-
hibir el matrimonio infantil en todos los ordenamientos 
civiles empezaron a partir de la segunda década de este 
siglo XXI. Falta llevarla al plano de la realidad, del día a 
día de niñas en el territorio nacional.
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Capítulo cuarto

CONCUBINATO Y OTRAS FORMAS 
DE UNIONES FAMILIARES

I. El concubinato

1. Reflexiones iniciales

José Lorite Mena,245 en un profundo cuestionamiento 
antropológico de las sociedades, sus estructuras e ins-
tituciones relacionadas con la familia, señaló que existe 
una “variabilidad diacrónica y sincrónica” en la que se 
presentan una serie de asociaciones intersexuales llama-
das “familia”. De ahí que este concepto no sea unívoco 
—como he afirmado a lo largo de toda esta obra—, pues 
se trata de procesos en los que interactúan múltiples fac-
tores, se delimitan los deseos y expectativas de las pa-
rejas y se confiere un significado concreto a la realidad 
biopsicosocial que resulta de esa asociación a la que me 
he referido en los capítulos anteriores: el matrimonio.

Este autor cita a Levi-Strauss, quien, a su vez, expuso 
que desde Heródoto lo más que se había dicho es que la 
familia conyugal, aquella que se basa en una relación 
institucionalizada entre un hombre y una mujer, “es 
muy frecuente” y “siempre que parece estar ausente se 
trata en general de sociedades muy evolucionadas, y no, 
como se podría esperar, de las más rudimentarias y de 
las más simples”.246

245		  Lorite Mena, José, op. cit., pp. 186 y ss.
246		  Ibidem, p. 186.

Libro completo en https://tinyurl.com/mufrneth
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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En otras palabras, parece que la institucionalización 
de la sexualidad de hombres y mujeres obedece a socie-
dades de tipo primitivo, en donde el control tanto de la 
sexualidad como de la procreación se ejerce a través de 
las disposiciones de quien detenta el poder, y no de la 
confianza entre personas adultas.247 No es extraño que 
hasta hace relativamente poco tiempo las ciencias so-
ciales presentaran un modelo de familia con caracterís-
ticas, estructuras y funciones muy similares en todo el 
mundo eurocentrista —incluyendo el continente ameri-
cano—, desconociendo y excluyendo de la atención del 
Estado a muchos tipos de asociaciones intersexuales 
existentes desde los albores de la humanidad; es decir, 
todas las que no fueron formalizadas como matrimonio, 
empezando por el concubinato, que fue satanizado con 
el sinónimo de amasiato, siguiendo con las instituciones 
creadas para reconocer las uniones entre personas sin 
la intervención del Estado, como sucedió con el concu-
binato y más lentamente con la admisión legal de las 
uniones entre personas del mismo sexo, hasta su equi-
paración con el matrimonio.

En México, poco a poco, algunas de estas otras fi-
guras de unión sexual que dan origen a la familia em-
pezaron a tener aceptación social y en la instituciona-
lización vía legislativa o de la intervención de la SCJN; 
por tanto, a la obligación del propio Estado a darles la 
protección correspondiente. Es el caso del concubinato, 
de la sociedad en convivencia o del matrimonio y con-
cubinato entre personas del mismo sexo. El primero es 
definido como la unión libre de un hombre y una mu-
jer, ambos solteros, que no está formalizada a través del 
matrimonio y cuya naturaleza jurídica es la de un hecho 
con consecuencias jurídicas. La segunda se trata de un 

247		  Esta es la lógica presentada por Federico Engels (op. cit.).
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“un acto jurídico bilateral que se constituye, cuando dos 
personas físicas de diferente o del mismo sexo, mayores 
de edad y con capacidad jurídica plena, establecen un 
hogar común, con voluntad de permanencia y de ayuda 
mutua”.248

Al inicio de la vida independiente de nuestro país y la 
construcción de su sistema jurídico, sólo el matrimonio 
fue reconocido como institución creadora de familia. El 
concubinato no fue definido como una de las institucio-
nes o hechos jurídicos constitutivos de la familia; desde 
luego, no se pensaba siquiera en la posible existencia de 
uniones entre personas del mismo sexo.

En cambio, el concubinato tuvo efectos jurídicos, 
por ejemplo, al considerarlo como una causal de divor-
cio, muy particular, desde mi punto de vista, dado que 
era una de las razones por las que procedía el “adulterio 
del marido”. Es un desequilibro inequitativo entre los 
cónyuges difícil de explicar bajo los parámetros actuales 
en materia de igualdad entre mujeres y hombres, pero 
muy representativo desde el análisis del significado de 
la propia institución del matrimonio y del poder que el 
hombre tenía en esta relación. El artículo 242 del Códi-
go Civil del Distrito Federal y del Territorio de la Baja 
California de 1870, cuyo decreto de promulgación fue 
firmado por Benito Juárez, determinaba que:

El adulterio del marido es causa de divorcio solamente 
cuando en él concurre alguna de las circunstancias si-
guientes:

1a.	 Que el adulterio del marido haya sido cometido en 
la casa común:

2a.	 Que haya habido concubinato entre los adúlteros, 
dentro o fuera de la casa conyugal:

248		  Artículo 2o. de la Ley de Sociedad de Convivencia para el Dis-
trito Federal.
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3a.	 Que haya habido escándalo o insulto público hecho 
por el marido a la mujer legítima:

4a.	 Que la adúltera haya maltratado de palabra o de 
obra, o que por su causa se haya maltratado de al-
guno de esos modos a la mujer legítima.

Esta salvedad para la causal de divorcio por adul-
terio es similar en el ordenamiento civil de 1884, salvo 
que se especifica que el adulterio de la mujer es siempre 
causa de divorcio; del marido, sólo lo es si concurren 
las circunstancias ya mencionadas en el ordenamiento 
de 1870. En el Siglo XX, en el informe de la comisión 
redactora del Código Civil para el Distrito y Territorios 
Federales de 1928, leemos las razones por las cuales se 
consideró oportuno legislar sobre el concubinato:

Hay entre nosotros, sobre todo en las clases populares, 
una manera peculiar de formar la familia: el concubina-
to. Hasta ahora se habían quedado al margen de la ley 
los que en tal estado vivían; pero el legislador no debe 
cerrar los ojos para no darle cuenta de un modo de ser 
muy generalizado en algunas clases sociales, y por eso 
en el proyecto se reconoce que produce algunos efectos 
jurídicos el concubinato, ya en bien de los hijos, ya en 
favor de la concubina, que al mismo tiempo es madre, y 
que ha vivido por mucho tiempo con el jefe de la familia.

Esta declaración refleja un pensamiento elitista y 
judeocristiano. Al mismo tiempo que deja de incluir al 
concubinato como una forma particular de adulterio, 
remite a las clases populares uniones no sancionadas por 
la estructura del Estado, aunque la historia da cuenta de 
otras como el concubinato en toda la escala social. Esta 
ha establecido una asociación intersexual o comunidad 
íntima de vida entre un hombre y una mujer, libre de 
sanción del Estado. Es el legislador del México posrevo-
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lucionario el que reconoce la existencia del concubinato 
y le da efectos jurídicos, pese a que en ese inicio se cir-
cunscribían a la protección de la concubina en caso de 
sucesión intestamentaria. Así lo marcó el artículo 1635 
del código de 1928:

La mujer con quien el autor de la herencia vivió como 
si fuere su marido durante los cinco años que precedie-
ron inmediatamente a su muerte o con la que tuvo hijos, 
siempre que ambos hayan permanecido libres de matri-
monio durante el concubinato, tiene derecho a heredar...

Las circunstancias a que se refirió el legislador de 
1928 son desventajosas para la concubina, en compara-
ción con la mujer casada, ya que, si el concubino249 no 
dejaba descendientes hasta el cuarto grado en línea co-
lateral, la mitad de los bienes de la herencia pasaba a la 
beneficencia pública, cuando la cónyuge viuda, en estas 
mismas circunstancias, heredaba todos los bienes.

Lo mismo observamos en el artículo 1373 de este 
mismo ordenamiento civil, que define las reglas para ga-
rantizar los alimentos en caso de testamento inoficioso: 
la cónyuge supérstite se encuentra ubicada en primer 
lugar; en segundo, los ascendientes, y en tercero, la con-
cubina. Desde luego, si hay cónyuge, la mujer que vivió 
maritalmente con el autor de la sucesión no es más que 

249		  El término que la Real Academia Española utiliza —y autori-
za— para el varón unido en concubinato es el de concubinario, pero 
en esta obra utilizo concubino, pues es más digno para la mujer que 
se une en esta relación, dado que el sufijo ario implica “quien hace uso 
de algo”; por ejemplo: arrendatario o usufructuario. Por consiguien-
te, concubinario es aquel que hace uso de la concubina, connotación 
con la que mi forma de pensar no encuentra compatibilidad. Además, 
en la actualidad puede haber dos varones unidos en concubinato. En-
tonces, ¿cuál de ellos se denomina concubinario y cuál concubino? 
Para las mujeres no parece haber duda: ambas son concubinas, pues 
no existe el vocablo concubinaria.



DERECHOS HUMANOS Y RELACIONES FAMILIARES396

una amante, adúltera, por decirlo de manera suave, y 
no tiene derecho a nada, aunque hubiere tenido hijos o 
hijas con el de autor de la herencia.

Poco a poco, fueron modificándose los ordenamien-
tos civiles de la República acerca de esta unión extrama-
trimonial, siempre, con distinciones degradantes para 
las mujeres, como el uso de concubinario para el hombre 
y concubina para la mujer, que, como ya expuse, implica 
una situación de uso como arrendador/arrendatario.

2. El concubinato en la actualidad

En el Código Civil Federal (CCF) en vigor, el concu-
binato tampoco se reglamenta como una institución de 
derecho de familia ni se le define. Sólo se reconocen los 
efectos jurídicos que se derivan: alimentos (artículo 302), 
derechos sucesorios (artículo 1635), la posibilidad de in-
vestigar la paternidad de los hijos e hijas habidos entre 
el concubino y la concubina (artículos 382 a 383). En 
materia laboral, la Ley Federal del Trabajo da a la concu-
bina el derecho a recibir la indemnización por la muerte 
del trabajador por riesgo profesional (artículo 501), y la 
Ley del Seguro Social le otorga pensión en los casos de 
muerte del asegurado por riesgo profesional, accidente o 
enfermedad no profesional, y pensiones de viudez cuan-
do el concubino ha fallecido y disfrutado de pensión de 
invalidez, vejez o cesantía (artículos 73 y 152).

De igual modo, estas tres normas carecen de defini-
ción del concubinato. El CCF sólo fija los requisitos para 
que la unión de hecho entre un hombre y una mujer pro-
duzca los efectos del concubinato: a) que las personas 
que estén unidas bajo esta figura permanezcan libres 
de matrimonio durante el tiempo que dure la relación; 
b) que dicha relación exista durante los cinco años in-
mediatos anteriores a la muerte de uno de ellos, a menos 
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que haya habido hijos entre el concubino y la concubi-
na, y c) que la concubina y el concubino no tengan otra 
relación de esta naturaleza (artículo 1635).

A partir del año 2000, el Código Civil para el Distrito 
Federal (hoy Ciudad de México) otorga al concubinato 
más efectos que los acercan a los que tiene el matrimo-
nio. Un ejemplo es la posibilidad que existan actas del 
registro civil (artículos 35, fracción VI y 291 bis). Ade-
más, se especifica que esta institución genera relaciones 
familiares en las mismas condiciones que la del matri-
monio (artículo 138 Quintus). En la medida en que se ha 
reconocido que personas del mismo sexo tienen derecho 
a contraer nupcias y formar una familia, en esta entidad 
federativa debe entenderse que la unión en concubinato 
de dos hombres o dos mujeres genera los mismos efec-
tos que el que se da entre hombre y mujer.

Por otro lado, en el CCF esta figura tiene repercu-
siones en las relaciones paternofiliales. Permite que se 
investigue la paternidad del hijo o hija que “haya sido 
concebido durante el tiempo en que la madre habitaba 
bajo el mismo techo con el pretendido padre, viviendo 
maritalmente” (artículo 382, fracción III), expresión que 
define al concubinato, y establece una presunción de fi-
liación para los hijos e hijas nacidos dentro del concu-
binato, similar a aquella que existe respecto de aquellos 
nacidos de matrimonio (artículo 383).

Se observa que en las disposiciones de protección a 
hijas e hijos para determinar la filiación no se alude al 
tiempo que dura la relación, sólo se toma como elemen-
to sustantivo el que el hombre y la mujer vivan marital-
mente; esto es, que ambos sean solteros y que la unión 
sea continuada. Con esto se distingue el concubinato del 
amasiato, entendido este último como la relación sexual 
discontinua entre dos personas que no pueden contraer 
matrimonio.



DERECHOS HUMANOS Y RELACIONES FAMILIARES398

Hasta 1983, estos fueron los efectos del concubina-
to dentro del derecho civil mexicano. Sin embargo, en 
ese año, el artículo 302 del CCF se reformó para incluir 
en el elenco de obligados a darse alimentos a los con-
cubinos, considerándolos como si fueran cónyuges, 
si es que satisfacen los requisitos contenidos en el ar- 
tículo 1635. Este numeral también fue modificado para 
reconocer que los derechos sucesorios son recíprocos 
entre concubina y concubino y para equiparar esta re-
lación con el matrimonio, en el sentido de que quien 
sobreviva, cuando acude sólo a la sucesión, hereda to-
dos los bienes.

Desde mi punto de vista, con estas reformas se ad-
mite que la relación afectivo-sexual entre una mujer y 
un hombre tiene efectos jurídicos, con independencia 
de que estén o no unidos en matrimonio, y, por tanto, 
son equiparables. De esta manera, el actual CCF acepta 
la obligación alimentaria en el concubinato, sus efectos 
en la filiación y la posibilidad de que la pareja unida en 
concubinato adopte, entre otras cuestiones, pese a que 
no cuentan con un capítulo específico para definir la re-
lación.

La evolución de esta relación intersexual se observa 
en el ordenamiento federal y se refleja en los 32 orde-
namientos locales, aunque no todos con la misma aper-
tura. La revisión del concubinato y sus efectos en estos 
ordenamientos es un poco caótica y, si colocamos en 
este punto sus variables, sería repetitiva en otras institu-
ciones de derecho familiar. Por ello, considero más ade-
cuado concentrar la atención en las definiciones legales 
de esta unión que genera derechos y obligaciones en un 
núcleo familiar. Veamos cómo:
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Entidad 
federativa Definición del concubinato

Código Civil 
Federal

Este ordenamiento no tiene definición legal de 
concubinato ni el señalamiento que esta unión 
forma familia.

Aguascalientes 
(CC)

a. 136. Se entiende por familia a todo grupo de 
personas que habitan una misma casa, que se en-
cuentren unidos por el vínculo del matrimonio o 
concubinato o lazos de parentesco consanguíneo 
o civil, y que por la ley o voluntariamente tengan 
unidad en la administración del hogar.
a. 313 Bis. El concubinato es la unión entre un 
hombre y una mujer250 libres de matrimonio, 
siempre que sin impedimentos legales para con-
traerlo, hagan vida en común como si estuvieren 
casados de manera pública y permanente por un 
periodo mínimo de dos años.
No es necesario el transcurso del periodo men-
cionado cuando, reunidos los demás requisitos 
tengan un hijo en común.
Si con una misma persona se establecen varias 
uniones del tipo antes descrito, en ninguna se 
considerará como concubinato. Quien haya ac-
tuado de buena fe podrá demandar del otro, una 
indemnización por daños y perjuicios.

Baja California 
(CC)

Este ordenamiento no tiene definición legal de 
concubinato ni el señalamiento que esta unión 
forma familia.

Baja California 
Sur (CC)

a. 330. El concubinato es la unión entre dos per-
sonas libres, de impedimentos de parentesco y 
ligamen matrimonial, con el propósito tácito de 
integrar una familia, en donde ambos se procu-
ran respeto, igualdad y ayuda mutua, mediante 
la cohabitación doméstica y sexual.

250		  El 2 de abril de 2019, el Pleno de la SCJN, en el resolutivo 
séptimo de la sentencia dictada al resolver la acción de inconstitu-
cionalidad 40/2018, declaró la invalidez por extensión de la porción 
normativa de este artículo indicada con mayúsculas, la cual surtió 
efectos el 3 de abril de 2019.
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a. 331. Para que exista jurídicamente el concu-
binato, es necesario que la manifestación de vo-
luntad se prolongue de manera pública y perma-
nente:
I. Durante cinco años ininterrumpidos;
II. Durante dos años si la unión se produjo por 
medio de rito indígena o religioso de carácter pú-
blico, o
III. Desde el nacimiento del primer hijo, si esto 
ocurre antes de los plazos anteriores;
a. 334. Si el concubinato se prolonga hasta la 
muerte de uno de sus miembros, el concubino 
supérstite tendrá derecho a heredar en la misma 
proporción y condiciones de un cónyuge.
a. 338. Los derechos y obligaciones derivados 
del concubinato, sólo podrán reclamarse judi-
cialmente cuando se hayan cumplido los plazos 
o las condiciones a que se refiere el artículo 331 
de este Código.
a. 339. El concubinato termina por las siguientes 
causas:
I. Por acuerdo mutuo entre las partes;
II. Por abandono del domicilio común, por par-
te de uno de los concubinos, si la separación se 
prolonga por más de seis meses sin voluntad de 
reconciliación. Durante este plazo, el concubina-
to sigue produciendo sus efectos, y
III. Por muerte de alguno de los concubinos.
IV. Porque se dé en forma unilateral por termi-
nada la relación, mediante aviso judicial en los 
términos de los dispuestos por el Código de Pro-
cedimientos Civiles para la jurisdicción volun-
taria.
a. 340. La disolución del concubinato faculta a 
los concubinos a reclamarse mutuamente ali-
mentos, en los términos establecidos en el capí-
tulo correspondiente de este Código. Atendiendo 
a las circunstancias del caso, el Juez competente 
tendrá facultades para fijar el tiempo en que de-
ban otorgarse y el monto de los mismos, conside-
rando que la concubina o concubino, no tengan 
bienes o estén imposibilitados para trabajar. Esta 
acción deberá ejercerse dentro de los seis meses 
siguientes a la ruptura del concubinato.
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Campeche 
(CC)

Este ordenamiento no tiene definición legal de 
concubinato ni el señalamiento que esta unión 
forma familia.

Ciudad de México 
(CC)

a. 35. En el Distrito Federal estará a cargo de las 
y los Jueces del Registro Civil autorizar los actos 
del estado civil de las y los mexicanos y extranje-
ros en el Distrito Federal, al realizarse el hecho 
o el acto de que se trate, y extender las actas re-
lativas a:
I. a V.
…
VI. Concubinato
VII. a IX.
…
a. 138 Quintus. Las relaciones jurídicas familia-
res generadoras de deberes, derechos y obliga-
ciones surgen entre las personas vinculadas por 
lazos de matrimonio, parentesco o concubinato.
a. 291 Bis. Las concubinas y los concubinarios 
tienen derechos y obligaciones recíprocos, siem-
pre que sin impedimentos legales para contraer 
matrimonio, hayan vivido en común en forma 
constante y permanente por un periodo mínimo 
de dos años que precedan inmediatamente a la 
generación de derechos y obligaciones a los que 
alude este capítulo.
No es necesario el transcurso del periodo men-
cionado cuando, reunidos los demás requisitos, 
tengan un hijo en común.
Si con una misma persona se establecen varias 
uniones del tipo antes descrito, en ninguna se re-
putará concubinato. Quien haya actuado de bue-
na fe podrá demandar del otro, una indemniza-
ción por daños y perjuicios.
Los Jueces del Registro Civil podrán recibir de-
claraciones con relación a existencia o cesación 
de concubinato, existencia o cesación de coha-
bitación y otros hechos relativos a relaciones de 
pareja que no constituyan modificaciones al esta-
do civil, y que las personas deseen hacer constar, 
ante el referido Juez del Registro Civil.
Los Jueces del Registro Civil harán constar por 
escrito y en los formatos que al efecto se aprue-
ben, las declaraciones emitidas por las personas 
que acudan a formular las mismas. Estos forma-
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tos serán conservados por la Dirección General 
del Registro Civil, y se podrán expedir constan-
cias de las mismas, las cuales sólo acreditan el 
hecho de la comparecencia y de haber emitido 
las declaraciones en ella contenidas. Las cons-
tancias emitidas por la Dirección General del Re-
gistro Civil en los términos del presente artículo 
no constituyen modificación del estado civil de 
las personas, circunstancia que se asentará en 
los formatos respectivos.
En caso de que, mediante las declaraciones se 
pretenda hacer constar actos que pudieran cons-
tituir un ilícito o una modificación al estado civil 
de las personas, el Juez del Registro Civil podrá 
negar el servicio, fundando y motivando su ne-
gativa.
a. 291 Ter. Regirán al concubinato todos los dere-
chos y obligaciones inherentes a la familia, en lo 
que le fueren aplicables.
a. 291 Quáter. El concubinato genera entre los 
concubinos derechos alimentarios y sucesorios, 
independientemente de los demás derechos y 
obligaciones reconocidos en este código o en 
otras leyes.
a. 291 Quintus. Al cesar la convivencia, la concu-
bina o el concubinario que carezca de ingresos 
o bienes suficientes para su sostenimiento, tiene 
derecho a una pensión alimenticia por un tiem-
po igual al que haya durado el concubinato. No 
podrá reclamar alimentos quien haya demostra-
do ingratitud, o viva en concubinato o contraiga 
matrimonio.
El derecho que otorga este artículo podrá ejerci-
tarse solo durante el año siguiente a la cesación 
del concubinato.

Chiapas 
(CC)

Este ordenamiento no tiene definición legal de 
concubinato ni el señalamiento que esta unión 
forma familia.

Chihuahua 
(CC)

a. 20. La familia, como institución que permite 
y fomenta la convivencia de sus miembros a tra-
vés de la permanencia y estabilidad de las rela-
ciones de las personas que la integran en razón 
del matrimonio, concubinato o parentesco, es la 
base del orden social, por lo que el Estado garan-
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tiza su protección, constitución y autoridad 
como fundamento primordial de la sociedad, 
considerándose de orden público. Para ello, el 
Gobierno del Estado promoverá la organización 
social y económica de la familia sustentada en 
los vínculos antes mencionados.

Coahuila 
(LF)

a. 33. El estado civil de una persona es la situa-
ción jurídica concreta que ésta guarda en relación 
a su familia y la sociedad.
Las personas pueden tener alguno de los siguien-
tes estados civiles:
I. Soltero o soltera: Por no estar ligado o ligada 
por vínculo matrimonial.
II. Casado o casada: Por haber contraído matri-
monio.
III. Concubino o concubina: Quien satisfaga los 
requisitos del artículo 248 de esta ley.
IV. Compañero o compañera civil: Quienes cele-
bren pacto civil de solidaridad.
a. 248. Los concubinos tienen derechos y obliga-
ciones recíprocos siempre que, sin impedimen-
tos legales para contraer matrimonio, hayan vi-
vido en común en forma constante y permanente 
por un periodo mínimo de tres años que prece-
dan inmediatamente a la generación de derechos 
y obligaciones a los que alude este capítulo.
No es necesario el transcurso del periodo men-
cionado cuando, reunidos los demás requisitos, 
tengan una hija o hijo en común.
Si una misma persona establece varias uniones 
del tipo antes descrito, ninguna se reputará con-
cubinato. Quien haya actuado de buena fe podrá 
demandar del otro una indemnización por daño 
moral.
a. 249. Regirán al concubinato todos los dere-
chos y obligaciones inherentes a la familia, en lo 
que le fueren aplicables.

Colima 
(CC)

Este ordenamiento no tiene definición legal de 
concubinato ni el señalamiento que esta unión 
forma familia.

Durango 
(CC)

a. 286-1. El concubinato es la unión de un solo 
hombre y una sola mujer, libres de impedimentos 
de parentesco y ligamen [sic] matrimonial, con
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con el propósito tácito o expreso de integrar una 
familia a través de la cohabitación doméstica y 
sexual, el respeto y la protección recíproca, así 
como la perpetuación de la especie.
Para que exista concubinato jurídicamente es 
necesario que la unión entre el concubino y la 
concubina cumpla con los fines a que se refiere 
el párrafo anterior y que esta unión se prolongue 
por un periodo mínimo de tres años, de manera 
pública y permanente.
Existe el concubinato cuando, atendiendo los fi-
nes del mismo, procreen una hija o hijo, aún y 
cuando no se cumpla con el periodo de tiempo 
señalado en el párrafo anterior.
Si con una misma persona se establece varias 
uniones del tipo antes descrito, en ninguna se re-
putará concubinato.

Estado de México 
(CC)

a. 4.1. Las disposiciones de este Código que se 
refieran a la familia, son de orden público e inte-
rés social y tienen por objeto proteger su organi-
zación y el desarrollo integral de sus miembros, 
basados en el respeto a su dignidad, libertad y la 
equidad de género.
Las relaciones jurídicas familiares constituyen el 
conjunto de deberes, derechos y obligaciones de 
las personas integrantes del grupo familiar, deri-
vado de lazos de matrimonio, concubinato o pa-
rentesco.
Es deber de los miembros de la familia observar 
entre ellos consideración, solidaridad y respeto 
recíprocos en el desarrollo de las relaciones fa-
miliares.
a. 4.397. Para los efectos del presente título se 
entiende por:
I…
II. Grupo familiar: Conjunto de personas vincu-
ladas por relaciones de: intimidad, mutua consi-
deración y apoyo, parentesco, filiación o convi-
vencia fraterna; o bien, tengan alguna relación 
conyugal o de concubinato;
III. y IV…
a. 4.403. Se considera concubinato la relación de 
hecho que tienen dos personas, que sin estar ca-
sadas y sin impedimentos legales para contraer
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matrimonio, viven juntas, haciendo una vida en 
común por un periodo mínimo de un año; no 
se requerirá para la existencia del concubina-
to el periodo antes señalado, cuando reunidos 
los demás requisitos, tengan hijos o hijas en co-
mún.
a. 4.404. Las personas en concubinato tienen los 
derechos y obligaciones alimentarias, de fami-
lia, hereditarios y de protección contra la violen-
cia familiar reconocidos en el presente Código y 
en otras disposiciones legales, así como los esta-
blecidos para los cónyuges, en todo aquello que 
les sea aplicable, sobre todo los dirigidos a la 
protección de las mujeres de las hijas y los hijos.

Guanajuato 
(CC)

Este ordenamiento no tiene definición legal de 
concubinato ni el señalamiento que esta unión 
forma familia.

Guerrero 
(CC)

a. 374. El Estado reconoce en la familia el grupo 
primario fundamental, sustento de la sociedad, 
en el que la persona humana encuentra los sa-
tisfactores afectivos y materiales para cubrir sus 
necesidades básicas.
Es el grupo social permanente y estable formado 
por un conjunto de personas unidas entre sí, ya 
sea por el matrimonio, el concubinato o el paren-
tesco, en cualquiera de sus formas.
a. 494 Bis. El concubinato es la unión de hecho 
entre dos personas, que estando en aptitud de 
contraer matrimonio entre sí, no lo han celebra-
do en los términos que la ley señala y hacen vida 
en común de manera notoria y permanente, si-
tuación que sólo podrá demostrarse si han pro-
creado, educado juntas hijas e hijos o han vivido 
públicamente como pareja durante más de dos 
años.
Artículo 494 Bis 1. Los concubinarios tendrán 
los derechos y obligaciones que se especifican en 
este Código.
En lo referente a los derechos y obligaciones de 
los concubinarios, es aplicable lo relativo al ma-
trimonio.
Los hijos nacidos de una relación de concubina-
to tendrán los mismos derechos y obligaciones 
como si lo fueran de matrimonio.
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Hidalgo 
(LF)

a. 2o. La familia es una institución social, perma-
nente, compuesta por un conjunto de personas 
unidas por el vínculo jurídico del matrimonio o 
por el concubinato; por el parentesco de consan-
guinidad, adopción o afinidad y se reconoce a la 
familia como el fundamento primordial de la so-
ciedad y del Estado.
a. 143. El concubinato es la unión de dos perso-
nas mayores de edad libres de matrimonio, que 
durante más de tres años de manera pública y 
constante hacen o hicieron vida en común como 
si estuvieren casados.
Será aplicable al concubinato lo dispuesto en el 
artículo 19 de este ordenamiento.
a. 146. El concubinato termina:
I. Por voluntad expresa de los concubinos;
II. Por muerte de alguno de los concubinos;
III. Por unirse los concubinos en matrimonio en-
tre ellos mismos o con persona distinta;
IV. Por abandono de un concubino a otro, y
V. Por disolución conforme a las reglas del divor-
cio cuando con anterioridad haya estado inscrito 
o haya sido declarado judicialmente.
a. 147. El concubinato declarado judicialmente 
tendrá los siguientes efectos:
I. Obtener una compensación en términos de lo 
dispuesto en el Artículo 476 Bis de [sic] Código 
de Procedimientos Familiares para el Estado de 
Hidalgo.
II. A heredar conforme a las disposiciones conte-
nidas en el Código Civil.
III. Son propios de cada concubino los bienes, 
que cada uno hubiere adquirido, antes y durante 
la vigencia del concubinato declarado judicial-
mente.

Jalisco 
(CC)

a. 778. El patrimonio de familia puede ser cons-
tituido por cualesquiera de los miembros de ésta, 
entendiéndose por familia para los efectos de 
este capítulo a todo grupo de personas que ha-
bitan una misma casa, se encuentren unidos por 
vínculo de matrimonio o concubinato o lazos de 
parentesco consanguíneo y que por la ley o vo-
luntariamente, tengan unidad en la administra-
ción del hogar.
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Para los efectos de este artículo, se entiende por 
concubinato el estado por el cual un hombre y 
una mujer solteros viven como si fueran cónyu-
ges, durante tres años o más. Se considera tam-
bién concubinato cuando hubieren procreado 
entre sí algún hijo.
Se considerará que existe el concubinato, siem-
pre y cuando la pareja se haya establecido en un 
mismo domicilio, a partir de ese momento no se 
den separaciones físicas por un tiempo mayor de 
seis meses y hayan transcurrido los plazos del 
párrafo anterior.

Michoacán 
(CF)

a. 1o. La familia es una institución social, perma-
nente, compuesta por un conjunto de personas 
unidas por el vínculo jurídico del matrimonio, de 
la sociedad de convivencia o por el estado jurídi-
co del concubinato; por el parentesco por con-
sanguinidad, adopción o afinidad.
a. 7o. Las relaciones jurídicas familiares genera-
doras de deberes, derechos y obligaciones surgen 
entre las personas vinculadas por lazos de matri-
monio, de sociedad de convivencia, parentesco, 
concubinato o adopción.
a. 307. Concubinato es la unión de dos personas, 
siempre que sin impedimentos legales para con-
traer matrimonio, el cual se genera cuando:
I. Hayan vivido en común, en forma constante 
y permanente por un periodo mínimo de dos 
años; o,
II. Hayan concebido un hijo en común.
a. 309. Si una misma persona establece varias 
uniones del tipo antes descrito, ninguna se repu-
tará concubinato.
En este caso, quien haya actuado de buena fe, 
podrá demandar del otro una indemnización por 
daños y perjuicios.
a. 310. Regirán al concubinato todos los dere-
chos y obligaciones inherentes a la familia, en lo 
que le fueren aplicables.
a. 311. El concubinato genera entre quienes lo 
conforman, derechos alimentarios y sucesorios, 
independientemente de los demás derechos y 
obligaciones reconocidos en este Código o en 
otras leyes.
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a. 312. Al cesar la convivencia, quien carezca 
de ingresos o bienes suficientes para su sosteni-
miento, tiene derecho a una pensión alimenticia 
por un tiempo igual al que haya durado el concu-
binato, el cual cesará si establece otra relación de 
esta especie o bien una relación consensuada con 
distinta persona, contrae matrimonio o procrea 
un hijo de forma voluntaria.
El derecho que otorga este artículo podrá ejerci-
tarse solo durante el año siguiente a la cesación 
del concubinato.
a. 313. El concubinato termina:
I. Por acuerdo mutuo entre las partes;
II. Por muerte de la concubina o el concubino, y
III. Por dejar de reunirse los requisitos legalmen-
te previstos para su existencia.
a. 315. Para los efectos del artículo anterior, se 
entiende por integrante de la familia, a la per-
sona que se encuentre o haya estado unida a 
otra por matrimonio, concubinato, relación de 
hecho, o por parentesco consanguíneo, en línea 
recta ascendente o descendente sin limitación de 
grado, colateral hasta el cuarto grado, así como 
por parentesco civil o de afinidad.

Morelos 
(CF)

a. 22. La familia Morelense es una agrupación 
natural que tiene su fundamento en una rela-
ción, estable entre dos personas y su plena rea-
lización en la filiación libre, consciente, respon-
sable e informada, aceptada y dirigida por la 
pareja, unidas por el vínculo del parentesco, del 
matrimonio o del concubinato, a la que se le re-
conoce personalidad jurídica.
a. 65. Concubinato. Es la unión de hecho de dos 
personas, ambas libres de matrimonio y sin im-
pedimento para contraerlo, que viven de forma 
constante y permanente, generando derechos y 
obligaciones al procrear hijos o manteniendo la 
convivencia.
Para acreditar el concubinato, el Juez deberá to-
mar en consideración que los concubinos han 
vivido en el mismo domicilio, de manera ininte-
rrumpida durante dos años o han cohabitado y 
procreado un hijo o más en común.
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Nayarit 
(CC)

a. 136. El concubinato es la unión de hecho entre 
dos personas, que realizan en forma continua, pú-
blica e ininterrumpida una vida en común de ma-
nera notoria y permanente, sin que medie vínculo 
matrimonial entre sí, o con terceras personas.
a. 137. El concubinato solo podrá acreditarse si 
la relación ha sido además de pública, a título de 
cónyuges por más de dos años en forma conti-
nua, con o sin la procreación de hijos.
a. 138. Los concubinos tienen obligación recí-
proca de otorgarse alimentos, durante el térmi-
no que subsista su unión, sujetándose a lo que 
establece la ley para los alimentos entre cón-
yuges.

Nuevo León 
(CC)

a. 291 Bis. El concubinato es la unión de dos per-
sonas, que durante más de dos años hacen vida 
marital sin estar unidos en matrimonio entre sí, 
siempre que no tengan impedimentos legales 
para contraerlo.
a. 291 Bis 1. Los concubinos, durante su unión, 
tienen derechos y obligaciones en forma recí-
proca, alimentarios y sucesorios, independiente-
mente de los demás reconocidos por este Código 
o por otras leyes.
No es necesario que transcurran los dos años 
que menciona este Código para que se generen 
dichos derechos y obligaciones cuando, reunidos 
los demás requisitos, tengan una hija o hijo en 
común.
a. 291 Bis 2. Los derechos y obligaciones deri-
vadas del concubinato, sólo podrán reclamarse 
judicialmente cuando se hayan cumplido los pla-
zos o las condiciones a que se refieren los artícu-
los precedentes.

Oaxaca 
(CF)

a. 2o. El objeto del derecho familiar es:
I. Proteger la organización y desarrollo de la fa-
milia, elemento fundamental de la sociedad;
II. Tutelar el respeto a la dignidad de las perso-
nas integrantes de la familia y;
III. Delimitar las relaciones de matrimonio, pa-
rentesco, filiación y concubinato.
a. 6o...
El Estado procurará, por todos los medios que 
estén a su alcance, que las personas que vivan en
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concubinato contraigan matrimonio. Para la 
realización de este fin, que es de orden público, 
se efectuarán campañas periódicas de convenci-
miento.
a. 7o. El concubinato es la unión de hecho, rea-
lizada voluntariamente entre dos personas libres 
de vínculo matrimonial, que han vivido pública-
mente como cónyuges durante dos años o más o 
que, en su caso, han procreado uno o más hijos.
Si con una misma persona se establecen varias 
uniones del tipo antes descrito, en ninguna se re-
putará concubinato. Quien haya actuado de bue-
na fe podrá demandar del otro, una indemniza-
ción por daños y perjuicios.
a. 8o. Regirán al concubinato todos los derechos 
y obligaciones inherentes a la familia y al matri-
monio, en lo que le fueren aplicables.
El concubinato genera entre los concubinos de-
rechos alimentarios y sucesorios, independiente-
mente de los demás derechos y obligaciones re-
conocidos en este código o en otras leyes.
a. 9o. Son aplicables al concubinato las siguien-
tes disposiciones:
I. Los concubinos, desde el inicio de la vida en 
común, se deben mutuamente alimentos en los 
mismos casos, términos y proporciones que la 
Ley señala para los cónyuges, mientras perdure 
su unión;
II. El concubinato termina por muerte de uno de 
los concubinos, por voluntad de uno o ambos, o 
por cualquier otra causa que implique la cesa-
ción de la vida en común;
III. Los concubinos están obligados a ayudarse 
de manera equitativa en el cuidado y la educa-
ción de sus menores hijos.
IV. Una vez cesado el concubinato, el concubino 
o concubina que durante la relación haya reali-
zado cotidianamente trabajos del hogar consis-
tentes en tareas de administración, dirección, 
atención del mismo o al cuidado de la familia, 
tendrá derecho a una compensación respecto de 
los bienes adquiridos durante la relación de con-
cubinato, la cual no podrá ser superior ni infe-
rior al cincuenta por ciento del valor de los bie-
nes adquiridos dentro de la vida en común, y
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V. Una vez cesado el concubinato, el concubino o 
concubina que durante el concubinato haya rea-
lizado cotidianamente trabajos del hogar con-
sistentes en tareas de administración, dirección, 
atención del mismo o al cuidado de la familia, 
tendrá derecho a recibir alimentos en los mismos 
términos y proporciones que la Ley señala para 
los cónyuges, obligación que subsistirá por el 
tiempo que duró la relación de concubinato y en 
tanto el acreedor o acreedora no contraiga nup-
cias o se una en concubinato con otra persona.

Puebla 
(CC)

a. 297. El concubinato es la unión voluntaria 
y de hecho entre dos personas, que estando en 
aptitud de contraer matrimonio entre sí, no lo 
han celebrado en los términos que la Ley seña-
la, haciendo vida en común de manera notoria y 
permanente, situación que podrá demostrarse si 
tienen hijas o hijos en común, o si han cohabita-
do públicamente como cónyuges durante más de 
dos años continuos.
a. 298. Son aplicables al concubinato las siguien-
tes disposiciones:
I. Los concubinos se deben mutuamente alimen-
tos, en los mismos casos, términos y proporcio-
nes que la Ley señala para los cónyuges, mien-
tras perdure su unión;
II. El concubinato termina por muerte de uno de 
los concubinos, por voluntad de uno o de ambos, 
o por cualquier otra causa que implique la cesa-
ción de la vida en común;
III. La terminación del concubinato o cesación 
de la vida en común, no origina derecho a recla-
mación alguna entre los concubinos, y
IV. Los concubinos están obligados a coadyuvar 
de manera equitativa en el cuidado y la educa-
ción de sus menores hijos, así como en el man-
tenimiento del hogar, sin importar si realizan 
actividades diferentes al cuidado del hogar y si 
obtienen un sueldo o ganancias con motivo de 
las mismas.

Querétaro 
(CC)

a. 273. El concubinato es la unión entre dos per-
sonas, libres de matrimonio, con el propósito de 
integrar una familia y realizar una comunidad 
de vida con igualdad de derechos y obligaciones.
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Se presume su existencia, cuando los concubinos 
vivieron juntos durante tres años o si antes de ese 
lapso de tiempo procrearon hijos en común.
Los bienes adquiridos durante el concubinato, se 
regirán por las reglas relativas a la comunidad 
de bienes.
a. 274. Los concubinarios tendrán los derechos 
y obligaciones que se especifican en este Código.
En lo referente a los derechos y obligaciones de 
los concubinarios, son aplicables las disposicio-
nes previstas para el matrimonio.

Quintana Roo 
(CC)

a. 602 bis. La familia es una institución social, 
permanente, compuesta por un conjunto de per-
sonas unidas entre sí a partir del vínculo jurídico 
del matrimonio o por el estado jurídico del con-
cubinato; por el parentesco de consanguinidad y 
afinidad, o por una relación de hecho, donde sus 
miembros gocen de una autonomía e indepen-
dencia personal.
a. 825 Bis. El concubinato es la unión de dos per-
sonas con derechos y obligaciones recíprocos, 
siempre que sin impedimentos legales para con-
traer matrimonio, han vivido en común en forma 
constante y permanente por un periodo mínimo 
de dos años que precedan inmediatamente a la 
generación de derechos y obligaciones a los que 
alude este Capítulo.
No es necesario el transcurso del periodo men-
cionado cuando, reunidos los demás requisitos, 
tengan un hijo en común.
Si con una misma persona se establecen varias 
uniones del tipo antes descrito, en ninguna se re-
putará concubinato. Quien haya actuado de bue-
na fe podrá demandar del otro, una indemniza-
ción por daños y perjuicios.
a. 825 Ter. Regirán al concubinato todos los dere-
chos y obligaciones inherentes a la familia, en lo 
que le fueren aplicables.
El concubinato genera entre los concubinos de-
rechos alimentarios y sucesorios, independiente-
mente de los demás derechos y obligaciones re-
conocidos en este código o en otras leyes.

San Luis Potosí 
(CF)

a. 105. El concubinato es la unión de hecho entre 
dos personas, libres de impedimentos de paren-
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tesco entre sí y vínculo matrimonial, a través de 
la cohabitación doméstica, la unión sexual, el 
respeto y protección recíproca, con el propósito 
tácito de integrar una familia con o sin descen-
dencia.
Si una misma persona establece varias uniones 
del tipo antes descrito, en ninguna se reputará 
concubinato.
a. 106. Para que exista jurídicamente el concu-
binato, es necesario que la manifestación de vo-
luntad se prolongue de manera pública y perma-
nente:
I. Durante tres años ininterrumpidos;
II. Durante dos años si la unión se produjo por 
medio de rito indígena o religioso de carácter pú-
blico, o
III. Desde el nacimiento de la primer hija o hijo, 
si esto ocurre antes de los plazos anteriores.
a. 112. El concubinato se termina por las siguien-
tes causas:
I. Por acuerdo mutuo entre las partes;
II. Por abandono del domicilio común por parte 
de uno de los concubinos, si la separación es in-
justificada y se prolonga por más de tres meses 
sin ánimo de reconciliación. Durante este plazo 
el concubinato sigue produciendo sus efectos, y
III. Por muerte de la concubina o el concubinario.
a. 113. La disolución del concubinato faculta a 
la concubina y al concubinario a reclamarse mu-
tuamente alimentos.
Atendiendo a las circunstancias del caso, la auto-
ridad judicial competente tendrá facultades para 
fijar el tiempo en que deban otorgarse y el monto 
de los mismos, considerando que la concubina o 
el concubinario no tengan bienes, o no estén en 
aptitud de trabajar.
En los casos de disolución del concubinato, la 
concubina o el concubinario, tendrá derecho 
a los alimentos, mientras no contraiga nuevas 
nupcias; no establezca nueva relación de concu-
binato; o esté imposibilitado para trabajar. La úl-
tima imposibilidad referida se entiende como un 
obstáculo insuperable.
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Sinaloa 
(CF)

a. 41. El Estado promoverá y facilitará el matri-
monio o la inscripción del concubinato de las 
parejas que realicen vida en común siempre que 
cubran los requisitos legales.
a. 165. El concubinato es la unión de dos per-
sonas, quienes sin impedimentos legales para 
contraer matrimonio, hacen vida en común de 
manera notoria y permanente durante dos años 
continuos o más.
El concubinato genera entre los concubinos de-
rechos alimentarios y sucesorios, con indepen-
dencia de los demás reconocidos en este Código 
o en otras leyes.
No se considerará concubinato, cuando haya 
varias uniones de este tipo, con una misma per-
sona.
a. 166. Además de lo señalado en el artículo 167, 
para que nazca jurídicamente el concubinato, es 
necesario que la unión se prolongue de mane-
ra exclusiva, pública y permanente durante dos 
años ininterrumpidos, o desde el nacimiento del 
primer descendiente, si esto ocurre antes de que 
transcurra el plazo anterior.
a. 167. Transcurrido el plazo o las condiciones 
previstas para tal efecto, podrá solicitarse que el 
concubinato se inscriba en la oficialía del Regis-
tro Civil del domicilio de los concubinos.
a. 168. La inscripción se solicitará por ambos 
concubinos, registrándose sus generales y datos 
familiares, la fecha en que se inició la relación 
concubinaria o nació el primer descendiente, a 
fin de que se les expida el acta respectiva. La cual 
señalará expresamente que tiene efectos de ma-
trimonio y que surte sus consecuencias jurídicas.
a. 169. El concubinato registrado o no, produce 
los mismos derechos y obligaciones personales y 
patrimoniales del matrimonio, desde el momen-
to en que se cumplió el término legal o desde el 
nacimiento del hijo, tanto en favor de los concu-
binos como de sus descendientes.
a. 173. Las funciones del concubinato son igua-
les a las del matrimonio, por lo que sus miem-
bros acordarán conjuntamente todo lo relativo a 
educación y atención de los descendientes, do-
micilio, trabajo y administración de los bienes.
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a. 178. El concubinato termina por las siguientes 
causas:
I. Por acuerdo mutuo entre las partes;
II. Por matrimonio;
III. Por abandono del domicilio común por parte 
de uno de los concubinos, siempre que se pro-
longue por más de un año. Durante este plazo 
el concubinato seguirá produciendo sus efectos 
para el abandonado, y
IV. Por muerte de alguno de los concubinos.

Sonora 
(CF)

a. 2o. La familia es el elemento natural y funda-
mental de la sociedad constituida por la unión 
matrimonial o concubinaria de dos personas y 
tiene derecho a la protección de la sociedad y del 
Estado. También existe por vínculos de paren-
tesco en los tipos, líneas y grados que reconoce 
la ley.
a. 3o. Las funciones de la familia, por lo que toca 
al vínculo conyugal, concubinario o fraternal, es 
garantizar la cohabitación, el respeto y la protec-
ción recíproca entre los miembros de la pareja.
a. 9o. Los estados familiares derivados del ma-
trimonio, el concubinato, el parentesco o las ins-
tituciones afines, sólo pueden constituirse me-
diante los hechos o actos previstos por esta ley, al 
igual que su disolución o modificación.
a. 191. El concubinato es la unión voluntaria de 
dos personas, libres de impedimentos matrimo-
niales por vínculo no disuelto o por parentesco, 
con el propósito tácito de integrar una familia, el 
respeto recíproco y la mutua protección.
a. 192. Para que nazca jurídicamente el concubi-
nato, es necesario que la cohabitación se prolon-
gue de manera exclusiva y permanente:
I. Durante tres años ininterrumpidos, o
II. Desde el nacimiento del primer hijo, si esto 
ocurre antes de que transcurra el plazo anterior.
a. 197. Las funciones del concubinato son igua-
les a las del matrimonio, por lo que sus miem-
bros acordarán conjuntamente todo lo relativo a 
educación y atención de los hijos, domicilio, tra-
bajo y administración de los bienes.
a. 201. Los derechos y obligaciones derivados del 
concubinato, sólo podrán reclamarse judicial- 
mente cuando se hayan cumplido los plazos o la
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condición a que se refiere el artículo 192 de este 
Código.
a. 202. El concubinato termina por la muerte, la 
separación voluntaria de cualquiera de los con-
cubinos o el matrimonio de cualquiera de éstos 
con persona diversa al concubinario.

Tabasco 
(CC)

a. 153...
Habrá concubinato cuando dos personas, sin im-
pedimento para contraer matrimonio vivan jun-
tos públicamente como pareja durante un año, o 
menos si hubiere hijos.
a. 256 Bis. La relación del concubinato termina 
por las siguientes causas:
I. Por acuerdo mutuo entre las partes;
II. Por abandono del domicilio común más de 
seis meses, por parte de uno de los concubinos;
III. Por muerte de alguno de los concubinos, y
IV. A voluntad de cualquiera de los concubinos, 
mediante aviso judicial.

Tamaulipas 
(CC)

a. 267 Bis. El concubinato es la relación de hecho 
que se genera entre dos personas que, sin tener 
ningún vínculo matrimonial y siendo mayores de 
edad, han tenido descendencia o han emprendi-
do un proyecto de vida en común fundado en la 
afectividad, el consentimiento y la solidaridad li-
bremente aceptada con la finalidad de convivir 
de forma estable.

Tlaxcala 
(CC)

a. 42...
El Estado procurará, por todos los medios que 
estén a su alcance, que las personas que vivan 
en concubinato contraigan matrimonio. Para la 
realización de este fin estatal, que es de orden pú-
blico, se efectuarán campañas periódicas de con-
vencimiento en las que colaborarán funcionarios 
y maestros del Estado.
Hay concubinato cuando dos personas solteras 
se unen, sin estar casados, para vivir bajo un mis-
mo techo, como si lo estuvieren. Salvo disposi-
ción de la ley en otro sentido, cuando este Códi-
go hable de concubina o concubino, se entenderá 
que se refiere a las personas que viven en las con-
diciones supuestas en este párrafo.
a. 478. El concubinato del menor produce la 
emancipación. Si la vida en común cesa por más
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de sesenta días el menor recaerá en la patria po-
testad.
a. Bis. Si la vida en común del menor de edad 
cesa por más de sesenta días, y ha engendrado 
o procreado hijos, recaerá en la patria potestad, 
pero tendrá la libre disposición del producto de 
su trabajo.

Veracruz 
(CC)

a. 139. El concubinato es la unión de hecho en-
tre dos personas, sin que exista un contrato entre 
ellos, ambos se encuentren libres de matrimonio, 
que deciden compartir la vida para apoyarse mu-
tuamente.
a. 139 Bis. Los concubinos tienen derechos y 
obligaciones recíprocos, siempre que, hayan vi-
vido en común en forma constante y permanente 
por un periodo mínimo de tres años, que prece-
dan inmediatamente a la generación de derechos 
y obligaciones a los que alude este capítulo.
No es necesario el transcurso del periodo men-
cionado cuando, reunidos los demás requisitos, 
tengan hijas o hijos en común.
Si con una misma persona se establecen varias 
uniones del tipo antes descrito, en ninguna se re-
putará concubinato. Quien haya actuado de bue-
na fe podrá demandar del otro, una indemniza-
ción por daños y perjuicios.
a. 139 Ter. Regirán al concubinato todos los dere-
chos y obligaciones inherentes al matrimonio, en 
lo que le fueren aplicables.
a. 139 Quater. El concubinato genera derechos 
alimentarios y sucesorios, independientemente 
de los demás derechos y obligaciones reconoci-
dos en este Código o en otras leyes.
a. 139 Quinquies. Al cesar la convivencia, quien 
se encuentre en desequilibrio económico, ten-
drá derecho a una pensión compensatoria. Esta 
prestación durará hasta que este desequilibrio se 
haya resarcido.
No podrá reclamar alimentos quien haya demos-
trado ingratitud.

Yucatán 
(CF)

a. 201. El concubinato es la unión de dos perso-
nas quienes, libres de matrimonio, hacen vida en 
común de manera notoria, permanente, hayan o 
no procreado hijos o hijas o han vivido pública-
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mente como cónyuges durante dos años conti-
nuos o más.
a. 202. Para que nazca jurídicamente el concubi-
nato, es necesario que la cohabitación se prolon-
gue de manera exclusiva, pública y permanente, 
de conformidad con el artículo anterior.
a. 203. Las funciones del concubinato son igua-
les a las del matrimonio, por lo que la pareja 
debe acordar conjuntamente todo lo relativo a la 
educación y atención de los hijos o hijas, a su do-
micilio y a la administración de los bienes.
a. 204. Si una misma persona hace vida en co-
mún de manera notoria y permanente con varias 
personas, independientemente de la duración de 
estas uniones y de que haya descendencia en las 
mismas, no se nace jurídicamente, en ningún 
caso, el concubinato.
Lo anterior, sin perjuicio de que se reconozcan a 
los hijos o hijas de esas uniones.
a. 206. El concubinato termina por las siguientes 
causas:
I. Por acuerdo mutuo entre las partes;
II. Por abandono del domicilio común por parte 
de uno de los miembros del concubinato, siem-
pre que se prolongue por más de seis meses. Du-
rante este plazo el concubinato sigue producien-
do sus efectos para la persona abandonada, y
III. Por muerte de la concubina o del concubi-
nario.

Zacatecas 
(CF)

a. 3o. La familia es una institución político-so-
cial, permanente, constituida por un conjunto de 
personas, unidas por el vínculo del parentesco, 
del matrimonio o del concubinato, a la que se le 
reconoce personalidad jurídica.
a. 5o. El Estado promoverá la organización social 
y económica de la familia, mediante el vínculo del 
matrimonio, o del concubinato, al que se recono-
ce como institución del derecho familiar.
a. 241. El concubinato es un matrimonio de he-
cho, es la unión entre dos personas libres de ma-
trimonio y sin los impedimentos que la Ley se-
ñala para celebrarlo, que, de manera pública y 
permanente, hacen vida en común, como si estu-
vieran casados, si tal unión perdura durante más 
de dos años o procrearen hijos.
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a. 242. El concubinato producirá, respecto de los 
hijos habidos en esta unión, los siguientes efectos:
I. Llevar los apellidos del padre y de la madre;
II. El derecho a alimentos;
III. El derecho a heredar en los términos señala-
dos en el Código Civil;
IV. En general los mismos derechos y obligacio-
nes que tienen los hijos del matrimonio.
a. 243. La ruptura del concubinato, cesación de 
la vida en común, origina entre los concubinos 
derechos y obligaciones alimentarios y suceso-
rios, independientemente de los demás recono-
cidos en este Código. Al terminar la convivencia, 
la concubina o el concubino que carezca de in-
gresos o bienes suficientes para su sostenimien-
to, tienen derecho a una pensión alimenticia por 
un tiempo igual al que haya durado el concu-
binato, siempre que no contraiga matrimonio o 
viva en nuevo concubinato.
Cuando los concubinos decidan terminar la con-
vivencia y formalizar por la vía judicial los térmi-
nos de la separación, podrán acudir a la instan-
cia de mediación del Poder Judicial del Estado 
para convenirlos.
El derecho a reclamar alimentos es imprescrip-
tible.
a. 244. La concubina no tiene derecho a usar el 
apellido del concubino, aun cuando los hijos lle-
ven el apellido de ambos.

II. La sociedad en convivencia

1. Reflexiones iniciales251

La sociedad en convivencia es una figura relativamente 
nueva en el panorama jurídico nacional e internacional, 

251		  Retomo y actualizo algunas de mis reflexiones sobre este tema, 
publicadas en Pérez Duarte y Noroña, Alicia Elena, “Las sociedades 
de convivencia en Campeche. Reconocimiento de la diversidad o dis-
criminación”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, nueva serie, 
año LIII, núm. 159, septiembre-diciembre de 2020, pp. 1117-1137, 
disponible en: https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-
comparado/article/view/15801.
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también conocida en otros países como “pacto civil de 
solidaridad” o “pacto común de solidaridad”. Surge en 
la última década del siglo pasado como el primer acer-
camiento a la aceptación de las relaciones familiares 
formadas a partir de una pareja de personas del mismo 
sexo. En nuestro país, las primeras normas sobre la ma-
teria datan de la primera década de este siglo. En Europa 
se legisló una década antes, siendo Francia el primer país 
en debatir y legislar.

En España, en donde se rechazaron las uniones de 
hecho o concubinato hasta finales del siglo XX, surgió 
un debate que pareció abrir las puertas al reconoci-
miento jurídico de las parejas formadas por dos per-
sonas del mismo sexo; sin embargo, la literatura dis-
ponible —poca, por cierto, y lo sigue siendo— parece 
indicar que estas “uniones de hecho” se refieren a una 
pareja de un hombre y una mujer.

En todo caso, este primer paso para permitir las 
uniones de hecho o legales entre persona del mismo sexo 
no tuvo mucho eco en el mundo jurídico. México no fue 
la excepción, pues los grupos que las impulsaron avan-
zaron más rápido que las propias leyes y llegaron hasta 
la aprobación de los matrimonios, calificados, original-
mente, como igualitarios. Ciudad de México, Coahuila, 
Campeche y Michoacán son ejemplo de la escasa legisla-
ción en la materia. Estas entidades coinciden en definir a 
estos enlaces como un acuerdo o contrato celebrado por 
dos personas mayores de edad, del mismo o diferente 
sexo, con el objeto de organizar una vida común.

La Ley de Sociedad de Convivencia para la Ciudad 
de México252 explica que se trata de una sociedad vo-

252		  La Ley de Sociedad de Convivencia para el Distrito Federal fue 
publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 16 de noviembre 
de 2006 y entró en vigor el 17 de marzo de 2007. Por decreto, la ley 
se abroga y se expide la Ley de Sociedad de Convivencia de la Ciudad 
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luntaria que se constituye en exclusiva entre dos per-
sonas mayores de edad, con plena capacidad jurídica, 
que pueden ser de diferente o del mismo sexo, con el 
objeto de establecer un “hogar común, con voluntad de 
permanencia y ayuda mutua” (artículo 2o.). Están im-
pedidas quienes se encuentren unidas en matrimonio o 
concubinato, quienes mantenga vigente otra sociedad 
de convivencia y los parientes consanguíneos en línea 
recta, sin límite de grado, o en línea colateral hasta el 
cuarto grado (artículo 4). Sus postulados son similar a 
las definiciones y requisitos contenidos en la norma de 
Campeche.

Quienes se unen de esta manera, pueden elegir li-
bremente las reglas de su convivencia, incluso la forma 
de organizar sus relaciones patrimoniales con acuer-
dos de voluntad. Estos pueden hacerse por escrito, pero 
para tener valor jurídico oponibles a terceros, deben ser 
registrados. Los efectos de estas sociedades son seme-
jantes a los del concubinato, se establezcan por escrito 
o no; en todo caso, están obligados a proporcionarse 
alimentos. Para terminar una sociedad, basta el acuer-
do de ambas partes y avisar a la autoridad ante quien 
se registró —si fuere el caso— o la expresión unilateral 
de voluntad que deberá notificarse a la otra parte en un 
plazo no mayor a veinte días. Por estas características, 
en Francia estas uniones son en realidad un concubina-
to organizado:

...el concubinato organizado mediante un Pacto Civil de 
Solidaridad se aproxima al matrimonio, sin tener su ca-
rácter solemne ni su fuerza moral y simbólica; resulta 
paradójico constatar que, por su parte, el matrimonio, 
con la simplificación del procedimiento de divorcio y la 

de México, publicada en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, el 
24 de octubre de 2017.



DERECHOS HUMANOS Y RELACIONES FAMILIARES422

relajación de las reglas relativas al cambio de régimen 
matrimonial, también se ha aproximado al Pacto Civil 
de Solidaridad.253

Surge así, una nueva institución de derecho de fa-
milia con impacto para las personas convivientes y su 
entorno familiar, comunitario y social.

2. Su naturaleza jurídica

La SCJN ubica la familia como una realidad social, 
cuyo concepto es dinámico.254 No obstante, se debe de te-
ner cuidado con estos términos en la identificación de la 
naturaleza jurídica de instituciones de derecho de familia, 
como lo son las sociedades de convivencia, pues encontra-
mos que este mismo concepto es utilizado con objetivos 
opuestos a la línea discursiva de la SCJN y de la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos (CIDH). Por ejemplo:

La familia es una realidad social, de cultura, etc. No po-
demos calificarla con conceptos de naturaleza ideológi-

253		  Ginisty, Jean-Claude, “El pacto civil de solidaridad o el concu-
binato organizado”, Notario del Siglo XXI, 11 de diciembre de 2006, 
disponible en: http://www.elnotario.es/entrevistas/2713-el-pacto-civil-
de-solidaridad-o-el-concubinato-organizado-0-641191446819521.

254		  La SCJN estipula que “…el artículo 4o. constitucional impone la 
obligación de proteger la organización y el desarrollo de la familia, y 
ha agregado que este precepto debe entenderse como protector de la 
familia como realidad social y como concepto dinámico” (Acción de In-
constitucionalidad 8/2014. Promovente: Comisión de Derechos Huma-
nos del Estado de Campeche. Sentencia emitida por el Tribunal Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente 
al 11 de agosto de 2015). Esta declaración la hace a partir de las decisio-
nes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, sobre los casos 
Furlán y Familiares vs. Argentina (2012) y Atala Riffo y Niñas vs. Chile 
(2012), así como en su propia Tesis P XXIII/2011 “Familia. su protec-
ción constitucional comprende a la formada por parejas del mismo 
sexo (homoparentales)” del 4 de julio de 2011.
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ca, que tienen fuerza sólo en un momento de la historia y 
después decaen. No se puede hablar hoy de familia con-
servadora o familia progresista: la familia es familia...255

Si es o no pertinente redefinir conceptos con conno-
taciones culturales más allá de la memoria humana, es 
parte de la libertad de expresión. Sin embargo, es im-
portante darse cuenta que el concepto “realidad social” 
contiene un conjunto de comportamientos e interaccio-
nes personales en continua tensión y movimiento. Por 
ende, la familia —en singular— como realidad social 
debe estudiarse en el marco de las comunidades en las 
que se inserta, en un contexto histórico, cultural y evo-
lutivo que refiere símbolos o construcciones simbólicas 
en una sociedad dada y, a su vez, obliga a reconocer la 
influencia de diferentes factores internos y externos.

Con estos elementos que la SCJN pone en el debate, 
más los referentes legislativos que indican con claridad 
la suplencia de las normas sobre el concubinato en el 
ámbito de las sociedades de convivencia, es claro que su 
naturaleza jurídica no puede ser definida sino a través 
de una institución de derecho de familia que se crea por 
medio de un contrato o acuerdo de voluntades entre dos 
personas del mismo o de distinto sexo.

A partir de esta línea de reflexión, se puede entender 
la resistencia que existe en México —reflejada también 
en algunas de las líneas discursivas de votos particula-
res— ante la evolución que esta realidad social llamada 
familia tiene por el impulso de los derechos humanos, 
el cual abrió la puerta a la posibilidad de que personas 

255		  “Discurso del Santo Padre Francisco a los participantes en el 
Coloquio Internacional sobre la complementariedad del hombre y la 
mujer, organizado por la Congregación para la Doctrina de la Fe”, 
17 de noviembre de 2014, disponible en: https://www.vatican.va/con 
tent/francesco/es/speeches/2014/november/documents/papa-francesco 
_20141117_congregazione-dottrina-fede.html.
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que no responden al mandato de heteronormatividad de 
la llamada cultura mexicana puedan formar, de manera 
legal, una familia.

Esto mismo sucedió en Europa, donde pocos países 
legislaron en la materia, antes de que se aprobaran los 
matrimonios entre personas del mismo sexo. Francia, 
Bélgica, Países Bajos, Noruega, Dinamarca, Suecia e Is-
landia lo hicieron entre las década de 1980 y 1990. La 
resistencia fue grande por el miedo a que se modifica-
ra la legislación sobre concubinato y sobre matrimonio, 
para abrirse a homosexuales, lesbianas y personas trans 
o autonombradas “no binarias”.256

Es una actitud que sigue presente en México, a pesar 
de que la SCJN ya determinó que aquellos ordenamien-
tos civiles de la República que no permiten el matrimo-
nio, el concubinato y otro tipo de uniones familiares en-
tre personas del mismo sexo son inconstitucionales. Es 
una resistencia que no desiste en sus pretensiones, en 
la medida que al Estado le corresponde fijar normas de 
convivencia en las que tengan cabida todas las expresio-
nes de realidad social familiar, y garantizar el respeto 
para todas ellas en un contexto de igualdad y no discri-
minación que tome en cuenta el respeto a la dignidad 
de todas las personas, como el punto de partida de las 
relaciones en la sociedad.

3. La discriminación en el marco 
del derecho a fundar una familia

Se asienta, entonces, que la sociedad en convivencia 
es una institución257 de derecho de familia, que genera 

256		  Véase Bach-Ignasse, Gérard y Roussel, Yves, Le PACS juridique 
et pratique 100 questions/réponses, París, Denoël Impacts, 2000.

257		  La sociedad en convivencia es una “invención jurídica”, dije-
ron durante los debates en Francia a finales del siglo pasado e inicios 
del presente (véase Bach-Ignasse y Roussel, op. cit., pp. 85 y ss.).
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un estado civil con el que se tejió un puente entre el con-
cepto heteronormado de este grupo social y el recono-
cimiento de la discriminación que sufren las personas, 
cuya sexualidad no se enmarca en la heterosexualidad 
que afecta, entre otros derechos humanos, el derecho a 
fundar una familia. El Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos establece que la “familia es el elemen-
to natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho 
a la protección de la sociedad y del Estado” (artículo 
23). Esta norma se relaciona con el Pacto Internacional 
sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en 
el que se amplían los límites de la protección del Esta-
do a este grupo social, al señalar que se “debe conceder 
a la familia, que es el elemento natural y fundamental de 
la sociedad, la más amplia protección y asistencia posi-
bles, especialmente para su constitución y mientras sea 
responsable del cuidado y la educación de los hijos a su 
cargo...” (artículo 10, numeral 1).

El Comité de Derechos Humanos, órgano de vigilan-
cia del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, en su ob-
servación general núm. 19,258 admitió que no es posible 
definir de manera uniforme el concepto “familia” —ni 
en singular ni mucho menos en plural—, porque hay 
grandes diferencias culturales e ideológicas entre uno 
y otro Estado parte de este instrumento internacional, 
como las hay al interior de estos mismos entre sus dife-
rentes regiones.

En esa época, con el reconocimiento de la diversidad 
de familias, se hacía referencia a la familia de tipo nu-
clear, conformada por las y los progenitores y su prole; a 
la familia extendida, en la que se incluyen varias genera-
ciones que habitan en el mismo hogar o con relaciones 
reconocidas por la legislación; a las parejas que no han 

258		  Observación aprobada en el 39o. periodo de sesiones de este 
Comité, celebrado en 1990.
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contraído matrimonio y sus hijos e hijas, y a las familias 
monoparentales. Todavía no era posible que personas 
del mismo sexo se unieran para formar una familia, pre-
cisamente, la incursión en la figura que se comenta es el 
primer acercamiento formal y normativo.

En la exposición de motivos de la Ley de Sociedad 
de Convivencia para la Ciudad de México, desde su 
origen,259 se recurrió a un lenguaje que pretendió ser in-
cluyente; sin embargo, ahí mismo están las semillas de 
los prejuicios discriminatorios. Desde luego, se utiliza-
ron conceptos como “expresión del amplio espectro de la 
diversidad social”,260 a través del cual pareciera que hay 
un reconocimiento a las diversas manifestaciones de la 
sexualidad y de las relaciones de pareja a las que se les 
pretende dar un orden legal y un sentido de permanen-
cia. Expresiones como la que indica que esta figura “no 
interfiere en absoluto con la institución del matrimonio 
ni la vulnera [y] no hace frente, no desafía las familias 
convencionales ni pretende socavar los valores morales 
de las personas”261 contradicen la intención de recono-
cer esa diversidad, pues generan un régimen exclusivo 
para las parejas del mismo sexo, cuyas consecuencias 
no son similares a las del matrimonio o del concubinato, 
estableciendo un instituto de derecho familiar limitado, 
excluyente y discriminador.

259		  Cabe recordar que esta ley fue publicada, originalmente, como 
Ley de Sociedad de Convivencia para el Distrito Federal (véase Ga-
ceta Oficial del Distrito Federal del 16 de noviembre de 2006); poste-
riormente, el 24 de octubre de 2017 fue abrogada media te decreto 
en el que se le cambia de nombre a Ley de Sociedad de Convivencia 
para la Ciudad de México. Su espíritu, los motivos y la legislación es 
prácticamente la misma. En esta obra, salvo aclaración en contrario, 
se hace referencia a la Ley de 2017.

260		  Exposición de motivos de la Ley de Sociedad de Convivencia 
para el Distrito Federal.

261		  Idem.



LAS RELACIONES FAMILIARES EN EL DERECHO 427

Esta misma tensión entre valores tradicionales he-
teronormados y el reconocimiento de la diversidad hu-
mana, más allá del componente binario hombre/mujer, 
heterosexuales, se encuentra en el texto de la resolución 
que recayó a la Acción de Inconstitucionalidad 8/2014 
de la SCJN, de tal manera que explica la afirmación de 
Adriana Segovia, en el sentido de que el modelo univer-
sal de familia:

...se volvió normativo, formando parte de estructuras y 
símbolos propios de una cultura dominante que tiende a 
dictar no lo que las familias son, sino “lo que la familia 
debe ser”. Y como tal, se volvió restrictivo de las múlti-
ples posibilidades de ser familia y de ser humano.262

Es un modelo rígido y estereotipado que, continúa 
Segovia, termina aparentando una perfección median-
te su acogida en todas las estructuras socioculturales 
—incluso las normativas—, creando un imaginario so-
cial que se retroalimenta, reproduce y perpetúa. En su 
propia estructura lleva el germen de la discriminación 
hacia todas las personas que se alejan de dicho patrón 
que lleva aparejado afectaciones anímicas, limitaciones 
en la concreción de un proyecto de vida digna con au-
tonomía y exclusiones en los ámbitos de la legitimidad 
y el desarrollo económico, social y cultural, subraya la 
autora.

Esta resistencia se refleja en los comentarios de 
Eduardo Medina-Mora Icaza en el voto particular que 
emitió en la Acción de Inconstitucionalidad 8/2014, ha-
cia la creación de la figura de sociedades civiles de con-

262		  Segovia Urbano, Adriana, “Diversidades familiares: espacios 
de construcción”, en Raphael de la Madrid, Lucía y Gómez Cíntora, 
Antonio (coords.), Diálogos diversos para más mundos posibles. Mé-
xico, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, p. 5.
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vivencia y hacia la negativa a aceptar que se trata de 
una institución de derecho de familia. Además, hay que 
destacar que este primer acercamiento en la materia ha 
sido superado por la realidad social llamada familia y 
por el reconocimiento de la amplia diversidad humana, 
traducida en los ordenamientos civiles y familiares en 
materia de matrimonios entre personas del mismo sexo.

A esta normatividad, se suman las decisiones juris-
prudenciales de la misma SCJN, a través de las cuales 
se señala con claridad que toda aquella legislación que 
prohíba o inhiba la celebración de estos matrimonios es 
inconstitucional. Las acciones de inconstitucionalidad 
2/2010 y 8/2014 generaron amplios espacios de debate 
filosófico sobre derechos humanos, igualdades, lenguaje 
jurídico, familias, perspectiva de género y discrimina-
ciones, por lo que se fueron abriendo los espacios para 
la entrada de los llamados matrimonios igualitarios, 
más allá de si existe o no, como dice Ángela Figueruelo, 
un grado de “igualdad tolerable en el marco de una so-
ciedad liberal”.263

Es cierto que esta postura se refiere a la igualdad en-
tre mujeres y hombres; sin embargo, la igualdad es un 
referente axiológico válido para cualquier relación entre 
seres humanos, en la medida en que la base en que se 
asienta es el respeto a la dignidad de todas las personas. 
De ahí que es válido preguntar si existe o no compatibili-
dad entre el derecho de una persona heterosexual y otra 
con distinta orientación sexual a formar una familia, con 
idénticos resultados entre unas y otras; es decir, en el 

263		  Figueruelo Burrieza, Ángela, “La igualdad compleja en el cons-
titucionalismo del siglo XXI. Referencia especial a la no discrimi-
nación por razón de sexo”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado 
Número Conmemorativo, sexagésimo aniversario, pp. 211-244, 1 de 
enero de 2018, p. 245, disponible en: https://revistas.juridicas.unam.
mx/index.php/derecho-comparado/article/view/4055/5200.
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respeto a las diferencias y a la preservación de la diver-
sidad entre seres humanos,264 siempre —reitero— en un 
ambiente de respeto a la dignidad humana. Ahí donde 
se ha legislado en la materia, la sociedad en conviven-
cia es institución fundante de una familia, como lo son 
el matrimonio y el concubinato; tiene características y 
organización diversa, pero es familia, a fin de cuentas.

4. Su presencia en la legislación 
de las entidades federativas en México

Las características comunes a las sociedades en con-
vivencia que hay en el país son:

a)	 Tienen naturaleza contractual, entre dos personas 
mayores de edad, de diferente o del mismo sexo, 
con capacidad jurídica plena.

b)	 Estas personas fijan un domicilio común, con vo-
luntad de permanencia y de ayuda mutua, para or-
ganizar su vida en común;

c)	 Puede ser registrada en escritura pública o ante el 
Registro Público de la Propiedad y de Comercio;

d)	 Los convivientes que la constituyen tienen el ca-
rácter de compañeros civiles, no de cónyuges;

e)	 Por su propia naturaleza, no pueden formar una 
sociedad de esta índole, personas unidas en ma-
trimonio ni parientes consanguíneos en línea rec-
ta sin importar el grado y en la colateral hasta el 
cuarto grado,

264		  La autora en comento señala: “La discusión se ocupa en per-
mitir conocer, de forma aproximada, el grado de igualdad tolerable 
en el marco de una sociedad liberal, el concepto de la igualdad de 
oportunidades frente a la igualdad de resultados, la compatibilidad 
entre el derecho a la igualdad individual y el derecho de los colecti-
vos a las diferencias y a la preservación de su diversidad” (Figueruelo 
Burrieza, op. cit., p. 27).
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f)	 Finalmente, tienen como norma supletoria las re-
lativas al concubinato.

El caso de Campeche es interesante porque su pri-
mera legislación sobre esta figura fue impugnada ante 
la SCJN con la Comisión Estatal de Derechos Huma-
nos, sosteniendo su inconstitucionalidad por conside-
rar que el artículo 19 contenía una discriminación con-
tra personas que se entran en el concepto de “categorías 
sospechosas”.265 El texto decía así:

Los convivientes no podrán realizar adopciones en for-
ma conjunta o individual. No podrán compartir o enco-
mendar la patria potestad o guardia y custodia de los 
hijos menores del otro. Es nulo de pleno derecho cual-
quier pacto que contravenga esta disposición.

265		  Este concepto es complejo de entender. Se usa para identificar 
las categorías analíticas incluidas en el último párrafo del artículo 
1o. constitucional: origen étnico o nacional, género, edad, discapa-
cidad, condición social o de salud, religión, opiniones, preferencias 
sexuales, estado civil o “cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y liber-
tades de las personas”. La transición entre categoría analítica y cate-
goría sospechosa tiene una ruta clara: la jurisprudencia de Estados 
Unidos. De ahí llegó a las cortes europeas y de ahí a América Latina; 
es decir, a México, siempre para tratar de sostener la igualdad en 
tanto derecho humano, en un mundo cuya característica es la diver-
sidad concreta entre las personas y los contextos sociales diversos; 
un mundo en el que se reconoce que la vida en comunidad no ofrece 
igualdad de condiciones y circunstancias para todas las personas y 
que esto es mucho más complejo que una norma jurídica, aunque 
esta sea de la más alta relevancia para la ciencia el derecho como 
lo es la Constitución política o un tratado internacional en materia 
de derechos humanos. Los factores de exclusión son una compleja 
realidad en la que se identifican diferentes contextos en los cuales 
la discriminación existe como algo considerado natural, en franca 
violación al derecho de igualdad y no discriminación. Se trata de 
un atentado directo a la dignidad humana que es común a todas las 
personas más allá de las diferencias.
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Para la CEDH, este numeral producía claramente 
efectos discriminatorios en los convivientes, pues se les 
pretende excluir del universo de quienes tienen derecho 
a adoptar, sin que exista una justificación robusta, más 
allá de tratarse de una distinción basada en categorías 
sospechosas.266 La SCJN determinó en la AI 8/2014 que 
el artículo impugnado

…no persigue un fin constitucionalmente válido, sino 
por el contrario, tiene la finalidad de discriminar desde 
una categoría prohibida por el artículo 1o. constitucio-
nal, relativa a la orientación sexual, por lo que se consi-
dera que el concepto de invalidez de la parte promovente 
relativo a la vulneración del principio de igualdad y no 
discriminación es fundado.

En mi opinión, el artículo 19 no sólo era discrimina-
dor: lo es cualquier definición que cuestiona la sexuali-
dad de cualquier persona. El Pleno de la SCJN declaró 
su invalidez, por lo cual debería quedar claro que las 
personas unidas en sociedad de convivencia pueden 
adoptar, como sucede con las personas unidas en con-
cubinato y matrimonio, sin que ello enfrente ni desafíe 
a las familias convencionales ni socave los valores mo-

266		  Una aclaración más acerca de este concepto. La SCJN lo re-
conoce “...como rubros prohibidos de discriminación [que] hacen 
las veces de focos rojos para las autoridades, específicamente para 
quienes juzgan” (SCJN, Protocolo para juzgar con perspectiva de géne-
ro. Haciendo realidad…, cit., p. 56). Se señala que algunas de las ca-
tegorías sospechosas son sexo, genero, preferencias u orientaciones 
sexuales, la edad, las discapacidades, antecedentes de discapacidad, 
consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una disca-
pacidad presente o pasada, la condición social, las condiciones de 
salud, la religión, las opiniones, el estado civil, raza, color, idioma, 
linaje u origen nacional, social o étnico, posición económica, naci-
miento o cualquier otra condición social. Véase CIDH, Caso Atala 
Riffo y niñas vs. Chile. Sentencia del 24 de febrero de 2012 (Fondo 
Reparaciones y Costas).
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rales de las personas en aquella entidad federativa. La 
Tesis P./J. 14/2016 (10a.) de la SCJN señala:

El citado precepto, al excluir a los convivientes de la 
posibilidad de ser considerados como adoptantes y de 
compartir la patria potestad con base en la categoría sos-
pechosa de estado civil, viola el principio de igualdad y 
no discriminación. Además, la carga discriminatoria de 
la norma es clara, pues la sociedad civil de convivencia 
es el único estado civil en el Estado de Campeche que 
tiene prohibido adoptar y compartir la patria potestad. 
Cabe recordar que no toda diferencia en el trato hacia 
una persona o grupo de personas es discriminatoria, que 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos no prohíbe el uso de categorías sospechosas, sino su 
utilización de forma injustificada, y que el escrutinio es-
tricto de las distinciones basadas en las categorías sospe-
chosas garantiza que sólo serán constitucionales aque-
llas que tengan una justificación muy robusta, cuestión 
que no sucede con la norma referida.267

Sin embargo, Campeche promulgó una nueva ley en 
la materia; así, en el país hay tres entidades federativas 
con norma específica para estas sociedades o pactos de 
solidaridad: Ciudad de México, Campeche y Tlaxcala. 
Además, la Ley para la Familia de Coahuila y el Códi-
go Familiar de Michoacán también legislan de manera 
muy similar a Ciudad de México la institución que de-
nominan Pacto Civil de Solidaridad y Sociedad de Con-
vivencia, respectivamente. Veamos los aspectos más re-
levantes de estas normas:

267		  Tesis de Jurisprudencia P./J. 14/2016, Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación. “Adopción. El artículo 19 de la Ley Regulatoria 
de Sociedades Civiles de Convivencia del Estado de Campeche 
viola el principio de igualdad y no discriminación”, 23 de sep-
tiembre de 2016.
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Entidad 
federativa Sociedad en convivencia

Campeche

Ley Regulatoria 
de Sociedades 

Civiles 
de Convivencia 

del Estado 
de Campeche268

a. 2o. La Sociedad Civil de Convivencia es un 
contrato que se constituye cuando dos personas 
físicas de diferente o del mismo sexo, mayores de 
edad y con capacidad jurídica plena, establecen 
un domicilio común, con voluntad de permanen-
cia y de ayuda mutua, para organizar su vida en 
común. Los conviventes que la constituyan ten-
drán el carácter de compañeros civiles.
a. 3o. La Sociedad Civil de Convivencia obliga a 
los conviventes, en razón de la voluntad de per-
manencia, ayuda mutua y establecimiento del 
domicilio común, la cual surte efectos frente a 
terceros cuando la sociedad es registrada ante las 
Oficinas del Registro Público de la Propiedad y 
de Comercio del Estado de Campeche, en cuya 
jurisdicción se encuentre establecido el domici-
lio común.
a. 4o. No podrán constituir Sociedad Civil de 
Convivencia, las personas unidas en matrimonio, 
concubinato y aquéllas que mantengan vigente 
otra Sociedad Civil de Convivencia.
a. 5o. Para los efectos de los demás ordenamientos 
jurídicos, la Sociedad Civil de Convivencia se re-
girá, en lo que fuere aplicable, en los términos del 
concubinato y las relaciones jurídicas que se de-
rivan de este último, se producirán entre los con-
viventes conforme a la legislación civil aplicable.
a. 6o. La Sociedad Civil de Convivencia deberá 
hacerse constar ante notario en escritura pública 
[sic], misma que será registrada en la Dirección 
General del Registro Público de la Propiedad y 
de Comercio del Estado de Campeche, o en su 
caso, en las oficinas registrales que correspondan 
al domicilio donde se establezca el domicilio co-
mún, instancia que actuará como autoridad re-
gistradora.
a. 13. En virtud de la Sociedad Civil de Conviven-
cia se generará el deber recíproco de proporcio-

268		  Publicada en el Periódico Oficial de Campeche el 28 de febrero 
de 2024.
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narse alimentos, a partir de la suscripción de 
ésta, aplicándose al efecto lo relativo a las reglas 
de alimentos contempladas en el Código Civil del 
Estado.
a. 14. Entre los conviventes se generarán dere-
chos sucesorios, los cuales estarán vigentes a 
partir del registro de la Sociedad Civil de Convi-
vencia, aplicándose al efecto lo relativo a la suce-
sión legítima entre concubinos contemplada en 
nuestra legislación civil.
a. 15. Cuando uno de los conviventes sea de-
clarado en estado de interdicción, en términos 
de lo previsto por el Código Civil del Estado de 
Campeche, el otro convivente será llamado a 
desempeñar la tutela, siempre que hayan vivido 
juntos por un periodo inmediato anterior a dos 
años a partir de que la Sociedad Civil de Convi-
vencia se haya constituido, aplicándose al efec-
to las reglas en materia de tutela legítima entre 
cónyuges o sin que mediare este tiempo, cuando 
no exista quien pueda desempeñar legalmente 
dicha tutela.
a. 17. Las relaciones patrimoniales que surjan 
entre los conviventes, se regirán en los términos 
que para el acto señalen las leyes correspondien-
tes aplicables.
a. 19. Los conviventes no podrán realizar adop-
ciones en forma conjunta o individual. No po-
drán compartir o encomendar la patria potestad 
o guardia y custodia de los hijos menores del 
otro. Es nulo de pleno derecho cualquier pacto 
que contravenga esta disposición.
a. 20. La Sociedad Civil de Convivencia termina:
I. Por mutuo acuerdo de los conviventes.
II. Por acto unilateral, mediante aviso indubita-
ble o fehaciente de terminación de la Sociedad 
Civil de Convivencia, dado judicialmente o ante 
notario público.
III. Por el abandono del domicilio común de uno 
de los conviventes por más de tres meses, sin que 
haya causa justificada.
IV. Porque alguno de los conviventes contraiga 
matrimonio o establezca una relación de concu-
binato.
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V. La conducta de violencia familiar cometida 
por uno de los conviventes contra el otro.
VI. Porque alguno de los conviventes haya actua-
do dolosamente al suscribir la Sociedad Civil de 
Convivencia.
VII. Por la defunción de alguno de los conviventes.
VIII. Por declaración de nulidad.
a. 21. En el caso de terminación de la Sociedad 
Civil de Convivencia, el convivente [sic] que ca-
rezca de ingresos y bienes suficientes para su 
sostenimiento, tendrá derecho a una pensión 
alimenticia sólo por la mitad del tiempo al que 
haya durado la Sociedad Civil de Convivencia, 
siempre que no viva en concubinato, contraiga 
matrimonio o suscriba otra Sociedad Civil de 
Convivencia. Este derecho podrá ejercitarse sólo 
durante el año siguiente a la terminación de di-
cha sociedad.
a. 23. Cuando fallezca un convivente [sic] y éste 
haya sido titular del contrato de arrendamiento 
del inmueble en el que se encuentra establecido 
el domicilio común, el sobreviviente quedará su-
brogado en los derechos y obligaciones de dicho 
contrato.

Ciudad de México

Ley de Sociedad 
de Convivencia 
para la Ciudad 

de México269

a. 1o. Las disposiciones contenidas en la pre-
sente ley son de orden público e interés social y 
tienen por objeto establecer las bases y regular 
las relaciones derivadas de la Sociedad de Con-
vivencia en la Ciudad de México; considerando 
en todo momento, los derechos establecidos en 
el artículo 6o. de la Constitución de la Ciudad 
de México.
La norma supletoria de esta ley y las relaciones 
que de ésta se generen será el Código Civil para 
la Ciudad de México.
a. 2o. La Sociedad de Convivencia es un acto 
jurídico bilateral que se constituye, cuando dos 
personas físicas, mayores de edad y con capaci-
dad jurídica plena, establecen un hogar común, 
con voluntad de permanencia y de ayuda mutua.

269		  Publicada en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el 24 de 
octubre de 2017.
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a. 3o. La Sociedad de Convivencia obliga a las 
personas convivientes, en razón de la voluntad 
de permanencia, ayuda mutua y establecimiento 
del hogar común; la cual surte efectos frente a 
terceros cuando la Sociedad es registrada ante 
la Dirección General Jurídica y de Gobierno de la 
Alcaldía correspondiente.
a. 4o. Las personas impedidas para constituir 
una Sociedad de Convivencia son:
I. Las que se encuentren unidas en matrimonio 
o concubinato;
II.Aquéllas que mantengan vigente otra Sociedad 
de Convivencia, y
III. Los parientes consanguíneos en línea recta sin 
límite de grado o colaterales hasta el cuarto grado.
a. 5o. Para los efectos de los demás ordenamien-
tos jurídicos, la Sociedad de Convivencia se re-
girá, en lo que fuere aplicable, en los términos 
del concubinato y las relaciones jurídicas que se 
derivan de este último, se producirán entre los 
convivientes.
a. 6o. La Sociedad de Convivencia deberá ha-
cerse constar por escrito, mismo que será ra-
tificado y registrado ante la Dirección General 
Jurídica y de Gobierno de la Demarcación Terri-
torial del domicilio donde se establezca el hogar 
común, instancia que actuará como autoridad 
registradora.
a. 7o. El documento por el que se constituya la 
Sociedad de Convivencia deberá contener los si-
guientes requisitos:
I. El nombre de cada conviviente, su edad, domi-
cilio y estado civil, así como, los nombres y do-
micilios de dos testigos mayores de edad.
II. El domicilio donde se establecerá el hogar co-
mún;
III. La manifestación expresa de las personas 
convivientes de vivir juntos en el hogar común, 
con voluntad de permanencia y ayuda mutua;
IV. La forma en que las personas convivientes re-
gularán la Sociedad de Convivencia y sus relacio-
nes patrimoniales, y
V. Las firmas de las personas convivientes y tes-
tigos.
a. 8o. La ratificación y registro del documento a 
que se refiere el artículo 6o. de esta ley, es obli-
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gatoria y deberá hacerse personalmente por las 
o los convivientes acompañados por las o los tes-
tigos.
La autoridad registradora deberá cerciorarse fe-
hacientemente de la identidad de las o los com-
parecientes.
a. 9o. Durante la vigencia de la Sociedad de Con-
vivencia y para que sea procedente todo cambio, 
deberán ser de común acuerdo, las modificacio-
nes y adiciones que así consideren las personas 
convivientes respecto a cómo regular la Sociedad 
de Convivencia y las relaciones patrimoniales, se 
deben presentar por escrito y serán ratificadas y 
registradas sólo por las o los convivientes, ante la 
autoridad registradora de la alcaldía correspon-
diente al lugar donde se encuentre establecido el 
hogar común.
a. 10. Las personas convivientes deberán presen-
tar para su ratificación y registro a la Dirección 
General Jurídica y de Gobierno de la demarca-
ción territorial que corresponda, cuatro tantos 
del escrito de Constitución de la sociedad de 
Convivencia, los cuales serán ratificados en pre-
sencia de la autoridad registradora; quien para 
los efectos de este acto tendrá fe pública y ex-
presará en cada uno de los ejemplares el lugar y 
fecha en que se efectúa el mismo. Hecho lo ante-
rior, la autoridad estampará el sello de registro y 
su firma, en cada una de las hojas de que conste 
el escrito de constitución de la Sociedad.
Uno de los ejemplares será depositado en dicha 
Dirección; otro deberá ser enviado por la misma 
autoridad al Archivo General de Notarias para su 
registro, y los dos restantes serán entregados en 
el mismo acto a las personas convivientes.
El mismo procedimiento se deberá seguir para la 
ratificación y registro de modificaciones y adicio-
nes que se formulen al escrito de constitución de 
la Sociedad de Convivencia.
Cuando falte alguno de los requisitos señalados 
en el artículo 7o. de esta ley, la autoridad regis-
tradora tiene la obligación de orientar a las per-
sonas convivientes a efecto de que cumplan con 
los mismos y puedan concluir el trámite.
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Por el registro de la Sociedad de Convivencia a 
que se refiere este artículo, se pagará a la Teso-
rería de la Ciudad de México, el monto que por 
ese concepto especifique el Código Fiscal de la 
Ciudad de México.
Para los efectos de este artículo, contra la ne-
gación del registro, ratificación, modificación y 
adición por parte de las o los servidores públicos 
de la Ciudad de México competentes, sin causa 
justificada, las personas interesadas podrán in-
terponer un recurso en los términos de la Ley 
de Procedimiento Administrativo de la Ciudad de 
México. Independientemente de la responsabili-
dad administrativa y/o sanciones a que se hagan 
acreedores dichos funcionarios en términos de 
la legislación aplicable.
La Consejería Jurídica y de Servicios Legales del 
Gobierno de la Ciudad de México en coordina-
ción con el Archivo General de Notarias y las Al-
caldías, implementará un sistema de control y 
archivo de Sociedades de Convivencia.
Con su registro, la Sociedad de Convivencia sur-
tirá efectos contra terceros. Los asientos y los do-
cumentos en los que consten el acto constitutivo 
y sus modificaciones podrán ser consultados por 
quién lo solicite.
a.11. Cualquiera de las personas convivientes 
puede obtener de la autoridad registradora copia 
certificada del documento registrado, de sus mo-
dificaciones, así como del aviso de terminación 
previo pago correspondiente de derechos.
a. 12. En virtud de la Sociedad de Convivencia 
se generará la obligación recíproca de proporcio-
narse alimentos en relación a sus bienes e ingre-
sos, a partir de la suscripción de ésta, aplicándo-
se al efecto lo relativo a las reglas de alimentos.
a. 13. Entre las personas convivientes se gene-
rarán derechos sucesorios, los cuales estarán 
vigentes a partir del registro de la Sociedad de 
Convivencia, aplicándose al efecto lo relativo a la 
sucesión legítima entre concubinos.
a. 14. Cuando uno (sic) de las personas convivien-
tes sea declarado en estado de interdicción, en 
términos de lo previsto por el Código Civil para 
la Ciudad de México la otra persona convivien-
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te será llamada a desempeñar la tutela, siempre 
que hayan vivido juntas por un periodo inmedia-
to anterior a dos año a partir de que la Sociedad 
de Convivencia se haya constituido, aplicándose 
al efecto las reglas en materia de tutela legítima 
entre cónyuges o sin que mediare este tiempo, 
cuando no exista quien pueda desempeñar legal-
mente dicha tutela.
a. 15. Se tendrá por no puesta toda disposición 
pactada en la Sociedad de Convivencia que per-
judique derechos de terceros. El tercero que sea 
acreedor alimentario tendrá derecho a recibir la 
pensión alimenticia que en derecho le correspon-
da, subsistiendo la Sociedad de Convivencia en 
todo lo que no contravenga ese derecho.
Serán nulos y se tendrán por no puestos los pac-
tos limitativos de la igualdad de derechos que co-
rresponde a cada conviviente y los contrarios a la 
Constitución y a las leyes.
Todo conviviente que actúe de buena fe, deberá 
ser resarcido de los daños y perjuicios que se le 
ocasionen.
a. 16. En caso de que alguno de las personas con-
vivientes de la Sociedad de Convivencia haya ac-
tuado dolosamente al momento de suscribirla, 
terminará con la sociedad y perderá los derechos 
generados, y contraerá la obligación de cubrir 
los daños y perjuicios que ocasione.
a. 17. La Sociedad de Convivencia termina:
I. Por la voluntad de ambos o de cualquiera de 
las personas convivientes.
II. Por el abandono del hogar común de una de 
las personas convivientes por más de tres meses, 
sin que haya causa justificada.
III. Porque alguna de las personas convivientes 
contraiga matrimonio o establezca una relación 
de concubinato.
IV. Porque alguna de las personas convivientes 
haya actuado dolosamente al suscribir la Socie-
dad de Convivencia.
V. Por la defunción de alguna de las personas 
convivientes.
a. 18. Si al término de la Sociedad de Convivencia 
el hogar común se encontraba ubicado en un in-
mueble cuyo titular de los derechos sea uno solo



DERECHOS HUMANOS Y RELACIONES FAMILIARES440

de las personas convivientes, la desocupación 
por la otra parte deberá realizarse de manera 
obligatoria y de un plazo no mayor a tres meses.
Dicho término no aplicará en el caso de que me-
dien situaciones que pongan en riesgo la inte-
gridad física o mental del titular. En este caso, 
la desocupación deberá realizarse de manera in-
mediata.
a. 19. Cuando fallezca un conviviente, y éste haya 
sido titular del contrato de arrendamiento del in-
mueble en el que se encuentra establecido el ho-
gar común, el sobreviviente quedará subrogado 
en los derechos y obligaciones de dicho contrato.
a. 20. En caso de terminación de una Sociedad 
de Convivencia, cualquiera de sus convivien-
tes tiene la obligación de dar aviso por escrito 
de este hecho a la autoridad registradora de la 
Alcaldía donde se encuentre el hogar en común, 
la que deberá hacer del conocimiento de dicha 
terminación al Archivo General de Notarias. La 
misma autoridad deberá notificar de esto al otro 
conviviente en un plazo no mayor de 10 días há-
biles, excepto cuando la terminación se dé por la 
muerte de alguna de las personas convivientes en 
cuyo caso deberá exhibirse el acta de defunción 
correspondiente, ante la autoridad registradora.
a. 21. El Juez competente para conocer y resolver 
cualquier controversia que se suscite con moti-
vo de la aplicación de esta ley, es el de primera 
instancia, según la materia que corresponda y de 
acorde al Código Civil para la Ciudad de Méxi-
co y al Código de Procedimientos Civiles para la 
Ciudad de México.

Coahuila (LF)

Ley para 
la Familia 

de Coahuila de 
Zaragoza

a. 284. Las personas unidas por una relación de 
pareja estable, independientemente del estado 
civil de cada una de ellas, tienen la obligación 
recíproca de darse alimentos, cuando concurran 
las siguientes circunstancias:
I. Que la relación de pareja esté fundada en la 
afectividad, el consentimiento y la solidaridad li-
bremente aceptada.
II. Que tengan una relación de convivencia es-
table, aunque concurran, con respecto al deu-
dor alimentista, diversas formas de convivencia 
como el matrimonio o el concubinato.
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Michoacán

Código Familiar 
para el Estado 
de Michoacán 

de Ocampo

a. 1o. 1. La familia es una institución social, per-
manente, compuesta por un conjunto de perso-
nas unidas por el vínculo jurídico del matrimo-
nio, de la sociedad de convivencia o por el estado 
jurídico del concubinato; por el parentesco por 
consanguinidad, adopción o afinidad.
a. 7o. Las relaciones jurídicas familiares genera-
doras de deberes, derechos y obligaciones surgen 
entre las personas vinculadas por lazos de matri-
monio, de sociedad de convivencia, parentesco, 
concubinato o adopción.
a. 10. Los extranjeros casados o que contraigan 
matrimonio, los convivientes en sociedad de 
convivencia, o vivan en concubinato, domicilia-
dos en el Estado, quedan sujetos a las disposi-
ciones de esta ley por lo que toca a los bienes 
que posean y a los efectos que en relación con los 
mismos producen el matrimonio, la sociedad de 
convivencia y el concubinato.
a. 22. En Michoacán estará a cargo de los Ofi-
ciales del Registro Civil, autorizar los actos del 
estado civil y extender las actas relativas a naci-
miento, reconocimiento de hijos, adopción, ma-
trimonio, sociedad de convivencia, divorcio ad-
ministrativo, divorcio notarial, defunción de los 
mexicanos y extranjeros residentes o de tránsito 
en el Estado, así como inscribir las ejecutorias 
que declaren la ausencia, la presunción de muer-
te, el divorcio judicial, la nulidad de matrimonio, 
disolución de sociedad de convivencia, la tutela 
o que se ha perdido o limitado la capacidad le-
gal para administrar bienes, y las sentencias que 
ordenen el levantamiento de una nueva acta por 
el reconocimiento de cambio de la identidad de 
género.
a. 23. Los Oficiales del Registro Civil, cuando ha-
yan reunido doscientas actas del estado civil, las 
encuadernarán en libros por duplicado, de la si-
guiente manera:
…
IV. El cuarto, de actas de matrimonio y de socie-
dad de convivencia;
…
VII. El séptimo, de la inscripción de las ejecuto-
rias que declaren la ausencia, la presunción de
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muerte, el divorcio judicial, la nulidad de matri-
monio, la disolución de la sociedad de conviven-
cia, la tutela o que se ha perdido o limitado la 
capacidad legal para administrar bienes.
…
a. 34. Los interesados, cuando no puedan con-
currir personalmente, podrán hacerse represen-
tar por un mandatario especial para el acto, cuyo 
nombramiento conste en instrumento privado 
otorgado ante notario público.
En los casos de matrimonio, de sociedad de con-
vivencia, reconocimiento de hijos, adopción o 
divorcio, se necesitará poder otorgado en escri-
tura pública o en carta poder reconocida nota-
rialmente, con cláusula especial, para el efecto 
que fue conferido y designando la persona que 
deba ser reconocida o adoptada como hijo, o con 
quien se vaya a contraer matrimonio o sociedad 
de convivencia o de quien se vaya a divorciar.
a. 133. Son requisitos esenciales para contraer 
matrimonio:
...
IV. Que no se encuentre unido en matrimonio u 
obligado por una sociedad de convivencia;
...
a. 295. La Sociedad de Convivencia es el acto ju-
rídico que se constituye, cuando dos personas fí-
sicas, mayores de edad y con capacidad jurídica 
plena, establecen un hogar común, con voluntad 
de permanencia, colaboración, asistencia y ayu-
da mutua.
a. 296. No podrán constituir Sociedad de Convi-
vencia, las personas unidas en matrimonio, con-
cubinato y aquéllas que mantengan vigente otra 
Sociedad de Convivencia.
a. 297. La Sociedad de Convivencia obliga a los 
convivientes, en razón de la voluntad de perma-
nencia, colaboración, asistencia, ayuda mutua y 
el establecimiento del hogar común; la cual surte 
efectos frente a terceros cuando la Sociedad es 
registrada ante el Registro Civil.
a. 298. Son requisitos esenciales para constituir 
una Sociedad de Convivencia:
I. Celebrarse ante el Oficial del Registro Civil, ha-
biendo satisfecho las formalidades exigidas por 
este Código;
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II. Que ambos convivientes sean mayores de 
edad;
III. Expresar su voluntad de unirse en Sociedad 
de Convivencia, y
IV. Establecer por escrito las condiciones bajo las 
cuales se regirá su patrimonio.
a. 299. El documento por el que se constituye la 
Sociedad de Convivencia deberá contener los si-
guientes requisitos:
I. El nombre de cada conviviente, su edad, domi-
cilio y estado civil, así como, los nombres y do-
micilios de dos testigos mayores de edad;
II. La manifestación expresa de los convivientes 
de vivir juntos en el hogar común, con volun-
tad de permanencia, colaboración, asistencia, 
ayuda mutua y el establecimiento del hogar en 
común;
III. Contener la forma en que las o los convivien-
tes regularán la Sociedad de Convivencia y sus 
relaciones patrimoniales. La falta de éste requi-
sito no será causa para negar el Registro de la 
Sociedad, por lo que a falta de este, se entenderá 
que cada conviviente conservará el dominio, uso 
y disfrute de sus bienes, así como su administra-
ción, y
IV. Las firmas de las o los convivientes y de las o 
los testigos.
a. 300. La Sociedad de Convivencia deberá cele-
brarse ante el Oficial del Registro Civil, con las 
formalidades que este Código exige.
a. 301. Para los efectos de los demás ordena-
mientos jurídicos, la Sociedad de Convivencia se 
regirá, en lo que fuere aplicable y las relaciones 
jurídicas que se derivan de este último, se produ-
cirán entre los convivientes.
a. 302. Entre los convivientes se generarán de-
rechos sucesorios, los cuales estarán vigentes a 
partir del registro de la Sociedad de Convivencia.
a. 303. Las relaciones patrimoniales que surjan 
entre los convivientes, se regirán conforme a lo 
convenido entre las partes.
a. 304. La Sociedad de Convivencia termina:
I. Por la voluntad de ambos o de cualquiera de 
los convivientes, el trámite deberá realizarse 
ante el Oficial del Registro Civil;
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II. Por el cambio de régimen conyugal de cual-
quiera de sus integrantes;
III. Por el abandono del hogar común de uno de 
los convivientes por más de tres meses, sin que 
haya causa justificada, deberá de realizarse el 
procedimiento jurisdiccional correspondiente, y
IV. Por la defunción de alguno de los convivien-
tes, el tramité deberá realizarse ante el Oficial del 
Registro Civil.
a. 305. En el caso de terminación de la Sociedad 
de Convivencia, el conviviente que carezca de in-
gresos y bienes suficientes para su sostenimiento 
tendrá derecho a una pensión alimenticia sólo 
por la mitad del tiempo al que haya durado la 
sociedad de convivencia, siempre que no viva 
en concubinato, contraiga matrimonio o suscri-
ba otra Sociedad de Convivencia. Este derecho 
podrá ejercitarse sólo durante el año siguiente a 
la terminación de dicha sociedad.270

a. 306. Si al término de la Sociedad de Convi-
vencia el hogar común se encontraba ubicado en 
un inmueble cuyo titular de los derechos sea uno 
solo de las o los convivientes, el otro deberá des-
ocuparlo en un término no mayor a tres meses.
Dicho término no aplicará en el caso de que me-
dien situaciones que pongan en riesgo la inte-
gridad física o mental del titular. En este caso, 
la desocupación deberá realizarse de manera in-
mediata.

Tlaxcala

Ley 
de Sociedades 
de Convivencia 
Solidaria para 

el Estado 
de Tlaxcala

a. 2o. Para los efectos de esta Ley se entenderá 
por:
Sociedad de Convivencia Solidaria: Se refiere al 
acto jurídico bilateral, entre dos personas físicas 
de diferente o del mismo sexo, mayores de edad y 
con capacidad jurídica plena, con la finalidad de 
reconocer plenamente dicha institución jurídica 
a proteger la unión de dos personas para formar 
una comunidad de vida a partir de lazos afecti-
vos y/o de solidaridad.

270		  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al re-
solver la acción de inconstitucionalidad 107/2015 y su acumulada 
114/2015, declaró la invalidez de la porción normativa de este artícu-
lo indicada con mayúsculas.
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a. 3o. El compromiso adquirido por los conve-
nientes dentro de la Sociedad de Convivencia So-
lidaria es de carácter obligatorio para ambos en 
cuanto a proveerse ayuda mutua para la vida y el 
sostenimiento del hogar común establecido por 
ambos, el cual para que surta efectos legales ante 
terceros, deberá inscribirse ante el Oficial del Re-
gistro Civil de la localidad donde establezcan su 
domicilio común o por los medios electrónicos 
de carácter oficial.
a. 4o. Para contraer el compromiso de vivir en 
Sociedad de Convivencia Solidaria, los convi-
vientes deberán ser solteros y manifestar bajo 
protesta de decir verdad que no viven en concu-
binato con persona distinta a aquella con quien 
pretenden unirse bajo la mencionada figura.
a. 5o. No podrán establecer una Sociedad de 
Convivencia Solidaria los parientes consanguí-
neos en línea directa sin límite de grado o colate-
rales hasta el cuarto grado.
a. 6o. Para la disolución de la Sociedad de Convi-
vencia Solidaria, bastará la manifestación de vo-
luntad expresada por escrito, de manera impre-
sa o por medios electrónicos de carácter digital, 
ante el Oficial del Registro Civil de los dos conve-
nientes después de un plazo mínimo de dos años 
de haber establecido dicha sociedad.
a. 7o. La formalización de la Sociedad de Convi-
vencia Solidaria se hará por escrito, de manera 
impresa o por medios electrónicos, ante el Ofi-
cial del Registro Civil que corresponda al domi-
cilio establecido por los convenientes, quien ac-
tuará como instancia registradora y quien llevará 
un libro de inscripciones específico para asentar 
los registros de estas sociedades.
a. 9o. Los convivientes podrán de mutuo acuer-
do, modificar en cualquier momento la forma en 
que patrimonialmente se rija la Sociedad de Con-
vivencia Solidaria, mediante la manifestación 
por escrito presentada por cuadruplicado ante 
la autoridad del Registro Civil que hizo el asen-
tamiento de la Sociedad, o por medios electró- 
nicos, quien para los efectos de este acto tendrá 
fe pública y anexará una vez sellado y firmado 
por él, el escrito o formato virtual de modificación,
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un tanto a la inscripción de los convivientes, en-
tregará, o en su caso remitirá, por medios elec-
trónicos otro a cada uno de los convivientes y 
enviará otro tanto a la Coordinación del Regis-
tro Civil del Estado para su anexión en el libro 
correspondiente.
a. 10. Por los trámites de registro, modificaciones 
o disolución de la Sociedad de Convivencia So-
lidaria se pagarán derechos al Registro Civil en 
los términos que establezca el Código Financiero 
del Estado de Tlaxcala y sus Municipios, que no 
podrá ser mayor al pago de derechos por registro 
de matrimonios.
...
14. La Sociedad de Convivencia Solidaria genera 
para los convivientes, al menos los siguientes de-
beres y derechos recíprocos:
I. Proporcionarse atenciones y alimentos de 
acuerdo a las posibilidades de cada uno de ellos, 
aplicándose para ello en lo conducente las nor-
mas relativas a los alimentos.
II. Acceder a derechos sucesorios en caso de fa-
llecimiento de alguno de los convivientes mien-
tras la Sociedad esté vigente, aplicándose para 
ellos lo referente a la sucesión entre concubinos.
III. Desempeñar la tutela de su pareja convivien-
te cuando alguno de ellos sea declarado en esta-
do de interdicción.
IV. El conviviente que carezca de seguridad so-
cial y su pareja tenga este beneficio, tendrá dere-
cho al mismo beneficio en los términos que pre-
vean las leyes correspondientes aplicándose las 
normas relativas al concubinato.
a. 16. Las Sociedades de Convivencia Solidaria 
no podrán ser establecidas para ejercer actos le-
sivos en contra de alguno de los convivientes, ni 
podrán en su suscripción establecer reglas me-
diante las cuales alguno de los convivientes re-
nuncie previamente a los derechos adquiridos 
con motivo de la suscripción de la Sociedad; de 
igual manera no serán dadas por asentadas las 
disposiciones que perjudiquen derechos de ter-
ceros.
a. 17. El tercero que derivado del establecimien-
to de una Sociedad de Convivencia Solidaria sea
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acreedor alimentario tendrá derecho a recibir 
la pensión alimenticia que en derecho le corres-
ponda.
a. 18. Todo conviviente que actúe de buena fe, de-
berá ser resarcido de los daños y perjuicios que 
se le ocasionen con motivo del actuar doloso de 
su pareja conviviente, de conformidad con lo es-
tablecido en las leyes aplicables para el caso.
...
a. 21. En el caso de terminación de la Sociedad de 
Convivencia Solidaria, el conviviente que carezca 
de ingresos y bienes suficientes para su sosteni-
miento tendrá derecho a una pensión alimenticia 
por un periodo igual al tiempo al que haya dura-
do la Sociedad, siempre que no viva en concubi-
nato, o contraiga matrimonio con otra persona. 
Este derecho podrá ejercitarse sólo durante el 
año siguiente a la terminación de dicha Sociedad, 
ante la autoridad judicial correspondiente.
a. 22. Si al término de la Sociedad, el hogar co-
mún se encontraba ubicado en un inmueble cuyo 
titular de los derechos sea uno solo de los convi-
vientes, el otro deberá desocuparlo en un térmi-
no no mayor a tres meses. Dicho término no apli-
cará en el caso de que medien situaciones que 
pongan en riesgo la integridad física o mental del 
titular. En este caso, la desocupación deberá rea-
lizarse de manera inmediata.
a. 23. Cuando fallezca un conviviente, y éste haya 
sido titular del contrato de arrendamiento del in-
mueble en el que se encuentra establecido el ho-
gar común, el sobreviviente quedará subrogado 
en los derechos y obligaciones de dicho contrato
a. 24. En el supuesto de que los convivientes fue-
sen de género271 distinto y procrearan hijos deri-
vados de su relación, éstos y la madre de ellos, 
tendrán salvaguardados plenamente sus dere-
chos de acuerdo con lo establecido en las leyes 
aplicables.

271		  El legislador de Tlaxcala debió haber utilizado, para los efectos 
de este artículo, el concepto sexo, ya que es el único que puede deter-
minar la maternidad y la paternidad, más allá de lo que hoy se llama 
identidad de género.
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III. El matrimonio entre personas 
del mismo sexo. Una polémica social

1. La intervención de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación

A partir de la última década del siglo XX, México fue tes-
tigo y protagonista de un impulso sin precedentes en el 
país en materia de derechos humanos; especialmente, en 
el camino a la igualdad entre mujeres y hombres y, por 
ende, un debate sobre la igualdad entre los seres huma-
nos, desde todas las aristas posibles de las diferencias por 
sexo, edad, raza, religión, educación, ideologías, naciona-
lidad y un largo etcétera que incluyó la dupla sexo/género 
y la diversidad en la sexualidad. Emerge un debate que es 
calificado como sensible en la sociedad, pues pone en el 
centro uno de los temas torales del derecho de familia en 
el sistema patriarcal: el matrimonio.

A lo largo de la historia, cabe recordar que hubo una 
época en que los matrimonios entre personas de razas 
o nacionalidades diferentes estuvieron prohibidos. En 
la Nueva España, por ejemplo, sólo era permitido entre 
hombres y mujeres españoles o criollos. Las uniones de 
español con indígena se consideraban amancebamien-
tos. En los años cuarenta en Estados Unidos, las y los 
ciudadanos de ese país tenían prohibido contraer nup-
cias con personas originarias de Japón. Todavía hoy en 
día, personas que profesan religiones como la judía o las 
islámicas no pueden contraer nupcias con gentiles (per-
sonas de otras religiones).

No es la primera vez que una revisión de esta institu-
ción causa grandes polémicas en la sociedad en que se 
hace; sin embargo, el tema del matrimonio entre perso-
nas del mismo sexo —mal llamado matrimonio igualita-
rio— lo ha sido en grado superlativo, pues todos los sec-
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tores de la sociedad mexicana se han visto involucrados 
en el debate que ha rebasado las fronteras de lo jurídico 
y lo político. Al igual que en otros países, la discusión so-
bre la pertinencia de este tipo de enlaces en clave de de-
rechos humanos se nutre de valores, creencias, dogmas 
religiosos, acuerdos políticos o la ponderación de su 
utilidad por pactos grupales. En México, como en otros 
países,272 estos acontecimientos se extendieron con rapi-
dez y llegaron a la SCJN, la cual tuvo que declarar sobre 
su constitucionalidad y su ponderación, debido a los de-
rechos humanos, antes de que en todo el país se hubiera 
legislado en la materia.

El centro del debate es un estilete que se inserta de 
manera profunda en la noción de la propia sociedad, 
porque al considerarse que el matrimonio es la institu-
ción que da origen a la familia —así en singular— y que 
esta es la célula de la sociedad, cuando se cambia la es-
tructura matrimonial se cambian las estructuras socia-
les, por lo menos en el sistema patriarcal. Un sistema 
para el cual un derecho enunciado como “los hombres y 
las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin 
restricción alguna, por motivos de raza, nacionalidad o 
religión, a casarse y fundar una familia, y disfrutarán de 
iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el 
matrimonio y en caso de disolución del matrimonio”,273 

272		  Vincenti, Enzo, Il matrimonio tra persone di orientamento omo-
sessuale, 2012, disponible en: http://www.treccani.it/enciclopedia/il-
matrimonio-tra-persone-di-orientamento-omosessuale_%28Il-Libro-
dell’anno-del-Diritto%29/.

273		  Texto correspondiente al artículo 16 de la Declaración Univer-
sal de los Derechos Humanos, recogido en el artículo 23, párrafo 
2, del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, como: “Se reconoce el 
derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar 
una familia si tienen edad para ello”. En el artículo 10, párrafo 1, del 
Pacto de Derechos Económicos Sociales y Culturales, como “El ma-
trimonio debe contraerse con el libre consentimiento de los futuros 
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significa que este es necesariamente la unión de un hom-
bre con una mujer.

Esto porque en el imaginario colectivo de casi todas 
las culturas en la historia de la humanidad, hasta ahora, 
esa es la imagen que se proyecta cada vez que se emplea 
la palabra “matrimonio”. Además, este había sido la ins-
titución jurídica que, como se apuntó en el capítulo an-
terior, anunciaba a la sociedad que la mujer “A” era la 
esposa del hombre “B”, y que los hijo e hijas que aquella 
paría, eran hijas e hijos de éste.

Es cierto, pero en México el debate fue abierto des-
de los albores del siglo XXI por impulso de los foros de 
derechos humanos y, poco a poco, adquiere carta de na-
turalización en todo el territorio nacional. Es una ten-
dencia que parece irreversible,274 salvo por el hecho 
históricamente comprobado de que ningún derecho hu-
mano reconocido está a salvo de una revisión retrógrada 
que lo pueda nulificar. No hay que olvidar que las voces 
contrarias a este tipo de matrimonio, señalando que se 
desnaturaliza “una institución milenaria”,275 siguen sien-
do muchas.

cónyuges”. En el artículo 17, párrafo 2, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, como: “Se reconoce el derecho del hom-
bre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen 
la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, 
en la medida en que éstas no afecten al principio de no discrimina-
ción establecido en esta Convención”.

274		  La Corte Suprema de Estados Unidos también hizo lo propio, 
Argentina reformó el Código Civil, y la Suprema Corte de Justicia co-
lombiana ha abierto un debate público sobre el tema. Estas uniones 
son legales en Holanda, Bélgica, Canadá, España, Inglaterra, Esco-
cia, Sudáfrica, Noruega, Suecia, Portugal, Islandia, Dinamarca, Nue-
va Zelanda, Uruguay, Francia, Luxemburgo, Brasil e Irlanda. Existen 
reformas ya aprobadas que todavía no entran en vigor en Finlandia 
y Eslovenia.

275		  Véase Barrero Ortega, Abraham, “El matrimonio entre ciuda-
danos del mismo sexo: ¿derecho fundamental y opción legislativa?, 
Revista de Estudios Políticos, Nueva época, núm. 163, enero-marzo  
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2. La reforma de 2009 al Código Civil 
para el Distrito Federal (hoy Ciudad de México)

El 29 de diciembre de 2009, se publicó en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal un decreto que reformó varios 
artículos del Código Civil local (en adelante la Reforma) 
y que afectó dos instituciones que hemos consideramos 
en el país como casi sacramentales: el matrimonio y la 
filiación adoptiva. Expresado de esta manera, no es una 
novedad. Hemos vivido muchos cambios a este ordena-
miento, en especial, a partir de 1975, cuando se revisó 
el entonces Código Civil para el Distrito y Territorios Fe-
derales en Materia Común y para toda la República en 
Materia Federal para adecuarlo a la reforma del artículo 
4o. Constitucional, de diciembre de 1974, por la que se 
elevó a rango constitucional la igualdad entre mujeres y 
hombres, así como el derecho a decidir libremente so-
bre el número y espaciamiento de las hijas e hijos que 
desearan tener.276

de 2014, pp. 41-66; Dal Canto, Francesco, “Le copie omosessuali 
davanti alla Corte constituzionale: dalla «aspirazione» al matrimo-
nio al «diritto» alla convivenza”, Rivista dell’Associazione dei Consti-
tuzionalisti, núm. 99, disponible en: http://archivio.rivistaaic.it/rivis-
ta/2010/00/Dal_Canto.pdf.

276		  La PGR, en la acción de inconstitucionalidad 2/2010, argu-
mentó que uno de los motivos de esta reforma fue “...garantizar la 
protección integral de la familia, como institución de orden público. 
Según se desprende de la exposición de motivos y los dictámenes 
de las Cámaras de Diputados y de Senadores, el interés del Estado 
mexicano se centra en fortalecer las posibilidades del ser humano y 
su realización plena a través de la familia, sobre bases de igualdad 
operante y legalmente protegida...”. Pero la realidad histórica es que 
la modificación del artículo 4o. constitucional fue elevar a ese ran-
go el principio de igualdad entre mujeres y hombres, ya reconocido 
internacionalmente por México con la aprobación de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos el 10 de diciembre de 1948. Este 
cambio se dio en el marco de los resultados de la Conferencia sobre 
Población, celebrada en Teherán en 1974, y como parte de los tra-
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La Reforma provocó gran revuelo en todo el país, 
porque tocó el centro neurálgico de creencias y valores 
(calificados como mexicanos por una parte significati-
va de la población de este país), como es la institución 
del matrimonio concebido como la unión de un solo 
hombre y una sola mujer, con la serie de consecuen-
cias jurídicas que conlleva; tal es el caso de la adopción. 
La efervescencia motivó tres diferentes recursos ante la 
SCJN, cuyo objetivo era la declaración de su inconstitu-
cionalidad: desde la federación, a través de la entonces 
Procuraduría General de la República (hoy Fiscalía) y 
desde las soberanías locales de Baja California y Jalis-
co.277 Estas acciones fueron resueltas por mayoría, lo 
cual refleja las dos corrientes de pensamiento presentes 
en la SCJN y la fuerza de los valores y creencias men-
cionados.278

bajos preparatorios a la I Conferencia Internacional de la Mujer, en 
México en 1975.

277		  Se debe tomar en cuenta que cuando las acciones de inconsti-
tucionalidad y controversia constitucional correspondientes, el go-
bierno federal, Baja California y Jalisco estaban gobernados por el 
Partido Acción Nacional (PAN), considerado afín a los valores de las 
Iglesia católica mexicana.

278		  Se escucharon argumentos de toda índole para justificar la 
oposición a la Reforma, como “La sociedad mexicana no está pre-
parada”, “Es atentatoria contra los principios y valores morales del 
país”, “Atenta contra la familia mexicana”, “Es inmoral”. Sus ecos 
prevalecen, a pesar de haber sido declarada su constitucionalidad. 
En esta misma orientación, la jerarquía católica mexicana criticaba 
que “legalizar la adopción homoparental es tanto como legalizar el 
asesinato o el narcotráfico”. También manifestó su desacuerdo con 
las decisiones de la Corte que analizó con expresiones que debieron 
ser consideradas como violatorias al artículo 130 constitucional, por 
la forma y el lugar en que fueron emitidas. Son argumentos que po-
nen en evidencia que cuando el tema de las libertades se inserta en 
el ámbito familiar, se enfoca las sexualidades de las personas o se 
está en desacuerdo con el pensamiento de la jerarquía de la Iglesia 
católica mexicana, divide al país, como cuando se habla de aborto.
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Desde mi punto de vista, para evitar posiciones ex-
tremas que provocan descalificaciones o pueden llevar 
a situaciones de violencia, sin ayudar a la reflexión ni 
promover el respeto a las normas jurídicas y a las dife-
rencias entre las personas, debemos hacer un esfuerzo 
por analizar la Reforma —con apertura de criterio— 
para entender las razones de fondo, independientes de 
los errores de forma, que motivaron la acción del Poder 
Legislativo de la capital del país, así como los argumen-
tos de la SCJN que derivaron en sus dos resoluciones.

Este ejercicio se enmarca en el proceso de un largo 
camino en el reconocimiento de los derechos humanos, 
en la lucha por erradicar las exclusiones y en la bús-
queda de una democracia efectiva, aquella que permite 
a todas las personas vivir de manera libre y con digni-
dad. Las acciones iniciadas ante la SCJN y sus decisio-
nes ofrecen una plataforma de reflexión en este mismo 
sentido, de tal suerte que se contribuya a dar impulso y 
seguir en la vía del fortalecimiento de la cultura de res-
peto a los derechos humanos, fundamentalmente en tres 
principios: dignidad, libertad e igualdad para todas las 
mujeres y todos los hombres.279

279		  Cabe recordar que dichos principios deben ser protegidos y 
promovidos por todas las autoridades del Estado, tal como se esta-
blece en el artículo 1o. de la Constitución mexicana, después de las 
reformas de junio de 2011 (véase Decreto por el que se modifica la 
denominación del Capítulo I del Título Primero y reforma diversos 
artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio 
de 2011). Con esta adecuación, ningún ombudsman futuro podrá 
afirmar, como sucedió en el pasado reciente, que en México no exis-
ten derechos humanos, sino garantías individuales. Me refiero a los 
criterios equivocados, utilizados durante el tiempo que José Luis 
Soberanes Fernández presidió la CNDH porque atentaron contra 
la razón de ser de la institución de la cual era el titular. No, esto no 
volverá a suceder.
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La vía de aproximación para realizar este análisis 
con objetividad puede ser la perspectiva de los derechos 
humanos, mediante un esquema sencillo y jurídico a la 
vez, identificar la presencia de los principios anteriores 
tanto en la Reforma como en las decisiones en la mate-
ria de la SCJN, al tiempo que se puede constatar el matiz 
que un Estado laico, como el nuestro, imprime a dichas 
instituciones.

Creo que el planteamiento inicial, respecto a las ins-
tituciones reformadas (matrimonio y adopción), no ne-
cesita ser demostrado; es una evidencia incontestable: 
se trata de instituciones jurídicas básicas en la sociedad, 
porque inciden en la organización de las familias, las 
cuales también han sufrido transformaciones sustanti-
vas a lo largo de la historia en México y en el mundo. 
Estos cambios son observables, si se comparan los perfi-
les de ambas instituciones en distintas épocas, permiten 
identificar una tendencia que lleva poco a poco a aban-
donar esquemas institucionales rígidos para el control 
de la sexualidad humana (matrimonio y filiación), hacia 
expresiones de mayor libertad, de ejercicios responsa-
bles en el ejercicio vivencial de derechos humanos. Uno 
de estos derechos es fundar una familia, que en la Refor-
ma está interconectado con otros, como los sexuales y 
reproductivos, el de ser diferente y a vivir en una familia 
que facilite el desarrollo integral de una persona menor 
de edad, en el marco del interés superior de la infancia.

Se trata de definir, en primer lugar, cuáles estos prin-
cipios normativos en los que se inserta la Reforma: liber-
tad, igualdad y dignidad. Tres conceptos que son, indis-
cutiblemente, pilares de nuestro pacto social, recogidos 
en el artículo 1o. constitucional,280 y que, asimismo, son 

280		  Del mismo modo, los encontramos como principios rectores 
en el artículo 2o., el cual define la característica plural de nuestro 
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el fundamento ideológico de la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos, así como de los pactos de De-
rechos Civiles y Políticos y el de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales.281

“Libertad”, “igualdad” y “dignidad” son tres concep-
tos que han sido reivindicados a lo largo de la historia de 
la humanidad, frente a situaciones de opresión, discrimi-
nación, totalitarismo, despotismo, prepotencia y un lar-
go etcétera de manifestaciones de intolerancia presentes 
en las relaciones humanas y en acciones de Estado. Dar 
un vistazo a la historia hace evidente que a la humanidad 
le ha costado mucho trabajo entender las diferencias, la 
diversidad y que estas características no sólo son el co-
mún denominador de todos los seres humanos, pueblos y 
naciones, sino que hacen factible la riqueza, la evolución 
y el desarrollo, cuando son bien utilizadas y aprovecha-
das. Desafortunadamente, también podemos observar 
cómo se han cometido atrocidades en aras de reivindicar 
la unicidad de un pueblo, religión o nación.282

país; en el artículo 3o., que define las características que debe tener 
la educación pública en toda la República mexicana, y en el artículo 
4o., como enfoque de la protección del Estado a la niñez, por sólo 
citar algunos.

281		  Los tres conceptos se incluyen en el preámbulo y el artículo 
1o. de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, como ele-
mentos indispensables de las consideraciones que tuvieron los Esta-
dos parte de Naciones Unidas para aprobar dicho instrumento. De 
la misma manera, se reflejan en el Pacto de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (artículo 2o., párrafo 2) y el Pacto de Derechos 
Civiles y Políticos (artículo 2o., párrafo 1).

282		  Ejemplos de la historia moderna de estas atrocidades son: la 
Segunda Guerra Mundial; el genocidio en Ruanda (abril de 1994); 
en México la matanza en Chenalhó, Chiapas (diciembre de 1997) y 
los sucesos en Ayotzinapa, Guerrero (septiembre de 2014). Son casos 
que sirven para llamar la atención sobre los resultados de la intole-
rancia, presentes en movimientos racistas como el neofascismo eu-
ropeo o la homofobia generalizada en países como México.
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La libertad, la igualdad y la dignidad son tres prin-
cipios éticos que sostienen, entre otras cosas, la carac-
terística de laicidad del Estado mexicano, tal como se 
desprende de la garantía de libertad de creencias, consa-
grada en el artículo 24 constitucional, y de la separación 
del Estado y la Iglesia, reconocida en el artículo 130 de la 
Constitución federal.283 Sin embargo, no se trata de con-
ceptos unívocos, aunque mucho nos ayudaría que esto 
fuera una realidad.

De la libertad, se dice que es la posibilidad de hacer 
lo que se quiere, afirmación muy atractiva, pero envuel-
ve riesgos graves para las personas. Por ejemplo, un “Sí” 

283		  Para fijar el enfoque de cómo entiendo la laicidad, coincido 
con Roberto J. Blancarte, quien manifiesta que “...la laicidad no pue-
de darse por sentada, ni mucho menos como algo acabado; la laici-
dad es un proceso en continuo movimiento, que enfrenta cada día 
nuevos retos y tiene que encontrar respuestas adecuadas para todos, 
mirando el interés público” (Blancarte, Roberto, “El Estado laico 
y los debates sociales en la actualidad”, Conciencia Latinoamerica-
na, edición virtual, vol. 1, núm. 1, marzo de 2009, p. 4, disponible en: 
https://redcatolicas.org/wp-content/uploads/2018/02/2009-03-estados-
laicos.pdf). Sobre las razones por las cuales las creencias de tipo 
religioso se entrelazan con intereses individuales en una sociedad, 
el investigador identifica: “...la representación de la identidad na-
cional, las reglas de salud pública, los conflictos posibles entre la ley 
civil, las representaciones morales particulares y la libertad de deci-
sión individual, en el marco del principio de compatibilidad de las 
libertades. Es importante comprender que en muchos de estos de-
bates la laicidad está directamente involucrada por la sencilla razón 
de que la cultura de los pueblos suele estar moldeada por creencias 
religiosas. Por tanto, la discusión sobre muchos temas vitales para la 
gente, en una sociedad plural, requiere de una aproximación laica, 
que respete tanto las posiciones de las y los creyentes, en su enorme 
pluralidad, como la de las y los agnósticos y no creyentes” (p. 4). La 
familia, el matrimonio, la filiación y la adopción son parte de estas 
representaciones vitales, y tienen que ser flexibles lo más que se pue-
da para contener la diversidad de las formas de ver, pensar, sentir y 
qué hay en nuestro país; mantener el modelo ordenado y controlado 
por la Iglesia católica mexicana es incompatible con la obligación 
que tiene el Estado de garantizar esa pluralidad.



LAS RELACIONES FAMILIARES EN EL DERECHO 457

como manifestación de voluntad de una mujer para con-
traer un matrimonio convalida este acto, sin valorar las 
condiciones de esa manifestación, más allá de las tres 
formas de violencia física o moral contenidas en el ar-
tículo 245 del Código Civil de la Ciudad de México. Es 
decir, no es posible argumentar que la mujer, en la situa-
ción que se encontraba en el momento de manifestar su 
voluntad, tenía opciones de manifestarse negativamente.

Cuando se dice que debe haber igualdad entre muje-
res y hombres, se argumenta que no es cierto, pues so-
mos seres “naturalmente distintos”, confundiendo tanto 
los vocablos como el fin ético de este principio. De la 
dignidad, bien a bien no sabemos qué hacer con ella; 
nos cuesta trabajo definirla y no sabemos defenderla ju-
rídicamente. Hay quienes sostienen que no corresponde 
a un sistema normativo establecer qué es y cómo se ga-
rantiza, al tiempo que se especifica que es la capacidad 
de autodeterminación de las personas, lo cual significa-
ría que una persona privada de sus facultades mentales 
o en estado de coma que no puede autodeterminarse, 
carece de dignidad, lo cual es falso; luego entonces, la 
premisa es falsa.

Se reconocen voces doctas en la materia que pun-
tualizan que al hablar de dignidad nos colocamos en un 
espacio que reescribe o reconceptualiza los derechos 
humanos. Algunas subrayan que este concepto plantea 
una oposición entre el individualismo (la persona per se) 
y la humanidad, como un conjunto en el cual estamos 
mujeres y hombres con nuestras diversidades y parti-
cularidades, pero no en lo individual; un conjunto del 
que nadie puede ni debe ser excluido, sólo por el hecho 
de ser parte de la especie humana.284 En este sentido, la 

284		  Véase Dreyer, Emmanuel, “La dignité opposée à la personne”, 
Recueil Dalloz, núm. 39/7336, 1984, pp. 2730-2737; Pech, Thierry, “La 
dignité humaine. Du droit à l’éthique de la relation”, Recueil Le Dalloz, 
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dignidad es el principio fundador de los derechos huma-
nos, tal como se establece en la Declaración Universal.

Este enfoque conceptual de la dignidad implica po-
ner frente a frente la visión tradicional de los derechos 
humanos, esa que refiere la protección del individuo o 
ciudadano, frente a las arbitrariedades del Estado y sus 
agentes, y una más actualizada que reconoce la existen-
cia de la humanidad en tanto especie que puede ser afec-
tada por diversos hechos que lastiman a personas o a 
grupos de personas y, por ende, nos afectan a quienes 
somos parte de esa especie. En otras palabras, señalan 
que hoy se pretende proteger a la mujer o al hombre 
—así en singular—, frente a los procesos de destruc-
ción de su identidad, como pertenecientes a la especie 
humana;285 cualquier ataque que ella o él sufran afecta 
al resto de la humanidad.

En la búsqueda de opiniones científicas válidas en el 
campo jurídico sobre el concepto de “dignidad”, nos en-
contramos con quienes aseguran que esta no es un tema 
ni del Estado ni del derecho, y que atañe a la esfera más 
íntima de las mujeres y de los hombres y se ubica en el 
espacio de la moral. Esta idea puede ser aceptable desde 
una perspectiva kelseniana tradicional; sin embargo, lo 
cierto es que desde 1948, con la aprobación de la Decla-
ración Universal, se detecta que no es sólo un aspecto 
jurídico, sino que es —como ya expuse— la base sobre 
la que se estructura todo el andamiaje de estos derechos 
fundamentales, imprescriptibles, inalienables univer-
sales, interdependientes, indivisibles y progresivos; por 

Hors-série Justices, núm. 20, mayo de 2001, pp. 90-112; Feldman, 
Jean-Philippe, “Faut-il protéger l’homme contre lui-même? La dignité, 
l’individu et la personne humaine”, Droits. Revue Française de Théorie, 
de Philosophie et de Culture Juridiques, núm. 48, 2008, pp. 87-107.

285		  Véase Fedelman, op. cit., p. 89; Edelman, Bernard, La Personne 
en danger, París, PUF, 1999, p. 509.
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tanto, el resto de las normas jurídicas nacionales e inter-
nacionales debe estar supeditado a esta base primaria.286

El concepto ha evolucionado, cierto, pero el texto de 
la Declaración Universal le ha dado un sentido que lo 
coloca en el plano axiológico, como un valor, un princi-
pio que precede a otros como la solidaridad y los jurídi-
camente protegidos como la libertad y la igualdad. En 
este contexto, Luther afirma que la Declaración demues-
tra históricamente el nexo entre dignidad y derecho:

...puede ser considerada la prueba histórica más impor-
tante del nexo entre la dignidad y la razonabilidad. Al 
estar dotado de razón y conciencia, la idea de una “dote” 
natural o cultural del hombre [y la mujer], ligada a un 
deber de solidaridad o fraternidad, resulta inescindible-
mente conectado con la declaración de la dignidad y los 
derechos.287

Si reconocemos esto, la dignidad debe tener una ma-
nifestación, aún en condiciones extremas, a través de 
derechos indiscutibles como la libertad y la igualdad. 
Desde luego, en el marco del derecho internacional de 
los derechos humanos, la libertad se expresa como uno 
de sus principios, vinculados, de manera inalienable, a 
la dignidad de mujeres y hombres. Así, en los princi-
pales instrumentos que definen estos derechos es recu-
rrente la mención a la libertad, ya sea como caracterís-
tica inherente a la naturaleza humana o como elemento 

286		 Baste leer el primer párrafo del preámbulo de esta Declaración: 
“Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen 
por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos 
iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana” 
(las cursivas son propias, para añadir énfasis).

287		 Luther, Jörg, “Razonabilidad y dignidad humana”, trad. de Leo- 
nardo Sánchez-Mesa Martínez, ReDCE, núm. 7, enero-junio de 2007, 
p. 300, disponible en: ttps://www.ugr.es/~redce/REDCE7pdf/13Jorg 
LUTHER.pdf.
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calificado de determinados aspectos de la vida cívica y 
cotidiana de mujeres y hombres.

Así, el artículo 1o. de la Declaración Universal esti-
pula que desde el nacimiento somos libres y que ello se 
expresa, como se establece en los artículos 2o. y 3o. de 
esta Declaración, como un derecho. Este mismo plan-
teamiento se retoma en la Carta de las Naciones Unidas, 
en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
y en la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos (Pacto de San José), con los que se argumenta que 
la libertad es principio toral en la construcción de los 
derechos humanos y que tiene aceptación universal.

No obstante, estos instrumentos no ilustran sobre los 
alcances de este concepto, pues pareciera que es tan cla-
ro como llamar al “pan, pan y al vino, vino”. Me parece 
que no es así y que, dada la naturaleza del pensamiento 
jurídico prevaleciente en México, es importante avanzar 
un poco al respecto, sobre todo en estos momentos en 
que los conceptos han sido vaciados de su significado o 
bien, adquieren otros, atendiendo, en ocasiones, a nece-
sidades políticas.

Sabemos que la libertad implica un poder de auto-
determinación sobre nuestras vidas, tal como lo es apli-
cado a los pueblos, que cada vez que emerge este tema 
aparecen argumentos de diversa índole para convencer-
nos de que es un concepto acotado por el deber ser y por 
los derechos de las demás personas. En esta misma lí-
nea, se distingue que el concepto tiene una connotación 
filosófica fundamental que se perfila y afina a través de 
matices éticos y políticos.

Es un concepto que entendemos como un valor, 
como un principio, que vivimos como un preciado dere-
cho defendible de las arbitrariedades externas públicas 
y privadas, y aunque su definición se nos escape, lite-
ralmente se ha derramado tinta y sangre en su defensa. 



LAS RELACIONES FAMILIARES EN EL DERECHO 461

Tal es su importancia en la construcción de la persona 
humana y de sus comunidades.

Para estas reflexiones, me interesa subrayar sólo 
algunos de los componentes de este valor ético y filo-
sófico: el poder, en tanto “posibilidad de” y “capacidad 
para”, así como la elección frente a diversas opciones, 
elemento esencial de la acción de libertad. Ya Ortega y 
Gasset indicaba que la inteligencia de mujeres y hom-
bres se desarrolla por la necesidad de elegir y por su 
capacidad de hacerlo. Son dos elementos que inciden 
en la toma de decisión sobre con quién y cuándo una 
persona decide unirse en matrimonio e integrar una fa-
milia.288

Es cierto que en la formación jurídica se nos ense-
ña que la libertad es una facultad natural que tienen el 
hombre y la mujer de obrar de una manera y no de otra, 
y de no obrar, por lo cual es responsable de sus actos, 
pensamiento que se construye con elementos que se han 
incorporado desde el derecho romano, pero que se refie-
ren a la autonomía; es decir, al poder o capacidad que 
apunté en el párrafo anterior, y a la acción, como re-
sultado de la expresión de la voluntad propia frente a 
las opciones que existen en la convivencia social, una 
capacidad que es igual para todos los hombres y todas 
las mujeres.

Se trata de una igualdad con múltiples enfoques: 
morales, políticos, económicos, sociales de desarrollo o 
jurídicas, pero reconocida como la base fundamental de 
sociedades y gobiernos, de comunidades y regiones, en 
donde prevalecen la libertad y la democracia, ya que es 
“la única garantía de un sistema plenamente participati-

288		  Para entender de manera amplia esta referencia véase Ortega 
y Gasset, José, Meditaciones del Quijote, Madrid, Alianza Editorial, 
1981; y Estudios sobre el amor, Madrid, Alianza Editorial, 1984, am-
bos passim.
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vo, moderno y avanzado, en el que todos los ciudadanos 
y las ciudadanas podamos beneficiarnos de un proyecto 
común de bienestar social y calidad de vida”.289 Igualdad 
que parece ser la excepción en la historia del mundo, 
pero cuyo anhelo se coloca en el mismo plano que los 
principios de libertad y dignidad.290

3. Los principios en la reforma

Desde esta perspectiva de derechos humanos —que 
implica, como hemos visto, una mirada inclusiva, de 
solidaridad y respeto, a la institución del matrimonio 
hasta antes de la reforma de diciembre de 2009, así 
como el modelo prevaleciente en las demás entidades 
federativas— parece claro que los hombres homosexua-
les y las mujeres lesbianas no tenían (ni tienen, en casi 
todo el territorio nacional) opción de contraer nupcias 
con la persona de su elección. No podían (ni pueden) 
elegir entre hacer un compromiso de vida en común le-
galizado o hacerlo sólo en la intimidad. No podían (ni 
pueden) optar por ejercer el derecho de contraer nup-
cias y formar una familia tal como está consagrado en 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 
sólo podían vivir amancebadas o amancebados, usando 
el concepto decimonónico de la unión sexual continua 
extramatrimonial. En la Ciudad de México se puede ha-
cer a través de la sociedad de convivencia y en Coahui-

289		  Véase la Declaración del V Congreso Regional de Castilla y 
León sobre el valor de la igualdad: “Defendemos Derechos, construi-
mos Igualdad”, Valladolid, 21 y 22 de abril de 2009.

290		  Véase Figueruelo Burrieza, Ángela, “La igualdad compleja en 
el constitucionalismo del siglo XXI. Referencia especial a la no dis-
criminación por razón de sexo”, Boletín Mexicano de Derecho Com-
parado, México, sexagésimo aniversario, número conmemorativo 
1948-2008, 2008.
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la, por medio del Pacto Civil de Solidaridad, eso sólo 
desde 2007.

En el plano simbólico, la Reforma significa la con-
solidación de esa libertad, como el mismo valor que el 
primer matrimonio civil reconocido legal y socialmente; 
o bien, en su momento, el celebrado entre personas de 
diferentes razas o religiones.291 Al tiempo, se concreti-
za la libertad de las mujeres y de los hombres de con-
traer nupcias y de fundar una familia en los términos 
expuestos en el artículo 23 del Pacto de Derechos Civiles 
y Políticos que establece la edad como única limitación 
para esta libertad, en el sentido de que las personas me-
nores de edad requieren una protección especial mien-
tras están en crecimiento y desarrollo. La expresión de 
esta libertad en esa etapa de la vida está acotada por la 
responsabilidad que el padre y la madre tienen frente a 
su educación y crianza. Así, la reforma contiene un ele-
mento que incide de lleno en la cultura nacional, a la vez 
que concretiza y hace posible el ejercicio de libertades 
a determinadas personas que han sido históricamente 
excluidas, como son los homosexuales y las lesbianas.

Sin esa posibilidad de elegir y optar, sin la libertad 
para tomar una decisión que, según los instrumentos de 
derechos humanos es válida para todas las personas, sin 
importar sus características individuales vale la pena 
preguntar a la conciencia colectiva, apelando a la res-
ponsabilidad y solidaridad frente a la dignidad humana 
que compartimos: ¿Cómo definimos la naturaleza hu-
mana de homosexuales y lesbianas? ¿Cuál es la razón 

291		  En México, es un ejemplo el reconocimiento de que las per-
sonas indígenas podían válidamente unirse en matrimonio, no sólo 
amancebarse, como se señalaba cuando el derecho canónico colo-
nial era vigente en el país; Estados Unidos es un ejemplo en la elimi-
nación de la prohibición de los matrimonios interraciales que se hizo 
en 1967.
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válida para justificar que se les prive parte de su digni-
dad al negarles la opción de decidir sobre sus vidas, su 
sexualidad y las relaciones estables reconocidas por el 
Estado y la sociedad? ¿Qué calidad humana se les está 
desconociendo para aseverar que su unión es un aten-
tado contra las familias mexicanas y sus valores? Difícil 
responder si se toma en cuenta que estas exclusiones 
no sólo son un acto de discriminación, sino un acto que 
desconoce su dignidad humana.

Esta reflexión nos lleva también a preguntar ¿qué 
marca a las personas con una preferencia o identidad 
sexual distinta de la heterosexual que justifique su ex-
clusión de derechos y libertades universales de manera 
racional; esa que es el origen de la dignidad? Desde mi 
punto de vista: nada, porque la diversidad no invalida 
los principios de igualdad y no discriminación. Prin-
cipios incorporados en la Constitución federal no sólo 
como la igualdad jurídica entre mujeres y hombres (ar-
tículo 4o.), sino en concreto en el artículo 1o., al prohi-
bir toda discriminación

...motivada por origen étnico o nacional, el género, la 
edad, las discapacidades, la condición social, las condi-
ciones de salud, la religión, las opiniones, las preferen-
cias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las personas.

Es un artículo con el que la reforma es “...jurídica-
mente consistente puesto que ensancha libertades que 
traen aparejado el beneficio de crear una cultura de res-
peto y tolerancia, acordes con el claro concepto de la 
dignidad humana”,292 según los considerandos de la Ini-

292		  Gaceta Parlamentaria de la Asamblea Legislativa del Distrito Fe-
deral, 2a. ed., núm. 8, año 1, 21 de diciembre de 2009.
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ciativa con proyecto de decreto por el que se reforman 
y adicionan diversas disposiciones del Código Civil para 
el Distrito Federal y del Código de Procedimientos Civi-
les para el Distrito Federal, presentada el 24 de noviem-
bre de 2009 por el diputado David Razú Aznar, entonces 
presidente de la Comisión de Derechos Humanos de la 
Asamblea Legislativa del D. F.293

En una revisión detenida de esta exposición de mo-
tivos se puede observar que no se profundizó en los ele-
mentos que justifican y sostienen una modificación de 
esta naturaleza. Pareciera que las y los introductores 
de la iniciativa no tenían conocimiento de la importan-
cia del paso que se dio en la capital del país y en todo el 
territorio tanto por los efectos que estos matrimonios 
y adopciones tendrían en toda la República, como por 

293		  Muchos de los fundamentos de esta exposición que califican 
de derecho internacional no son tales; por ejemplo, los Principios de 
Yogyakarta que “se ocupan de una amplia gama de normas de dere- 
chos humanos y de su aplicación a las cuestiones relativas a la orien-
tación sexual y la identidad de género. Los Principios afirman la obli-
gación primordial que cabe a los Estados en cuanto a la implementa-
ción de los derechos humanos”. Se trata de un documento redactado 
por especialistas internacionales, no por un organismo multilateral 
de los que México forma parte (la ONU o la Organización de los 
Estados Americanos, OEA). La Resolución de la Asamblea General 
de la OEA, AG/RES.2504 (XXXIX-O/09) sobre Derechos Humanos, 
Orientación Sexual e Identidad de Género, aprobada el 4 de junio de 
2009, no está relacionada con los derechos humanos en los que se 
basa la Reforma, sino con un llamado a los Estados Americanos a 
erradicar la violencia que se ejerce contra las personas por su orien-
tación sexual o por su identidad de género. Es cierto que a partir de 
una serie de propuestas hechas en la Asamblea General de Naciones 
Unidas por países latinoamericanos y europeos, en este organismo 
se trabaja para eliminar la discriminación por preferencia sexual e 
identidad de género, pero no existe una declaración como tal. Lo 
cierto es que existe una tendencia clara del reconocimiento de los 
derechos humanos de todas las personas sin distinción, y que no es 
sino hasta los últimos cinco o seis años, cuando el tema ha logrado 
colocarse en la agenda internacional.
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la apertura de espacios de reflexión a partir de normas 
jurídicas, sobre los principios de dignidad, igualdad y 
libertad.

4. Los principios en la ejecutoria de la SCJN 
en la acción de inconstitucionalidad 2/2010

Hay que aclarar que estos principios fueron pasados 
por alto o malinterpretados —por ignorancia o por vi-
siones estrechas y antidemocráticas— por las instancias 
promotoras de la acción de inconstitucionalidad 2/2010 y 
las controversias constitucionales 13/2010 y 14/2010. En 
la AI 2/2010, la entonces PGR afirmaba que la ratio iure 
del artículo 4o. constitucional es la protección de la fa-
milia y que “el interés del Estado mexicano se centra en 
fortalecer las posibilidades del ser humano y su realiza-
ción plena a través de la familia, sobre bases de igualdad 
operante y legalmente protegida”, aunque no explicaba 
qué significa igualdad operante, cuando su argumento 
estaba dirigido a excluir de un derecho a un grupo de 
personas determinado.

Para definir a la familia, la PGR utilizó en la AI fra-
ses como “la altura y la medida de la persona”, “la fa-
milia se instituye para cumplir un objetivo común”, “la 
familia, concebida como modelo ideal por el Constitu-
yente Permanente, a la conformada por padre, madre 
e hijos”, “una figura de interés público tutelada a la luz 
del deseo y la necesidad social”. Son, entre otras cosas, 
juicios de valor dictados por una ideología contraria a 
los principios constitucionales reseñados.

En esta misma línea, los estados de Baja Califor-
nia y Jalisco, de manera idéntica arguyeron que en Mé-
xico el “modelo familiar y matrimonial heteroparental 
constituye un principio esencialísimo establecido por 
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la Constitución”.294 Esta aseveración fue utilizada para 
pedir la invalidez de la Reforma, reiterando que el “re-
conocimiento jurídico de otros grupos sociales no debe 
menoscabar la relevancia de la familia heteroparental, 
como modelo celular de la sociedad mexicana”.295 En res-
puesta, el gobierno del entonces Distrito Federal destacó 
que el concepto de “familia” es atemporal y no es unívo-
co; de ahí que podamos afirmar que el artículo 4o. cons-
titucional no proclama ni defiende un arquetipo de fami-
lia. Este debate ayuda a entender que el principio de no 
discriminación, aunado a la organización y protección 
de la familia como responsabilidad del Estado, incluye 
los diferentes tipos de estructura familiar que existen y 

294		  Véase SCJN, Controversia Constitucional 13/2010. Actor: Es-
tado de Baja California. Ministro Ponente: Sergio A. Valls Hernán-
dez. México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al 23 de enero de 
2012, p. 4; SCJN, Controversia Constitucional 14/2010. Actor: Es-
tado de Jalisco. Ministro Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Mé-
xico, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al 23 de enero de 
2012, p. 15. Estos dos documentos reportan que ambas acciones 
fueron sobreseídas por la SCJN, debido a que “no se actualiza una 
afectación a su esfera de atribuciones, que le confiera un interés 
legítimo para promover controversia constitucional” (pp. 57 y 58, 
respectivamente). Sin embargo, en este apartado expongo algunos 
contenidos de las controversias y de las respuestas del Gobierno 
del Distrito Federal y la Asamblea Legislativa que son opuestas a 
los principios de dignidad, igualdad y no discriminación. Esto no 
fue tan evidente del lado de las autoridades capitalinas, ya que de-
finen a la familia, el matrimonio, la adopción y al interés superior 
de la infancia, sin entrar al fondo ético de las diferencias que en-
frentan a las tres entidades federativas. En este sentido, coincido 
con el voto particular del ministro José Fernando Franco González 
Salas en ambos acuerdos, sobre las razones jurídicas que justifica-
ban entrar al estudio de fondo de las controversias de estas entida-
des federativas.

295		  SCJN, Controversia Constitucional 13/2010, p. 9; y SCJN, Con-
troversia Constitucional 14/2010, p. 7.
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han existido en el tiempo en nuestro país, sin exclusión 
ni discriminación. Concretamente, se afirmó que

No existe un concepto de familia, ni un modelo ideal 
de familia, en la Constitución Federal. De la lectura del 
artículo 4o. constitucional, se desprende que la ley pro-
tegerá la organización y el desarrollo de la familia, sin 
que se advierta la regulación de uno solo de sus mode-
los, ni mucho menos el establecimiento de un modelo 
ideal... al no existir un concepto constitucional de fami-
lia, ni un solo modelo ideal de ésta, será entonces la or-
ganización y el desarrollo de todos aquellos “tipos” de 
familia, los que deberán ser protegidos por el legislador 
ordinario.296

Por otro lado, en sus recursos, Baja California y Ja-
lisco incurrieron en severas contradicciones para inten-
tar desvirtuar la Reforma. Declararon que al permitir el 
matrimonio entre personas del mismo sexo en la capital 
del país se “genera un trato discriminatorio basado en 
condiciones de salud, respecto de las parejas de distinto 
sexo que se ubican en las hipótesis mencionadas”,297 por-
que no se les aplican algunos de los impedimentos para 
contraer nupcias, como la impotencia incurable para la 
cópula. Este criterio contiene una consideración discri-
minatoria que se resuelve al ser dispensable, como bien 
responde la Asamblea Legislativa del Distrito Federal 
Debe sumarse la consideración de que, si bien es cier-
to que la fracción VIII del artículo 156 del Código Civil 
para el Distrito Federal es excluyente de cientos de per-
sonas, no puede aplicarse a la Reforma para argumentar 
la violación al principio de igualdad, salvo que se haga 
con muy mala fe o en el marco de esquemas ideológicos 

296		  Controversia Constitucional 13/2010 .
297		 Ibidem, p. 17 y Controversia Constitucional 14/2020,  p. 15.
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discriminantes, obtusos y antidemocráticos. A ello, las 
autoridades de esta capital respondieron que

La fundación de la familia no necesariamente se rela-
ciona con la reproducción, pues, contrario a lo sosteni-
do por el actor, ese aspecto, de ninguna manera, puede 
ser considerado como el principal objetivo del matri-
monio, dado que la familia no se constituye sólo a par-
tir de éste.298

La postura de la entonces PGR en la AI 2/2010 no 
estaba exenta de contradicciones. Para esta instancia, 
el principio de razonabilidad implicaba que los actos 
legislativos deben de ser “proporcionales” a “lo exigido 
por la igualdad y la equidad”, a “lo armónico dentro del 
todo” y a lo “equilibrado entre los extremos”. Para la de-
pendencia, las reformas impugnadas alteran “los princi-
pios, garantías y derechos reconocidos” por la Constitu-
ción federal, porque destruyen lo que este mismo texto 
ha querido amparar y, con ello, se “consagra” la desna-
turalización jurídica de la familia. Sin embargo, estos 
argumentos carecen de la más elemental lógica, ya que 
la vinculación entre los artículos 1o. y 4o. constitucio-
nales es la materialización plena de la igualdad entre las 
personas que hace congruente el matrimonio entre per-
sonas del mismo sexo y la adopción homoparental con 
el derecho a integrar una familia.

A esto, la Corte responde con elementos que forta-
lecen los tres principios que destaco en este análisis: la 
dignidad, la igualdad y la libertad, al subrayar que el 
control de la constitucionalidad de una norma determi-
nada se orienta a verificar si el órgano legislativo limitó 
un derecho o impuso un trato diferenciado o exclusión 
de cierto grupo de personas, bajo exigencias de razona-

298		  Ibidem, pp. 24 y 25.
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bilidad y proporcionalidad, situación que no sucede en 
el caso de la Reforma, al decir de la Corte. Textualmente, 
la resolución 2/2010, en sus párrafos 220 y 222, apunta:

...al tratarse de una ampliación o igualación de dere-
chos y no de su restricción, es relevante, en tanto ins-
cribe el control constitucional en otro tipo de análisis, 
ya no de proporcionalidad, sino, fundamentalmente, de 
razonabilidad, consistente en la verificación sobre si la 
medida legislativa mediante la cual se busca la equipa-
ración u homologación de las relaciones entre personas 
del mismo sexo y las heterosexuales y así proteger unas 
y otras jurídicamente, a través de la institución civil del 
matrimonio, trastocan o no bienes o valores constitucio-
nalmente protegidos, como los que, en el caso, alega el 
accionante... en el caso, no se está ante medidas legis-
lativas de ese tipo, sino, por el contrario, ante un acto 
normativo que amplía o extiende un derecho civil, a fin 
de equiparar plenamente la protección jurídica entre pa-
rejas homosexuales y heterosexuales, amparado, según 
se advierte de la motivación del legislador del Distrito 
Federal, en el respeto al principio de igualdad y la prohi-
bición de no discriminación, concretamente, en su ver-
tiente de orientación sexual.

Más adelante, la Corte desarticula la mezcla extra 
lógica que hace la PGR entre el principio de igualdad, 
el concepto de “familia” y la obligación que tiene el Es-
tado de dictar normas para su organización y protec-
ción, de tal suerte que queda claro que el artículo 4o. 
constitucional no sienta una línea de causa-efecto entre 
estos tres elementos, como lo pretende la procuraduría. 
La Corte coloca a la igualdad en el plano ontológico que 
le corresponde, pues se trata de un principio de dere-
chos humanos —tal como se establece en la Declaración 
Universal—, al citar en su párrafo 233 que la reforma de 
1974:
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...obedeció a la discriminación histórica advertida ha-
cia las mujeres, buscando eliminarla, a fin de lograr la 
igualdad de hombres y mujeres frente a la ley, constitu-
yéndose así un límite material a la actividad legislativa 
y aclarándose que, conforme a los criterios de esta Corte 
en materia de igualdad, no se trata de dar un trato idén-
tico o de prohibir el establecimiento de diferenciacio-
nes, sino de lograr una igualdad real entre hombres y 
mujeres.

Es una igualdad que, en tanto principio, no debe 
tener excepciones, porque es el vínculo que sostiene el 
concepto de “dignidad de los seres humanos”, pero tam-
bién se sostienen por él, marco social y antropológico 
en el cual la diversidad es la regla, frente a la cual la 
prohibición de toda forma de discriminación es uno de 
los elementos estructurales de sociedades democráticas 
respetuosas de la libertad y de los derechos humanos.

A mi parecer, este es el argumento clave que nos faci-
lita entender a la Corte, en el sentido de que las personas 
homosexuales y lesbianas, al igual que las heterosexua-
les, tienen derecho a establecer relaciones afectivas li-
bres y voluntarias. Es parte de una evolución paulatina 
del reconocimiento que internacionalmente se ha hecho 
de los derechos humanos de estas personas en las últi-
mas décadas.

Este momento ha tenido que esperar la evolución de 
las conciencias e ideologías en la sociedad, al igual que 
había sucedido con otras minorías raciales, religiosas, 
étnicas, nacionales y un largo etcétera que engloba el re-
conocimiento de la igualdad entre mujeres y hombres y 
las múltiples formas de discriminación a todas aquellas 
personas que no han sido idénticas al prototipo del ser 
humano en comunidades y momentos históricos deter-
minados. Son reflexiones que siguen los criterios esta-
blecidos por la Corte Interamericana de Derechos Hu-
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manos (CIDH),299 respecto a la relación entre igualdad y 
dignidad y derechos humanos:

Los derechos humanos deben ser respetados y garan-
tizados por todos los Estados. Es incuestionable el he-
cho de que toda persona tiene atributos inherentes a su 
dignidad humana e inviolables, que le hacen titular de 
derechos fundamentales que no se le pueden descono-
cer y que, en consecuencia, son superiores al poder del 
Estado, sea cual sea su organización política.300

Asimismo, la CIDH ha expuesto que:

La noción de igualdad se desprende directamente de 
la unidad de naturaleza del género humano y es inse-
parable de la dignidad esencial de la persona... no es 
admisible crear diferencias de tratamiento entre seres 
humanos que no se correspondan con su única e idén-
tica naturaleza.301

Si bien para la CIDH no toda distinción hecha por 
un ordenamiento jurídico es discriminatoria per se 
—porque “no toda distinción de trato puede considerar-
se ofensiva... de la dignidad humana... solo es discrimi-
natoria una distinción cuando «carece de justificación 
objetiva y razonable»”—,302 cabe la pregunta: ¿cuál es la 

299		  Véase CIDH, Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 
1984. Propuesta de modificación a la Constitución Política de Costa 
Rica relacionada con la naturalización. Solicitada por el Gobierno de 
Costa Rica; CIDH, Opinión Consultiva OC-18/03 del 17 de septiem-
bre de 2003, solicitada por los Estados Unidos Mexicanos. Condición 
Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Ambas OC se 
refieren a los derechos humanos, frente a los cuales, por razones di-
versas, grupos de persona son excluidos. De ahí su pertinencia para 
este caso.

300		  CIDH, OC-18/03, párrafo 73, p. 100.
301		  CIDH, OC-4/84, párrafo 55, p. 16.
302		  Ibidem, párrafo 56, p. 16.
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justificación objetiva y razonable de la exclusión históri-
ca que las personas homosexuales y lesbianas han pade-
cido en nuestro país y en otras latitudes de su derecho a 
unirse en matrimonio y formar una familia de manera 
libre, responsable e informada?

La ejecutoria de la SCJN permite responder que no 
existe, justo, porque este es el mismo sentido del último 
párrafo del artículo 1o. constitucional. Las distinciones 
son discriminatorias cuando atentan contra la dignidad 
humana y tienen por objeto anular o menoscabar los 
derechos y libertades de las personas. Negar o desco-
nocer el derecho de homosexuales y lesbianas a unirse 
libremente en matrimonio y formar una familia atenta 
contra su dignidad, viola derechos y limita libertades, 
si bien los argumentos que justifican su exclusión o tra-
to diferenciado consideran que las preferencias sexuales 
de estas personas son peligrosas a priori para institucio-
nes sociales fundamentales como la familia, el matrimo-
nio y la adopción.

Estas afirmaciones tuvieron validez hace tiempo; sin 
embargo, las normas —sean jurídicas o morales— de 
una cultura determinada no son estáticas; evolucionan 
como lo hace el pensamiento, de tal suerte que las ex-
clusiones que fueron válidas hace décadas por descono-
cimiento, ignorancia, falta de respeto o prepotencia, no 
lo son hoy en día, cuando se han hecho esfuerzos por 
entender la riqueza que encierra la diversidad y el signi-
ficado profundo de la dignidad humana, y por eliminar 
los actos que, por costumbre o por norma, la dañan, así 
como erradicar la discriminación.

Las decisiones de la SCJN en los últimos cinco lus-
tros han sido consistentes en definir a la igualdad como 
uno “de los principios estructurales del orden jurídico, 
lo cual implica que ha de servir como criterio básico 
para la producción normativa y su posterior interpreta-
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ción y aplicación”.303 Es un principio que representa ser 
iguales ante la ley y en la ley, y al que se le ha calificado 
de complejo. La SCJN ha mantenido también el crite-
rio de que la igualdad se entiende en el sentido aristo-
télico; es decir, tratar igual a los iguales y desigual a los 
desiguales. De manera consistente, esto debe ajustarse 
siempre a las disposiciones de la Constitución federal 
en materia de igualdad, dignidad y no discriminación, 
lo cual nos ha permitido avanzar —como en otras socie-
dades contemporáneas— a la comprensión de la diversi-
dad sexual, en un contexto que enmarca la dignidad de 
los seres humanos.

Es un criterio que, en el caso de la ejecutoria AI 
2/2010, se plasma con precisión, mediante el recono-
cimiento de que la naturaleza humana es sumamente 
compleja; contempla una identidad y un proyecto de 
vida sin importar las preferencias sexuales de cada per-
sona que se inscribe en la autodeterminación y en su 
libre desarrollo. Se trata de una interrelación de dere-
chos humanos que se resumen en la consideración de la 
SCJN en este caso:

Así, tratándose de personas homosexuales, de la misma 
forma que ocurre en las personas con orientación sexual 
hacia otras de diferente sexo (heterosexuales), es par-
te de su pleno desarrollo el establecimiento libre y vo-
luntario de relaciones afectivas con personas del mismo 
sexo; relaciones, unas y otras, que, como informan los 
diferentes datos sociológicos, comparten como caracte-
rística que constituyen una comunidad de vida a partir 
de lazos afectivos, sexuales y de solidaridad recíproca, 

303		  Amparo en Revisión 823/2010. Ponente: ministra Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. El voto de minoría de los ministros Ser-
gio Salvador Aguirre Anguiano, José Ramón Cossío Díaz, José de 
Jesús Gudiño Pelayo y de la ministra Margarita Beatriz Luna Ramos, 
en relación con el amparo en revisión 543/2003.
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con una vocación de estabilidad y de permanencia en el 
tiempo.

Dichos argumentos sostienen la Reforma, desde la 
vía del derecho, a formar una familia a través de la pro-
creación o la adopción, así como el derecho a contraer 
libremente matrimonio. Al respecto, me parece innece-
sario entrar al debate de qué se entiende por familia, 
por matrimonio, por adopción o interés superior de la 
infancia, pues estos conceptos o instituciones resultan 
fortalecidos en un marco construido de dignidad, igual-
dad y libertad.

La SCJN tenía que entrar al estudio de estos temas, 
porque son parte de los argumentos expuestos por la 
PGR y los estados de Baja California y Jalisco. Pero lo 
hace a partir de la consideración de que México es un 
Estado democrático de derecho, en el que el respeto a 
la pluralidad es parte de su esencia; por tanto, la pro-
tección que debe dar a la familia “debe cubrir todas sus 
formas y manifestaciones,” con independencia de que 
sea cierto que “el matrimonio, como institución civil, ha 
sido tradicionalmente reconocido como el celebrado en-
tre un hombre y una mujer”, al tiempo de considerarse 
como el “medio legítimo para formar una familia”.

La ejecutoria que recayó a la AI 2/2010 contiene un 
amplio abanico de ejemplos sobre los diversos tipos de 
familias que existen en nuestro país, de la evolución del 
matrimonio y los mecanismos para su disolución, de las 
diversas formas de unión concubinaria y de filiación, in-
cluyendo las derivadas de la adopción monoparental y 
de la reproducción asistida. Es evidente que nada justi-
fica la exclusión de los matrimonios entre personas del 
mismo sexo y las adopciones homoparentales de esta 
variedad; por ende, hacerlo es atentatorio del artículo 
1o. de la Constitución federal.
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Las dificultades para comprender la relación que 
existe entre la dignidad, la igualdad y la libertad con la 
Reforma, se observa en los votos concurrentes y particu-
lares a la acción de inconstitucionalidad que comento, 
como el del ministro Luis María Aguilar Morales, en el 
sentido de que “la validez de la norma se sustenta en la 
libre configuración normativa de las entidades federati-
vas”, desconociendo así la importancia de reafirmación 
de estos tres principios. Lo mismo sucede con los argu-
mentos del ministro Aguirre Anguiano.

En el caso del voto del ministro Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, debo destacar los riesgos que implica hablar de 
pruebas científicas que demuestren que la adopción ho-
moparental daña a niños y niñas. Una opinión tan gene-
ral es, en sí misma, discriminatoria, pero su desacuerdo 
es más de método que de fondo. Considero importante 
dejar claro que se ha demostrado que numerosos niños 
y niñas a lo largo y ancho del país adoptados en el seno 
de familias heteroparentales, fueron víctimas de daños 
irreparables, ocasionados por los padres y madres adop-
tivos. Igual sucede con padres y madres biológicos, pero 
eso no significa que la adopción heteroparental o las re-
laciones paterno y materno filiales son dañinas, per se, 
para niños y niñas. Justo, la Reforma nos permite estu-
diar de manera más cercana cada caso concreto y dar un 
seguimiento cuidadoso a las adopciones homoparenta-
les que se aprueben.

5. La situación actual

No cabe duda de que la Reforma abrió un espacio de 
discusión y reflexión sobre los llamados “valores de la 
familia mexicana”; tampoco hay duda de que en la rede-
finición del matrimonio y de la adopción para ampliar 
sus fronteras, así como el reconocimiento de que homo-
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sexuales y lesbianas tienen los mismos derechos que las 
personas heterosexuales para casarse y adoptar, divide 
la opinión de nuestro país, incluso en la capital.

La ejecutoria de la SCJN recaída en la AI 2/2010 ayu-
da a entender que no hay razones lógicas, éticas ni jurí-
dicas que respalden los argumentos homófobos, como 
los mencionados al inicio de este capítulo; que las insti-
tuciones que estructuran a las familias en nuestro país 
son versátiles, multiformes, complejas y evolucionan 
como lo hace todo en las sociedades y en las relaciones 
humanas.

Esta ejecutoria pone en la mesa de discusión las for-
mas sutiles de discriminación que todavía existen en 
México, cuyo origen parece estar arraigado en atavis-
mos culturales y miedos a la diferencia, a pesar de los 
discursos en favor de la democracia. Es una discusión 
que nos obligará a replantear el binomio igualdad/no 
discriminación, a partir de la responsabilidad individual 
y colectiva sobre todos y cada uno de los actos de discri-
minación que atentan contra la dignidad y la libertad de 
personas, sólo por características personales que no son 
respetadas por una mayoría intolerante.

Es de aplaudir la opinión de la mayoría de la SCJN 
que concluyó que la Reforma es constitucional, por es-
tar enmarcada en estos tres principios: dignidad, igual-
dad y no discriminación, mismos que deben prevalecer 
para cualquier otra institución de nuestro sistema social 
y político, que es de esperar que siga evolucionando en 
este sentido. En todo caso, hoy se reconoce legalmente 
el matrimonio entre personas del mismo sexo en todo el 
país, ya sea por acción legislativa estatal o por mandato 
de la SCJN, que en la Tesis 43/2015 de la Primera Sala, 
determinó que “Considerar que la finalidad del matri-
monio es la procreación constituye una medida no idó-
nea para cumplir con la única finalidad constitucional 
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a la que puede obedecer la medida: la protección de la 
familia como realidad social”.304

Otro ejemplo es el Amparo en Revisión 735/2014305 
que, para mí, parte de tres actos reclamados: la expedi-
ción del decreto 142 del 3 de agosto de 2013, por el que 
se reformó el artículo 147 constitucional en Colima; la 
expedición del decreto 155 del 10 de agosto de ese mis-
mo año, por el que se reformaron una serie de artículo 
del Código Civil y del Código de Procedimientos Civiles 
de esa entidad, y la omisión legislativa de reformar el 
artículo 391 del Código Civil de la misma entidad fede-
rativa.

Los dos primeros actos reclamados, siempre desde 
mi punto de vista, no son en sí discriminatorios, ya que 
existe un criterio razonable por el que se guió el legisla-
dor colimense. Ambos son idénticos en derechos y obli-
gaciones para los cónyuges, sean heterosexuales —por 
tanto, unidos en matrimonio— o una pareja del mismo 
sexo en enlace conyugal. La única exclusión que enfren-
ta esta última, es que no está contemplada como posible 
adoptante. En esa omisión legislativa, contenida en el 

304		  Tesis de Jurisprudencia 1a./J. 43/2015 (10a.). Matrimonio. La 
ley de cualquier entidad federativa que, por un lado, considere 
que la finalidad de aquél es la procreación y/o que lo defina 
como el que se celebra entre un hombre y una mujer, es incons-
titucional. Primera sala, 19 de junio de 2015. Amparo en revisión 
152/2013. 23 de abril de 2014. Mayoría de cuatro votos de los minis-
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sán-
chez Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Re-
bolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Karla I. Quintana Osuna y David García 
Sarubbi.

305		  Amparo en Revisión 735/2014. Quejoso: [dato protegido]. Mi-
nistro ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Acuerdo de la Prime-
ra Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación correspondiente 
al 18 de marzo de 2015.



LAS RELACIONES FAMILIARES EN EL DERECHO 479

tercer acto reclamado, está una discriminación que, de 
acuerdo con el ministro Cossío en su voto concurrente, 
la única que genera una oportunidad continuada para 
su impugnación es la violación por discriminación, por-
que está

…basada en las categorías establecidas en el último pá-
rrafo del artículo 1o. constitucional, por la condición 
particularmente discriminatoria que provoca la exclu-
sión de un grupo social de ciertos contextos normativos 
específicos y que no requiere, pero tampoco se agota con 
un acto concreto de aplicación.306

En otras palabras, la violación a los derechos huma-
nos no se resuelve sólo con señalar que las reformas a 
la constitución y a los ordenamientos civil y procesal 
civil colimenses son discriminatorias, porque excluyen 
a las parejas homosexuales del matrimonio, basándo-
se en prejuicios que históricamente han existido contra 
ellos. El razonamiento desarrollado por la Primera Sala 
de nuestro más alto tribunal parece lógico; sobre todo, 
con el símil que hace de las escuelas separadas para la 
población blanca y la población negra en Estados Uni-
dos, aunque no forme parte de nuestra historia.

En todo caso, la segregación racial es violatoria de 
los principios de igualdad y no discriminación, dado que 
se genera, como fijó la Corte Suprema de Estados Uni-
dos, un sentimiento de inferioridad, no sólo por la sepa-
ración, sino por el contexto en que están unas escuelas 
y otras, los recursos que se otorgan a unas y a otras, la 
calidad de la enseñanza que se ofrece en unas y otras. Es 
decir, todo el contexto es excluyente, es discriminatorio, 

306		 Voto Concurrente que formula el ministro José Ramón Cos-
sío Díaz en el Amparo en Revisión 735/2014. Punto resolutivo: 
18/03/2015 1. Se revoca la sentencia recurrida. 2. Ampara.
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no sólo el hecho de separar por razas a los estudiantes. 
Lo mismo sucedía con la unión entre personas indíge-
nas y personas criollas. Se llamaba amancebamiento y, 
por ello, su descendencia era considerada bastarda, sin 
los derechos de la descendencia llamada legítima.

En el caso del concepto relaciones conyugales, el le-
gislador colimense sólo se equivocó por omisión, pues la 
reforma del ordenamiento civil es casi integral y permi-
te que ambas clases de relación tengan los mismos efec-
tos, los mismos derechos y las mismas obligaciones. Per 
se, calificar de distinta la relación afectiva y sexual de 
dos personas heterosexuales de la unión de dos perso-
nas que no lo son, no es más que reconocer lo obvio: en 
esta última no habría madre a quien controlar ni páter 
que controle. Desde esta lógica, la procreación en la pa-
reja de homosexuales o lesbianas, por su propia natura-
leza, no existiría; en ambos casos tendrían que recurrir 
a alguna de las técnicas de procreación asistida o a la 
adopción, si así lo desean.

En este contexto, es fundamental dejar claro que las 
familias deben de ser consideradas iguales, sean hete-
ro, homo, lesbo o monoparentales, con y sin prole, en 
relación conyugal o concubinaria, integradas por una 
o varias generaciones; todas son iguales y deben de ser 
protegidas por la ley en los términos del artículo 4o. 
constitucional. Sin embargo, la “no reforma” a los ar-
tículos 391 y 391 B del Código Civil colimense reserva a 
las parejas heterosexuales el derecho de adoptar, convir-
tiéndolo en un privilegio discriminatorio para las perso-
nas que no responden a los criterios heteronormativos 
tradicionales.

Las razones no explicadas, lo no expresado sobre 
esa omisión son, en sí, las causas de discriminación 
por identidad o preferencia sexual, según la opinión de 
ministras y ministros: es ahí en donde está la categoría 
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analítica relevante, no en la hetero o autoaplicación de 
la norma; no, si se trata de un interés jurídico, subjetivo 
o legítimo del quejoso; si este interés es o no cualificado, 
actual, real y jurídicamente relevante; si la parte valora-
tiva de las leyes genera o no una afectación en sentido 
amplio a determinado grupo de personas, o si se trata o 
no de estigmatización por discriminación. Todos estos 
argumentos serían válidos si se pretendiera impedir o 
prohibir o excluir a una persona o grupo de personas del 
matrimonio por su preferencia sexual, su nacionalidad, 
raza, religión o cualquier otra característica personal en 
los términos del artículo 1o. constitucional. Pero no es 
el caso.

Diferenciar las dos formas de relación conyugal no 
es estigmatizante en sí; sólo cuando una de las dos tiene 
un derecho del cual es excluida la otra. Entonces, cabe 
preguntar por qué. Es importante buscar la raíz cultural 
de esa exclusión, los valores y creencias sociales que de-
jaron su impronta en el acto legislativo, origen del am-
paro, y reconocer que esta omisión legislativa surge de 
una discriminación prohibida por la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos.
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